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INTRODUCCIÓN 


OUieto  del  presente  libido— 11.  Situnoion  de  la  Iglesia  Ca- 
tólica en  Alemania— III.  Situa<*ion  de  la  misma  en 
Austria — IV.  La  libertad  de  oonóiencia  en  Bélgica-- 
V.  Las  reformas  religiosas  en  Italia— VI.  El  Culto  Ca- 
tólico en  Suiza  y  en  E<*paña— Vil.  Leyes  eclesiásticas 
francesas  y  su  comentador  el  pieñor  Hortalis— VIH.  La 
Iglesia  y  el  Estado  en  la**  naciones  aiTtericanas — IX. 
Relaciones  del  Poder  civil  con  la  Iglesia  en  los  pri- 
meros tiennpos  del  cristianismo— X.  La  Iglesia  y  las 
sagradas  escritin-as—  I.  Ateísmo  y  teocracia— XII. 
Conclusión. 


I.—- El  presente  libio  tiene  nii  ol)jeto  limitado  y 
concreto.  Vamos  á  dilncidar  alo-unos  a?;nntos  re- 
lativos á  las  relaciones  ivcíprorns  entre  la  Iglesia 
y  el  Estado,  y  al  patronato  nacional,  no  de  nna  ma- 
nera abstracta,  sino  en  cuanto  tienen  ai)licac¡on  á 
las  cuestiones  de  competencia  suscitadas  última- 
mente en  la  República  Argentina,  entre  las  potes- 
tades secular  v  eclesiástica. 

Xo  es  nueva  la  materia.  i^]lla  abraza  multitud 
de  problemas  políticos,  religiosos  y  sociales,    que 
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han  preocupado  seriamente  á  los  legisladores  de 
los  países  civilizados  de  ambos  mundos  y  han  sido 
objeto  de  pacientes  estudios  y  de  pi'ofundas  investi- 
gaciones, de  la  parte  de  muy  eminentes  publicistas. 

¿  Se  ha  llegado  acaso  a  una  solución  final  que 
satisfaga  todas  las  aspiraciones,  que  concilie  todos 
los  intereses,  que  subordine  á  una  sola  autoridad, 
con  el  consentimiento  unánime  de  los  asociados, 
el  ejercicio  de  todos  los  derechos,  incluso  el  de 
aquellos  que  se  derivan  del  sentimiento  religioso  V 

La  cuestión  ha  sido  resuelta,  de  hecho  y  en  el 
terreno  de  la  legalidad,  en  casi  todos  los  paises. 
proclamándose,  sin  discrepancia,  la  supremacía  del 
poder  civil  sobre  el  poder  eclesiástico,  en  todos 
los  asuntos  que  tienen  un  carácter  evidentemente 
social,  es  decir  que  pueden  afectar  el  orden  pú- 
blico y  el  prestigio  de  que  deben  estar  rodeadas 
las  autoridades  constituidas.  Ilecordemos  algunos 
hechos  recientes. 

II. — El  Señor  Horoy,  en  su  reciente  obra  acer- 
ca  del  sacerdocio  comenta  ó  explica  de  este  modo 
la  situación  de  la  iglesia  católica  en  el  imperio 
alemán:  «El  principio  protestante  atribuye  al  so- 
berano, en  materia  de  go))ierno  de  la  sociedad 
religiosa  una  omnipotencia  real.  Kespecto  de  la 
iglesia  católica  no  puede  suceder  lo  mismo:  pero, 
de  todos  modos,  la  tendencia  del  gobierno  se  pue- 
de resumir  en  esta    ftíi'mula:     obedecer  al  rey  mas 
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hien  que  al  papa  en  todo  lo  que  se  refiere  á  la 
organización  exterior  de  la  Iglesia,  y  considerar 
como' perteneciente  á  la  prerogativa  reatóla  deter- 
minatcion  obligatoria  de  todo  lo  que  corresponde  á 
esta  organización  exterior.'^ 

III. — En  Austria,  no  obstante  declarar  el  ai*ti- 
culo  2""  (le  la'Constitucion  de  1849.  que  «toda  socie- 
dad religiosa  reconocida  arregla  y  administra  libre- 
mente sus  negocios.»  el  poder  civil  como  guardián 
del  drden  social  lia  reclamado  y  ejercido  cierta  in- 
tervención en  materias  i'elativas  al  culto  católico. 
Desde  la  época  de  José  II  se  estableció  un  dere- 
cho, cuya  tendencia,  según  el  autor  citado,  era 
considerar  á  la  Iglesia  como  una  rama  de  las  insti- 
tuciones civiles.  V  el  dominio  del  l^^stado  como  tínico 
terreno  del  derecho. 

El  concordato  de  1855,  en  vez  de  destruir  con- 
firmó muchas  de  las  prerogativas  que  la  potes- 
tad secular  se  atribula,  tales  como  el  sometimiento 
de  los  clérigos  á  los  jueces  seculai'cs  en  el  orden 
civil,  la  presentación  de  candidatos  para  los  obispa- 
dos, el  nombramiento  de  ciertas  dignidades  y  pre- 
bendas. 

La  vigencia  de  este  concordato  fué  suspendi- 
da cuando  en  1870  lo  exigieron  así  las  necesidades 
del  orden  social-,  y  desde  entonces,  el  parlamento 
reasumió  el  derecho  exclusivo  de  fijar  los  principios 
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ó  leyes  que  ilebiaii  normalizar  las  relaciones  de  la 
Iglesia  con  el  Estado. 

La  ley  dictada  el  7  de  Mayo  de  1874  con  este  ob- 
jeto, dice  en  su  artículo  2"^ :  «La  aptitud  de  obtener 
empleos  y  beneficios  eclesiásticos  debe  juzgarse  se- 
gún las  leyes  del  E'sfado  y  las  prescripciones  de  la 
Iglesia  conformes  á  esas  lenes, ^     El  artículo  4"" 

agrega:  «Los  arzobispos,  obispos administran 

los  asuntos  interiores  de  la  iglesia  diocesana  confor- 
me á  las  prescripciones  eclesiásticas,  eu  tanto  que  no 
sean  contrarias  d  las  lenes  del  Estado.* 

IV. — La  Constitución  belga  garantiza  también  la 
libertad  de  conciencia:  pero  no  abdica  por  eso  de  sus 
facultades  conservadoras  del  orden  público.  El  ca- 
rácter de  esa  libertad  y  las  limitaciones  á  que  está 
sujeta,  como  todo  derecho^ya  sea  ejercido  por  una 
sola  pej'sona  6  por  una  colectividad  social,  fueron 
precisados  por  un  fallo  de  la  corte  de  casación  de 
Bruselas,  de  27  de  Noviembre  de  1834.  «Laliber- 
tad  de  conciencia,  dice  este  fallo,  y  de  los  cultos  con- 
siste, en  el  derecho  que  cada  nno  tiene  de  creer  y  de 
profesar  su  íé  religiosa  sin  que  la  auttuidad  civil 
pueda  paralizar  su  ejercicio  total  ó  parcialmente: 
pero  ese  derecho  nada  tiene  de  incompatible  con  el 
poder  que  pertenece  á  la  sociedad  de  defender  y  cas- 
tiga!', por  el  órgano  de  la  ley  y  la  acción  de  los 
magistrados,  los  actos  que  juzga  contrarios  al  orden 
público. » 
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El  canónigo,  señor  ]\roulait.  profesor  de  teología 
en  Louvain,  coineiitando  el  sentido  de  la  legislación 
belga,  en  lo  cine  se  refiere  á  la  facultad  de  adquirir 
y  poseer.de  los  estableciniioutos  eclesiásticos,  se  ex- 
presa de  este  modo:  «Ese  sistema  está  en  contradic- 
cion  manifiesta  con  las  prot(Mis¡ones  de  los  teólogos 
que  revindican  para  la  iglesia  5^  los  establecimientos 
eclesiásticos,  la  libertad  ilimitada  de  adquirir  }•  de 
poseer  bienes  temporales,  sin  ninguna  limitación, 
sin  ninguna  revisión  por  parte  del  listado.  • 

«Esta  pretensión  está  absolutamente  condenada 
y  rechazada  por  toda  la  legislación  belga,  como  des- 
tituida de  fundamento  jurídico.* 

Esto  manifiesia  que,  por  lo  menos,  en  esta  mate- 
ria, ha  estado  la  iglesia  cat()lica  en  Wlgica^  bajo  el 
imperio  de  las  leves  del  orden  civil.  Por  ilimitada, 
pues,  que  sea  la  libeilad  que  se  le  quiera  conceder, 
ella  nunca  llega  hasta  el  punto  de  consentirse  en  que 
se  ejerza  con  detrimento  de  las  leyes  del  Estado. 

V. — La  situación  de  la  Italia  en  el  terreno  de  sus 
relaciones  con  la  iglesia  católica,  no  es  menos  clara 
y  definida.  Desde  1800  se  ha  producido  en  la  le- 
gislación de  dicho  pais^  una  serie  de  reformas  ema- 
nadas de  la  íntima  convicción  de  sus  hombres  de  Es- 
tado, de  la  facultad  de  la  nación  para  reglamentar  el 
ejercicio  de  todos  los  derechos.  Así  hemos  visto, 
sucesivamente,  decretarse:  la  supresión  de  la  perso- 
nalidad civil  de  las  órdenes  mona  sticas,|la  de  las  aba- 
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(Jías,  de  los  piioiatoá.  de  las  obras  pías*,  la  abolición 
de  la  muerte  civil  de  los  relig^iosos;  la  convemon  de 
los  bienes  de  fábrica  en  títnlos  de  renta  de  5  oío-,  k 
abolición,  en  fin.  de  la  soberanía  temporal  del  Ro- 
mano Pontífice,  cnya  personalidad  y  funciones  que- 
daron bajo  el  amparo  de  la  ley  de  garantias,  dictada 
el  13  de  Mavo  de  1871. 

El  artículo  17  de  dicha  ley  expresa  suficientemen- 
te el  cai'ácter  de  los  principios  fundamentales  esta- 
btecidos  para  fijar  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado.  Dice  así :  «Xo  se  admite  reclamo  ni  ai)e- 
lacion  alguna  contra  los  actos  de  las  autoridades 
eclesiásticas  en  materia  espiritual  6  disciplinaria.  A 
la  jurisdicción  civil  corresponde  juzgar  los  efectos 
jurídicos  de  esos  actos  y  de  cualquier  otro  que  ema- 
ne de  la  autoridad  eclesiástica.  Sin  embargo,  esos 
actos  no  producen  efecto  aJgauo  si  son  contrarios  á 
tas  teyes  del  Estado,  ó  al  orden  público^  ó  si  atacan 
tos  derechos  privados;  si  constituyen  nn  crhnen^ 
quedan  hajo  la  acción  de  las  leyes  penales.^  ¿Pue- 
de proclamarse  con  expresiones  mas  claras  la  su- 
premacía del  podej-  civil? 

VI. — Principios  análogos  predominan  en  la  le- 
gislación de  Suiza.  No  obstante  ser  un  principio 
constitucional  la  libertad  de  conciencia,  se  ha  pro- 
hibido el  establecimiento  de  jesuítas,  se  exije  el 
pJacét  previo  de  lá  autoridad  para  la  publicación 
de  los  documentos  pontificios  6  episcopales  y  se  ha 
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resferyado  á  las  autoridades  el  derecho  do  tomar 
medidas  propias  para  mantener  el  orden  público  y 
la  paz  entre  los  miembros  de  las  diferentes  socie- 
dades religiosas,  contra  las  tmirpaciones  de  las  au" 
totidades  eclesiásticas. 

En  algunos  cantones  de  la  confederación,  como  en 
San  Gall,  la  alta  tutela  del  gobierno  sobre  el  clero  lle- 
gó hasta  el  punto,  según  lo  hace  observar  el  Señor. 
Horoy.  de  obligar  á  los  curas  á  declarar  en  el  pulpi- 
to que  los  mandatos  eclesiásticos  á  que  daban  lectura, 
habiau  sido  sometidos  al  examen  y  aprobación  del 
Estado. 

En  España,  aunque  el  culto  católico  goza  de 
privilegios  especiales  en  la  actualidad,  se  encuentra 
bajo  el  régimen  del  patronato^  es  decir,  depende 
de  la  autoridad  del  poder  ci^^il. 

VII.  — Las  leyes  francesas    en  la  materia    son 
bastantes  conocidas,  para  que  sea  preciso  detenernos 
á  verificar  un  análisis  minucioso  de  ellas.     Las  pre- 
rogativas   de  la  autoridad  civil  están   garantidas 
por  los  principios  constitutivos  de  las  libertades 
de  la  iglesia  galicana,  por  el  concordato  de  1801, 
por  la  ley  orgánica  de  Abril  de  1802,  por  las  dis- 
posiciones del  Código   Penal  y  por  las  reformas 
introducidas  desde  1870  hasta  la  fecha. 

El  espíritu  de  esas  leyes,  principalmente  el  de 
las  referentes  al  concordato  y  á  la  ley  oigánica 
citados,  fué  explicado  por  el  Señor  Porta  lis  en  su 
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discurso  expositivo  6  informe    sobre  dicha   ley  y 
convención. 

«La  religión  católica,  dijo,  es  la  de  la  gran  mayo- 
ria  de  los  franceses.  Jmi  las  épocas  que  siguen  á  las 
g-randcs  jeiiipestndes  polítiras.  y  aun  en  los  tiempos 
nías  trauquiloá  hfS  fiobicniosno  delen  retmnciará 
la  (l¡rrfri(f)i  de  hf^s  astitifos  relu/losoa:  esas  mafe- 
j'ias  pcricneren  d  la  alia  pulida  del  Estado.  El 
Estado  no  itndria  sino  una  auíoridad  precaria  si 
los  hombres  que  ejercen  una  gran  influencia  sobre 
los  espíiitus  y  sóbrelas  conciencias  no  estuviesen 
en  manera  alguna   ligados  á  la  sociedad.» 

El  mismo  jurisconsulto,  en  un  iníbrnie  al  consejo 
de  Estado  decia: 

«En  materia  religiosa,  el  gobierno  ejerce  dos  po- 
deres: el  del  magistrado  en  todo  lo  que  interesad 
la  sociedad,  y  el  de  protector  de  la  religión.  En 
virtud  del  prUncr  tUalo  reprime  todo  ahiíso  en  el 
orden  temporal.  Ni  el  J^oníí/ice  de  liorna .¡  ni  na- 
die puede  inezLiari<e.'  en  manera  alguna.,  en  el  go- 
hierno  de  los  paeblois. 

«La  religión  no  es  el  Estado.  La  religión  es  la 
sociedad  de  los  honi])res  con  I^ios;  el  Estado  es  la 
sociedad  de  los  hombres  entre  sí. 

«El  magistrado  político  puede  g  debe  intervenir 
en  todo  lo  queeonclerne  á  la  administración  exterior 
de  las  cosas  sagradas.     La  unidad  del  poder  pú- 
blico y  su  universalidad  son  una  consecuencia  ne- 
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cesaría  de  su  independencia.^  El  poder  público 
debe  bastarse  á  sí  mismo^pero-  no  es  nada,  si  no 
es  todo.> 

VIII. — Las  legislaciones  de  los  países  americanos 
no  han  sido  menoi  previsoras  en  esta  materia.Losgo- 
biernos  han  dado  siempre  á  las  cuestiones  suscitadas 
entre  los  dos  poderes,  una  solución  análoga  á  la  de 
los  países  de  Europa. 

lias  naciones  que.  como  los  Eir' La  dos-Unidos  de 
Xorte  América  y  Estados-Unidos  de  Colombia,  han 
llegado  á  declarar  la  separación  de  la  Iglesia  del 
Estado,  no  han  renunciado  al  derecho  de  precaverse 
contra  los  desórdenes  que  puede  originar  el  ejerci- 
cio del  culto  público. 

En  cuanto  á  los  demás  Estados,  todos  uniforme- 
mente, han  continuado  ejercieiulo  el  derecho  de  pa- 
tronato que  tuvieron  los  reyes  de  España,  y  han 
tenido  y  tienen  una  intervención  directa  en  el  ré- 
gimen de  sus  iglesias.  Y  al  mismo  tiempo  que 
ejercen  este  derecho,  usan  áe  la  facultad  de  dic- 
tar   nuevas  leyes   reglamentarias  en    la  materia. 

En  virtud  de  esa  facultad  se  ha  visto  que  Chile 
hci  introducido  importantes  reformas  en  las  leyes 
ijue  rigen  las  relaciones  de  las  sociedades  civil  y 
religiosa,  tales  como  el  establecimiento  del  matri- 
monio civil  y  la  secularización  de  los  cementerios. 

En  el  Perú,  la  ley  de  funcionarios  públi^ios  ha  re- 
glamentado el  ejercicio  del  vice  patronato,  función 
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atribuida  por  tliclia  ley  á  los  prelectos  de  los  depar- 
tamentos: y  se  han  dictado  diferentes  lej-es  y  de- 
cretos sobre  la  manera  de  proveer  los  obispados, 
curatos  y  otros  beneficios  eclesiásticos. 

El  Uruguay  es.  en  la  actualidad,  teatro  de  im- 
portantes y  radicales  reformas  en  el  orden  ecle- 
siástico. Vai  el  teiTeno  legal  se  trata  de  seguir  la 
corriente  de  otros  paises.  estableciendo  la  institu- 
ción del  matrimonio  civil.  Allí  se  lia  procedido 
administrativamente  contra  los  funcionarios  ecle- 
siásticos que  en  el  ejercicio  de  su  ministerio  lian 
procurado  amenguar  el  prestigio  de  las  autoridades 
civiles:  se  ha  rechazado  la  ingerencia  que  aquellos 
han  pretendido  en  el  éxito  do  las  reformas  inten- 
tadas: se  ha  correjido  el  abuso  de  pretender  en- 
claustrar á  niñas  inocentes  que.  por  la  ley  civil,  se 
encuentran  aun  bajo  el  amparo  de  la  i)átria  potestad. 

En  general,  en  todas  las  repúblicas  americanas, 
las  antiguas  leyes  de  patronato  y  las  leyes  de  orden 
público,  como  con  mas  extensión  lo  veremos  en  las 
diferentespáginas  de  este  libro.constitu)Tn  los  mejo- 
res títulos  con  que  los  gobiernos  reprimen  los  avan- 
ces del  clero,  al  que  procuran  mantener  dentro  de 
los  límites  de  su  misión  espiritual. 

IX.  -¿Es  acaso  nuevo  este  procedimiento?  ¿Es 
l)or  ventura  exlrafio  á  la  antigua  disciplina  de  la 
Iglesia?  La  historia  contesta  categóricamente  en 
sentido  negativo. 
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Sábese,  en  efecto,  que  los  grandes  concilios  de  la 
antigüedad  fueron  convocados  con  el  consentimiento 
de  los  emperadores  cristianos  y  cuando  ellos  lo  juz- 
garon conveniente. 

En  el  año  313  algunos  partidarios  de  Donato  le- 
AMntaron  en  xlfrica  la  bandera  de  la  rebelión  contra 
Cecilio  obispo  de  Cartago.  Denunciado  ante  el 
emperador,  éste  nombró  jueces  y  escribió  al  pon- 
tífice Melquíades:  «He  sabido  por  Aulino  pro- 
cónsul de  África  la  acusación  que  se  ha  formado 
contra  Cecilio  obispo  de  Cartago.  que  comprende  va- 
rios capítulos,  por  eso  he  querida  que  vayáis  á  ha- 
llaros con  los  diez  obispos  que  lo  acusan,  y  diez 
otros,  que  él  elejirá  de  su  partido,  a  tin  de  que  pueda 
ser  oido  en  vuestra  presencia,  y  la  de  llobio.  Ma- 
terno y  Marino  vuestros  colegas,  que  he  mandado 
.^e  hallen,  all'n. 

A  consecuencia  de  las  inculpaciones  que  los  ar- 
ríanos formularon  contra  San  Atanasio,  el  empera- 
dor Constantino  hizo  reunir  un  concilio  en  Tiro,  y 
escribió  a  oslo  unas  obisp  carta  de  la  que  enti'esaoa- 
mos  lo  siguiente:  «Yo  lie  escrito  á  todos  los  obispos, 
que  habéis  querido  á  íin  de  unir  sus  labores  á  las 
vuestras  en  este  concilio. — He  enviado  a  Dio- 
nisio, hombre  consular,  para  advertiros  los  que  de- 
ben hallarse  allí,  tener  cuidado  de  lo  que  se  hará, 
observar  el  orden  y  presidir. — Y  si  acaeciere,  que 
alguno,  lo  que  no  espero,  faltare  de  concurrir  por 
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menosprecio  á  mis  onleaes^  enviaré  gentes  do  mi 
parte  para  rele.i>*arl()s  y  hacerles  entonde]'.  que  no 
(lehen  oj/onersc  al  mandato  del  prínctpe^  que  lo  ha- 
ce por  buscar  la  verdad  >. 

Sábese,  ademas,  como  lo  refiere  el  historiador 
Ensebio  y  otros,  que  Constantino  consagró  el  Domin- 
go al  reposo,  que  hizo  solemnizar  las  fiestas  de  los 
mártires  y  que^  en  una  ocasión,  se  expresó  delante 
de  otros  obispos  ,  en  estos  términos:  «vosotros  sois 
obispos  en  lo  interno  y  3^0  soy  establecido  obispo 
por  Dios  en  lo  externo». 

En  la  época  de  la  heregia  de  Elio,  los  orientales 
3^  occidei>tales  celebraron  por  separado  dos  conci- 
lios, uno  en  Seleucia  5''  otro  en  Armini.  Ambos 
diputaron  comisionados  á  Constantinopla  para  que 
el  emperador  decidiese  la  cuestión.  N'o  llegan  ho3\ 
sin  embargo,  hasta  este  punto  las  pi'etensiones  de 
los  gobiernos  civiles. 

En  materias  de  disciplina  dictajon  muchas  le3''es, 
Valentiniano.  Valente  v  (iraciano. 

El  papa  Bonifacio  escribió  al  emperador  Hono- 
rio pidiéndole  una  ley  que  impidiese  las  intrigas  en 
las  elecciones  de  los  pontífices.  El  soberano  tem- 
poral decidió  que  de  dos  obispos  elegidos  por  diver- 
sos partidos  no  lo  fuese  ninguno  y  solo  se  recono- 
ciese al  que  resultara  electo  por  la  unión  de  las  dos 
fracciones. 

Teodosiano  dictó    una   ley  sometiendo  todas  las 
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iglesias  de  la  Iliria  al  obispo  de  Constantinopla. 
Majoriano  proliíbic)  que  se  diese  el  velo  de  re- 
ligiosa á  ninguna  mujer  que  no  hubiese  cumplido 
40  anos,  vai'iando  en  esto  la  disciplina  ó  regla  esta- 
blecida por  dos  concilios. 

Justino  en  su  decreto  mandando  observar  en  las 
iglesias  el  símbolo  ortodojo.  concluye  con  estas  pa- 
labras:  <  Si  alguno  defiende  una  fé  contraria  lo 
anatematizamos». 

Justiniano  procedió  en  materias  eclesiásticas, 
coii  nia3'or  amplitud  si  se  quiere.  VA  escritor  or- 
todoxo, señor  Horoy,  refiriéndose  á  esta  época 
dice:  «  En  sus  constituciones,  los  emperadores 
dogmatizan,  anatematizan:  se  encuentra  en  ellas 
la  consustancialidad :  los  nombres  de  Porfirio, 
de  Nestorio,  Eutiques  y  A])olinario  son  en  ellas 
condenados.  El  emperador  autoriza  y  aprueba 
las  versiones  de  la  Biblia  por  los  judíos:  prohibe 
las  sectas  judias  que  niegan  la  resurrección  y  el 
juicio,  la  creación  del  mundo  visible  y  de  les  án- 
geles. La  discusión  pública  de  las  materias  re- 
lativas á  la  fé  no  era  tolerada^-r— aun  que  fuera 
entablada  por  los  clérigos  y  militares  que  goza- 
ban de  ciertos  privilegios,  —después  que  !os  conci- 
lios se  hubieran  pronunciado  ?/  ¡a  autoridad  del 
emperador  huhiese  decidido.  Los  contraventores 
son  expídsados  del  clero,  si  pertenecoi  á  su  seno: 
privados  de  la    cintura  militar,  si  pertenecen  al 
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ejtU'cito:  expúlsalos  de  la  ciudad  si  sou  simples 
ciudadanos;  tratados  con  la  luaj^or  severidad  si 
sou  esclavos.» 

En  el  periodo  de  Carlomagno  no  es  menos  sen- 
sible la  acción  de  la  soberania  temporal  sobre  el 
régimen  de  la  Iglesia.  Las  lej'es  civiles  ordena- 
ron entonces  que  los  sacerdotes  encai'gados  de  la 
administración  de  las  iglesias  serian  destituidos  si 
carecian  de  instrucción  ,y  se  obstinaban  en  no  ad- 
quirirla: que  debían  dar  cuenta,  todos  los  años,  de 
la  administración  de  su  parroquia. 

En  la  Decrétale  preatm  se  ordenó  que  cada  obispo 
dijera  tres  misas  y  cantara  tres  salmos;  cada  sa- 
cerdote dijera  tres  misas,  cada  monje,  relijioso  ó 
canónigo  tres  salmos.  Cada  obispo,  abad  ó  abade- 
sa debia  alimentar  cuatro  pobres  hasta  el  tiempo 
de  la  cosecha,  y  sino  podian  (luedaban  autorizados 
para  limitar  su  protección  á  tres,  á  dos  ó  á  uno. 
El  praeceptum  (fe  789  organizó  al  cristianismo 
sajón.  Carlomagno,  no  se  limitó  á  establecer  nuevas 
diócesis,  sino  que  ñjó  el  límite  de  la  jurisdicción 
territorial  de  cada  una.  Una  ley  especial  para  la 
iglesia  sajoim,  concedió  á  esta  los  mas  amplios  pri- 
vilegios, tales  como  el  derecho  do  asilo  en  los  tem- 
plos, el  diezmo,  la  ob.servancia  del  Domingo,  el 
ayuno  cuadragesimal. 

]^]1  año  70(5  Carlomagno  mandó  cerca  de  León 
111  un  enviado,  al  cual  en  sus  in.sfrucciones  se  le 
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decia:  «Advertiréis  con  cuidado  al  soberano  pon- 
tífice de  todo  lo  que  corresponde  á  la  honestidad 
de  su  vida,  á  la  observancia  de  los  cánones  y  al 
gobierno  de  la  Iglesia,  recordándole  cuan  corta  es 
la  vida  presente,  mientras  que  la  recompensa  es 
eterna.» 

Al  Papa  mismo,  en  una  comunicación,  le  decia: 
«Me  he  regocijado  al  leer  las  cartas  de  vuestra 
excelencia  en  las  cuales  he  visto  la  unanimidad  de 
vuestra  elección,  la  humildad  de  vuestra  obedien- 
cia y  las  promesas  ele  vuestra  fidelidad  para  noso- 
tros. > 

Por  una  capitular  de  804  ce  determinó  que  la 
elección  de  los  obis^pos  se  haria  por  el  clero  y  el 
pueblo,  y  los  córepiscopos  fueron  nuevamente  su- 
primidos. Por  otra  del  mismo  año  se  prohibió  á 
los  clérigos  que  penetrasen  en  los  monasterios  de 
mujeres.  Por  otra  de  805  se  estableció  que  los  hom- 
bres libres  no  podian  consagi'arse  á  Dios  sin  la 
autorización   real . 

Necesitaríamos,  en  fin.  un  volumen  entero,  para 
presentar  en  toda  su  magnitud  ,'el  régimen  ecle- 
siástico establecido  por  la  autoridad  de  Carlomagno, 
abi  como  para  seguir  lecorriendo  los  anales  de  la 
historia  de  la  Iglesia  en  sus  relaciones  con  el  poder 
civil. 

Lo  que  dejamos  dicho  es  mas  que  suficiente  para 
demostrar  que  los   gobiernos   temporales  han  ejer- 

2 


—  18  — 

•cido  en  diferentes  épocas,  con  el  asentimiento  y 
sumisión  del  clero,  facultades  mucho  mas  amplias 
y  trascendentales,  respecto  del  régimen  de  las  igle- 
sias, que  las  que  hoy  reclaman  los  poderes  nacio- 
nales, en  la  República  Arjentina.  y  en  otros  países, 
tan  celosos  como  los  antiguos  por  salvar  los  fue- 
ros de  sus  prerogativas  y  por  mantener  incólume  el 
derecho  fundamental  de  su  soberanía. 

Hay.  sin  duda,  mucho  de  exagerado  en  las  prác- 
ticas que  dejamos  referidas:  hay  un  exceso  de  inge- 
rencia, innecesaria  para  la  consecución  de  los 
fines  del  Estado.  Pero  do  esas  lecciones  debe 
aprovecharse  todo  lo  que  conduele  á  mantener  á 
los  funcionarios  eclesiásticos,  y  al  clero  en  general, 
dentro  do.  los  límites  de  su  elevada  nlision  espiritual. 

X. — Al  precederse  de  este  modo,  no  solo  se  actúa 
con  arreglo  al  fin  esencial  del  poder  público,  sino  en 
-íirmonia  con  el  espíritu  mismo  que  presidió  á  la 
fundación  de  la  iglesia. 

Cuando  Jesús  fué  llevado  ante  Pilatos.  este  le 
preguntó:  <  ¿Eres  tú  el  i-ey  de  los judios?  >  —  «Ta 
nación  y  los  pontífices  te  han  puesto  en  mis  ma- 
nos: ¿qué  has  hecho?» 

Jesús  respondió:  #3//  rehw  no  es  de  estemimáo\ 
si  de  este  mundo  fuera  mi  reino,  mis  ministros  sin 
duda  pelearían,  para  que  yo  no  fuera  entregado  á 
los  judios;  mas  ahora  mi  reino  no  es  de  este  mun- 
do.» 
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Si  el  fundador  del  cristianismo  no  reclamó  el 
reinado  de  este  mundo,  es  decir  si  no  pretendió 
ejercer  dominio  temporal  alguno  ¿con  qué  título 
pueden  reclamarlo  los  que  se  llaman  apóstoles  de 
su  doctrina  y  sectarios  de  su  escuela?  Si  Jesús 
no  quiso  que  sus  ministros  de  entonces  peleasen 
contra  los  judíos,  para  defenderlo  de  la  tormenta 
que  amenazaba  desatarse  sobre  él  ¿porqué  los  mi- 
nistros de  ahora  lian  de  apelar  al  fuego  de  las 
pasiones  y  á  las  envenenadas  armas  de  la  diatriva, 
con  el  objeto  de  defender  una  doctrina  ruando  no 
se  ataca  en  el  santuario  inviolable  de  la  conciencia 
humana? 

Y  Jesús  no  predicaba  con  la  palabra:  acentua- 
ba la  energia  de  sus  conceptos  y  consejos  con  el 
ejemplo^  por  eso  cuando  la  jierfldia  de  Judas  lo 
entregó  á  los  desbordes  de  un  pueblo  embriagado 
con  los  excesos  del  paganismo,  y  Simón  Pedro, 
para  defenderlo  cortó  una  oreja  al  siervo  Maleo, 
el  nuevo  Profet^i  dijo  á  aquel:  «Mete  tu  espada 
en  la  vaina.  ¿El  cáliz  que  me  ha  dado  el  padre, 
no  lo  tengo  qué  beber? » 

Quien  asi  acataba  las  imposiciones  de  la  fuerza 
en  sus  formas  mas  brutales,  renunciando  hasta  el 
derecho  de  una  legítima  defensa,  en  presencia  de 
una  agresión  que  comprometia  su  existencia,  ¿pe- 
dia autorizar,  en  sus  niinistjos,  resistencias  teme- 
rarias, contra  las  leyes  de    un  país   y  contra  las 
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autoridades  legítimamente  constituidas?  ¿Podía 
haber  abrigado  jamás  el  intento  de  formar  un  clero 
político,  batallador,  agresivo,  como  el  que,  en  di- 
ferentes países  y  en  distintas  épocas,  ha  salpicado 
con  sangre  las  páginas  de  su  historia,  para  asaltar 
el  poder  y  convertirlo  en  medio  seguro  de  imponer 
sus  creencias,  por  el  terror  y  la  amenaza? 

N"o-,  de  ninguna  manera!  Por  eso  San  Pablo, 
cuando  fué  conducido  delante  de  Ananias,  príncipe 
de  los  sacerdotes,  acusado  de  haber  maldecido 
contra  él,  contesté:  «Xo  sabia  hermanos  que  es 
príncipe  dtí  los  sacerdotes.  Por  que  escrito  está: 
No  ttialdecirds  al  principe  de  tu  imehlo.  >     (1) 

Después,  acusado  el  mismo  apóstol  por  Tértulo 
ante  Félix  y  su  sucesor  Festo,  este  último  le  pre- 
guntó: < ¿Quieres  subir  á  Jerusalen  y  ser  juzgado 
allí  de  estas  cosas  delante  de  mi?*  San  Pablo  res- 
pondió  sin  vacilar:  <Ante  el  tribunal  del  César 
estoy  y  donde  conviene  que  sea  juzgado:  ningún  mal 
he  hecho  yo  á  los  judios,  como  tú  lo  sabes  mejor. 
Y  si  les  he  hecho  algún  agravio,  ó  cosa  digna  de 
muerte,  no  rehuso  morir;  mas  si  nada  haj'  de 
aquello,  de  que  estos  me  acusan,  ninguno  me  pue- 
de entregar  á  ellos,    jíl  César  apelo.*     (2) 

Cuan  distante  de  seguir  estas  huellas  están,  los 


<\)    Hechos  de  los  Apóstoles,  cap.  XXIIl.  vers.  5, 

(2j    Ilcebos  Je  Ii»s  Apójitoles,   lí.-ip.  XXV.  vers.  O,  10  y  11. 
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que  á  todo  trance  quieren  evadirse  de  la  acción  de 
los  tribunales  del  César,  es  decir  del  poder  secular, 
negándole  la  jurisdicción  que  el  apóstol  de  las  gen 
tes,  en  la  plenitud  del  ejercicio  de  su  ministerio,  no 
le  negó  jamás! 

En  otj'a  ocasión  cuando  Jesús  predicaba  contra 
la  avaricia,  uno  del  pueblo  le  dijo:  «Maestro  di  á 
mi  hermano  que  parta  conmigo  la  herencia.»  Y 
aquel  le  respondió:  «Hombre,  ¿quien  me  ha  puesto 
por  juez,  ó  repartidor  entre  vosotros?»  (San  Lu- 
cas cap.  1 2  V.  14).  Lo  cual  prueba  que  no  quena 
intervenir  en  ninguna  clase  de  negocios  temporales. 

Por  eso  decia  San  Agustín,  refiriéndose  á  la 
propaganda  de  Jesucristo,  qne  nada  hacia  por  fuer- 
za y  todo  por  persuacion.  Por  eso  San  Pablo  en 
su  segunda  epístola  á  Timoteo,  cap.  2  "=*  v.  4  le 
decia:  «Ninguno  que  milita  para  Dios,  se  emba- 
raza en  los  negocios  del  siglo,  á  fin  de  agradar  á 
aquel  á  quien  se  alistó  > . 

Los  mismos  pontífices,  cuando  proceden  inspira- 
dos por  el  interés  de  conquistar  nuevos  pueblos  á 
la  causa  del  catolicismo  que  representan-,  es  decir 
cuando  tratan  de  seguir  las  huellas  trazadas  por  el 
fundador  de  la  institución  que  dii'igen,  circuns- 
criben la  misión  del  clero  á  los  asuntos  meramente 
espirituales,  prohibiéndoles  toda  ingerencia  en  la 
política.  ^ 

El  actual  pontífice  León  Xni,  por  ejemplo,  en 
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una  carta  dirijida  al  emperador  de  la  China,  con 
fecha  1  ^  de  Febrero  del  corriente  año  de  1885, 
después  de  solicitar  la  benignidad  y  clemencia  del 
expresado  soberano  temporal  para  que  no  hos- 
tilice ala  religión  católica,  le  dice  entre  otras  cosas: 
«Ademas,  los  trabajos  do  los  que  propagan  el 
evangelio  son  muy  provechosos  á  los  asuntos  pú- 
blicos del  Estado;  pues  uanque  ellos  tienen  el  man- 
dato de  abstenerse  de  los  negocios  politicos.  su 
misión  es  esparcir  y  proteger  la  sabiduría  de  Je- 
sucristo. 

«Y  en  verdad  los  principales  preceptos  de  la 
doctrina  cristiana  son  temer  á  Dios  y  conservar 
en  todas  las  cosas  la  integridad  é  inviolabilidad 
de  la  justicia,  de  lo  cual  se  infiere  que  conviene  á 
los  magistrados  que  las  leyes  honien  al  rey  no 
tan  solo  por  el  miedo  como  también  por  la  con- 
ciencia. 

«Su  norte  y  sus  propósitos  (Jos  de  los  sacerdotes 
católicos)  son,  no  debe  caberos  duda,  que  los  chinos 
no  solo  se  inclinen  á  las  instituciones  cristianas, 
sino  también  que  con  la  misma  voluntad  y  té  reve- 
rencien tu  no wh re  y  tu  magestad.^ 
•  Xo  puede  darse  un  testimonio  mas  acabado  y 
elocuente  de  la  proclamación  del  principio  de  la  li- 
bertad de  conciencia,  reclamado  en  favor  del  ca- 
tolicismo por  el  mismo  Papa,  así  como  del  acatamien- 

* 

to  que  los  ministros  de  la  religión  católica  deben  á  las 
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autoridades  constituidas,  aun  a  aquellas  que,  como 
el  empei'ador  de  la  China,  son  consideradas  en  el 
número  de  las  infieles. 

¿Porqué  cuando  se  trata  de  la  Eepública  Argen- 
tina, se  ha  de  inventar  una  doctrina  distinta  y  dia- 
metralmente  opuesta,  para  apreciar  el  carácter  de 
las  relaciones  entre  los  dos  poderes?  ¿Por  qué  la 
corte  pontificia,  ha  de  tener  dos  pesos  y  dos  medi- 
das, en  sus  relaciones  con  los  gobiernos  tempo- 
rales,  para  aplicar  en  cada  caso  las  que  mas  convie- 
ne á  sus  intereses  particulares?  ¿Pol*  qué  no 
dejar  que  en  todas  partes  el  catolicismo  romano  se 
propague  y  desarrolle  bajo  los  legítimos  auspicios  de 
la  tolerancia  del  poder  civil,  sin  pretender  que  este 
se  convierta  en  ciego  resorte  de  las  autoridades  ecle- 
siásticas? 

No  es  e.sto  todo.  El  apóstol  San  Pablo,  ex- 
plicando á  los  corintios  el  poder  del  apostolado 
que  Jesucrito  confirió  á  sus  discípulos,  les  decia: 
*  Porque  las  armas  de  nuestra  milicia  no  son  carna- 
les^ sino  poderosísimas  en  Dios  i>ara  destruir  for- 
talezas: derribando  consejos.»  (3) 

Aqui  está  perfectamente  esplicado  el  carácter 
esencialmente  espiritual  déla  jurisdicción  eclesiás- 
tica, corüo  lo  está  en  otros  n)uchos  pasajes  de  las  sa- 
gradas escrituias.    Puede  decirse.  po¥  consiguiente, 

■ 
'■l)  Epístola  2  *  de  San  Pablo  á  los  Gorintiof»  cap.  X  ,  rers.  4- 


que  en  esta  materia  la  t«iidencia  de  los  pmeB 
modernos,  i  someter  á  la  jurisdiceion  del  poder  civil 
todo  loque,  en  el  orden  de  los  cultos  religiosos,  tiene 
un  carácter  temporal  está  de  acuerdo  con  las  bases 
fundamentales  y  primarias  del  cristianismo. 

No  importa  que  los  errores  y  las  ambiciones 
pretendan  otj'a  cosa.  Los  frutos  que  ellos  produ- 
cen, en  la  forma  de  pastorales  ó  sermones.no  pueden 
constituir  una  regla  invariable  y  obligatoria  para 
el  creyente  y  para  el  magistrado. 'El  primero,  tiene 
fuentes  mas  puras, — las  sagradas  escrituras,— en 
donde  buscar  inspiraciones  que  alimenten  la  fé  de  su 
conciencia.  El  segundo,  en  sus  funciones  públicas, 
tiene  la  ley  civil  como  regla  inmedifíta  de  conducta. 

XL— No  somos  partidarios  ni  de  los  Estados 
ateos,  ni  de  los  Estados  en  que  el  fanatismo  religio- 
so llega  á  iml;)oner  las  formas  políticas  de  una 
teoci^cia. 

El  ateísmo  es  el  caos  en  el  <írden  moral;  porque 
desapareciendo  la  idea  de  Dios  desaparecen  las  ideas 
fundamentales  y  absolutas  del  bien  y  del  mal,  de  la 
responsabilidad  de  los  seres  finitos  libres,  del  m<5rito 
y  del  demérito,  de  los  premios  y  castigos.  Y  como 
él  óvien  social  no  es  sino  una  manifestación  del 
érden  mora!,  también  con  el  ateísmo,  las  sociedades 
políticas  nadarían  en  el  caos  de  la  incertidumbre, 
de  la  duda  y  de  la  indecisión. 

Por  eso,  las  leyes^  para  que  propendan  realmente 
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á  la  felit*Jdad  de  los  pueblos,  deben  inspirarse  en 
tos  principios  de  moral  nnivei^sal,  que  no  giran 
en  el  estrecho  círculo  de  las  creencias  de  una  secta, 
sino  en  el  vasto  y  espacioso  de  la  conciencia  hu- 
mana, en  la  que,  como  la  imagen  de  Dios,  están 
gravadas  las  verdades  ó  principios  reguladores  de 
la  existencia  social;  por  eso  la  ciencia  ha  apelado 
al  estudio  de  la  naturaleza  humana  para  descu- 
brir las  leyes  de  la  moral  y  del  derecho. 

No  menos  funesto  que  el  ateísmo  es  la  teocracia: 
porque  confunde  dos  órdenes  de  intereses  comple- 
tamente distintos-,  porque  tiende  á  imponer  á  las 
conciencias  un  sistema  de  creencias  determinado; 
porque  encierra  dentro  de  un  círculo  muy  estrecho 
los  indefinidos  progresas  de  la  humanidad;  porque, 
enfin,  la  historia  ha  demostrado  con  sobrada  elo- 
cuencia, que  á  la  práctica  de  ese  sisteiha,  cuyos  mas 
terribles  ensayos  fueron  la  inquisición,  y  la  ma- 
tanza de  San  Bartolomé,  vá  unido  siempre  una 
serie  de  crímenes  y  de  horrores  que  la  moral  con- 
dena, la  justicia  reprueba  y  la  humanidad  mal- 
dice. 

Mas,  por  huir  del  ateísmo,  los  pueblos,  como 
sociedades  políticas,  no  pueden  ir  hasta  el  punto  de 
dogmatizar  en  materias  religiosas  o  de  legislar  para 
las  funciones  privadas  y  del  dominio  exclusivo  de  la 
concíeROia.  Basta  que  se  declare  ia  mas  amplia 
libertad  áe  conciencia^  ó  sea  el  derecho  ^e  creer 
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en  el  Ser  Supremo  y  rendirle  los  tributos  que  se  le 
deben,  en  la  forma  mas  en  armonía  con  los  senti- 
mientos de  cada  uno 

La  repulsión  por  la  teocracia  tampoco  debe  tra- 
ducirse en  actos  de  persecución  injusta  ó  en  la  abo- 
lición completa  del  sacerdocio  religioso.  Basta 
enfrenar,  por  medio  de  leyes  que  garantizen  el  orden 
social,  las  tendencias  usurpadoras  del  clero,  para 
mantenerlo,  mientras  ejerce  su  ministerio^  en  el  li- 
mitado círculo  de  su  misión  espiritual. 

La  revolución  francesa,  que  fundó  las  bases  de 
la  sociedad  moderna,  inscribió  en  sus  primeros  có- 
digos la  creencia  en  el  Ser  Supremo.  Aunque 
las  legislaciones  de  los  paises  que  se  dejaron  ar- 
rastrar por  las  corrientes  de  la  reforma,  no  han 
consignado  el  mismo  principio,  por  que  es  impropio 
de  las  leyes  políticas  hacer  declaraciones  de  esa  es- 
j)ecie,  han  expresado,  en  los  juramentos  decretados 
para  el  ejercicio  de  ciertas  funciones  sociales,  que 
i'econocen  y  admiten  aquella  verdad. 

La  República  Argentina  no  ha  sido  extraña  á 
este  movimiento.  Sus  leyes  constitucionales  ga- 
rantizan la  libertad  de  conciencia,  subordinan  todo 
á  los  principios  de  moral  universal,  protejen  el 
culto  de  la  mayoría  .délos  ciudadanos-,  pero  al  mis- 
mo tiempo,  por'  medio  de  las  leyes  de  orden  pú- 
blico y  de  patronato  nacional, impiden  que  laí5 creen- 
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cías  religiosas   sirvan  de  instrumento  parahiinar 
los  fundamentos  de  la  sociedad  civil. 

XTI.— Examinar  el  carácter  de  esas  leyes,  en  sus 
relaciones  con  los  últimos  conflictos  suscitados  por 
algunos  funcionarios  del  clero  argentino,  es,  como  lo 
tenemos  dicho,  el  objeto  de  este  libro. 

Pero  auiKjue,  por  el  momento  solo  nos  referimos  á 
la  República  Argentina  y  ú  los  casos  últimamente 
ocurridos,  para  darles  la  debida  solución,  trata- 
mos previamente  algunas  cuestiones  de  carácter 
general. 

Las  soluciones  que  proponemos,  no  solamente  tie- 
nen aplicación  en  este  pais.sino  en  todos  los  de  Sud- 
América,  en  donde  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y 
el  Estado  leposan  sobre  las  bases  de  las  antiguas 
leyes  españolas.  3'  sobre  los  principios  de  la  sobe- 
ranía de  los  pueblos  y  de  la  supremacía  del  poder 
civil  sobre  los  demás  poderes  sociales  que  funcionan 
dentro  del  Estado  y  al  amparo  de  las  garantías  pro- 
tectoras que  éste  brinda. 

Si  en  el  fondo  nada  nuevo  tenemos  que  añadir 
á  las  muchas  disertaciones  que  sobre  el  particular 
se  han  hecho;  en  la  forma,  ó  en  el  modo  de  aplicar 
los  pj'incipios  ya  reconocidos,  comentados  y  discu- 
tidos, hay  siempre  alguna  variación,  proveniente 
del  carácter  especial  de  los  sucesos  ocurrentes,  de 
las  condiciones  peculiares  de  cada  pais  y  del  sentido 
en  que  maicha  la  conciencia  públic a . 
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Entretanto,  séanos  permitido  enviar  nuestras  fe- 
licitaciones á  los  hombres  de  Estado  argentinos  que, 
sin  ser  provocadores  en  la  lucha  empeñada  por  el 
clero,  han  sabido  mantenerse  firmes  y  templados  á 
la  vez,  defendiendo  los  fueros  de  la  autoridad  civil, 
con  la  energia  ó  la  tolerancia  que  los  sucesos  exi- 
gían, pero  siempre  con  el  propósito  de  salvar  las 
libertades  civiles  de  la  vorágine  espantosa  en  que 
han  pretendido  envolverlas  el  extraviado  aunque 
sincero  celo  religioso  de  una  porción  del  clero. 


CAPITULO    I 

T'eiiderkolas  «fel  pai?tldo  oatólioo  en  la 
Tiopiiblloa  Argentina 


1.  Importaiioia  déla  reorganisacion  del  partido  catóLioo.— 
8.  Coopapaoion  de  loe  prelados  y  del  olero  en  favor  de 
la  propaganda  de  dioho  partido.-^S.  Se  trata  de  una 
cueetion  social  y  no  simplemente  de  una  ouestion 
polítloa.^4.  Asuntos  que  vannos  á  tratar. 


1.  En  el  curso  délos  tres  últimos  afios  se  han 
presentado  en  la  República  Argentina  nmy  marca- 
dos síntomas  de  una  conmoción  político-social,  que 
tienen  su  raiz  en  el  sentimiento  religioso  de  un  par- 
tido, el  cual  ha  enarholado  el  Syllahus  como  su 
bandera  de  combate. 

No  se  trata  de  agrupaciones  aisladas  sin  autoridad 
y  sin  prestigio,  que  tienen  una  existencia  transitoria 
y  se  proponen  alcanzar  fines  exclusivamente  polí- 
ticos; no! 

Los  elementos  del  partido  ultra-catrflico  vagaban 
dispersos  y  carecian  de  la  cohesión  y  de  la  fuerza  ne- 
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cesarías  para  pesar  en  la  balanza  de  los  destinos  del 
pais-  pero  se  han  congregado  ya  bajo  la  dirección 
de  sus  obispos  y,  con  cierta  organización  j  disci- 
plina de  que  antes  carecían,  pretenden  marchar  uni- 
dos, obedeciendo  á  las  inspiraciones  y  consejos  de  las 
inteligencias  mas  culminantes  que  tienen  al  servicio 
de  su  causa. 

No  es  este  el  momento  de  saber  si  son  muchos  6 
si  son  pocos;  en  todo  caso,  no  creemos  que  los  que 
militan  bajo  las  banderas' del  uUramontanismo  '^l- 
constitu3^an  la  mayoría  de  la  República.  Pero,  en 
el  supuesto  de  que  solo  existan  en  ínfima  minoría, 
sus  proporciones  numéricas  no  atenúan  la  impor- 
tancia y  gravedad  de  la  cuestión  social  que  han 
planteado  y  que  se  proponen  resolver. 

Cuando  los  partidos  proceden  inspirados  por  con- 
vicciones tan  profundamente  arraigadas  que  rayan 
en  fanatismo-  cuando  se  presentan  resueltos  á  atro- 
pellar  las  leyes  y  las  instituciones  vigentes  en  ob- 
sequio á  sus  creencias  y  á  los  mandatos  sobei'anos 
de  su  'conciencia  religiosa;  cuando  á  esto  se  agre- 
ga la  fuerza  y  el  vigor  que  imprimen  la  organiza- 
ción y  la  disciplina  de  que  están  dotados,  se  colocan 


I;  Auuquu  la  iiulabra  ultramantuno  cnvava  de  riguru^iu  a|>ikacioii  on  (:1 
lenguaje  teolótpico,  drifipncH  de  declarada  como  dogma  la  infalibilidad  poír 
tiücia,  la  eiiudoaiiios,  eumo  la  i>iguen  einideaudo  nmchos  e^oritores  y  pu- 
blioiíitaH.  para  designtir*  .i  la  fraivNon  ontólioa  de  opininnen  imas  exnjerH- 
da»  rc{ipecto  á.  las  omníiuodH.i  tacnitade»  que  atribuyen  á  la  Iglesia  Cn* 
tóIicH  y  á  su  jel'o. 
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en  aptitud  de  provocar  conflictos  graves  y  de  cons- 
tituir un  verdadero  peligro  para  la  tranquilidad  so- 
cial j"  un  obstáculo  sdrio  al  desenvolvimiento  pro- 
gresivo 5'  sosegado  de  las  fuerzas  nacionales. 

El  nihilismo  no  es  un  gran  partido  en  Rusia  y 
sin  embargo  la  sociedad  vive  alarmada  con  motivo 
de  los  desastrosos  efectos  de  su  propaganda.  El 
socialismo  no  lo  es  en  Alemania;  en  las  últimas 
elecciones  solo  ha  conseguido  enviar  al  reichstag 
una  veintena  de  representantes  de  sus  ideas:^  esto 
no  obstante,  las  autoridades  comienzan  á  inquietar- 
se de  ese  arroyo  que  puede  convertirse  en  caudaloso 
rio  de  vertiginosas  corrientes,  cuyos  desbordes  pue- 
den arrasar  los  fundamentos  de  la  sociedad  actual. 

No  creemos  conveniente  relegai*  al  desprecio,  por 
insignificante  ó  impotente,  al  partido  ultra-católico. 
Xo  es  insignificante  por  que  tiene  á  su  cabeza  per- 
sonajes conspicuos,  cuyos  méritos  intelectualer.  son 
indiscutibles.  No  es  impotente-,  por  que  no  puede 
serlo  una  entidad  social  que  dispone  en  su  favor  del 
poderoso  resorte demuchasconcienciasreligiosas, dis- 
puestas á  acatar  los  solos  mandatos  de  la  autoridad 
suprema  de  la  iglesia  católica. 

2.  No  debe  olvidarse,  además,  que  los  sucesos 
acaecidos  hasta  hoy  en  este  orden,  han  demostrado 
plenamente  que  dicho  partido, —  con  mu}"  marca- 
das excepciones,  cuenta  con  la  cooperación  y  la 
complicidad  de  los  altos  funcionarios  déla  iglesia  ar- 
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gentina, que  se  han  manifestado  dispuestos  á  rom- 
per los    vínculos   que  los  mantienen  unidos  á  la 
autoridad  civil  del  Estado,  antes  que  desoír  las  su- 
gestiones de  la  autoridad  pontificia. 

Efectivamente:  el  ex-vicario  de  la  diócesis  de 
Córdoba,  señor  Clara,  no  solamente  condenó  los 
procedimientos  de  la  autoridad  nacional  que  en  uso 
de  sus  legítimas  atribuciones  nombró  directora  y 
maestras  de  la  escuela  normal  de  Córdoba  á  las 
personas  que  crej'^ó  mas  competentes,  sino  que  en 
una  de  sus  ruidosas  pastorales  negó  terminantemente 
la  existencia  del  patronato  nacional,  explícitamente 
reconocida  por  la  Ley  fundamental  de  la  Repüblica. 

El  limo,  obispo  de  Salta,  señor  llisso  Patrón, 
se  rebeló  á  su  vez  contra  la  ley  del  Estado,  que 
establece  el  principio  de  la  enseñanza  laica  y  cuando, 
en  su  carcicter  de  funcionario  público,  debió  acatarla 
como  la  decisión  inapelable  de  un  poder  que  re- 
presenta la  soberanía  del  pais,  fué  el  primero  en 
denigrarla,  en  desautorizarla  y  en  incitar  á  los 
padres  de  familia  á  que  prefiriesen  dejar  á  sus 
hijos  sumidos  en  la  oscuridad  de  la  ignorancia  an- 
tes que  enviarlos  á  dichas  escuelas. 

Apenas  necesitamos  recordar  que  tan  pernicioso 
ejemplo  fué  seguido  por  los  vicarios  foráneos  de 
Santiago  y  de  Jujuy,  dos  tenientes  del  prelado 
mencionado,  que  hicieron  lujo  de  sus  procedimientos 
agresivos  contra  las  le3'es  nacionales. 
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El  limo,  obispo  del  Paraná,  señor  doctor  María 
Gelaber  y  Crespo,  desconoció,  por  su  parte,  en  el 
gobierno,  el  derecho  de  inspeccionar  el  seminario 
conciliar  que  funciona  bajo  la  inmediata  depen- 
dencia de  aquel  y  de  pedir  los  informes  necesarios 
sobre  su  marcha  económica  y  administrativa*,  sin 
tener  en  cuenta  que  dicho  plantel  se  sostenía  con 
rentas  del  Estado  y  que  aquí,  como  en  todas  partes 
del  mundo  civilizado,  á  los  poderes  nacionales  cor- 
responde la  alta  tuición  y  vigilancia  de  toda  cla&e 
de  establecimientos  de  enseñanza  pública. 

Aun  el  limo,  arzobispo  de  la  metrópoli  argen- 
tina, monseñor  Federico  Aneiros,  no  sólo  aiitoiízó 
con  su  presencia  y  presto  su  asentimiento  &  todos 
loíj  actos  y  resoluciones  del  congreso  católico  inau- 
gurado el  15  de  Agosto  de  1884.  tomando  así  parte 
én  una  propaganda  de  desprestigio  contra  algujias 
instituciones  civiles  del  pais  legalmente  estableci- 
das, sino  que  desconoció  en  el  ejecutivo,— de  una 
mañera  expresa  y  terminante, — el  derecho  de  sus- 
pender y  enjuiciar  al  (obispo  de  Salta  que,  como 
yá  hemos  dicho,  había  emprendido  en  su  diócesis 
una  tarea  subversiva. 

Ei  no  menos  virtuoso  obispo  de  Córdoba,  fiay  Ca- 
pistrano  Tíssera,  cuya  proverbial  mansedumbre  y 
humildad  hicieron  suponer  que  secundaría  la  ac- 
ción del  gobierno  para  conjurar,  con  medidas  pru- 
dentes y  conciliadoras,  los  conflictos  que  aparecían 
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en  el  tranquilo  horizonte  de  la  República,  no  tuvo 
el  menor  inconveniente  en  felicitar  al  obispo  de 
Salta  por  su  violenta  actitud  contra  las  escuelas 
laicas. 

El  clero  de  la  República,  en  su  inmensa  mayo- 
ría, se  ha  manifestado  solidario  con  sus  jefes,  en 
esta  cnizada  contra  las  prerogativas  y  derechos  del 
poder  civil.  En  el  pulpito,  en  la  cátedra,  en  los 
comicios  y  en  la  prensa  se  han  revelado  de  una 
manera  estrepitosa, — y  sangrienta  á  veces,  como  su- 
cedió en  Catamarca, — las  exaltaciones  del  sentimien- 
to  religioso. 

A  esta  campaña  de  soldados  con  investidura 
sagrad  .  hay  que  agregar  la  de  los  legos,— con- 
ducida con  igual  violencia,  algunas  veces  con  ta- 
lento, no  siempre  con  buen  éxito,  pero  constan- 
temente con  igual  temple  de  espíritu  y  entonación 
de  voz. 

3.  -  Pero  ¿qué  objeto  tiene  esta  campaña?  ¿á 
qué  fines  obedece?  ¿cuáles  son  los  resultados  que 
se  persiguen  con  ella,  en  beneficio  del  pais? 

Algunos  suponen  que  se  trata,  única  y  exclusi- 
vamente, de  un  fin  político  en  cuyo  obsequio  se 
explotan  las  pasiones  del  fanatismo;  que  todo  el 
ruido  hecho  no  os  formado  sino  por  los  estallidos 
de  ambiciones  prematuras-,  que  es  la  eterna  lucha 
de  los  que  están  abajo  y  no  disponen  de  los  puestos 
públicos,  con  los  que  están  ariúba. 
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No  somos  de  la  misma  opinión.  Si  se  tratara 
simplemente  de  una  campaña  política,  de  aprestarse 
por  ejemplo,  para  una  luíjha  electoral,  no  seria 
posible  la  censura  contra  todos  los  que  proceden 
de  tal  modo.  En  su  carácter  de  argentinos  y  ciu- 
dadanos están  en  su  derecho  y  tienen  el  deber  de 
concuiTir  á  la  mas  acertada  y  conveniente  elección 
de  las  personas  llamadas  á  regir  los  destinos  del 
pais. 

La  autoridad  política,  por  su  parte,  para  repri- 
mir los  avances  de  tal  partido,  es  decir  sus  aten- 
tados contra  el  orden,  no  tendria  necesidad  de 
preocuparse  de  la  reforma  de  las  leyes  vigentes. 
Le  bastarían  los  recursos  de  que  hoy  dispone  para 
contenerlo;  le  seria  suficiente  el  ejercicio  de  sus 
atribuciones  dentro  de  los  límites  de  la  legalidad, 
sin  destruir  las  garantías  tutelares  acordadas  pol- 
la Constitución  nacional. 

Pero  no  se  trata  de  fines  pasageros  y  de  carácter 
exclusivo  y  esencialmente  político.  Lo  que  el  partido 
ultja-católico  procura  obtener,  a  la  sombra  del  presti- 
gio de  la  institución  religiosa,  cuyas  doctrinas  exage- 
ra, y  de  la  autoridad  de  sus  ministros,  es  una  reforma 
social  basada  en  el  absolutismo  de  sus  teorías  y 
encerrada  en  el  estrecho  cíi'culo  de  sus  creencias. 

Trata  de  convertir  en  base  fundamental  de  las 
instituciones  políticas  y  sociales  del  pais,  la  comple- 
ta y  absoluta  subordinación  del  Estado  y  sus  poderes 
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á  la  autoridad  infalible  del  soberano  poutífice  y  de 
reducir  asi,  la  nacionalidad  argentina,  á  un  feudo 
del  Vaticano,  de  ese  gran  palacio  que  encubre  los 
últimos  despojos  de  la  soberanía  de  San  Pedro. 

Es  necesario  no  forjarse  ilusiones  y  mirar  las  co- 
sas tales  como  son.  Los  ciudadanos  que  proceden 
inspirados  por  sus  creencias  religiosas  y  han  desple- 
gado á  los  vientos  de  la  lucha  la  bandera  del  Sylla- 
hus,  tienen  que  hacer  fuego  contra  las  instituciones 
modernas,  ya  sea  en  la  prensa,  ya  en  el  pulpito,  ya 
en  los  comicios,  ya  en  la  cátedra  de  la  enseñanza  ó 
ya  en  el  poder. 

Hemos  visto,  en  efecto,  que  el  congreso  católico, 
reunido  el  15  de  Agosto  del  año  último;  ese  congre- 
so que  represento  el  esfuerzo  mas  vigoroso  hecho 
hasta  la  fecha  por  los  católicos  argentinos  para  or- 
ganizarse y  tomar  posiciones  de  combate,  adop- 
tó entre  sus  resoluciones  la  siguiente : 

«La  asamblea  nacional  de  los  católicos  argenti- 
nos, reconoce  la  obligación  de  acatar  y  de  hecho  aca- 
ta ¿ylenamente  el  Syllabus.  le  adopta  como  base  in- 
dispensable  y  necesaria  para  restaurar  el  reinado  de 
Jesucristo.  > 

Se  sabe  por  otra  parte  que  el  Syllabus,  no  planteó 
y  resolvió  cuestiones  exclusivamente  relativas  á  la 
política  argentina.  Planteó  y  resolvió  cuestiones 
sociales  de  la  mayor  trascendencia,  y  las  resolvió  en 
un  sentido  radicalmente  contrario  al  espíritu  d'e  las 
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instituciones  políticas  y  sociales  de  la  Eepública  Ar- 
gentina y  de  todos  los  paises  que  se  dejan  arrastrar 
por  las  corrientes  del  progreso. 

También  adoptó  esta  otra  conclusión : 

«Es  deber  de  los  católicos  combatir  la  escuela  lai- 
ca.» 

Aquí  tampoco  se  trata  de  una  cuestión  políti(?a, 
sino  de  una  reforma  social.  En  esa  resolución  se 
descubre  la  tendencia  del  partido  católico  á  volver 
al  sistema  de  lo  enseñanza  de  una  doctrina  religiosa 
determinada,  con  exclusión  de  las  demás.  El  mismo 
carácter  se  descubre  en  otras  resoluciones  adop- 
tadas. 

Verdad  es  que  algunas  de  las  proposiciones  acep- 
tadas tuvieron  un  carácter  esencialmente  político: 
pero  es  claro  que  ningún  partido  puede  llegar  á  im- 
poner sus  ideas  y  sus  doctrinas,  en  forma  de  leyes, 
mientras  sus  hombres  no  estén  en  el  poder.  Asi  es 
que  hay  que  apelar  primero  al  resorte  de  la  política 
y  servirse  después  de  ella,  como  de  una  palanca^  pa- 
ra remove)-  y  derribar  el  edificio  existente  y  levantar 
otro  nuevo. 

Se  trata,  pues,  en  definitiva  de  una  cuestión  so- 
cial, que  el  partido  católico  promueve  sin  fijarse  en 
que  hace  retroceder  al  pais  algunos  siglos,  con  el  fin 
de  cambiar  radicalmente  sus  instituciones  liberales 
con  otras  de  carácter  esencialmente  teocrático. 

No  creemos  que  tan  atrevido  ensayo  tenga  el  éxi- 


—  38  — 

to  que  sus  autores  se  propoueu:  pero  es  preciso  dar 
el  alerta  á  todos  los  que  tienen  interés  en  que  no 
se  extingan  ó  amortigüen  en  este  hermoso  suelo  los 
intensos  resplandores  de  las  libertades  nacionales, 
conquistadas  á  fuerza  de  los  mas  dolorosos  sacrifi- 
cios. 

Se  presenta  uu  peligro  que  no  se  combate 
eficazmente  con  simples  medidas  administrativas. 
Para  cautelar  las  conquistas  de  la  civilización  y  po- 
nerlas en  condiciones  de  poder  resistir  los  serios  em- 
bates de  los  soldados  del  papa,  necesario  es  defen- 
derlas con  leyes  protectoras,  como  se  ha  hecho  en 
Francia,  en  Alemania,  en  Italia,  en  Suiza,  en  Esta- 
dos  Unidos  de  Colombia,  en  Chile  v  en  todos  los 
paises  que  se  han  visto  amenazados  con  iguales  ó 
parecidos  peligros. 

4. — Antes  de  indicar  í-amú  es  el  camino  que  á 
nuestro  juicio  debe  seguirse  al  emprender  dichas 
reformas,  vamos  á  tratar,  en  diversos  capítulos,  las 
cuestiones  planteadas  por  los  últimos  sucesos. 

Como  se  comprende  á  primera  vista,  ellas  son  múl- 
tiples, complicadas  y  trascendentales.  Son  del  do- 
minio de  la  Filosofía,  del  Derecho  Constitucional 
positivo  y  del  Derecho  Eclesiástico:  son  á  la  vez  la 
expresión  de  conflictos  que  nacen  en  la  conciencia  de 
personas  que  no  han  meditado  suficientemente  en 
los  rumbos  opuestos  que  siguen  en  su  marcha,  la 
Iglesia  de  Roma  y  los  Estados  modernos. 
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Pero,  como  nuestro  objeto  no  es  piofundizai'  estas 
niaterias,  sino  aplicar  los  piíncipios  de  la  ciencia  y 
los  del  derecho  positivo  nacional  á  los  últimos  con- 
flictos religiosos,  limitaremos  nuestro  trabajo  á  las 
formas  mas  sencillas. 

Dado  el  carácter  de  los  conflictos  á  que  hemos  he- 
cho referencia,  las  materias  tratadas  en  el  presente 
libro  abrazan   los   siguientes   puntos   principales : 

r  Principios  referentes  á  las  relaciones  genera- 
les entre  la  Iglesia  y  el  Estado. 

2*"  Aplicación  de  esos  principios  á  los  casos  del 
Vicario  de  Córdoba  y  Obispo  de  Salta. 

3"*   Principios  relativos  á  la  enseñanza  laica. 

4''    Sede  vacante,  seminarios  y  curatos. 

5"  Conflicto  promovido  por  el  Nuncio  de  Su 
Santidad  y  su  consiguiente  expulsión  de  la  Repú- 
blica. 

6''  Sentido  en  el  que  deben  encaminarse  las  fu- 
turas reformas. 

Como  complemento,  incluiremos  en  forma  de 
apéndice,  los  documentos  oficiales  mas  importan- 
tes sobre  esta  materia,  nacidos  bajo  el  régimen  de  la 
República. 


CAPITUI,0  11 

Ojreüi^lasaoiojiL   de   la  l0le«ia  en. 
alteren  ¿es    pulses; 


importancia  de  este  estudio— 9.  El  depeoho  divino  de 
los  reyes  reemplazado  por  la  soberanía  de  los  pue- 
blos—7.  Cuatro  sistennas  adoptados  para  fijar  las  ba- 
«ef  c^e  Ism  r^laoionea  entre  el  Bstado  y  l^t  Iglesia— 8. 
L.O  dispuesto  por  las  Constituciones  del  Ecuador  y  del 
Rex»ú-^9k.  Bl  culto  protestante  en  Inglaterra,  Noruega 
y  Diuanciarca— lO.  L.a8  sociedades  religiosas  en  los  Es- 
tados-Unidos de  Colombia  y  Sstados-Unido»  de  Norte 
Aigaério^L— 11.  L.08  cuatro  sistennae  citados  se  reduoen 
A  dos— 12.  Facultad  del  Estado  para  legislar  sobre 
cuestiones  de  orden  púbiioo. 


5 — Antes  de  abordar  directamente  las  cuestio- 
nes planteadas  en  el  capítulo  anterior,  es  conve- 
niente estudiar  la  manera  como  está  constituida  la 
Iglesia  en  los  estados  soberanos,  especialmente  la 
católica:  ó  si  se  quiere,  las  prerogativas  de  que 
goza  en  paises  regidos  por  instituciones  políticas 
dü^refites. 

!^ste  estudio  puede  conducirnos  á  dos  conclusio- 
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nes  (le  la  mayor  importaucia,  para  el  mejor  éxito 
(le  las  investigaciones  qae  vamos  i  emprender.  Xos 
demostrará,  en  primer  Ingai",  ciue  las  naciones,  en 
casi  su  totalidad,  no  aceptan  la  organización  peculiar 
que  el  sumo  pontífice  pudiera  dar  á  sus  iglesias  en 
el  territorio  que  les  pertenece,  sino  que  dictan  la  que 
les  parece  mas  conveniente,  ejerciendo  para  ello 
sus  atributos  de  poder  soberano.  Nos  servirá  tam- 
bién de  base  para  demostrar,  que  aun  las  naciones 
mas  complacientes  con  la  curia  romana  se  han  ma- 
nifestado inflexibles,  cuando  ésta  ha  pretendido  que 
la  autoridad  civil  sea  instrumento  ciego  de  sus 
designios. 

Los  estados,  en  sus  repectivas  constituciones 
han  fijado,  efectivamente,  los  pi'incipios  ó  bases  fun- 
damentales que  deben  normalizar  las  relaciones  de 
los  poderes  públicos  con  los  representantes  de  los 
diferentes  cultos  religiosos. 

Al  hacerlo,  han  reconocido  mayor  ó  menor  suma 
de  privilegios  y  de  protección  á  los  ministros  é  in- 
tereses de  dichos  cultos,  según  las  creencias  do- 
minantes y  los  precedentes  establecidos  por  legis- 
laciones mas  ó  menos  anticuadas. 

6.— Debemos  hacer  notar  que  de  todos  los  prin- 
cipios que  sirvieron  de  base  fundamental  á  las 
sociedades  políticas  de  otra  época,  hay  uno  que 
ha  sido  uniformemente  proscrito  y  condenado  por 


—  43  - 

las  modernas  leg'ísliicioiies:  el  principio  del  dereclió 
divino  de  los  reyes. 

Reconocido  en  los  soberanos  temporales  el  derecho 
de  mandar  como  simples  delegados  del  Ser  Supremo 
en  este  mundo,  era  forzoso,  indispensable  y  lógico  re- 
conocer que  tal  delegación  no  podía  ser  conferida 
sino  por  el  representante  ret^onocido  también  de  ese 
poder  invisible  en  la  tierra,  es  decir,  por  el  soberano 
pontífice. 

Solo  así  se  esplica  que  los  papas  fuesen  un  tiem- 
po  arbitros  de  los  destinos  del  mundo  y  que  los 
reyes  que  querían  ver  resplandecer  en  sus  coro- 
nas los  fulgores  de  una  autoridcnl  divina,  propia 
para  avasalla)*  las  conciencias  de  los  creyentes,  fue- 
sen complacientes  con  el  jefe  de  la  cristiandad. 

Los  errores  que  sustentaron  la  omnipotencia  de 
los  monarcas  tuvieron  que  disiparse  á  la  luz  de  la 
filosofía.  Las  conciencias  que  dormitaban  desper- 
taron de  su  prolongado  letargo  y  esta  sola  evolu- 
ción bastó  para  minar  el  poder  irresponsable  del 
absolutismo. 

.  Hoy  todas  las  naciones  civilizadas,  desde  las  que 
profesan  el  ateísmo  oficial,  — según  el  lenguaje  de 
los  ultra-católicos, —como  los  Estados  ^Unidos  de 
Norte  América,  hasta  las  que,  como  el  Ecuador,  han 
dado  pruebas  del  mas  ascendrado  apego  á  las  ins- 
tituciones  teocráticas-,  desde  las  que  han  adoptado 
la  forma  monárquica   hasta  las  que   brindan  á  la 
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democracia  mas  amplios  liorizontes,  bajo  el  régimen 
republicano:  todas  hacen  reposar  el  principio  de 
aritoridad  sobre  bases  totalmente  diferentes. 

Nada  tenemos  que  decir  de  las  repúblicas:  en 
todas  ellas  se  reconoce  que  la  soberanía  reside  en 
el  pueblo  y  que  los  poderes  nacionales  no  son  sino 
simples  delegados  para  ejercerla,  dentro  de  los  lími- 
tes que  se  les  ha  prescripto. 

Con  respecto  á  los  países  monárquicos,  hay  al- 
gunos como  Bélgica,  Grecia  y  el  Brasil  en  cuyas 
constituciones  se  expresa  de  una  manera  clara  y 
terminante  que  la  soberanía  reside  en  la  nación  y 
que  todos  los  poderes,  incluso  el  ejercido  por  el  mo- 
narca, son  delegados  de  aquella. 

Las  constituciones  de  otros  países  de  la  misma 
forma  de  gobierno  se  limitan  á  declarar  que  la  for- 
ma política  que  adoptan  es  la  de  una  monarquía 
representativa.  En  dicha  condición  se  encuentran, 
por  ejemplo,  Italia.  Inglaterra,- Portugal  y  Ale- 
mania. 

En  los  tres  primeros  países  quien  gobierna  en 
realidad  es  la  nación  por  medio  de  un  parlamento 
elegido  por  ella,  cuyo  voto  en  todas  las  cuestiones 
de  importancia  decide  de  la  suerte  de  los  ministros 
responsables  que  siiTen  de  consejeros  al  monarca. 
Este  ultimo  ha  quedado  reducido  ú  la  simple  con- 
dición de  un  elemento  conservador,  es  decir,  de  un 
funcionario  que  representa  el  principio  de  autori- 
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dad  pero  que  eii  realidad  no  la  ejerce.  Con  ra- 
zón se  ha  dicho  de  las  monarcas  modernos:  el  rey 
reina  pero  no  gobierna. 

En  Alemania  son  menos  frecuentes  ios  cambios 
de  ministerio;  el  régimen  representativo  no  se  ha 
aclimatado  en  su  suelo.  Esto  no  obstante,  los  mi- 
nistros, que  son  los  que  en  realidad  ejercen  el  poder 
ejecutivo,  5on  responsables;  la  cámara  de  represen- 
tantes elejida  por  el  pueblo  puede  acusarlos  por 
infracción  constitucional,  y  los  reglamentos  y  ortle- 
nanzas  dictados  por  el  emperador,  para  ser  A'álidos^ 
necesitan  estar  autorizados  por  el  canciller  del 
imperio. 

Se  vé,  pues,  que  bajo  una  forma  mas  ó  menos 
franca,  mas  6  menos  encubierta,  la  soberania  de  los 
pueblos  es  hoy  la  base  de  las  in  itituciones  políticas, 
tanto  en  las  monarquías  constitucionales  como  en 
las  repúblicas.  En  todu  caso,  ninguna  nación  re- 
conoce el  origen  de  la  autoridad  ejercida  por  los 
poderes  constituidos  en  su  seno,  en  fuente  alguna 
extraña  á  sus  propios  y  constitutivos  elementos. 

La  existencia  de  grandes  naciones  codío  la  Rusia, 
en  donde  el  pueblo  vegeta  bajo  la  afrenta  del  mas 
odioso  servilismo,  en  donde  el  monarca  es  todo  v  la 
sociedad  nada,  es  un  anacronismo  en  la  época  ac- 
tual-, es  el  síuibolo  de  la  transición  de  la  sociedad 
antigua  á  la  sociedad  moderna. 

Todas  las  naciones,  muy  especialmente  las  repú- 
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blicas,  tienen  hoy  un  gobierno  propio:  todas  dictan 
sus  constituciones  y  reglamentan  el  ejercicio  del 
poder. 

Ninguna  recibe  las  leyes  que  la  rigen  de  poderes 
extraños.  Toda  sugestión  en  este  sentido  se  con- 
sidera como  un  atentado  á  la  soberanía  nacio- 
nal, como  un  ataque  á  la  existencia  misma-,  por- 
que la  existencia  de  un  pueblo  es  su  propia  perso- 
nalidad y  la  personalidad  desaparece  cuando  la 
soberanía  ha  dejado  de  existir. 

De  aijuí  se  deduce,  que  ninguna  de  las  naciones 
que  se  encuentran  en  las  condiciones  referidas,  lia 
tenido  la  mas  remota  intención  de  abdicar  de  los 
atributos  inherentes  á  su  soberanía,  á  su  persona- 
lidad, á  su  existencia  en  una  palabra,  al  manifestar 
su  preferencia  por  ciert^is  creencias.  6  su  deseo  de 
fomentar  el  desarrollo  de  determinadas  institucio- 
nes religiosas. 

Debe  entenderse,  por  lo  tanto,  que  aquella  preferen' 
cía  y  aquel  deseo  tienen  que  estar  subordinados  á 
las  condiciones  fundamentales  de  la  existencia  pro- 
pia; álos  principios  que  constitU3''en  la  antonomia 
de  una  personalidad  colectiva,  dueña  de  sus  destinos 
y  responsable  de  sus  actos. 

7.  — Partiendo  de  esta  base,  vamos  á  indicar  el 
carácter  especial  de  las  relaciones  de  la  iglesia  y 
del  Estado  en  diferentes  países. 

Los  sistemas  adoptados,  para  fijarlas,  según  el  te 
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ñor  de  las  constituciones  vigentes,  son  de  distintas 
clases;  pueden  reducirse  á  los  siguientes: 

1  "^  El  mas  exagerado  en  favor  de  la  Iglesia,  es 
aquel  en  el  que.  por  medio  de  la  Constitu- 
ción, se  formula  una  profesión  de  fé  religio- 
sa á  nombre  de  la  nación  ó  del  Estado;  se  de- 
clara que  este  protege  el  culto  católico  y  se  excluye 
el  ejercicio  público  de  los  cultos  disidentes.  Tal  es 
el  régimen  adoptado  en  Portugal,  Esspaña.  Bra- 
sil. Bolivia,  Ecuador,  Honduras,  y  el    l.^erú. 

2  ®  En  otros  paises,  la  profesión  de  fé  del  Estado 
ó  la  protección  que  se  brinda  á  determinados  cultos 
religiosos,  no  excluye  el  ejercicio  público  de  los  cul- 
tos disidentes:,  antes  bien  se  garantiza  la  libertad 
de  conciencia.  Tal  es  el  terreno  en  que  se  han  situa- 
do el  Salvador,  Venezuela,  Italia  y  Grecia .  La  Ingla- 
terra, que  profesa  el  protestantismo,  ha  hecho  igual 
cosa  con  respecto  á  los  cultos  disidentes. 

3  ®  — En  algunas  constituciones  no  se  consigna 
profesión  de  fé  religiosa:  se  expresa  simplemente 
que  el  Estado  protegerá  determinados  cultos  sin 
excluir  el  ejercicio  público  de  los  disidentes.  Tal 
es  la  teoría  aceptada  por  la  República  Argentina, 
Francia,  Baviera  y  Chile. 

4  *^  -  -En  otros  paises,  en  fin,  se  ha  adoptado  la  mas 
completa  libertad  religiosa,  dejando  que  las  socie- 
dades  de  esta  clase  se  establezcan  como  institu- 
ciones de  derecho  privado  y  vivan   al  amparo  de 
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las  garantías  tutelares  de  la  libertad  y  del  lírden 
público.  En  ellos  se  ha  dado  forma  legal  al  prin- 
cipio de  Cavour:  «La  Iglesia  libre  en  el  Estado 
libre»  Tan  saludable  y  previsor  sistema  ha  sido 
incorporado  en  las  legislaciones  de  los  Estados  Uni- 
dos de  Colombia,  Estados  Unidos  de  Norte  Amé- 
rica.^ Méjico  y  Bélgica. 

8. — Ateniéndonos  al  tenor  literal  de  estas  decla- 
raciones, podia  creei'se  que  los  paises  qué  han 
adoptado  ol  primero  de  los  sistemad  meíidonados, 
por  el  hecho  de  hacer  profesión  de  fé  y  prohibir 
el  ejercicio  público  de  los  cultos  disidentes,  se  han 
sometido  por  completo  á  las  decisiones  del  jefe  de 
la  Iglesia  y  han  aceptado  la  subordinación  de  las 
leyes  del  pais  á  las  decisiones  de  los  concilios  3' 
á  los  mandatos  de  los  papas. 

Quien  asi  pensase  falsertria,  sin  eubargo,  el  es- 
píritu y  el  alcance  de  aquellas  disposiciones  cons- 
titucionales, cuya  genuina  y  verdadera  interpre- 
tación debe  hacerse  á  la  luz  de  las  demás  disposi- 
ciones del  mismo  Código  fundamental  y  de  las  cues- 
tiones resueltas  en  ai'monia  con  dicha  ley. 

La  Constitución  política  del  Ecuador,  por  ejem- 
plo, una  de  las  menos  adelantadas  á  este  respecto, — 
la  dictada  en  1 869  bajo  el  imperio  de  García  Moreno, 
y  cuando  aun  estaba  en  pié  el  poíler  temporal  del 
romano  pontíflce. — no  solamente  declaró  que  el  prin- 
cipio «de  gobernarse  con  arreglo  á  ¡a  justicia  vt- 
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side  esencialmente  en  la  nación»,  sino  que  agregó  : 

«La República  es  una,  indivisible,  libreé  inde- 
pendiente de  todo  poder  extrangero  y  no  puede 
ser  patrimonio  de  ninguna  familia  ni  persona»  (1). 

El  Perú  no  se  ha  contentado  con  formular  idén- 
ticas declaraciones,  sino  que  para  precisar  el  al- 
cance de  su  profesión  de  fé  religiosa  y  el  verdadeio 
carácter  de  los  compromisos  que  por  medio  de  ella 
lia  contraído  ante  su  conciencia,  ha  sido  mas  ex- 
plícito y  terminante. 

La  Constitución  política  de  1860,  no- solo  re- 
conoció la  libertad  de  enseñanza,  la  libertad  de  la 
prensa  y  declaró  la  abolición  del  fuero  eclesiástico, 
sino  que  atribuyó  á  los  poderes  de  la  nación  el 
ejercicio  del  patronato,  ^con  arreglo  á  las  leyes 
y  práctica  vigente.^  (2)  La  práctica  á  que  se 
refiere  esta  disposición  es  la  que  constantemente 
se  siguió  en  la  época  de  la  dominación  española 
y  no  ha  sido  derogada  por  las  nuevas  leyes. 

La  misma  Constitución  determinó  el  modo  de 
nombrar  los  arzobispos^  obispos,  canónigos,  curas 
y  demás  dignidades  eclesiásticas,  dando  á  las  au- 
toridades nacionales  una  intervención  directa  en 
el  asunto. 

Las  leyes  del    mismo  pais,  aun  que  solo  recono- 


(  1 )  Constitución  de  II    de  Agosto  de  1869  artículo  3®. 

(2;  Artíottlo  59  incisos  16  y  17  yarUoulo  94  incisos  15.  16,  17,  18  y  19. 
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cen  como  válido  el  matrimonio  celebrado  conforme 
á  los  ritos  de  la  iglesia  católica,  han  establecido 
los  registros  civiles,  han  reglamentado  el  juicio  de 
divorcio  que  se  sigue  ante  los  jaeces  eclesiásticos  y 
han  instituido  los  recursos  de  fuerza  contra  los 
posibles  abusos  de  estos. 

En  otras  materias  que  se  rozan  con  asuntos  re- 
ligioso^'1  se  ha  legislado  bajo  las  mismas  inspiracio- 
nes-, y  ya  que  no  nos  proponemos  hacer  un  estudio 
de  legislación  comparada,  sino  recordar  el  ejemplo 
de  otras  naciones  en  que  el  sentimiento  religioso 
tiene  mas  influencia  que  en  este  pais  sobre  su  mar- 
cha política,  haremos  presente  que  el  Código  Penal 
del  mencionado  pais,  designa  los  jueces  ante  los 
cuales  han  de  entablarse  los  juicios  criminales  con- 
tra los  arzobispos  y  obispos  que,  «individual  ó  co- 
lectivamente, delincan  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones* (1). 

Sobre  los    mismos  ó  mas  avanzados  principios 

están  calcadas  las  legislaciones  de  algunos  de  los 
otros  paises  incluidos  en  la  primera- y  segunda  de 
las  categorías  antes  enumeradas.  La  tendencia  de 
todos  ellos  y  el  espíritu  que  los  guia  en  sus  rela- 
ciones con  la  Iglesia,  es  impedir  que  los  ministros 
de  esta  se  sobrepongan  á  las  leyes  patrias  y  se 
emancipen  de  la  obediencia  que  deben  á  las  autori- 

(  I)  Artículo  5^=  inciso  3-. 
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dades  constituidas,  ya  como  ciudadanos,  ya  como 
funcionarios  que  gozan  de  algunos  privilegios. 

Por  lo  demás,  es  aplicable  aquí,  todo  lo  que  hemos 
dicho  en  la  Introducción. 

9. — Y  debemos  hacer  notar  que  esta  es  una  ten- 
dencia que  no  solamente  se  revala  en  los  paises 
católicos,  sino  también  en  aquellos  en  que  el  Es- 
tado profesa  una  religión  distinta:  en  todos  se  su- 
bordinan los  intereses  del  culto  á  los  del  pais  y 
los  preceptos  de  aquel  á  las  leyes  de  este. 

InglateiTa  profesa  el  protestantismo,  exige  que  el 
soberano  pertenezca  á  esa  comunión  y,  no  obstan- 
te el  principio  hereditario  que  es  esencial  á  su  for- 
ma de  gobierno,  sus  leyes  establecen  que  todo 
cambio  de  religión,  toda  unión  del  rey  con  una 
católica,  hacen  perder  sus  derechos  al  principe 
reinante  ó  á  sus  herederos.  Pero  las  mismas  le- 
yes declaran  que  el  rey  es  el  jefe  supremo  de  la  igle- 
sia anglicana*,  que  posee,  en  materia  de  jurisdicción 
religiosa,  todos  las  prerogativas  que  pertenecieron  á 
la  corte  de  Eoma-,  que  los^  asuntos  eclesiásticos  son  . 
administrados  bajo  la  autoridad  del  rey.  En  una 
palabra,  la  religión  anglicana  es  una  institución  que 
las  leyes  inglesas  protegen  y  fomentan,  pero  la 
cual  subordinan  al  mantenimiento  del  orden  social 
y  de  los  supremos  intereses  de  las  leyes  nacionales. 

La  Noruega  y  la  Dinamarca  profesan  oficialmen- 
te la  religión  evangélica   luterana,  sostienen  este 
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culto  con  sus  rentas^  exigen  que  el  rey  pertenezca 
á  la  misma  comunión^  pero  no  subordinan  la  mar- 
cha del  pais^  á  las  sugestiones  de  los  ministros  de 
aquella. 

La  Constitución  de  Noruega  dice:  <  El  rey  aire- 
glará  el  servicio  divino  público  y  el  rito,  así  como 
todas  las  reuniones  y  asambleas  que  tienen  por  ob- 
jeto la  religión^  vigilará  que  los  ministros  de  la 
religión  observen  las  reglas  que  le  sean  pros- 
criptas»   (1). 

El  Código  fundamental  de  Dinamarca  agrega: 
<La  constitución  de  la  iglesia  nacional  será  arregla- 
da por  una  ley.  >  (2) 

Se  comprende  fácilmente  que  si  las  naciones  que 
brindan  tan  amplia  protección  á  determinados  cul- 
tos, cautelan  de  este  modo  sus  intereses  políticos  y 
civiles,  oponiendo  poderosos  diques  á  los  desbordes 
del  fanatismo  religioso,  mayores  precauciones,  ó  por 
lo  menos  iguales,  tomarán  aquellas  otras,  que  hemos 
clasificado  en  la  tercera  categoría,  las  «juales  nece" 
sitan  hacer  efectivo  el  principio  de  la  libertad  de 
conciencia  en  su  mayor  extensión  posible. 

Los  hechos  notorios  que  de  algún  tiempo  á  esta 

parte  se  han  realizado  en  Francia,  Italia  y  Chile,  en 

sus  constantes  luchas  con  la  santa  sede  6  con  sus  de- 
legados, demuestran  perfectamente  que  todos  los  pai- 

( 1)  Artíoulo  16.  Constitución  de  i  de   Noviembre  de  1814. 

(2)  Artionlo  75.  ConstitucioQ  de  28  de  Julio  de  1B66. 
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sessigaenpor  igual  camino,  impulsados  por  el  ins- 
tinto natural  de  conservación  y  bajo  la  benéfica  in- 
fluencia de  las  lecciones  suministradas  por  la  ex 
periencia. 

10.  Podia  creerse  que  en  los  países  incluidos  en 
la  cuarta  categoría,  en  donde  la  iglesia  vive  y  fun- 
ciona al  abrigo  de  la  libertad  que  se  brinda  á  las 
instituciones  de  carácter  privado,  organizadas  con 
un  fin  moral,  los  ministros  del  culto  sienten  menos  el 
peso  de  la  autoridad  civil. 

Asi  es  en  efecto;  pero  no  debe  olvidarse  que  aun 
en  ellos,  el  derecho  de  los  ministros  de  los  dife- 
rentes cultos,  cualesquiera  que  sean  su  importan- 
cia, su  categoría  y  la  extensión  de  sus  respectivos 
rebaños,  está  limitado  y  circunscrito  por  las  leyes 
protectoras  del  orden  publico. 

La  Ley  fundamental  de  los  Estados-Unidos  de 
Colombia,  que  garantiza  la  profesión  libre,  pública  y 
privada  de  cualquiera  religión,  lo  hace,  mientras  «no 
se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía 
nacional,  ó  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pú- 
blica.»    (1) 

La  Constitución  de  Nueva  York,  que  natural- 
mente reconoce  este  principio  de  la  Constitución 
nacional:  «El  Congreso  no  podrá  dictar  ley  alguna 
relativa  al  establecimiento  de  una  religión  ó  con  el 
objeto  de  prohibir  cualquiera  de  ellas,»  agi^ega  ala 

il)    Artículo  15.  Constitución  de  8  de  Mayo  de  1863. 
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declaración  que  hace  en  sentido  análogo,  las  si- 
guientes palabras:  «.  .  .  pero  la  libertad  de 
conciencia,  garantida  por  este  articulo,  no  llega 
hasta  excusar  los  actos  licenciosos  y  las  prácticas 
incompatibles  con  la  paz  y  con  la  seguridad  del 
Estado.»  Excluye,  además,  á  los  ministros  consa- 
grados al  culto  de  toda  función  civil  ó  militar.    (1) 

Hay  por  fin  otros  paises,  como  la  Suiza,  la  Norue- 
ga y  el  Perú  en  los  que,  no  obstante  la  adopción  de  di- 
versos temperamentos  en  sus  relaciones  con  la  igle- 
sia católica,  se  han  dictado  leyes  prohibiendo  en  sus 
respectivos  territorios  el  establecimiento  de  la  orden 
de  jesuítas,  por  considerar  su  simple  existencia  co- 
mo una  amenaza  permanente  para  el  orden  y  para 
las  instituciones  civiles  de  carácter  oficial. 

11.  El  estudio  breve  que  acabamos  de  hacer  ma- 
nifiesta que  la  Iglesia  vive  en  las  naciones  bajo 
formas  muy  diferentes,  que  pueden  reducirse  á  dos 
sistemas  de  carácter  distinto:  el  del  patronato  ejer- 
cido por  los  poderes  del  Estado;  y  el  que  á  la  iglesia 
atribuye  el  carácter  de  una  institución  privada  que 
se  acoge,  como  todas  las  de  esta  especie,  á  las  garan- 
tías tutelares  de  la  Constitución  nacional.  A  esto 
se  reducen,  en  suma,  los  cuatro  modos  de  organiza- 
ción de  que  hemos  hablado. 

Bajo  el  primer  sistema,    cualquiera  que  sea  la 

(1)  Artículo.  7  ®.  inciaoB  3  ®  y  4  «  de  la  Constituoion  de  Nueya-York  de 
10  de  Noviembre  do  1821. 
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amplitud  de  la  procteccion  que  se  le  brinde,  se  han 
reservado  los  gobiernos, — con  concordato  6  sin  él, — 
el  derecho  de  armonizar  las  funciones  del  culto  y 
la  organización  de  la  gerarquia  eclesiástica,  con 
las  necesidades  del  orden  público  y  con  el  cumpli- 
miento inexorable  de  las  leyes  políticas  y  civiles. 

Bajo  el  imperio  del  segundo  sistema,  como  los 
ministros  de  los  diferentes  cultos  no  son  conside- 
rados sino  en  su  simple  carácter  de  ciudadanos,  en 
sus  relaciones  con  la  autoridad  pública-  en  esa  con- 
dición se  encuentran  sometidos  á  las  leyes  del  pais 
y  tienen  que  cumplirlas,  aun  que  las  crean  incom- 
patibles con  sus  creencias  y  con  los  pre(5eptos  de 
su  moral  religiosa. 

En  una  palabra,  todas  las  naciones  bajo  una  tí 
otra  forma,  se  han  atribuido  la  facultad  de  regla- 
mentar con  mas  ó  menos  extencion,  el  ejercicio  de 
los  diferentes  cultos  religiosos,  en  todo  lo  que  se 
lelaciona  con  el  orden  público,  dejando  á  los  minis- 
tros de  las  religiones  la  mas  amplia  libertad  en  to- 
do lo  que  no  sea  contrario  á  las  leyes  ni  importe  un 
desacato  á  las  autoridades  constituidas. 

12.  Y  asi  ha  debido  ser,  en  efecto.  La  facultad 
de  legislar  es  un  atributo  propio  de  la  soberanía 
del  pais.  Esta  es  la  que  constituye  los  poderes,  y 
estos  en  su  nombre  dictan  las  reglas  necesarias  pa- 
ra garantir  el  ejercicio  del  derecho  dentro  de  los 
límites  prescriptos  por  la  ciencia  y  la  moraL 


1  < 
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Si  se  consintiera  que,  con  prescindencia  de  las 
leyes  dictadas  por  los  poderes  del  Estado,  6  con 
manifiesta  infracción  de  ellas,  imperasen  los  manda- 
tos emanados  de  autoridades  extrañas,  la  soberanía 
seria  sojuzgada,  seria  suplantada,  seria  suprimida. 

El  pais  perderla  los  atributos  del  gobierno  pro- 
pio-, no  seria  dueño  de  sus  destinos,  ni  responsable 
de  sus  acciones^  seguirla,  como  sucedia  en  tiempo 
del  coloniaje,  la  senda  fatal  que  le  marcara  el  ca- 
pricho de  sus  privilegiados  mandatarios. 

Esta  teoría, — este  absurdo  sistema  mas  bien  di- 
cho, —se  excluye  con  el  principio  moderno  de  la 
soberania  popular-  es  incompatible  con  el  espíritu 
de  las  constituciones  del  siglo-,  no  tiene  cabida  en 
los  paises  cuya  aspiración  constante,  invariable  y 
preponderante  es  la  conservación  de  su  propia  auto- 
nomía. 

Ahora  bien^  la  República  Arjentina,  que  en  dife- 
rentes y  muy  impartantes  ramos  de  la  actividad 
humana,  marcha  á  la  vanguardia  délos  paises  de 
Sud-xYmérica  ¿habrá  permanecido  estacionaria  en 
esta  materia?  ¿Habrá  retrocedido  álos  tiempos  mas 
remotos  de  la  sumisión  al  papado,  para  convertir- 
se en  subdito  complaciente  del  Vaticano?  ¿O  está 
acaso  incorporada  e.n  la  corriente  que  va  emanci- 
pando la  conciencia  de  los  pueblos  del  tutelaje  odio- 
so de  la  intolerancia?  Esto  es  lo  que  vamos  á  resol- 
ver en  los  siguientes  capítulos. 


CAPITULO  ni 

la  iglesia  ante  el   deneolio  lilstói^loo 

ar*seiitiTio 


13.  L.as  dos  faces  de  la  vida  nacional  argentina — 14.  Orga- 
nización especial  de  la  Iglesia   en  el  periodo  colonial 
—13.  Lias  concesiones  de  los  pontífices  no  fueron  gra- 
tuitas~16.  Bl  patronato  es  una  instltuoion  civil  y  canó- 
nica-17.  No  puede  desaparecer  por  simple  revocación 
del  Romano  Pontífice— 18.  L,a  Iglesia  en  el  periodo  de 
la   emancipaciotí— ^19.  L.a  Junta  Gubernativa  de  Mayo 
— 20.  Asamblea  General  Constituyente  de  1818— 21.  Con- 
greso  Nacional  de   1817—22.  Congreso  Constituyente 
de  1819— 23.  Junta  de  Representantes  de  Buenos  Aires 
—24.  Congreso  General  Constituyente  de  1823— 2S.  Ac- 
tos emanados  del  gobierno  de  Rosas— 20.  L.a  Consti- 
tución actual  y  las  consecuencias  de  los  precedentes 
históricos. 


13.-  -La  nación  argentina  como  todas  las  de 
Sud-América,  ha  tenido  en  su  vida  política  dos  épo  • 
cas  bien  marcadas:  la  del  coloniaje  y  la  de  la  eraan" 
cipacion. 

En  la  primera  carecía  de  personalidad-,  sus  leyes 
eran  las  que  en  su  favor  dictaban  los  soberanos  de 
Espafta,  los  cuales  reglamentaban  6  sancionaban  la 
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reglamentación  de  las  diversas  instituciones  esta- 
blecidas en  el  país,  entre  las  que  se  contó  la  Iglesia* 

En  la  segunda  época,  constituida  ya  la  naciona- 
lidad argentina  bajo  las  anchas  y  poderosas  bases 
de?u  emancipación  y  de  su  propia  soberanía,  fué 
ella  la  que  por  medio  desús  legítimos  representantes^ 
imprimió  al  país  nuevos  rumbos,  conservando  ó  re- 
formando la  herencia  legal  y  jurídica  que  recibiera 
de  sus  antiguos  tutores. 

Veamos  cuales  fueron  en  ambas  épocas,  las  con 
diciones  con  que  se  aceptó  la  existencia  de  la  igle 
sia  católica  y  el  ejercicio  de  su  culto  respectivo. 

Desde  luego,  dicha  aceptación  no  fué  incondicio- 
nal. La  sola  existencia  de  las  leyes  y  disposiciones 
dictadas  al  respecto,  manifiestan  que  los  soberanos  en 
ninguna  época  abdicaron  ó  desconocieron  sus  dere- 
chos en  este  ramo,  y  jamás  consintieron  que  la  au- 
toridad pontificia  decidiese  por  si  sola  todas  las 
cuestiones  originadas  por  los  ministros  de  la  igle 
sia  argentina.  La  autoridad  civil  se  encargó 
siempre  de  deslindar  los  asuntos  en  que  ella  de- 
bía tener  intervención,  de  aquellos  en  que  se  dejaba 
al  soberano  pontífice  una  competencia  exclusiva. 

14.— En  tiempo  del  coloniaje,  la  Iglesia  tuvo 
en  América  una  organización  excepcional,  debida 
á  las  también  excepcionales  circunstancias  en  que 
se  encontró,  desde  los  primeros  dias  de  la  conquista. 

El  romano  pontifice,  tanto  por  la  inmensa  dis" 
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tancia  que  lo  separaba  de  estos  territorios  como 
por  la  carencia  de  elementos  propios  para  em- 
prender expediciones  lejanas,  no  podia  intervenir 
directamente  en  la  organización  de  dicha  iglesia, 
ni  le  era  dable  atender  á  la  oportuna  y  eficaz  satis- 
facción de  sus  necesidades. 

Los  reyes  de  España,  al  contrario,  eran  los  úni- 
cos que  después  de  consumada  la  conquista,  después 
de  convertidos  al  catolicismo  millai'es  de  indios 
merced  á  la  acción  de  sus  esfuerzos: —eran  los  úni- 
cos, decimos,  que  se  encontraban  en  condiciones  de 
levantar  templos  al  nuevo  Dios  del  imperio  de  los 
incas,  de  dotarlos  de  rentas,  de  crear  didcesiS;  me- 
trópolis y  parroquias,  de  designar  las  personas  que 
debían  desempeñar  tan  importantes  y  sagradas 
funciones. 

El  papa  mismo  reconoció  la  imposibilidad  en  que 
se  hallaba  de  hacer  sentir  en  estas  regiones  el 
peso  de  su  autoridad,  del  mismo  modo  que  en  los 
paises  católicos  de  Europa.  Como  un  testimonio  de 
esta  impotencia,  al  conceder  el  Papa  Alejandro 
VI  el  título  de  las  tien-as  descubiertas  que  los  so- 
beranos de  España  le  pidieron,  expidió  una  bula 
en  la  que  encargó  á  dichos  reyes  que  mandaran 
al  nuevo  mundo  varones  íntegros  é  ilustrados  para 
propagar  la  religión,  sirviéndose  de  todos  los  me- 
dios que  estuviesen  á  sus  alcances:  omnen  debita)^ 
diligentiam  in  proemissis  adhibentes. 
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Desde  entonces  el  rey  fué  una  especie  de  dele- 
gado de  la  autoridad  pontificia,  con  facultades  am- 
plias en  todo  lo  concerniente  á  la  disciplina  de  la 
Iglesia.  Así  lo  entendieron  ellos,  así  lo  practica- 
ron sin  protesta  alguna  de  la  curia  romana,  pro- 
testa que  habria  sido  vana  é  inconveniente  á  todas 
luces,  desde  que  no  habia  otro  modo  de  radicar  el 
catolicismo  en  estos  paises.  La  iglesia  católica, 
apesar  de  su  pretendida  infalibilidad  tuvo  entonces, 
como  tendrá  siempre,  que  contemporizar  y  someter- 
se á  la  múltiple  acción  del  tiempo,  de  las  distancias 
y  de  su  necesidad  primera  y  superior  á  las  demás:  la 
de  extender  su  doctrina  y  multiplicar  sus  fieles. 

Al  principio  de  la  conquista,  los  obispos  ocu- 
paban los  puestos  para  que  eran  designados,  sin  es- 
perar la  confirmación  del  papa  y  los  cabildos  se 
sometian  á  su  autoridad  sin  oponer  la  menor  obje- 
ción. La  autoridad  civil  decidla  toda  controver- 
sia entre  los  obispos,  curas  y  canónigos,  aunque 
los  asuntos  fallados  tuviesen  un  carácter  espiíútual. 

Los  prelados  mas  eminentes  y  los  jurisconsultos 
mas  sabios  de  la  España,  entre  los  que  figuraron  el 
padre  fjay  Luis  Miranda,  fray  Juan  Bautista,  el 
padre  Juan  Silva,  el  señor  Moscoso  fiscal  del  con- 
sejo de  indias,  el  doctor  Aranciel  miembro  de  dicho 
consejo,  Fraso  fiscal  de  la  audiencia  de  la  Plata  y 
de  Lima,  Solorzano  oidor  de  Lima, — á  cuyas  auto- 
ridades se  refieie  el  jurisconsulto  señor  Velez  Sar- 
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field, — todos    reconocieron  el  vicariato  apostólico 
de  los  reyes  en  las  indias. 

15. — ^Antes  de  pasar  adelante  preguntaremos: 
¿Estas  concesiones  fueron  gratuitas?  Las  facultades 
omnímodas  que  los  pontífices  delegaron  en  los 
reyes  de  España  ¿fueron  fruto  expontáneo  de  su 
desinterés?  ¿habrían  podido  evitarla?  sin  renunciar 
al  ensanche  de  sus  dominios? 

El  simple  buen  sentido  basta  para  abs(»lver  sa- 
tisfactoriamente estas  preguntas.  La  corte  ponti- 
ficia estaba  en  la  alternativa  inevitable;  ó  de  dele- 
gar esa  autouidad,  para  convertir  á  «u  doctrina  á 
los  infieles  de  estas  regiones:  6  de  renunciar  á  la  ta- 
rea de  ensanchar  sus  dominios  espirituales.  Si  ella 
hubiera  podido  hacerlo  todo,  por  su  cuenta  y  riesgo, 
lo  habria  hecho  indudablemente,  y  entonces,  no 
necesitando  del  brazo  secular  para  cumplir  su  mi- 
sión, tampoco  habria  subordinado  á  la  acción  del 
poder  civil  muchas,  casi  todas,  las  funciones  del 
orden  religioso. 

La  investidura  casi  sagrada  de  los  monarcas  es- 
pañoles fué,  por  lo  tanto,  un  hecho  necesario,  for- 
zoso, imprescindible,  como  medio  de  incorporar  el 
nuevo  mundo  á  la  comunión  católica.  Sin  apelar 
á  ese  recurso  no  habria  ensanchado  el  pontificado, 
como  lo  hiio,  los  horizontes  de  su  dominio^  no 
habria  conseguido    derribar  los    falsos    ídolos  de 
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Pachacamac,  del  Cuzco   y  de  todos  los  templos  en 
que  se  les  rendía  adoración. 

Era  natural  que  con  el  tiempo  se  modificaran  las 
condiciones  de  la  autoridad  ejercida  por  los  mo- 
narcas; pero  nunca  desapareció  completamente. 

Continuaron  siempre  ejerciendo  los  derechos  y 
prerogativas  inherentes  al  patronato,  el  cual  tuvo 
hasta  la  época  de  la  emancipación  mayor  extensión 
y  resultados  mas  trascendentales,  de  los  que  se  han 
perseguido  bajo  el  régimen  republicano. 

16.— Debemos  hacer  notar  que  el  patronato, — 
asunto  del  que  nos  ocuparemos  con  la  debida  exten- 
sión por  separado, — se  ejerció  desde  1504,  es  decir 
cuatro  añas  antes  de  que  el  papa  lo  reconociera  de 
una  manera  explícita  en  su  bula  de  28  de  Julio  de 
1508.  Lo  cual  prueba  que  esa  institución,  me- 
diante la  cual  se  expresan  los  derechos  y  obligacio- 
nes de  la  autoridad  civil  respecto  del  servicio  del 
culto  cat<}lico,  es  á  la  vez  una  institución  civil  y 
una  institución  canónica. 

Es  institución  civil*,  porque  existió  antes  de  que 
la  autoridad  eclesiástica  lo  otorgase  ó  expresase 
su  libre  consentimiento-,  porque  tuvo  su  origen  y 
primer  fundamento  en  los  servicios  que  la  autori- 
dad civil  prestó  á  la  Iglesia  y  en  la  necesidad  en 
que  se  encontró  dicha  autoridad  de  proteger  su 
obra  y  de  impedir  que  esos  servicios  ise  tornaran 
en  armas  contra  ?u  propio   poder. 
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Es  institución  canónica  también-,  porque  reci- 
bió la  sanción  explícita  de  la  suprema  autoridad  de 
la  Iglesia,  lo  cual  aun  que  no  hubiera  sido  indis- 
pensable,fué  conveniente  entonces,  para  tranquilizar 
las  conciencias  subyugadas  bajo  el  poder  del  fa- 
natismo. 

17. — Para  que  desapareciese  este  patronato  en 
las  naciones  de  la  América  española,  seria  necesario 
que  desaparecieran,  real  y  virtualmente,  las  causas 
que  lo  engendraron.  No  basta  que  el  romano  pon- 
tífice se  niegue  á  concederlo  nuevamente  ó  revoque 
sus  anteriores  acuerdos  en  virtud  de  los  cuales  lo 
reconoció  en  tiempo  déla  monarquía. Aun  en  el  falso 
supuesto  de  que  el  patronato  hubiera  provenido  de 
un  contrato  bilateral,  tácito  ó  expreso,  solo  podría 
desaparecer  por  consentimiento  mutuo  de  las  partes. 
Seria  necesario  que  los  gobiernos  renunciasen  al  pa- 
tronato también,  y  dejasen  que  la  Iglesia  viviese  al 
amparo  de  las  leyes  generales  del  pais,  como  las  de- 
más asociaciones  que  nacen  de  un  sentimiento  legí- 
timo y  se  proponen  un  fin  moral. 

Los  reyes  de  España  nunca  hicieron  esta  re- 
nuncia. Al  contrario,  por  medio  de  actos  repetidos 
afirmaron  su  autoridad  en  la  materia,  como  lo  ve- 
remos en  el  capítulo  relativo  á  este  asunto. 

18. — La  misma  ingerencia  que  reclamaron,  ob- 
tuvieron y  ejercieron  los  soberanos  españoles,  en 
el  régimen  disciplinario  de  la  Iglesia,  han  tenido 


—  64  — 

los  gobiernos  de  la  República,  desde  los  primeros 
años  de  la  emancipación  política. 

Al  formar  una  entidad  distinta  de  la  metrópoli, 
con  los  atributos  inherentes  á  una  nación  sobe- 
rana, la  República  naciente  rompió  los  vínculos 
del  tutelaje,  destrozó  las  cadenas  de  la  esclavitud, 
borró  de  su  pasado  todo  lo  que  tenía  el  sello  de 
su  servil  condición-,  pero  conservó  todo  aquello  que 
estaba  íntimamente  ligado  á  las  condiciones  gene- 
rales de  su  existencia  social  y  política. 

Prescindiendo  por  el  momento  de  las  razones 
jurídicas  que  apoyan  esta  manera  de  proceder,  nos 
limitamos  á  dejar  constancia  de  ella,  aduciendo 
los  hechos  histéricos  que  le  sirven  de  fundamento, 
en  la  parte  relativa  á  las  relaciones  del  Estado  con 
la  Iglesia. 

19.— La  Junta  Gubernativa,  nombrada  el  25  de 
Mayo  de  1810,  cuando  el  pueblo  argentino  palpi- 
taba de  gozo  y  sentia  los  primeros  estremecimien- 
tos de  la  libertad  política,  expidió  un  reglamento 
que  cual  Ley  fundamental  debiera  servir  de  norma 
al  ejercicio  de  su  autoridad. 

En  el  artículo  9  de  esa  ley  se  dijo  expresamen- 
te :  «Los  asuntos  de  patronato  se  dirigirán  á  la 
Junta  en  los  mismos  términos  que  á  los  señores 
vireyes,  sin  perjuicio  de  las  extensiones  á  que 
legalmente  conduzca  el  sucesivo  estado  de  la  Pe- 
nínsula.» 


—  es- 
como te  vé,  no  se  puso  en  duda  por  un  solo 
momento  que  continuaba  existiendo  el  patronato, 
como  sucedió  respecto  de  otras  materias  que  con- 
tinuaron rigiéndole  por  las  leyes  españolas;  por 
que  no  era  posible  que  junto  con  la  revolución  na- 
ciera un  cuerpo  completo  de  leyes  que  reemplazara 
á  las  del  tiempo  del  coloniaje:  estas  tenían  que 
seguir  imperando  en  todo  lo  que  no  fuese  incom- 
patible  con  la  nueva  forma  de  gobierno.  La  re- 
volución pudo,  como  la  tempestad,  purificar  y  trans- 
formar el  cielo  político  de  este  pais-,  pero  no  tenia 
la  omnipotencia  de  Dios  para  hacer  brotar  en  un 
solo  momento  la  claridad  de  en  medio  del  caos,  con 
solo  pronunciar  el  fiat  lux. 

La  Junta  mencionada,  no  solo  se  atribuyó  el 
ejercicio  del  patronato  en  la  forma  ejercida  por 
los  vireyes,  sino  que,  con  sobrada  previsión,  se  re- 
servó extender  esas  facultades,  si  la  incomunica- 
ción entre  las  autoridades  eclesiásticas  del  pais  y 
sus  correspondientes  superiores  de  Ja  península  lo 
hacia  necesario.  ¿Protestó  entonces  el  clero  que, 
inspirado  en  el  amor  á  la  patria,  vivaqueaba  €n  el 
campamento  de  los  insurgentes^ 

La  misma  JTinta  comprendió  desde  el  primer  mo- 
mento que  su  autoridad  tenia  que  ejercerse  inexora- 
blemente sobre  toda  clase  de  intereses,  siempre  que 
se  tratase  de  salvar  el  orden  y,  sobre  todo,  los  sa- 
grados  principios  y  resultados  de   la  revolución. 
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Siguiendo  esa  línea  de  conducta,  decret(f  Ii  remo- 
ción de  la  abadesa  de  capuchinas  de  esta  ciudad,  la 
cual  fué  sorprendida  en  correspondencia  epistolar  con 
los  enemigos  de  la  patria. 

El  3  de  Diciembre  del  mismo  año,  la  expresada 
Junta  expidió  un  decreto  en  cuyo  primer  artículo 
establece:  «que  ningún  tribunal,  corporación,  6  gefe 
civil,  militar  ó  eclesiástico^  conferirá  empleo  público 
á  persona  que  no  haya  nacido  en  estas  provincias». 

La  autoridad  de  los  funcionarios  de  la  Iglesia 
quedó,  pues,  subordinada  á  una  condición  impuesta 
por  la  autoridad  civil,  en  todo  lo  relativo  ája  pro- 
visión  de  empleos  eclesiásticos. 

20. — La  Asamblea  General  Constituyente,  ins- 
talada en  esta  capital  el  31  de  Enero  de  1813, 
siguió  las  huellas  de  dicha  Junta.  No  malversó  la 
herencia  que  habia  recibido-,  procuró  acentuar,  mas 
bien,  los  incontestables  títulos  con  que  la  habia  ad- 
quirido. 

El  24  de  Marzo  del  año  expresado,  declaró  ex- 
tinguido el  tribunal  do  la  Inquisición  en  todo  el  ter- 
ritoilo  argentino  y  mandó  devolver  á  los  ordinarios 
eclesiásticos  su  primitiva  facultad  de  velar  so- 
bre la  pureza  de  las  creencias,  respetando  el  derecho 
de  los  ciudadanos. 

En  la  sesión  de  12  de  Abril  de  1813,  tomando 
casi  el  aspecto  de  un  concilio,  derogó  la  cédula  de 
29  de  Diciembre  de  1792,  «en  la  parte  que  prohibe 
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á  los  provisores,  dispensar  en  sede  vacante,   los 
intersticios  para  las  órdenes  sagradas». 

El  simple  hecho  de  derogar  una  cédula  supone 
su  vigencia.  Así  es  que  en  concepto  del  poder 
político  mas  elevado  de  la  nación,  como  lo  es  una 
asamblea  constituyente,  las  cédulas  reales  sobre 
patr':^nato  estaban  vigentes.  Era  necesario  una 
derc  ;ion  expresa  para  que  cesaran  de  producir  sus 
efectos. 

El  4  de  Junio  del  mismo  año  formuló  una  decla- 
ración explícita  sobre  el  régimen  propio  y  especial 
de  la  iglesia  argentina.  «La  Asamblea  General 
declara  —  estas  son  sus  palabras  — que  el  Estado  de 
las  Provincias  Unidas  del  Rio  de  la  Plata,  es  inde- 
pendiente de  toda  autoridad  eclesiástica  que  exista 
fuera  de  su  territorio,  bien  sea  de  nombramiento  ó 
presentación  real». 

El  16  do  Junio  dicto  otra  ley,  mandando  que  los 
obispos  argentinos  usasen  plenamente,  en  sus  res- 
pectivas diócesis,  de  sus  primitivas  facultades  ordi- 
narias, mientras  durase  la  incomunicación  con  la 
santa  sede  apostólica. 

21. — Esta  aSamblea  fué  mas  tarde  reemplazada 
por  un  congreso  nacional,  el  cual,,  entre  otras 
disposiciones,  dictó  una  ley  autorizando  al  Director 
Supremo  «para  proveer  las  plazas  eclesiásticas 
vacantes  de  las  catedrales  del  Estado». 
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Hay  dos  hechos  dignos  de  notarse  en  esta  sen- 
cilla resolución: 

1  ®  Que  se  atribuj^ó  al  poder  ejecutivo  la  facul- 
tad de  nombrar,— no  de  proponer  ni  aceptar  pro- 
puestas hechas  por  autoridades  de  la  iglesia, — ftin- 
cionarios  eclesiásticos. 

2  ^  Que  se  dá  á  las  catedrales  la  denominación 
de  catedrales  del  Estado,  es  decir  de  la  sociedad 
política  que  garantiza  el  ejercicio  de  los  derechos 
y  cuyos  representantes  son  los  ciudadanos  que  ejer- 
cen el  poder  público. 

Ambas  circunstancias  revelan  que  las  preroga- 
tivas  y  derechos  del  Estado  con  respecto  á  la 
organización  de  la  Iglesia,  no  se  han  borrado  un 
solo  momento  de  la  conciencia  nacional:  en  todo 
tiempo  el  pais  se  ha  dado  cuenta  del  caudal  de  heren-  . 
cia  que  habia  recibido  y  de  que  los  elementos  consti- 
tutivos de  su  soberanía,  conquistada  á  fuerza  de 
inmensos  sacrificios,  abarcan  el  inmenso  y  privi- 
legiado horizonte  del  culto  católico  argentino. 

22. — Llegamos  al  Congreso  Constituyente  de 
1819,  reunido  en  Buenos  Aires  bajo  la  presiden- 
cia del  eminente  canonista  doctor  Gjyfegorio  Funes-, 
llegamos  á  la  Constitución  políti(5a  dictada  el  22  de 
Abril  de  di(;ho  año,  la  cual,  en  el  curso  de  las  evo- 
luciones nacionales,  representó  un  nuevo  esfuerzo 
para  cimentar  en  el  pais  un  régimen  legal  y  uni- 
forme. 


En  esa  Constitución,  no  obstante  declararse  que 
la  religión  católica  era  la  del  Estado,  á  la  que 
se  debia  la  mas  eficaz  y  poderosa  protección,  se 
consignaron  principios  y  disposiciones  que  en  vez 
de  desmentir  el  espíritu  de  las  leyes  anteriores, 
lo  explicaban  de  una  manera  mas  clara  y  detallada. 

El  art.  8°  equiparó  á  los  arzobispos  y  obispos, 
con  los  altos  funcionarios  del  orden  civil,  tales  como 
los  ministros  de  Estado,  y  estableció  que  aquellos 
como  estos  solo  serian  acusados  por  la  cámara  de 
representantes,  de  oficio,  ó  á  instancia  de  cualquier 
ciudadano,  «por  los  delitos  de  traición,  concusión, 
malversación  de  los  fondos  públicos,  infracción  de 
la  Constitución  ú  otros  que  merezcan  pena  de 
muerte  ó  i aí amia.»  El  art.  18  agregó:  «Al  se- 
nado cor-esponde  acusar  en  juicio  publico  á  los 
acusados  por  la  sala  de  representantes». 

No  solamente  quedaron  anuladas,  de  este  modo, 
las  prerogativas  del  fuero  eclesiástico,  y  sometidos 
los  obispos,  como  cualquier  ciudadano,  á  la  obe- 
diencia estricta  de  las  leyes  patrias,  sino  que,  con- 
siderados dichos  obispos  como  altos  funcionarios 
públicos,  su  enjuiciamiento  se  revistió  con  las  mismas 
solemnidades  de  los  de  estos. 

Esto  acontece  todavía  en  el  Perú,  en  donde  los  ar- 
zobispos  y  obispos,  aun  que  sujetos  al  fuero  común 
y  *ála  jurisdicción  de  los  jueces  ordinarios  por  deli- 
tos comunes,  son  juzgados  por  la  corte  suprema. 
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tanto  en  primera  como  en  segunda  instancia/cnan- 
do,  individual  ó  colectivamente,  delinquen  en  el 
ejercicio  de  sUs  funciones,  es  decir  en  su  carácter 
de  obispos. 

Como  si  la  expresada  Constitución  de  1819  no 
quisiese  dejar  la  menor  duda  de  que  el  intento  de  los 
legisladores  fué  considerar  á  los  funcionarios  ecle- 
siásticos rentados  por  el  Estado,  como  empleados  pú- 
blicos, estableció  que  «ningún  empleado  político, 
civil,  militar  ó  eclesiástico  po.lria  continuar  en  su 
destino  sin  prestar  juramento  de  observar  la  Cons- 
titución y  sosteneila. » 

Además,  en  la  misma  ley  se  repitió  en  sus  artícu- 
los 86  y  87  que  el  director  del  Estado  nombra  á 
los  arzobispos  y  obispos  á  propuesta  en  terna  del 
senado  y  presenta  á  todas  las  dignidades,  canon- 
gias,  prebendas  y  beneficios  de  iglesias  catedrales, 
colegiata  y  parroquiales,  «conforme  á  las  leyes.» 

Como  si  todo  esto  no  fuese  bastante,  la  misma 
Carta  fundamental  trató  de  imponer  silencio  á  to- 
da clase  de  pasiones  é  intei*eses  que  tratasen  de 
sustraerse  á  la  acción  de  la  autoridad  nacional.  Al 
efecto,  formuló  esta  declaración:  ^  Ninguna  au- 
toridad del  i)ais  es  superior  á  la  ley:  ellas  mandan, 
juzgan  ó  gobiernan  por  la  ley,  y  es  según  ella  que 
se  les  debe  respeto  y  obediencia.» 

La  rapidez  de  los  cambios  políticos  no  permitió 
que  se  consolidara  el  imperio  de  las  nuevas  leyes 
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que  se  iban  dictando;  pero  siempre  que  las  tormen- 
tas deiTibabau  las  bases  de  un  régimen  legal  y 
sobre  sus  escombros  se  levantaban  nuevos  partidos 
con  distintas  aspiraciones,  surgian  siempre  los  prin- 
cipios tutelares  del  patronato  nacional. 

23. — Asi  vemos  que  en  1822,  la  Junta  de  Re- 
presentantes de  Buenos  Aires,  investida  de  una 
soberanía  ordinaria  y  extraordinaria,  expidió  con 
fecha  21  de  Diciembre  del  año  citado  una  ley  de  re- 
forma general  en  el  orden  eclesiástico.  Declaró, 
enti'e  otras  cosas,  que  la  provincia  no  reconocía  la 
autoridad  de  los  provinciales  en  las  casas  regula- 
res. Organizó  el  cuerpo  capitular  ó  senado  del 
clero-,  abolió  los  diezmos,  el  fuero  eclesiástico  y  re- 
glamentó algunos  puntos  relativos  á  la  disciplina 
de  los  conventos  religiosos.  Entonces  no  hubieron 
protestas.  Al  contrario,  miembros  notabilísimos 
del  clero  argentino,  por  su  ilustración  y  sus  virtudes, 
aceptaron  los  nombramientos  recaídos  en  su  favor 
para  peitenecer  al  senado  del  clero,  bajo  las  bases 
déla  organización  que  le  dio  el  poder  civil. 

24. — El  23  de  Enero  de  1825  .se  reunió,  en  esta 
ciudad,  un  nuevo  Congreso  General  Constituyente, 
cuyo  primer  acto  fué  ratificar  solemnemente  el  pac- 
to con  que  se  ligaron  las  provincias  unidas  al  sacu- 
dir el  yugo  de  la  dominación  española. 

La  Constitución  de  24  de  Diciembre  *de  1826, 
expedida  por  dicho  congreso,  en  medio   de  los  aza- 
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res  de  la  guerra  con  el  Brasil  y  del  espíritu  de  dis- 
cordia que  fermentaba  en  las  provincias,  tampoco 
olvidó  las  prerogativas  del  patronato  nacional.  El 
artículo  95  incluyó  entre  las  atribuciones  del  poder 
ejecutivo,  el  ejercicio  del  patronato  general  res- 
pecto de  las  iglesias,  beneficios  y  personas  eclesiás- 
ticas con  arrcy/Zo  a /as /eyé5,  y  agregó:  ^nombra  á 
los  aizobispos  y  obispos,  á  propuesta  en  terna  del 
senado.» 

La  misma  Oonstitucion,  hablando  de  las  fu    '' 
nes  de  la  corte  suprema  de  justicia  dice:    «Exa- 
minará los  breves  y  bulas  pontificias,  y  abrirá  díc- 
tame i  al  poder  ejecutivo  sobre  su  admisión  y  re- 
tención.» 

Esta  política  de  los  legisladores  fué  hábil  y 
previsora  mente  secundada  por  Eivadavia  que  go- 
bernaba entonces,  por  medio  de  actos  que  nos  ex- 
cusamos de  presentar  atendida  la  notoriedad  de  sus 
ideas  y  su  ardiente  celo  por  conservar  incólumes 
los  fueros  de  la  soberania  nacional. 

Mas  tarde,  ejerciendo  las  funciones  de  jefe  del 
Estado  el  señor  general  Juan  Lavalle,  se  produjeron 
hechos  análogos  que  tendremos  ocasión  de  recordar 
en  otros  capítulos. 

25. — Tampoco  fué  extraña  á  manifestaciones  de 
esta  clase  la  noche  oscura  y  dilatada  de  la  tiranía 
de  Rosas.  A  t^'avés  del  tenebroso  manto  que  en- 
cubría los  vergonzosos  y  criminales  atentados  de 
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que el  país  era  teatro,  se  llegaban  á  vislumbrar  los 
últimos    destellos  de  las  instituciones    nacionales 
históricas,  que  como  una  luz  de  esperanza  se  perci- 
bían en  medio  de  la  lobreguez  de  aquellos  tiempos. 

Entre  todos  los  actos  que  se  produjeron  entonces, 
en  este  orden,  el  ma^  completo,  el  mas  significativo, 
el  mas  íntimamente  ligado  á,  las  tradiciones  del  pais, 
fué  el  decreto  de  27  de  Febrero  de  1837.  En  el 
artículo  primero  se  declaró  que  «ninguna  persona? 
ni  autoridad  civil  ó  eclesiástica  de  la  provincia  de 
Buenos  Aires  podría  reconocer  con  valor  alguno  le- 
gal ó  canónico,  ni  menos  prestar  obediencia,  ni 
cumplimiento,  ó  hacer  valer  en  manera  alguna,  nin- 
guna bula,  breve  ó  prescfipto  pontificio,  recibido 
después  del  25  de  Mayo  de  1810,  y  que  aparezca 
emanado,  mediata  ó  inmediatamente,  de  su  santi- 
dad el  romano  pontífice^  ó  de  la  curia  romana,  ó 
de  algún  otro  cuerpo  ó  persona  que  se  crea  autori- 
zada por  su  santidad  para  expedirla,  sin  que  ten- 
ga el  pase  ó  exequátur  de  la  autoridad  encargada 
de  las  relaciones  exteriores  de  la  República.  > 

En  otros  artículos  se  hizo  extensiva  la  prohibi- 
ción anterior  á  las  instituciones  de  los  obispos  in 
partihm  in  fidelium  no  consagrados  y  que  preten- 
diesen serlo  en  el  territorio  de  la  provincia,  y  se 
exceptuó  á  los  documentos  pontificios  que  solo  se 
refiriesen  al  fuero  de  la  conciencia. 

Estas  disposiciones  fueron  revestidas  con  las  ga- 
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rantias  de  una  sanción  penal.  <E1  qne  infringiere, 
dice  el  artícalo  4'',  cualquiera  de  lf»s  artículos  r  y 
2""  de  este  decreto,  será  castigado  como  perturbador 
del  orden  público  y  atentador  contra  la  soberanía  é 
independencia  de  la  República.» 

26.  -Derribada  la  tiranía  y  reunido  en  Santa-Fé 
el  Congreso  General  Oontituyente  que  inició  el 
periodo  de  la  reorganización  nacional,  se  dictó 
la  Constitución  de  V  de  Mayo  de  1853,  re- 
formada parcialmente  en  1860,  que  se  ha  manteni- 
do incólqrae  en  medio  de  ulteriores  convulsiones 
•  palIticaS;.  desafiando  la  ira  de  las  pasiones  y  los  tem- 
porales violentos  déla  anarquia. 

En  esa  Constitución,  que  es  la  piedra  angular 
que  sirve  de  fundamento  á  las  instituciones  vigentes, 
al  mismo  tiempo  que  se  dejó  de  consignar  la  profe- 
sión de  fé  religiosa  formulada  en  las  constituciones 
precedentes,  se  afirmó  nuevamente  la  existencia  del 
patronato  ejercido  por  los  representantes  de  la  so- 
beranía nacional. 

Conforme  á  su  espíritu  y  al  verdadero  alcance 
de  sus  disposiciones,  los  divei'sos  gobiernos  que  se 
han  sucedido,  desde  el  del  vencedor  de  Caseros  has- 
ta el  actual,  han  ejercido  constantemente  las  dife- 
rentes funciones  inherentes  al  patronato,  como  lo 
veremos  al  tratar  las  distintas  cuestiones  concre- 
tas  de  que  nos  vamos  á  ocupar. 

Entretanto,  se  vé,  por  la  reseña  histórica  que  de- 
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jamos  hecha,  que  desde  las  primeras  conversiones 
de  infieles  en  el  siglo  XVI,  en  los  paises  conquis- 
tados por  la  España,  hasta  el  gran  suceso  de  la 
emancipación  americana,  y  desde  1810  hasta  la  fe- 
cha, ha  sido  constante  y  uniforme  ía  acción  de  los 
gobiernos  en  sus  relaciones  con  la  iglesia    católica. 

Los  diferentes  sistemas  políticos  que  se  han  suce- 
dido,  han  podido  dar  lugar  á  que  dicha  acción  se 
ejerza  con  mas  ó  menos  amplitud,  con  mas  ó  menos 
rigor,  con  mas  ó  menos  liberalidad;  pero,  á  través 
de  estas  modificaciones  accidentales  ó  de  mera 
forma,  ha  subsistido  en  toda  época  el  patronato,  re- 
vestido  de  sus  esenciales  atributos. 

Ni  las  relajaciones  del  principio  de  autoridad  á 
que  suelen  dar  origen  las  larguezas  de  los  gobiernos 
complacientes  con  las  exigencias  del  libertinaje;  ai 
la  alianza  ó  el  apoyo  que  los  gobiernos  despóticos 
buscan  en  el  elemento  clerical;  ni  los  caprichos  6  las 
veleidades  de  las  revoluciones;  ni  los  trasportes  de 
gozo  en  las  horas  del  triunfo  de  una  causa  santa; 
ni  las  decepciones  de  los  años  tristes  que  sometieron 
á  dura  prueba  la  fé  de  los  pueblos  en  su  libertad  y 
porvenir:— nada  de  esto,  absolutamente  nada,  con- 
siguió borrar  de  la  conciencia  del  pais  la  noción  del 
patronato  y  el  convencimiento  de  los  legítimos  é  in- 
contestables títulos  con  que  lo  ejercía. 

Esa  noción  y  ese  convencimiento  lo  acompaña- 
ron en  todos  los  momentos  de  su  vida  política,  co- 
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mo si  semejante  institución  fuese  parte  integrante 
de  su  soberanía-,  con^o  si  fuese  un  elemento  cons- 
titutivo é  inseparable  de  su  existencia;  como  sí  pres- 
cindiendo del  patronato,  la  soberanía  quedase  mu- 
tilada, incompleta,  imperfecta,  impotente  para  man- 
tener el  orden  social  en  una  de  sus  manifestacio- 
nes mas  importantes  y  trascendentales. 

Esta  es  la  historia  del  derecho  constitucional  ar- 
gentino, trazada  á  grandes  rasgos,  en  todo  lo  que  se 
refiere  á  la  iglesia  católica.  Ella  es  un  testimonio 
constante  y  elocuentísimo  de  que  en  cerca  de  cuatro 
siglos, — en  tiempo  del  coloniaje  y  en  el  de  la  Repú- 
blica,— ni  un  solo  dia  ha  renunciado  el  poder  civil, 
al  patronato,  ni  ha  dejado  de  ejercerlo  haciendo  res- 
petar su  autoridad  con  el  cumplimiento  de  las  dis- 
posiciones que  ha  dictado  en  este  orden,  en  la  es- 
fera de  sus  legítimas  atribuciones. 

Este  es  el  pasado.     Veamos  ahora  el  presente. 


CAPITULO    IV 

I>e1>ei?es  del  £2staclo  x*e1atlvos    al  sos 
tenlnmiexito  del  oixlto  oatólioo 


27.  Bases  prinolpales  da  la  •xiatencia  legal  de  la  iglesia 
oatólioa  en  la  Repüblica  Argentina— 28.  Obligación  del 
gobierno  federal  de  sostener  el  oulto  oatólico— 29.  Al 
poder  civil  corresponde  determinar  la  forma  y  exten- 
sión de  dicho  deber^SO.  L.os  subsidios  dados  por  la 
autoridad  laica  no  pueden  ser  invertidos  en  objetos 
distintos  üe  aquellos  para  que  estAn  destinados— 81.  El 
deber  d.e  sotener  el  culto  no  implica  la  sunnision  com- 
pleta del  Estado  á.  los  preceptos  y  doctrinas  impuestos 
por  los  ministros  de  la  Iglesia— 82.  Diferentes  manifes- 
taciones del  culto— 83.  Casos  en  que  caen  bajo  la  juris- 
dicción de  las  autoridades  políticas — 84.  Derecho  del 
Estado  de  reglamentar  ciertas  funciones  del  culto  pú- 
blico— 86.  Objeciones  A  las  ideas  anteriores  y  su  falta  de 
fundamento  serio— 8  5.  Subsidios  y  privilegios  que  el  Es- 
tado otorga  A.  la  iglesia  y  A  sus  ministros. 


27— Nuestra  tarea  se  concreta  ahora,  á  demos- 
trar la  existencia  de  ciertos  hechos  y  á  deducir  de 
ellos  la-í  consecuencias  que  naturalmente  se  derivaji. 
En  el  capítulo  anterior  hemos  expuesto  la  verdad 
histórica  respecto  á  la  organización  de  la  iglesia 


argentina;  en  el  presente  y  algunos  otroá,  vamos  á 
poner  de  manifiesto  la  verdad  legal^  es  decir,  va- 
mos á  presentar  ías  leyes  vigentes,  los  casos  de  ju- 
risprudencia práctica  y  las  doctrinas  mas  autoriza- 
das de  juristas  y  canonistas,  sobre  las  recíprocas 
relaciones  de  la  Iglesia  y  del  Estado  y  las  condi- 
ciones peculiares  de  la  existencia  de  aquella  socie- 
dad en  el  país.  En  otros  capítulos  posteriores  ten- 
dremos oportunidad  de  estudiar  el  mérito  científico 
de  esta  organización  y  el  sentido  en  que  deben  ini- 
ciarse las  reformas. 

Desde  luego,  según  la  Constitución  y  las  dife- 
rentes leyes  que  se  refieren  á  las  relaciones  de  los 
poderes  civil  y  eclesiástico,  la  manera  de  existir  de 
la  iglesia  católica  en  la  República  Argentina  se 
encuentra  bajo  el  imperio  de  estos  tres  principios 
fundamentales : 

1**  Sostenimiento  del  culto  católico  por  parte  del 
gobierno  federal; 

2^  Ejercicio  del  patronato  por  parte  de  los  po- 
deres de  la  nación-, 

3°  Deiecho  de  estos  poderes  para  intervenir  en 
la  organización  de  la  iglesia  argentina,  muy  es- 
pecialmente en  todo  lo  que  pueda  afectar  los  supre- 
mos intereses  del  orden  social. 
*  Examinemos,  por  separado,  el  alcance  de  estos 
tres  principios. 

28  —La  obligación  del  gobierno  federal  de  sos- 
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tener  el  culto  católico  está  prescrita  claramente  por 
el  artículo  2°  de  la  Constitución  y  confirmada,  si  se 
quiere,  por  el  articulo  76  que  exije  en  los  ciuda- 
danos elejidos  para  presidente  ó  vice-presidente 
de  la  República,  la  condición  de  pertenecer  á  la 
Iglesia  Católica,  Apostólica  Romana. 

Pero  la  obligación  de  sostener  el  culto  católico, 
en  la  forma  prescrita  por  el  artículo  2° ,  es  una 
obligación  vaga,  indeterminada,  sujeta  á  variadas, 
contradictorias  y  antojadizas  interpretaciones.  La- 
Iglesia  y  sus  ministj'os  pu^^den  creerse  con  derecho 
á  reclamar  subsidios  amplios  é  ilimitados,  para  cos- 
tear los  menores  detalles  de  las  pompas  religiosas. 
El  Estado,  por  su  parte,  ha  de  querer  limitar  di- 
chos subsidios  á  la  satisfacción  de  las  necesidades 
mas  importantes,  y  ha  de  procurar  circunscribirlos 
á  la  medida  de  sus  propias  facultades  y  recursos, 
así  como  á  las  exigencias  del  orden  civil,  que  no 
puede  desdeñar. 

29 — Surge,  pues,  la  cuestión  de  saber  á  cual  de 
los  dos  poderes  corresponde  determinar  la  foi*ma  ó 
extensión  en  que  se  ha  de  proteger  el  culto  católico. 
No  puede  vacilarse  en  afirmar  que  esta  es  una 
atribución  privativa  del  poder  civil,  y  la  razón  es 
obvia. 

El  poder  civil,  representado  por  una  asamblea* 
constituyente,  fué  el  que  dictó  el  referido  artículo 
segundo,  y  usando  del  mismo  derecho  con  que  lo 
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sancionó  pudo  rechazarlo,  es  decir  pndo  negarse  á 
sostener,  en  la  mas  mínima  parte,  el  culto  católico, 
procediendo  como  han  procedido  los  Estados  Uni- 
dos de  Colombia  y  los  Estados  Unidos  de  Norte 
América  que  no  contribuyen  al  sostenimiento  de 
culto  alguno.  Si  el  poder  civil  pudo  en  lo  absolu  •. 
negar  dichos  subsidios  y  puede  revocar  la  disposi- 
ción en  que  hoy  lo's  acuerda,  llegado  el  caso  de  revi- 
sar la  Carta  fundamental,  con  mayor  razón  puede 
circunscribir  el  límite  de  sus  favores,  de  su  protec- 
ción, de  sus  subsidios. 

Además,  es  principio  elemental  de  legislación  y 
de  jurispiudencia  que  solo  los  poderes  políticos 
que  con  derecho  dictan  una  ley  pueden  aclarar  su 
sentido  y  fijar  el  alcance  de  sus  disposiciones,  por 
medio  de  otras  leyes  de  carácter  permanente.  Esto 
es  tanto  mas  evidente  si  se  trata,  como  en  el  presen- 
te caso,  de  prestar  un  servicio;  lo  natural  es  que  el 
que  lo  presta,  y  no  el  que  lo  recibe,  fije  la  magni- 
tud ó  importancia  que  debe  tener.  El  favorecido 
no  tiene  mas  recurso  que  renunciar  á  él  sino  le 
conviene  la  foima  en  que  se  le  presta.» 

Debemos  agregar  que  esta  doctrina  está  en  ar- 
monía con  la  práctica  constante  seguida  en  el  país. 
Los  congresos,  al  sancionar  los  presupuestos,  son 
los  que  determinan  las  rentas  anexas  á  los  obispa- 
dos y  demás  beneficios  eclesiásticos;  los  que  asig- 
nan subsidios  para  la  consti^uccion  de  templos,  sos- 
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teniraiento  de  seminarios  conciliares  y  los  que 
admiten  ó  desechan  las  peticiones  de  dinero  que 
para  diferentes  objetos  del  culto  solicitan  los  funcio- 
narios de  la  Iglesia  por  intermedio  del  poder  ejecu- 
tivo. Y  esta  es  una  práctica  consentida  por  las  mis- 
mas autoridades  eclesiásticas;  por  que  á  ninguna 
de  ellas  se  le  ha  ocurrido  que  pudiera  reclamar,  en 
el  terreno  de  la  legalidad,  mayor  suma  de  la  desti- 
nada, por  los  presupuestos  nacionales,  al  sos- 
tenimiento del  culto. 

30— Dedúcese  de  aquí,  que  á  las  sumas  dadas  por 
el  gobierno  para  objetos  determinados  del  culto, 
no  se  les  puede  dar  una  aplicación  distinta  del 
objeto  para  que  son  destinadas.  Admitir  lo 
contrario  seria  desconocer  en  el  gobierno  el  dere- 
cho de  contribuir  al  sostenimiento  del  culto  católico, 
en  la  medida  y  en  la  forma  que  juzgue  mas  conve- 
niente, derecho  que  está  reconocido,  como  hemos 
visto,  por  la  sana  razón  y  por  las  leyes  positivas.  Es- 
tas últimas  declaran  terminantemente  que  el  gobier- 
no federal  provee  á  los  gastos  de  la  nación;  (1)  que 
el  congreso  nacional  fija  anualmente  el  presupuesto 
de  gastos  de  la  administración  nacional;  (2)  que 
el  ejecutivo  hace  recaudar  las  rentas  de  la  nación  y 
decreta  su  inversión  con  arreglo  á  la  ley  ó  presu- 


(1)  Artloulo  4 o  de  la  Gonstituoion  Nacional. 

(2)  Artioalo  67  ino.  7^  de  la  Gonstituoion  Nacional. 
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puesto  (le  gastos  nacionales. .  (1)  Como  se  vé,  el 
ejecutivo  mismo  no  puede  dar  á  las  rentas  públicas 
una  inversión  arbitraria;  tiene  que  ceñirse  á  la  ley 
del  presupuesto,  en  lacual  se  fija  el  objeto  ó  aplica- 
ción especial  de  cada  partida. 

Consecuencia  indispensable  de  las  leyes  y  doc- 
trinas anteriores  es  el  derecho  del  poder  civil  para 
vigilar  y  exigir  que  las  rentas  afectadas  al  soste- 
nimiento del  culto  tengan  la  aplicación  especial  á 
que  se  les  destina;  por  que  al  proceder  de  ese 
modo  no  se  hace  sino  velar  por  el  exacto  cumpli- 
miento de  las  leyes  del  Estado,  lo  cual  es  atribución 
que  pertenece,  ünica  y  exclusivamente,  á  las  dife- 
rentes ramas  del  poder  público.  Así,  por  ejemplo, 
cuando  la  le}'  destina  ciertas  sumas  para  el  soste- 
nimiento de  los  seminarios  conciliares,  el  gobier- 
no puede  y  debe  impedir  que  el  todo  ó  parte  de 
ellas  se  invierta  en  levantar  nuevos  templos  ó  en 
dar  mayor  suntuosidad  á  determinadas  fiestas  reli- 
giosas; y  al  efecto  puede,  usando  de  las  atribucio- 
nes que  la  ley  le  confiere^  hacer  efectiva  la  respon- 
sabilidad de  los  que  jnanejan  dineros  públicos  y  les 
dan  una  inversión  distinta  de  la  que  se  ha  pres- 
crito. 

31— Debemos  agregar  á  lo  antedicho  que  la 
obligación  del  gobierno  argentino  de  sostener  el  culto 

0)  Artículo  80  inc.  13  de  la  Conitítucion  Naoiona 
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católico  no  implica,  como  pretenden  algunos,  el  de- 
ber de  brindar  su  apoyo  á  las  doctrinas  del  catoli- 
cismo y  de  seguir,  literal  y  fielmente,  sus  inspiracio- 
nes y  preceptos. 

Desde  luego,  hay  una  razón  sencilla  y  decipiva. 
Por  el  artículo  2°  de  la  Constitución,  el  gobierno 
no  se  declara  subdito  de  la  iglesia  católica  sino 
protector  de  su  culto.  Dicho  artículo  no  dice: 
el  gobierno  profesa  la  religión  católica  ó  se  declara 
incorporado  en  esta  comunión;  dice  simplemente: 
«El  gobierno  federal  sostiene  el  culto  Católico, 
Apostólico  Romano.» 

No  hay  en  estas  palabras  profesión  de  U  alguna, 
como  no  la  hay  en  las  leyes  que  autorizan  el  sos- 
tenimiento de  determinados  establecimientos  de 
instrucción  pública.  ¿Se  dirá  que  el  gobierno, 
como  tal,  es  decir  como  entidad  política,  por  el 
hecho  de  sostener  un  colegio,  profesa  todas  las 
doctrinas  que  en  él  se  enseñan,  ya  sea  sobre  filo- 
sofía, sobre  matemáticas,  sobre  ciencias  físicas  y 
aun  sobre  i'eglas  gramaticales?  Hay  paises,  como 
la  Francia,  que  acuerdan  prerogativas  y  brindan 
protección  á  varios  cultos:  al  protestante,  al  ca- 
católico,  y  al  israelista.  ¿Se  podrá  deducir  de  allí  que 
esta  nación  profesa  las  contradictorias  doctrinas 
de  donde  esos  tres  cultos  se  derivan?  Indudable- 
mente, no. 

Ha  pasado  un  fenómeno,  en  las   sucesivas  trans- 
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formaciones  del  derecho  constitucional  argentino, 
que  no  deb^  perderse  de  vista  al  estudiar  esta  cues- 
tioñ.  Constituciones  políticas  anterioi-es  á  la  hoy 
vigente,  entre  otras  la  de  22  de  Abril  de  1829,  die- 
ron una  forma  mas  ortodoxa  á  la  situación  del  Es- 
tado argentino  con  respecto  á  la  iglesia  católica.  El 
artículo  I""  de  dicha  Constitución  decia:  «La  Re- 
ligión Católica  Apostólica  Romana  es  la  religión 
del  Estado.  El  Grobierno  le  debe  la  mas  eficaz  y 
poderosa  protección^  y  los  habitantes  del  territorio 
todo  respeto,  cualquiera  que  sean  sus  opiniones 
privadas. » 

Esta  disposición  colocaba  al  Estado  en  la  con- 
dición de  subdito  de  la  Iglesia.  Verdad  que  la 
extensión  que  arrojaba  su  sentido  literal  estaba  ate- 
nuada por  otras  declaraciones  de  la  misma  Consti- 
tución respecto  al  origen  y  funciones  del  poder  pú- 
blico-, pero  de  todos  modos,  dicho  artículo  ofre- 
cía un  vasto  terreno  en  donde  podian  campeai*  los 
argumentos  teológicos. 

Ahora  bien,  si  los  legisladores  del  53  y  los  del 
60  hubieran  querido  dejar  que  siguiese  pesando 
sobre  la  República  eltutelaje  que  la  disposición 
trascrita  le  imponía,  la  habrían  reproducido  en  la 
Constitución  vigente.  No  solamente  dejaron  de 
hacer  esto,  y  circunscribieron  á  otros  límites  la  posi- 
ción del  Estado  respecto  del  culto  católico,  sino  que, 
en  la  Asamblea  Constituyente  de  Santa  Fé  des- 
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echaron  todas  las  tentativas  que  se  hicieron  para 
consignar  en  la  Carta  Política,  una  profesión  de 
fé  católica  á  nombre  del  Estado.  Hubo,  pues,  el 
propósito  deliberado  y  consciente  de  limitar  los 
deberes  del  Estado  á  sostener  el  culto  católico  por 
medio  de  sus  recursos,  haciendo  abstracción  de  la 
doctrina  religiosa. 

32.— Sábese,  por  otra  parte,  que  toda  religión 
consta  de  tres  partes  esenciales:  el  dogma,  la  moral 
y  el  culto-, — ó  sean,  la  doctrina,  los  preceptos  ó  reglas 
de  conducta,  y  los  honores  y  adoración  tributados 
al  Ser  Supremo  en  testimonio  de  la  absoluta  sumi- 
sión que  se  le  debe. 

Cuando  las  prácticas  del  culto  salen  del  dominio 
de  la  conciencia  y  se  traducen  por  medio  de  ora- 
ciones, ceremonias  religiosas  ó  actos  de  penitencia 
corporal,  entonces  se  exteriorizan  y  caen  bajo  el  do- 
minio del  criterio  de  los  demás:  esto  es  lo  que  se  lla- 
ma el  culto  externo.  Cuando  el  culto  tiene  un  carác- 
ter meramente  interno,  es  decir  cuando  consiste  en 
simples  operaciones  del  alma,  como  los  actos  de  ado- 
ración interior,  por  ejemplo,  no  puede  caer  bajo  el 
dominio  de  legislación  alguna;,  pertenece  al  domi- 
nio del  orden  moral  solamente-,  el  conocimiento, 
apreciación  y  sanción  de  los  actos  que  á  él  se  re- 
fieren están  fuera  del  alcance  de  la  autoridad  públi- 
ca, porque  su  influencia  en  el  orden  social  no 
es  tangible  ni  estimable. 
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No  basta  que  el  ciiHo  se  exteriorice  para  que 
sea  susceptible  de  alterar  el  órdeu  público.  Si  ex- 
teriorizado, se  practica  dentro  de  los  límites  de  un 
recinto  privado,  tampoco  cae  bajo  el  dominio  déla 
autoridad,  á  no  ser  que  se  trate  de  piá'^ticas  anti- 
humanitarias,— como  el  sacrificio  de  víctimas  hu- 
manas,— que  repercuten  con  raaicada  violencia  en 
el  sentimiento  público  y  justifican  la  intervención 
de  la  autoridad,  por  atacarse,  en  sus  fundamentos, 
la  existencia  social.  Pero  en  la  generalidad  délos 
casos,  la  autoridad  no  interviene,  ni  puede  inter- 
venir en  esas  ceremonias  religiosas  de  carácter 
privado,  íntimo,  familiar  (1). 

En  los  mismos  paises  católicos  en  donde  la  into- 
lerancia religiosa  es  todavia  un  principio  constitu- 
cional, como  en  el  Ecuador  y  el  Perú,  los  protes- 
tantes no  son  molestados  cuando  en  la  intimidad  del 
hogar  tributan  al  Ser  Supremo  la  adoración  debida, 
con  arreglo  &  las  formas  de  sus  ritos. 

33. — Cuando  las  ceremonias  del  culto  externo, 
salen  del  dominio  privado  para  convertirse  en 
actos  públicos;  cuando,  con  mas  ó  menos  pompa,  se 
celebran  en  los  templos,  iglesias,  plazas  y  demás 
lugares  públicos;  cuando  ya  no  se  reducen  á  simples 
actos  de  adoración  interior  ó  exterior  sino  que  se 
Ikvan  á  cabo  para  fortificar  los  vínculos  de  unión 

(I)  ikrtíoulo  16  déla  Constitución  Nacional. 
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entre  los  individuos  de  una  misma  comunión 
religiosa,  diseminados  en  las  diferentes  escalas 
sociales;  cuando  las  ceremonias  se  realizan  para 
deslumhrar  á  los  fieles  y  á  los  que  no  lo  son,  para 
atraer  nuevos  prosélitos,  para  aumentar  en  todos, 
por  medio  de  una  mutua  influencia.'  la  fuerza  del 
sentimiento  religioso:— cuando  asume  estas  formas  el 
culto  exterior,  se  convierte  en  una  serie  de  actos 
que  pueden  llegar  á  alterar  el  orden  social,  sobre 
todo  si  se  le  da  una  significación  contraria  á  las 
leyes  del  pais  y  al  espíritu  de  las  instituciones  po- 
líticas que  aquellas  garantizan  y  defienden. 

La  posibilidad  de  los  desórdenes  y  conflictos 
públicos  aumenta,  si  se  trata  de  naciones  que,  como 
la  argentina,  han  declarado  que  todos  sus  habitantes 
pueden  profesar  libremente  el  culto  de  su  elección-, 
(1)  porque  entonces  la  publicidad  de  ceremonias  y 
prácticas  cuyos  significados  son  contradictorios, 
puede  enconar  fácilmente  los  espíritus  de  los  sec- 
tarios, que  fácilmente  se  exaltan,  y  despertar  pro- 
fundos recelos  en  las  conciencias  religiosas,  recelos 
que  pueden  traducirse  en  recíprocas  agresiones. 

Después  de  lo  dicho,  no  se  necesita  esfuerzo 
alguno  para  demostrar  qne  los  actos  referentes  al 
culto  público  externo  son  del  dominio  de  la  autori- 
dad civil-,  por  que  á  ella  y  solo  á  ella  corresponde 

(1)  Articulo  H  de  la  Constitución  Nacional. 
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dictar  y  ejecutar  las  medidas  necesarias  á  la  tran- 
quilidad pública.  Y  como  para  cumplir  tan  ele- 
vada misión  puede  dicha  autoridad  emplear  medidas 
represivas  respecto  de  los  hechos  consumados  y  me- 
didas preventivas  respecto  de  los  que  se  proyecten  6 
estén  en  vias  de  realizarse;  se  deduce  el  derecho  de 
la  misma  para  reglamentar  el  culto  en  todo  aque- 
llo que  pueda  afectar  el  cumplimiento  tranquilo*  y 
regular  de  las  funciones  sociales. 

Se  puede  prohibir,  por  ejemplo,  que  las  cere- 
monias religiosas  tengan  lugar  á  altas  horas  de 
la  noche,  que  las  procesiones  sigan  un  itinerario 
que  entorpezca  las  funciones  esenciales  de  la  vida 
civil  de  la  sociedad,  que  se  lleven  cadáveres  á  los 
templos  con  perjuicio  de  la  higiene  pública,  que  se 
pronuncien  sermones  injuriosos  á  determinadas  per- 
sonas ó  corporaciones  sociales  y  se  desprestigie  en 
ellos  las  instituciones  políticas  del  pais  ó  se  incite  á 
la  desobediencia  á  las  autoridades  constituidas. 

34. — De  lo  expuesto  se  deduce  que  solo  los  actos 
del  culto  externo  —los  del  privado  raras  veces,  los 
del  público  siempre — caen  bajo  el  dominio  de  la  au- 
toridad pública  y  que,  como  todos  los  hechos  de  ca- 
rácter social,  como  todas  las  funciones  ó  prácticas 
susceptibles  de  atacar  el  derecho  ajeno,  pueden  servir 
de  objeto  á  una  ley  y  á  los  reglamentos  que  para  la 
mejor  ejecución  de  esta,  crea  conveniente  dictar  el 
poder  administrativo. 
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El  culto  interno,  lo  mismo  que  la  moral  y  el  dog- 
ma, pertenecen  al  orden  subjetivo;  no  pueden  ser 
objeto  de  legislación  alguna;  son  del  dominio  de  la 
inteligencia  y  do  lá  voluntad  y  no  pasan  de  las  esfe- 
ras de  la  conciencia  y  del  yo.  El  poder  civil  no 
tione  el  derecho  de  ensanchar  ni  restringir  sus  do- 
minios; solo  puede  impedir  que  se  empleen  como  ins- 
trumentos para  socabar  los  fiincJamentos  de  la  socie- 
dad civil.  Pero  cuando  esto  sucede  es  por  qne  los 
hechos  se  han  exteriorizado  y  convertido  en  actos 
públicos,  en  cuyo  caso  se  reputan  incorporados  á  los 
actos  del  culto  externo  y  público,  que  como  hemos 
dicho  caen  bajo  el  dominio  de  la  autoridad. 

Otra  consecuencia  de  las  ideas  desarrolladas  an- 
teriormente es,  que  el  deber  del  gobierno  fedeml  de 
sostener  el  culto  católico,  se  refiere  sola  y  exclusi- 
vamente al  culto  público.  En  todo  caso  dicho  deber 
no  lo  constituye  en  propagandista  de  una  secta,  en 
apóstol  de  una  doctrina,  en  sectario  de  una  escuela, 
ni  niucho  menos  en  ejecutor  sumiso,  ciego  y  obedien- 
te de  los  mandatos  pontificios.  El  gobierno  nacio- 
nal no  habría  podido  aceptar  este  papel  sin  abdicar 
de  la  soberania  que  representa  y  ejerce  como  man- 
datario-, sin  renunciar  á  su  propia  personalidad  para 
convertirse  en  instrumento  de  ajenos  designios,  cosa 
que  está  muy  distante  de  todos  los  grandes  principios 
de  la  Constitución  nacional. 


-  90  — 

35. — En  contra  de  las  demostraciones  anteriores 
pudieran  aducirse  dos  argumentos: 

1  ®  La  disposición  del  artículo  76  que  exige  en 
el  presidente  y  vice-presidente  de  la  nación  el  re- 
quisito de  pertenecer  á  la  comunión  católica,  apost<J- 
lica,  romana. 

2  ^  La  disposición  del  artículo  67  en  su  inciso  15 
que  señala,  entre  las  atribuciones  del  congreso,  la  de 
promover  la  conversión  de  los  indios  al  catolicismo. 

Esas  dos  disposiciones,  podia  decirse, — y  creemos 
que  se  ha  dicho  ya, — manifiestan  claramente  que  los 
actos  del  gobierno  deben  inspirarse  en  las  doctrinas 
de  la  iglesia  católica^  deben  ser  conformes  con  el 
dogma  y  la  moral,  tal  como  entienden  aquella  y  esta 
los  papas  y  los  obispos. 

Conviene  observar,  ante  todo,  para  fijar  el  espíri- 
tu y  el  alcance  de  las  disposiciones  referidas,  que 
cuando  se  trató  de  tales  materias  en  la  asamblea 
constituyente  de  Santa-Fé,  varios  representantes, 
precisamente  los  que  como  el  señor  Gorostiaga  de- 
sempeñaban el  papel  de  leaders  de  la  mayoría,  decla- 
raron que  creian  innecesarias  esas  disposiciones  y 
que  las  aceptaban  por  me3*a  transacción  ó  como  un 
simple  homenage  al  sentimiento  religioso  predomi- 
nante en  el  pais.  No  hubo  ciertamente  el  propósito 
de  convertir  á  los  poderes  del  Estado  en  propagan- 
distas  y  misioneros  de  la  doctiína  católica. 


—  91  — 

Si  esta  hubiera  sido  la  mente  de  los  legisladores, 
habrían  exigido  que  también  perteneciesen  á  la  co- 
munión católica  los  diputados  y  senadores.  Y  en 
estos  la  cuestión  tiene  una  importancia  verdadera- 
mente decisiva,  por  una  razón  muy  sencilla.  Los 
diputados  y  senadores  son  los  encargados  de  dictar 
las  leyes-  el  ejecutivo  tiene  que  cumplirlas,  por  que 
tal  es  la  función  mas  importante  que  le  corresponde 
en  el  mecanismo  de  los  poderes  políticos.  Por  con- 
siguiente, si  las  leyes  dictadas,  apesar  de  las  obser- 
vaciones ó  del  veto  suspensivo  del  ejecutivo,  no  fue- 
sen del  agrado  de  la  corte  pontificia,  poco  ó  nada  se 
habría  ganado  con  que  el  presidente  de  la  Repúbli- 
ca fuese  católico,  apostólico  romano. 

Para  dar  al  sistema  argentino  de  gobierno,  el  ca- 
rácter teocrático  que  algHuos  pretenden  seria,  pues, 
necesario  que  se  hubiese  comenzado  por  exigir  fé  de 
bautismo  á  los  representantes  al  congreso  nacional. 
No  solamente  se  omitió  esto,  sino  que  se  dio  de  ma- 
no, en  la  mencionada  asamblea,  á  una  moción  inicia- 
da con  el  objeto  de  que  se  exigiese  el  carácter  de 
católico  á  todo  empleado  público. 

Además,  el  presidente  de  la  República  por  sí 
solo  no  constituye  una  rama  del  poder  público,  no 
es  un  organismo  político  completo',es  solo  un  elemen- 
to—el mas  importante  sin  duda— en  la  composición 
del  poder  ejecutivo.  Esto  es  lo  que  se  deduce  de 
las  disposiciones  constitucionales  que  requieren  que 
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los actos  del  presidente  sean  refrendados  y  legaliza- 
dos por  sus  ministros  secretarios,  «sin  cuyoi^ui- 
sito  carecen  de  eficacia.  >  Exigir  del  presidente  que 
sea  católico  no  es.  por  lo  tanto,  haber  puesto  el 
poder  público  al  servicio  de  una  escuela  religiosa, 
para  que  siga  sumiso  sus  exagerados  impulsos. 

Respecto  á  la  conversión  de  los  indios  al  catoli- 
cismo, debemos  observar  que  el  artículo  constitucio- 
nal recordado  no  es  preceptivo  sino  autoritativo,  es 
decir^  no  manda  sino  autoriza^  confiiere  una  atri- 
bución, no  impone  un  deber. 

Y  acaso  con  mas  propiedad,  fué  un  homenage  á 
las  creencias  de  la  mayoría  de  los  argentinos.  A 
los  bárbaros  habría  que  civilizarlos  incorporándolos 
á  la  sociabilidad  argentina  por  los  frutos  del  cris- 
tianismo-, todo  ello  no  e*  la  proclamación  de  una 
religión  del  Estado,  idea  que  fué  expresamente  re- 
chazada en  la  Convención  de  Santa  Fé. 

El  mismo  artículo  dice  que  corresponde  al  congre- 
so contraer  empréstitos  sobre  el  crédito  de  la  nacioD, 
sin  que  á  nadie  se  le  ocurra  por  esto  que  el  congreso 
deba  estar  autorizando,  constantemente,  nuevos 
empréstitos;  al  contrario,  hoy  es  casi  uniforme 
la  opinión  de  que  no  se  deben  imponer  al  país  nue- 
vos y  mayores  compromisos. 

El  mismo  articulo  lo  faculta  para  admitir  en  el 
territorio  de  la  nación  otras  ordenes  religiosas 
además  de  las  existentes,  sin  que  esto  signifique 


-sa- 
que esté  obligado  el  poder  legislativo  á  consentir 
en  todas  las  solicitades  que  en  tal  sentido  se  le 
dirijan;  por  el  contrario,  esa  misma  disposición 
significa  que  podrá  consentir  ó  no  en  el  estable- 
cimiento de  esas  nuevas  órdenes. 

AsitambieU;  el  congreso  promoverá  la  conver- 
sión de  los  indios  al  cotolicismo.  cuando  lo  crea 
necesario  ó  conveniente  y  valiéndose  para  ello  de 
sacerdotes  ó  misioneros  que  en  vez  de  desprestigiar 
las  instituciones  políticas  del  país,  procuren  des- 
pertar é  inocular  en  el  salvaje,  ademas  de  los  prin- 
cipios y  sentimientos  cristianos,  los  principios  y 
sentimientos  patrios,  los  principios  y  sentimientos 
encarnados  en  la  Constitución  política. 

Cualquiera  que  sea  el  aspecto  bajo  el  cual  se 
examinen  los  deberes  del  Estado  para  con  la  Iglesia, 
se  vé  que  la  protección  que  el  primero  debe  á  la 
segunda  se  refiere,  únnica  y  exclusivamente,  al  culto 
externo;  no  comprende  el  dogma  y  la  moral.  Ver- 
dad es  que  los  legisladores,  al  dictar  las  leyes,  pro- 
curan inspirarse  en  los  principios  de  la  moral  cris- 
tiana cuya  superioridad  á  las  demás  ha  sido 
reconocida  por  la  unanimidad  de  los  pueblos  civilza- 
dos;  pero  no  es  menos  cierto  que  procuran  apartarse 
de  todas  las  doctrinas  que  el  Vaticano  moderno 
pretende  imponer-  porque  son  refractarias  á  Jos  fun- 
damentos de  las  sociedades  modernas. 

36— "Cumpliendo  sus  deberes  en  este  sentido,  el 
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gobierno  asigna  y  paga  una  renta  á  los  obipos, 
miembros  de  los  cabildos  y  otras  dignidades  ecle- 
siásticas-, designa  íondos  para  la  erección  de  nuevos 
templos  y  refección  de  los  ya  construidos;  contribuye 
al  sostenimiento  de  los  seminarios  conciliares  y  á  la 
mayor  pompa  de  determinadas  fiestas  religiosas-, 
invierte  una  parte  de  las  rentas  fiscales  en  la  fun- 
dación de  nuevos  obispados  y  en  la  instalación  de 
los  prelados  que  se  nombran  para  las  diócesis  va- 
cantes: en  una  palabra,  procura  que  el  culto  católico 
tenga  todo  el  esplendor  necesario,  empleando  al 
efecto  sus  propios  recursos. 

No  negaremos  que  en  el  trascurso  del  último  año 
se  suspendió  la  subvención  que  se  daba  á  los  semi- 
narios y  últimamente  se  aplazaron  las  partidas  del 
presupuesto  que  señalaban  fondos  para  la  construc- 
ción de  edificios  religiosos.  Pero  nadie  desconoce 
que  ambas  medidas  solo  tienen  una  duración  preca- 
ria-, no  son  radicales  y  permanentes;  no  importan, 
por  parte  de  la  autoridad  civil,  el  desconocimiento 
de  sus  deberes  protectores  para  con  el  culto  católico. 

La  primera  fué  el  resultado  de  una  situación 
violenta  y,  según  declaraciones  del  ejecutivo,  los 
seminarios  gozarán  otra  vez  de  su  renta,  cuando 
se  hayan  dictado  las  leyes  que  no  hagan  ilusoria 
la  legítima  intervención  del  gobierno  en  esos  plan- 
teles de  educación.  La  segunda  ha  sido  efecto 
de  la  situación  rentística  del  pais  manifestada  por  el 
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curso  forzoso,  que  dio  origen,  tanto  al  aplazamiento 
de  aquellas  partidas  como  al  de  otras  que  solo  afec- 
tan intereses  é  instituciones  del  orden  civil.  No  ha 
habido,  en  realidad,  el  intento  de  renunciar  al  soste- 
nimiento que  se  debe  al  culto  católico  en  la  medida 
de  la  capacidad  rentística  de  la  nación. 

Ademas  de  esta  protección  material,  cuyos  rasgos 
culminantes  dejamos  trazados,  al  culto  católico  se 
otorga  en  la  persona  de  sus  ministros,  otra  clase  de 
privilegios  que  los  coloca,  en  ciertos  casos,  fuera  del 
alcance  de  la  legislación  común.  Están  exentos  del 
servicio  militar-,  los  prelados  y  los  miembj^os  del  se- 
nado del  clero  están  eximidos  del  deber  de  com- 
parecer á  prestar  declaraciones  ante  los  tribunales 
de  justicia,  pudiendo  hacerlo  por  medio  de  infor- 
mes*, las  autoridades  eclesiásticas  son  las  únicas 
que  pueden  dar  validez,  para  los  esfectos  civiles, 
al  matrimonio  celebrado  entre  católicos  y  las  tíni- 
cas que  tienen  facultad  para  declnrar  el  divorcio 
y  la  disolución  de  los  mismos  matrimonios-,  se  consi- 
dera como  asonada,  es  decir  como  un  delito  público  el 
intento  llevado  á  cabo  por  cuatro  ó  mas  personas,  de 
perturbar  con  gritos,  injuria^  ó  amenazas  la  cele- 
bración de  alguna  fiesta  religiosa;  por  el  código  penal 
se  castigan  hasta  los  simples  actos  de  irreverencia 
en  los  lugares  destinados  al  culto:  se  ha  llegado  has- 
ta la  exageración  de  considerar  como  documentos 
auténticos  y  válidos,  para  los  efectos   civiles,   los 
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registros  parroquiales,  sobre  matrimonios,  nacimien- 
tos y  defunciones;  se  han  concedido,  en  fin,  otras 
prerogativas  que  seria   largo  enumerar  y  que  se 
encuentran  diseminadas  en  las  diferentes  leyes  de 
la  República. 

Para  concluir  este  capítulo  haremos  constar  que 
las  constituciones  de  las  diferentes  provincias  que 
forman  la  nación  argentina,  han  ratificado  el  deber 
de  sus  gobiernos  respectivos  de  protejer  el  culto  ca- 
tólico. Algunas  como  las  de  Córdoba,  Salta,  Men- 
doza, Jujuy  y  San  Luis,  contienen  hasta  una  pro- 
fesión de  fé  en  favor  de  la  religión  católica;  pero 
para  explicar  el  alcance  del  celo  desplegado  en  este 
caso  manifiestan,  como  es  natural,  que  sus  dispo- 
siciones están  subordinadas  á  las  de  la  Constitución 
nacional,  cuyo  verdadero  sentido  hemos  explicado. 

Mas,  si  la  iglesia  católica  disfruta  de  especiales 
privilegios  en  el  orden  civil,  no  acordados  á  otras 
instituciones  sociales,  también  se  encuentra  bajo  la 
influencia  de  un  régimen  especial  que  restringe  sus 
libertades  y  su  acción  propia:  bajo  el  régimen  del 
patronato.  Da  tan  importante  asunto  pasamos  á 
ocuparnos  en  los  siguientes  capítulos. 


CAPITULO  Y 

Deflnioloxx  y  esLtezislovL   del  patrotia* 

to   naolonal 


87  •  Deftnioion  del  patronato  nacional  y  ótatjetos  qua  abra- 
za—88.  Extensión  que  le  atribuyen  las  leyes  de  España , 
Francia  é  Inglaterra— 89.  Extensión  que  tiene  según 
las  legislaoiones  de  Chile,  Perü  y  Bolivia~-40.  Exten- 
sión deduoida  de  ios  mismos  títulos  que  sirTen  da 
base  al  patronato— Al'  Consecuencia  importante. 


37. — Abordamos  quizás  la  materia  mas  delicada 
de  este  libro,  ó  por  lo  menos  la  que  mas  contro- 
versias ha  provocado,  dividiendo  á  los  juriscon- 
sultos y  canonistas  sud-amerícanos  en  dos  bandos 
perfectamente  definidos:  el  de  los  regalistas  y  el  de 
los  papistas-^  es  decir,  el  de  los  que  consideran  al 
patronato  como  un  derecho  anexo  á  los  atributos 
de  la  soberanía  nacional,  y  e)  de  los  que  no  re- 
conocen mas  autoridad,  eu  asuntos  relativos  á  la 
disciplina  de  la  Iglesia,  que  la  del  romano  pontífice. 
Antes  de  demostrar  cual  de  las  dos  escuelas  se 
encuentra  en  el  terreno  de  la  verdad  legal,    con- 
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viene  que  fijemos  con  toda  la  precisión  que  sea  po- 
sible, el  sentido  de  la  palabra  Patronato  ^ 

Esta  palabra  pertenece  hoy  al  lenguaje  del  De- 
recho Público  Constitucional,  al  del  Derecho  Pú- 
blico Eclesiástico  y  ha  sido  también  del  dominio  del 
Derecho  Civil,  cuando  las  leyes  consentían  la  funda- 
ción de  capellanías  y  otras  especies  de  vinculaciones 
de  bienes. 

Partiendo  del  significado  mas  ó  menos  análogo  que 
en  estas  tres  ciencias  se  le  ha  dado,  se  puede  decir 
que  en  su  acepción  mas  lata,  el  patronato  es  <  el  de- 
recho de  presentar  ó  nombrar  á  alguna  persona  para 
que  se  le  confiera  un  beneficio,  y  de  cuidar  de  los 
bienes  de  dicho  beneficio.  >  Este  doble  derecho  pue- 
de ser  ejercido  por  los  funcionarios  públicos  de  un 
Estado,  en  la  forma  que  las  leyes  designan,  6  por 
una  ó  varias  personas  sin  carácter  oficial  alguno- 
En  el  primer  caso  toma  el  nombre  de  patronato 
nacional^  en  el  segundo,  de  patronato  privado.  Este 
úUimp  no  forma,  por  el  momento,  el  objeto  de  nues- 
tro estudio. 

Según  esto,  el  patronato  nacional,  es  el  doble  de- 
recho que  un  gobierno  civil  tiene  de  presentar  ó 
nombrar  á  alguna  persona  para  que  se  le  confiera 
un  beneficio,  y  de  cuidar  de  los  bienes  de  este.  Las 
funciones  primordiales  que  se  derivan  del  ejercicio 
de  este  derecho  son,  según  esto,  de  tres  clases: 
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1  ^  La  de  simple  presentación  de  las  personas 
que  deben  desempeñar  ciertos  beneficios. 

2  *  La  de  nominación  directa,  ó  con  previa  pre- 
sentación, de  las  personas  que  deben  desempeñar 
otros  beneficios. 

3  *^  Las  que  tienden  al  cuidado  del  beneficio 
mismo,  es  decir  á  la  conservación  y  buena  admi- 
nistración de  los  bienes  que  lo  forman  y  al  buen  de- 
sempeño de  las  funciones  del  beneficiado.  Esto  último 
como  medio  de  conseguir  lo  primero  é  impedir  que  el 
beneficio  se  ponga  al  servicio  de  intereses  opuestos  á 
los  fundamentales  derechos  del  patrono  que  lo  insti- 
tuyó. 

38. — En  todos  los  casos  de  patronato,  tal  es  la 
mas  general  significación  que  la  jurisprudencia  cons- 
tante de  las  naciones  le  ha  dado:  en  muchos  casos, 
con  el  consentimento  de  los  soberanos  pontífices. 
Las  leyes  de  indias,  que  han  tratado  con  profusión 
esta  materia  y  que  atribuyeron  á  los  soberanos  de 
España  la  mas  amplia  y  decisiva  intervención  en 
los  asuntos  eclesiásticos,  marcan  las  verdaderas 
tendencias  de  la  legislación  española  sobre  el  parti- 
cular y  confirman  nuestras  ideas. 

El  patronato  que  la  Francia  ejerce  hoy  coa  res- 
pecto al  culto  católico,  es  efecto  del  concordato 
celebrado  el  26  mesidor  del  año  X  y,  tanto  en  este 
pacto  como  en  la  legislación  de  dicho  pais,  dictada 
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con  arreglo  á  él,  encontramos   las  tres  funciones 
que  hemos  reconocido  en  el  patronato  nacional. 

Tratándose  de  los  caras,  el  gobierno  se  limita  á 
manifestar  su  consetimiento-,  el  nombramiento  y  la 
institución  canónica  corresponde  á  los  obispos  (1). 

Los  obispos,  según  el  concordato  citado^  son  nom~ 
brados  por  el  rey, — hoy  por  el  gobierno  de  la  Repú- 
blica,—é  instituidos  canónicamente  por  el  papa.  Con 
respecto  á  la  intervención  del  gobierno  francés  en 
el  régimen  disciplinario  y  económico  del  culto  ca- 
tólico, son  numerosas  las  disposiciones  legales  que 
lo  demuestran.  Q-rau  parte  de  la  ley  del  18  ger- 
minal, antes  citada,  eslá  consagrada  á  esta  materia. 

El  gobierno  inglés  que  ejerce  el  patronato  sobre 
la  iglesia  anglicana  es,  según  la  ley  dictada  por  el 
parlamento,  el  añoXIII  de  Isabel,  «el  jefe  supremo 
de  la  iglesia  anglicana;  posee,  en  materia  de  ju- 
risdicción religiosa,  todas  las  prerogativas  que  per- 
tenecieron á  la  corte  de  Homa-,  nombra  directamente 
los  arzobispos  y  designa  á  los  obispos,  mediante 
una  licencia  para  elegir,  á  la  elección  de  los  ca- 
pítulos diocesanos.  > 

Vemos  aquí,  como  en  el  caso  de  la  legislación 
francesa,  que  al  patrono  se  atribuyen  las  tres  fun- 
ciones de  que  hemos  hablado:  nombramiento  directo 
en  unos  casos,  simple  designación  ó  presentación  en 

ri)  Articulo  M  d«lal«yd«I  18  Germinal  dtl  aflo  X. 
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otros,  ingerencia  en  las  funciones  relativas  al  bene 
ficio.  Y  aquí,  dicha  ingerencia  es  mucho  mayor, 
por  atribuirse  á  la  corona  todas  las  prerogativas 
que  pertenecieron  á  la  corte  romana. 

39. — En  América  no  foltan  ejemplos  que  manifles- 
ten  haberse  atribuido  al  patronato  nacional  la  misma 
sinigñcacLon.  El  rompimiento  de  las  i^elaciones 
oficiales  de  Chile  con  la  sauta  sede  tuvo  su  origen 
precisamente  en  el  hecho  de  que  el  gobierno  chileno, 
al  presentar  al  señor  Taforó  para  que  se  le  con- 
firiese la  respectiva  institución  caa(5nica  como  obis- 
po, creyó  y  sostuvo  que  esa  presentación  equivalía 
á  un  nombramiento  directo  que  el  papa  no  tenia 
derecho  de  revocar. 

El  gobierno  del  Perú  ha  revindicado  siempre 
iguales  derechos,  resistiendo  á  las  pretensiones  in- 
vasoras  del  Vaticano.  El  pontífice  Pió  IX  en  1874, 
después  de  las  gestiones  entabladas  ante  él  por  un 
representante  de  dicha  nación,  expidió  una  bula  en 
la  que  decia:  «Por  lo  cual  queriendo  satisfacer  los 
deseos  que  el  gobierno  del  Perú  nos  ha  expresado, 
por  su  representante,  y  siguiendo  en  esto  el  ejem- 
plo de  nuestros  predecesores,  quienes  colmaron  de 
favores  y  gracias  á  los  que  merecieron  bien  de  la 
causa  cristiana.  Nos  hemos  resuelto,  después  de  ha- 
ber tomado  el  consejo  de  algunos  cardenales  de  la 
Iglesia  romana,  conceder,  como  de  hecho  Nos  con. 
cedemos,  por  nuestra  autoridad  apostólica,  al  Fre- 
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sidente  de  la  República  del  Perú  y  á  sus  sucesores 
pro  tempore^  el  goce,  en  el  territorio  de  la  Repú- 
blica, del  derecho  de  patronato  de  que  gozaban^  por 
gracia  de  la  Sede  apostólica,  los  reyes  católicos  de 
España^  antes  que  el  Perú  estuviese  separado  de 
su  dominación». 

Este  documento  pontificio  no  fué  consentido  por 
-os  gobiernos  constitucionales  del  pais  mencionado  •> 
que  se  sucedieron  y  funcionaron  hasta  fines  de  1879^ 
por  que  su  espíritu  dominante  es  incompatible 
con  los  fueros  de  la  soberania  nacional.  La  dic- 
tadura del  señor  de  Piérola,  cuyos  funcionarios  mas 
conspicuos  tenían  intimas  afinidades  con  el  elemento 
clerical,  fué  la  que  le  puso  el  exequátur  respectivo. 
Es  evidente,  sin  embargo,  que  no  será  esa  bula,  si- 
no las  antiguas  leyes  de  indias  ó  las  que  dicte  el 
congreso  nacional,  las  que  seguirán  rigiendo  en 
esta  materia,  por  que  aquellos  no  han  podido  ser 
derogados  por  un  simple  acto  administrativo  como  es 
t\ pasean  una  bula. 

Sin  embargo,  vemos,  por  el  párrafo  trascrito,  que 
el  sumo  pontífice  otorga  como  pauta  del  patronato 
concedido  al  gobierno  del  Perú,  el  que  ejeniian  los 
reyes  de  España.  Este  último,  como  lo  sabe  el 
que  tiene  alguna  versación  en  estas  materias  y  como 
lo  veremos  mas  adelante,  abrazaba  toda  la  exten- 
sión que  le  hemos  señalado  al  precisar  su  sentido 
general.    Esto  por  lo  que  hace  á  la  curia  romana. 
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En  cuanto  al  Perú,  no  solamente  ha  revindicado 
y  ejercido  siempre  el  patronato,  en  la  forma  antes 
indicada,  siguiendo  á  este  respecto  una  prática  cons- 
tante y  obedeciendo  á  una  jurisprudencia  uniforme, 
sino  que  cuando  intentó  celebrar  un  concordato  en 
1853  pai'a  procurar  la  mejor  armonía  entre  las  dos 
potestades^  el  senado  nacional  conforme  á  sus  atri- 
buciones constitucionales  de  entonces,  dio  al  presi- 
dente de  la  República  las  instrucciones  fundamenta- 
les que  liabian  de  comunicarse  al  negociador  peruano. 
La  primera  de  dichas  instrucciones  decia:  «Quedará 
claramente  establecido  que  el  presidente  de  la  Re- 
pública ha  de  continuar  ejerciendo  el  patronato 
como  lo  ejercian los  reyes  de  España.  No  secón- 
sentirá,  por  consiguiente,  que  la  santa  sede  se 
reserve  algún  beneficio  ó  dignidad  eclesiástica.» 
La  7^  estaba  concebida  asi:  «Que  los  obispos 
electos  puedan  gobernar  sus  iglesias  antes  de  recibir 
las  bulas  de  su  institución,  y  solo  con  la  presentación 
y  nota  de  ruego  y  encargo  á  los  cabildos  en  sede 
vacante.  > 

En  las  demás  instrucciones  predominaba  igual  es- 
píritu. Todas  son  tan  claras  y  expresivas  que  no 
han  menester  de  comentario  para  demostrar  que 
tienden  á  dar  al  patronato  nacional  la  misma  exten- 
sa significación  que  le  hemos  atribuido. 

Para  no  ser  mas  difusos  en  esta  parte  concluire- 
mos con  Solivia;  una  de  las  repúblicas  de  Sud-Amé- 
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rica  que  aun  no  ha  experimentado  los  serios  sacudi- 
mientos que  prodacen  las  exaltaciones  del  sentimien* 
to  religioso.  Apesar  de  que  sas  poderes  políticos  no 
han  sentido  como  en  otros  países  los  estímulos  que 
en  favor  de  la  defensa  del  patronato  despiertan  la 
contradicción  y  el  desconocimiento  ruidoso  y  tur- 
bulento de  sus  prerogativas-,  apesar  de  eso,  de- 
cimos^ ba  estado  en  la  corriente  de  las  ideas  ex- 
puestas, en  sus  relaciones  con  la  santa  sede;  ha 
dado  á  sus  derechos  y  preeminencias  respecto  del 
culto  católico,  la  misma  interpretación  que  en  ge- 
neral hemos  dado  al  patronato  nacional. 

El  29  de  Mayo  de  1851,  el  general  Santa  Cruz 
en  representación  de  Bolivia  y  el  cardenal  Antonelli 
en  representación  de  la  santa  sede,  firmaron  un  con- 
venio destinado  á  servir  de  norma  á  las  recíprocas 
relaciones  de  la  Iglesia  y  del  Estado  boliviano;  con- 
venio aceptado  por  el  papa,  pero  que  no  quedó  de- 
finitivamente consumado  por  haberle  faltado  la  res- 
pectiva sanción  del  poder  legislativo  de  Bolivia. 

No  obstante  la  arrogante  actitud  que  en  ese  pacto 
reveló  el  gobierno  de  la  santa  sede,  al  conceder  á 
Bolivia  el  patronato  nacional,  le  atribuyó  expresa- 
mente los  tres  caracteres  que  tenemos  precisados. 
El  artículo  7  de  ese^.convenio  dice:  .  .  .«El  sumo 
pontífice  concede  al  presidente  de  la  República  de 
Bolivia,  y  á  sus  sucesores  en  este  cargo,  el  patrona- 
to ó  sea^el  privilegio  de  presenta^r  para  cualesquie- 
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ra  yaeantas  de  iglesias  arzobispales  ó  episcoiMiles,  á 
eclesiásticos  dignóse  idóneos,  adornados  de  todas 
las  caalidades  requeridas  por  los  sagrados  cañones.» 

Aquí  está  reconocido  el  derecho  de  presentación. 

En  el  artículo  8°  encontramos  lo  siguiente:  « Por 
la  misma  causa,  su  santidad  concede  al  presidente 
de  la  República  el  indulto  de  nombrar  en  cada  ca- 
pítulo para  seis  prebendas  ya  sean  de  dignidades 
ó  canongias  ó  racioneros,  exceptuando  la  primera 
dignidad  que  será  reservada  á  la  libre  colación  de 
la  santa  sede,  y  la  doctoral,  penitenciaria  y  ma- 
gistral, las  cuales  serán  conferidas  por  los  obispos 
en  concurso  de  oposición,  á  las  personas  que  fuesen 
consideradas  mas  dignas.  Serán  de  nombramiento 
del  presidente  las  seis  prebendas  que  primero  vaca- 
ren de  las  no  exceptuadas,  las  cuales  quedarán  su- 
jetas para  siempre  á  su  Ubre  nominación. »  En  esta 
parte  se  reconoce  el  derecho  de  nombramiento. 

El  artículo  15  dice:  c  Atendiendo  á  las  circunstan- 
cias de  los  tiempos  el  sumo  pontífice  consiente  en 
que  se  defieran  á  los  tribunales  laicos  las  causas 
personales  délos  eclesiásticos  en  materia  civil,  así 
c^molas  causas  reales  concernientes  á  las  propieda- 
des, y  á  otros  derechos  temporales  tanto*  de  los  clé- 
rigos como  de  las  iglesias,  de  los  beneficios  y  demás 
fundaciones. »  En  este  y  otros  artículos  que  tra- 
tan de  la  misma  materia,  se  considera  como  función 
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inherente  al  patronato  el  de  cuidar  los  bienes  del 
beneficio. 

Hemos  dicho  que  este  convenio,  que  expresaba 
el  sentir  definitivo  de  los  canonistas  de  la  corte  pon- 
tificia, no  fué  sancionado  por  el  gobierno  de  Soli- 
via. Este  último,  aunque  estaba  dispuesto  á  aceptar 
el  reconocimiento  que  se  hacia  de  sus  derechos  en 
los  pánafos  trascritos,  no  podía  consentir  en  la  res- 
tricción que  por  medio  de  otros  artículos  se  preten- 
día imponer  al  ejercicio  de  ciertas  facultades  del 
poder  civil  no  menos  importantes  y  sagradas.  En 
todo  caso,  el  convenio  manifestó  que  al  patronato 
nacional  se  le  atribuía  por  ambos  negociadores  la 
extensión  que  le  hemos  señalado. 

Se  observa,  pues,  que  tanto  la  santa  sede,  al  re- 
conocer el  derecho  de  patronato  en  los  gobier- 
nos, como  estos  al  reclamarlo  y  ejercerlo,  han 
entendido  siempre,  en  toda  época,  en  todos  los  paí- 
ses y  bajo  el  imperio  de  distintas  circunstancias, 
que  el  expresado  derecho  había  de  comprender:  la 
facultad  de  nombrar  beneficiados-  la  facultad  de  pro- 
poner; y  la  facultad  de  intervenir  en  las  funciones 
del  culto. 

Puede  haberse  dado  á  estos  derechos  mas  exten- 
sión en  unos  países  que  en  otros-,  puede  haberse 
atribuido  su  ejercicio  no  siempre  á  los  mismos  fun- 
cionarios del  orden  civil;  puede  habérseles,  dado^  el 
carácter  de  una  concesión  graciosa  de  los  pontífices  ó 


--  107  — 

el  de  un  atributo  propio  de  los  gobiernos;  pueden  ha- 
berse revelado  en  actos  consentidos  por  las  dos  po- 
testades ó  lechazado  por  alguna  de  ellas; —pero  siem- 
pre se  ha  dado  al  patronato  la  significación  general 
que  le  hemos  atribuido;  siempre  se  ha  entendido  que 
sin  alguno  de  los  tres  atributos  que  le  hemos  seña- 
lado, seria  un  patronato  incompleto,  mutilado,  impo- 
tente; seria  lo  mismo  que  el  poder  público  sin  la  fa- 
cultad de  legislar,  de  ejecutar  ó  de  juzgar. 

Por  consiguiente,  la  definición  que  hemos  acepta- 
dO;  tomándola  de  las  legislaciones  de  algunos  paises, 
puede  adolecer  de  defectos  de  precisión,  si  se  le 
somete  al  escalpelo  de  un  ergotismo  escolástico; 
pero  vn  su  significación  jurídica  é  histórica,  ex- 
presa perfectamente  el  sentir  de  los  jurisconsultos 
y  canonistas  de  diferentes  Estados,  sentir  reñeja- 
do  en  las  leyes  y  actos  públicos  elaborados  con 
sa  valioso  y  eficaz  concurso. 

40 — La  misma  significación  se  deduce  hacien- 
do el  examen  del  origen  del  pationato  en  gene- 
ral. A  esterespecto  las  opiniones  son  uniformes:  todos 
los  canonistas,  aun  los  mas  ortodoxos  atribuyen  este 
origen  á  la  piedad  de  algunos  fieles  que  en  los  pri- 
meros tiempos  del  cristianismo  fundaron  edificios 
destinados  al  culto  y  los  dotaron  de  las  rentas 
necesarias  para  atender  á  los  gastos  que  ellos  de- 
m?indasen.  A  los  fundadores  se  les  reconocía,  por 
efecto  de  sus  medidas  protectoras,  el  derecho  de 
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vigilar  si  se  camplia  el  objeto  piadoso  que  se  ha- 
bían propuesto  y  el  de  inteiTenir  en  las  iglesias 
para  contribuir  eficazmente  á  que  sus  designios  no 
fueran  burlados.  Al  efecto,  podian  defender  sus 
fundaciones  contra  las  usurpaciones  que  se  intenta- 
ran, examinar  si  á  á  las  rentas  se  les  daba  la  apli- 
cación debida  y  designar  las  personas  que  á  su  jui- 
cio podian  servir  la  nueva  iglesia,  con  arreglo  á 
los  fines  que  le  inspií-aran  sus  sentimientos  reli- 
giosos. 

La  Iglesia,  por  su  parte,  procedió  sabiamente 
al  no  poner  inconvenientes  á  estas  prácticas.  Ella 
comprendió  que  si  después  de  fundada  una  iglesia 
con  la  fortuna  de  individuos  ó  sociedades  particu- 
lares, se  negaba  á  estos  el  derecho  de  intervenir 
en  la  administración  del  beneficio,  se  llevaría 
el  desaliento  á  los  que  estuviesen  dispuestos  á  con- 
currir con  sus  dineros  para  dar  al  cristianismo  y  á 
su  propia  personalidad  á  la  vez,  la  mayor  suma  de 
explendor  posible.  Procediendo  como  lo  hizo,  alen- 
tó la  piedad  y  la  generosidad  de  sus  defensores,  hala- 
gó el  amor  propio  de  estos  y  les  presentó  la  pers- 
pectiva  de  posibles  reparaciones  para  los  casos 
en  que  los  vientos  déla  adversidad  los  arrastrara  por 
el  camino  déla  miseria.  Con  este  objeto  se  reconoció 
en  los  fundadores,  ademas  de  los  derechos  enuncia- 
dos, los  comunmente  llamados  útiles  y  honoríficos. 

Es  cierto  que  mas  tarde  los  concilios  procuraron 
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corregir  los  abusos  que  se  introdujeron  en  esta  mate- 
ria, y  fijaron  con  mas  precisión  los  modos  de  ad- 
quirir el  patronato,  así  como  los  derechos  y  debe- 
res de  los  patronos;  pero  no  lo  es  menos  que  se 
conservaron  en  toda  su  integridad  los  derechos  del 
patrono,  en  la  forma  que  anteriormente  dejamos 
bosquejada^  siempre  que  ese  titulo  se  adquiría  legí- 
timamente. 

Conforme  á  estas  mismas  antiguas  prácticas,  cu- 
yas ti'adiciones  no  se  han  borrado  en  el  trascurso  de 
los  siglos,  vemos  hoy  que,  cuando  un  individuo 
construye  en  su  domicilio  privado  un  oratorio,  pre- 
via la  respectiva  autorización,  él  mismo  nombra  ai 
sacerdote  encargado  de  la  celebración  de  las  cere- 
monias religiosas,  él  administra  ó  vigila  la  adminis- 
tración de  los  fondos  que  ha  donado  para  el  sosteni- 
miento del  oratorio  y  ejerce  sobre  él  la  mas  amplia 
jurisdicción  que  pueda  atribuirse  á  patrono  alguno. 
Lo  mismo  pasa  con  el  que  costea  una  festividad  re- 
ligiosa, respecto  al  tiempo  y  al  lugar  en  que  debe 
celebrarse,  asi  como  á  la  solemnidad  que  debe  tener 
y  á  la  designación  de  los  ministros  del  culto  que 
deben  tomar  parte  en  ella. 

El  mismo  título  que  sirvió  de  base  al  patronato 
adquirido  por  los  individuos  particulares  que  fun- 
daron iglesias,  ha  servido  de  fundamento  al  patrona- 
to de  los  gobiernos  que  prestaron  servicios  de  igual 
naturaleza  y  en  mas  vasta  escala.    Los  mismos 
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derechos  que  adquirieron  los  patronos,  en  el  orden 
privado,  con  respecto  á  los  establecimientos  piado- 
sos que  edificaron  y  dotaron  de  rentas,  adquirieron 
los  gobiernos  respecto  de  los  innumerables  y  suntuo- 
sos edificios  que  en  honor  del  cristianismo  levantaron 
y  sostienen  con  sus  rentas. 

Véase,  pues,  que  cualquiera  que  sea  la  base  que 
se  tome  como  punto  de  partida  para  explicar  la 
significación  del  patronato,  esta  resulta  siempre  en 
la  mas  perfecta  conformidad  con  nuestra  manera 
de  pensar. 

41 — Del  examen  anterior  se  deduce  Uiía  muy 
importante  consecuencia,  parala  mas  fácil  dilucida- 
ción de  las  cuestiones  concretas  que  nos  propone- 
mos tratar  en  este  libro-,  es  la  siguiente:  las  funciones 
ó  derechos  de  presentación  ó  nombramiento  para 
proveer  un  beneficio  vacante,  así  como  las  de  inter- 
venir en  la  mejor  marcha  de  dicho  beneficio,  no  son 
incompatibles  con  las  doctrinas  y  leyes  esenciales  de 
la  iglesia  católica-  es  decir,  no  se  encuentran  en 
el  caso  de  aquellos  otros  principios  que  sirven  de 
fundamento  á  las  sociedades  políticas  modernas  y 
que,  como  oportunamente  lo  haremos  ver,  son  radi- 
calmente incompatibles  con  las  bases  constitutivas 
de  la  Iglesia  moderna. 

Efectivamente,-  desde  que  la  Iglesia  ha  concedido 
ó  ha  reconocido  esos  derechos  en  bulas  especiales  ó 
en  concordatos  celebrados  con  diferentes  gobiernos, 
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es  por  que  ella  misma  ha  creído  que  no  quebrantaba 
sus  leyes  fundamentales  ni  los  principios  esenciales 
que  sirven  de  base  á  su  autoridad.  Por  lo  tanto, 
las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  patronato  tienen 
que  ser  cuestiones  de  mera  forma,  destinadas  á  saber 
si  el  gobierno  argentino,  como  otros  gobiernos  sud- 
americanos que  se  encuentran  en  su  caso,  está 
en  legítima  posesión  de  ese  derecho  ó  si  para 
ejercitarlo  necesita  el  previo  consentimiento  de  la 
santa  sede. 

Fijadas  así,  con  la  debida  claridad,  las  ideas  que 
explican  ia  significación  general  del  patronato  na- 
cional, vamos  á  ver  si  tal  institución  pertenece,  de 
una  manera  especial,  al  dominio  del  Derecho  Públi- 
co Argentino,  y  á  examinar  la  forma  y  extensión 
que,  conforme  á  dicho  derecho,  es  indispensable  ip- 
conocerle. 


CAPITULO  VI 

L«a  vi8;exiLCla  del  patr*o]:iato  xiaoioiial  y 

el   olei?o  ai^s^i^tino 


4S.  Cuestiones  fundamentales— 48.  Las  catorce  proposi- 
QLOiies  reconocidas  por  el  pobierno  de  1888—44.  Opi- 
nión del  doctor  Diego  E.  Zavaleta,  presidente  del  se- 
nado del  clero,  acerca  del  patronato— 45.  Opinlon  del 
canónigo  doctor  Bernardo  de  la  Colina— 46.  Opinión  del 
presbítero  doctor  Francisco  Silveira— 47.  Opinión  del 
fiscal  eoleslAstico  doctor  Mateo  Vidal— 48.  Opinión 
del  doctor  Valentín  Gómez  del  senado  del  clero— 49* 
Opinión  del  doctor  José  María  Terrero  del  mismo 
senado— BO.  Opinión  del  canónigo  doctor  Mariano 
Zavaleta— 81.  Opinión  de  fray  Buenaventura  Hidalgo 
—82.  Opiniones  de  los  demás  señores  consultados— 
83.  Las  ideas  del  señor  Tomás  Anchorena— 84.  Pa- 
recer del  deán  Gregorio  Funes— 88.  Eidero  reconoció 
y  acató  la  resolución  del  congreso  nacional,  de  21  da 
Setiembre  de  1810— 86.  L.a  denuncia  del  párroco  de 
Concepción  en  la  provincia  de  San  Juan— 87.  Jura- 
mento del  obispo  doctor  Mariano  Medrano — 88.  Jura- 
mentos de  otros  Obispos— 89.  Car&cter  de  estos  últi- 
mos—60.  Otros  hechos  que  demuestran  la  vigencia 
del  patronato;   funerales   prohibidos. 


42. — Al  examinar  el  patronato  nacional  como 
una  institución  del  Derecho  Público  Argentino,  la 
primera  cuestión  que  se  ofrece  á  nuestras  investi- 
gaciones es  la    siguiente:    ¿está  el  gobierno  ar- 
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gentino  en  posesión  legítima  del  patronato,  como  lo 
pretente  la  escuela  legalista,  ó  lo  ejerce  acaso  de 
una  manera  abusiva  é  indebida? 

La  polución  satisfactoria  á  esta  pregunta  nos 
conduce,  á  su  vez,  al  examen  de  otras  que  le  están 
intimamente  ligadas,  á  saber:  ¿son  válidas  las 
leyes  dadas  por  el  gobierno  de  la  República  refe- 
rentes á  la  existencia  del  dicho  patronato  y  á  la  ma- 
nera de  ejercerlo  ?  ¿Son  aplicables,  en  la  actualidad, 
todas  ó  parte  de  las  leyes  de  indias  que  regla- 
mentaron esta  materia? 

A  primera  vista  parece  que  tratáramos  de  abor- 
dar un  debate  supéiHuo.  La  existencia  del  patro- 
nato nacional  y  su  legítimo  ejercicio  por  la  autoridad 
civil  constituyen  un  hecho  y  una  convicción  perfec- 
tamente gravados  en  la  conciencia  de  la  casi  univer- 
salidad de  los  argentinos  Parece,  pues,  que  nos 
propusiéramos  convencer  á  los  ya  convencidos  y 
conquistar  prosélitos  plegados  de  antemano  á  las 
banderas  del  regalismo. 

Efectivamente,  no  son  solamente  los  ciudadanos 
laicos  y  los  sindicados  de  opiniones  liberales  los  que 
han  defendido  este  atributo  de  la  soberanía  argentina- 
En  las  filas  mas  respetables  del  clero  y  en  los  cír- 
culos de  las  personas  mas  distinguidas  del  partido 
clerical,  ha  habido  .también  numerosas  voces  que 
se  han  levantado  en  su  defensa. 

A   este  respecto    hay  hechos  de  muy  marcada 
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significación  en  los  anales  de  los  actos  administra- 
tivos del  gobiei'no  argentino  en  sns  relaciones  con  la 
Iglesia,  los  cuales  conviene  recordar  con  alguna 
latitud. 

43-  Con  motivo  de  algunas  dificultades  suscita- 
das entre  las  dos  potestades,  en  los  primeros  aflos 
de  la  Eepública,  á  consecuencia  de  diferentes  do- 
cumentos pontificios  que  se  quisieron  ejecutar  sin 
las  formalidades  que  el  patronato  nacional  exije,  el 
gobierno  nacional  expidió,  en  21  de  Diciembre  de 
1833,  un  decreto  nombrando  una  junta  especial  de 
39  teólogos,  canonistas  y  juristas,  los  cuales  infor- 
maron separadamente  sobre  las  catorce  proposicio- 
nes que  en  seguida  trascribimos;  proposiciones  que 
el  gobierno  habia  reconocido  como  ciertas  y  las  cua* 
les  le  hablan  inspirado  la  línea  de  conducta  que  ha- 
bia seguido  en  sus  relaciones  con  la  Iglesia. 

Las  proposiciones  formuladas,  insertas  en  el  mny 
conocido  Memorial  Ajustado^  fueron  estas : 

€  1*  El  Gobierno  reconoce  retrovertida  á  la  Na" 
cion  que  componemos  toda  la  soberanía  de  los  pue- 
blos que  integran  la  Bepública,  con  todas  las  atri- 
buciones, derechos  y  regalías  que  esencialmente 
le  son  anexas,  y  con  que  la  ejercían  los  reyes  cató- 
licos de  España  hasta  la  revolución. 

«2*  Reconoce  igualmente,  que  en  la  constitución 
federal  que  han  adoptado  los  Estados  ó  Provincias 
de  la  Union  que  integran  la  República,  cada  gobier- 
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no  ha  reasumido  y  ejerce  plenamente  esta  soberanía 
en  el  territorio  respectivo  de  cada  una,  mientras  otra 
cosa  no  se  acuerde  por  ellos  mismos  en  la  Constitu- 
ción general,  como  les  es  propio  y  exclusivo:  salvas 
las  delegaciones  especiales  que  interinamente  tienen 
hechas  para  nuestra  mejor  inteligencia  con  los  po- 
deres temporales  de  las  naciones. 

«3*  ítem  reconoce  y  sostiene,  que  entre*  estos 
derechos  y  regalías  de  la  soberanía  es  la  mas  pre- 
ciosa y  principal  el  supremo  patronato  y  protec- 
ción de  sus  iglesias,  fundadas  y  edificadas  en  sus 
territorios,  y  dotadas  y  mantenidas  como  lo  están 
hasta  el  presente  con  sus  rentas. 

«4*  ítem  reconoce  y  sostiene,  que  bajo  este  íes- 
pecto,  y  por  su  misma  soberanía,  corresponde  á  la 
nación  y  sus  gobiernos  el  exami7iar  y  dar  su  plá- 
cito y  exequátur,  ó  denegarlo,  á  todas  las  bulas, 
breves  y  disposiciones  pontificias  de  cualquier  na- 
turaleza que  sean^  y  aun  que  sean  tan  espiritua- 
les^ como  las  mismas  indulgencias^  según  que  á  su 
juicio  no  perjudiquen  á  las  r^alías  de  la  nación, 
y  libertades  de  sus  iglesias:  sin  mas  excepción  que  las 
(lue  sean  de  penitenciaria  relativas  á  las  confesiones 
sacramentales  de  los  fieles,  conforme  á  las  leyes  y 
disposiciones  vigentes  dadas  para  el  ejercicio  de 
este  derecho  en  los  códigos  que  conservamos. 

» 5*    ítem  reconoce  y  sostiene,   que  por  los  mis- 
mos principios,  al  gobierno  y  no  á  otra  alguna  per- 
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sona  le  toca  la  nominación  de  los  arzobispos,  obis- 
pos, curas,  canónigos  y  demás  prebendas,  y  be- 
neficios eclesiásticos  de  sus  iglesias. 

>6*  ítem  que  conforme  á  las  mismas  leyes  y 
derechos  esenciales  é  inalienables  de  la  soberanía 
y  patronato,  al  gobierno  toca  también,  y  no  á  otra 
persona  alguna  la  división  de  los  territorios  de  los 
respectivos  arzobispados,  obispados  y  curatos,  y 
encomendar,  corregir,  añadir  ó  aumentar  de  nuevo 
en  las  elecciones  de  las  iglesias  como  correspon- 
día al  rey,  concurriendo  el  sumo  pontífice  y  la 
autoridad  eclesiástica  en  la  parte  que  les  corres- 
ponde, como  hasta  aqai  se  ha  practicado  y  está  de- 
clarado. 

>  7*  ítem  reconoce  y  sostiene,  que  en  conformidad 
al  quinto  principio  que  va  sentado,  el  sumo  pon- 
tífice no  ha  podido  reservarse  como  lo  ha  hecho 
y  declaraí^ o  la  provisión  de  las  iglesias  vacantes  y 
por  vacar  procediendo  á  proveerlas,  y  despachar 
otras  nominaciones  en  la  República,  con  despojo  de 
aquellos  nuestros  dei'echos:  y  que  debe  tal  reser- 
vación suplicarse  oportunamente,  reteniéndose  en- 
tre tanto  toda  provisión. 

>8*  ítem  reconoce  v  sostiene  conforme  al  sexto 
principio,  que  igualmente  no  ha  podido  su  santi- 
dad reservarse  la  división  de  nuestra  diócesis,  para 
hacerla  por  sí  como  lo  anuncia  habérsela  reser- 
vado, inconsulto  el  patronato,  y  sin  su  propuesta  3' 
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acuerdo:  y  que  deben  también  por  esta  razón  rete- 
nerse y  suplicarse  las  provisi(»nes  que  ha  princi- 
piado á  despachar,  como  cualesquiera  otras  que 
sucesivamente  hiciese  en  igual  forma. 

»9*  ítem  reconoce  y  sostiene  que  ningún  sub- 
dito de  la  nación,  manteniendo  su  carácter  de  ciu- 
dadano, puede  otorgar  llanamente  el  juramento 
que  se  exige  en  la  consagración  de  los  obispos,  sin 
declarar  en  el  mismo,  que  no  tienen  sus  cláusulas 
mas  valor  que  reconocerle  á  su  santidad  su  pri- 
mado y  serle  un  hijo  obediente,  como  todos,  en 
cuanto  no  se  oponga  á  los  derechos  preferentes  de 
la  nación  é  independencia  de  su^  iglesias  confor- 
me á  la  gerarquia  establecida  por  Jesucristo,  y  que 
el  que  lo  haya  prestado  de  otro  modo,  y  no  se  su- 
jete á  tales  modificaciones  y  correctivos,  no  puede 
obtener  destino  alguno  en  la  República. 

>  10.  ítem  reconoce  y  sostiene  que  todo  obispo, 
como  todo  empleado,  y  con  doble  razón,  sin  perjui- 
cio de  las  limitaciones  y  correctivos  que  debe  poner 
al  referido  juramento  al  tiempo  de  otorgarlo,  debe 
prestar  á  la  nación  por  separado,  como  las  leyes  lo 
mandan,  un  juramento  preferente  de  fidelidad  y  res- 
peto A  su  soberanía  y  su  gobierno,  reconociéndole 
como  una  atribución  suya  esencial  é  inalienable,  el 
patronato  de  sus  iglesias  con  toda  la  extensión  y 
regalías  que  dichas  leyes  le   tienen  declaradas,  y 
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obligándose  á  cumplirlas  y  hacerlas  cumplir  y  guar- 
dar sin  excepción  ni  impedimento  alguno. 

«11*  ítem  reconoce  y  sostiene,  en  conformidad 
al  cuarto  principio,  que  todos  los  subditos  de  la  Re- 
pública de  cualquiera  clase  y  condición  que  sean, 
están  obligados  &  manifestar  y  presentarle  todas, 
y  cualesquiera  bulas  y  despachos,  que  obtengan  de 
la  cdrte  de  Boma,  para  que  se  les  dé  el  pa^'■e  y 
exequátur  <?cbidamente,  ó  soles  deniegue  y  reten- 
gan bajo  las  formas  establecidas  por  derecho,  si  de 
cualquier  modo  las  considerase  opuestas  á  los  de- 
rechos de  la  nación,  y  á  la  jurisdicción,  disciplina 
y  libertades  de  sus  iglesias,  con  perjuicio  espiritual, 
y  temporal  de  sus  fieles. 

«12*^  El  gobierno  reconoce  este  acto  privativo 
de  su  suprema  autoridad,  y  de  la  primera  impor- 
tancia por  la  responsabilidad  que  carga,  de  conser- 
var y  responder  de  la  segui'idad  interior  y  exterior 
de  los  derechos  primordiales  de  la  nación,  y  de  los 
que  competen  á  sus  iglesias*,  y  reconoce  y  sostiene, 
que  á  él  solo  le  compete  protegerlos,  para  tratar- 
los y  ajustarlos  con  el  supremo  gefe  y  cabeza  vi- 
sible de  la  Iglesia  por  sus  ministros  públicos  ad  hoc, 
bajo  las  formas  reconocidas  por  el  derecho  de  gentes, 
sin  que  ningún  particular,  agente,  ni  empleado 
pueda  reclamarlo,  ni  estorbarlo. 

«IS""  El  gobierno  está  dispuesto  sin  embargo  á 
dar  su  plácito  y  exequátur  á  todas  las  disposiciones 
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que  se  le  presenten  de  la  santa  silla,  y  que  ema- 
nen de  las  facultades  y  reservas  que  le  tiene  recono- 
cidas la  iglesia  universal,  y  disciplina  generalmente 
recibida:  pero  para  evitar  abusos  y  que  no  ?e  ale- 
gue en  tiempo  alguno  consentimiento  y  posesión, 
reconoce  al  mismo  tiempo  y  sostiene,  que  lo  debe 
negar  á  todo  lo  que  sea  cuando  menos  dudoso  y 
controvertible  en  su  reconocimiento  por  parte  de 
la  nación,  sosteniendo  con  preferencia  en  tales 
dudas  la  jurisdicción  primitiva  de  las  iglesias, 
hast^  que  se  ponga  expedita  nuestra  comunicación 
é  inteligencia  (»ficial  con  el  primado. 
«14*  El  gobierno  reconoce  como  conforme  átodo 
principio  de  derecho  público,  y  á  las  declaraciones 
hechas  en  la  njateria,  que  está  incomunicación  y 
faltia  de  inteligencia  oficial  no  se  considerará  haber 
cesado,  mientras  por  parte  de  su  santidad  no  se  faci- 
te  un  ajuste  y  concordato,  en  que  se  reconozcan  recí 
procamente  los  derechos  y  regalías  de  la  soberanía 
de  la  nación  en  sus  iglesias,  y  las  que  competan , 
y  deban  reservarse  en  estas  distancias  á  dicho 
primado». 

Como  se  vé,  en  las  catorce  proposiciones  anteriores 
se  plantean  y  resuelven  las  cuestiones  mas  graves  que 
con  relación  al  patronato  nacional  se  pueden  presen- 
tar. Limitándonos  por  ahora  á  la  simple  cuestión  de 
su  existencia,  es  decir  á  la  de  si  el  gobierno  argentino 
se  encuentra  en  legítima  posesión  de  este]  derecho, 
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tenemos  la  satisfacción  de  hacer  constar  que  de  las 
treinta  y  nueve  personas  consultadas  por  el  go- 
bierno, veinte  y  seis  presentaron  dictamen  y  to- 
das ellas  manifestaron  su  conformidad  en  cuanto 
á  la  existencia  de  dicho  patronato,  aunque  algu- 
nas— muy  pocas— con  ciertas  restricciones  que  li- 
mitaban su  extensión.  Para  cumplir  el  objeto  que 
nos  proponemos  nos  bastará  citar  algunas  frases  de 
las  empleadas  por  los  miembros  mas  conspicuos  del 
clero  al  manifestor  su  opinión 

44.— El  doctor  Diego  E.  Zavaleta,  presidente  del 
senado  del  cleio,  dijo  entre  otras  cosas:  «Pero 
¿entre  esos  derechos  y  atribuciones  propias  de  la  so" 
berania  que  antes  ejercieron  en  estos  paises  los  reyes 
de  España  y  hoy  ejercen  los  gobiernos  de  nuestras 
prov¡ncias¿  ha  de  incluirse  el  patronato  y  protección 
de  las  iglesias?  Esa  es  la  duda  que  resuelve  afirma- 
tivamente el  gobierno  en  su  3  ^  proposición,  que 
creo  cierta;  arreglando  en  esta  parte  mi  juicio  á  lo 
que  terminantemente  deciden  jurisconsultos  célebres 
que  han  escrito  sobre  esta  regalía.  > 

Después  de  citar  en  apoyo  de  su  parecer  las  opi- 
niones de  Chopims,  Cobarrubias  y  el  rey  Alfonso  el 
sabio,  agrega :  «Algo  mas  se  dirá  sobre  este  mismo 
asunto  al  considerar  las  proposiciones  5,  6,  7  y  8 . 
Mas  antes  debo  expresar,  como  lo  hago,  mi  absoluta 
conformidad  con  la  4  ^^  que  reconoce  en  la  nación  y 
ws  gobiernos  independientes,  el  derecho  de  examinar 


—  122  — 

todas  las  bulas  y  demás  rescriptos  de  Roma,  para 
darles,  suspenderles  ó  negarles  el  e.vequaturó  pase.* 

Hablando  después  sobre  el  mérito  de  las  proposi- 
ciones 5  *  y  6  ^  se  expresa  en  términos  no  menos 
claros  y  significativos:  «En  efecto,  dice,  si  cor- 
responde á  nuestros  gobiernos,  á  virtud  del  patrona- 
to, la  nominación  á  los  obispados,  dignidades,  ca- 
nongias  y  demás  prebendas  y  beneficios  eclesiásticos: 
si  por  el  mismo  título  les  corresponde  la  circunscrip- 
ción territorial  de  las  diócesis-,  parece  arreglado  á 
principios  deducir,  que  su  santidad  no  ha  debido 
considerar  subsistentes  las  antiguas  reservas  con 
respecto  á  lo  primero,  ni  reservarse  de  nuevo  lo  se- 
gundo, sin  derogar  tácita,  y  aun  expresamente  el 
patronato:  en  cuyo  caso,  por  la  ley^  está  el  gobierno 
Cii  el  deber  de  retener  el  rescripto  pontificio,  y  su- 
plicar y  reclamar  también  esta  regalía,  ó  llámese  de- 
recho nacional. » 

45. — !N"o  se  crea  que  esta  fué  una  opinión  aislada 
en  el  alto  clero  de  aquella  época,  en  la  que  se  plan- 
teó netamente  este  género  de  cuestiones.  El  doctor 
Bernardo  de  la  Colina,  miembro  del  referido  senado 
del  clero,  es  decir  miembro  del  coro  metropolitano 
de  esta  diócesis,  se  expresó  al  dictaminar,  en  térmi- 
nos mas  enérgicos  si  se  quiere :  «Precisado,  dice,  á 
contestar  la  respetable  nota  que  tuve  el  honor  de  re- 
cibir con  fecha  21  de  Febrero,  digo,  que  cuando  la 
América  se  hallaba  bajo  la  dominación  española,  yo 
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reconocía  las  catorce  proposiciones  como  indispen- 
sables y  puestas  en  práctica.  Mas  ahora  que  soy 
republicano,  si  no  fuera  de  la  misma  opinión,  me 
juzgaría  como  un  traidor  á  la  patria.^  El  dicta- 
men concluye  así:  «A los  gobiernos  americanos, 
por  su  lustre  y  respetabilidad,  les  compete  sostener 
con  integridad  y  fibra  las  14  proposiciones  sujetas 
á  discusión,  que  yo  reconozco  en  esta  exposición 
llana  é   ingenua.* 

46. — El  doctor  Francisco  Silveira,  investido  del 
mismo  carácter  del  anterior,  hace  á  la  3*  propo- 
sición el  sencillo  y  significativo  comentario  siguien- 
te: «El  supremo  patronato  esencialmente  anexo  á 
la  soberanía  es  uno  de  sus  mas  preciosos  derechos.» 
Al  estudiar  la  sexta  se  expresa  de  este  modo:  >En 
la  enorme  distancia  en  que  se  hayan  las  iglesias  de 
la  capital  Roma,  nadie  mejor  que  sus  jefes  políticos 
pueden  á  virtud  de  su  patronato^  verificar  las  di- 
visiones de  los  respectivos  arzobispados,  obispados 
y  curatos,  concurriendo  la  autoridad  eclesiástica  en 
la  parte  que  le  corresponde.» 

No  debemos  neg^ir  que  el  señor  Silveyra  hace 
sus  reservas  respecto  al  alcance  de  otras  proposi- 
ciones, 6  sea  respecto  á  las  múltiples  funciones  in- 
herentes al  patronato  nacional;  pero,  como  lo  tene- 
mos indicado,  no  ha  llegado  aun  el  instante  de 
discutir  este  punto,  que  será  materia  de  otros  capí- 
tulos.   Por  el  momento,  nuestro  objeto  se  reduce  á 
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comprobar  la  existencia,  en  el  gobierno,  de  ese  atri- 
buto, y  sobre  el  particular  son  terminantes  las  de- 
claraciones quo  dejamos  consignadas  y  que  vamos  á 
seguir  reproduciendo. 

47. — El  doctor  Mateo  Vidal,  fiscal  eclesiástico 
en  aquella  época,  llamado  por  el  carácter  especial 
de  su  ministerio  á  velar  por  el  cumplimiento  de 
las  leyes  que  gobiernan  la  iglesia  argentina,  no 
vaciló  en  reconocer  la  indispensable  legitimidad 
con  que  el  gobierno  ejercía  las  funciones  del  pa- 
tronato. »La  p)'imera  proposición,  decia,  es  un 
axioma,  es  un  dogma  político»:  y  respecto  de  la 
segunda  agregaba:  «también  es  incuestionable;  y  su 
texto  tan  claro,  que  cualquiera  explicación  que  hu- 
biera de  hacerse  sobre  ella,  resultarla  en  redun 
dancia.  > 

Al  hablar  de  la  tercera  proposición  sostiene  el 
doctor  Vidal  que  « es  igualT.ente  cierta»  y  explica 
su  parecer  en  esta  forma:  «El  patronato  universal 
sobre  las  iglesias  fundadas  y  edificadas  en  el  ter- 
ritorio de  la  nación,  corresponde  á  esta,  y  no  á  per- 
sona alguna,  por  que  á  ella  sola  son  acomodables  los 
verdaderos  y  mas  sólidos  títulos  de  su  adquisición» 

Opina,  ademas,  este  ilustre  canonista,  plantean- 
do la  cuestión  en  sus  fundamentos,  que  el  patronato 
que  ejercieron  los  reyes  de  España  y  que  la  Repúbli- 
ca ha  heredado,  no  fué  adquirido  por  mera  conce- 
sión de  la  silla  apostólica,  sino  por  hechos  y  tltu- 
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los  anteriores  á  las  bulas  pontificias  que  sobre  el 
particulai'  se  expidieron.  En  efecto,  después  de 
hacer  varias  citas  se  expresa  en  estos  términos:  «Y 
de  aquí  se  deduce  con  la  mayor  claridad  que  las  que 
se  dicen  concesiones  apostólicas  no  importan  otra 
cosa  que  el  reconocimiento  formal  de  un  título  pre- 
cedente que  ya  fundaba  el  patronato.^  ó  si  se  quiere 
un  nuevo  título  que  sin  destruir  el  que  ya  existia 
venia  á  robustecerlo,  á  la  manera  que,  como  se 
explica  un  sabio,  la  transacción  y  la  cosa  juzgada, 
tan  lejos  de  extinguir  ni  debilitar  la  acción  primor- 
dial, produce  otra  nueva  que  robustece  á  aquella.» 
.  48 — El  doctor  Valentín  Gómez,  miembro  del  se- 
nado del  clero,  condensó  sus  opiniones  en  cuanto  á 
la  existencia  del  patronato  en  general,  en  esta  sen- 
cilla fórmula:  «Las  proposiciones  1* ,  2" ,  3*  y 
4*  son  reconocidas.  >  Sobre  las  proposiciones  5*  y 
6^  hizo  largos  comentarios  que  en  vez  de  desvir- 
tuar, confirmaron  este  reconocimiento,  supuesto  que 
ellos  tendían  á  fijar  los  límites  de  ese  derecho  ya 
reconocido. 

49  —  El  doctor  José  María  Terrero,  miembro  del 
mismo  senado,  fué  también  muy  explícito  en  sus 
afirmaciones,  al  absolver  las  preguntas  sometidas  al 
examen  de  su  ilustrado  juicio:  «Sentado,  pues, 
ílice,  que  esta  regalia,  el  supremo  patronato  y  pro- 
tección de  las  iglesias  es  ¡a  mas  valiosa  joya  de 
todas  las  que  adornan  á  los  gobiernos  soberanos^ 
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porcaya  defensa  fueron  siempre  valientes  los  ma 
católicos  y  celosos  monarcas  en  precaución  del  mas 
ligero  ataque  á  sus  respetos-,  desciende  el  que  firma 
á  bosquejar  al  menos  ?u  nacimiento  antiguo  y  ve 
nerable.  No  fué  él,  repito,  debido  como  se  quiere 
suponer,  á  las  gracias  y  liberalidades  de  los  sumos 
pontífices,  por  merced  de  la  piedad  cristiana  de  los 
soberanos:  otro  fué  su  principio*  ó  bien  podria  de- 
cirse, que  él  fué  desconocido  por  inmemorial.» 

Desarrolla  en  seguida  los  argumentos  que  mas 
apropiados  le  parecen  para  remontarse  al  origen  del 
patronato  nacional  y  concluye  esta  parte  resumiendo 
sus  opiniones  en  la  siguiente  forma:  «El  derecho 
común,  la  inmemorial  costumbre,  la  práctica  cons- 
tante, la  protección,  defensa,  erección  y  dotación 
de  las  iglesias;  en  fin,  según  se  ha  dicho,  la  ma- 
gestad  y  preeminencia  de  la  soberanía,  su  supremo 
poder  (como  se  explicó  el  tridentino)  forman  las 
bases  sólidas,  el  verdadero  origen,  el  fundamento 
perdurable  del  patronato  de  que  hoy  nos  ocupamos.» 

En  otro  lugar  agrega:  «está  pues  demostrado  el 
verdadero  origen  del  inestimable  derecho  de  pa- 
tronato. De  lo  que  naturalmente  se  deduce  que 
los  gobiernos  soberanos  pueden  y  deben  resistir  el 
reconocimiento  de  los  prelados^  cuya  elección  no 
sea  de  ellos  mismos.  Asi  se  ha  hecho,  y  esta  es 
la  doctrina  común  de  los  doctores.»  Mas  adelante 
añade:  «después  de  esto  y  convencido  de  que  el  tex- 
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tü  de  las  demás  proposiciones  subsiguientes  está 
dictado  con  la  misma  ilustrada  justicia  que  el  de  las 
precjedentes,  sobre  las  que  el  que  firma  ha  creído 
de  su  deber  detenerse  algo  mas,  concluye  recono- 
ciendo la  verdad  y  las  ventabas  que  abrazan  todas 
ellas\  pues  que  nada  menos  consultan  inmensos  be- 
neficios que  harán  sin  duda  estables  la  felicidad  de 
nuestro  país  y  la  dignidad  de  su  gobierno.  > 

50.— El  doctor  Mariano  Zavaleta,  canónigo  ju- 
bilado, aunque  no  del  todo  conforme  con  las  ideas 
del  gobierno,  refiíiendose  al  patronato  reclamado 
por  este  como  una  función  legítima  de  su  autoridad, 
se  expresó  de  esta  manera:  «reconocidas  cada  una 
de  las  proposiciones  tercera  y  cuarta  bajo  la  base 
ante  dicha:  no  se  ofrece  reparo  que  objetarles^  ni 
se  me  ofrecerla  tratándose  de  un  patronato  general 
cual  defienden  y  ejercen  los  demás  poderes  supremos: 
del  mundo  antiguo,  por  dueños  del  suelo  donde  se 
han  ej'igido  las  iglesias  y  gastos  que  hacen  para  con- 
servarlas y  aumentarlas,  con  cuyo  derecho  que  es 
el  mismv)  de  estas  Américas,  parece  han  logrado 
ponerse  al  nivel  de  las  que  tienen  patronato  es- 
pecial > . 

51.  —Fray  Buenaventura  Hidalgo  fué,  de  los 
sacerdotes  consultados  en  aquella  fecha,  el  que  mas 
se  inclinó  á  las  ideas  y  tendencias  de  lá  curia  ro- 
mana. Pero  al  sostener  su  doctrina  tuvo  necesidad 
de  establecer  una  distinción  casuística  que    le  per- 


—  128  — 

mitiera,  al  mismo  tiempo  que  exponer  sus  ideas, 
reconocer  la  existencia  del  patronato  nacional. 
Refiriéndose  á  las  dos  primeras  proposiciones  ex- 
presó su  manera  de  pensar  con  estas  palabras:* 
ambas  proposiciones  las  reputo  incuestionables  en 
los  principios  reconocidos  del  gobierno  represen- 
tativo federal  que  nos  rige:»  Y  á  continuación 
agrega:  «del  mismo  modo  considero  la  t arcara,  que 
establece  en  el  gobierno  el  supremo  patronato  de 
todas  las  iglesias  del  Estado^  atendidos  los  prin- 
cipios comunes  del  derecho  civil  de  donde  nace 
ó  trae  su  origen  en  los  soberanos  católicos  este  pa- 
tronato supremo:  pero  juzgo  preciso  y  necesario 
el  reconocimiento  de  este  patronato  en  el  gobierno 
por  el  soberano  pontífice,  para  que  pueda  obtener- 
lo por  principios  del  derecho  canónico». 

Como  se  vé,  el  señor  Hidalgo  cons;idera  dos  títu- 
los diferentes  en  los  cuales  se  puede  fundar  la  Jegi- 
timidad  del  patronato:  uno  proveniente  del  derecho 
civil  y  otro  del  derecho  canónico;  pero  reconoce  que 
el  primer  título  ha  servido  de  base  á  las  funciones 
que  en  este  orden  han  ejercido  los  soberanos  ca- 
tólicos. 

52.  — Los  demás  señores  consultados,  reconocieron 
que  el  gobierno  procedía  dentro  del  límite  de  sus 
legítimas  atribuciones  al  ejercer  el  patronato  nacio- 
nal. Entre  los  que  opinaron  de  esta  manera  fi- 
guraron los  miembros  de  la  excelentísima  cámara 
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doctores  G-regorio  Tagle,  Juan  José  Cemadas,  Mi- 
guel Villegas  y  Vicente  López;  los  teólogos  canonis- 
tas, doctores  Paulino  Gari,  Gregorio  Gómez  y  Do- 
mingo Victorio  Achega;  los  profesores  de  derecho, 
doctores  Roque  Saenz  Peña,  Gabriel  Ocampo,  Jacin- 
to Cárdenas,  Marcelo  Gamboa,  Dalmacio  Velez,  Va- 
lentín Alsina,  Baldomero  Garcia  y  Tomás  Ancho- 
rena. 

53. — ^La  opinión  de  este  último  tiene  especial 
importancia  en  la  materia,  por  haber  pertenecido 
en  cierto  modo  á  la  escuela  de  los  mas  avanzados 
partidarios  de  las  prerogativas  que  la  santa  sede 
se  atribuye.  Estas  ideas  las  manifestó  en  el  curso 
de  su  extenso  informe,  contraído  á  combatir,  con 
ardor  inusitado,  los  ataques  de  que  á  su  juicio  hablan 
sido  objeto  la  iglesia  católica  y  sus  ministros,  por 
parte  del  fiscal  de  aquella  época,  señor  doctor 
Pedro  José  Agrelo. 

Sin  embargo,  al  llegar  á  la  parte  pertinente  de 
la  consulta,  es  decir  á  la  tercera  proposición,  ex- 
presó que  la  admitía,  pero  en  la  siguiente  forma: 
«ítem  reconoce  y  sostiene  que  entre  estos  derechos 
y  regalías  de  la  soberanía,  es  tanto  mas  precioso  y 
principal  el  de  protección  y  tuición  de  la  Reli, 
gion  Católica  Apostólica  Romana  y  de  sus  igl li- 
sias fundadas  y  edificadas  dentro  de  su  territorio, 
cuanto  que  nace  de  un  deber  el  mas  sagrado,  y  que 
mas  interesa  á  la  felicidad  del  país.» 
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El  señor  Anchorena,  en  su  exagerado  celo  por 
la  defensa  de  las  prerogativas  de  la  Iglesia,  no  vá 
hasta  el  punto  de  negar  la  existencia  del  patronato 
nacional;  por  el  contrario,  le  señala  un  origen  que 
favorece  ampliamente  las  opiniones  de  la  escuela 
regalista.  El  patronato  nace,  según  él,  del  deber 
sagrado  de  los  pueblos  católicos,  de  contribuir  al 
sostenimiento  del  culto  y  de  sus  ministros.  Como 
por  otra  parte,  ese  es  un  deber  incuestionable  en  su 
concepto,  y  tiene  un  origen  natural  y  divino,  según 
lo  expresa  en  el  curso  de  su  dictamen,  se  deduce 
claramente  que  el  patronato  es,  según  él,  de  derecho 
natural  y  divino.  Por  consiguiente,  puede  ejercerse 
por  los  gobiernos  civiles  de  los  paises  católicos,  según 
la  doctrina  del  señor  Anchorena,  sin  el  previo  con- 
sentimiento de  la  silla  apostólica. 

Para  que  no  quede  duda  de  que  el  señor  An- 
chorena, aun  dominado  por  su  fervor  piadoso  y  su 
recomendable  celo  en  favor  de  la  religión  que  pro- 
fesó, no  abrigó  el  propósito  de  desconocer  la  exis- 
tencia del  patronato  nacional,  debemos  recordar 
que  reconoció  el  derecho  de  exequátur^  y  propuso 
que  á  la  cuarta  proposición  se  le  diese  una  forma 
tal  que  expresase  lo  siguiente: 

P  El  derecho  de  la  nación  para  no  permitir 
que  sin  el  pase  ó  exequátur  de  la  autoridad  res- 
pectiva se  pusiese  en  ejecución  bula  ó  breve  pon- 
tificio,» aunque  sea   sobre  materia  tan   espiritual 
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como  las  indulgencias,  exceptuando  tan  solamente 
las  que  tocan  al  fuero  sacramental  de  la  penitencia 
ó  interno  de  la  conciencia.  > 

2°  Derecho  de  la  nación  para  negar  el  pase  ó 
exequatuí*  átodo  documento  pontificio  que  deba 
expedirse  ó  ejecutarse  en  su  territorio,  siempre 
que  la  autoridad  respectiva  juzgue  qué  dando  cur- 
so á  dicho  documento  se  inferirá  un  grave  mal  á 
la  Iglesia  6  al  Estado,  ó  sufrirán  algún  menoscabo 
los  derechos  de  la  Bepública. 

3**  Deber  de  dar  el  pase  á  las  bulas  ó  breves  pon- 
tificios que  no  se  hallen  en  el  caso  anterior* 

4^  Deber  de  todos  los  subditos  del  Estado  que 
reciban  bulas  ó  breves  pontificios,  no  referentes 
al  fuero  de  la  conciencia,  de  presentarlos  á  la  au- 
toridad competente  y  solicitar  de  ella  el  pase  ó 
exequátur,  antes  de  ponerlos  en  ejecución. 

Todo  esto  es  un  reconocimiento  explícito,  claro 
y  terminante  de  la  existencia  del  patronato  nacional, 
como  atribución  propia  del  poder  civil. 

54  —Antes  de  que  se  produjeran  estas  opiniones, 
desde  el  afio  1810,  se  habia  escuchado,  en  el  mismo 
sentido,  el  parecer  de  una  de  las  lumbreras  del 
clero  argentino, — del  señor  don  Gregorio  Punes, 
deán  entonces  de  la  catedral  de  Córdoba.  Consul- 
tado por  el  gobierno  provisional  de  aquella  fecha, 
que  aun  no  era  frajicamente  revolucionario,  su- 
puesto que  solo  se  atribula  el  ejercicio  de  la  autori- 
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dad  suprema  dando  por  pretexto  la  cautividad  del 
rey  y  de  la  familia  real,  demostró  que  el  patronato 
ejercido  por  un  gobierno  respecto  de  las  iglesias  de 
su  tenitorio,  fundadas,  edificadas,  dotadas  y  soste- 
tenidas  por  el  erario  público,  era  un  atributo  de  la 
soberanía  nacional,  cualquiera  que  fuese  la  forma  en 
que  el  poder  público  se  ejerciese. 

No  son  estos  los  únicos  casos  en  que  distinguidos 
miembros  del  clero  argentino,  ya  por  su  posición  ó 
por  sus  talentos,  han  rendido  el  debido  acatamiento 
á  las  prerogativas  del  patronato  ejercido  por  los 
poderes  políticos  de  la  nación.  Ya  que  no  nos  es 
posible  hacer  una  historia  completa  de  los  sucesos 
producidos  en  este  orden,  nos  limitaremos  á  recor- 
dar algunos  de  expresiva  é  indudable  significación. 

55— Con  fecha  21  de  Setiembre  de  1819,  el  con- 
greso nacional  expidió  una  resolución  declarando 
« que  entre  tanto  se  allanase  la  comunicación  con  la 
silla  apostólica^  despacharla  el  supremo  gobierno 
cartas  de  ruego  y  encargo  á  todos  los  diocesanos 
con  el  objeto  de  que  autorizasen  al  gobernador  del 
obispado  de  Buenos  Aires,  par  a  resol  ver  en  los  casos 
en  que  según  las  constituciones  de  cada  religión  se 
deba  recurrir  á  los  prelados  generales  de  quienes 
dependan,  con  la  calidad  de  que  la  delegación  no 
debia  extenderse  á  los  casos  en  que  sus  institutos 
hubiesen  provisto  de  remedio  y  que  por  aquella  no 
hablan  de  entenderse  derogados  sus  privilegios.» 
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Esta  resolución  fué  comunicada  por  el  ministro  res- 
pectivo á  los  obispos  de  la  República,  en  un  oficio 
circular  que  lleva  la  fecha  de  21  de  Enero  de  1820 

Se  trataba,  como  se  vé,  de  una  medida  trascenden- 
tal en  el  orden  de  la  jurisdicción  eclesiástica;  de  una 
de  las  funciones  del  patronato  que  mas  podia  afectar 
el  régimen  interior  de  la  Iglesia  y  que  mas  resis- 
tencias podia  provocar.  ¿Protestaron  acaso  los 
obispos?  ¿desconocieron  el  alcance  ó  la  fuerza  obli- 
gatoria de  esta  resolución  emanada  de  la  autoridad 
temporal  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ordinarias? 
Al  contrario,  los  prelados  de  las  diócesis  de  Salta 
y  de  Córdoba,  obedeciendo  á  sus  insinuaciones, — 
á  sus  mandatos  diremos  mejor,— delegaron  su  ju- 
risdicción en  el  gobernador  del  obispado  de  Buenos 
Aires,  el  cual,  á  su  vez,  asumió  y  ejerció  esas  fa- 
cultades extraordinarias,  cuyo  origen  emanó  de 
una  ley  meramente  «dvil. 

Para  que  no  quede  la  menor  duda  de  que  los 
obispos,  al  ceñir  sus  procedimientos  á  la  indicada 
resolución,  no  entendieron  conceder  una  gracia  ó 
acceder  á  una  súplica,  sino  cumplir  un  mandato, 
debemos  recordar  que  el  26  de  Setiembre  de  1821, 
el  se  ñor  doctor  Valentin  Gómez,  provisor  y  gober- 
nador del  obispado  de  Buenos  Aires,  se  dirigió  al 
gobierno  para  inquirir  si  aun  se  conservaba  en  todo 
su  vigor  la  expresada  resolución  del  congreso  ó  si  ha- 
blan variado  las  circunstancias  bajo  las  cuales  ella 
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inducía  novedad  en  esta  parte  de  la   administración 
eclesiástica. 

El  secretario  de  gobierno,  cuyas  funciones  desem- 
peñaba entonces  el  eminente  estadista,  señor  Bernar- 
dino  Eivadavia,  contestó  en  estos  términos:     «La 
cuestión  que  promueve  el  señor  provisor,  aparece 
prevenida  por  los  términos  mismos  de  la  resolución 
del  congreso,    de    21  de    Setiembre  del  año  19, 
pues  el   que  designó  el  ejercicio  de  las  facultades 
extraordinarias  con  que  dispuso  invistiese  al  go- 
bernador de  este  obispado,  no  fué  solo  entretanto 
se  allanaba  la  comunicación  con  la  silla   apostólica, 
sino  mientras  se  formaban  los  convenientes  concor- 
datos, lo  que  en  efecto  está  fundado  en  un  principio 
cuya  doctrina  y  práctica  es  recibida,  de  que   la 
comunicación  con  una  corte  ó  autoridad  cualquiera 
debe  entenderse  siempre  oñcial.    En  su  virtud  el 
gobierno  ha  declarado  que  continúe  el  caso  en  que 
se  ha  estado  desde  la  fecha  del  citado  acuerdo  del 
congreso.  > 

Cualesquiera  que  sean  las  observaciones  que  la 
anterior  resolución  pueda  sugerir,  es  indudable 
que  tanto  ella,  como  la  consulta  del  gobernador 
del  obispado  de  Buenos  Aires,  manifiestan  que  los 
funcionarios  mas  caracterizados  de  la  iglesia  ar- 
gentina se  sometieron  á  las  decisiones  del  congreso 
nacional,  reconociendo  implícitamente  su  facultad 
de  legislar  en  estas  materias-,  facultad  derivada,  á 
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SU  vez,  del  derecho  de  patronato  que,  desde  el  prin- 
cipio de  la  revolución,  se  consideró  anexo  á  la  so- 
beranía nacional. 

56. — En  la  época  de  la  dominación  de  Rosas  se 
dio  curso  en  la  provincia  de  San  Juan  á  algunos 
rescriptos  de  secularización,  uno  de  los  cuales  com- 
comprendía  al  provisor  y  vicario  general  de  la 
diócesis  de  Cuyo,  señor  Vicente  Atienso.  Con  este 
motivo,  el  cura  de  la  parroquia  de  Concepción  en 
dicha  provincia,  acusó  al  referido  provisor,  de  per- 
turbador  del  orden  público  y  atentador  contra  ¡a 
soberanía  é  indepeyídencia  de  la  República^  por  ha- 
ber solicitado  y  obtenido  el  cumplimiento  del  res- 
cripto, desligándose  de  los  votos  á  que  lo  sujetaba 
su  precedente  estado  de  regular  y  entrado  en  los 
goces  de  clérigo  exclaustrado  sm  el  previo  exequá- 
tur del  ^bierno.  ' 

Esta  denuncia  fué  debidamente  tramitada.  El 
fiscal  señor  Laliite  y  el  asesor  señor  García  in- 
formaron en  sentido  favorable  á  ella,  y  el  gobier- 
no expidió,  con  fecha  28  de  Junio  de  1849,  un 
decreto  cuyoart.  1°  dice:  «Los  boletos  de  seculari- 
zación para  que  tengan  fuerza  legal,  necesitan  el  exe- 
quátur del  gobierno  encargado  de  la  dirección  supre 
ma  de  los  asuntos  nacionales  de  la  Confederación  Ar- 
gentina». 

La  denuncia  que  dio  origen  al  precedente  decre- 
to manifesta  que  entre  los  miembros  del  clero  habia 


—  136  — 

quienes  no  solamente  reconocían  la  enunciada  pre- 
rogativa  del  gobierno  civil  sino  que  le  atribuían 
una  importancia  capital/ 

57.— No  menos  explícitos  han  sido  algunos  pre- 
lados al  prestar  sus  respectivos  juramentos,  antes 
de  encargarse  de  la  gobernación  de  sus  diócesis  y 
entrar  en  el  ejercicio  de  su  sagrado  ministerio.  Me- 
rece particular  mención  el  caso  del  doctor  Mariano 
Medi'ano,  obispo  in  partibtis  infidelíum  de  Aulon, 
primero,  y  obispo  diocesano  de  Buenos  Aires  des- 
pués. El  24  de  Marzo  de  1834  prestó,  en  pre- 
sencia del  señor  ministro  de  relaciones  exteriores, 
juramento  en  esta  forma.  <¿  Juráis — se  le  pre- 
guntó,— á  Diog  y  á  estos  santos  envangelios  ser 
fiel  á  la  nación,  reconociendo  su  soberanía  y  alto 
patronato;  que  lo  guardareis  en  todo  y  por  todo 
llanamente  y  sin  impedimento  alguno;  que  no  re- 
cibiréis ni  aceptareis  dignidad  alguna  que  no  os 
confiera  el  gobierno  de  la  nación,  ó  sin  su  expreso 
consentimiento-,  que  os  abstendréis  en  vuetras  co- 
municaciones con  la  santa  sede  de  cuanto  por  las 
leyes  está  prohibido;  que  cumpliréis  con  las  obli- 
gaciones que  ellas  os  imponen,  con  respecto  á  los 
despachos,  bulas  y  comisiones  que  recibiereis  de  la 
corte  romana  y  de  que  nada  jurareis  que  se  oponga 
á  este  juramento  de  fidelidad  que  prestáis  á  la  na- 
ción?» 

«Sí  juro,»  contestó  simple  y  llanamente  el  obispo 
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interrogado.  Pero  no  limitó  á  esto  sn  sumisión  al  pa- 
tronato y  á  las  leyes  que  sobre  el  particular  se  dic- 
taren. Acentuó  sus  declaraciones,  en  el  juramento 
especial  que  prestó  en  la  sala  capitular,  en  pre- 
sencia de  los  miembros  del  senado  del  clero.  Des- 
pués de  jurar  obediencia  á  las  leyes  de  la  Igle 
sía  y  á  los  mandatos  del  sumo  pontífice,  agregó: 
«Y  juro  y  prometo  guardar  todo  lo  sobre  dicho, 
sin  perjuicio  del  juramento  de  fidelidad  que  tengo 
hecho  á  la  nación,  y  en  cuanto  no  perjtidiqíte  á  los 
derechos  y  regalías  de  ella^  leyes  existentes  del  pais 
ó  que  en  adelante  se  hicieren^  disciplina  de  él,  legíti- 
mas costumbres,  ni  á  otros  cualesquiera  derechos 
adquiridos. » 

¿Puede  darse  algo  mas  claro,  mas  terminante, 
mas  preciso,  en  orden  al  reconocimiento  del  patro- 
nato nacional?  No  solamente  se  hace  dicho  recono- 
cimiento, sino  que  en  previsión  de  los  conflictos  que 
pudieran  originarse,  por  la  incompatibilidad  entre  las 
disposiciones  de  la  Iglesia  y  las  leyes  del  orden 
civil,  se  declara  que  aquellas  no  perjudicarán  á  es- 
tas, es  decir,  que  las  segundas  prevalecerán  sobre  las 
primeras  en  la  conciencia  del  obispo,  considerado 
este,  ya  como  ciudadano,  ya  como  funcionario. 

Hemos  dicho  que  este  caso  tiene  especial  im- 
portancia, y  asi  es  en  efecto.  El  doctor  Medrano, 
junto  con  las  bulas  quede  Roma  le  fueron  remi- 
tidas instituyéndolo  obispo  de  esta  diócesis,  recibió 
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una  especial  con  la  fórmula  del  juramento  que 
debia  prestar,  en  la  eual  se  contenia  esta  fra- 
se: ^A  nadie  manifestaré  el  consejo  que  me  co- 
municare (el  sumo  pontífice)  cuando  llegare  á  saber- 
lo, ya  sea  por  si,  por  nuncios  ó  letras,  que  haya  de 
resultar  en  su  perjuicio.  Seré  auxiliar  en  favor 
de  ellos  para  defender  el  pontificado  romano,  y  las 
regalías  de  San  Pedro  contra  todo  hombre.»  Con- 
silmm  vero,  quocl  mihi  credituri  sunt  per  se  aiit 
nmitios,  sive  litteras,  ad  eorum  damnum,  me  scien- 
te,  nemini  pandam. 

Ademas,  hubo  un  tiempo  en  que  el  señor  Medrano 
pretendió  desconocer  algunas  de  las  prerogativas 
del  patronato  nacional.  Tal  cosa  sucedió  cuando 
fué  nombrado  vicario  apostólico  de  esta  diócesis, 
primero,  por  el  señor  Juan  Muzi  delegado  de  su  san- 
tidad, y  obispo  de  Aulon  después.  No  solamente 
aceptó  dichos  cargos  y  se  hizo  consagrar  en  Rio  Ja- 
neiro, sin  previa  anuencia  ni  conocimiento  del  go- 
bierno, sino  que  á  posteriori  opuso  resistencia 
para  exhibir  algunos  de  los  documentos  relativos 
á  su  institución. 

Estos  antecedentes  comprueban  que  los  juramen- 
tos prestados  por  el  señor  Medrano,  no  fueron  resul- 
tado de  la  impremeditación,  de  la  sorpresa  ó  del  en- 
gaño. Fueron  el  fruto  de  maduras  deliberaciones,  é 
inspirados  por  el  convencimiento  que  se  adquiere 
después  del  estudio  y  de  un  debate  serio yconcienzudo. 
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En  todo  caso  le  quedaba  como  último  recurso,  si  no 
le  convenia  proceder  con  arreglo  á  los  preceptos 
de  la  ley  civil,  renunciar  el  cargo,  y  pedir  al  sumo 
pontífice  que  lo  desligara  del  vínculo  contraído,  como 
lo  hizo  en  el  Peni  el  muy  ilustrado  y  virtuoso  obis- 
po de  Puno,  doctor  Juan  Ambrosio  Huerta,  cuando 
creyó  que  las  imposiciones  del  poder  secular  ten- 
dían á  sojuzgar  su  conciencia  y  sus  deberes  de 
prelado  católico.  Si  el  doctor  Medrano  prefirió 
prestar  el  juramento  que  se  le  propuso  fué,  pues, 
por  que  habia  adquirido  el  convencimiento  de  que 
el  gobierno  de  la  República  ejercía  el  patronato 
nacional,  como  una  atjíbucion  legítima  de  su  auto- 
ridad. 

58. — La  fórmula  del  juramento  prestado  por 
los  obispos,  ante  la  autoridad  civil,  se  fué  modi- 
ficando á  medida  que  se  acentuaron  las  exigencias 
de  la  corte  pontificia,  en  sus  relaciones  con  los  so- 
beranos temporales. 

El  6  de  Agosto  de  1859  el  doctor  José  Vicente 
Ramires  de  A  rellano,  obispo  electo  de  Córdoba-,  y 
el  9  de  Agosto  del  mismo  año,  fray  Nicolás  Al- 
dazor,  obispo  electo  de  San  Juan  de  Cuyo,  presta- 
ron, ante  el  ministro  de  justicia  doctor  Pedro  L. 
Funes,  el  siguiente  juramento:  «Juro  por  Dios  nu- 
estro Señor  y  estos  santos  evangelios,  ser  fiel  á  la 
nación,  su  soberanía  y  alto  patronato-^  que  lo  guar- 
daré en  todo  y  por  todo  llanamente  sin  impedimen- 
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tü  alguno;  que  no  aceptaré  dignidad  alguna  sin  ex- 
preso consentimiento  del  gobierno  nacional-,  que 
guardaré  y  haré  guardar  la  Constitución  nacional  y 
que  en  ningún  caso  haré  promesa  ó  juramento  algu- 
no que  pueda  considerarse  opuesto  al  que  actualmen- 
te presto,  en  la  convicción  de  su  conformidad  con 
las  leyes  divinas  y  consultando  el  mejor  servicio  de 
la  santa  Iglesia.» 

Esta  fórmula  se  mantuvo  hasta  que,  después  de 
unificada  y  reorganizada  la  nación,  se  instituyó 
el  arzobispado  de  Buenos  Aires.  En  1864  el  señor 
Escalada  prestó  este  otro  juramento:  «Juro  por 
Dios  nuesto  Seftor  y  estos  santos  evangelios,  que 
en  el  ejercicio  del  obispado  seré  fiel  á  la  nación, 
reconociendo  su  soberanía  y  alto  patronato-,  que  lo 
guardaré  en  todo  y  por  todo  llanamente,  sin  impe- 
dimento alguno;  que  no  aceptaré  dignidad  alguna 
sin  expreso  consentimiento  del  gobierno  nacional, 
y  que  en  ningún  caso  haré  promesa  ó  juramento 
alguno  que  pueda  considerarse  opuesto  al  que  ac- 
tualmente presto  de  conformidad  á  la  misma  Consti- 
tución, quedando  salvas  las  leyes  de  Dios  y  de  la 
Iglesia.  Si  así  no  lo  hiciese  Dios  y  la  Patria  me 
lo  demanden.» 

5S.— Las  palabras  finales  de  las  dos  últimas  fór- 
mulas, abren  campo  á  los  obispos,  según  el  pare- 
cer de  los  partidarios  de  las  restricciones  mentales, 
para  excusar  y  aun  justificar  su  desobediencia  á  las 
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leyes  patrias,  cuando  las  crean  incompatibles  con 
los  deberes  de  su  conciencia  religiosa  y  de  prelados. 

Aunque  esta  teoría  hace  ineficaz  toda  fórmula 
de  juramento,  y  por  lo  tanto  es  muy  discutible,  nos 
limitaremos  por  el  momento  á  una  sencilla  observa- 
ción conducente  al  objeto  de  este  capítulo. 

Esas  restricciones  no  pueden  referirse  en  ningún 
caso  al  reconcimiento  mismo  del  patronato  nacional, 
sino  al  mayor  ó  menor  alcance  que  la  autoridad  civil 
quiera  dar  á  su  ingerencia  en  los  asuntos  disciplina- 
rios de  la  Iglesia.  Si  se  refiriese  á  lo  primero,  el 
juramento  no  tendila  razón  de  ser  en  lo  absoluto; 
seria  una  irrisoria  burla  á  los  poderes  del  Estado, 
hecha  con  las  apariencias  de  la  mayor  solemnidad 
é  invocando  para  ello  la  complicidad  de  Dios  y  de 
los  santos  evangelios. 

¿Y  podría  asegurar  alguien  que  los  respetables 
y  virtuosos  sacerdotes  que  han  ocupado  las  sillas 
episcopales  de  la  iglesia  argentina,  se  han  valido 
de  un  subterfugio  indecoroso  para  alcanzar  esos 
puestos  elevados?  Sin  duda  que  no  ha  sido  asi.  Las 
fórmulas  todas,  que  dejamos  trascritas,  ya  estén  re- 
dactadas en  términos  absolutos  ó  ya  en  términos 
condicionales,  implican  el  reconocimiento  del  patro- 
nato nacional. 

60. — Ademas  de  los  hechos  concretos  expuestos, 
hay  otros  que  manifiestan  que  el  clero  ha  aceptado 
y  se  ha  sometido  á  muchos  de  los  principios  regula- 
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dores  del  ejercicio  del  patronato  nacional.  Tales 
son,  entre  otros,  la  intervención  del  gobierno  en  el 
nombramiento  de  los  miembros  de  lo^  cabildos  ecle- 
siásticos y  de  los  curas,  la  organieacion  dada  al  se- 
nado del  clero,  los  informes  que  los  obispos  y  otras 
autoridades  eclesiásticas  pasan  constantemente  al 
gobierno,  en  cumplimiento  de  disposiciones  del  or- 
den civil,  y  otros  muchos  que  seria  largo  enumerar. 

Haremos  mención  especial  de  dos  sucesos  de  este 
carácter  recordados  por  el  señor  Zapata  en  sus  no- 
tables discursos  pronunciados  en  el  senado,  en  las 
sesiones  del  año  último. 

El  año  1877  se  trataba  de  honrar  la  memoria 
del  señor  llosas  por  medio  de  funerales,  en  una  de 
las  iglesias  de  esta  ciudad.  El  gobierno  del  señor 
Casares  expidió  entonces  un  decreto  cuyo  artículo 
pertinente  dice:  ^ProJdbense  en  su  consecuencia 
como  demostración  pública,  los  funerales  á  que  se 
ha  invitado  para  el  dia  Martes  en  el  templo  de  San 
Ignacio  > . 

En  1881  se  presentó  un  caso  semejante,  no  cier- 
tamente por  el  carácter  de  las  personas  cuya  memo- 
ria se  trataba  de  honrar,  sino  por  la  forma  reli- 
giosa de  la  demostración  que  se  trataba  de  llevar 
á  cabo.  El  partido  vencido  en  la  contienda  civil 
de  1880  habia  convocado  al  pueblo  á  concurrir  á 
los  funerales  que  en  la  iglesia  catedral  debian  cele- 
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brarse  en  honor  de  los  que  allí  perecieron  defen- 
diendo sus  convicciones  y  su  bandera. 

El  gobierno  prohibió,  como  en  el  caso  anterior, 
la  celebración  de  ese  acto  religioso.  El  ministro 
del  culto,  que  lo  era  entonces  el  doctor  M.  D.  Pi- 
zarro,  dirigió  con  tal  objeto  una  nota  muy  signifi- 
cativa al  ilmo.  señor  arzobizpo.  Entre  otras  cosas 
le  dijo:  «El  señor  presidente  de  la  nación,  resuelto 
á  mantener  la  paz  pública  y  á  borrar,  si  fuese  po- 
sible, hasta  el  recuerdo  de  esas  luchas,  ha  dispues- 
to por  lo  tanto  impedir  un  acto  que  bajo  él  velo  de 
una  ceremonia  religiosa^  encubre  un  desacato  con- 
tra el  gobierno  de  la  nación  y  sus  leyes.  ^ 

En  ambos  casos  se  trataba  de  ceremonias  pura- 
mente religiosas,  y  sin  embargo  se  cumplieron  las 
determinaciones  .del  poder  civil,  de  cuyas  propias 
facultades  jamás  dudó  este.  El  segundo  de  los  he- 
chos citados  tiene  una  especial  importancia  de  ac- 
tualidad, por  la  participación  directa  que  tomó  en 
la  medida  prohibitiva  el  doctor  Pizarro,  que  des- 
pués ha  sido  uno  de  los  mas  ardientes  defensores 
del  vicario  Clara. 

Seria  el  caso  de  preguntar  al  insigne  campeón 
del  ultramontanismo:  si  una  ceremonia  religiosa 
puede  prohibirse,  es  decir,  si  puede  suspenderse  el 
ejercicio  de  las  funciones  eclesiásticas  referentes 
á  dicha  ceremonia,  solo  por  que  ella  encubre  un 
desacato  contra  el  gobierno  ¿no  se  podrá  hacer  algo 
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parecido  cuando  el  desacato  es  maiiiflesto^  claro  y 
evidente;  cuando  se  lanza  una  pastoral,  no  con  el 
objeto  de  encubrir  una  ofensa  al  poder  civil,  sino 
con  el  de  agredirlo  francamente  y  sin  ambajes? 

Pero,  no  nos  adelantemos  á  una  cuestión  que  más 
adelante  hemos  de  tratar,  dejando  por  el  momento 
constancia  de  dos  hechos  que  si  no  se  quiere  que 
demuestren  la  existencia  del  patronato,  revelan, 
cuando  menos,  que  el  poder  civil,  por  necesidades 
de  orden  público  y  para  resguardar  su  propia  au- 
toridad de  los  ataques  osados  ó  encubiertos  dirigi- 
dos contra  él,  puede  intervenir  en  las  funciones 
referentes  al  culto  religioso. 

Puede  decirse,  pues,  que  el  clero  argentino,  en 
su  inmensa  mayoría,  figurando  en  este  grande  y 
numeroso  grupo  sus  miembros  mas  conspicuos,  ha 
reconocido  que  el  gobierno  de  la  Bepüblica  se  en- 
cuentra en  posesión  legítima  del  patronato  nacional, 
aunque  no  todos  le  hayan  atribuido  la  misma  am- 
plitud ni  el  mismo  origen;  aunque  no  todos  hayan 
seguido  en  la  materia  el  orden  lógico  y  natural  de 
las  ideas 
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61. — No  obstante  la  casi  uniformidad  de  parece- 
res en  lo  relativo  á  la  existencia  misma    del  pa- 

10 
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tronato  nacional,  no  han  faltado  en  estos  últimos 
tiempos  quienes,  inspiradas  por  un  excesivo  celo 
en  defensa  de  los  derechos  de  la  Iglesia,  han  pre- 
tendido negar  este  derecho. 

El  doctor  Gerónimo  E.  Clara,  ex-gobernador  déla 
diócesis  de  Córdoba,  se  hizo  eco  de  estas  avanzadas 
opiniones,  en  su  pastoral  de  25  de  Abril  de  1884. 
Es  indispensable,  por  lo  tanto,  para  combatir  tales 
ideas,  manifestar  las  causas  de  la  existencia  legal 
de  dicho  patronato,  bajo  el  régimen  de  la  República. 

La  primera  y  principal  de  estas  causas  se  encuen- 
tra en  las  declaraciones  expresas  y  solemnes  de  la 
Constitución  nacional.  Según  ella,  el  presidente 
de  la  nación  ejerce  los  derechos  del  patronato  na- 
cional, unas  veces  en  concurrencia  con  el  senado  y 
otias  con  la  suprema  corte  (1). 

Negar  la  existencia  del  patronato  equivale  á  des- 
conocer los  mas  claros  y  terminantes  preceptos 
de  la  ley  fundamental.  Con  el  criterio  que  para 
esto  se  empleara  se  podria  deducir  igualmente  la  no 
existencia  de  los  tres  poderes  políticos  y  cuantos  ab- 
surdos pudiera  concebir  la  fantasía  ó  el  capricho 
individual. 

Podrá  decirse  que  la  asamblea  nacional  creadora 
de  la  Constitución  vigente,  cometió  un  error  al  le- 
gislar en  esta  mateiia,  extralimitándose  en  el  ejer- 

l.  Artíoulo  86  inciaos  8y9  de  in  Cojiítituciou. 
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cicio  de  sus  poderes.  Aun  que  al  afirmar  esto  se 
incuiTiria  en  evidentes  inexactitudes,  dicha  afirma- 
ción cabia  en  las  esferas  del  debate,  porque  al 
menos  revelaría  el  propósito  de  procurar  la  reforma 
de  la  ley  tan  luego  como  la  oportunidad  se  pre- 
sentase. Pero  negar  que  una  ley  no  es  ley^  que 
en  hecho  legal,  definitivamente  consumado,  no 
existe,  es  negar  la  luz  del  dia,  es  protestar  contra 
la  evidencia. 

Veamos,  sin  embargo,  cuales  son  los  argumentos 
de  que  se  valen  los  que  niegan  al  poder  civil  el  de- 
recho de  patronato. 

62. — El  ex-vicario  seflor  Clara,  en  la  pastoral 
mencionada  anteriormente,  decia:  *  El  patro- 
nato no  es  un  derecho  inherente  á  la  soberania 
civil;  sino  una  gracia  otorgada  por  el  Papa  á  los 
soberanos.  El  buen  sentido  no  permite  sostener 
que  los  presidentes  de  las  repúblicas  de  América 
que  ni  son  reyes  de  España,  ni  sus  sucesores,  gocen 
del  derecho  de  patronato  á  estos  concedidos.  Por 
otra  parte,  respecto  de  los  gobiernos  de  los  paises 
hispano-americanos,  el  romano  pontífice  ha  declara- 
do repetidas  veces,  que  no  poseen  este  derecho,  á 
menos  que  lo  hayan  obtenido  por  un  concordato  ce- 
lebrado posteriormente á  su  independencia  de  la  me- 
trópoli » . 

Mas  adelante  agrega:     «La  Constitución  nacio- 
nal, como  se  ha  observado  acertadamente,  solo  con- 
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fiere  al  poder  ejecutivo  el  ejercicio  del  derecho  de 
patronato-,  y  esto  debe  entenderse  en  el  supuesto  de 
que  se  obtenga  legítimamente^  según  lo  requiere  la 
naturaleza  de  la  cosa.» 

De  las  frases  copiadas  se  deduce  que  en  concepto 
del  doctor  Clara:  V  El  gobierno  argentino  no  posee 
ni  puede  ejercer  legítimamente  el  patronato  sin 
el  consentimiento  expreso  de  la  santa  sede^  2^  Que 
el  patronato  ejercido  por  los  soberanos  de  España 
no  es  un  derecho  inherente  á  la  soberanía  civil, 
sino  una  gracia  otorgada  por  el  Papa;  3^  Que  el 
gobierno  de  la  República  no  lia  heredado  esa  pre- 
rogativa,  según  expresas  declaraciones  del  romano 
pontífice.  Analicemos;  estas  diversas  conclusiones. 

Ante  todo,  es  absolutamente  falso,  en  el  terreno 
legal,  que  el  gobierno  argentino  necesite  el  con- 
sentimiento del  Papa,  obtenido  por  medio  de  un 
concordato,  para  poseer  y  ejercer  legítimamente  el 
patronato  y  que  en  este  sentido  deban  interpietar- 
se  los  artículos  constitucionales  referentes  á  la 
materia.  No  aceptamos  esta  clase  de  hermenéutica. 

63. — La  cuestión  fué  precisamente  planteada  y 
resuelta  en  el  congreso  general  constituyente  de 
Santa-Fé,  cuando  se  discutieron  los  incisos  8  ^  v 
9  ®  del  artículo  83  de  la  Constitución  vigente.  El 
señor  Zenteno,  miembro  de  aquella  corporación, 
propuso  que  los  referidos  incisos  se  completaran  con 
esta  adición:  «previo  para  ello  un  concordato  con  la 
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santa  sede»,  pues  sin  esta  condición  creia  que  no 
podia  hacerse  uso  del  derecho  de  patronato.  La  adi- 
ción no  fué  consentida-,  las  observaciones  que  en  fa- 
vor de  ella  se  hicieron  fueron  desatendidas  y  los  re- 
feridos incisos  se  aprobai'on  en  la  forma  que  hoy  tie- 
nen. No  hubo,  pues,  ni  el  mas  remoto  intento  de 
someter  el  ejercicio  del  patronato  al  previo  consen- 
timiento de  la  santa  sede. 

64. — Esta  creencia  está  corroborada  por  la  in- 
terpretación que  á  las  disposiciones  recordadas  le 
dieron  los  dos  bandos  en  que  el  congreso  referido 
estaba  dividido.  Al  tiatarse  de  sí  el  presidente  de  ía 
República  debía  ser  necesariamente  un  ciudadano 
católico,  el  señor  Lavaysse,  haciéndose  eco  del  gru- 
po clerical,  dijo:  que  el  que  tenia  ¡os  derechos  de 
patronato  nacional^  conforme  á  los  incisos  8  ®  y 
9  "^  del  articulo  83,  no  podia  dejar  de  ser  católico. 

El  señor  Gutiérrez,  interpi-etando  á  su  vez  los  sen- 
timientos del  elemento  liberal,  añadió  que  las  obli- 
gaciones impuestas  al  ejecutivo  por  el  derecJw  de 
patronato  las  iba  á  ejercer  con  Ja  razón  y  no  con 
la  fé.  Todos  los  legisladores  tenian,  según  esto,  el 
convencimiento  de  que  una  vez  aprobados  los  cita- 
dos incisos  del  artículo  83  debian  éstos  producir  los 
efectos  de  una  ley,  á  cuya  acción  no  podía  ni  debia 
sustraerse  el  gobierno  nacional  ¿Se  le  ocurrió  á 
alguien  que  estarian  sujetos  al  veto  suspensivo  ó 
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resolutorio   del  romano  pontífice,  después  de  san- 
cionados? 

65. — Ademas,  la  misma  Constitución  dice:  «Cor- 
responde al  congreso  aprobaí'  ó  desechar  los  con- 
cordatos con  la  silla  apostólica,  y  arreglar  el  ejerci- 
cio del  patranato  en  toda  la  nación,*  (1) 

El  sentido  claro  de  esta  disposición,  así  como  la 
estructura  gramatical  que  se  le  ha  dado,  manifiestan 
que  el  congreso,  independientemente  de  los  con- 
cordatos que  puede  aprobar  ó  desechar,  esta  facul- 
tado para  reglamentar  el  ejercicio  del  patronato. 
Y  ciertamente,  no  se  le  habría  conferido  esta  atii- 
bucion,  si  los  legisladores  hubieran  procedido  bajo  el 
convencimiento  de  que  ellos  por  si  solos,  sin  la 
anuencia  de  la  cói'te  pontificia,  no  podian  dar  exis- 
tencia legal  al  patronato. 

66. — Por  otra  parte,  la  Constitución  nacional  y 
los  poderes  del  Estado  solo  pueden  considerar  al 
jefe  supremo  de  la  iglesia  católica,  en  sus  relacio- 
nes con  la  sociedad  civil,  bajo  estos  dos  puntos  de 
vista:  ó  como  soberano  espiritual  de  una  gran  comu- 

« 

nion  religiosa,  ó  como  soberano  temporal  de    un 
Estado,  que  hoy  es  meramente  ficticio. 

67.— Considerado  bajo  el  primer  aspecto,  su  auto- 
ridad no  está  ni  puede  estar  mas  arriba  de  la  del 
gobierno  civil-,  no  puede  entravar  ni  entorpecer  el 

(1.)  Articulo  G7  inoiso  19  de  la  Coiifitítucion. 
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cumplimiento  de  las  leyes  del  pais.  Es  simplemente 
el  jefe  de  una  institución  respetable  que  vive  al  am- 
paro'de  las  leyes  argentinas,  la  cual  recibe  especia- 
les favores  de  los  poderes  nacionales  y  goza  de 
muy  marcadas  prerogativas.  Suponer  que  es  in- 
dispensable el  consentimiento  de  este  soberano  para 
que  una  ley  argentina  tenga  su  debida  aplicación, 
seria  suponer  que  la  parte  puede  comprender  al 
todo  y  que  la  autoridad  aceptada  por  una  porción 
mas  ó  menos  numerosa  del  pais  era  superior  á  la 
autoridad  del  pais  entero,  que  delegó  sus  po" 
deres  en  los  legisladores  de  1853  y  1860,  los  cua- 
les dieron  vida  á  la  Constitución  nacional  vigente. 

Si  se  admitiera  que  una  institución  compuesta 
de  personas  que  no  pueden  desligarse  del  vínculo 
de  la  obediencia  debida  á  las  autoridades  constitui- 
das, mientras  formen  parte  de  la  comunidad  social; 
— si  se  admitiera  decimos,  que  estaba  autoriza- 
da para  desobedecer  las  leyes  nacionales,  el  orden 
seria  imposible,  la  sociedad  política  no  tendría  ra- 
zón de  ser,  el  principio  de  autoridad  se  convertiría 
en  una  farsa. 

Hagámosla  hipótesis  de  un  Estado  cuyos  po- 
deres fnesen  tan  débiles  ó  complacientes  que  se 
sometiesen  humildemente  á  las  sugestiones  de  la 
corte  pontificia;  que  se  convirtiesen  en  ciegos  ins- 
trumentos de  sus  designios;  que  implantasen,  bajo 
las  simples  aparíencias  de  un  gobierno  civil,  un  ré- 
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gimen  enteramente  teocrático-,  en  una  palabra,  que 
fuese  la  Iglesia  y  solo  la  Iglesia,  la  que  en  realidad 
gobernase  en  su  territorio:  supongamos   todo  esto. 

Ahora  bien-,  argumentando  como  los  escrupulosos 
é  intransigentes  íiele?  de  la  corte  romana,  podian 
decir  los  miembros  de  otras  comuniones  religiosas 
ó  los  representantes  de  las  distintas  instituciones 
industriales,  científicas,  agrícolas,  financieras,  etc.: 
los  mandatos  que  dictáis  son  contrarios  á  las  dispo- 
siciones de  nuestros  respectivos  soberanos,  en  el 
orden  moral  6  intelectual-,  nuestra  conciencia  los 
rechaza:  no  podemos  ni  debemos  someternos  á  ellos, 
mientras  no  obtengáis  el  consentimionto  de  nues- 
tras respectivas  autoridades. 

¿Que  contestarla  el  Estado  teocrático  á  los  subdi- 
tos que  se  sublevasen,  levantando  la  bandera  de  sus 
mismos  argumentos? 

¿Que  recurso  empleai'ia  para  reducirlos  á  la  obe- 
diencia? ¿La  excomunión?  Ha  perdido  el  valor 
moral  que  tuvo  en  tiempo  de  las  cruzadas  y,  ade 
más,  se  trata  de  individuos  que  por  pertenecer  á  dis- 
tintas sectas  religiosas,  están,  por  su  propia  volun- 
tad, fuera  de  la  comunión  católica. 

Sí  la  Iglesia  les  dijera:— mi  misión  es  divina,  po- 
drían contestarle— también  lo  es  la  mia.  Sireplicase: 
— mi  autoridad  es  infalible,  escucharía  esta  respues- 
ta: —no  lo  creo.  Y  en  medio  de  esa  anarquía  de  opi- 
niones, de  pareceres  y  de  decisiones  ¿como  se  man- 
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tendría  el  orden,  como  se  haría  imperar  el  principio 
de  autoridad? 

Solo  hay  un  medio.  Dejar  que  el  Estado  llene  su 
misión  de  conservar  el  orden  y  garantir  el  derecho, 
dictando  las  leyes  conducentes  á  ese  objeto;  y  que  las 
demás  instituciones,  sin  dejar  de  procurar  que  las 
leyes  dictadas  sean  la  expresión  mas  acabada  de  los 
principios  de  la  moral  y  de  la  justicia,  no  pretendan 
sobreponei'se  al  Estado  y  á  sus  leyes  y  subordinar 
uno  y  otias  á  sus  miras  6  intereses  peculiares,  ha- 
ciendo difícil  ó  imposible  el  estado  social  del  hombre. 

A  la  Iglesia,  al  prestigio  de  su  doctrina,  á  la 
influencia  moral  de  su  autoridad,  no  le  conviene 
tampoco  tener  esa  ingerencia  (técisiva  que  á  veces 
pretende^  en  las  cuestiones  del  dominio  temporal. 

Cuando  esto  sucede,  los  ministros  del  culto  católi- 
co tienen  todas  las  apariencias  de  estar  afiliados  á 
un  partido  político  y  se  exponen  á  incurrir  en  vio- 
lencias de  lenguaje,  á  ser  víctimas  de  ellas,  á  que  el 
carácter  augusto  de  su  misión  quede  envuelto  en  el 
torbellino  de  las  pasiones  políticas  y  aminorada  la 
importancia  del  sacerdocio  que  ejercen.  Nada  ins- 
piramas  respeto  en  los  que  desempeñan  un  apostolado 
cualquiera,  como  la  circunspección  en  la  manera 
de  proceder  y  el  alejamiento  del  teatro  en  que  se 
producen  violentos  choques  entre  los  partidos. 

68.  Ahora,  si  reconocemos  en  el  sumo  pontífice 
el  carácter  de  soberano  temporal  que  aun  se  le  atri- 
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buye  para  los  efectos  de  la  representación  diplo- 
mátííia,  tampoco  puede  su  autoridad  suspender,  ni 
menos  anular,  los  efectos  de  una  ley  argentina:  eso 
seria  abiertamente  opuesto  á  los  mas  rudimentarios 
principios  del  derecho  público. 

Según  ellos,  cada  nación  es  dueña  de  sus  pro- 
pios actos  y  tiene  poder  exclusivo  para  organizar 
sus  instituciones  de  la  manera  mas  conveniente 
á  la  realización  de  sus  altos  destinos.  Para  esto  no 
depende  de  poder  extraño  alguno;  no  está  sujeta  á 
las  influencias  ni  á  las  sugestiones  de  otras  entida- 
des. Verdad  es  que  los  poderes  políticos  en  quienes 
se  delega  el  ejercicio  de  la  soberanía,  deben  inspi- 
rarse en  los  consejos  y  advertencias  de  la  opinión 
pública;  deben  reflejar  en  sus  leyes,  los  sentimientos 
que  forman  la  conciencia  nacional;  pero  también  es 
indudable  que  si  no  lo  hacen,  solo  son  responsables 
ante  el  pais  y  no  ante  poder  alguno  extraño. 

En  una  palabra,  admitir  que  el  romano  pontí- 
fice pueda  vetar  las  leyes  argentinas,  es  darle,  en 
la  01  ganizacion  de  la  Repiíblica,  en  su  rtígimen  in- 
terno, en  las  funciones  mas  esenciales  á  la  vida 
política  del  pais,  una  intervención  que  los  pueblos 
no  le  han  concedido;  es  destruir  la  soberanía  nacio- 
nal: es  someter  el  pais  á  perpetua  esclavitud:  es  re- 
ducirlo al  estado  de  una  colonia  del  Vaticano. 

Es  indispensable  admitir  que  las  leyes  argentinas, 
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para  ser  obligatorias,  no  necesitan  de  consentimiento 
alguno  extraño,  á  no  ser  que  ellas  mismas  lo  declaren 
expresamente;,  es  decir,  á  no  ser  que  la  nación  por 
medio  de  sus  legítimos  representantes  asi  lo  manifies- 
te, lo  cual  no  sucede  en  el  presente  caso,  como  ante- 
riormente lo  hemos  demostrado. 

El  gobierno  está,  pues,  en  posesión  legítima  del 
patronato. 

69. — También  dijo  el  señor  Clara  que  el  patronato 
era  una  simple  gracia  otorgada  por  el  Papa.  Es- 
ta aseveración  entraña  el  mas  profundo  error.  ].^e- 
ca  contra  la  historia,  contra  la  jurisprudencia  de 
las  naciones,  contra  los  principios  de  la  ciencia  ju- 
rídica y  aun  contra  las  reglas  del  derecho  canónico. 

Peca  contra  la  historia  en  primer  lugar.  Efec- 
tivamente, la  historia  enseña  que  el  origen  del 
patronato  ejercido  por  los  reyes  de  España  se  pierde 
en  la  oscuridad  da  los  tiempos  mas  remotos.  Al- 
gunos jurisconsultos  fijan  la  época  de  su  aparición  en 
el  año  685  y  lo  consideran  como  fruto  de  las  deci- 
siones del  concilio  toledano  XII.  Pero  el  mismo 
concilio,  según  el  canon  6j  dejó  constancia  de  que, 
desde  mucho  tiempo  antes  de  su  reunión,  los  reyes 
hablan  acostumbrado  designar  los  obispos  y  rectores 
de  las  iglesias,  á  cuyo  derecho  se  llamaba  enton- 
ces dominio  y  señorío  real  sobre  las  iglesias. 

Lo  que  sucedió  en  España  pasó  igualmente  en- 
América.  Como  oportunamente  lo  recuerda  el  doc- 
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tor  Velez  Sarsfield  en  su  obra  de  Derecho  Público 
Eclesiástico,  desde  15041a  reina  Isabel  ejerciólas 
funciones  de  patrono  de  las  iglesias  fundadas  en  las 
indias  acabadas  de  conquistar,  pidiendo  al  Papa  la 
creación  de  dos  catedrales  y  una  metropolitana  en 
la  isla  de  Santo  Domingo.  Sin  embargo,  la  pri- 
mera declaración  pontificia  sobre  el  pati'onato  de  las 
iglesias  erigidas  en  el  nuevo  mundo  solo  data  de  la 
bula  de  28  de  Julio  de  150B. 

Algunos  hacen  derivar  el  origen  de  este  partrona- 
to  regio,  de  la  bula  expedida  por  el  papa  Alejandro 
VI  en  1493.  Pero  dicha  bula  tuvo  por  objeto  prin- 
cipal otorgar  á  los  soberanos  de  Espafía  un  titulo  de 

las  tierras  descubiertas  que  estos  les  pidieron,  y  en- 

< 

cargarles  que  encomendaran  á  personas  íntegras  é 
ilustradas  el  cuidado  de  catequizar  á  los  indios  y  de 
propagar  la  religión  católica.  La  prueba  de  que 
por  medio  de  esta  bula  no  entendió  el  soberano  ponti- 
flce  encargar  á  los  reyes  de  España  sino  de  una  mi- 
sión accidental  aunque  amplia,  es  que  cuando  la  rei- 
na Isabel  hizo  la  petición  de  que  antes  hemos  habla- 
do, en  la  bula  de  concesión  no  se  mencionó  aquella 
ni  se  reconoció  el  derecho  de  patronato-,  y  esto  suce- 
dia  en  1504,  es  decir  11  años  después  de  la  bula 
del  Papa  Alejandro  VI. 

En  muchas  leyes  de  indias,  que  por  el  momen- 
to tomaremos  como  meras  fuentes  históricas,  se  re- 
conocía esta  antigüedad  del  patronato,    negándose 
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que  su  único  titulo  ó  fundamento  consistiera  enla- 
concesiones  pontificias.  La  primera  ley  del  titulo 
6o  libro  1^  dice:  «por  cuanto  el  derecho  de  patro- 
nato eclesiástico,  nos  pertenece  en  todo  el  Jístado 
de  las  indias,  asi  por  haberse  descubierto  y  adquiri- 
do aquel  nuevo  mundo^  edificado  y  dotado  en,  él  las 
iglesias  y  monasterios  á  nuestras  costas^  como  por 
habérsenos  concedido  por  bulas  de  los  sumos  pontí- 
fices.» 

La  ley  3  del  mismo  título  y  libro,  manifiesta  que 
los  reyes  proveían  por  costumbre  las  iglesias  y  pa- 
ra fortalecer  este  derecho  los  sumos  pontífices  la 
toleraron  desde  tiempo  inmemorial. 

La  misma  santa  sede  ha  reconocido  que  el  pa- 
tronato de  los  reyes  de  España  no  reposaba  exclu- 
sivamente en  concesiones  graciosas  de  los  pontífices. 
En  el  concordato  celebrado  en  1753,  refiriéndose 
á  aquel,  se  dice:  «hallándose  apoyado  su  derecho  en 
bulas,  y  privilegios  apostólicos  y  en  otros  titidos  y 
derechos  alegados  por  ellos* 

70. — El  doctor  José  Maria  Terreros,  miembro 
del  senado  del  clero  en  otra  ¿poca,  á  cuyas  opi- 
niones hemos  hecho  referencia,  decia  en  1834,  des- 
pués de  argumentar  con  criterio  sereno  en  el  sen- 
tido de  las  ideas  que  defendemos:  «es  pues  fuera 
(le  toda  duda,  que  el  patronato  no  tuvo  su  origen 
en  las  gracias  y  dones  de  la  santa  sede:  sus  fun- 
damentos son  la  justicia,  el  orden,  la  conveniencia, 
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la  necesidad,  y  sobre  todo  la  soberanía  de  que  los 
gobiernos  son  investidos  por  los  pueblos.  >  Iguales 
opiniones  desarrolló  con  mayor  extensión,  el  doctor 
Valentín  Gómez. 

El  doctor  Gregorio  Funes  opi^jió  en  el  mismo  sen- 
tido cuando  el  año  1810  fué  consultado  por  la 
junta  gubernativa  de  entonces.  «Nada  es  mas 
bien  averiguado,  dijo,  en  los  principios  de  las  cien- 
cias canónicas  como  que  el  derecho  de  patronato 
trae  su  origen  del  reconocimiento  de  la  Iglesia, 
por  el  que  se  propuso  recompensar  la  liberalidad  de 
los  fundadores,  benefactores  y  promovedores  de  la 
religión  y  su  culto.  Por  estos  mismos  títulos  es 
verdad  que  adquirieron  los  reyes  de  España  esta 
distinguida  prerogativa  que  para  mayor  firmeza  y 
validez  cow/írwaron  por  sus  bulas  los  papas  Alejandro 
VI  y  Julio  II. »  Dedúcese  de  estas  palabras  que,  en 
concepto  del  referido  deán,  ademas  del  consen- 
timiento de  la  Iglesia  hay  otros  títulos  en  que  re- 
posa la  existencia  del  patronato,  y  que  las  pri' 
meras  bulas  pontificias  referentes  á  la  materia, 
en  vez  de  concederlo,  la'conñrmaron.  La  confir- 
mación presupone  la  existencia  del  hecho,  del  dere- 
cho ó  del  privilegio;  por  consiguiente,  el  patronato 
no  tuvo  su  origen  primitívo  ó  su  primera  razón  de 
ser  en  las  concesiones  graciosas  á  que  hizo  refe- 
rencia el  doctor  Clara. 

71.— En  la  memoria  ó  informe  que  en  1816  pre- 
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sentó  el  virey  del  Perú  señor  José  Abascal  y  Souza 
lí  su  sucesor,  señor  Joaquín  de  la  Pezuela,  hablan- 
do de  los  asuntos  eclesiásticos  decía  entre  otras 
cosas:  «El  patronato  atribuido  á  nuestros  monar- 
cas en  América  de  un  modo  tan  amplio  y  sin  ejem- 
plar entre  los  demás  soberanos  que  lo  gozan,  se 
halla  fundado  ademas  en  el  exfraofdinario  mérito 
de  su  descubrimiento  y  reducción  al  católico  culto  de 
tantas  y  de  tan  numerosas  naciones  que  la  pueblan.* 

72. — El  mismo  parecer  emitieron  en  diversas 
ocasiones  el  señor  Abreu  del  concejo  y  cámara 
de  indias,  Solorzano  y  Van  Espen,  cuya  opiniones 
creemos  innecesario  reproducir-,  por  que  se  encuen- 
tran en  casi  todos  los  libros  que  tratan  esta  ma- 
teria. 

73. — Esta  manera  de  considerar  el  patronato 
en  toda  época,  no  pertenece  al  dominio  exclusivo 
de  la  historia  de  España  y  de  América;  es  del  do- 
minio de  todos  los  países  que  el  cristianismo 
llegó  á  abarcar  en  los  periodos  de  su  mayor  ex- 
plendor. 

En  los  primitivos  tiempos  de  la  era  cristiana  la 
elección  de  los  obispos  se  hacia  por  el  clero  en 
unión  del  pueblo,  y  esta  pi'áctica  rigió  por  mu- 
cho tiempo,  tanto  en  la  iglesia  griega  como  en  la 
latina.  No  tenia  esta  intervención,  prerogativa  ó 
derecho  del  pueblo,  el  nombre  de  patronato  que 
hoy  le  damos:  pero  la  cosa  era  la  misma.     Como 
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oportunamente  lo  recuerda  Van  Espen,  puede 
aplicarse  á  este  caso  aquellas  frases  de  San  Agus- 
tín: «Aun  que  la  parroquia  y  los  monasterios  sean 
llamados  con  nuevos  nombres,  las  cosas  sin  embar- 
go existian  antes  de  sus  nombres. » 

Esta  disciplina  existió  en  la  iglesia  latina  hasta 
el  siglo  once .  Posteriormente  los  prelados  fueron 
elegidos  por  los  capítulos,  y  algún  tiempo  después 
fué  que  los  pontífices  comenzaron  á  reclamar  en 
estas  funciones  la  intervención  directa  y  exclusiva 
que  hoy  pretenden,  como  resultado  de  un  derecho 
propio. 

En  el  siglo  V,  según  el  canónigo  magistral  Sr. 
Félix  Amat,  ya  solo*  asistían  los  magistrados  ó  no- 
bles para  dar  el  consentimiento  en  nombre  del 
pueblo,  en  la  elección  de  los  obispos.  En  muchos 
casos  los  soberanos  de  los  paises  católicos  ,  es 
decir  los  principes,  eran  los  que,  en  representación 
del  pueblo,  designaban  las  personas  que  debian  re- 
cibir la  investidura  episcopal. 

La  exclusiva  ó  principal  ingerencia  délos  pontífi- 
ces en  esta  materia  íué,  por  lo  tanto,  posterior  al 
derecho  que  reclamaron  y  ejercieron  los  gobiernos 
temporales. 

74.  —Algunos  decretos  de  los  papas,  especial- 
mente los  de  Clemente  V,  Benedicto  XI  y  Juan 
XXII,  fueron  resistidos  por  los  expresados  sobe- 
ranos, sobre  todo  por  los  de  Francia. 
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Cuando  Clemente  V,  ensanchando  la  esfera  de 
acción  de  su  autoridad,  declaró  que  todos  los  bene- 
ficios eclesiásticos  estaban  á  disposición  del  Papa, 
la  Francia  contestó  por  medio  de  una  pragmática 
reproducida  en  las  cuatro  famosas  proposicio- 
nes formuladas  por  Bossuet  en  1682,  que  constitu- 
yen las  libertades  de  la  iglesia  galicana.  En  ellas 
se  afirma:  «Que  los  reyes  y  los  soberanos  no 
están  sometidos  á  poder  alguno  eclesiástico  por 
mandato  de  Dios,  en  las  cosas  temporales-,  que  no 
pueden  ser  depuestos  directa  ni  indirectamente  por 
la  autoridad  de  los  jefes  de  la  Iglesia;  qm  sus 
subditos  no  pueden  ser  dispensados  de  la  sumisión 
y  de  la  obediencia  que  les  deben^  ó  eximidos  de 
prestarles  juramento  de  fidelidad,  y  que  esta  doc- 
trina, necesaria  para  la  tranquilidad  pública,  {qual- 
mente  ventajosa  para  la  Iglesia  y  el  Estado^  debe 
seguirse  ínvariablemte,  como  conforme  á  la  palabra 
de  Dios,  á  la  tradición  de  los  santos  padres  y  á 
los  ejemplos  de  los  santos-,  que  es  necesario  arreglar 
el  ejercicio  del  poder  apostólico  según  los  cañones 
hechos  por  la  Iglesia  de  Dios,  y  consagrados  por 
el  respeto  general  de  todo  el  mundo;  que  las  reglas, 
las  costumbres  y  las  instituciones  recibidas  en  la 
iglesia  galicana  deben  tener  fuerza  y  viitud,  y  los 
usos  de  nuestros  padres  deben  conservarse  intactos; 
que  á  la  misma  grandeza  de  la  santa  sede  apostó- 
lica le  conviene  que  las  leyes  y  usos   establecidos 
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y  consentidos  por  dicha  respetable  sede  y  las  igle- 
sias, subsistan  invariablemente.  > 

75. — Debemos  observar  que  la  fuerza  obligatoria 
de  estas  declaraciones  fué  implícitamente  reconocida 
por  el  concordato  celebrado  entre  la  Francia  y  la 
cdrte  pontificia.  La  ley  orgánica  del  18  germinal 
año  X,  expedida  para  poner  en  ejecución  el  referido 
concordato,  ordenó  que  todos  aquellos  ciudadanos 
que  fuesen  designados  para  la  enseflanza  en  los  se- 
minarios, debian  suscribir  la  declaración  que  deja- 
mos trascrita,  y  enseñar  la  doctrina  contenida  en  ella 

76.— Análogos  derechos  reclamaron  en  tiempo 
de  Pío  VII  los  príncipes  protestantes  de  Wur- 
temberg,  Bade,  Hesse  electoral,  Gran  Condado 
de  Hesse,  y  Ducado  de  Nassau.  En  la  Holanda,  no 
solamente  reclamaron  y  ejercieron  atribuciones  de 
igual  naturaleza,  los  cabildos  eclesiásticos,  en  repre- 
sentación del  pueblo,  sino  que  los  obispos  electos  se 
consideraron  como  tales  sin  la  confirmación  de  su 
santidad,  lo  cual  dio  origen  á  serios  conflictos  que 
no  es  del  caso  detallar. 

¿A.  que  citar  mayor  número  de  hechos,  cuando  la 
historia  de  las  relaciones  de  la  Iglesia  con  los  sobe- 
ranos temporales  es  la  historia  de  una  lucha  perma- 
nente é  incansable  entre  el  poder  absorvente  é  in- 
saciable de  los  romanos  pontífices  y  el  poder  de  los 
gobiernos  civiles? 

Basta  lo  expuesto  para  demostrar  que  el  pabonato 
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no  tiene,  ante  la  historia,  el  carácter  de  una  con- 
cesión graciosa  de  los  pontífices.  Las  concesiones 
de  esta  clase,  han  confirmado  un  hecho  preexistente; 
han  consolidado,  si  se  quiere,  en  determinados  ca- 
sos, una  situación  ya  formada-,  pero  no  la  han  creado, 
no  han  sido  su  causa  eficiente. 

77. — Hemos  dicho  también  que  la  doctrina  del 
señor  Clara  es  contraria  á  la  jurisprudencia  de  las 
naciones,  lo  cual  ha  sido  de  antemano  demostrado  en 
el  capítulo  segundo  de  esta  obra.  Hemos  visto  allí 
que  las  naciones  mas  civilizadas  de  Europa  y  de 
América,  cualquiera  que  sea  su  forma  de  gobierno 
y  el  régimen  especial  de  su  iglesias,  todas  se  han 
reservado  una  intervención  mas  ó  menos  árapíia, 
pero  siempre  directa  y  eficaz,  en  la  organización  de 
dichas  iglesias,  así  como  en  las  funciones  del  culto 
público,  sin  solicitar  el  previo  consentimiento 
de  la  sede  apostólica 

78.—  La  misma  doctrina,  hemos  afirmado,  es  con- 
tralla á  los  principios  de  la  ciencia  jurídica-,  porque 
tiende  á  constituir  sobre  el  poder  soberano  délos 
pueblos  un  tribunal  mas  elevado  encargado  de  revi- 
sar, confirmar  ó  anular  sus  actos,  lo  cual  destruye  en 
su*A  fundamentos  el  carácter  esencial  de  las  socieda- 
des políticas,  muy  especialmente  el  de  las  que,  como 
la  República  Argentina,  han  aceptado  en  su  ma- 
yor amplitud  el  principio  dogmático  de  la  soberanía 
del  pueblo. 
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Un  Estado  que  no  se  gobierna  á  si  mismo,  no 
es  Estado,  es  decir,  no  está  en  posesión  de  todos 
L)a  atributos  inherentes  á  su  personalidad.  Es,  por 
lo  tanto,  un  absurdo  jurídico  suponer  que  hay  un 
Estado  soberano  que  no  se  gobierna,  sino  que  está 
sujeto  á  los  impulsos  que  le  imprime  una  autoridad 
extraña.  Este  absurdo  es  el  que  pretenden  realizar 
los  que  proclaman  que  las  leyes  dictadas  para  ar- 
monizar el  ejercicio  del  culto  católico  con  las  necesi- 
dades del  orden  público  no  pueden  producir  sus 
efectos  mientras  no  sean  consentidas  por  el  supremo 
mandatario  de  la  Iglesia. 

79. — Hemos  dicho,  por  último,  que  las  asevera- 
ciones del  ex-vicarío  señor  Clara  tampoco  se  ar- 
monizan con  los  principios  especiales  del  dei*echo 
canónico. 

Según  estos  principios,  según  las  leyes  eclesiás- 
ticas, el  patronato  se  adquiere  por  edificación 
y  dotación.  Por  otra  parte,  á  nadie  se  le  ha 
ocurrido  poner  en  duda  que  los  soberanos  españoles 
fundaron  y  dotaron  con  cuantiosas  rentas,  nume- 
rosas iglesias  y  monasterios  en  América-,  realizaron 
el  prodigioso  portento  de  convertir  á  la  doctrina  del 
evangelio  un  inmenso  número  de  infieles  y  de  en- 
sanchar, de  una  manera  asombrosa,  los  dominios  es- 
píiítuales  del  Papa.  Su  celo  á  este  respecto  fué  tan 
grande,  el  resultado  de  sus  esfuerzos  tan  vasto  y  sus 
servicios  á  la  Iglesia  tan  inmensos  que  el  Papa  Ale- 
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jandro  VI  no  vaciló  en  delegar,  en  cierto  modo,  sus 
facultades  en  los  reyes  de  España,  que  desde  enton- 
ces se  creyeron  vicarios  apostólicos. 

Si  hay,  pues,  algún  caso  en  que  la  fundación  y 
dotación  de  las  iglesias  puede  servir  de  base  á  la 
adquisición  legítima  del  patronato,  ninguno  ha  te- 
nido ni  puede  tener  mas  fuerza  que  el  referente  á  los 
conquistadores  de  América  y  á  sus  legítimos  suceso- 
res en  los  derechos  por  ellos  adquiridos. 

80. — También  ha  dicho  el  ex-vicario  de  la  dió- 
cesis de  Córdoba  que  el  gobierno  de  la  República  no 
ha  podido  heredar  el  patronato  ejercido  en  América 
por  los  reyes  de  España.  En  esta  parte  sus  aseve- 
raciones carecen  igualmente  de  fundamento,  como  lo 
vamos  á  demostrar. 

El  patronato,  como  se  ha  visto  anteriormente,  ja- 
mas fué  considerado  como  mera  concesión  pontificia, 
aunque  se  admitía  que  esta  habia  confirmado  y  ro- 
bustecido los  títulos  en  que  primitivamente  se  fundó. 
Debemos  agregar  ahora  que  la  adquisición  de  ese 
derecho  no  afectaba  la  personalidad  del  príncipe  que 
lo  ejercía,  sino  la  soberanía  que  este  represantaba. 
No  se  consideró  inherente  á  la  persona  del  manda- 
tario sino  á  la  autoridad  ejercida  por  él.  Por  eso  el 
rey  Alfonso  el  Sabio,  en  la  ley  34,  título  18,  partida 
3.  definiendo  las  regalías  dice:  «Son  cosas  que  están 
ayuntadas  siempre  al  señorío  del  reino»;  es  decir 
á  la  soberanía  y  no  al  rey. 
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81.— La  cédula  de  V  de  Julio  del  año  1574 
dice:  «Y  mandamos  que  el  derecho  de  dicho  pa- 
tronato tínico  é  insolidun  de  las  indias  siempre 
sea  reservado  á  nos  y  á  nuestra  Corona  Iteal*  La 
misma  cédula  manda  «que  ni  por  gracia  ni  por 
merced  ni  por  testamento  ni  por  otra  disposición 
alguna  que  nos  y  los  reyes  nuestros  sucesores  hi- 
ciéremos, no  seamos  visto  conceder  derecho  de  pa- 
tronato á  persona  alguna,  ni  á  Iglesia,  ni  á  mo- 
nasterios. > 

Los  términos  de  esta  ley  manifestan,  sin  necesi- 
dad de  comentarios,  que  el  patronato  era  ejercido 
por  los  soberanos  españoles,  no  como  una  prerogati- 
va  especial  deselles,  sino  como  un  derecho  de  la  na- 
ción que  representaban.  Asi  lo  entendieron  Solór- 
zano  y  otros  comentadores  de  las  leyes  de  indias. 

82. — Xi  podia  ser  de  otro  modo,  desde  que  los 
expresados  soberanos  fundaban  principalmente  la 
adquisición  de  la  mencionada  regalía  en  los  cuantio- 
sos servicios  que  prestaron  á  la  Iglesia  y  en  las 
ingentes  sumas  que  invirtieron  en  fundar  y  dotar 
templos  y  monasterios.  Ahora  bien;  esos  dineros 
que  gastaron  en  piadosas  obras,  no  fueron  de  su 
peculio,  sino  que  formaban  parte  de  las  rentas  na- 
cionales, y  eran  especialmente  sacados  de  los  in- 
mensos tesoros  que  los  conquistadores  encontraron 
en  las  vírgenes  regiones  de  las  Indias.  Por  consí- 
gnente, quienes  fundaron  y  dotaron   las  iglesias 
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fueron  los  reyes,  no  por  su  cuenta  y  bajo  su  responsa 
bilidad,  sino  por  cuenta  y  bajo  la  responsabidad  de 
los  países  que  gobernaban.  Tampoco,  por  lo  tanto, 
adquirieron  para  sí  la  prerogativa  del  patronato, 
sino  que  la  adquirieron  para  dichos  paises  cuya  so- 
beranía estaba  representada  por  ellos. 

Ahora  bien,  estos  paises  y  su  soberanía  no  han 
desaparecido  con  el  hecho  de  la  independencia^  al 
contrario,  se  ha  completado  con  ella  su  persona- 
lidad-, se  han  puesto  en  aptitud  de  ejercer  por 
si  mismos  las  funciones  de  la  vida  nacional,  sacu- 
diendo la  tutela  que  restringía  su  libertad  de  ac- 
ción. Y  como  sucede  en  el  orden  de  la  vida  civil, 
al  desaparecer  la  tutoría  ó  la  patria  potestad, 
reasumieron  los  bienes  que  á  su  nombre  y  por  su 
cuenta  administraron  los  tutores.  Uno  de  esos 
bienes,  en  el  caso  actual,  fué  el  patronato.  El  pa- 
tronato es,  por  consiguiente,  bajo  cierto  punto  de 
vista,  una  legítima  herencia  quela  soberanía  argen- 
tina posee  bajo  el  régimen  de  la  República. 

83 — Ademas,  al  pasar  del  estado  de  |  colonia  al  es- 
tado de  república  independiente,  no  podia  el  pais 
quedar  sin  leyes  que  garantizasen  el  orden  social 
por  medio  del  ejercicio  mas  ó  menos-regular  de  los 
poderes  del  Estado.  En  esas  condiciones  la  exis- 
tencia de  la  sociedad  habría  sido  imposible  y  los 
resultados  de  la  revolución  de  Mayo  habrían  desa- 
parecido en  el  caos  del  mas  espantoso  desorden. 
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Por  eso  los  lioinbres  previsores  de  la  revolución, 
al  dictar  el  primer  reglamento  provisional,  dispusie- 
ron que  hasta  que  no  se  sancionase  la  Constitución, 
subsistirían  todos  los  códigos  legislativos,'cédulas 
reglamentarias  y  demás  disposiciones  generales  y 
particulares  del  antiguo  gobierno  español  que  no  es- 
tuviesen en  oposición  con  la  libertad  é  independen- 
cia de  estas  provincias  y  demás  disposiciones  libra- 
das desde  el  25  de  Mayo  de  1810. 

Y  con  referencia  especial  á  los  asunto.s  del  pa- 
tronato se  dispuso  igualmente  que  se  dirigirían  á  la 
junta  en  los  mismos  términos  que  á  los  vireyes. 
Inspirado  por  necesidades  de  igual  carácter,  el  ge- 
neral San  Martin,  en  el  Estatuto  provisional  que 
dictó  para  el  Perú  en  1821,  consigno,  en  la  sección 
última,  un  artículo  concebido  en  estos  términos: 
« Quedan  en  su  fuerza  y  vigor  todas  las  leyes  que  re- 
gían en  el  gobierno  antiguo,  siempre  que  no  estén  en 
oposición  con  la  independencia  del  pais,  con  las  for- 
mas adoptadas  por  el  Estatuto,  y  con  los  decretos  ó 
declaraciones  que  se  expidan  por  el  actual  gobierno.» 

Esto  sucedía  tres  aftos  antes  de  librarse  la  bata- 
lla de  Ayacucho,  que  dio  al  Perú  la  libertad  política 
y  consolidó  la  independencia  ya  adquirida  por  los 
demás  paises  de  Sud- América.  Asi  es  que  las  ba- 
ses primitivas  de  la  reconstrucción  social  y  política 
•ée  los  paises  emancipados  tuvieron  que  derivarse,  én 
parte,  de  las  antiguas  leyes  españolas. 
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Ni  podía  ser  de  otro  modo-,  porque  el  objeto  de  la 
revolución  no  fué  ni  podia  ser  desarraigar  todo 
lo  que  estaba  íntima  y  esencialmente  unido  á  la  ma- 
nera de  ser  de  estos  pueblos,  sino  poner  al  país  en 
completa  posesión  de  sus  derechos  autonómicos, 
dándole  una  forma  de  gobierno  adecuada  á  tal  objeto. 

84 — Xo  puede  alegarse,  para  probar  que  el  pa- 
tronato ha  desaparecido  con  el  hecho  de  la  emanci- 
pación, el  haberlo  así  declarado  expresamente;  en 
diversas  ocasiones,  el  soberano  pontífice. 

En  primer  lugar,  hemos  visto  que  las  concesio- 
nes pontificias  no  constituyen  ni  el  primero,  ni  el 
único,  ni  el  principal  título  dol  patronato  ejercido 
por  los  reyes  de  España-,  de  manera  que,  aun  re- 
conociendo la  importancia  y  el  valor  de  dichas  con- 
cesiones como  prenda  de  armonía  en  el  modus  vi- 
vendi  de  ambas  potestades,  no  tienen  ellas  un  ca- 
rácter desisivo  en  la  cuestión. 

Aun  suponiendo  que  el  derecho  de  patronato 
derivase  su  fuerza  de  las  concesiones  de  los  pontífi- 
ces,— lo  que  no  admitimos, — no  bastaría  la  voluntad 
del  jefe  del  catolicismo  para  anular  los  resultados  de 
dichas  concesiones.  Efectivamente,  ellas  no  fueron 
como  dice  el  señor  Clara,  meramente  graciosas;  tu- 
vieron su  origen  en  los  servicios  prestados  por  el 
gobierno  español  á  la  propagación  de  la  doctrina  y 
del  culto  católicos  y  á  la  obligación  que  se  impuso 
de   sostener   este  últímo,y  á  sus  ministros.    Hubo 
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entre  ambas  potestades  un  pacto  bilateral,  en 
virtud  del  cual  se  contrajeron  recíprocas  obli- 
gaciones. Por  consiguiente,  para  que  desapareciera 
el  patronato,  como  para  que  desaparezcan  los  efec- 
tos de  todo  pacto  bilateral,  ya  sea  con  arreglo  á 
los  principios  de  la  ciencia,  á  los  del  derecho  ci- 
vil universal  ó  á  los  del  derecho  de  gentes,  seria 
indispensable  el  expreso  consentimiento  de  ambas 
partes.  Seria  preciso  que  el  gobierno  de  la  Repú- 
blica declarase  que  por  su  parte  renunciaba  á  los 
derechos  y  obligaciones  afectos  al  patronato  nacio- 
nal, para  que  las  revocaciones  del  Papa  fuesen  vá- 
lidas y  eficaces. 

Por  otra  parte,  si  se  admitiese  que  el  patronato 
nacional  ha  desaparecido  por  disposición  del  sumo  pon- 
tífice, debia  aceptarse  igualmente  que  habia  desapa- 
recido en  toda  su  extensión:^  es  decir  que  no  existían 
legalmente,  n¡  los  derechos  ni  las  obligaciones  que 
el  Estado  tiene  respecto  de  la  Iglesia. 

Sin  embargo,  los  mas  empecinados  en  negar  el 
patronato  son  los  que  mas  levantan  la  voz  para . 
proclamar  la  obligación  del  Estado  de  rentar  al 
clero  católico,  de  sostener  los  seminarios,  de  fun- 
dar iglesias,  de  contribuir  al  mayor  respeto  de  las 
ceremonias  del  culto  y  de  hacer,  en  fin,  en  favor 
de  la  Iglesia,  lo  que  se  hace  Tínicamente  en  favor 
de  las  instituciones  de  carácter  oficial. 

El  patronato  es  la  razón  y  causa  única  de  los 
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privilegios  especiales  concedidos  á  la  Iglesia  en  los 
paises  católicos.  Desapareciendo  esa  prerogativa 
la  Iglesia  queda  dentro  del  Estado  en  las  condicio- 
nes de  toda  institución  de  derecho  privado:  queda 
sometida  al  principio  de  Cavour,  de  la  Iglesia 
libre  en  el  Estado  libre,  ó  como  dicen  otros  queda 
consumada  la  separación  de  la  Iglesia  del  Estado. 
Sin  embargo,  la  doctrina  que  sostiene  la  necesidad 
de  esta  separación  está  expresamente  condenada 
por  la  proposición  55  del  Syllabus.  No  son,  pues, 
los  tiltra-católicos  los  que  pueden  propender  á  esta 
separación,  negando  la  existencia  del  patronato. 

Pero  los  enemigos  del  regalismo  pretenden  á  me- 
dias la  derogación  del  patronato:  quieren  privar 
al  Estado  de  los  derechos  que  le  corresponden  y  al 
mismo  tiempo  pretenden  que  siga  sobrellevando  el 
peso  de  las  obligaciones  referentes  al  sostenimiento 
del  culto.  Quieren  que  el  romano  pontítíce  tenga 
autoridad  para  revocar  todo  lo  que  es  favorable  á  las 
prerogativas  del  Estado  y  seguir  imponiendo  á 
este,  todo  lo  que  pueda  tener  un  carácter  odioso. 
Esto  es  incurrir  en  la  mas  lamentable  de  las  in 
consecuencias. 

Es  subvertir  por  completo  el  orden  lógico  de  las 
ideasjurídicas  y  desconocer  la  fuerza  de  los  princi- 
pios en  que  está  basada  la  moralidad  de  todo  pacto. 

Haremos  notar  una  vez  mas,  para  que  no  se  desna- 
turalize  el  carácter  ó  el  alcance  de  nuestros  argu- 
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mentos,  que  este  ultimo  se  refiere  al  caso  hipotético 
de  que  el  patronato  fuese  el  resultado  de  una  mera 
concesión  pontificia,  caso  que,  como  lo  tenemos 
dicho  y  demostrado,  no  admitimos.  Pero  hemos 
querido  colocarnos  en  el  supuesto  mas  desfavorable 
á  nuestras  propias  ideas,  para  hacer  resaltar  debi- 
damente la  fuerza  de  nuestras  demostraciones. 

85. — Discurriendo  siempre  bajo  la  misma  hipo- 
tesis,  haremos  notar  que  el  patronato  no  solo  fué 
efecto  de  un  pacto  bilateral  implícito,  entre  el  ro- 
mano pontífice  y  los  soberanos  españoles,  sino  de  un 
convenio  expreso,  6  sea  de  un  concordato  celebrado 
en  1753.  Ese  concordato  tenia  entonces,  ademas 
del  carácter  de  un  convenio  entre  el  gobierno  de  un 
pais  y  el  jefe  de  una  institución  que  funciona  en  su 
seno,  el  de  un  pacto  internacional,  por  que  era  cele- 
brado entre  dos  soberanos  temporales. 

86. — Según  los  pjecedentes  establecidos  al  res- 
pecto por  la  santa  sede,  ese  pacto  debió  quedar 
vigente,  como  ha  quedado  en  efecto,  después  de  pro- 
clamada la  República.  El  doctor  Valentín  Gómez, 
de  cuyas  ideas  en  esta  materia  nos  hemos  ocupado 
ya,  nos  ha  hablado  de  un  hecho  concluyente,  del 
cual  hizo  mérito  el  señor  senador  del  Valle,  en  su 
magnífico  discurso  pronunciado  en  la  sesión  del  3 
de  Julio  de  1884. 

El  hecho  es  el  siguiente.  Cuando  se  celebró  con 
la  Francia  el  concordato  de  1801,  los  Países  Bajos 
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se  hallaban  incorporados  á  ella,  y  participaron  de 
todos  los  derechos  y  deberes  reconocidos  ó  o-eados 
por  las  estipulaciones  del  tratado.  En  1814  dichos 
paises  fueron  desmembrados  del  imperio  francés  y 
quedaron  incorporados  al  reino  de  Guillermo  1  ®  , 
príncipe  de  Orange. 

En  1817  aquel  concordato  fué  sustituido  en  Fran- 
cia por  otro.  Esto  no  obstante,  los  Paises  Bajos  se 
mantuvieron  en  posesión  de  los  derechos  que  el  pri- 
mero les  habia  concedido  y  se  rigieron  por  aquel 
concordato  hasta  el  aflo  27.  El  pontífice  León  XII 
reconoció  su  vigencia  en  dicha  fecha,  según  consta 
en  el  artículo  1  ®  del  convenio  celebrado  por  ese 
mismo  pontífice  y  por  Guillermo  T;  dice  así:  «El 
concordato  de  1801,  entre  el  soberano  pontífice  y 
el  gobierno  francés,  envigar  en  las  provincias  rae- 
ridionales  dd  reino  de  Jos  Paises  Bajos^  será  apli- 
cado á  las  provincias  setentrionales  > . 

No  se  puede  negar  que  este  caso  tiene  la  mas 
legítima  y  concluyente  aplicación  al  de  la  Repúbli- 
ca Argentina.  Esta,  desmembrada  de  su  antigua 
metrópoli,  como  los  Paises  Bajos  de  la  Francia,  ha 
conservado  los  derechos  adquiridos  en  virtud  del 
concordato  de  1753,  que  en  lo  relativo  al  patrona- 
to confirmó  los  títulos  de  un  derecho  preexistente 
y  consolidó,  si  se  quiere,  un  orden  de  cosas  que  na- 
ció de  la  naturaleza  misma  de  los  sucesos  que  acom- 
pañaron á  la  conquista. 
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La  misma  Francia,  desde  la  celebración  de  su 
concordato  vigente,  hasta  la  fecha,  ha  exprimentado 
radicales  transformaciones  en  su  manera  política 
de  existir^  ha  vivido  sucesivamente  bajo  el  régimen 
del  Imperio,  de  la  monarquía  absoluta,  de  la  mo- 
narquía constitucional  y  de  la  República;y  en  ningún 
caso  creyeron  sus  gobiernos  ni  el  Papa  que  el  con- 
cordato francés  estuviese  derogado.  La  solución 
de  todas  las  dificultades  suscitadas  han  procurado 
encontrarlas,  los  obispos  y  el  clero,  en  ese  acuerdo. 

Asi  es  que  tampoco  se  puede  aducir  como  razón, 
para  sostener  en  América  la  derogación  del  con- 
cordato, la  circunstancia  de  que  al  segregarse  estos 
paises  de  la  líspaña,  pasaron  de  un  régimen  del 
todo  absolutista  al  régimen  enteramente;  opuesto 
de  la  democracia. 

87— No  se  crea  tampoco  que  las  concesiones  es- 
tipuladas en  el  concordato  celebrado  por  Fernando 
VI  con  el  Papa  tuvieron  un  carácter  temporal; 
al  contrajiío.  En  el  artículo  8^  se  dice:  «deci- 
diéndose de  una  vez  la  duda  del  patronato  universal, 
su  santidad  declara  en  favor  del  rey  y  sus  suceso- 
res en  todos  los  reinos  de  España^  que  poseía  en  la 
fecha  del  concordato^  la  presentación  de  todos  los 
beneficios  vacantes^  etc. 

De  estas  palabras  se  deducen  dos  consecuencias 
importantes  al  objeto  de  nuestro  estudio:  1*  Que 
el  referido  concordato  no  dié  origen  al  patronato, 
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supuesto  que  en  él  se  habla  de  la  posesión  en  que 
se  hallaban  los  soberanos  españoles-,  y  2  ^  Que  tuvo 
el  carácter  de  un  tratado  real  y  no  pei'somú^  es 
decir  de  un  pacto  en  el  que  los  derechos^  prerogativas 
y  obligaciones  contraidas  se  referían  á  la  nación  y 
no  á  la  persona  del  soberano,  cosa  que,  como  hemos 
visto  ya,  sostuvieron  también  los  reyes  españoles. 

En  una  palabra,  no  fué  un  pacto  de  familia-,  fué 
un  compromiso  nacional  extensivo  á  todos  los  paí- 
ses gobernados  por  el  rey  de  España  en  1753.  Por 
consiguiente,  comprende  á  todos  estos  dominios,  aun 
después  de  emancipados  de  la  Corona.  No  basta, 
por  lo  tanto,  que  el  Papa  renuncie  á  las  ventajas 
é  inconvenientes  que  el  tal  concordato  pueda  pro- 
ducirle-, es  necesario  que  la  República  renuncie  tam 
bien  á  los  suyas.  La  ventaja  de  esta  lUtima  consiste 
en  que,  aun  considerando  rescindido  el  concordato 
no  por  eso  queda  despojado  del  patronato,  desde  que- 
lo  poseia  con  anterioridad  á  dicho  pacto  y  en  virtud 
de  otros   títulos  incontestables. 

El  patronato  no  es  una  concesión  graciosa  de  los 
pontífices  y,  aun  en  el  supuesto  de  haber  tenido 
su  origen  en  las  bulas  expedidas  por  aquellos  ó  en 
el  concordato  de  1753,  la  República  ha  entrado  en 
legítima  posesión  de  él. 

Ninguna  de  las  aseveíaciones  del  ex-vicario  se- 
ñor Clara  eri  esta  materia  reposan,  por  consiguiente, 
en  el  menor  fundamento  serio.     Pero  aun  tenemos 
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algo  que  analizar  y  lo  haremos  en  el  capítulo 
siguiente,  para  no  dar  á  este  demasiada  exten- 
sión. 


i 


CAPITULO  Yin 

Fiefu.taoioii  aeala;u.tias  doctrinas  ooii< 
toarlas  a  la  ex.istenoia  lesal  del  pa- 
tronato 


86.  L.OS  discupaos  del  dootor  Pizarro— 89.  Lo4  atributos 
corpaspondiantes  A  la  «oberania  naoional  son  da  don 
olaaas—OO.  En  qua  sentido  al  patronato  as  inherente  A 
la  soberanía  nacional— 01.  Oonaparaciones  inexactas  y 
Qontpaproducanta^— 92.  ¿Tienen  aplioacion  todas  las  le- 
yes  de  indias  bajo  el  régimen  de  la  Rapúblioa?— 98.  l^a 
aplicación  da  las  leyes  da  indias*  anta  al  oriterio  de  Fio  IX 
—  94..  Una  disyuntiva  falsa— 05.  El  decreto  del  sei^or  Bal- 
carca,  gobarnadop  de  Buenos  Aireo  -96.  Destitución  da 
una  abadesa  da  oapuchluMS— 07.  Eniplaa<Í08  aolasíAsti* 
eos- 98.  Administración  del  baiitisnio- 99.  Prelados 
provinciales  de  la  orden  de  nnercenarios— lOO.  DistribU' 
oion  de  curatos— lOl.  Ley  de  reforma  del  clero — 102.  Ofi- 
cina dol  gobernador  dol  obispado  de  Buenos  Aires— lOa. 
La  provincia  de  San  Luis  y  el  obispado  de  Córdoba 
— 104.  Los  vioe-patronos— 108.  El  gobernador  de  San 
Luis  y  el  provisor  de  la  diócesis  de  Cuyo^lOd.  Pase  A 
diferentes  bulas  sobra  institución  da  obispos— 107.  Tpí- 
bunalas  aclasiAsticos— 108.  Otras  medidas  sobra  al  régi- 
men aolesíAstioo— 109.  Anchorena  contra  Anohopena 
—lio.  El  patponato  os  un  depaoho  papfacto. 


88.  —  Es     el    momento     de     ocuparnos,     en 
lo    pertinente  á  la  cuestión  del  patronato  en  ge- 

is 
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neral,  de  los  notables  discnrsos  del  señor  doctor 
M.  D.  Pizarro,  pronunciados  en  las  sesiones  del  se- 
nado, del  28  de  Junio  y  1^  de  Julio  del  año  pasado. 

Poniendo  en  ejercicio  las  facultades  analíticas 
de  su  claro  talento,  el  expresado  señor  senador 
de  Santa  Fé,  con  el  objeto  de  atenuai*  al  alcance 
de  las  prerogativas  inherentes  ^lpatronato,pretendió 
deñnir  el  carácter  de  este,  por  medio  de  muy  inge- 
niosas y  alucinadoras  comparaciones.  Al  estable- 
cerías, se  propuso  demostrar  ante  todo,  que  la  so- 
beranía y  el  patronato  nacional  son  dos  cosas 
distintas  y  separables,  hasta  el  punto  de  que  la  pri- 
mera puede  existir  en  toda  su  plenitud  sin  el  ejer- 
dcio  del  segundo. 

.  No  sabemos,  desde  luego-,  si  alguien  haya  incur- 
rido en  esta  confusión  y  haya  identiñcado  el  patro- 
nato con  la  soberíinia;  pues  aunque  se  admita  que 
el  primero  es  inherente  á  la  segunda,  siempre  ha- 
brá entre  ambos  la  diferencia  déla  parte  al  todo. 

El  patronato  se  refiere  á  un  orden  deteiminado 
de  intereses  de  la  vida  social:  á  los  intereses  reli- 
giosos; en  tanto  que  la  soberanía  abarca  una  exten- 
sión mucho  mas  considerable:  se  refiere  á  todos  los 
üj'denes  de  intereses  de  la  vida  nacional.  De- 
bemos suponer,  por  lo  tanto,  que  el  señor  Pizarro 
se  refirió  á  los  que  constantemente  afiíman  que  el 
patronato  es  inherente  á  la  soberanía  nacional. 
Vamos  á  exponer  nuestra  opinión  en  la  materia. 
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89.— Los  atributos  correspondientes  á  la  sobera- 
nía de  un  país,  son  de  dos  clases:  unos  qaeléson 
esenciales,  porque  se  derivan  de  su  propia  natura^ 
leza  y  son  indispensables  para  la  realización  de  los 
destinos  sociales  en  general  yde  los  delEstado  en  par 
ticular;  y  otros  que  no  son  absolutamente  indispen*  . 
sables  para  la  consecución  de  dichos  fines,  pero  que 
pueden  contribuir  á  su  roas  fácil  realización. 

Ala  primera  categoría  pertenece,  por  ejemplo, 
la  facultad  de  legislar-,  porque  sin  esta  facultad  no  hay 
leyes  y  sin  leyes  es  imposible  la  garamia  del  dere- 
cho.   A  la  segunda  corresponde,  entre  otras  fun- 
ciones, la  de  decretar  la  extradición  de  los  indivi- 
duos que  hayan  delinquido  en  paises  extraños:  esto 
no  es  esencial  para  la  consecusion  de  los  fines  de 
cada  Estado,  pero  contribuye  á   su  mejor  realiza- 
ción, por  el   carácter  moralizador  de    la  medida, 
cuando   se   trata   de  delitos  graves  y  oidinarios. 
También  pertenecen  á  esta  segunda  categoría  los 
derechos  que  una  nación  adquiere  por   efecto  de 
convenios  celebrados  con  otras  naciones  ó  con  los 
i'epresentant^s  de  alguna  institución  social,  los  cua- 
les derechos  subsisten  mientras    el  convenio  está 
vigente,  y  desaparecen  cuando  el  convenio  caduca 

Puede  decirse,por  lo  tanto,que  la  inherencia  de  los 
derechos  ejercidos  por  los  representantes  de  la  sobe- 
ranía nacional,  con  respecto  á  esta,  es  de  dos  clases: 
inherencia  metafísica,  esencial  óabsolnta,  é  inheren- 
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cía  accidental.  La  primera  implica  la  completa  inse- 
parabilidad de  dos  cosas.  La  segunda  admite  la  po- 
sibilidad de  dicha  separación.  La  primera  es  incon- 
dicional. La  segunda  depende  de  ciertas  y  determina- 
das condiciones:  mientras  ellas  subsisten,  la  inheren- 
cia subsiste;  cuando  las  condiciones  desaparecen 
desaparece  la  inherencia. 

90. — Ahora  bien:  el  patronato  es  un  derecho 
inherente  á  la  soberanía  argentina,  ó  lo  que  es  lo 
mismo  pertenece  á  la  nación:  esto  lo  hemos 
demostrado  suflcieiitemente.  Debemos  agregar 
que,  en  nuestro  concepto,  no  es  inherente  de 
una  manera  absoluta  y  esencial.  Efectivamente, 
la  sociedad  política  argentina,  por  medio  de  la  re- 
forma de  sus  leyes,puede  dar  á  sus  relaciones  con  la 
Iglesia  una  organización  distinta  de  la  que  hoy 
tiene,  como  sucede  en  los  Estados  Unidos  de  Norte 
América  y  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia; 
puede  renunciar  á  la  intervención  que  hoy  le  cor- 
responde en  el  nombramiento  de  los  funcionarios 
eclesiásticos  dejando  que  todas  la  religiones  vivan 
y  se  desarrollen  como  instituciones  de  derecho  pri- 
vado; puede  revocar  el  carácter  oficial  que  hoy  tiene 
la  iglesia  católica  en  el  pais; — y,  al  proceder  de 
este  modo,  cuando  llegue  el  momento  oportuno,  en 
vez  de  poner  obstáculos  á  la  realización  de  los 
íines  del  Estado,  facilitará  la  marcha  tranquila  del 
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poder  público  y  el  curso  regular  de  las  funciones 
sociales. 

Eso  sí,  aun  que  el  Estado  renuncie  á  las  funciones 
del  patronato,  sometiendo  la  Iglesia  á  las  condicio- 
nes generales  de  las  demás  instituciones  que  se 
proponen  realizar  un  fin  moral  y  legítimo,  conser- 
va siempre  un  derecho  absolutamente  inseparahle 
de  su  soberanía:  el  derecho  de  impedir  que  las 
manifestaciones  del  sentimiento  religioso,  como  las 
de  cualquier  otro  sentimiento,  por  respetable  que 
sea,  comprometan  el  orden  público. 

Pero  ese  derecho  ya  no  es  el  patronato  con  los 
atributos  que  hoy  tiene^  es  el  poder  regulador  de 
la  autoridad  social;  es  el  derecho  de  defensa  de  todos 
contra  unos  pocos:  es  el  imperio  eficaz  de  la  verdad 
legal  dictada  por  la  mayoría  del  pueblo  sobre  los 
desbordes  de  las  facciones:  es.  en  una  palabra,  el 
ejercicio  de  los  derechos  mas  esenciales  á  la  sobe- 
ranía nacional,  sin  los  cuales  esta  carecería  de  sen- 
tido y  de  significación  práctica. 

El  patronato,  pues,  á  nuestro  modo  de  ver.  es 
inherente  sí  la  soberanía,  en  el  sentido  de  que  es  un 
derecho  que  solo  la  nación  puede  ejercer  por  sí  6 
por  medio  de  sus  legítimos  y  autorizados  represen- 
tantes: en  el  sentido  de  que  ha  correspondido  á  los 
reyes  de  España,  como  personeros  de  los  paises  que 
gobernaban  y  no  como  prerogativa  anexa  á  sus 
personas.      Pero    no    aceptamos   que    el    patro- 
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nato,  en  su  sentido  histórico  y  con  las  atribuciones 
que  hoy  tiene  sea  un  atributo  esencialmente 
inseparable  de  la  soberanía  nacional-,  que  sea 
un  elemento  indispensable  pai*a  que  la  Re- 
pública Argentina,  en  todo  tiempo  y  bajo  el  imperio 
de  toda  circunstancia,  llene  sus  elevados  fines.  Oree- 
mos mas  bien  que  el  pais,  por  medio  de  la  refor- 
ma lenta  y  gradual  de  su  legislación  vigente,  debe 
propender  á  constituir  una  situación  legal  en  la  que 
desaparezcan  los  derechos  y  obligaciones  especiales 
que  el  ejercicio  del  patronato  le  impone.  Cuando 
llegue  ese  momento,  entonces  se  verá  prácticamente 
que  el  derecho  de  patronato  no  es  un  atributo  esen- 
cialmente unido  ala  soberanía.  Pero  mientras  se 
produce  esa  situación,  el  Estado,  es  decir,  ia  socie- 
dad política,  puede  y  debe  continuar  en  el  ejercicio 
de  ese  derecho,  legítimamente  adquirido. 

En  el  sentido  de  las  ideas  expresadas,  aceptamos 
las  afirmaciones  del  doctor  Pizarro,  tendentes  á  im- 
pedir que  la  soberanía  y  el  patronato  se  consideren 
como  una  sola  y  misma  cosa. 

91.— Con  el  ohjeto  de  explicar  la  diferencia  exis- 
tente   entre   ambos  derechos,  el    señor    Pizarro 
estableció  empero  comparaciones  cuyo  alcance  no 
conviene  pasar  desapercibido. 

<  El  patronato,  dijo,  es  á  la  soberanía  nacional 
lo  que  el  tiso  de  una  cosa  es  al  dominio.  Es  la  so- 
beranía al  patronato,  lo  que  la  voluntad  omnímoda 
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al  mutuo  consentimiento  eutre  partes;  es:  en  una 
palabra,  lo  que  la  patria  potestad  á  la  potestad  do" 
mínica  ó  señorial.  > 

Si  nos  atenemos  al  alcance  de  lá  significación 
que  en  el  derecho  civil  tienen  los  términos  emplea- 
dos por  el  señor  senador  Pizarro,  no  es  exacto- que 
el  patronato  nacional  con  respecto  á  la  soberanía  se 
encuentre  en  la  misma  relación  que  la  voluntad  om- 
nímoda con  el  mutuo  consentimiento.  La  soberanía 
no  es  voluntad  omnímoda,  ya  se  la  considere  en  ejer- 
cicio para  constituir  una  sociedad  y  dictar  sus  leyes 
fundamentales,  ó  ya  funcionando  con  arreglo  á  una 
ley  dictada  por  ella  misma.  En  el  primer  caso  no 
es  omnímoda;  porque  no  puede  desconocer,  contra- 
riar ni  conculcar  los  principios  que,  en  concepto 
del  pais  sean  arreglados  á  la  moral  y  á  la  justicia: 
las  leyes  fundamentales  que  dicte  deben  estar 
basadas  en  dichos  principios  En  el  segundo  caso, 
es  decir,  cuando  la  soberanía  se  ejerce  con  arre- 
glo á  una  ley  ya  dictada,  entonces  tampoco  es  om- 
nímoda, y  con  mayor  razón;  porque  tiene  que  ari-e- 
glar  su  ejercicio,  no  solamente  ii  los  principios  de 
moral  y  de  justicia,  sino  á  las  leyes  positivas  que  han 
restringido  su  libertad  de  acción. 

La  soberanía  no  es,  pues,  omnínoda,  en  ningún 
caso. 

Tampoco  se  puede  poner  al  patronato  nacional 
én  el  caso  del  mutuo  consentimiento.-    Ya  hemos 
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visto,  en  efecto,  que  si  bien  dicha  pre  rogativa  está 
fundada,  subsidiariamente  en  un  concordato  y  en  bu- 
las pontificias  que  pudieran  darle  el  carácter  de  un 
derecho  adquirido  por  mutuo  convenio  de  los  poderes 
civil  y  eclesiástico,  también  se  funda  en  un  título 
anterior  á  estois,  del  que  nos  hemos  ocupado  en  el 
precedente  capítulo. 

Carece  igualmente  de  aplicación,  en  el  debate 
de  este  asunto,  el  decir  que  el  patronato  es  á 
la  sobe]*ania,  lo  que  la  patria  potestad  á  la  potestad 
dominica  ó  señoríal.  Esta  última,  admitida  tan  solo 
en  el  derecho  antiguo,  y  hoy  en  casi  ningún  pueblo 
civilizado,  no  se  puede  comparar  con  la  soberanía. 
La  potestad  dominica  tiene  una  amplitud  mayor 
se  ejerce  sobre  las  personas  como  si  fueran  cosas:, 
dá  sobre  los  esclavos  que  eran  objeto  de  esta  autori- 
dad, según  las  mejores  legislaciones  que  nos  legaron 
esa  afrenta,  no  solo  el  derecho  de  comerciar  con  ellos 
y  sus  hijos  y  de  someterlos  á  los  mas  rudos  tiaba- 
jos;  sino  el  derecho  de  vida  y  muerte.  La  sobe- 
ranía nacional  no  se  encuentra  en  este  caso;  su 
acción  está  circunscrita  á  los  límites  que  le  marcan 
la  moral  y  la  justicia,  así  como  las  leyes  que  han 
reglamentado  su  ejercicio. 

Salvo  este  error,  la  comparación  del  doctor  Fizar- 
ro  favorece  la  doctrina  de  los  que  consideran  el 
patronato  como  esencialmente  inherente  á  la  sobe- 
ranía nacional,  pues  estos  podrían  argumentar  del 
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siguiente  modo:  si  el  patronato  es  á  la  soberanía,  lo 
qne  la  patria  potestad  es  á  la  potestad  dominica  y 
seftorial:  como  el  que  está  en  posesión  de  la  potes- 
tad dominica  posee  necesariamente  los  derechos  de 
patria  potestad,  se  deduce  que  el  pais,  que  está  en 
posesión  de  la  soberanía,  con  mayor  iiazon  está  en 
posesión  legítima  del  patronato. 

El  mismo  argumento  es  aplicable  á  la  otra  compa- 
ración en  virtud  de  la  cual  se  establece  entre  el  pa- 
tronato y  la  soberanía,  la  misma  relación  que  entre 
el  uso  y  el  dominio  de  una  cosa.  Sábese  que  el  do- 
minio ó  propiedad  de  una  cosa  comprende  el  derecho 
al  uso  como  condición  esencial  é  inherente  á  su 
carácter,  asi  como  el  de  disponer  libremente  de 
ella  y  el  de  excluir  á  otros  de  la  posesión  ó  uso  de 
la  cosa.  Por  consiguiente,  para  admitir  exactitud 
en  la  comparación,  seria  preciso  suponer  que  la 
soberanía  comprende  á  su  vez  el  derecho  de  pa- 
tronato, como  condición  esencial  é  inherente  á  su 
carácter,  consecuencia  á  la  que  precisamente  no  que 
ría  llegar  el  doctor    Pizarro. 

Sus  comparaciones  son  contraproducentes.  Ni 
explican  el  verdadero  significado  del  patronato,  ni 
conducen  lógicamente  al  resultado  que  su  autor  se 
habia  propuesto  alcanzar.  Con  ello  se  justiíica  una 
vez  mas  aquella  sentencia  filosófica:  la  comparación 
no  es  argumento, 

92. — También  estableció  el  señor  Pizarro  una  di- 
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íerencis^  entre  él  patronato  nacional  y  el  patronato 
régio^  refiriéndose  alas  dos  épocas  históricas  de  la 
nación  argentina:  la  república  y  el  coloniage.  Para 
*  demostrar  que  la  primera  no  ha  podido  suceder  á 
la  segunda  en  el  ejercicio  del  patronato,  recordó  di- 
ferentes disposiciones  del  gobierno  español  comple- 
tamente inaplicables  á  la  situcíon  actual,  y  si  se 
quiere  de  todo  punto  incompatibles  con  ella.  Pero 
el  expresado  señor  senador  debió  tener  presente  que 
del  hecho  de  que  existan  algunas  cédulas  reales  de 
todo  punto  inaplicables  hoy,  no  se  deduce  que  todas 
se  encuentren  en  el  mismo  caso:  e§to  equivale  á  de- 
ducir de  un  caso  paiticular  una  ley geaeral.  La  ex- 
periencia ha  demostrado,  no  solamente  la  posibilidad 
de  aplicar  á  la  situación  presente  las  leyes  españolas 
que  no  afecten  las  condiciones  fudamentales  del 
nuevo  régimen  político,  sino  que  en  el  hecho  han  te- 
nido constante  aplicación  multitud  de   dichas  leyes. 

Las  repúblicas  sud-americanas  no  improvisaron 
sus  códigos  en  los  primeros  albores  de  la  libertad  po- 
lítica. Se  dictaron  aquellos  con  mucha  posterioridad 
á  ese  grandioso  suceso-,  y  mientras  tal  cosa  sucedió, 
hubo  legislación  civil  y  penal:  la  legislación  civil  y 
penal  de  España,  que  indudablemente  no  se  aplicaba 
en  aquellos  puntos  que  eran  opuestos  á  los  principios 
esenciales  de  la  nueva  forma  de  gobierno  óálasde- 
claraciones  de  la  Constitución  nacional. 

Hoy  mismo,  á  pesar  del  tiempo  trascumdo,  en 
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algunos  ramos,  como  en  el  de  la  mineria  por  ejem- 
plo, rigen  las  leyes  antiguas,  sin  que  los  térmirios  en 
que  ellas  estén  concebidas  haga  suponer  á  nadie  que 
aun  vivimos  en  la  época  colonial. 

Con  las  leyes  relativas  al  patronato  sucede  lo 
mismo:  hay  unas  que  tienen  aplicación  posible  y 
otras  no;  las  primeras  se  aplican,  las  segundas  no. 
Asi  fué  precisamente  como  los  hombres  de  la  revo- 
lución, á  cuya  mirada  previsora  no  se  escapó  el  ar- 
gumento del  doctor  Pizarro,  salvaron  las  dificultades 
que  pudieran  sui'gii'  de  la  aplicación  de  las  leyes  es- 
pañolas. Decidieron  que  continuaran  rigiendo  aque- 
llas que  no  fuesen  opuestas  é  incompatibles  con  los 
fines  esenciales  de  la  revolución  y  con  el  primer 
Estatuto  ó  Reglamento  que  se  dio. 

Para  que  la  demostración  á  que  aludimos  fuera 
concluyente  é  inatacable,  debería  probarse  que  no  solo 
algunaS;  sino  todas  las  leyes  de  indias  relativas 
al  patronato  nacional  son  incompatibles  con  la  forma 
republicana  democrática  da  gobierno.  A  este  re- 
sultado seria  imposible  llagar-,  porque  la  experiencia 
está  probando  y  ha  demostrado  que  esas  leyes  se 
aplican  en  casi  todas  las  naciones  sud-americanas, 
sin  mas  resistencia  que  laque  en  ciertos  y  de- 
terminados casos  presenta  una  porción  del  clero 
católico,  es  decir  de  aquel  clero  cuya  organi- 
zación fué   legada   por   la   monarquía   española*, 
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pero  las  resistencias  no  nacen  de  las  nuevas  institu-» 
clones  creadas  bajo  el  imperio  de  la  República. 

93— Hay  mas.  A  las  ideas  del  señor  Pizarro  po- 
demos oponer  la  opinión  del  pontiflce  Pío  IX^  opi- 
nión pronimciada  después  de  celebrado  el  con- 
cilio Vaticano  y  con  posterioridad,  por  lo  tanto, 
á  la  declaración  de  la  autoridad  infalible  de  los 
papas.  En  el  capítulo  V  de  este  libro  hemos  re- 
cordado un  párrafo  de  la  bula  en  que  concedió  el 
patronato,  al  gobierno  republicano  del  Perúj  en  1874: 
se  dice  en  ella  que  se  concede  « el  derecho  de  pa" 
tronato  de  que  gozaban  los  rej^es  de  España,  antes 
que  el  Perú  estuviese  separado  de  su  dominación.» 
y  en  otro  párrafo  de  la  misma  bula  se  agrega: 
«Finalmente  los  presidentes  de  la  Kepública  goza- 
rán en  las  iglesias  del  Perú,  de  los  honores  que  go- 
zaban en  otro  tiempo  los  reyes  de  España,  en  vir- 
tud del  derecho  de  patronato  concedido  por  la  Santa 
Sede.  >  Se  vé.  pues,  que  en  concepto  del  Papa  las 
lej'Cs  españolas  sobre  patronato  tienen  aplicación,  ó 
mas  bien  dicho,  no  son  incompatibles  con  la  forma 
republicana  de  gobierno:  porque  se  supone  que  las 
repúblicas  solo  lo  han  de  ejercer  en  la  forma  y  ex- 
tensión que  mas  convenga  á  sus  nuevas  institucio- 
nes. 

94 — El  doctor  Pizarro  se  propaso  hacer  optar  á 
los  defensores  del  regalismo  uno  de  los  dos  extre- 
mos   de  esta  disyuntiva:  ó  se  acepta  que  el  patro- 
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nato  régio^  pasó  á  la  República  en  toda  su  amplitud, 
ó  se  niega  esto  mismo.  En  el  primer  caso  debe 
aceptarse  que  pasó  para  ser  ejercido  en  la  misma 
forma  y  extensión  en  que  lo  ejercían  los  soberanos 
españoles;  pero  como  esto  no  siempre  es  posible,  de- 
dujo que  la  república  no  ha  podido  recibir  de  la  mo- 
narquía herencia  alguna  referente  al  patronato. 

El  vicio  del  anterior  argumento  consiste  en  su 
poner  que  cuando  no  se  hereda  el  todo  tampoco  se 
puede  heredar  una  parte-  que  cuando  se  entra  en  po. 
sesión  de  derechos  mas  ó  menos  amplios,  mas  ó 
menos  trascedentales,  para  ejercerlos  si  conviene^no 
se  puede  renunciar  á  una  parte  de  ellos  en  beneficio 
de  las  personas  ó  instituciones  sobre  las  cuales  gra- 
vitan los  deberes  correlativos  á  dichos  derechos. 

Esto  sucedió,  al  emanciparse  la  nación  argen- 
tina. Reasumió  los  derechos  que  á  su  nombre 
ejercian  los  so])eranos  españoles:  pero  los  circuns- 
cribió, por  medio  de  declaraciones  expresas  ó  im- 
plícitas, á  los  límites  de  su  nueva  organización  polí- 
tica. Sus  derechos,  formulados  en  las  leyes  espa- 
ñolas, no  se  extinguieron;  quedaron  simplemente 
subordinados  á  los  principios  fundamentales  del 
nuevo  régimen.  Las  leyes  antiguas  no  desapare- 
cieron; coutinuaron  imperando  en  todo  aquello  que 
eran  compatibles  con  las  le^^es  de  una  nueva  exis- 
tencia social.  En  estas  condiciones  siguen  ri- 
giendo las  leyes    del     patronato,  y    continuarán 
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sirviendo  de  norma  al  gobiei*no  nacional,  en  sas 
relaciones  con  la  Iglesia,  mientras  el  poder  legisla- 
tivo no  dicte  la  ley  orgánica  correspondiente  que 
reemplace  á  las  antiguas  leyes  de  indias. 

95 — En  apoyo  de  sus  opiniones  citó  el  doctor 
Pizarro  la  autoriílad  del  señor  Balcarce,  expresada 
en  un  decreto  del  gobierno  de  Buenos  Aires,  de  31 
de  Enero  de  1831,  al  resolverse  el  expediente  se- 
guido sobre  rescriptos  y  breves  relativos  á  la 
institución  del  vicario  apostólico  y  obispo  de  An- 
ión, seflor  Medrano.  En  ese  decreto  se  afirma  que 
la  insinuación  hecha  por  el  gobierno  provisional  de 
1829  para  concordar  con  su  santidad  sobre  un 
plan  de  comunicación  entre  la  'corte  de  Roma  y  el 
gobierno,  y  demás  puntos  concernientes  al  bien  de 
la  Iglesia  y  á  los  derechos  de  una  nación  indepen- 
diente, <  supone  que  dicha  provincia  no  puede  regirse 
actualmente,  en  esta  clase  de  negociaciones;  por  las 
antiguas  leyes  españolas,  sino  por  principios  gene- 
rales aplicados  á  circunstancias  pailiculares. » 

Fundado  en  el  mérito  de  este  único  antecedente, 
al  menos  fué  el  único  citado  por  el  orador,  el  seftor 
Pizarro  declaró  que  hacia  mucho  tiempo  que  los  go- 
gobiernos  argentinos  habian  declarado  caducadas 
las  leyes  de  indias. 

Semejante  afirmación,  á  nuestro  juicio,  entrafia 
un  erro)'  jurídico  é  importa  el  falseamiento  de  la 
historia  patria.    Un  solo  antecedente,  jamas  puede 
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servir  de  base  para  establecer  nn  principio,  ya  sea 
en  asuntos  jurídicos  ó  en  materias  administrativas 
mncho  menos  si  el  antecedente  producido  está 
contrariado  por  otros  muchos  referentes  á  la  misma 
materia. 

Ahora  bien:  al  estudiar  la  organización  de  la 
Iglesia  ante  el  derecho  histórico  argentino,  en  uno 
délos  anteriores  capítulos,  hemos  recordado  diversos 
antecedente  producidos  desde  1810  hasta  que  se  dictó 
la  Constitución  vigente,  de  los  cuales  resulta  que 
la  República  y  sus  gobiernos  se  consideraron  siem- 
pre en  posesión  del  patronato  ejercido  por  los  reyes 
de  España,  dentro  de  los  límites  impuestos  por  la 
nueva  organización  del  pais  y  por  las  leyes  funda- 
mentales que  se  iban  ^dictando.  Creemos  supérfluo 
insistir  sobre  el  alcance  de  las  citas  que  entonces  hi- 
cimos": nos  limitaremos  á  recordar  otros  hechos  dis- 
tintos que  sean  solo  del  resorte  del  poder  adminis- 
trativo, como  lo  es  el  antecedente  recordado  por  el 
doctor  Pizarro. 

96— La  junta  gubernativa  de  1810,  consecuente 
con  las  disposiciones  del  Reglamento  que  habia  dic- 
tado, pasó  un  oficio  al  obispo  de  la  diócesis  de  Bue- 
nos Aires  con  fecha  26  de  Noviembre  del  año  citado 
en  que  le  decia  «La  Junta  ha  resuelto  que  la  actual 
abadesa  de  capuchinas  sea  removida  del  cargo  que 
ejerce  por  no  ser  digna  de  continuar  en  él.»  Esta 
medida,  de  carácter  puramente  administrativo,  fué 
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inspirada  por  haberse  sorpi'endido  á  dicha  monja  en 
correspondencia  epistolar  con  los  enemigos  que 
bloqueaban  el  puerto  de  Buenos  Aires.  No  por  ser 
elevado  y  patriótico  este  móvil,  deja  de  tener  la  medi- 
da el  carácter  de  uua  intervención  directa  en  los 
asuntos  eclesiásticos:  era,  si  se  quiere,  la  expresión 
del  patronato  ejercido  en  su  acepción  mas  lata. 

97— La  misma  junta,  en  3  de  Diciembre  de 
igual  año,  mandó  que  ningún  jefe  eclesiástico  confi- 
riese empleo  público  á  las  personas  que  no  hubiesen 
nacido  en  las  provincias  argentinas,  lo  cual  impli- 
caba  señalar  límites  á  la  jurisdicción  de  las  autori- 
dades eclesiásticas. 

98  -La  asamblea  constituyente  de  1813,  en  4 
de  Agosto  del  mismo  año,  tomando  ingerencia  en  la 
manera  de  administrar  uno  de  los  principales  sacra- 
mentos, ordenó  que  el  bautismo  se  administiase 
siempre  con  agua  templada.  Esta  resolución  como 
las  citadas  en  el  número  20  de  este  libro  se  comen ' 
tan  por  sí  mismas. 

99— Con  fecha  13  de  Diciembre  de  1821,  en  un 
decreto  gubernativo  autorizado  por  Rivadavia,  se 
independizó  de  todo  prelado  ó  autoridad  provincial 
á  las  casas  de  la  orden  de  regulares  llamados  mer- 
cenarios, quedando  bajo  la  sola  dirección  de  los  pre. 
sidentes  de  cada  casa.  Se  declaró,  ademas,  que  dichas 
casas  y  los  que  las  presidian  quedaban  bajo  la  inme- 
diata protección  del  gobierno. 
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100— El  9  de  Febrero  de  1822  expidió  otro 
decreto,  el  gobierno  de  Buenos  Aires,  autorizado 
también  por  el  estadista  Rivadavia,  reglamentando 
la  distribución  de  curatos  y  modificando,  en  muchos 
puntos,  el  régimen  vigente. 

101— El  21  de  Diciembre  de  igual  año,  la  junta 
de  representantes  de  Buenos  Aires  dio  una  ley  gene- 
ral de  reforma  en  el  orden  eclesiástico.  En  virtud 
de  ella,  modificó  la  situación  del  seminario  conciliar: 
determinó  la  manera  de  arreglar  las  jurisdicciones 
de  las  parroquias  y  el  número  de  estas^  desconoció 
la  autoridad  de  los  provinciales  en  las  casas  de  re- 
gulares y  reglamentó  algunos  puntos  relativos  á  la 
disciplina  délos  conventos  religiosos;  abolió  los  diez- 
mos y  el  fuero  personal  del  clero  y  fijó  otros  puntos 
que,  como  los  antedichos,  aíectaban  en  lo  mas  íntimo 
la  disciplina  de  la  Iglesia-,  dio  en  fin.  una  orga- 
nización especial  al  cuerpo  capitular  ó  senado  del 
clero.  Esta  lej^  vigente  aun,  es  conocida  con  el 
nombre  de  ley  sobre  reforma  del  clero,  y  constitu- 
ye, en  la  historia  del  derecho  argentino  el  mas  elo- 
cuente testimonio  de  las  facultades  ejercidas  por  el 
gobierno  en  orden  al  patronato  nacional. 

102 — Por  un  decreto  gubernativo  de  ir  de  Ene- 
ro de  1823,  se  organizo  la  oficina  del  provisor  y  go- 
bernador del  obispado  de  Buenos  Aires,  y  se  fijaron 
los  derechos  de  la  notaría  mayor. 

Los  casos  anteriores  y  otros  de  menor  importan- 
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cia  que  omitimos,  en  obsequio  á  la  bievedad,  son 
anteriores  á  la  Constitución  nacional  vigente;  pero, 
afin  de  que  no  se  crea  que  aquellas  tradiciones  y 
prácticas  usuales  fueron  interrumpidas  después  de 
1853,  vamos  á  recordar  algunos  sucesos  posteriores 
áesta  fecha,  producidos,  por  lo  tanto,  dentro  del 
régimen  constitucional  vigente. 

103 —Por  decreto  de  29  de  Agosto  de  1854,  da 
do  en  Paraná,  siendo  gefe  de  la  nación  el  general 
Urquiza,  se  ordenó  que  la  provincia  de  San  Luis 
continuara  perteneciendo  al  obispado  de  Córdoba, 
hasta  que  el  sumo  pontífice  determinase  lo  conve- 
niente al  buen  régiiren  de  las  iglesias  de  Cuyo.  El 
carácter  y  extensión  de  las  facultades  ejercidas  por 
el  ejecutivo  en  este  caso,  se  explican  por  el  sentido 
claro  de  los  considerandos  que  motivaron  la  resolu- 
ción. Énunode  ellos  se  dice  que  la  bula  ereccio- 
nal  del  obispado  de  San  Juan  en  Cuyo  estaba  re- 
tenida en  todo  lo  que  no  se  referia  á  la  erección  del 
nuevo  obispado;  y  en  otro  considerando  hay  estas 
textuales  palabras:  «Que  en  consecuencia  la  provin- 
cia de  San  Luís  está  en  su  derecho  para  pertenecer 
al  obispado  de  Córdoba,  como  lo  solicita  urgente- 
mente por  medio  de  su  comisionado  especial». 

104 — El  vice-presidente  señor  del  Canil,  en  una 
de  las  épocas  en  que  estuvo  ala  cabeza  del  poder  eje- 
cutivo nacional, -fijó  con  cierta  precisión  el  alcance 
de  las  disposiciones  constitucionales  referentes  al  pa- 
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tronato.  Por  decreto  de  1  ^  de  Marzo  de  1855 
declaró  que  los  gobernadores  de  las  provincias  son 
vice-patronos,  es  decir  ejercen  el  patronato  como  de- 
legados del  gobierno  nacional  para  la  presentación  y 
remoción  de  curas  beneficiados  menores  de  las  igle- 
sias catedrales,  habitaciones  de  capillas,  erección  y 
división  de  curatos  y  demás  relativos  al  ejercicio 
de  este  derecho.  En  concepto  de  este  gobierno,  la 
Constitución,  que  no  habla  expresamente  de  la  ma- 
nera de  nombrar  y  remover  curas,  no  era  un  obs 
táculo  para  que  se  cumpliesen  sobre  el  particular  las 
antiguas  leyes  españolas  y  para  que  el  ejeí;utivo  dic- 
tase las  disposiciones  reglamentarias  mas  adecuadas 
al  mejor  cumplimiento  de  dichas  leyes. 

105 — En  1855  ocurrieron  ciertas  diferencias  entre 
el  gobernador  de  San  Luis  y  el  discreto  provisor  de  la 
diócesis  de  Cuyo.  Con  motivo  de  ellas,  el  señor  Fa- 
cundo Zuviria  ministro  del  culto,  dirigió  un  oficio,  á 
nombre  del  gobierno  nacional,  al  referido  provisor. 
En  ese  oficio  decia  textualmente:  «Al  ordenarme  S. 
E.  que  prevenga  á  S.  S.  la  provisión  de  dichas  vacan- 
tes conpleno  acuerdo  del  exmo.  gobierno  de  San  Luis^ 
no  ha  ignorado  que  por  la  ley  16,  título  13,  libro 
1^  de  la  recopilación  de  indias-,  por  lo  dispuesto 
en  el  concilio  de  Trento,  sección  24,  capítulo  18,  y 
por  la  real  cédula  de  22  de  Junio  de  1791,  pueden 
los  ordinarios  nombrar  curas  interinos  sin  previa 
presentación  del  patrono,  como  se  requiere  para  los 
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curas  colados. — Pero  tampoco  ha  ignorado  que  se- 
gún el  mismo  concilio  de  Trento  y  la  ley  25,  tít.  6, 
lib.  ]  ^  de  la  recopilación  de  indias,  los  interinarios 
no  pueden  durar  mas  de  cuatro  meses».  Fundán- 
dose en  estas  y  otras  leyes  de  indias,  el  señor  Zu- 
viria  exigió  al  provisor  que  se  cumpliesen  las  for- 
malidades en  ellas  prescritas. 

106— Al  concederse  el  pase  ala  bula  en  virtud 
de  la  cual  fué  instituido  obispo  de  la  diócesis  de 
Córdoba  el  doctor  José  Vicente  Ramírez  de  Arella- 
no,  el  gobierno  nacional  consignó  en  el  decreto  res- 
pectivo las  siguientes  palabras:  «declarando  no  con- 
sentidas las  clausulas  que  se  expresan  en  dichas 
bulas,  por  las  cuales  la  santa  sede  se  leserva  la 
provisión  de  las  iglesias  vacantes  ó  que  vacaren,  y 
la  designación  de  nuevos  límites  á  la  dióceses  de 
Córdoba,  en  cuanto  esas  reservas  puedan  perjudi- 
car al  derecho  de  patronato  que  corresponde  al  go- 
bierno argentino  para  nombrar  y  presentar  los  obis- 
pos de  las  iglesias  de  la  confederación  que  sostiene 
y  protejC;  para  ¡ntervenir  en  la  modificación  de 
sus  diócestS.  etc. » 

La  misiua  protesta  se  foi'muló  al  otorgar  el  pase 
á  la  bula  de  institución  del  obisjio  para  la  diócesis 
de  Cuyo  en  favor  del  reverendo  padre  fray  Nicolás 
Aldazor,  y  el  mismo  procedimiento  se  ha  seguido 
cuando  las  bulas  pontificias  han  contenido  declara- 
ciones contrarias  á  la  Constitución  nacional  ó  á  las 
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antiguas  leyes  de  patronato,  como  .son  las  que 
se  refieren  á  las  modificaciones  de  las  diócesis. 

107— Con  fecha  17  de  Diciembre  de  1836  el  se- 
ñor doctor  Mariano  Jos(»  de  Escalada  y  Bustillo  Ze- 
vallos,  arzobispo  de  esta  arqaidiocesis.  expidió  una 
resolución  organizando  Ioí?  tribunales  eclesiásticos 
de  la  República.  En  uno  de  los  artículos  de  su 
decreto,  el  señor  arzobispo  hizo  referencia  no  so- 
lamente á  lo  prescrito  poi'  el  pontífice  Gregorio  XIII 
en  esta  materia,  sino  á  lo  que  está  ordenado  por  la 
ley  10,  titulo  9,  libro  1  ^  de  indias.  El  gobierno 
nacional,  por  su  parte,  tomando  en  el  asunto  la 
ingerencia  que  creyó  corresponderá,  expidió  un  de- 
creto aprobando  dicha  organización  en  lo  general, 
por  encontrarla  conforme  con  la  ley  de  indias  men- 
cionada. Hizo  mas:  modificó  el  artículo  5  ®  de  la 
resolución  arzobispal  en  el  que  se  determina  la  com- 
posición ó  el  personal  de  los  tribunales  de  ter- 
cera instancia. 

108. — Seriamos  interminables  si  nos  propusié- 
ramos hacer  una  enumeración  completa  de  los  casos 
en  que  el  poder  civil  ha  cumplido  las  leyes  de 
patronato  con  arreglo  á  la  Constitución  nacional 
vigente  y  á  las  antiguas  leyes  españolas.  Bástenos 
añadir  que  ha  tenido  intervención,  mas  ó  menos 
directa,  en  el  nombramiento  de  los  mienbros  de 
los  cabildos  eclesiásticos,  en  la  erección  del  arzo- 
bispado    de    Buenos   Aires,  en    la   organización 
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de  los  seminarios  conciliares  asi  como  en  la  com- 
posición del  personal  de  estos,  en  las  declaraciones 
de  sede  vacante  y  en  la  remoción  de  determinados 
funcionarios  del  orden  eclesiástico.  Todos  estos 
casos  no  están  previstos  de  una  manera  expresa  en 
los  artículos  de  la  Constitución  nacional  referentes 
al  patronato.  La  norma  de  conducta  de  los  gobier- 
nos, en  semejantes  emergencias,  ha  sido  la  antigua 
legislación  española  que  siempre  consideraron  vi- 
gente. 

No  tuvo  razón,  por  lo  tanto,  el  distinguido  doctor 
Pizarro  al  afirmar  que  los  gobieinos  argentinos  ha- 
cia tiempo  que  hablan  declarado  caducadas  las  le- 
yes de  indias.  El  caso  ¿«islado  que  citó  es,  como 
se  ha  visto,  una  excepción  en  la  historia  del  dere- 
cho argentino,  que  nunca  fué  tomada  como  pre- 
cedente autorizado  para  resolver  cuestiones  de  la 
misma  naturaleza.  Sabido  es,  por  lo  demás,  que 
una  excepción  no  constituye  regla  de  conducta-,  y 
que  las  leyes  no  se  derogan  ni  caducan  por  las  in- 
fraciones  en  que  puedan  incurrir  los  gobiernos. 

109. — Ademas,  el  decreto  gubernativo  del  que 
se  hizo  tanto  mérito  en  contra  de  las  doctrinas  de 
la  escuela  regalísta,  no  era  firmado  solamente  por 
el  señor  Balcarce;  llevaba  también  la  firma  del  se- 
ñor Tomás  Manuel  Anchorena  ministro  de  aquel- 
Ahora  bien-,  el  referido  ministro,  algunos  meses 
después  de  firmado  dicho  decreto,  con  fecha  3  de 
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Agosto  (le  1831,  á  causa  do  negarse  el  senado 
eclesiástico  á  guardar  al  reverendo  obispo  de 
Aulon  y  vicario  apostólico  de  la  diócesis  de  Buenos 
Aires,  los  honores,  distinciones  y  prerogativas  que 
este  creia  corresponder! e,  expidió  una  resolución 
mandando  que  se  le  guardasen  dichos  honores, 
«teniendo  presente,  para  su  puntual  observancia,  la 
ley  4^  ,  título  15,  libro  3^  délas  recopiladas  de 
indias  en  la  que  se  manda  que  ningún  prelado,  de 
cualquiera  dignidad  que  sea,  entre  ni  sea  recibido 
con  palio  en  su  Iglesia.»  El  señor  Anchorena, 
reconociendo  de  este  modo  terminante  y  claro  la 
vigencia  de  las  leyes  de  indias,  desmintió  la  par- 
ticipación que  podia  haber  tenido  en  el  decreto  de 
31  de  Enero  del  mismo  año,  citado  por  el  señor 
Fizar ro. 

Hemos  visto,  por  lo  dema?',  que  el  señor  Ancho- 
rena, absolviendo  la  consulta  que  le  futí  dirigida  en 
1833,  reconoció  la  existencia  del  patronato  nacio- 
nal, aunque  en  una  forma  apropiada  á  sus  ideas 
ortodoxas. 

110.— También  sostuvo  el  doctor  Pizarro,  al  apo- 
yar y  explicar  las  declaraciones  del  ex-vicario  Clara, 
que  el  patronato  nacional^  aun  ejercido  en  los 
ilnicos  casos  expresamente  determinados  por  la 
Constitución  política  era  un  derecho  imperfecto. 
Sus  palabras  textuales  son  estas:  «El  gobierno 
tiene  realmente  el  patronato^  pero  no  el  patronato 
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regio:  tiene  el  patronato  nacional,  concurrente  en  el 
poder  ejecutivo  y  en  el  senado  unas  veces,  en  el 
poder  ejecutivo  y  la  suprema  corte  otras,  según  los 
casos:  pero  este  hecho  constitucional  no  ha  reci- 
bido consagración  completa.  Es  un  acto  unilate- 
ral que,  para  (lue  sea  de  derecho  perfecto,  es  ne- 
cesario que  revista  el  carácter  de  un  acto  bilateral». 

Para  hacer  resaltar  la  inexactitud  de  tales  afir- 
maciones, conviene  fijar  el  sentido  de  las  palabras, 
con  la  mayor  precisión  posible.  Si  nos  atenemos  á 
la  común  clasificación  que  de  los  derechos  se  ha 
hecho,  en  perfectos  é  imperfectos.,  las  ideas  del  doc- 
tor Pizarro  son  notoriamente  erróneas. 

Efectivamente:  derechos  perfectos  se  ha  llamado 
á  los  que,  en  el  orden  de  las  relaciones  sociales, 
se  pueden  hacer  efectivos  aun  contra  la  voluntad 
déla  persona  obligada:  tales  son  los  que  se  fundan 
en  un  contrato,  en  una  donación  ó  en  cualquiera  de 
los  títulos  reconocidos  por  las  leyes  civiles  6  inter- 
nacionales. 

Con  el  nombre  de  derechos  imperfectos  se  ha  de- 
signado á  los  que  no  pueden  ejercerse  sin  el  previo 
consentimiento  de  aquel  sobre  quien  recae  la  obliga- 
ción jurídica  correlativa:  tal  es  el  del  mendigo  que 
tiene  derecho  ¿í  los  medios  de  subsistencia  y  sin  em- 
bargo no  puede  apelar  al  recurso  de  la  fuerza  para 
exigirlos  de  personas  determinadas,  aun  cuando  es- 
tas sean  ricas.    El  derecho  imperfecto,  según  esto, 
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tiene  algo  de  abstracto,  de  imaginario,  mucho  de  ilu- 
sorio; es  algo  asi  como  los  derechos  primitivos,  natu- 
rales,  innatos  6  absolutos  que  algunos  jurisconsultos 
han  admitido  en  oposición  á  los  secundarios,  deriva- 
dos, contingentes  ó  hipotéticos.  El  derecho  imper- 
fecto existe  de  una  manera  puramente  subjetiva-,  solo 
se  realiza  cuando  se  ha  convertido  en  un  derecho 
perfecto. 

Segim  esto,  si  se  acepta  que  el  patronato  es  un  de- 
recho imperfecto,  tiene  que  aceptarse  igualmente 
que  los  poderes  nacionales  no  pueden  ejercerlo  sin 
el  previo  consentimiento  de  la  autoridad  eclesiástica, 
que  es  sobre  la  cual  recaen  las  obligaciones  jurídicas 
correlativas.  Y  esta  consecuencia  importa,  por  sí 
sola,  el  desconocimiento  de  la  fuerza  obligatoria  de 
las  disposiciones  de  la  Constitución  acerca  del  pa- 
tronato. 

Por  otra  parte,  desconocer  la  fuerza  obligatoria 
de  una  ley  equivale  á  desconocer  la  misma  ley:  es  lo 
mismo  que  negar  su  existencia. 

¿Quizo  llegar  á  este  último  extremo  el  ilustre  de- 
fensor del  vicario  de  Córdoba?  Parecenos  que  no. 
El  mismo  doctor  Pizarro  dijo  en  su  segundo  discur- 
so: «El  gobierno  sostiene  el  culto,  mantiene  las 
iglesias,  las  funda  y  las  dota,  y  estos  son  los  medios 
de  adquirir  el  \}^ivon?iio—dos^edificatio,  fundus,* 

Pues  bien,  si  estos  son  los  medios  de  adquirir  el 
patronato  y  ellos  son  independientes  del  expreso  con- 
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sentimiento  de  la  autoriilad  eclesiástica,  es  claTo 
que  el  gobierno  nacional,  independientemente  de 
dich3  consentimiento  expreso,  ha  adquirido  el 
patronato.  Por  consiguiente,  este  derecho  ha  deja- 
do de  ser  abstracto,  imaginario  ó  primitivo-,  se  funda 
en  un  título  perfecto  )'  tiene  un  fin  concreto:  es  por 
lo  tanto  realizable. 

A  este  respecto  se  encuentra  el  gobierno  con  re- 
lación á  la  Iglesia,  en  el  mismo  caso  que  el  que  ad- 
quiere de  buena  fé  alguna  cosa,  por  prescripción,  con 
respecto  al  dueílo  de  dicha  cosa.  Para  hacerla  snyR 
y  disfrutar  completamente  de  ella  no  necesita  el 
consentimiento  expreso  de  su  primitivo  poseedor  y 
dueño.  Asi  también  el  gobierno,  desde  que  ha  ad- 
quirido el  patronato  mediante  un  título  distinto  al  de 
los  concordatos,  no  necesita,  para  ejercerlo,  del  ex- 
preso consentimiento  de  la  santa  sede.  El  patro- 
nato no  es,  pues,  un  derecho  impertecto. 

No  tiene  carácter  unilateral;  es  perfectamente  bi- 
lateral, porque  impone  al  Estado  y  á  la  Iglesia  recír 
procas  obligaciones:  al  primero  la  de  proteger  el 
culto  católico-, á  la  segunda,  la  de  subordinar  el  ejerci- 
cio de  su  jurisdicción,  en  territorio  argentino,  á  las 
leyes  de  patronato. 

Las  demás  cuestiones  que  el  doctor  Pizarro  trató 
en  los  luminosos  debates  habidos  en  el  senado,  el 
año  1884,  se  refirieron  al  caso  concreto  del  ex-vica- 
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rió  Clara,  del  cual  nos  ocuparemos  mas  adelante, 
Veamos,  entre  tanto,  en  lo  general,  cual  es  la  exten- 
sión que  puede  atribuirse  al  patronato. 


CAPITULO  IX 

Ol>jotos   y   oai?aoter»es  del   patronato; 
rorn'ia   ele   su    ejerciólo 


lll.'DentiostPAciones  ya  hechas— 112.  Diferentes  objetos  que 
abraza  la  extensión  del  patronato  nacional— 113.  Es 
potestativo  de  la  autoridad  oivil  el  derecho  de  avocarse 
el  conocimiento  de  las  causas  referentes  al  patronato 
—114.  El  patronato  es  imprescriptible— 118.  Es  también 
inalienable  ó  indivisible— 116.  El  patronato  pertenece  al 
orden  temporal  y  no  al  espiritual— 117.  El  patronato 
solo  puede  ser  ejercido  por  las  autoridades  é.  quienes 
la  ley  se  refiere  ó  por  las  que  representan  legalmente 
Á  aquellas— 118.  Forma  en  que  el  patronato  se  ha  ejer- 
cido y  se  ejerce  hoy — 110.  El  vice-patronato  y  las  cons- 
tituciones de]las  provincias — 120.  Lia  legislación  peruana 
y  el  ejercicio  del  patronato— 121.  El  ejercicio  del  patro- 
nato nacional  no  es  incompatible  .con  la  forma  repu- 
blicana de  gobierno. 


111. —  En  los  capítulos  anteriores  queda  demos- 
trada la  existencia  del  patronato  nacional. 

(Jueda  igualmente  demostrado  que  la  norma  ó 
pauta  que  el  gobierno  debe  seguir  en  el  ejercicio  de 
este  derecho,  consiste,  ante  todo,  en  los  mandatos 
expresos  de  la  Constitución  nacional  y  de  las  leyes 
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de  la  República  y,  subsidiariamente,  ó  por  defecto 
ú  omisión  de  estas,  en  las  antiguas  leyes  de  indias. 

Se  lia  comprobado,  por  último,  que  bajo  el  impe- 
rio de  tales  y  tan  arraigadas  convicciones,  los  gobier- 
nos han  hecho  uso  constante  de  este  derecho,  el 
cual,  á  su  vez,  ha  sido  reconocido  y  acatado  por 
numerosos  é  ilustrados  funcionarios  de  la  iglesia 
argentina. 

Sobre  la  base  de  estas  conclusiones,  es  ya  una  ta- 
rea fácil  entrar  en  el  examen  general  de  las  fun- 
ciones que  abraza  el  patronato,  de  sus  caracteres  y 
déla  forma  en  que  debe  ejercerse.  Decimos  que  solo 
vamos  á  entrar  en  el  examen  general  de  las  fun- 
ciones inherentes  al  patronato,  porque  al  entrar  en 
un  examen  detallado  y  minucioso  de  todas  las  dispo- 
siciones referentes  á  él,  saldríamos  de  los  límites 
del  presente  libro. 

112.— En  primer  lugar,  corresponde  al  patrono 
conceder  el  pase  6  retener  los  decretos  de  los  conci- 
lios, las  bulas,  los  breves  y  rescriptos  del  sumo 
pontífice  de  Boma.     [1] 

Le  corresponde  igualmente  el  nombramiento  de 
los  obispos  por  medio  de  presentación  al  romano 
pontífice-,  y  el  de  las  dignidades  y  prebendas  por 
presentación  al  obispo  respectivo.  Las  canongias 
llamadas  de  oposición,  necesitan  que  preceda  el  cor- 

(1)  Artículo  86,  inciso  9  do  ]a  Constitución  nacional. 


—  207  — 

respondiente  concurso,  para  que  el  patrono  haga 
la  presentación  al  obispo.    [1] 

Los  beneficios  curados  deben  proveerse  en  con- 
curso, y  después  de  elevadas  las  respectivas  nóminas 
hace  el  patrón  el  nombramiento  paia  que  se  dé  al 
agraciado  la  colación  del  beneficio.    [2] 

No  se  puede  erigir,  instituir,  fundar  ni  construir 
iglesia  catedral  ni  parroquial-,  monasterio,  hospital, 
iglesia  votiva,  ni  otro  lugar  pío  ni  religioso,  sin  li- 
cencia expresa  del  patrono.  [3] 

No  se  puede  dar  ni  vender  capillas  catedrales 
sin  licencia  del  patrono,  y  los  mayordomos  de  fá- 
brica de  iglesia  deben  nombrarse  con  intervención 
del  mismo.  [4] 

Interviene  también  el  patrono  en  las  renuncias 
y  en  la  división,  unión  y  supresión  de  los  bene- 
ficios. 

Le  corresponde  el  derecho  de  intervenir  en  el 
arreglo  de  los  conventos  de  regulares  y  en  la  for- 
mación de  los  estatutos  y  constituciones  que  hicieren 
los  prelados,  capítulos  y  conventos  de  religiosos.  (5) 

Le  corresponde  igualmente  la  inspección  de  los 
seminarios  y  el  derecho  de  dictar  las  pj'ovidencias 


(Ij   Artículo  86,  inciso  8  de  l<v  Constitución  nacional.   Ley  3**  á  10.  del 
tit.  (i,  lib.  lo  do  la  recopilación  de  india». 
(2)  Ley  24   do  la  recopilación  do  indias 
'3/  Ley  2  do  la  rtcopiliicion   do  indiaj!. 
Í4)  Leycrf  42  y  48  de  la  recopilación    de  indins. 
Í5;  Ley  61.  título   U,  libro  1®   y  ley  2.  título  2.  libro  2. 
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que  juzguen  necesarias  á  la  mejor  marcha  de  di- 
chos establecimientos.  (1) 

Pueden  intervenir  en  la  reunión  de  los  concilios 
provicíales,  nombrando  personas  que  en  su  nombre 
asistan  á  ellos,  para  informar  sobre  las  decisiones 
que  pudieran  comprometer  las  leyes  del  país.  Los 
actos  délos  concilios  no  pueden  darse á  la  publicidad 
sin  previo  examen  y  aprobación  del  gobierno.    (2) 

El  derecho  de  patronato  comprende,  ademas,  los 
derechos  honoriftcos  de  incienso  y  otros  concedidos 
por  la  Iglesia,  asi  como  los  derechos  útiles  de  im- 
poner pensiones  á  los  edificios  eclesiásticos,  supri- 
mir las  establecidas,  percibir  las  rentas  de  los 
beneficios  vacantes,  señalar  sueldos  álos  beneficia- 
dos y    recaudar  los  espolios. 

Interviene  también  el  patrono  en  la  declaración 
de  las  iglesias  en  sede  vacante,  y  puede  adopta}- 
las  medidas  necesarias  para  impedir  los  desórdenes 
que  suelen  producirse  en  los  cabildos  de  las  igle- 
sias en  los  casos  de  viudedad  de  estas.  (U) 

Toma  parte  en  la  organización  de  los  tribunales 
eclesiásticos  y  establece  la  manera  de  remediar  las 
injusticias  en  que  estos  puedan  incnrrir.(4; 


(1)  Ley  1*,  titulo  23,  libro   1®. 

i2)  Loyes  2*  y  6««,  título  8=^,  libro  l^   y  cédula   de   21  do   Agoito  do 

1769. 

(3)  Ley  9,  título  18,  libro  V>  y  ley  10,  título  II,  libro  V\ 

(4)  Ley  10,  título  O,  libro  1";  leyes  9  y  10    del  titulo  10,  libro  1";  y  leye» 
133  y  siguientes  del  título  15,  libro  I''. 


—  209  — 

113. — Es  también  derecho  inherente  al  patro- 
nato el  que  tiene  la  potestad  civil  de  avocarse  el  co- 
nocimiento  de  las  causas  relativas  á  las  infracciones 
de  las  leyes  sobre  dicha  prerogativa.  Efetivaraen 
te:  como  el  ejercicio  de  este  derecho  se  refiere  á 
sucesos  del  orden  temporal  y  su  objeto  mas  im- 
portante consiste  en  armonizar  las  funciones  de  la 
Iglesia  con  las  del  Estado,  para  que  el  orden  públi- 
co no  se  perturbe,  no  hay  duda  que  los  jueces 
seculares  tienen  la  competencia  necesaria  para  co- 
nocer de  todo  lo  que  á  él  se  refiere. 

Este  principio  era  expresamente  reconocido  en 
la  legislación  de  indias,  en  la  cual  se  determinaban 
los  tribunales  que  debian  entender  en  esta  clase  de 
asuntos.  Por  la  ley  1*  ,  tít.  6,  lib.  1  ® .  se  en- 
cargó que  velasen  por  la  estricta  observancia  del 
patronato,  á  los  vireyes,  audiencias  y  justicias. 
Según  la  ley  29,  tít.  18,  lib.  2,  la  defensa  y  con- 
servación del  patronato  estaba  á  cargo  del  fiscal 
de  la  audiencia.  Una  cédula  de  1540  citada  por 
Fraso  en  el  tomo  1  ®  .  pág.  222  y  reproducida  por 
el  doctor  Velez,  fijó  en  dichas  audiencias  la  juris- 
dicción  de  los  asuntos  de  patronato^  dicha  cédula 
hablando  sobre  cuestiones  de  patronato  y  refirién- 
dose á  los  presidentes  y  oidores  de  la  audiencia  y 
chaacilleria  real  de  la  Nueva  España,  decia:  cY 
por  que  mi  voluntad  es  que  cada  y  cuando  se  ofre- 
ciere alguna  duda  sobre  algunas  cosas  de  las  refe- 

14 
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ridas,  os  mando  lo  veáis  vosotros  y  declaréis  y  ter- 
minéis en  ello  lo  que  halláredes  por  justicia  y 
aquello  que  determináredes^  mandamos  al  dicho 
obispo  deán  y  cabildo  qt^e  lo  guarden  y  cumplan. » 
Una  providencia  análoga  contiene  la  ley  35,  tit.  6, 
lib.  1  ^ .  Después  de  encargarse  en  ella  á  los  arzo- 
bispos y  demás  prelados  de  indias  la  estricta  ob- 
servancia de  las  leyes  de  patronato  y  de  prohibir- 
les cualquiera  innovación  en  la  materia^  se  agrega: 
«cumpliendo  como  lo  deben  hacer  las  provisiones 
que  las  audiencias  despacharen,  y  conforme  á  las 
leyes  y  estilos  de  estos  reinos  las  pueden  y  deben 
despachar  sin  dar  lugar  á  lo  contrario  t. 

De  manera  que,  como  con  tanto  acierto  lo  hace 
observar  el  doctor  Velez,  el  orden  del  procedimiento 
en  esta  clase  de  pleitos  era  el  siguiente:  el  virey, 
como  vice-patrono,  conocía  en  primera  instancia  y 
pronunciaba  sentencia  con  el  dictamen  del  asesor 
general   del    vireinato.      Contra    esta    sentencia 
habia  el  recurso  de  apelación  ante  la  audiencia,  la 
cual  conocía  en  vista  y  revista.     Si  el  pleito  tenia 
su  origen  en  el  territorio  de  las  intendencias,  el 
gobernador,    como  delegado  del  vice-patrono,  co- 
nocia  de  él,  en  primera  instancia.    En  todo    caso, 
esta  clase  de  juicios  se  tramitaban  según  los  proce- 
dimientos ordinarios. 

Esto  sucedia  solamente  en  América,  en  donde  la 
autoridad  de  los  vireyes  y  la  de  sus  i'espectivos  de- 
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legados  se  encontraba  subordinada  á  los  mandatos 
expresos  y  á  los  límites  fijados  por  los  soberanos  de 
España.  Otra  cosa  sucedía  en-la  metrdpoli^allí  residía 
el  poder  supremo  y  absoluto,  cuyos  actos  ninguna 
audiencia  podía  restringii*  ni  revisar.  Así  es  que 
las  causas  de  patronato  eran  del  dominio  exclusivo 
de  la  cámara  del  consejo  de  castilla. 

En  todo  caso,  según  se  vé,  eran  los  tribuna- 
les 6  autoridades  civiles  los  que  resolvían  las 
dificultades  referentes  al  patronato  y  entendían  en 
los  juicios  á  que  daba  lugar  la  infracción  de  las  le- 
yes que  lo  protegían. 

El  principio  subsiste  aun.  Las  autoridades  y 
tribunales  laicos  son  los  que  dirimen  estas  centro- 
veraas.  Solamente  ha  vaiíado  la  forma  de  los 
procedimientos,  según  leyes  especiales  dictadas  sobre 
la  materia,  bajo  el  imperio  de  la  Repúblics,  las  cua- 
les han  modificado  la  organización  de  los  tribunales 
de  justicia  y  el  orden  de  sus  procedimientos,  ensan- 
chando la  esfera  de  acción  de  los  tribunales  laicos 
ordinarios. 

Efectivamente:  según  la  Constitución  y  leyes 
vigentes,  los  obispos  y  demás  personas  investidas  de 
autoridad  eclesiástica  están  sometidos  á  la  jurisdic- 
ción de  los  tribunales  ordinarios  de  la  nación.  Asi 
e$  que  cualquiera  infracción  de  las  leyes  de  patro^ 
nato  se  inicia  y  ventila  ante  los  tribunales  federales 
de  sección.    La  ley  de  25  de  Agosto  de  1863^  sobre 
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iirisdíccion  y  competencia  de  los  tribunales  nacio- 
nales, ha  establecido  en  el  inciso  3  ^   del  artículo  3, 
que  los  jueces  de  sección  conocerán  de  los  crímenes 
cometidos  en  los  territorios  de  las  provincias  en  vio- 
lación de  Jas  leyes  nacionales,  como  son  todos  aque- 
llos que  ofendan  la  soberanía  ó  seguridad  de  la  na- 
ción.   Además,  otra  ley  de  la  misma  fecha,  en  la 
que  se  enumeran  los  crímenes  cuyo  juzgamiento 
compete  á  los  tribunales  nacionales,  incluye,  en  su 
título  2^,  entre  esos  delitos,  las  infracciones  de 
algunas  leyes  sobre  patronato,  como  son:  el  ejecutar 
ó  mandar  ejecutar  decretos  de  los  concilios,  bulas, 
breves  y  rescriptos  pontificios,  sin  el  previo  pase  ó 
consentimiento  del  gobierno  nacional. 

Cayendo,  pues,  estos  asuntos  bajo  la  jurisdicción 
ordinaria,se  tramitan  y  ventilan  conforme  á  las  leyes 
que  reglamentan  el  ejercicio  de  esta,  correspondien- 
do á  los  fiscales,  como  representantes  del  gobierno 
y  defensores  natos  de  la  soberanía  nacional,  promo- 
ver las  acusaciones  á  que  hubiere  lugar  y  sostener 
en  todas  las  instancias,  los  derechos  y  prerogatívas 
del  Estado. 

Por  oirá  parte,  desde  que  los  diezmos  fueron 
abolidos,  desaparecieron,  de  hecho,  los  juzgados 
privativos  de  diezmos-,  desde  que  el  fuero  eclesiás- 
tico fué  suprimido,  desaparecieron  las  causas  de  los 
clérigos  pertenecientes  al  fuero  episcopal. 
En  una  palabra,  todo  lo  que  pueda  importar  una 
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infracción  á  las  leyes  del  país,  cualquiera  que  sea 
la  investidura  sagrada  del  responsable  de  ella,  cae 
bajo  el  dominio  de  la  jurisdicción  ordinaria.    No 
se  reconocen  hoy  prerogativas  de  sangre  ni  de  naci- 
miento-,  no  hay  en  la  nación  fueros  personales,  ni 
títulos  de  nobleza.    Todos  sus  habitantes  son  iguales 
ante  la  ley.  Si  algunas  excepciones  se  establecen 
en  contra  de  los  procediniientos  ordinarios,  como 
sucede  cuando  se  trata  de  los  juicios  de  responsa- 
bilidad   relativos    al   presidente,    vice-presidente, 
ministros,  miembros  de  la  corte  suprema  y  demás 
tribunales  inferiores  de  la  nación,  entonces  la  ley 
las  declara  expresamente.     Lo  mismo  sucede  en  las 
causas  concernientes  á  embajadores,  ministros,  cón- 
sules y  vice-cónsules  estranjeros  y  en  las  que  alguna 
provincia  íigura  como  parte.     Fuera  g-.  u.^los  casos 
no  hay  razón  alguna  para  alterar  los  procedimientos 
ordinarios. 

Fijada  como  queda,  en  sus  puntos  mas  culmi- 
nantes, la  extensión  del  patronato,  veamos  cuales 
son  sus  principales  caracteres. 

114. — Uno  de  los  principales  es  su  inprescripti- 
bilidad.  No  se  pierde  por  dejarlo  de  ejercer,  ni 
persona  alguna  puede  adquirirlo  por  uso  ó  costum- 
bre. La  ley  P ,  título  6,  libro  I'' .  de  la  recopila- 
ción de  indias^  en  la  cual  se  fljai'on  con  precisión 
las  funciones  inherentes  al  patronato,  dice:  «otro 
si,  que  por  costumbre  prescripción  ni  otro  título, 
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ninguna  persona  6  personas,  comunidad  eclesiás- 
tica ni  regular,  iglesia  ni  monasterio  puedan  usar 
de  derecho  de  patronazgo,  si  no  fuere  la  persona 
que  en  nuestro  nombre  y  con  nuestra  autoridad  y 
poder  lo  ejerciere.  *  La  misma  disposición  se  en- 
cuentra en  la  cédula  de  10  de  Junio  de  1574. 

En  la  cédula  de  ÍJ3  de  Julio  de  1.639,  dirigida 
al  obispo  de  Cuba,  que  trae  Solorzano  en  el  libro  4  ® 
cap.  2,  número  18,  se  lee  lo  siguiente:  «como  sa- 
béis ó  debéis  saber  el  dicho  patronato  es  una  cosa 
que  yo  tanto  estimo,  y  en  que  no  puede  ni  debe 
parar  perjuicio,  ninguna  costumbre,  introducción, 
ni  prescripción  que  en  contrario  se  alegue.  > 

El  código  civil  vigente,  al  hablar  de  la  pres- 
cripción, aunque  reconoce  que  el  Estado  general  ó 
provincial  están  sometidos  á  las  mismas  prescripcio- 
nes que  los  particulares,  establece  que  esíto  debe 
entenderse  en  cuanto  á  los  bienes  y  derechos  suscep- 
tibles de  ser  propiedad  privada.  (1)  Ahora  bien- el 
patronato  nacional  no  es  susceptible  de  convertirse 
en  propiedad  privada,  desde  que  por  medio  de  su 
ejercicio  se  propende  á  la  conservación  del  tfrdeu 
público,  que  es  atribución  única,  exclusiva  y  per- 
manente del  Estado. 

115.— Otro  carácter  del  patronato  nacional  es  su 
inalienabilidad  é  indivisibilidad.     La  ley    1  "* ,  tít. 

(1)  Artículo  3.951. 
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6  ® ,  lib  1  '^  5  que  ya  hemos  citado,  dice  á  este  res- 
pecto: ♦  Ordenamos  y  mandamos  que  este  derecho  de 
patronazgo  en  las  indias,  único  é  insolidum  siem- 
pre sea  reservado  á  nos  y  á  nuestra  real  corona, 
y  no  pueda  salir  dt>  ella  en  todo  ni  en  parte^  y  por 
gracia^  ^^nerced^  privilegio  ó  cualquier  otra  dis- 
posición que  nos  ó  los  reyes  nuestros  sucesores 
hiciéremos  ó  concediéremos^  no  sea  visto  que  con 
cedemos  derecho .  de  patronazgo  á  persona  alguna, 
iglesia  ni  monasterio,  ni  perjudicarnos  en  el  dicho 
nuestro    derecho  de  patronazgo.» 

Ademas,  hemos  demostrado  en  otra  parte,  que  el 
patronato  es  un  atributo  de  la  soberanía  nacional, 
un  derecho  perfectamente  adquirido  por  esta-,  los 
actos  que  emanan  de  su  ejercicio,  ya  sean  dirigidos  á 
su  propia  y  mejor  reglamentación  ó  al  cumplimien- 
to de  las  leyes  que  á  él  se  refieren,  son  actos  de 
gobierno,  y  por.  consiguiente,  medidas  de  orden 
público  ó  de  mejor   bienestar   social. 

Por  otra  parte,  el  artículo  22  de  la  Constitución 
nacional  declara  que  el  pueblo,  es  decir  la  nación,  no 
delibera  ni  gobierna,  sino  por  medio  de  los  repre- 
sentantes y  autoridades  creadas  por  la  misma  Ley 
fundamental.  Por  consiguiente,  si  los  actos  de  patro- 
nato son  actos  de  gobierno,  no  pueden  tampoco  ser 
ejercidos  sino  por  los  poderes  ó  autoridades  que  por 
delegación  ejercen  las  funciones  déla  soberanía  na- 
cional. 
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El  Estado  no  poede^  pues,  trasferir,  en  todo  ó  en 
parte,  el  ejercicio  del  patronato,  á  individuo  ó  cor- 
poración alguna-,  así  como  no  puede  un  congreso 
nacional  enagenar  su  facultad  de  dictar  leyes-,  asi 
como  el  ejecutivo  no  puede  trasferir  las  atribucio- 
nes que  ejerce  para  conservar  el  orden;  asi  como 
lo^  jueces  no  pueden  renunciar  en  favor  de  otras  per- 
sonas el  derecho  de  administrar  justicia. 

116. — Un  tercer  carácter  del  patronato  es  el  ser 
secular  y  temporal,  y  no  espiritual.  Por  las  disposi- 
ciones de  indias,  so  ha  visto  que  el  ejercicio  del  patro- 
nato estaba  reglamentado  por  leyes  del  orden  civil,  y 
que  aun  los  juicios  relacionados  con  esta  materia  eran 
tramitados  y  resueltos  por  jueces  del  mismo  orden 
y  con  arreglo  á  las  leyes  de  la  jurisdicción  ordina- 
ria. Se  le  atribuía,  por  lo  tanto,  un  carácter  com- 
pletamente temporal. 

Estas  prácticas,  en  vez  de  desaparecer  bajo  el 
régimen  de  la  República,  se  han  seguido  observan- 
do en  lo  sustancial,  pues  ya  hemos  demostrado 
que  los  poderes  políticos  actuales,  conforme  á  los 
principios  reguladores  de  su  existencia,  ejercen  el 
patronato  y  lo  reglamentan;  y  los  infractores  de  las 
disposiciones  que  á  él  se  refieren  son  juzgados  por 
los  tribunales  ordinarios  de  la  nación.  No  suce- 
dería esto  ciertamente,  si  hubiese  habido  el  propósi- 
to de  atribuir  al  patronato  un  cai'ácter  meramente 
espiritual;  es  decir,  si  se  hubiese  creido  que  solo 
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tenia  relación  con  las  cuestiones  que,  por  pertenecer 
al  dominio  exclusivo  de  las  conciencias,  no  queda- 
rían bajo  la  suprema  dirección  de  las  autoridades  en- 
cargadas de  armonizar  los  diversos  elementos  que 
una  sociedad  contiene,  para  encaminarla  de  la  ma- 
nera mas  fácil  y  provechosa,  á  la  realización  de  sus 
importantes  destinos. 

.  Se  ha  visto,  de  otro  lado,  fjue  el  pati'onato  ha  sido 
adquirido  por  efecto  de  la  liberalidad  de  los  gobier- 
nos que  edificaron  templos  y  monasterios  y  sostu- 
vieron y  sostienen  el  culto  católico.  Esas  liberalida- 
des no  tienen  ni  podian  dejar  de  tener  un  carácter 
meramente  temporal,  tanto  por  la  materialidad  mis- 
ma de  los  emolumentos,  como  por  proceder  estos  de 
un  soberano  laico.  Siendo  esencialmente  tempora- 
les no  podian  dar  origen  á  un  derecho  esencialmente 
espiritual:  suponer  lo  contrario  equivaldría  á  admi- 
tir que  una  causa  puede  producir  efectos  diame- 
tralmente  opuestos  á  su  naturaleza,  ó  que  un  motivo 
puede  inspirar  acciones  contrarias  á  su  carácter.  Es 
forzoso,  por  consiguiente,  admitir  que  el  patronato 
es  un  derecho  temporal. 

117. — El  cuarto  carácter  del  patronato  consiste 
en  que  no  puede  ser  ejercido  sino  por  las  autorida- 
des ó  personas  designadas  por  la  ley.  Sobre  este 
punto,  la  ley  1*,  tít.  6"",  lib.  I'',  que  repetidas 
veces  hemos  citado,  dice  que  nadie  puede  usar  de 
derecho  de  patronazgo,  «  sino  fuere  la  persona  que 
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en  nuestro  nombi'e,  y  con  nuestra  autoridad  y 
poder  lo  ejerciere.  > 

La  ley  en  esa  época  consistía  en  los  mandatos 
soberanos  del  rey;  por  lo  tanto,  decir  qae  no  podían 
ejercei'  el  patronato  sino  las  personas  suficientemen- 
te autoiizadas  por  el  rey,  y  en  nombre  de  este, 
equivalía  á  decir  que  solo  era  legítimo  el  uso  del 
mencionado  derecho  cuando  el  que  lo  ejercia  estaba 
autorizado  por  la  ley. 

Actualmente  sucede  lo  mismo^  y  con  mayor  razón. 
Lo  poderes  nacionales  están  perfectamente  clasifica- 
dos; la  Constitución  determina  las  atribuciones  espe- 
ciales con  cuyo  ejercicio  contribuye  cada  uno  ala 
realización  de  los  fines  del  Estado.  Ninguno  puede 
invadir  las  atribuciones  del  otro:  ni  el  ejecutivo  pue- 
de legislar,  ni  el  congreso  puede  constituirse  en  tri- 
bunal ordinario  de  justicia,  ni  los  jueces  y  magistra- 
dos puedan  dictar  providencias  de  caricter  general  y 
permanente.  La  infracción  de  cualquiera  de  estas 
reglas  no  solo  seria  un  ataque  directo  á  la  Constitu- 
ción nacional,  sino  que  subvertirla  por  completo  el 
orden  de  los  principios  en  que  está  fundada  la  for- 
ma representativa  republicana,  adoptada  como  forma 
de  gobierno  de  la  sociedad  política  argentina. 

Si  con  relación  á  ningún  orden  de  intereses  es 
conveniente  que  determinadas  atribuciones  se  ejer- 
zan indistintamente  por  cualquiera  de  los  poderes 
políticos,  mucho  menos  lo  es  si  se  trata  de  asuntos 
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que^  por  su  doble  carácter  de  espirituales  y  tempora- 
les, están  sometidos  también,  bajo  cierto  punto  de 
vista,  auna  autoridad  extraña. 

L»s  leyes  de  pati'onato  sirven,  á  la-  vez,  de 
medio  para  conouiTir  á  la  conservación  del  órd^a 
social  y  de  baise  para  fijar  las  relaciones  entre  las 
potestades  civil  y  eclesiástica,  ¿Y  sería  posible 
fijar  estas  relaciones,  señalarles  un  rumbo  certero^ 
si  las  funciones  anexas  al  patronato  no  fueran  ejer- 
cidaspor  las  personas  que  la  ley  designa?  Esto 
seria  absolntamente  imposible.  Las  autoridades 
eclesiásticas  no  tendrían  el  medio  de  conocer  cuales 
eran  las  autoridades  ante  quienes  debian  entablar 
las  reclamaciones  que  creyesen  justas. 

El  patronato,  como  todo  derecho  cuyo  ejercicio 
corresponde  á  la  soberanía  nacional,  no  puede  ser 
ejercido  sino  por  las  pei'sonas  en  quienes  el  pueblo  á 
delegado  su  ejercicio;  y  como  en  las  sociedades  po- 
líticas organizadas,  la  delegación  se  expresa  por 
medio  de  una  ley,  es  claro  que  solo  los  funcionarios 
autorizados  por  la  ley  pueden  ejercer  el  patronato, 
en  la  forma  en  que  aquella  lo  deteimine*. 

118.— ¿Cuál  es  esta  forma? 

El  derecho  argentino  ha  variado  á  este  respecto. 

• 

En  la  época  colonial  era  ejercido,  en  representación 
de  los  soberanos  españoles  y  con  arreglo  á  yus 
mandatos,  por  el  virey,  por  los  gobernadores  inten- 
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dentes  en  las  provincias  de  su  jurisdicción,  y  por 
las  audiencias. 

Cambiada  la  forma  de  gobierno  y  distribuido  de 
otro  modo  el  ejercicio  del  poder  público,  ha  va- 
riado también  la  forma  en  que  el  patronato  nacional 
se  ejerce.  Las  disposiciones  de  carácter  general 
y  permanente  son  de  la  exclusiva  competencia  del 
poder  legislativo,  pues  en  esto  estriba  la  naturaleza 
esencial  de  sus  funciones.  Por  eso  la  Constitución 
nacional  ha  establecido  que  cuando  los  decretos  de 
los  concilios,  las  bulas,  los  breves  y  rescriptos  del 
sumo  pontífice  contienen  disposiciones  generales  y 
permanentes,  entonces  el  pase  ó  la  retención  de 
dichos  documentos  debe  ser  autorizado  por  una  ley, 
es  decir,  por  un  acto  del  poder  legislativo.  (1) 

Por  eso  también  se  ha  reservado  al  congreso,  el 
derecho  de  aprobar  ó  desechar  los  concordatos  con 
la  silla  apostólica,  el  de  arreglar  el  ejercicio  del 
patronato  en  toda  la  nación,  y  el  de  admitir  en  el 
territorio  de  esta  otras  órdenes  religiosas  ademas 
de  las  existentes.  (2) 

En  todoS  estos  casos  las  medidas  son  de  carác- 
ter permanente. 

Si  las  medidas  referentes  al  patronato  tienen  un 
carácter  meramente  administrativo,  entonces  pue- 


(\)  Articulo  8G,  inciso  9, 

(2;  Articulo  67,  incisos  19  y  20  de  la  Cons litación  naeioaal. 
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deu  ser  dictadas  por  el  poder  ejecutivo,  solo  ó  en 
concurrencia  con  algún  otro  poder.  Asílenla  prer 
sentacion  de  los  obispos  para  las  iglesias  catedrales, 
el  presidente  de  la  nación  ejerce  los  derechos  del 
patronato  nacional  en  concurrencia  con  el  senado. 
Este  ultimo  foi*mula  una  terna  ^  el  presidente  elije  de 
ella  y  presenta  al  Papa,  el  elejido,  pai^a  que  se  le 
confiera  la  institución  canónica.  También  ejerce 
el  patronato,  el  poder  ejecutivo,-r-pero  esta  vez 
acuerdo  con  la  suprema  corte, — para  conceder  el  pase 
ó  retener  los  decretos  de  los  concilios,  las  bulas,  los 
breves  y  rescriptos  pontificios  que  no  contienen  dis- 
posiciones generales  ó  permanentes.  (1) 

En  los  demás  casos  de  patronato  no  especificados 
en  la  Constitución,  pero  mencionados  en  las  leyes 
de  indias,  cuya  vigencia  en  esta  materia  se  ha  de- 
mostrado, interviene  también  el  poder  ejecutivo. 
A  él  le  corresponde,  según  el  inciso  2""  del  articulo 
86  de  la  Constitución  nacional,  expedir  las  instruc- 
ciones y  reglamentos  que  sean  necesarios  para  la 
ejecución  de  las  leyes  del  país;  le  corresponde,  pues, 
dictar  las  medidas  administrativas  del  caso,  para 
asegurar  el  cumplimiento  de  todas  las  leyes  vigentes 
que  al  patronato  se  refieren,  entre  las  que  se  en- 
cuentran las  de  indias,  como  ya  se  ha  probado,  . 

Si  las  cuestiones  sobre  patronato  tienen  un  carác- 

(1)  Artículo  86,  incieoB  8  y  9  de  la  Constitaclon  nacionfü. 
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ter  contencioso,  su  conocimiento  y  decisión  corres- 
ponde á  los  tribunales  de  justicia;  tanto  por  el 
principio  constitucional  de  que  á  la  corte  suprema 
y  á  los  tribunales  inferiores  de  la  nación  corres- 
ponde el  conocimiento  y  decisión  de  todas  las  causas 
que  versen  sobre  puntos  regidos  por  la  Constitu- 
ción, y  por  las  leyes  de  la  nación,  (1)  como  porque 
la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  en  su  titulo 
2  ^ ,  considera  como  delito  justiciable,  el  de  ejecu- 
tar 6  mandar  ejecutar  decretos  de  los  concilios,  bu- 
las, breves  y  rescriptos  de  la  corte  pontificia  sin 
haber  obtenido,  necesitándolo,  el  respectivo  pase  del 
gobierno,  como  el  de  ejecutar  ó  mandar  ejecutar 
dichos  documentos  no  obstante  habérseles  negado 
el  pase. 

Ademas,  es  cosa  sabida  que  los  delitos,  6  sean 
los  actos  ú  omisiones  voluntarias  y  maliciosas  pe- 
nadas por  la  ley,  caen  bajo  la  jurisdicción  del  poder 
judicial,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  y  objeto 
de  las  leyes  infringidas.  Las  que  se  refieren  al 
patronato  no  están  exceptuadas  de  este  principio  ge- 
neral. Las  cuestiones  referentes  á  su  infracción, 
se  ventilan  y  resuelven,  por  lo  tanto,  ante  los  tri- 
bunales de  justicia. 
Dedúcese  de  las  consideraciones  anteriores: 
V   Que  el  poder  legislativo  es  el  único  que  pue- 

(1)  Articulo  100  de  la    Constitución  nacional. 
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de  dictar  medidas  de  carácter  general  y  permanen- 
te sobre  patronato; 

2®  Que  el  poder  ejecutivo  cumple  y  hace  cumplir 
las  leytó  vigentes  sobre  la  misma  materia,  ya  tengan 
su  origen  en  el  periodo  colonial  ó  bajo  el  régimen  de 
la  Kepiiblica; 

3°  Que  el  poder  judicial,  con  arreglo  á  las  mis- 
mas leyes,  decide  todas  las  cuestiones  de  carácter 
contencioso. 

Sobre  estas  conclusiones  no  puede  suscitarse  duda 
alguna.  Las  dificultades  solo  pueden  nacer  ponien- 
do en  duda  si  están  6  no  vigentes  las  antiguas  leyes 
de  patronato,  cuestión  que  ya  hemos  tratado  y 
resuelto  satisfactoriamente.  Admitida  la  vigencia 
de  esas  leyes,  el  deber  de  cumplirlas  y  de  hacerlas 
cumplir  es  indeclinable  para  las  autoridades  nacio- 
nales, en  la  esfera  de  acción  que  á  <íada  una  le  cor- 
responde. 

Debemos  agregar,  que  poco  tiempo  después  de 
expedida  la  Constitución  vigente,  el  gobierno  del 
señor  del  Carril  expidió  un  decreto,  citado  ya  en  el 
número  104  de  este  libro,  reglamentando  en  parte, 
por  lo  que  respecta  al  poder  ejecutivo,  la  manera 
de  ejercer  el  derecho  de  patronato. 

El  artículo  3^  del  referido  decreto  dice:  tLas 
órdenes  ó  mandatos  de  las  comunidades  eclesiásticas 
de  la  confederación,  en  la  parte  que  afecten  al  vice- 
patronato  de  los  gobiernos,  no  podrán  ejecutarse  ni 
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cumplirse  en  su  respectiva  provincia  sin  el  pase  y 
consentimiento  del  gobierno  provincial  > . 

119. — Estas  disposiciones  han  seguido  observán- 
dose desde  que  fueron  dictadas,  y  las  constituciones 
de  los  estados  provinciales  han  hecho,  con  arreglo  á 
ellas,  las  mismas  declaraciones. 

El  inciso  4^  del  artículo  142  de  la  Constitución 
de  Buenos  Aires,  hablando  de  las  atribuciones  del 
poder  ejecutivo  se  expresa  asi:  «Ejercerá  los  dere- 
chos de  patronato  como  vice-patrono,  hasta  que  el 
congreso  nacional,  en  uso  de  la  atribución  19  que 
le  confiere  la  Constitución  de  la  Eepública,  dicte  la 
ley  déla  materia.» 

La  C(mstitucion  de  la  provincia  de  Entre  Eios, 
al  enumerar  también  las  facultades  del  poder  eje- 
cutivo, dice  en  el  inciso  8°  del  artículo  46:  «Ejercer 
el  derecho  de  patronato  provincial. » 

Iguales  declaraciones  contienen:  la  Constitución 
de  la  pro.vincia  de  Corrientes  en  el  inciso  10  del 
aiüculo  65;  la  de  la  provincia  de  Tucuman,  en  el 
inciso  17  del  artículo  52-,  la  de  LaKioja  en  el  ar- 
tículo 92;  la  de  Salta,  en  el  inciso  4^  del  articulo 
140;  la  de  Jujuy  en  el  inciso  12  del  artículo  54;  y 
asi,  algunas  otras. 

Mucho  antes  de  que  se  dictaran  las  disposiciones 
anteriores,  con  fecha  21  de  Diciembre  de  1822,  la 
honorable  junta  de  representantes  de  la  provin- 
cia de  Buenos  Aires,  investida  entonces  de  poderes 
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amplios  y  extraordinarios,  puso  en  ejercicio  sus  fa- 
cultades legislativas  y  dictó  una  ley  sobre  reforma 
del  clero  de  la  cual  hemos  dado  una  idea  en  el  nú- 
mero 101. 

120. — No  se  crea  que  son  las  leyes  y  autorida- 
des argentinas  las  tínicas  que  han  distribuido  en 
esta  fórmalas  funciones  correspondientes  al  pa- 
tronato nacional.  En  las  constituciones,  leyes  y 
decretos  de  algunos  otros  países  sud-americanos  se 
encuentran  análogas  disposiciones. 

Para  no  extendernos  demasiado,  nos  limitaremos 
á  recordar  los  principios  consagrados  por  la  legis- 
lación del  Perú^  uno  de  los  paises  en  que  mas  vivo 
se  conserva  el  sentimiento  religioso  y  que,  como 
el  argentino,  se  cree  en  posesión  legítima  del  antiguo 
patronato,  en  todo  lo  que  es  compatible  con  sus  nue- 
vas instituciones.  Allí,  como  en  la  República  ar- 
gentina el  congreso  es  el  encargado  de  dictar  las 
disposiciones  necesarias  de  carácter  general  y  per- 
manente, para  el  ejercicio  del  palroiiato.  (1) 

Allí  también  se  atribuyen  al  poder  ejecutivo  •  las 
funciones  del  patronato  que  tienen  un  carácter  me- 
ramente administrativo,  como  la  presentación  para 
las  dignidades  y  canongias  catedrales,  para  los  cura- 
tos y  otros  beneficios  eclesiásticos.  Cuando  estas  fun- 
ciones pueden  afectar  intereses  de  mayor  entidad, 

(I)  Articulo  59,  inciso  17  de  la  Constitución    política    dvl  Perú  do  18C0. 

15 
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como  sucede  en  la  presentación  de  obispos,  en  la  ce- 
lebración de  concordatos  y  en  el  pase  ó  retención 
de  decretos  conciliares,  bulas,  breves  etc.,  entonces 
procede  de  acuerdo  con  el  congreso.  Si  las  mate- 
rias que  estos  documentos  contienen  se  refieren  á 
asuntos  contenciosos,  el  ejecutivo,  antes  de  proceder, 
consulta  á  la  corte  suprema  de  justicia.  í  1) 

Allí  también  las  infracciones  de  las  leyes  de  pa- 
tronato se  consideran  como  delitos  que  comprometen 
la  independencia  del  Estado  y  que  como  tales  caen 
bajo  la  jurisdicción  exclusiva  de  los  tribunales  de 
justicia.  Cuando  los  infractores  de  estas  leyes,  son 
los  arzobispos  ú  obispos,  solo  gozan  del  privilegio 
especial  de  ser  juzgados,  como  los  altos  dignatarios 
de  la  Kepública,  en  primera  y  segunda  instancia, 
por  la  corte  suprema. 

En  el  Perú,  por  último,  según  la  ley  de  5  de 
Enero  de  1857,  los  prefectos,  que  son  las  autorida- 
des políticas  superiores  de  los  departamentos,  ejer- 
cen una  especie  de  vice-patronato:  cuidan  de  que 
los  prelados  y  cabildos  eclesiásticos  no  introduzcan 
novedades  en  la  disciplina  exterior  de  la  Iglesia,  ni 
usurpen  el  patronato,  ni  las  regalías  nacionales;  im- 
piden, en  los  dominios  de  su  jurisdicción,  que  se 
haga    uso  de  documentos  pontificios  que  no  han 


(l)  Artículo  94,  incisos     IS  Á  19  do  la  Oonslitucion  politioa  del  Perú  de 
1860. 
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obtenido  el  correspondiente  pase-,  excitan  el  celo  de 
los  diocesanos  para  corregir  los  desórdenes  que  se 
noten  en  las  casas  de  regulares,  y  para  que  no  se 
ocupen  en  asuntos  ajenos  á  su  ministerio,  tomando 
igual  medida  respecto  del  clero  secular;  exigen  que 
los  curas  cuando  son  trasladados  á  otra  parroquia 
dejen  un  inventario  de  los  bienes  de  la  Iglesia-,  y 
ejercen  otras  funciones  que  no  se  derivan  precisa- 
mente del  texto  expreso  de  la  Carta  política,  pero 
que  pertenecen  al  orden  administrativo,  las  que, 
la  ley  citada,  atribuye  á  los  agentes  inmediatos  del 
poder  ejecutivo,  en  las  grandes  circunscripciones 
territoriales. 

Bajo  bases  análogas  se  encuentra  organizado  el 
ejercicio  del  patronato  nacional  en  otros  países  de 
Sud-América,  que  aun  conservan  esta  institución 
heredada  del  antiguo  régimen  español.  En  todas 
ellas,  ó  se  han  dado  nuevas  leyes  sobre  ciertos  y 
determinados  asuntos  que  caen  bajo  la  acción  del 
patronato  nacional,  ó  se  aplican  las  leyes  antiguas 
cuando  se  trata  de  materias  sobre  las  cuales  no  se 
ha  legislado  después  de  la  independencia. 

121.— El  patronato,  pues,  ni  por  su  carácter  ó 
naturaleza  íntima,  ni  por  la  forma  en  que  debe 
ejercerse,  ni  por  la  extensión  que  abraza,  es  incom- 
patible con  la  forma  republicana  de  gobierno.  Para 
que  tal  cosa  sucediese  seria  necesario  que  al  aceptar 
el  mencionado  régimen,  la  nación  hubiese  perdido 


su  personalidad  propia  y  por  lo  tanto  su  capacidad 
jurídica.  Pero  mientras  se  acepte,  como  no  puede 
dejar  de  aceptarse,  que  en  vez  de  perder  su  perso- 
nalidad ó  soberanía,  ha  entrado  en  el  pleno  goce  de 
todas  las  facultades,  que  le  son  correspondientes,  hay 
que  convenir  en  que  es  una  personalidad  capaz  de 
revindicar  en  su  favor  los  derechos  que  otros 
ejercieron  en  su  nombre,— como  sucede  con  el  de 
patronato,  —y  de  adquirirlos,  si  no  los  tuviesen,  por 
los  mismos  medios  de  fundación  y  dotación  que  sir- 
vieron de  base  6  causa  eficiente  al  antiguo  patronato 
regio. 

Por  último,  la  legislación  civil  argentina,  con  arre- 
glo á  los  principios  de  la  sana  razón,  ha  estableci- 
do que  las  leyes  no  pueden  derogarse  sino  por  otras 
leyes;  que  el  uso,  la  costuHibre  o  práctica  no  pueden 
crear  derechos  sino  cuando  las  leyes  se  refieren  á 
ellos;  que  las  cuestiones  civiles  no  pueden  dejar  de 
resolverse  por  oscuridad  ó  insuficiencia  de  las  leyes, 
y  en  estos  casos  se  toma  como  norma  de  conducta  las 
leyes  análogas  ó  los  principios  generales  de  derecho: 
que  ninguna  persona  puede  tener  derechos  irrevo- 
cablemente adquiridos  conti'a  una  ley  de  órdea 
público. 

Por  consiguiente,  todas  las  leyes  de  patronato 
que  no  han  sido  expresamente  derogadas,  deberán 
aplicarse  en  in  forma  que  ellas  mismas  determinen, 
6  en  la  establecida  por  otras  leyes  análogas,  ó  en  la 
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que  sea  mas  conforme  con  los  principios  generales 
de  derecho  y  con  las  supremas  y  privilegiadas  exi- 
gencias del  orden  público. 

No  hay,  no  puede  haber,  no  se  encuentra, — cual- 
quiera que  sea  el  aspecto  bajo  el  cual  se  estudie  la 
cuestión, — razón  seria  que  pueda  aducirse,  para  neu- 
tralizar la  acción  del  patronato  en  la  República.  Es 
un  derecho,  como  se  ha  visto,  perfectamen- 
te claro  y  definido,  con  una  esfera  de  acción 
que  le  es  propia:  su  concurso  ó  ejercicio,  en  la 
forma  que  hoy  tiene,  es  absolutamente  indispensa- 
ble para  que  el  Estado  llene  su  misión,  mientras  no 
se  alteren  los  fundamentos  ó  bases  de  la  organiza- 
ción actual  de  la  iglesia  argentina. 


CAPITULO  X 


Oonülotos  eiiti'o  las  dos  potesiados  y 
de"bei?es  dol  poder*  olvll  en  tales 
oasos 


122.  Doble  oaráotep  de  los  funcionarios  eclesiásticos — 128. 
Estos  deben  merecer,  á.  la  vez,  la  confianza  de  la 
autoridad  civil  y  la  del  gefe  supremo  de  la  Iglesia — 124. 
Tres  clases  de  infracciones  en  quepueden  incurrir— 12B 
Conflictos  de  deberes— 126.  Esto»  conflictos  nacen  de 
incompatibilidades  radicales— 127.  Opiniones  del  Arzo- 
bispo Maning — 128.  Imposibilidad  de  una  arnnonia  per- 
fecta y  permanente  entre  las  dos  potestades— 129.  En 
los  casos  de  incompatibilidad  entre  las  leyes  civiles  y 
las  leyes  eclesiásticas,  el  gobierno  no  puede  ni  debe 
consentir  que  las  segundas  prevalezcan  sobre  las  pri- 
meras—180.  Fines  respectivos  de  la  Iglesia  y  del  Es- 
tado—131.  L.a  Iglesia  no  está  en  condiciones  de  legislar 
para  los  paises  católicos,  en  asuntos  que  afecten  el 
orden  temporal— 182.  Pretensiones  de  Bonifacio  VIII— 
138.  Los  funcionarios  eclesiásticos,  ni  como  tales,  ni 
como  simples  ciudadanos,  pueden  sustraerse  al  impe- 
rio de  las  leyes  civiles. 


122.— Según  las  leyes  vigentes,  los  obispos,  los 
vicarios,  los  miembros  de  los  cabildos  eclesiásticos, 
y  otros  funcionarios  y  ministros  de  la  iglesia  cató- 
lica, están  revestidos  de  un  doble  carácter :  uno  tem- 
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poral  y  otro  espiritual.  El  primero  los  (joloca 
bajo  la  inmediata  dependencia  de  la  autoridad  ci- 
vil-, el  segundo  los  mantiene  bajo  la  obediencia  de 
la  autoridad  suprema  de  la  Iglesia,  representada 
por  el  sumo  pontífice  y  los  concilios. 

El  caráctvír  temporal  ó  civil  de  dichos  funciona- 
rios proviene  de  diferentes  causas,  entre  las  cuales 
figuran  como  principales  las  siguientes: 

P .  -La  intervención  qae  en  sn  nombramiento 
tienen  los  poderes  del  Estado,  lo  mismo  que  en  su 
suspensión  y  remoción. 

2"* .  -  La  obligación  en  que  se  hallan  de  proceder 
de  acuerdo  con  el  gobierno  civil  en  muchos  de  sus 
actos,  la  d3  elevar  á  este  los  informes  que  le  sean 
pedidos  y  la  de  solicitar  su  consentimiento  ó  placitum 
rer/him  para  dar  curso  á  las  bulas,  breves  y  rescrip- 
tos pontificios. 

3^ . — La  dependencia  en  que  los  tribunales  ecle- 
siásticos están,  segnn  las  leyes  nacionales,  por 
medio  del  recurso  de  fuerza,  respecto  de  los  tribu- 
nales del  orden  civil. 

4'' .  —La  circunstancia  de  recibii',  los  expresados 
funcionarios,  sus  emolumento^!  y  principales  subsi- 
dios, de  las  autoridades  políticas. 

5° — El  derecho  á  la  jubilación  reconocido  en  fa- 
vor de  los  funcionarios  eclesiásticos  rentados  por  el 
Estado,  con  ^arreglo  al  cual  fueron  jubilados  el 
doctor  Melchor   Fernandez  chantre  de  la  iglesia 
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catedral  de  Buenos  Aires,  el  23  de  Abril  de  1819 
el  doctor  Saturnino*  Seguróla  presidente  del  senado; 
del  clero  de  la  misma  iglesia,  el  17  de  Agosto  de 
1852;  y  otros.  Actualmente  tiene  pedida  su 
jubilación,  el  canónigo  prebendado  de  la  catedral 
de  Córdoba,  señor  Joaquín  Manuel  de  Pretel  y  de 
Gómez. 

Los  funcionarios  de  la  Iglesia,  como  los  obispos 
por  ejemplo,  son,  según  lo  expuesto^  en  el  riguroso 
sentido  de  la  palabra,  altos  empleados  del  Estado-,  lo 
son  bajo  cierto  punto  de  vista,  y  en  general  reúnen 
muchos  de  los  elementos  ó  cualidades  de  los  funciona- 
rios del  orden  civil.  Se  les  exige,  además,  como  á  los 
grandes  dignatarios  de  la  República,  la  prestación  de 
un  juramento  de  obediencia  y  fidelidad  á  las  leyeS 
patrias,  como  requisito  previo  é  indispensable  para 
entrar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

El  carácter  espiritual  de  dichos  funcionarios  pro- 
cede de  su  institución  canónica.  Esta  les  da  el 
poder  que  ejerzen  sobre  las  conciencias  y  la  respec- 
tiva jurisdicción  sobre  las  personas  eclesiásticas  de 
inferior  gerarquía  y  sobre  las  cosas  del  dominio 
propio  y  exclusivo  de  la  Iglesia. 

123.— Dedúcese  de  aquí  que  los  expresados  fun- 
cionarios están  obligados  á  proceder  de  tal  modo  que 
siempre  merezcan  la  confianza  de  los  poderes  del  Es- 
tado y  de  la  autoridad  suprema  de  la  Iglesia. 

Se  supone  que  ni  aquel  ha  nombrado  un  funcio- 
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níirio  y  le  paga  sueldo^  con  la  perspectiva  ó  con  la 
segundad  de  que  este  mine  los  principios  y  leyes 
en  que  reposa  su  poder;  y  que  la  Iglesia  tampoco,  al 
conferir  al  nombrado  la  institución  canónica,  admite 
la  probabilidad  de  que  el  nuevo  obispo  deje  de  ser 
un  celoso  propagandista  de  la  doctrina  católica. 

Ambas  potestades  exigen  lo  que  creen  natural  y 
conveniente-Jo  que  en  conciencia  es  obligatorio  para 
el  que  admite  un  puesto  de  confianza :  fidelidad  á 
sus  principios,  obediencia  á  sus  legítimos  mandatos, 
es  decir  á  los  preceptos  dictados  conforme  á  las 
bases  fundamentales  de  su  respectiva  organización. 

124.— Según  esto,  los  obispos  y  los  demás  fun- 
cionarios de  la  Iglesia,  en  la  proporción  correspon 
diente  á  la  categoría  de  cada  uno,  pueden  incurrir 
en  tres  clases  de  abusos,  ó  dar  tres  caracteres  dis- 
antos á  las  infracciones  de  los  principios,  leyes  y 
3receptos  que,  en  su  calidad  de  tales,  están  obliga, 
dos  á  observar :  1" .  Esas  infracciones  pueden 
ifectarintereses  del  orden  espiritual,  del  dominio 
propio  y  exclusivo  de  la  Iglesia  •,  2'' ,  Pueden  da- 
ñar intereses  temporales,  ya  del  óí'den  político  ó  del 
meramente  civil,  comprometiendo  la  tranquilidad 
pública-,  3° .  Pueden,  por  fin,  tener  un  carácter 
mixto,  por  atentar  á  la  vez  contra  intereses  mas  ó 
menos  valiosos  del  orden  espiritual  y  temporal. 

Cuando  un  obispo,  por  ejemplo,  retira  á  un  sim- 
ple presbítero  de  su  diócesis,  sin  motivo  fundado, 
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SUS  poderes  sacerdotales  para  predicar^  decir  misa, 
oir  las  confesiones  de  los  fieles,  etc. ;  entonces  in- 
curre en  la  primera  clase  de  las  infracciones  mencio- 
nadas. 

Pero  como  las  materias  indicadas,  están  bajo  el 
imperio  ünico  de  las  leyes  canónicas  y  son  de  su 
exclusivo  resorte,  sus  decisiones  no  pueden  ser  re- 
visadas por  la  autoridad  civil.  Son  actos  que  se 
refieren  al  régimen  interior  de  la  Iglesia,  que  tienen 
un  carácter  subjetivo  respecto  de  esta,  y  que  no  com- 
prometen el  orden  social  que  el  Estado  tiene  la  misión 
de  garantir  y  defender, 

A  la  segunda  clase  de  infracciones  corresponden, 
en  general,  las  violencias  á  que  suelen  entregar- 
se los  ministros  del  <iulto  católico  en  el  ejercicio  de 
su  ministerio.  Pertenecen  á  este  orden  las  pré- 
dicas subversivas-,  las  pastorales  en  que  se  incita 
á  la  desobediencia  de  las  leyes  vigentes  y  de  las 
autoridades  constituidas^  todos  los  actos  oficiales 
intencionalmente  dirigidos  al  desprestigio  de  las 
instituciones  patrias  que  han  recibido  la  sanción  de 
los  representantes  de  la  soberanía  del  pais.  Tam- 
bién deben  incluirse  en  esta  categoría,  las  injurias 
proferidas  contra  aquellas  personas  á  quienes  se 
rehusa  la  administración  de  los  sacramentos-,  los  re- 
proches publicamente  dirigidos  á  personas  deter- 
minadas desde  lo  alto  de  la  cátedra  sagrada^  la 
apropiación,  por  medio  de  la  astucia  ó  de  la  violen- 
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cía,  de  los  libros,  papeles,  títulos  de  crédito  ú  otros 
valores  de  algún  moribundo,  cuya  conciencia  se 
intimida  y  cuya  voluntad  se  coacta. 

En  todos  estos  ca!=;os,  ó  se  despiertan  las  pasio- 
nes de  la  demagogia,  por  los  llamados  á  cooperar 
al  cumplimiento  de  las  leyes,  ó  se  ataca  ilegitima- 
mente  el  derecho  ageno,  atentando  contra  el  honor 
6  la  propiedad  de  un  tercero.  Asi  se  compromete 
el  orden  social  y  se  justifica  la  intervención  del  Es- 
tado que  tiene  la  misión  especial  de  conservarlo.  En 
ciertos  casos,  las  infracciones  de  este  orden  llegan  á 
asumir  una  tal  gravedad  que  los  funcionarios  ecle 
siásticos  responsables  caen  bajo  la  acción  de  la  ley 
penal.  Cuando  esto  no  sucede,  bastan  la  amones- 
tación, la  suspensión,  el  retiro  d^  las  temporalidades 
y  otras  medidas  templadas,  para  prevenir  nuevos 
abusos  y  restablecer  la  tranquilidad  que  se  comien- 
za á  alterar. 

A  la  t»ircera  categoría,  es  decir  á  las  infracciones 
de  carácter  mixto  pertenecen,  por  ejemplo,  la  eje- 
cución de  la?  decisiones  concnliares,  sin  el  previo 
exequátur  de  la  autoridad  civil  cuando  aquellas  pro- 
vienen de  algún  concilio  nacional  ó  provincial  convo- 
cado y  reunido  sin  las  formalidades  esenciales  pres- 
critas por  los  cañones;  la  declaración  de  sede  vacante 
hecha  por  el  cabildo  de  una  Iglesia,  sin  previo  acuer 
do  del  gobierno  y  por  mera  ausencia  temporal  del 
obispo  diocesano:  el  cohecho  de  los  jueces  eclesiás- 
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ticos  llamados  á  conocer  de  ciertas  cuestiones,  como 
las  de  divorcio  y  nulidad  del  matrimonio,  que  tie- 
nen trascendencia  en  el  orden  civil  y  contra  cuya 
sentencia  se  ha  instituido  el  recurso  de  fuerza.  En 
estos  y  otros  casos,  el  funcionario  eclesiástico  in- 
fringe simultáneamente  las  leyes  canónicas  y  civiles 
y  contrae  una  doble  responsabilidad  ante  la  Iglesia 
y  el  Estado.  Entonces  es  legítima  la  intervenciojí 
de  ambos  poderes  para  corregir  el  abuso. 

Debe  tenerse  presente  también,  que  un  ciudadano 
argentino  revestido  de  las  órdenes  sagradas,  cuan- 
do acepta  un  puesto  en  cualquiera  de  los  grados 
de  la  gerarquia  eclesiástica,  no  pierde  por  este  he- 
cho su  carácter  de  ciudadano^  lo  conserva  y  en 
esta  condición  se  encuentra  bajo  el  imperio  de  las 
leyes  comunes  del  pais,  con  las  únicas  excepciones  ó 
reservas  que  la  misma  ley  declare. 

125. — Si  las  bases  constitutivas  de  la  sociedad 
política  y  civil  argentina  fueran  perfectamente  ar- 
mónicas con  las  que  la  iglesia  católica,  modifican- 
do su  organización  primitiva,  se  ha  ido  dando  en 
el  trascurso  de  los  siglos-,  si  las  instituciones  que 
forman  y  constituyen  la  esencia  del  gobierno  argen- 
tino estuvieran  de  acuerdo  con  las  doctrinas  fun- 
damentales que  hoy  sustentan  los  mas  fieles  adictos 
á  la  corte  del  Vaticano;  si  las  leyes  del  pais  y  las 
facultades  que  ellas  atribuyen  á  los  representantes 
de  la  soberanía  nacional,  siguiesen  el  mismo  rumbo 
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que  los  decretos  conciliares  y  las  decisiones  de  los 
pontífices,  que  son  las  leyes  de  la  Iglesia;  si,  en  fin, 
el  Estado  argentino  y  la  Iglesia,  según  el  espíritu  y 
sentido  claro  de  los  principios,  instituciones  y  leyes 
á  que  antes  nos  hemos  referido,  constituyesen  dos 
fuerzas  coordinadas  que  conspirasen  al  mismo  fin, 
dos  notas  armónicas  en  el  concierto  de  las  fuerzas  so- 
ciales, dos  sumandos  homogéneos  en  la  imensidad  de 
los  guarismos  que  forman  el  patrimonio  de  la  huma- 
nidad-,—si  esto  sucsdiera,  decimos,  seria  fácil  á  los 
obispos  y  á  otros  funcionarios  eclesiásticos,  el 
cumplimiento  de  su  misión,  en  el  doble  caráter  de 
que  se  hallan  investidos.  Su  conciencia  no  se 
veria  expuesta  á  las  continuas  torturas  que  se  pro- 
ducen en  los  casos  de  conflictos  de  deberes. 

Desgraciadamente,  no  existe  esta  plácida  armo- 
nía. Las  intituciones  patrias  vigentes  no  siempre 
están  de  acuerdo  con  las  instituciones  católicas  mo- 
dernas: la  sociedad  política  y  la  sociedad  religiosa  no 
van  encaminadas  por  igual  sendero;  no  son  dos  fuer- 
zas concurrentes  de  cuya  acción  común  y  simultánea 
se  puedan  esperar  resultados  favorables  al  orden  y  al 
progi'eso  social.  Son  dos  fuerzas  que  luchan  en  sen- 
tidos opuestos,  dos  entidades  rivales  y  suspicaces, 
que  animadas  de  fundados  y  recíprocos  recelos,  pa- 
rece que  estuvieran  en  continua  acechanza  para 
invadir  cada  una  la  esfera  de  acción  de  la  otra. 

Este  antagonismo  latente,    esta  lucha  sorda  y 
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continua,  estos  recíprocos  temores^  asi  como  el  in- 
cremento que  toman  dia  á  dia  las  tendencias  absor- 
ventes  de  la  Iglesia,  son  las  que  á  veces  se  traducen 
en  agresiones  violentas  contra  el  poder  civil,  y  pro- 
ducen la  alarma  ó  el  trastorno  social,  comunmente 
llamado  conflicto  religioso. 

126. — No  se  crea  que  esto^  conflictos  se  reñe- 
ren  á  cuestiones  de  mera  forma-,  si  asi  fuese,  su 
conjuración  radical  seria  fácil.  Nacen  de  la  esencia 
misma  de  las  cosas,  de  una  incompatibilidad  sustan- 
cial entre  los  principios  constitucionales  déla  Iglesia 
y  del  Estado.  Hagamos  sobre  el  particulai*  algunas 
reminiscencias  que  justiñquen  plenamente  nuestros 
asertos. 

Tratándose  del  fuero  eclesiástico,  por  ejemplo,  los 
concilios  de  Nicea  y  deTrento,— en  su  sesión  25 
capítulo  20  de  reforma  este  último, — han  declarado 
solemnemente  que  es  una  institución  de  origen  divi- 
no y  icanónico^  y,  por  medio  del  Syllahus^  en  donde 
están  condensados  los  principios  constitutivos  de  la 
Iglesia  moderna,  se  condenó  formalmente  esta  pro- 
posición: El  fuero  erlesiústico  respecto  de  las  causas 
temporales  de  los  clérigos,  ya  sean  estas  civiles,  ó 
ya  sean  criminales,  debe  ser  absolutamente  abolido^ 
aun  sin  consultar  á  la  silla  apostólica^  y  sin  tener  en 
cuenUí  sus  reclamaciones.^  No  necesitamos  esforzar- 
nos en  demostrar  que  esta  condenación  pugna  abier- 
tamente con  el  artículo  16  de  la  Constitución  ar- 
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gentina  y  con  las  instituciones  penales  vigentes, 
asi  como  con  las  diferentes  leyes  dictadas  sobre 
abolición  de  los  fueros  personales. 

Condena,  el  mismo  Syllahus^  el  principio  de  que 
la  dirección  de  las  escuelas  publicas,  en  donde  se 
educa  á  la  juventud  de  una  nación  cristiana,  puede  y 
debe  ser  entregada  á  la  autoridad  civil;  condenación 
en  la  que  necesariamente  tiene  que  quedar  incluida  la 
ley  de  educación  común,  dictada  en  18S4  por  el 
congreso  nacional,  en  virtud  de  la  cual  no  solo  se 
somete  el  régimen  de  las  escuelas  á  la  exclusiva  ins- 
pección y  vigilancia  del  poder  civil,  sino  que,  en  ar- 
monía con  el  principio  ya  reconocido  de  la  libertad 
de  conciencia,  se  ha  dado  un  carácter  laico  á  la 
enseñanza. 

La  misma  libertad  de  cultos  es  condenada  expre- 
samente, no  obstante  el  afán  con  que  las  naciones 
civilizadas  procuran  consignarla  en  sus  respectivas 
constituciones. 

En  fin,  puede  decirse  que  no  hay  doctrina  filosófica 
ó  jurídica  é  instituciones  de  aquellas  que  tienden  á 
independizar  los  estados  soberanos  de  la  época  ac- 
tual, de  la  sumisión  á  la  silla  apostólica  á  que  estu- 
vieron sujetas  en  la  edad  media,  que  no  haya  sido 
objeto  de  anatemas  mas  ó  menos  explícitos,  de  parte 
de  la  Iglesia.  Para  no  fatigar  al  lector  llamaremos  su 
atención  hacia  la  proposición  última  del  SyUabus^ 
condenada    también,    que    dice :      « El     romano 
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pontífice  puede  y  dehe  reconciliarse  y  transigir  con 
élprogreso^  el  liberalismo  y  la  civilización  moder- 
na. »  La  condenación  de  este  principio  marca 
perfectamente  las  tendencias  de  la  Iglesia  actual  y 
su  perfecta  incompatibilidad  con  las  tendencias  de  los 
países  que,  como  la  República  argentina,  aspiran  á 
incorporarse  en  el  gran  movimiento  civilizador  del 
siglo-,  movimiento  cuyo  rumbo  claro  y  definido  es 
hacia  la  independencia  completa  de  las  sociedades 
civiles,  de  toda  inñuencia  teocrática. 

127, — No  se  crea  que  al   demostrar  esta  ten- 
dencia contradictoria  hacemos  una  interpretación 
antojadiza  de  las  doctrinas  de  la  Iglesia.     Es  el 
juicio  que  han  formado  de  ella  muchos  y  muy  ilus- 
trados funcionarios  de  la  misma.     Nos  limitaremos 
á    citar,  entre  otros,  al  doctor  Maning  arzobispo 
de   Westminster,    el  cual    en    un    discurso    pro- 
nunciado   en  su  catedral,  en  Octubre    de    1869, 
comentando  la  última  de  las  proposiciones  que  deja- 
mos trascrita,  decia:     «El  mundo,  unas  veces  con 
gran  cortesía,  otras  veces  con  mal»  disimulado  enojo 
y  otras  con  amenazas,  invita  al  pontífice  romano 
á  recomúliarse  con  el  liberalismo,  con  ese  progreso, 
con  esa    civilización.     Nadie    puede  maravillarse 
de  que  el  Papa  responda :    No,  no  puedo  hacerlo. 
Vuestro  progreso  quiere  el  divorcio-,  yo  defiendo 
el  matrimonio  cristiano.     Vuestro  progreso  quiere 
una  educación   profana,   yo  la    quiero    cristiana. 

16 
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Vuestro  progreso  quiere  que  cada  cual  piense  lo  que 
quiera,  hable  como  quiera  y  propague  los  errores 
que  le  plazca.  Yo  digo  que  eso  es  sembrar  el 
mundo  de  errores,  que  eso  es  derramar  la  semilla 
de  la  desolación,  de  la  inmoralidad  y  de  la  incre- 
dulidad-, que  eso  es  despojar  no  solo  á  las  genera- 
ciones presentes  sino  á  las  futuras,  á  niños  que 
están  por  nacer,  su  herencia  de  verdades,  su  eterna 
salvación,  solo  por  dar  gusto  á  unos  cuantos  indi- 
viduos, en  materia  de  libertad  ilimitada  y  de  su- 
prema independencia Yo  digo 

que  soy  libre  de  todo  poder  civil,  que  Dios  no  me 
hizo  subdito  en  la  tierra,  que  ningún  rey  es  mi 
soberano,  que  soy  el  supremo  juez  de  las  concien- 
cias; de  la  del  paisano  que  cultiva  los  campos,  como 
de  la  del  rey  que  se  sienta  en  el  trono,  de  lo  que 
en  lo  espiritual  se  hace  en  las  casas,  como  de  lo 
espiritual  que  se  trate  en  las  legislaturas-,  el  último 
juez  en  la  tierra  délo  bueno  y  de  lo  malo.> 

128. — Después  de  lo  expuesto  preguntamos: 
dentro  del  orden  de  las  posibilidades  ¿cabe  una 
armonía  perfecta,  sincera,  leal  mente  practicada, 
entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  mientras  ambos  pode- 
res se  inspiren  en  los  principios  que  respectivamente 
dejamos  consignados  y  marchen  por  los  senderos 
que  ellos  les  marcan?  Cualquiera  composición  que 
se  haga  en  tal  sentido,  si  uno  de  los  dos  no  renuncia 
á  las  doctrinas  fundamentales  de  su  cicdo,  tiene 
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que  ser  artificial  é  inconsistente-,  solo  podrá  producir 
un  equilibrio  momentáneo,  un  equilibrio  instable, 
como  el  de  aquellos  objetos  con  los  que  se  procura 
burlar  las  leyes  de  la  pesadez  dando  á  su  centro 
de  gravedad  una  posición  elevada,  indebida  y  peli- 
grosa.  Las  luchas  frecuentes  que  en  el  terreno 
de  los  hechos  se  presentan,  están  demostrando  que 
los  representantes  de  la  Iglesia  jamás  abdican.  Los 
mas  moderados  contemporizan  á  veces^  pero  cuando 
reciben  órdenes  expresas  del  jefe  de  la  cristiandad 
para  resistir,  resisten  con  los  propios  é  ineficaces 
elementos  de  que  pueden  disponer. 

íío  nos  extraña,  pues,  que  en  la  República  ar- 
gentina se  hayan  presentado  conflictos  de  esta  na- 
turaleza, cuando  el  poder  civil  ha  intentado  seguir 
el  camino  natural  de  las  reformas,  inspiradas  por 
el  amplio  desarrollo  de  las  instituciones  funda- 
mentales de  la  República  y  por  los  atributos  inhe- 
rentes á  la  soberanía  nacional  que  por  delegación 
ejerce. 

129. — Ahora  bien;  cuando  se  presenta  uno  de 
estos  conflictos  en  que  se  marca  claramente  el 
antagonismo  entre  los  dos  poderes-,  cuando  las 
autoridades  del  Estado  se  encuentran  bajo  el  influjo 
de  las  encontradas  corrientes  de  los  intereses  del 
orden  civil  y  de  los  del  orden  eclesiástico  ¿cuál 
es  la  línea  de^cohducta  que  deben  observar?  Cuando 
los  altos  y  los  subalternos  funcionarios,  cuando  los 
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ciudadanos  mismos  se  encuentran  en  presencia  de 
contrarios  preceptos,  que  tienen  trascendencia  en  el 
orden  temporal,  impuestos  unos  por  la  autoridad 
civil  y  otros  por  la  eclesiástica    ¿cuáles  son  las 
obligaciones  que  deben    cumplir    de  preferencia? 
El  Syllabus  dice  que  deben  prevalecer  los  mandatos 
de  la  autoridad  eclesiástica.  La  Constitución  argen- 
tina, como  todas  las  constituciones  de  los    estados 
que  tienen  conciencia  de  su  soberanía,  sostiene  lo 
contrario,  por  medio  de  la  siguiente  y  terminante 
declaración    de    su   artículo  22:     «El    pueblo  no 
delibera  ni  gobierna  sino  por  medio  de  sus  repre- 
sentantes y  autoridades  creadas  por  esta  Constitu- 
ción».    El  Código  Penal  es  igualmente  explícito; 
dice  en  su  9^  artículo:  «La  criminalidad  déla  acción 
no  puede  destruirse  por  la  creencia  que  hubiese 
tenido  el  culpable  de  que  el  hecho  prohibido  por  la 
ley  es  permitido  por  la  conciencia  y  la  religión.» 

Iguales  disposiciones  contienen  las  leyes  de  otros 
países,  como  se  ha  visto  en  la  Introducción  á  este 
libro. 

Dedúcese  de  aquí,  que  ningún  ciudadano  ni  fun- 
cionario de  la  República  puede  excusarse  de  cum- 
plir los  deberes  que  la  ley  civil  le  impone,  so  pretexto 
de  oponerse  á  ello  los  mandatos  de  la  Iglesia;  por 
que  esto  implicaría  sostener  que  sobre  los  repre- 
sentantes y  autoridades  creadas  por  la  Constitu- 
ción habia  un  poder  superior  en  la  República  cap^z 
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de  neutralizar  los  mandatos  de  aquellos-,  ó  lo  que 
es  lo  mismo,  que  la  soberanía  no  residía  en  la  nación 
ni  era  ejercida  por  sus  delegados,  sino  que  residia 
en  los  ministros  de  la  Iglesia,  ó  en  el  sumo  pontí- 
fice, supremo  mandatario  de  esta. 

Entre  las  dos  doctrinas,  la  del  Syllabus  y  la 
déla  Constitución  argentina,— la  de  las  constitu- 
ciones políticas  modernas  podemos  decir, — la  se- 
gunda nos  parece  mas  conforme  con  los  prin- 
cipios de  la  sana  razón  y  con  las  exigencias  del 
drden  social.  Con  efecto:  basta  analizar  breve- 
mente  para  ello  el  origen,  la  naturaleza  y  los  fines 
de  cada  una  de  estas  dos  sociedades:  la  sociedad 
política  llamada  Estado  y  la  sociedad  religiosa 
llamada  Iglesia. 

130. — Se  ha  convertido  en  axioma  el  principio 
de  que  el  hombre  es  esencialmente  sociable.  Los 
fines  que  debe  cumpli)*  tienen  que  ser  resultado  de 
esfuerzos  colectivos.  Las  individualidades  aisladas 
son  impotentes  para  desenvolver  y  perfeccionar  sus 
propias  facultades,  asi  como  para  satisfacer  premio- 
sas y  fundamentales  necesidades  de  su  existencia. 

En  el  estado  de  sociedad,  al  que  nos  sentimos  im- 
pulsados por  fuerzas  secretas,  sucede  todo  lo  con- 
trario: las  invidualidades  se  suman,  los  esfuerzos  se 
multiplican,  loa  elementos  destinados  á  la  satisfac- 
ción de  toda  clase  de  necesidades  adquieren  pode- 
roso incremento,  las  ideas  se  comunican  y,  pasando 


—  24G  — 

al  través  de  diferentes  inteligencias  como  al  través 
de  diferentes  tamices,  se  perfeccionan  y  aclaran-, 
fecundizan,  como  el  polen,  el  terreno  de  las 
investigaciones  y  descubrimientos. 

También  es  cosa  sabida  que  los  hombres  se 
asocian  con  diferentes  objetos,  y  que  generalmente 
un  sentimiento  expontáneo  de  la  naturaleza,  que 
revela  la  existencia  de  una  necesidad,  dá  origen  á 
una  asociación  con  fines  adecuados  á  la  íniole  de 
dicha  necesidad. 

Asi,  el  sentimiento  religioso  ha  dado  origen  á  las 
sociedades  religiosas,  como  el  sentimiento  de  lo  bello 
y  de  lo  sublime  ha  engendrado  multitud  de  asocia- 
ciones científicas,  literarias  y  artísticas. 

Entre  las  diferentes  sociedades  humnas  á  las  que 
se  puede  atribuir  fines  legítimos  y  morales,  hay 
una  que  por  su  carácter  fundamental  y  la  univer- 
salidad de  sus  objetos,  se  distingue  de  todas  las  de- 
mas  y  se  encuentra  en  un  rango  superior  á  ellas. 

líos  referimos  á  la  sociedad  política  llamada  Es- 
tado. 

No  nace  de  un  sentimiento  especial  ni  se  propone 
alcanzar  un  fin  determinado  y  exclusivo.  Arranca 
su  origen  de  la  necesidad  de  mantener  el  equilibrio 
entre  los  diferentes  individuos  que  se  asocian  y  en- 
tre las  sociedades  mismas.,  para  garantir  á  todos  el 
ejercicio  del  derecho,  la  realización  de  la  justicia 
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social  y  para  facilitar  asi.  la  consecución  de  los  des- 
tinos hnraanos. 

Sin  la  doble  acción  previsora  y  represiva  del  Esta- 
do, la  sociedad  seria  un  caos  y  la  fuerza  el  único  me- 
dio de  dar  solución  á  las  cuestiones  que  surgiesen:  en 
tales  condiciones  seria  imposible  la  realización  del 
derecho. 

Todos  los  individuos,  todas  las  sociedades  espe- 
ciales incorporadas  en  la  gran  sociedad  política  lla- 
mada Estado,  viven  al  amparo  y  bajo  las  garantías 
que  esteles  brinda-  esas  garantías  se  hacen  efectivas 
por  la  limitación  recíproca  de  las  fuerzas  sociales,  de 
modo  que  en  vez  de  destruirse  ó  dañarse,  se  refuer- 
zen  y  robustezcan.  El  cumplimiento  de  esta  limi- 
tación es  lo  que  constituye  la  conservación  del  orden 
social,  fin  supremo  y  primordial  que  el  Estado  idea- 
liza por  medio  de  sus  legítimos  delegados  que  forman 
el  poder  público.  El  Estado,  según  esto,  es  la  so- 
ciedad misma  que  actúa  como  talen  todo  lo  que  tiene 
un  carácter  evidentemente  social. 

La  Iglesia  6  sociedad  religiosa,  que  solo  se 
refiere  á  un  drden  de  intereses,  tiene  una 
esfera  de  acción  menos  vasta  que  el  Estado.  lis  una 
de  las  tantas  fuerzas  sociales,  aunque  de  gran  im- 
portancia  y  de  excelsos  fines,  que  entra  en  el 
concierto  de  las  demás,  para  producir  el  orden  y  no 
para  trastornarlo.  ¿Y  se  concibe  que  tal  orden  pue- 
da   existir,  desde  el  momento   en  que  la    Iglesia 
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dispute  al  Estado  su  carácter  de  poder  regula- 
dor de  las  fuerzas  sociales  y  su  misión  primordial 
de  garantir  el  derecho  y  conservar  el  orden,  en  la 
forma  que  sus  leyes  lo    establezcan? 

Si  los  mandatos  de  la  Iglesia  pudieran  sobrepo- 
nerse á  los  del  Estado  y  prevalecer  en  casos  de  con- 
flictos, seria  la  Iglesia  la  que  garantizarla  el  derecho 
y  conservaria  el  orden,  pues  ambas  cosas  se  cum- 
plen cuando  se  ejecutan  los  mandatos  de  la  auto- 
ridad legítima.  En  tal  caso  ¿cual  seria  la  misión 
del  Estado?  Dejaría  de  ser,  evidentemente,  una  ins- 
titución séria,una  personalidad  autonómica,  un  poder 
responsable,  para  convertirse  en  simple  dependen- 
cia de  la  Iglesia:  en  una  palabra,  sería  un  mecanis- 
mo secundai'io  en  la  gran  maquinaria  social. 

Pero  no  es  asi.  La  sociedad  como  persona  moral 
tiene  el  derecho  de  organizarse  y  constituirse  de 
la  manera  mas  conveniente  al  cumplimiento  de  sus 
múltiples  y  variados  fines.  Este  derecho  es  su  so- 
beranía: en  virtud  de  ella  es  reponsable  de  sus  ac- 
tos y  dueña  de  todos  ellos.  El  Estado  y  sus  pode- 
res, que  representan  esa  personalidad  social,  ejercen 
las  funciones. propias  de  dicha  soberania.  No  hay 
ni  puede  haber^  por  consiguiente,  ley  superior  á  las 
que,  en  virtud  de  esta  soberania,  dictan  los  poderes 
del  Estado. 

Esto  no  quiere  decir  que  al  dictarse  dichas  leyes 
no  haya  de  procederse  en  armenia    con  los  princí- 
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pios  geiiej'ales  de  moral  y  de  justicia-,  pero  una 
vez  sancionadas,  su  carácter  obligatorio  es  inelu- 
dible. 

Ademas,  si  las  leyes  de  la  Iglesia  debieran  pre- 
valecer sobre  las  leyes  civiles,  como  no  son  idénticos 
sino  excluyen  tes  los  principios  de  las  sociedades  re- 
ligiosas diferentes,  seria  el  caso  de  preguntar  ¿cual 
es  la  religión  cuyos  preceptos  deben  prevalecer? 
Los  católicos  dirán  que  los  de  su  secta,  los  protes- 
tantes los  de  la  suya,  y  asi  sucesivamente  los 
demás,  6  por  lo  menos  sostendrán  todos  que  de- 
ben prevalecer  los  preceptos  de  la  religión  domi- 
nante en  el  pais.  En  cualquiera  de  estos  casos 
se  desconoce  el  principio  sagrado  de  la  libertad  de 
conciencia  consignado  en  casi  todas  las  legislacio- 
nes del  mundo  civilizado;  porque  mientras  imperen 
los  preceptos  de  una  religión,  sobreponiéndose  á 
las  leyes  del  orden  civil,  es  decir  mientras  los  pre- 
ceptos de  esa  religión  sean  los  verdaderos  principios 
reguladores  del  orden  social,  será  imposible  el  ejer- 
cicio público  de  los  otros  cultos. 

Por  otra  parte,  la  iglesia  católica,  según  el  sentir 
de  sus  mejores  defensores,  se  propone  alcanzar  un 
doble  fin:  uno  temporal  é  inmediato,  que  consiste 
en  la  propagación  de  la  doctrina  religiosa  de  la 
que  es  depositaría;  el  otro,  mediato,  sobrenatural  y 
divino  que  consiste  en  la  santificación  y  salvación 
del  hombre. 
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El  derecho  de  la  Iglesia  para  sobreponerse  á  las 
decisiones  del  Estado  no  puede  derivarse  del  primer 
objeto,  por  que  propagar  no  es  gobernar.  El  pro- 
pagandista no  puede  ni  debe  emplear  la  fuerza  para 
imponer  sus  doctrinas,  mientras  que  el  gobierno 
implica  la  facultad  de  emplear  medios  coercitivos 
para  asegurar  el  cumplimiento  de  las  leyes. 

Este  fin  de  la  iglesia  católica  fué  claramente 
designado  por  su  fundador  cuando  dijo  á  sus  após- 
toles :  «Id  y  enseñad  á  todas  las  gentes,  el  que  cre- 
yere y  fuere  bautizado  será  salvo  y  el  que  no  creye- 
re se  condenará».  Euntes  dórete  omnes  gentes 
haptisantes  eos  innomine pairáis et  filiiis  et sjnritus 
sanctiis^  qui  crediderit  et  haptisatus  erit  salvtis  erit 
qui  non  crediderit  comdemnahitur, 

Jesucristo  no  quizo,  pues,  qué  su  doctrina  se 
impusiera  por  la  fuerza,  lo  cual  sucedería  inevita- 
blemente si  en  vez  de  estar  sometida  la  Iglesia  á 
las  fuerzas  reguladoras  del  Estado,  este  debiese 
convertirse  en  instrumento  dócil  y  complaciente  de 
aquella. 

A  los  que  no  quisiesen  ser  bautisados  y  se  man- 
tuviesen en  la  incredulidad,  solo  les  señaló  las  penas 
eternas  que  el  catolicismo  admite:  el  que  no  creyere 
se  condenará.  Ahora  bien;  una  ley  que  carece 
de  sanción  temporal,  es  decir  de  sanción  social-,  una 
autoridad  como  la  Iglesia,  que  solo  puede  ofrecer  á 
los  infractores  de  sus  leyes  las  perspectivas  de  una 
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condenación  en  la  vida  futura  ¿seria  bastante  para 
asegurar  la  tranquilidad  social,  para  reprimir  los 
delitos,  para  mantener  el  orden? 

Indudablemente,  no.  Las  leyes  del  orden  social 
necesitan  una  sanción  temporal,  de  aplicación  in- 
mediata. Esta  sanción  no  es  del  resorte  de  la 
Iglesia,  porque  ya  hemos  indicado  la  única  de 
que  puede  disponer,  luego  tampoco  puede  la  Igle- 
sia sustituir  al  Estado  en  sus  funciones,  y  mucho 
menos  puede  constituirse  en  juez  revisor,  su- 
premo é  inapelable  de  sus  actos.  Al  contrario-,  la 
Iglesia  y  sus  /ministros,  en  el  ejercicio  de  las  fun- 
ciones de  carácter  temporal,  están  bajo  la  juris- 
dicción del  único  poder  que,  por  la  aplicación  de 
penas  temporales,  mas  ó  menos  eficaces,  puede  man- 
tener el  orden  social  y  reducir  á  sus  límites  ra- 
cionales el  ejercicio  de  todos  los  derechos. 

La  Iglesia,  además,  no  puede  ejercer  jurisdic- 
ción sino  sobre  sus  propios  fieles,  sóbrelos  indivi- 
duos que  pertenecen  á  su  seno.  Si  supusiéramos, 
pues,  que  la  autoridad  eclesiástica  sustituyese  al 
Estado  en  sus  funciones  ¿con  qué  derecho  ejercería 
su  autoridad  sobre  los  hereges,  los  apóstatas,  loá 
cismáticos  y  los  excomulgados,  que  han  dejado  de 
pertenecer  á  ella?  ¿Con  qué  facultad  se  impon- 
dria  á  los  protestantes,  á  los  israelitas,  á  los  maho- 
metanos, á  los  idólatras,  á  los  ateos  y  á  los  libres 
pensadores  ? 
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Seguramente  que  todos  los  mencionados  escapa- 
rían á  la  acción  de  su  autoridad,  por  ser  enteramen- 
te extraños  á  la  sociedad  religiosa  en  que  ella  se 
ejerce.  ¿Y  se  concibe  una  sociedad,  mas  ó  menos 
ordenada,  en  la  que  una  porción  de  sus  miembros 
pueden  sustraerse  al  imperio  de  las  leyes  que  garan- 
tizan el  orden?  Este  anacronismo,  este  absurdo, 
diremos  mejor,  proviene  de  suponer  que  el  Estado 
debe  estar  sometido  á  la  Iglesia,  ó  que,  en  todo 
caso,  deban  pievalecer  los  mandatos  de  esta  sobre 
los  de  aquel. 

Últimamente,  los  teólogos  mas  conspicuos,  como 
Perrone,  Lieberman  y  otros  sostienen: 

1"*  Que  la  gerarquía  eclesiástica  es  de  institución 
divina  y  deducen  de  allí  que  la  constitución  de  la 
Iglesia  no  es  democrática, 

2^  Que  Jesucristo  instituyó  el  primado  de  ho- 
nor y  de  jurisdicción  y  se  lo  confirió  inmediatamente 
á  San  Pedro,  de  donde  deducen  que  la  forma  del 
gobierno  eclesiástico  es  monárquica. 

Apenas  necesitamos  recordar  que  la  organización 
de  la  República  argentina  está  fundada  sobre  bases 
diametralmente  opuestas:  su  régimen  de  gobierno 
es  democrático  y  republicano,  es  decir,  anti-aristo- 
crático  y  anti-monárquico. 

No  se  puede  admitir,  por  consiguiente,  sin  sub- 
vertir el  orden  natural  de  las  ideas,  sin  trastornar 
por  completo  el  carácter  fundamental  de  las  institu- 
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clones  argentinas^  que  los  poderes  del  Estado  repu- 
blicano y  democrático  dependan  de  una  autoridad 
monárquica.  Si  en  tal  cosa  se  consintiera,  la  nación 
argentina  sería,  en  resúuien,  un  país  monárquico, 
sometido  á  un  poder  absoluto  é  irresponsable,  t;on 
las  apariencias  de  una  democracia. 

La  magnitud  misma  de  este  absurdo  basta  para 
demostrar  que  no  existe  ni  puede  existir  tal  depen- 
dencia del  Estado  lespecto  de  la  Iglesia. 

Hemos  tomado  en  consideración  el  fin  inmediato 
de  la  Iglesia  solamente,  por  ser  el  único  que  Per- 
tenece al  orden  temporal  y  afecta  ó  puede  afectar 
las  relaciones  sociales  del  hombre.  El  fin  mediato 
y  sobrenatural  es  un  resultado  del  primero,  y  ese 
resultado  no  pertenece  sino  al  dominio  de  las  con- 
ciencias: no  da  título  alguno  para  ejercer  el  gobierno 
de  la  sociedad.  Por  eso  el  Nazareno  dijo:  «mi 
reino  no  es  de  este  mundo». 

131. — Las  sociedades  religiosas,  la  iglesia  cató- 
lica por  ejemplo,  que  es  la  que  aspira  á  ejercer  en 
este  pais  una  supremacía  excluyente,  no  puede  nun- 
ca legislai-  con  acierto  para  las  naciones  en  donde 
todos  ó  una  gran  parte  de  sus  habitantes  aceptan 
sus  doctrinas;  porque  la  facultad  de  legislar, 
además  de  suponer  una  delegación  que  los  es- 
tados autónomos  no  han  conferido  al  romano  pon- 
tífice, requiere  conocimiento  perfecto  de  las  con- 
diciones especiales  de  cada  pais,  de  sus  necesidades, 


—  254  — 

coátumbres,  historia  y  carácter  de  sus  habitantes: 
— conocimientos  que  indudablemente  no  poseen 
respecto  de  todos  los  países  católicos  los  encarga- 
dos de  preparar  las  decisiones  del  Vaticano.  Si  se 
dejara  que  prevaleciesen  los  mandatos  pontificios 
sobre  las  leyes  que  cada  Estado  se  dicta,  para  su 
propio  gobierno,  se  invertirla  el  orden  natural  de  las 
cosas  dejando  que  proveyesen  á  la  satisfacción  de  las 
necesidades  de  la  República  los  que  menos  las  co- 
nocen y  los  que  se  encuentran  en  peores  condicio- 
nes para  proceder  con  el  debido  acierto. 

Todo  lo  expuesto  manifesta,  como  lo  enunciamos 
ya,  que  las  autoridades  nacionales  no  pueden  ni  deben 
^ejar  que  prevalezcan  los  mandatos  de  la  Iglesia 
sobre  las  le3^es  del  pais.  La  misión  primordial  de  aque- 
lias  autoridades  es  la  de  conservar  el  orden  social  por 
medio  del  cumplimiento  de  estas  últimas.  Faltarían  á 
ella,  desconocerían  su  origen  y  sojuzgarían  la  sobe- 
ranía nacional,  si  coadyuvasen  ó  consintiesen  en  que 
con  mengua  de  las  leyes  patrias,  la  República  obe- 
deciese al  impulso  preponderante  de  las  leyes  de 
la  Iglesia. 

132. — No  estamos  ya  en  la  época  en  que  se  nos 
pueda  repetir  lo  que BonífacioVIII  escribió  en  su  bu- 
la í^na^  sa^ictom  á  Felipe  el  Hermoso  rey  de  Francia: 
hinc  te  volumus  quod  in  spiritualibus  et  témpora- 
libiis  nohis  subes.  Entonces  los  pueblos  tenian  una 
noción  confusa    de    sus  propias  aptitudes  y  de- 
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rechos  para  gobernarse.  Hoy  se  sabe  perfectamente 
que  la  Iglesia  tiene  una  esfera  de  acción  que  le  es 
propia,  perteneciente  al  donánio  espiritual  y  que 
el  Estado,  como  regulador  de  las  fueraas  sociales 
y  encargado  de  conservar  el  orden  y  garantir  el 
derecho,  puede  y  debe  exigir  de  todos  los  individuos 
y  sociedades,  incluso  la  Iglesia,  el  cumplimiento  de 
las  leyes  dictadas  para  la  realización  de  tan  esen- 
ciales como  sagrados  fines. 

La  intervención  de  los  poderes  del  Estado  en  la 
marcha  de  los  negocios  temporales  de  la  Iglesia  tie- 
ne que  ser  mayor,  mas  constante,  mas  directa  si  se 
quiere,  en  los  paises  que,  como  la  República  ar- 
gentina, se  encuentran  en  posesión  de  ciertos  de- 
rechos, de  los  que  ya  hemos  hablado,  sancionados 
por  el  tiempo,  por  el  consentimiento  de  la  Iglesia 
en  muchos  siglos,  por  los  servicios  eminentes  pres- 
tados á  ella,  y  cuya  desaparición,  conforme  á  los 
principios  de  la  ciencia  jurídica,  tiene  que  ser  el 
resultado  de  una  preparación  lenta  y  meditada. 

133.  —De  la  demostración  hecha  sobre  la 
necesidad  de  que  las  leyes  civiles  prevalezcan 
siempre,  en  casos  de  conflicto,  se  deduce:  que  los 
funciv)narios  eclesiásticos,  en  la  República  argenti- 
na, ni  en  su  carácter  de  tales  ni  en  el  de  simples 
ciudadanos,  pueden  sustraerse  al  imperio  de  dichas 
leyes  civiles. 

Como  ciudadanos,  son  miembros  de  la  sociedad 
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política,  y  no  se  concibe  sociedad  alguna  en  que 
sus  miembros  puedan,  á  su  arbitjúo,  cumplir  ó  dejar 
de  cumplir  las  leyes  ó  pvin3Ípios  reguladores  de  su 
existencia.  Semejante  libertad,  ó  mas  bien  dicho 
semejante  libertinage,  en  vez  de  afianzar  los  víncu- 
los de  la  existencia  común  ó  colectiva,  los  relajarla 
por  completo  y  servirla  de  germen  permanente  á 
la  disociación,  á  la  anarquia  y  al  caos.  En  su 
carácter  de  funcionarios,  ya  hemos  visto  que  en  la 
República  argentina,  como  en  casi  todos  los  paí- 
ses de  la  antigua  América  española,  los  ministros 
del  culto  católico,  están  sometidos  á  una  legislación 
especial,  á  la  legislación  del  patronato,  en  virtud 
de  la  cual  se  encuentran  bajo  la  dependencia  de 
los  poderes  del  Estado  y  son  brazos  auxiliares  de 
este 

Ahora  bien  ¿se  concibe  acaso  la  existencia  de  fun- 
cionarios nacionales  que  en  cuestiones  relacionadas 
líon  el  orden  público  puedan  desconocer  el  imperio  de 
las  leyes  que  lo  garantizan  y  afianzan?  Un  obis- 
po en  esas  condiciones, — dada  la  constitución  espe- 
cial de  la,  iglesia  argentina,  -  seria  una  entidad 
absurda-,  un  falso  pedestal  destinado  á  sustentar  el 
orden  de  la  sociedad  en  una  de  sus  faces  mas  im- 
portantes; un  anacronismo  palpitante  en  la  organi- 
zación de  las  instituciones  sociales  que  el  poder 
civil  fomenta  y  proteje. 

Debe  tenerse,  ademas,  en  consideración  que  los 
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obispos  y  otros  funcionarios  de  la  iglesia  ar- 
gentina, lo  mismo  que  los  altos  funcionarios  civi- 
les del  Estado,  prestan  juramento  ie  fidelidad  y 
obediencia  á  la  Constitución  y  á  las  leyes  del  pais. 
Así  es  que,  solo  violando  la  fé  de  ese  juramento  ó 
dándole  un  significado  ilusorio,  ridiculo  y  absurdo, 
puede  admitirse  la  posible  legitimidad  con  que  los 
obispos  pioceden  cuando  se  rebelan  contra  las  leyes 
del  pais,  las  desprestigian  ó  incitan  á  su  desobedien- 
cia. ¿Y  que  significa  un  funcionario,  destinado  á 
secundar  los  esfuerzos  de  los  poderes  del  Estado 
para  el  mejor  cumplimiento  de  las  leyes,  que  viola 
ó  escarnece  el  significado  de  los  juramentos  que  ha 
prestado?  Si  apenases  tolerable  y  nunca  disculpable 
que  en  sociedad,  un  individuo  cualquiera  falte  á  sus 
compromisos  de  honor,  es  de  todo  punto  inadmisi- 
ble é  injustificable  que  un  obispo  falte  á  los  com- 
promisos que  contrae  con  las  solemnidades  sagradas 
del  juramento.  En  todo  caso,  si  los  obispos  fal- 
taran á  sus  juramentos  y  á  sus  compromisos,  jamás 
seria  excusable  que  el  .poder  civil  consintiera  en 
esas  deserciones  que  conmueven  profundamente  los 
cimientos  del  orden  social . 

El  gt)bierno  nacional  tiene,  por  lo  tanto,  el 
derecho  de  impedir  que  los  obispos  y  demás  íuncio- 
naiios  de  la  Iglesia,  ya  como  ciudadanos,  ya  como 
funcionarios,  infrinjan  las  leyes  del  pais  y  perturben 
de  ese  modo  la  tranquilidad  pública. 

17 


—  258  ~ 

Hagamos  una  líltima  consideración. 
El  código  civil  incluye  á  la  Iglesia  entre  las  per' 
sonas  jiiridicas^  es  decir  entre  los  seres  susceptibles 
de  adquirir  derechos  y  de  contraer  obligaciones. 

Pero  las  personas  jurídicas,  y  la  Iglesia  por  con- 
siguiente, según  el  artículo  3 1  del  mismo  código, 
adquieren  derechos  ó  contraen  obligaciones  en  los 
casos,  jíor  el  modo  y  en  la  forma  que  el  mismo  có- 
digo determina.  «Su  capacidad  ó  incapacidad  nace 
de  esa  facultad  que  en  los  casos  dados,  les  conceden 
ó  niegan  las  leyese. 

El  artículo  35  agrega  todavia:  «Las  personas  ju- 
rídicas pueden,  para  los  fines  de  su  institución,  ad- 
quirir los  derechos  que  este  código  establece,  y 
ejercer  los  actos  que  no  ¡es  sean  prohibidos^  por  el 
ministerio  de  los  representantes  que  sus  leyes  ó  es- 
tatutos les  hubiesen  constituido». 

Y  como  si  lo  antei'ior  no  bastara,  el  doctor  Ve- 
lez  Sarsfield  en  sus  anotaciones  al  referido 
código,  precisó  con  mayor  claridad  la  condi- 
ción á  que  quedaba  sujeta  4a  Iglesia  en  su  carácter 
de  persona  jurídica.  Dice:  «Poco  importaba  pues 
que  como  Iglesia  espiritual^  estuviera  sujeta  á 
otra  legislación,  si  en  cuanto  á  sus  bienes  y  á  las  re- 
laciones de  derecho  sobre  ellos  con  los  particulares^ 
dehia  ne-esaria mente  reconocer  la  atitoridad  del  de" 
recJio  civil*. 

Por  consiguiente,  los  ministros  de  la  Iglesia,  como 
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personeros  de  esta,  al  ejercer  sus  funciones,  están 
bajo  el  imperio  de  las  leyes  del  orden  civil,  como 
lo  están  en  general  bajo  el  imperio  de  todas  las  le- 
yes que  garantizan  el  orden  social. 


CAPITULO  XI 

FielaolOTí  de  los  sixoesos  producidos 
ooix  motivo  de  las  pastorales  del  Vi- 
ciarlo de  oórdol>a. 


194— Primera  pastoral  del  vicario  eclesiástico  de¿Córdoba 
— 18B.  Alarmas  que  produjo —136.  Actitud  templada  de^ 
poder  ejecutivo — 187.  El  ministro  del  culto  se  dirige  a^ 
cabildo  de  Córdoba— 188.  El  cabildo  se  niega  A  tomar 
medida8'139.  Informe  del  procurador  general— 140.  De- 
creto del  poder  ejecutivo— 141.  Nueva  nota  del  cabildo 
de  Córdoba— 142.  Segunda  pastoral  del  vicario  de  Cór- 
doba—143.  Adhesiones  en  su  favor--144.  Adhesiones 
en  favor  del  ejecutivo— 146.  Segundo  dictamen  del  pro- 
curador general— 146'  Nuevas  dificultades  y  resistencias^ 
147.  El  nuevo  obispo  de  Córdoba  toma  posesión  de  su 
diócesis. 


134. — En  los  capítulos  anteriores  hemos  dejado 
establecidos  los  principios  legales  que  sirven  de  base 
á  las  relaciones  entre  el  Estado  y  la  Iglesia.  Con 
arreglo  á  ellos  es  fácil  juzgar,  fria  y  desapasionada- 
mente, las  dificultades  suscitadas  en  orden  á  las 
relaciones  de  ambos  poderes.  Vamos  á  estudiarlas? 
sin  prevención  de  ninguna  especie.  Comenzaremos 


por  las  medidas  gubernativas  dictadas  á  conse- 
cuencia de  las  pastorales  del  vicario  capitular  del 
obispado  de  Córdoba  en  sede  vacante,  doctor  Geró- 
nimo E.  Clara,  dignidad  de  arcediano  de  la  misma 
iglesia  catedral.  Haremos,  ante  todo,  una  breve 
historia  de  los  sucesos  relacionados  con  dichas  pas- 
torales. 

El  25  de  Abril  de  1884  el  seflor  vicario 
expidió  su  primera  pastoral.  En  ella  trató  tres 
cuestiones  distintas. 

La  primera  se  refirió  á  un  acto  del  gobier- 
no nacional.  Este  habia  nombrado,  para  dirigir 
la  enseñanza  en  la  escuela  normal  de  Córdoba,  á 
algunas  personas  que  profesan  el  protestantismo. 
Con  tal  motivo,  el  señor  Clara,  después  de  citar  dife- 
rentes disposiciones  pontificias  decia:  «En  virtud 
de  las  precedentes  decisiones,  marcadas  con  el 
sello  de  la  mas  alta  autoridad,  y  que  no  dejan  lu- 
gar á  ninguna  duda  ni  subterfugio,  declaramos  ter- 
minantemente que  si  la  nueva  escuela  normal,  diri- 
gida por  maestras  protestantes,  que  se  trata  de 
fundar  en  esta  ciudad,  se  llevara  á  efecto,  á  nin- 
gún padre  católico  es  lícito  enviar  sus  hijas  á  seme- 
jante escuela.  > 

En  la  segunda  parte  de  la  pastoral,  lamentó 
amargamente  el  vicario,  que  en  el  seno  de  la 
universidad  de  San  Carlos  de  Córdoba  se  tolerasen 
tesis,  en  las  que  se  sostenían  doctrinas  contrarias 
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á  las  disposiciones  de)  Syllahus\  y  en  tono  dogmático, 
formuló  esta  conclusión:  «Asi,  pues,  en  uso  de 
nuestro  derecho  y  en  cumpUmiento  de  nuestro  deher-i 
declaramos  que  la  facultad  de  derecho  y  ciencias 
sociales  no  ha  podido  ni  debido  aprobar  la  tesis  á 
cerca  de  los  hijos  adulterinos,  incestuosos  y  sacri- 
legos, y  que  la  susodicha  tesis  está  prohibida  por 
la  regla  13  del  índice  romano  >. 

En  la  tercera  parte  del  documento  mencionado^ 
se  prohibió  la  lectura  de  los  periódicos  El  Interior^ 
La  Carcajada  y  El  Sol  de  Córdoba^  por  atribuir 
á  su  propaganda  un  carácter  irreligioso.  Para 
fundar  esta  prohibición  se  citó  los  mandatos  del 
pontífice  Pío  IV  á  los  obispos  del  orbe  católico, 
en  su  encíclica  ínter  multíplices, 

135  —  La  publicación  de  la  pastoral  alarmó 
en  Córdoba  las  conciencias  tímidas  de  muchas 
familias  católicas:  algunas  de  estos,  donijnada?  por 
el  imperio  de  las  primeras  emociones,  retiraron  á  los 
deudos  que  tenían  en  la  escuela  mencionada.  Bajo 
las  ij'refléxivas  exaltaciones  del  seniimiento  religio- 
so hubo  do  producirse  conflictos  tan  deplorables 
como  estériles,  tanto  para  la  Iglesia  como  para  el 
Estado. 

El  gobiej'no  nacional  no  podia  ni  debia  permane- 
cer indiferente  á  este  género  de  propaganda:  no  tanto 
por  la  natui'aleza  de  las  doctrinas  sustentadas  en  la 
pastoral,  como  por  la  forma  agresiva  del  documento 
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y  por  la  autoridad  pública  de  que  se  hallaba  inves- 
tido el  funcionario  que  lo  autorizó. 

Debemos  reconocer,  sin  embargo,  que  el  ejecutivo 
no  cedió  al  impulso  de  sus  primeras  impresiones, 
ni  anduvo  precipitado  en  la  adopción  de  las  medidas 
reclamadas  por  la  incorrecta  actitud  del  vicario. 

136-.Dos  hechos  culminantes  dieron  á  conocer 
el  espíritu  templado  y  concihador  de  que  estuvo 
animado  el  poder  ejecutivo,  hasta  que  la  intransi- 
gencia y  el  espíritu  batallador  del  vicario,  lo 
pusieron  en  la  necesidad  de  proceder  con  estricta 
sujeción  á  las  leyes  vigentes  sobre  patronato,  con  el 
propósito  de  contener  los  desbordes  que  amenazaban 
envolver  á  la  República  Argentina  en  la  espantosa 
vorágine  de  las  contiendas  religiosas. 

137 — El  primero  de  esos  hechos  consistió  en 
haber  procurado  que  el  cabildo  de  la  diócesis  de 
Córdoba  atrajesft  á  la  buena  senda  al  vicario  señor 
Clara.  Con  este  objeto,  dirigió  á  dicho  cabildo,  el 
sefior  ministi-o  de  justicia,  el  oficio  de  2  de  Mayo, 
en  el  que,  después  de  hacerle  presente  los  procedi- 
mientos irregulares  del  vicario,  concluía  de  este 
modo:  «En  consecuencia  el  señor  presidente  de  la 
República  me  encarga  dirigirme  á  ese  ^laerable  ca- 
bildo, á  fin  de  que  adopte  las  medidas  correspondien- 
tes, en  la  órbita  de  sus  atribuciones^  para  que  la 
pastoral  aludida  no  produzca  los  perniciosos  efectos 
que  son  de  prever,  y  se  evite,  en  adelante,  la  re- 
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petición  de  actos  que,  como  el  que  censuro,  obliga- 
rían al  gobierno  á  dictar  las  resoluciones  represivas 
que  el  caso  aconsejara.* 

138.— El  cabildo  no  aceptó  el  papel  de  media- 
dor ó  de  agente  conciliador  que  se  le  asignó.  Xo 
solamente  se  sometió  sin  observación  alguna  á  las 
disposiciones  de  la  pastoral,  sino  que,  haciendo  soli- 
daria su  responsabilidad  con  la  del  vicario,  rechazó 
las  doctrinas  legales,  sustentadas  por  el  gobierno. 

139. — El  otro  hecho  comprobatorio  de  que  no 
hubo  precipitación  en  los  actos  del  poder  ejecutivo, 
es  el  haber  expedido  este,  su  decreto,  con  fecha  6 
de  Junio,  es  decir  cuarenta  dias  después  de  pro- 
mulgada la  pastoral-,  y  el  decreto  fué  confeccio- 
nado con  previa  consulta  del  procurador  general 
de  la  nación. 

Este  último  funcionario,  en  un  extenso  dictamen^ 
de?pues  de  presentar  muy  sensatas  y  oportunas 
consideraciones  sobre  la  situación  de  la  autoridad 
civil  en  sus  relaciones  con  la  Iglesia,  y  de  recor" 
dar  algunos  antecedentes  y  leyes  aplicables  al  caso, 
concluyó  con  estas  palabras:  «  el  señor  vicario 
es,  naturalmente,  el  primero  á  responder  ante 
la  ley  del  desconocimiento  de  principios  incon- 
cusos de  nuestro  derecho  constitucional.  Justo  es, 
sea  sometido  á  los  tribunales  de  la  nación;  separado 
de  un  gobierno  que  ha  administrado  con  tan  poca 
cordura  y  suspendido  de  oficio  y  beneficio  en  el 
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coro  de  su  Iglesia.  En  cuanto  al  cabildo,  debe  te- 
nerse en  cuenta,  para  no  adoptar  á  su  respecto 
las  medidas  áque  en  justicia  habria  lugar,  el  res- 
peto que  siempre  inspira  el  superior,  sobre  todo 
en  la  gerarquía  eclesiástica.  Bastará,  á  mi  juicio, 
lo  amoneste  V.  E.  en  términos  severos  y  mande 
testar  los  conceptos  de  su  nota.  > 

140. — De  conformidad  con  el  referido  dictamen, 
el  poder  ejecutivo  expidió  un  decreto,  basado  en 
extensos  considerandos,  cuya  parte  dispositiva  tras- 
cribimos en  seguida: 

«Art.  1^  Queda  suspendido  de  oficio  y  beneficio 
en  el  coro  de  la  iglesia  catedral  de  Córdoba  el  canó- 
nigo doctor  Gerónimo  E.  Clara  y,  en  su  consecuen- 
cia, separado  del  gobierno  del  obispado. 

Ávt  2^  Pásense  los  antecedente  de  este  asunto 
al  procurador  fiscal  del  juzgado  de  sección  de  aque- 
lla provincia,  para  que  proceda  á  deducir  la  acción 
que  corresponda. 

Art.  3^  Téstense  las  palabras  de  la  nota  del 
calbildo,  á  que  hace  referencia  el  señor  procurador 
general  de  la  nación, > 

141.— Comunicada  la  resolución  gubernativa  al 
cabildo  ele  Córdoba,  éste  se  apresuró  á  contestar 
con  fecha  23  de  Junio.  Sostuvo  que  carecía  de  ju- 
risdicción para  enmendar  la  conducta  del  vicario. 

Citó,  al  efecto,  una  disposición  de  monseñor  Ma- 
rino Marlni  delegado  apostólico  en  esta  República, 
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dictada  cuando  en  1858  el  mismo  cabildo  de  Cór- 
doba eligió  vicario  capitular  al  doctor  Eduardo  Ra- 
mírez de  Arellano  y,  conformándose  con  una  prác- 
tica muy  antigua,  limitó  la  duración  del  nuevo  vica- 
rio al  término  de  dos  años  y  se  reservó  el  ejercicio 
de  algunas  facultades. 

Citó  también  las  letras  apostólicas  del  pontífice 
Pío  IX  dictadas  con  motivo  del  mismo  incidente,  el 
13  de  Diciembre  de  1858.  En  dichas  letras  decía 

el  romano  pontífice: «pues  todos  saben  que 

según  la  prQpente  disciplina  de  la  Iglesia,  una  vez 
elegido  canónicamente  el  vicario  capitular,  de  tal 
manera  se  trasfiere  en  él  la  jurisdicción  que  perte- 
nece al  cabildo  en  el  tiempo  de  la  vacante  de  la 
silla  que  de  ningún  modo  puede  ser  revocada  ó 
coartada  por  el  mismo  cabildo,  á  no  ser  que  la  causa 
hubiere  sido  conocida  por  esta  santa  sede». 

Sostuvo,  ademas,  el  cabildo  que  solo  podía  recla- 
mar respetuosamente  del  vicario  capitular,  cuando 
se  creyese  vulnerado  en  sus  propios  derechos  como, 
por  ejemplo,  si  aquel  procediera  por  sí  solo  en  los 
casos  que  según  los  sagrados  cánones  requieren  el 
consentimiento  ó  por  lo  menos  el  consejo  del  capí- 
tulo-, pero  afirmó,  al  mismo  tiempo,  que  el  caso  de 
la  pastoral  distaba  mucho  de  quedar  incluido  en 
esa  categoría. 

El  resto  del  oficio,  concretado  á  manifestar  que 
no  eran  injuriosos  al  gobiei'no  los  térrainoH  de  la 
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primera  nota,  concluyó  con  estas  terminantes  y  sig- 
nificatiyas  palabi'as. 

«Ahora,  por  lo  que  hace  á  los  artículos  del  de- 
creto referentes  al  vicario,  el  cabildo  no  puede  pres- 
cindir de  manifestar  á  V.  E.  que  la  destitución  de 
un  prelado  ú  suspensión  de  un  beneficiado  de  la 
Iglesia,  decretada  por  el  poder  temporal,  jamas 
puede  ser  acatada  ni  por  él  cabildo^  ni  por  el  resto 
del  clero^  ni  por  los  fieles  católicos,  sin  renegar  de 
los  principios  m  s  elementales  de  su  religión.» 

Esto  era  entrar  resueltamente  eij  el  camino  de 
las  resistencias-,  era  manifestar  el  propósito  de  pos- 
poner los  preceptos  de  la  ley  civil  á  los  mandatos 
del  gobierno  espiritual-,  era  lanzar  un  reto  á  la 
autoridad  del  ejecutivo  cuya  acción  reparadora  se 
subordinaba  á  la  de  otra  autoridad  no  instituida,  por 
cierto,  para  enmendar  los  errores  ó  las  injusticias 
del  poder  civil. 

142— Esto  no  fué  todo.  Hubo  algo  mas  deplorable. 
El  vicario  señor  Clara  abandonó  la  región  serena 
de  los  debates  tranquilos,  para  descender  al  palenque 
de  las  luchas  apasionaílas  y  violentas,  en  las  que 
suele  menoscabarse  el  prestigio  de  las  autoridades 
que  las  provocan  y  perderse  el  éxito  de  la  causa 
que  defienden.  En  una  segunda  pastoral,  de  16 
de  Junio,  contestó,  con  cierta  vehemencia,  á  las 
acusaciones  y  medidas  de  que  habia  sido  objeto  por 
parte  del  gobierno  nacional. 
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Sostuvo,  apoyándose  en  diferentes  documentos 
pontificios  emanados  de  Pió  VIII,  Pió  IX  y  otros 
papas,  los  siguientes  principios: 

1  ^  Que  la  iglesia  católica  es  libre  por  derecho 
divino. 

2  ®  Que  el  poder  civil  no  tiene  derecho  de  im- 
poner restricciones  al  ejercicio  de  la  autoridad  ecle- 
siástica ni  llevar  á  las  personas  que  la  ejercen  ante 
los  jueces  laicos. 

3  ^  Que  el  patronato  regio  fué  una  concesión 
graciosa  de  los  soberanos  pontífices,  que  no  ha  po- 
dido heredar  la  Hepública. 

4  ®  Que  el  patronato  declarado  por  la  Constitu- 
ción nacional  no  puede  ser  ejercido  legítimamente, 
mientras  no  se  obtenga  el  consentimiento  del  Papa. 

Estas  conclusiones  las  fundó,  como  tenemos 
dicho,  en  decretos  de  la  misma  Iglesia  y  de  los  sobe- 
ranos pontífices,  como  si  ellos  por  sí  solos  tuviesen 
la  fuerza  decisiva  necesaria,  para  resolver  las  cues 
tiones  que,  si  bien  están  ligadas  con  intereses  del 
orden  religioso,  afectan  intimamente  intereses  muy 
esenciales  del  orden  político. 

143 — Los  documentos  anteriormente  citados,  pro- 
cedentes de  lasL  autoridades  eclesiásticas  de  Córdoba, 
fueron  nuevas  teas  lanzadas  en  un  terreno  predis- 
puesto para  el  incendio.  Despertai'on  las  pasiones 
religiosas  con  mayor  vivacidad,  creando  una  atmós- 
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fera  que  por  momentos  pi^esagiaba  los  estallidos  de 
la  tormenta. 

Verdad  es  que  el  vicario  Clara  tuvo  en  su  favor 
numerosas  adhesiones,  formadas  en  su  mayor  parte 
de  miembros  del  clero  y  de  distinguidas  y  respeta- 
bles matronas.  Verdad  igualmente  que  tuvo  de  su 
lado,  el  ilustrado  concurso  de  algunos  profesores  de 
la  universidad  de  Córdoba  y  el  de  algunos  magistra- 
dos judiciales  de  la  misma  provincia,  los  cuales  cum- 
plieron abnegadamente  con  lo  que  creyeron  ser  para 
ellos  un  deber  sagrado  é  ineludible  impuesto  á  su 
conciencia  religiosa.  Verdad,  por  último,  que  la  ac- 
titud y  las  doctrinas  del  doctor  Clara  consiguieron 
promover  debates  serios  en  el  seno  del  congreso  na- 
cional y  fuera  de  él,  y  hubo  escritores  y  represen- 
tantes que  apoyaran  sus  procedimientos  y  lo  alenta- 
ran para  seguir  en  la  resbaladiza  pendiente  en  que 
se  hallaba  comprometido. 

144  Pero  no  es  menos  cierto  que  la  gran  ma- 
yoría de  la  República,  representada  por  los  mas 
caracterizados  centros  de  opinión,  fué  contraria  á 
esa  actitud:  que  la  prensa  fué  casi  unánime  en  re- 
probar los  procedimientos  invasores  de  la  autoridad 
eclesiástica-,  que  las  cámaras  legislativas  nacionales 
se  manifestaron  adversas  á  las  pretensiones  del  cle- 
ro cordobés,  desechándose  las  tentativas  hechas  para 
cohonestar  los  procedimientos  de  aquel,  con  un  voto 
adverso  á  las  medidas  dictadas  por  el  poder  ejecutivo 
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Gracias  á  esta  actitud  franca  y  decidida  de  la 
mayoría  del  pais,  pudo  conjurarse  el  peligro  y  des- 
pejarse el  horizonte  de  una  situación  en  cuyo  cielo 
relampagueaban  los  primeros  fulgores  de  la  tor- 
menta. 

Así^  aunque  los  debates  continuaron  en  la  pren- 
sa, en  los  comicios  y  en  el  pulpito,  ho  llegaron 
á  producir  trastornos  en  la  República,  ni  á  com- 
prometer el  prestigio  de  las  instituciones  y  la  esta- 
bilidad del  gobierno  nacional. 

145. — Entre  tanto,  la  nueva  pastoral  del  vicario 
señor  Clara  fué  también  pasada  á  informe  del  pro- 
curador general  de  la  nación. 

«El  ex-vica rio  Clara,  dijo  aquel  funcionario,  ha 
sido  sometido  á  la  acción  de  los  tribunales,  y  á  ellos 
corresponde  tomar  en  cuenta  su  nueva  publicación 

.  .  .  Mientras  tanto,  sin  mengua  de  la  au- 
toridad de  V.  E.  el  ex-vicario  no  puede  ni  debe 
continuar  un  momento  mas  ejerciendo  funciones  de 
que  ha  sido  separado.» 

Aconsejó,  ademas,  el  señor  procurador,  que  si 
apesar  de  las  nuevas  órdenes  del  gobierno,  el  referi- 
do vicario  seguia  ejerciendo  sus  funciones  é  in- 
sistiese en  la  ostentación  de  su  desobediencia,  debe- 
ría impedírsele  el  ejercicio  de  dichas  funciones 
aunque  para  ello  fuese  necesario  reducirlo  á prisión. 

También  se  trató,  en  este  nuevo  dictamen,  de  la 
cuestión  debatida  con  el  cabildo  eclesiástico    de 
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Córdoba,  sobre  si  este  tenia  6  no  jurisdicción  para 
reprimir  los  impremeditado*^  avances  de  su  gefe. 
Mas,  para  proceder  con  toda  la  calma  y  circuns- 
pección debidas,  aconsejó  que,  como  medida  previa 
se  pidiesen  al  cabildo,  ad  efediim  videndi^  algunos 
documentos  relativos  á  su  constitución  oj-gánica — 
documentos  que  fueron  pedidos  por  el  sefior  minis- 
tro del  culto. 

146— Los  sucesos  é  incidentes  relatados  dieron 
origen  á  nuevas  dificultades  que  si  bien  resueltas 
en  el  orden  administrativo,  con  arreglo  á  las  leyes 
patrias,  no  lo  fueron  en  el  orden  de  los  hechos. 

El  vicario  Clara  no  se  sometió  á  la  segunda  inti- 
mación que  se  le  hizo  para  que  cesara  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones-,  mas  bien  pareció  resuelto  á 
arrostrar  todas  las  consecuencias  de  su  resistencia: 
esto  por  lo  que  hace  á  su  suspensión.  En  cuanto  á 
su  enjuiciamiento,  tampoco  quedó  iniciado  ea  esos 
momentos,  por  dificultades  que  opusieron  algunos 
de  los  magistrados  encargados  de  llevarlo  á  cabo. 

De  este  modo,  las  cuestiones  parecían  entrar  en 
un  periodo  de  complicación  mas  difícil.  Se  presen- 
taba sin  duda,  para  el  gobierno,  la  pei'spectiva  de 
verse  en  la  necesidad  de  emplear  la  fuerza,  lo  cual 
tiene  siempre  algo  de  odioso  y  suele  dar  pi'etextos 
para  presentar  como  víctimas  ó  mártires  de  sus 
creencias  á  los  que,  en  realidad,  son  conculcadores 
de  la  ley. 
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La  situación  se  hacia  mai?  deíícada,  ttías  digna 
de  estudio,  mas  comprometida  para  los  encargados 
de  despejar  las  incá;^nitas  que  e.nbroUaban  la  soln^ 
cion  del  problema  prim-ipal. 

147— En  tales  circunstancias  se  prodnjo  un  hecha 
que  cambió  la  situación.  Fray  C.ipistrano  Tissera 
obispo  electo  para  la  diiScesls  de  Córdoba  en  sede 
vacante,  recibió  las  bulas  relativas  á  su  institución 
canónica,  las  cuales  obtuvieron  del  ejecutivo  el  pase 
necesario,  aunque  con  las  correspondientes  reservas 
en  favor  del  patronato.  Prestó  á  los  pocos  dias 
el  juramento  resp3Ctivo.  como  obispo  de  dicha  dió- 
cesis, tomó  posesión  del  gobierno  del  obispado  v  se 
hizo  consagrar  con  arreglo  á  los  ritos  y  ceremonias 
prescritas  por  la  Iglesia. 

Desde  ese  momento  cesó  la  autoridad  ejercida 
por  el  S3fl)r  Clara,  en  su  carácter  de  vicario.  La 
suspensión  decretada  por  el  gobierno  se  produjo,  de 
heicho,  como  un  resultado  natural  de  los  sucesos  mis- 
mos. No  habia  ya  razón  ni  pretexto  para  el  empleo 
de  la  fuerza,  y  la  fuerza  no  se  empleó. 

La  imparcialidad  nos  obliga  á  reconocer  que  en 
este  caso  también^  el  poder  ejecutivo  se  mantuva 
dentro  de  los  límites  de  la  moderación  y  de  una  sa- 
ludable tolerancia.  No  solo  esperó  que  el  nuevo 
obispo  tomarsí  posesión  de  su  diócesis,  sino  que  con- 
tribuyó á  que  esto  se  realizara  lo  mas  pronto  posi- 
ble. 

u 
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Demostró  así  que  el  atropello  no  había  entrado 
en  sa  cálculos,  como  medio  de  resolver  este  género 
^e  cuestiones,  y  que  mas  bien  tuvo  siempre  el  pro- 
pósito de  anteponer  las  soluciones  pacíficas  y  con- 
ciliadoras á  las  medidas  extremas  y  violentas.  Lo 
únic3  que  no  consintió  fué  lo  que  no  podiani  debia 
consentir:  abandonar  las  leyes  é  instituciones  pa- 
trias, sin  defensa  alguna,  á  los  serios  embates  del 
fanatismo  religioso. 

Bien  inspirado  el  gobierno,  observó  en  este  pri- 
mer periodo  de  la  lucha  aquel  sensato  proverbio 
latino:  fortiter  in  re  suaviter  in  modo.    . 

Resueltas  las  dificultades  relativas  á  la  suspen- 
sión del  vicario  Clara,  solo  quedó  en  pié  la  cues- 
tión referente  á  la  mejor  manera  de  llevar  á  cabo  su 
enjuiciamiento.  £ste  se  llegó  á  iniciar  después  de 
superados  algunos  inconvenientes;  pero  su  prose- 
cución no  se  ha  activado. 

La  conducta  del  señor  Clara  fué  objeto  de  mu  - 
chas  y  muy  diversas  apreciaciones.  Cada  uno  la 
juzgó  con  aj'reglo  al  criterio  de  sus  ideas  ó  de  sus 
pasiones.  Vamos  á  examinarla,  fría  y  desapasio- 
nadamente, con  arreglo  á  las  demostraciones  gene- 
rales que  hemos  hecho  en  los  anteriores  capítulos, 
y  vamos  á  apreciar  también  el  mérito  del  las  medi- 
das dictadas  por  el  ejecutivo,  para  proteger  los  legí- 
timos atributos  de  la  autoridad  civil. 


CAPITULO  xn 

Oallfloaoloni  de  los  prooeiliixiientos 
del  vioario  ydeloal>lldo  eoieslástloo 
ele   O6x*€toba. 


148.  Condioiones  espdoiales  del   vioario    da  Córdoba->149. 
Una  diatinoion  neaeaapía— 150.     L.a   escuela  normal  de 
Córdoba    no    se    fundó   como  escuela    de    propaganda 
religiosa— 161.  El    referido  vl'^arlo    incurrió  en  el  delito 
de  desacato  A  la  autoridad— 132.  Atentó  tamblcín  contra 
lik soberanía  nacional  -153.  Legislación  española  en  es- 
ta mmte!*la— 164.  Eduardo  lil  y  Felipe  el  Hermoso^-136. 
L^eyes  peiialas  fra.icdsas— Ud.   Los   obispas  franceses  y 
el   Consejo  de  Estado— 167.  El  pase  A    lo^  documentos 
pontificios  eix    la  República    Argentina    163.  Co'égij  de 
P>^OPAGANDA,FIOB-  18d.  Consagración  de  oAlices,  pa- 
tentéis y  altares  portAtlies—160.  Exposición  de:  sa    tiSimo 
sacramento— 101.   Indulgencia  plenaria— 102.  Prelado  de 
oonventv    168.  Protonotario— 104.  El  conotlip  de  Trentó 
y  Felipe  11—103.    Instruo  ñones    pontificias  al  delegado 
apostólico  nnonsdñcjr   Marino  Maridl— I  50.  info:*m3     dol 
tribu  lal  superior  del  Paraná— 107.  Reconocinniento  (con- 
dicional    dsl     referido    delegado— 103.       Me  isaje      del 
presidente  Mitre— 109.  Reclamaoiones  del  delegado— 170 
Decreto  del  poder  ej  ^outivo  — '71.     De2i8i)n  de    aa  oo.'te 
suprenna  nacional— 172.  La  libertad  de  la  Iglesia  no  es 
ilimitada-17d.  Lo  es  me  ios  en  las  na  ion  9S  que    ejer- 
oen  el  patronato -174.    Apreciación  da    la  osnduotA  del 
cabildo  eoIesiAstico  de  Córdoba  y  precédante  establecido 
por  el  cabildo  de  Lima. 


148 -Para    apreciar  debidamente  la   conducta 
del  seftQT  Clara,  ó  sea  el  verdadero  carácter  de  sus 
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procedimientos,  conviene,  ante  todo,  definir  caal  era 
su  posición  en  el  Estado  y  sus  deberes  especiales 
para  con  este,  mientras  ejerció  la  autoridad  de  vicario 
eclesiástico  de  la  diócesis  de  Córdoba. 

Esto,  en    cierto     modo,  quedó    resuelto  en  los 
números    122,  12.?,    124,  129  y  133.     Entonces 
manifestamos:  que  los  funcionarios  eclesiásticos,  en 
cuyo  número  quedaran  necesariamente  incluidos  los 
vicarios  capitulares,  tie.íen  un  doble  carácter  espi- 
ritual y  temporal,  jue  dehen  merecer,  no  solamente 
la  confianza  del  geíe  supremo  de   la  Iglesia,  sino 
también  la  del  poder  civil:  que  en  el  ejercicio  de  sus 
funcione.^  eclesiásticas   pueden  incurrir  en  infrac- 
ciones del  orden  temporal,  cuya  represión  correspon- 
de á  las  autoridades  políticas;  que  en  los  casos  de  in- 
compatibilidad entre  las  leyes  del  orden  civil  y  las 
del  eclesiástico,  el  cumplimiento  de   las  primeras 
debe  prevalecer  sobre  las  segundas;  que,  en  fin,  loa 
funcionarios   eclesiásticos,— los  vicarios   por  con- 
siguiente,—ni  como  tales  funcionarios,  ni  como  sim- 
ples ciudadanos,  pueden  eludir  el  cumplimiento  de 
la»  leyes  civiles. 

Acentuando  el  significado  de  estas  conclusiones, 
debemos  declarar  abora,  que  los  vicarios,  lo  mis- 
mo que  los  obispos,  tienen  un  cai'ácter  oficial  per- 
fectamente definido  en  el  Estado,  y  que  en  no  pocas 
ocasiones  se  ha  llegado  hasta  el  punto  de  compren- 
derlos en  la  denominación  general  de  empleados. 
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«  • 

La  junta  gubernativa  de  1810,  en  un  decreto  de 
fecha  3  de  Diciembre^  expedido  con  el  objeto  de 

« 

fijar  los  requisitos  de  todo  empleado  público,  decia: 
«desde  la  fecha  de  esta  providencia,  ningún  tribu- 
nal, corporación^  úgefeci\'ú.  militar  ó  eclesiástico^ 
conferirá  empleo  jiúhlko  á  persona  que  no  haya 
nacido  en  estas  provincias.» 

Los  gefes  eclesiásticos,  como  los  obispos  y  vica- 
rios, fueron  comparados  con  los  geíes  civiles  y  rai- 
lita)*es,  y  los  empleos  que  aquellos  podian  conferir 
quedaron  comprendidos  en  la  categoría  de  empleos 
públicos.  Mas  claramente  no  podia  darse  él  título 
de  empleado  del  Estado  á  los  funcionarios  ecle- 
siásticos que  administran  un  beneficio  rentado  por 
este. 

Pero  no  es  el  único  caso.  La  Constitución  de 
22  de  Abril  de  1819  decia:  «Ningún  .empleado 
político,  civil,  militar  ó  eclesiástico  podrá  continuar 
en  su  destino  sin  prestar  juramento  de  observar 
la  Constitución  y  sostenerla.»  Í31  texto  es  muy 
claro  para  que  nos  permitamos  agregarle  comen- 
tarios. 

Aunque  la  necesidad  de  prestar  este  juramento 
no  se  ha  conservado  como  Un  principio  constitucio- 
nal sino  respecto  de  los  ciudadanos  que  forman  los 
altos  poderes  del  Estado,  las  leyes  vigentes  y  el 
uso  constante  lo  han  mantenido:  jamas  se  ha  con- 
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sentido  que  los  obispos  tornen  posesión  de  su  puesto 
sin  prestar  previamente  el  debido  juramento. 

Los  obispos,  pues  como  los  vicarios,  es  decirlos 
encargados  de  la  gobernación  de  una  diócesis,  son 
en  cierto  modo  delegados  del  poder  civil,  sin  per. 
der  por  eso  el  carácter  eclesiástico  de  que  se  hallan 
investidos.     Son  funcionarios  del  Estado. 

Si  como  simples  ciudadanos,  siguen  sometidos 
al  imperio  de  las  leyes  patrias,  como  gobernadores 
de  diócesis,  tienen  el  deber  especial  de  cooperar  al 
cumplimiento  de  dichas  leyes. 

Ademas,  debe  tenerse  en  citenta  que,  en  el  caso 
de  que  tratamos,  el  vicario  era  al  mismo  tiempo  y 
con  anterioridad  á  su  nombramiento  de  tal,  miem- 
bro del  cabildo  eclesiástico  de  Córdoba.  En  este 
último  carácter  su  nombramiento  habia  dependido 
exclusivamente  de  la  autoridad  civil  y  estriba,  por 
consiguiente,  'ñas  especialmente  obligado  á  corres- 
ponder á  la  confianza  de  ésta,  prestigiando  en  vez 
de  desautorizar  las  leyes  dadas  con  un  fin  social, 
asi  como  todos  los  actos  emanados  de  la  autoridad 
en  el  ejercicio  de  ¿^us  legítimas  atribuciones. 

Por  último,  ademas  de  sus  deberes  de  ciudadano 
y  de  sus  obligaciones  de  funcionario  en  general, 
no  podia  ni  debia  olvidar  los  deberes  especiales 
que  el  ejercicio  del  pntronato  nacional  le  imponia. 
Veamos  si  cumplió  con  todos  ellos  ó  si  faltó  á  al- 
gunos. 
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149. — Desde  luego,  conviene  establecer  una  dis- 
tinción entre  lo$  actos  oficiales  de  un  funcionario 
eclesiástico  y  los  acto^s  que  no  tienen  tal  carácter. 
Los  primeros  deben  propender  á  consolidar  el  pres- 
tigio de  las  instituciones  vigentes,  ó  por  lo  menos 
á  facilitar  el  cumplimiento  de  las  leyes  dictadas 
para  el  mejor  bienestar  social.  Se  puede  recla- 
mar contra  las  leyes  que  se  consideran  injustas, 
pero  no  se  puede  incitar  á  su  desobediencia  mien- 
ti^as  tienen  el  carácter  de  tales, 

150.  -Ahora  bien,  una  pastorales  un  documen- 
to oficial,  y  en  esa  clase  de  documentos  el  seftor 
Clara  hizo  al  gobierno  imputaciones  avanza- 
.  das  con  el  objeto  de  desprestigiar  la  escuela 
normal  de  Córdoba.  Dijo  el  expresado  fun- 
cionario en  su  primera  pastoral «y  siendo  en  el 

presente  caso  protestantes  las  maestras,  la  escuela 
regenteada  por  ellas,  será  inevitablemente  protestan- 
te. > 

La  consecuencia  es  forzada.  Las  escuelas  serian 
protestantes  si  se  hubiese  nombrado  á  las  maestras 
con  el  objeto  especial  de  enseñar  la  religión  protes- 
tante. Pero  no  solamente  no  tuvo  lugar  esto,  sino 
que  en  esos  momentos,  el  poder  ejecutivo  sostenía 
en  las  cámaras  legislativas  el  principio  de  la  ense" 
fianza  laica.  No  había,  pues,  empeño  en  sostener 
los  intereses  de  tal  ó  cual  secta  religiosa:  no  había 
el  intento  de  funda)    tales   escuelas  protestantes. 
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Por  lo  flemas,  los  heebos  se  han  encargado  de  des- 
mentir tan  gratnitas  suposiciones,  haciendo  ver  que 
1.1  escuela  normal  de  Córdoba  no  es  un  centro  de 
piopaganda  religiosa. 

J51. — Por  otra  parte.la  incitación  á  los  padrea 
de  familia  para  que  no  mandasen  á  sus  hijos  á  di- 
cha escuela,  considerando  como  reos  de  un  crimen 
á  los  que  lo  hiciesen,  calificando  de  radicalmente  vi- 
ciosa y  á  todas  luces  mala  la  referida  escuela,  equi- 
valía á  imputar  al  gobierno  el  plan  de  pretender 
desmoralizar  la  sociedad  por  medio  de  escuelas 
destinadas  á  la  propaganda  de  doctrinas  disocia- 
doras. 

Sin  embargo.,  el  poder  ejecutivo  habia  procedido 
en  este  caso,  dentro  del  límite  de  sus  legales  atri- 
buciones. La  escuela  fué  fundada  en  cumplimiento 
(i&  una  ley  del  cciugreso.  Las  maestras  fueron  de- 
signadas conforme  á  la  misma  ley:  esta  no  éxigkí 
que  perteneciesen  á  una  secta  leligiosa  determina- 
da^ el  ejecutivo  procedió,  pues,  sin  infringirla;  bus- 
cando en  las  elegidas  las  condiciones  especiales 
que  el  caso  requería.  Las  nombí  adas  fueron  pro- 
testantes-, pero  cuando  so  eligen  los  empleados  pú- 
blicos y  los  profesores  de  todos  los  colegios  no  se 
investiga  prévianente  el  culto  que  profesan,  por  que 
la  lie-y  no  lo  exige  y  por  que  las  creencias  religiosas 


son  del  dominio  de  la  candencia.  En  estas  con- 
diciones no  es  avansado  decir  que  las  pastorales 
del  seftor  Olara  importaron  un  desacato  contra  la 
autoridad  del  gobierno  nacional.  Fueron  injurio- 
sas, por  que  procuraron  sn  descrédito  atribuyén- 
dole el  propósito  de  llevar  á  cabo  una  propaganda 
desQioralizadora  por  medio  de  la  fundación  de  escue- 
las públicas  calificadas  con  términos  ofensivos. 

La  injuria  contra  un  funcionario  público,  i 
causa  del  ejercicio  de  sus  funciones,  constituye,  se- 
gún el  inciso  1  ^  del  artículo  30  de  la  ley  de  14 
de  Setiembre  de  1863,  y  según  el  inciso  1  ®  del  ar- 
tículo 377  del  código  penal,  el  delito  de  desacato. 

Tal  delito  se  acentuó  después,  cuando  los  decre- 
tos del  peder  ejecutivo  fueron  tenaz  y  francamen- 
te desobedecidos,  y  desconocido  por  completo  el 
imperio  ó.  fuerza  obligatoria  de  las  leyes  que  garan- 
tizan y  prescriben  el  ejercicio  del  patronato  nacio- 
nal. Entúnces  se  colocó  el  vicario  entre  los  que 
Tesisten  ó  desobedecen  abiertamente  á  la  autoridad, 
csso  previsto  por  el  inciso  5  ^-  del  mismo  artículo 
del  código  penal. 

152.T~No  fuá  solamente  bajo  este  punto  de  vista 
que  la  conducta  del  doctor  Clara  se  hizo  justicia*- 
ble.  Su  atictud  fué  mas  grave,  por  que  según  las 
leyes  del  país  atentó  cohtra  la.  soberanía,  es  decir 
pontra.  la  paz  y  la  dignidad  d^  la  nación.  ¿Como? 
¿En  que  forma?   Nv  es  difícil  precisarlo. 
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Para  sostener  sus  doctrinas,  para  fundar  sus  uran- 
datos  prohibitivos  de  concurrirá  la  escuela  de  Cór- 
doba, para  desprestigiar  las  medidas  adoptadas  por 
el  ejecutivo,  hizo  mérito  de  diversos  documentos 
de  Pío  ^^II,  Pío  IV  y  Pió  IX,  muy  especialmente 
del  ShfUabus^  ninguno  de  los  cuales  ha  obtenido  el 
correspondiente  pase  del  gobierno.  Y  el  Syllahtis^ 
no  solamente  no  lo  ha  obtenido,  sino  que  no  lo  ob- 
tendrá, mientras  se  conserven  en  pié  las  instituciones 
vigentes  y  la  República  siga  el  impulso  de  las 
primeras  reformas  que  tienden  á  secularizar  por 
completo  el  poder  civil,  dando  al  César  lo  que  es 
del  César  y  á  Dios  lo  que  es  de  Dios. 

La  ley  nacional  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  al  hablar  en  el  título  2<=^  de  los  delitos 
que  comprometen  la  paz  y  la  dignidad  de  la  nación, 
se  expresa  de  este  modo  en  el  artículo  5^ :  «To- 
do el  que  ejecutare  6  mandare  ejecutar  decretos  de 
los  concilios,  bulas,  breves  y  rescriptos  de  la  corte 
pontificia,  de  aquellos  que  para  su  ejecución,  nece- 
sitan del  pase  del  gobierno,  sin  haberlo  obtenido, 
quedará  sujeto  á  la  pena  de  uno  á  cuatro  afios  de 
extrañamiento;  y  todo  aquel  que  los  ejecutare  ó  man- 
dare ejecutar,  apesar  de  haberle  sido  negado  ese 
pase,  quedará  sujeto  ala  de  cuatro  á  ocho  años  de 
extrañamiento.» 

No  importa  que  el  Syllahus  tenga  ya  20  años  de 
existencia  y  haya  recorrido    el  mundo  cristiano^ 
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causando  la  mas  penosa  impresión  en  los  que  ven  i 
la  Iglesia  moderna  en  completo  divorcio  conlaci* 
vilizacion.  por  que  ya  hemos  demostrado  que  los  de- 
rechos de  patronato  son  imprescriptibles.  Se  pueden 
invocarlas  doctrinas  del  %//a6íí.«í,  para  incalcarlas 
por  los  ministros  de  la  Iglesia  argentina,  en  actos 
que  no  tengan  carácter  oficial,  es  decir,  en  el  do- 
minio privado;  pero  no  se  puede  hacer  mérito  de  ese 
documento  pontificio  en  actos  oficiales,  para  reco* 
mondar  el  cumplimiento  de  los  deberes  que  él  impo- 
ne, porque  esto  equivale  á  ejecutar  un  documento 
pontificio  que  no  es  ejecut^^ble.  que  carece  del  cor- 
respondiente exequátur. 

Bajo  este  punto  de  vista,  fué  también  justiciable 
la  conducta  del  vicario  Clara. 

153. — Las  antiguas  leyes  españolas  no  eran  menos 
severas  á  este  respecto.  Según  ellas,  los  que  pu- 
blicaban bulas  que  no  hubiesen  sido  presentadas  al 
Ordinario  y  obtenido  el  correspondiente  pase,  incur- 
rían en  la  pena  de  confiscación  de  la  mitad  de  sus 
bienes  y  en  la  de  destierro  perpetuo.  Si  los  que 
incurrían  en  esa  omisión  eran  personas  eclesiásticas 
se  debia  proceder  contra  ellas,  imponiéndoles  las  pe- 
nas que  mereciesen,  de  destieno  y  privación  de  ofi- 
cio y  beneficio,  conforme  á  la  calidad  y  exceso  del 
delito  (1). 

(>;  Leyes  2**  y  5<*,  título  8^ ,  m)ro2-  do  U  Nueva  Recopilaoiou. 
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;  La  legisladofí  <le  la  lieiMiblíca  lia  templado  el  ri- 
gor de  estas  penas,  pero  subsiste,  como  hemos 
visto,  la  prohibición  de  ejecutar  dociiinentos  pontifi- 
cios sin  el  pase  del  gobierno. 

En  lo  sustancial  no  ha  habido,  pues,  innovación. 
Se  ha  seguido  la  práctica  á  que  la.  Iglesia  estuvo 
sometida  en  todo  el  trascurso  del  período  colonial. 

154.— Xo  solamente  fué  la  España  la  que  defen- 
dió las  prerogativas  de  su  autoridad  en  esta  forma. 
Lo  hicieron  también  la  Inglaterra  en  tiempo  de 
Eduardo  III  y  Ir  Francia  en  tiempo  de  Felipe  el 
Hermoso. 

El  primero,  contrariado  por  la  ingerencia  que  el 
pontífice  romano  procuraba  tomar  en  asuntos  de  su 
patronato,  le  escribió  dlciéndole  que  aquello  era  bur- 
larse de  su  corona,  escarnecerla  y  a  tropel  la  ría.  Ouria 
nostra^  le  decia,  in  qtta  ihirntaxat  causae  super  jure 
ratronattis  dictorum  heneficiorum  tractori  debent. 
delíiditur,  et  sic  iura  nostrae  corone^  tam  prohrose, 
quam  damnose  depereunt 

En  cuanto  á  Felipe  el  Hermoso,  H  papa  Boni- 
facio VIII,  en  diferentes  bulas,  especialmente  en 
la  titulada  uptam  sanctam^  prohibió  á  los  eclesiás- 
t icios  que  pagaran  subsidios  al  rey  sin  la  autoriza- 
ción de  la  santa  sede.  El  soberano  francés  negó  al 
papa  las  atribuciones  de  que  se  consideraba  inves- 
tido. La  cuestión  dio  origen  á  una  lucha  ardiente: 
pero  al  fin  Clemente  V.  después  de  subir  á  la  silla 


apostóUi»>en innabula  de  1^  de  Febrero  de  1906, 
(leclaió  que  no  se  habia  lateotado  perjudicar  al  rey 
Felipe,  debiendo  quedar  las  cosas  en  el  estado  en 
que  se  hallaban  antes  de  expedirse  la  referida  bul» 
tmam  sanctam.  El  pontificado  retrocedió  en  pre- 
sencia de  un  soberano  que  se  manifestó,  dispuerto 
á  no  ceder  en  sus  derechos. 

155. — En  paises  como  la  Francia,  en  donde 
el  derecho  de  pati*onato  tiene  y  ha  tenido  siempre 
menos  amplitud  que  en  el  nuestro,  se  han  consignado 
las  disposiciones  penales  que  por  via  de  ilustración 
reproducimos: 

«Los  ministros  de  los  cultos  que,  en  el  ejercicio 
de  su  ministerio,  y  en  asamblea  pública  pronuncia 
sen  un  discurso  haciendo  la  critica  ó  censura  del 
gobierno,  de  una  ley,  de  un  decreto  ó  de  cualquier 
otro  acto  de  la  autoridad  pública^  serán  castigados 
con  prisión  de  tres  meses  á  dos  años.*(I) 

«Todo  escrito  que  contenga  instrucciones  pas^ 
torales^  en  cualquiera  forma,  y  eii  el  cual  un 
ministro  de  algún  culto  critique  ó  censure,  ya  el 
gobierno,  ya  á  cualquiera  autoridad  pública,  hará 
acreedor  á  la^pena  de  destierro  al  ministro  que  lo» 
hubiese  autorizado.»     (2) 

« Sí  el  escrito  mencionado    contiene   una   provo^ 


(\)  Artfloulo  201  del  Codito  V^mX  Fmnd^. 
2;  Artfoulo  204  d«l  Código  Peiuü  Vmooéi. 
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cacion  directa  á  la  desobediancia  de  las  leyes  6  de 
otros  actos  de  la  autoridad  pública,  ó  si  tiende  á  le- 
vantar ó  armar  una  parte  de  los  ciudadanos  contra 
los  otros^  el  ministio  que  lo  hubiere  publicado  será 
castigado  con  detención.  >(1) 

*Todo  ministro  de  un  culto  que,  sobre  cuestiones 
ó  materias  religiosas,  hubiere  mantenido  correspon- 
dencia con  una  corte  tí  potencia  extranjera,  sin 
informar  previamente  al  ministj'o  del  emperador 
encargado  de  la  supervigilancia  de  los  cultos,  y  sin 
haber  obtenido  su  autorización,  será,  por  ese  solo 
hecho,  castigado  con  una  multa  de  ciento  á  quinien 
tos  francos  y  con  prisión  de  un  mes  á  dos  años.>(2) 

156. —Ademas,  el  derecho  administrativo  francés 
presenta  muchos  casos  en  los  que  se  han  declarado 
abusivos  lüs  actos  de  los  prelados  y  otros  altos  fun- 
cionarios de  la  iglesia  católica  que,  mas  ó  meno-S!,  se 
han  encontrado  en  las  condiciones  del  vicario  Cla- 
ra. Siempre,  por  via  de  ilustración,  enumeraremos 
algunos. 

El  obispo  Poitiers  prohibió  en  su  diócesis  el  ejer- 
cicio de  su  ministerio  á  los  sacerdotes  disidentes. 
Hizo  publicar,  con  este  objeto,  un  breve  aprobativo 
del  papa,  sin  el  previo  consentimiento  de    la    auto- 
ridad civil.    Esta,  por  medio  de  una  ordenanza  de 


(I)  Articulo  205  del  Código  Penal  Francés. 
(2;  Ardoulo  207  dd  Código  Penal  Franoét. 
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26  de  Octubre  de  1820,  declaró  que  el  referido  pre- 
lado habla  abasado  de  su  autoridad,  al  ordenar  la 
lectura  y  publicaciou  de  un  breve  pontificio  sin  ob- 
tener antes  el  exequátur  respectivo. 

El  Consejo  de  Estado  francés,  con  fecha  10  de 
Enero  de  1824,  consideró  abusiva  una  pastoral  del 
cardenal  arzobispo  de  Toloza,  por  contener  proposi- 
ciones contrarias  á  las  leyes  del  Estado,  y  la  mandó 
retirar. 

El  mismo  Consejo  de  Estado,  el  4  de  Marzo  de 
1835,  consideró  como  un  abuso  la  memoria  que  el 
obispo  de  Moulins  dirigió  al  rey  y  á  to  Jos  los  ar- 
zobispos y  obispos  del  reino^  con  el  objeto  de  hacer 
resistencia  al  nuevo  modo  de  administrar  los  se- 
minarios introducido  por  el  ministerio  de  los 
cultos. 

El  mismo  Consejo,  en  virtud  de  una  resolución 
de  8  de  Noviembre  de  1843,  declaró  que  el  obispo 
de  Chálons  habia abusado  de  su  autoridad,  al  dirigir 
una  comunicación  al  diario  clerical,  El  Universo. 
en  la  cual  hacia  apreciaciones  iryuriosas  respecto 
de  la  universidad  de  Francia  y  de  los  miembros  de 
su  cuerpo  docente. 

El  procurador  general  de  Francia,  señor  Dupin, 
publicó  un  libro  titulado:  Momml  del  derecho  público 
eclesiástico  francés.  El  cardenal  arzobispo  de  Lyon 
lo  condenó.  El  asunto  pasó  al  Consejo  de  Estado, 
el  cual,  con  fecha  9  de  Marzo  de  1845,  declaró  que 
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dicha  condenación  era  ua  abaso,  por  qae  importaba 
an  atentado  contra  las  libertades,  franqnicias  y 
costambres  de  la  iglesia  galicana  y  nna  in&accion 
alas  leyes  vigentes. 

157. — Annque  bajoel  régimen  de  la  República  se 
han  presentado  en  la  nación  argentina  pocas  cne^o» 
nes  que  hayan  dado  motivo  ál  debido  esclarecimiento 
de  los  derechos  del  Estado  en  su  relaciones  con  la 
Iglesia,  no  faltan  precedentes  que  atestigüen  la 
firmeza  con  que  siem  3re  se  ha  sostenido  la  nece- 
sidad del  consentimiento  prévio  de  la  mtoridad 
civil,  para  que  puedan  ejecutarse  los  documentos 
pontificios* 

Desde  1863  hasta  la  fecha,  es  decir,  dentro  del 
periodo  incluido  en  el  régimen  constitucional  vigen* 
te,  se  ha  otorgado  el  pase  á  mas  de  20  documentos 
pontificios.  Cuando  ellos  han  contenido  alguna 
clausula  contraria  á  las  regalías  del  patronato,  en 
el  decreto  respectivo  se  han  hecho  las  correspon- 
dientes reservas   y  protestas. 

Es  de  notarse  que  los  pases  otorgados  no  se  han  re. 
ferido  únicamente  á  las  bulas  de  institucíün  de  los 
obispos:  han  recaido  sobre  otro  génoo  de  concesio* 
nes,  relativas  á  la  enseñanza,  á  las  facultades  episco. 
pales,  á  la  exposición  del  santísimo  sacramento  en  las 
iglesias,  á  la  concesión  de  indulgencias,  al  nombra, 
miento  de  comendadores  y  prelados  de  los  conventos 
y  á  otras  materias  que  solo  tienen  una  relación  in- 
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directa  con   el  drden  temporal.    Citaremos   algu- 
nos casos. 

158— En  los  últimos  días  del  año  1854  el  delega- 
do apostólica  de  su  santidad^  señor  Marino  Marini, 
expidió  un  rescripto  autorizando  el  establecimiento, 
e»  Jujuy,  de  un  colegio  de  propar/anda  fide.  por 
los  reverendos  i)adres  misioneros.  Ese  rescripto 
obtuvo  el  pase  del  gobierno  civil  el  1 1  de  Enero 
de  1855. 

159— El  mismo  delegado  apostólico,  por  medio 
de  nn  breve,  concedió  al  doctor  José  Gregorio  Bai- 
gorri,  vicario  capitular  y  gobernador  del  obispado 
de  Córdoba,  la  facultad  de  consagrar  cálices,  pa- 
tentes y  altares  portátiles,  con  óleos  sagrados  y 
consagrados  por  un  obispo.  No  obstante  el  carác- 
ter aparentemente  inofensivo  de  estas  concesiones, 
se  solicitó  la  autorización  del  poder  ejecutivo  para 
que  el  breve  fuera  cumplido,  autorización  que  fué 
otorgada  por  decreto  de  16  de  Junio  de  1855. 

160 — El  año  1855  se  expidió  en  la  corte  pontificia 
de  Roma  un  breve,  autorizando  á  la  iglesia  del 
monasterio  de  Santa  Catalina  de  Sena,  en  la  ciudad 
de  Córdoba,  para  exponer  publicamente,  desde  el 
principio  de  la  misa  hasta  la  puesta  del  sol,  el  sacra- 
mento de  la  eucaristia.  También  fué  sometido  este 
documento  al  previo  pase  del  ejecutivo,  el  cual  fué 
otorgado  el  14  de  Febrero  de  1856. 

161-^Con  igual  fecha  se  puso  el  exequátur  á  un 

1!) 
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breve  pontificio,  concediendo  indulgencia  plenaria  á 
los  fieles  que  cumplieran  oon  ciertas  prácticas  reli- 
giosas en  el   expresado  monasterio. 

162— El  20  de  Octubre  de  1856,  se  otorgó  el 
pase  á  un  despacho  pontificio  nombrando  comenda- 
dor y  prelado  ordinario  del  convento  do  la  Merced, 
en  Mendoza,  al  reverendo  padrefray  Manuel  Apo- 
linar y  Vasquez. 

163 -El  20  de  Junio  de  1860.  se  dio  el  pase 
íi  un  breve  nombrando  protonotario  al  doctor  Mi- 
guel Vidal. 

Ksta  suscinta  relación  pone  de  manifiesto  que  á  la 
jurisdicción  del  patronato  se  ha  sometido  toda  clase 
de  documentos  pontificios,  asi  los  que  se  refieren  al 
fuero  externo  como  los  que  se  refieren  A  la  concien- 
cia. 

¿Porquí^  habla  de  ostablece)*s(í  una  excepción 
respecto  del  S{/flah?ist  y  tratándose  de  nna  materia 
([Ue,  como  la  ensefíanza  oficial,  está  íntimamente 
ligada  á  los  negocios  del  orden  temporal? 

164  — En  la  historia  de  España  y  en  la  hÍ!<tor¡a 
argentina  tenemos  dos  hechos  mas.  que  hablan  con 
sobrada  elocuencia  en  esta  materia:,  por  que  demues- 
ti-an  el  celo  desplegado  por  ambos  gobiernos. --el  de 
la  monarquía  y  el  dn  la  ReprtWíca— para  impedir  que 
los  documentos  pontificios  surtiesen  sus  efectos  sin  el 
consentimiento  previo  de  la  autoridad  civil. 

El  hecho  rcf(»rente  á  la  Esp¿ula,  es  el  de  no  haber- 


se  consentido  en  su  territorio  la  observancia  del 
concilio  de  Trento  hasta  que  Felipe  II,  por  cédula 
de  12  de  Julio  de  1564  Ja  permitió,  diciendo  que 
por  ese  permiso  no  se  entendían  derogadas  las  cos- 
tumbres de  la  nación  ni  derecho  alguno  del  soberano, 
reconocido  hasta  esa  fecha.  (1)  Este  fué  el  motivo 
por  el  cual  en  los  países  sujetos  al  rey  católico^  los 
magistrados  y  censores  regios  anotaron  los  capítulos 
que  no  habian  sido  admitidos  y  aprobados,  según  la 
mencionada  real  disposición,  como  lo  hace  observar 
Cavalario. 

165— El  suceso  referente  A  la  República  Argen- 
tina, i>or  su  mayor  proximidad,  merece  ser  expuesto 
con   alguna  detención. 

A  fines  del  año  1857,  el  ])apa  Pió  IX  mandó 
á  esta  República,  en  calidad  de  delegado  apostólico 
al  arzobispo  dePalmira,  monseñor  ^taiino  Marini. 
Entre  las  facult-ades  de  que  se  encontraba  inves- 
tido, según  el  documento  pontificio  respectivo,  figu- 
raban las  siguientes:  1*  Visitar  las  iglesias  metro- 
politanas, catedrales  y  colegiatas  y  también  los 
monasterios,  los  prioratos,  las  presidencias,  las  pre- 
posituras de  cualquier  orden  y  los  hospitales, 
inquiriendo  el  estado  de  esos  establecimientos,  sus 
estatutos,  vidas,  costumbres,  etc.;  2*  Poder  im- 
poner y  quitar  interdictos  eclesiásticos;   3*   Poder 

(Ij  hay  13,  título  I®  ,  libro  1  =  ,  Nuovü  R««4>píi»cÍQU 
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conocer  de  las  causas  matrimoniales  y  cualesquiera 
otras  profanas,  civiles,  criminales  y  mixtas,  corres- 
pondientes al  fuero  eclesiástico;  •í''  Derecho  de 
restituir  in  integrum  á  cualesquiera  personas  contra 
las  sentencias  y  contra  las  cosas  juzgadas,  y  contra 
cualesquiera  contratos  legales-,  5*  Facultad  para 
formalizar  los  autos  ó  procesos  que  necesitasen  los 
designados  por  la  apostólica  sede,  para  la  dig- 
nidad de  arzobispo  ü  obispo,  procediendo  en  estos 
expedientes  con  arreglo  á  la  institución  de  Urbano 
VIH  del  año  1627. 

En  el  documento  de  instrucciones,  cuyo  estracto 
acabamos  de  presentar,  se  consignaron  estas 
palabras  que  implican  el  reconocimiento  de  cier- 
tas funciones  del  patronato:  c También  tendriís 
derecho  á  conferit  á  personas  idóneas  cualesquiera 
beneficios  eclesiásticos  cuya  colación  pueda  per. 
tenecer  á  esta  apostólica  sede,  exceptuando  siem- 
pre los  beneficios  de  las  iglesias  metropolitanas  y 
catedrales,  y  aquellos  cuya  colación  pertenecen  á 
otros^  y  los  que  tengan  jurisdicción  en  algún  terri- 
torio con  el  clero  y  con  el  pueblo,  los  que  son  lla- 
mados quasi  nuUius  diócesis^* 

1 66. — Este  documento  fué  pasado  por  el  gobierno 
del  general  Urquiza  á  informe  del  superior  tribu- 
nal del  Paianá,  el  cual  á  su  vez,  en  un  dictamen 
firmado  por  los  señores  José  R.  Funes,  Baldomero 
Crarcia,   José  Benito  Grana  y  Nicanor  Molina. 


—  293  — 

• 

decía:  «La  facultad  de  conocer  de  todas  las  cansas 
matrimoniales  y  de  cualesquiera  otras  profanas,  ci- 
viles, criminales,  correspondientes  por  cualquiera 
razón,  al  fuero  eclesiástico,  quedando  sin  embargo 
en  toda  su  integildad  los  derechos  de  los  ordinarios 
en  cuanto  á  la  primera  provocación  en  estas  cau- 
sas, importa  el  ejercicio  de  una  jurisdicción  que 
por  nuestro  derecho  vigente  corresponde  privativa- 
mente al  metropolitano  y  al  ordinario  sufragáneo 
mas  inmediato.»  Agregaron  los  referidos  magis- 
trados, que  semejante  jurisdicción  era  contraria  al 
breve  de  Gregorio  XIII^  expedido  el  1 5  de  Mayo 
de  1606.  (1) 

En  otro  lugar  del  mismo  informe  se  decia:  «La 
facultad  de  restituir  in  integrum,  á  cualesquiera  per- 
sonas contra  las  sentencias  y  cosas  juzgadas,  y  con. 
tra  cualesquiera  contratos  legales,  es  incompatible 
con  el  espíritu  y  tenor  de  nuestro  derecho  vigente 
y  contraria  lo  dispuesto  en  la  precipitada  bula  de 
su  santidad  Grregorio  XIII  que  manda  ejecutar  las 
sentencias  pasadas  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
sin  embargo  de  cualquiera  apelación.» 

Este  informe,  expedido  en  el  Paraná,  lleva  la  fe- 
cha de  5  de  Febrero  de  1858. 

167— Con  fecha  13  de  Febrei'o  del  mismo  año,  el 
vi  ce-presidente  señor  del  CaiTil,  encargado  del  man- 

(1)  Ley  10,  título  9,  libro  1*^  de  la  ReoopUacion  áe  Indias. 
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do,  reconoció  oficialmente,  por  medio  de  un  decreto 
al  sefior  Marini;  en  su  calidad  de  delegado  apostó- 
lico, lisa  y  llanamente.  Esto  no  obstante,  con  fecha 
27  dri  Febrero  de  igual  aflo,  al  devolver  al  expre- 
sado delegado  el  breve  original  de  las  facultades 
con  (lue  había  sido  investí  Jo.  documento  que  le  ha- 
bla sido  pedido  por  el  gobierno, — decia  en  el  oflcio 
de  devolución,  el  señor  Juan  Campillo  ministro  del 
culto:  «Consecuente  el  gobierno  nacional  con  los 
deseos  manifestados  en  aquella  nota,  en  el  interés 
de  apoyar  el  ejercicio  legitimo  de  dichas  facultades 
para  el  pronto  y  eficaz  remedio  de  las  necesidades 
espirituales  de  estas  iglesias^  acordará,  conforme  á 
las  leyes  dyenteSj  el  correspondiente  exequátur  á  las 
disposiciones  que  U.  8.  I.  expidiere  allanando  de 
este  modo  todo  obstáculo  á  su  mas  inmediata  eje- 
cución. > 

Las  palabras  subrayadas  manifiestan  que  fué 
condicional  el  reconocimiento  de  las  facultades  del 
delegado. 

168— Trascurrieron  los  afios  y  los  suc»iS0S  lleva- 
ron otros  hombres  al  poder. 

El  general  ^litre,  presidente  dé  la  Kepública,  en 
el  mensaje  que  dírijió  al  congreso  nacional,  el  5 
de  '^^avo  de  1863.  decia  lo  siguiente:  «Habiendo 
fallecido  el  obispo  de  la  diócesis  de  Paraná,  el 
cabildo  de  la  misma  procedió  a  elegir  Aicario 
capitular,    sin    recabar    el    permiso    previo    para 


—  295  — 

declara!'  h  sede  vacante.  Persuadido  el  gobierno, 
poJi'las  explicaciones  del  mismo  cabildo,  que  no  hubo 
en  el  olvido  de  este  requisito,  iju  desconocimiento 
de  los  derechos  do  patronato,  sino  un  siaiple  error, 
aprobó  la  elección  que  habia  reoaido  en  la  persona 
del  deán  licenciado  don  Miguel  Vidal,  salvando  la 
integridad  de  aquellos  derechos,  cuya  observancia 
recomendó  especialmente  á  los  obispos  dr;  la  Kepií- 
blica,  como  el  medio  mas  seguro  de  que  no  se  altere 
la  ai'moniaque  debe  existir  entre  las  potestades  civil 
y  eclesiástica.  > 

169 — Kl  7  del  mismo  mes.  el  delegado  señor  Ma- 
rino.Maríni  pasó  una  nota  al  gobierno  reclamando 
de  ese  párrafo  y  pidiendo  explicaciones.  Se  supo- 
ne, dijo,  que  el  cabildo  del  Paraná  ha  faltado  á  una 
obligación  que  uo  tiene.  Esa  supuesta  obligación, 
agregó,  á  mas  dé  ser  contraria  a  la  libertad  é  inde- 
pendencia de  la  Iglesia,  no  puede  concillarse  con  la 
oixlenacion  del  concilio  de  Trento,  que  prescribe 
que  los  cabildos  de  las  iglesias  catedrales  procedan 
al  uombramientü  de  vicario  capitular  en  el  término 
perentorio  de  ocho  dias  después  de  la  muerte  del 
obispo  ó  desde  que  sfí  tiene  noticia  de  ella. 

Añadió  en  seguida:, .  « ^Solamente .  en  la .  hipótesis 
de.  que  el  gobierno  tuviere  el  patronato,  podría  en 
este  caso,  cuando  mus,  exigir  de  los  cabildos  que  le 
diesen' avi&o  del  fallecimiento  , de  los  ooispos  para 
pvover  lo  que  coire^spondiera  como  patrono.» 
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El  asunto  pasó  al  fiscal,  sefior  Ramón  Fermra, 
el  cual  formuló  un  extenso  y  Inminoiso  infoime^  com- 
batiendo las  pretensiones  y  doctrinas  del  delegado. 

170^ — En  virtud  del  dictamen  antedicho,  el  go- 
bierno expidió  el  siguiente  decreto: 

tTraidos  ala  vista  con)iiotivp  de  las  explicacio- 
nes pedidas  por  el  iltmo.  arzobispo  de  Palmira,  los 
antecedentes  que  precedieron  á  su  reconocimiento, 
al  objeto  de  dejar  esclarecido  y  deslindado  el  carác- 
ter que  S.  S.  1.  inviste  en  la  Repiiblica:  y  resultando 
del  examen  de  los  dos  breves  que  S.  S.  I.  presentó 
al  gobierno  de  la  confederación. 

«En  cuanto  al  primero,  relativo  al  carácter  con 
que  S.  S.  I.  viene  investido:  que  de  su  tenor  se 
deduce  que  S.  S.  le  envió  á  la  República  én  el  ca- 
rácter de  delegado  de  S.  S.  y  de  la  santa  sede 
apostólica,  y  para  ejercer  el  ministerio  de  tal  dele- 
gado apostólico,  antoriííándole  para  que  al  desempe- 
ñar su  misión  pudiera  tratar  con  el  gobierno  d'e 
asuntos  de  nuestra  santa  religión. 

«En  cuanto  al  segundo,  relativo  á  las  facultades 
que  >S.  S.  I.  ha  de  ejercer  en  el  desempeño  fle  su 
misión;  que  en  él  se  encuentran  conferidas  poar  S.  S. 
al  mismo  delegado  entre  otras»  las  siguientes  fa- 
cultades: 1  ^  La  iU  visitar  las  iglesias  catedrales, 
monasterios^  hospitales  etc.  2  ^  La  de  conocer  en 
todas  las  causas  matrimoniales,  y  en  cualesquiera 
otras  q«epor  cualquiera  razón  correspondan  al  fucaro 
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0cle8iástíco,  3  *^  La  de  restituir  iu  integrum  á  cua- 
lesquiera pei'soiia^  ooBítra  laa  sentencias  y  la$  cosa^ 
jiizgftáas  y  contra  cualesquiera  contratos. 

«  Resultando^  ademas^  que  el  gobierno  de  la  con- 
federación, por  su  decreto  de  13  de  Febrero  de  1858 
reconoció  lisa  y  llanamente  á  S.S.I.  el  arzobispo 
de  Palmira.  en  su  carácter  de  delegado  apostólico; 
que  no  hizo  tampoco  observación  de  ningún  género 
á  las  facultades  con  que  venia  investido,  admifién- 
dolas  del  mismo  modo,  lisa  y  llanamente. 

«Y  considerando  en  cuanto  al  primer  breve. 

<  Que-  el  carácter  de  delegado  apostólico  con  que 
S.S.  ha  investid^ ,  al  iltmo.  arzobispo  de  Palroira 
facultándolo  pai*a  ejercer  el  ministerio  de  tal  en  la 
República,  es  desconocido  en  el  ileroclio  púUico 
ed^iástioo;  que  tal  investidura  aparece  y  pudiera 
interpretarse,  como  una  tendencia  á  coflstitvUr  en  la 
República  una  autoridad  superior  á  la  que  por  las 
leyes  de  lo  iglesia  universal  ejercen  los  obispos,  y 
metropolitanos. 

« En  cuanto  al  segundo:  que  las  facultades  antes 
mencionadas  que  en  él  se  confieren  al  delegado 
apotólico.  son  contrarias  á  Jos  derechos  que  los  con- 
cilios  genei^ales  y  las  leyes  de  la  Iglesia  han  garan- 
tidlo Á  las  iglesias  de  la  cristiandad*,  que  los  recur- 
sos y  la  restitución  m  iniegrum  qué  autoriza  para 
ante  el  delegado  apostólico^  no.  solo  anulariaft  la 
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jurisdicción  de  los  tribunales  de  la  República,  sino 
que  hárian  interminables  los  procesos. 

« (Jonsideran<lo^  por  otra  parte:  que  es  uno  de  los 
primeros  deberes  del  gobierno  mantener  en  toda  su 
integridad  la  independencia  de  la  iglesia  del  Estado, 
no  permitiendo  en  su  seno  ol  establecimiento  de 
autoridades  que  menoscaben  la  jiu'isdiccion  de  los 
ordinarios^  ([uo  inxn  en  el  caso  de  admitir  en  la 
Kepiíblica  á  los  representantes  de  Ui  santa  sede  en 
el  único  carácter  en  que  son  admitidos  en  las  n^- 
ciones  que  profesan  la  religión  apostólica  romana, 
en  el  de  agentes  diplomáticos,  el  gobierno  no  puede 
consentir  ol  ejercicio  de  ciertas  facultades,  que  por 
lo  general  les  confiere  su  santidad,  y  especialmente 
el.de  lasque  mas  arriba  quedan  expresadas,  ywe  en 
todos  tiempos  y  por  todos  los  (/obtenidos  han  sido 
resistidiis.  reteniéndose  y  suplicándose  ú  su  respecto 
los  breves  que  las  contenían,  aunque  en  lo  demás 
hubieren  sido  acei)tados. 

« Considerando  finalmente:  que  el  proceder  del 
gobierno  de  1<\  confederación,  al  reconocer  lisa  y  lla- 
namente á  8.S,I.  el  íij'zobispo  de  Palnnraen  el 
carácter  de  delegado  apostólico,  y  al  admitir  del  Jiiis- 
mo  modo,  siíi  obsier.vacion  alguiui,  las  facultades  con 
que. venia  \\\\í^%úüíú puede  seriwicnte  comproinetcr 
Ia3  regalkis  dó  Ja  ií^leaia  delEsfiulo.  é  invocaji'^e 
en  adelante  como,  un  precedente  contrario  a  sus  dere- 
chos y-  prerogativas:  — que  estos  derechos  y  prer 
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rogativas,  por  su  natiiraleisa  y  por  las  leyes  que 
nos  rigen  son  inalienables,  y  que  es^  por  tanto, 
siempre  tiempo  de  reparar  el  error  en  que  se  hubie- 
re incurrido  en  su  perjuicio, 

«  Por  todo  esto,  el  gobierno  resuelve  que,  no  obs- 
tante el  reconocimiento  hecho  por  el  decreto  de  13 
de  Febrero  antes  citado,  pasen  los  breves  de  su 
santidad  á  que  se  ha  hecho  referencia,  á  la  corte  su- 
prema de  justicia,  á  los  efectos  del  inciso  9  del  artí- 
culo 86  de  la  Constitución  Nacional:  —hágase  saber 
esta  resolución  á  S.8.1.  el  arzobispo  de  Palmira, 
manifestándole  que  el  gobierno  se  ha  visto  en  la  ne- 
cesidad de  tomar  esta  resolución  en  resguardo  de 
los  derechos  cuj^a  defensa  le  está  encomendada,  no 
obstante  el  respeto  que  le  merece  la  dignidad  de 
su  persona,  y  el  espíritu  de  conciliación  y  de  justicia 
que  8.S.I.  ha  acreditado  siempre  en  sus  relacio- 
nes con  la  autoridad  civil. 

Mjtee. 

Eduardo  Costa, 

171.— Los  breves  fueron  pasador?  á  la  corte  su- 
preuja.  El  procurador  general  señor  Francisco  Pi* 
co,  á  quien  pidió  informe  el  tribunal,  presentó  las  sí* 
guicntcs  con^:lusiones.  el  11  de  Julio  de  1864. 

*  1 "  Que  el  carácter  de  delegado  apostólico  con 
que  ha  sido  investido  el  señor  arzobispo  Mariní, 
no  debe  ofrecer  por  sí  solo  riparo  alguno:  y  que  bien 
puede  ejercer  en  la  Kepública  las  facultades  excJu- 
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sívammte  pontificias  qjie  le  han  sido  delegadas. 
Pero  en  este  carácter  todas  las  cédulas  ó  decretos 
que  expidiere,  con  la  sola  excepción  de  los  que  se 
refieran  á  indulgencias  ó  dispensas  matrimoniales; 
deben  ser  presentados  al  gobierno  para  obtener*  su 
pase;  porque  sus  actos  deben  considerarse  emanados 
del  supremo  pontífice. 

«  2'  Que  debe  pedirse  al  delegado  apostólico 
suspenda  el  ejercicio  de  las  facultades  meramente 
episco^ndes^  que  le  han  sido  atribuidas,  y  que  no 
pueden  practicarse  sin  detrimento  de  la  autoridad 
de  los  obispos  diocesanos. 

«  3 "  Que  asi  mismo  debe  pedirsele  se  abstenga 
de  levantar  informaciones  sobre  las  personas  á  quie- 
nes la  santa  sede  pueda  designar  para  arzobispos 
ú  obispos;  pues  estas  informaciones  deben  hacerse, 
con  arreglo  á  la  costumbre  del  país,  y  sobre  aquellas 
personas  que  el  presidente  de  la  República  hubiere 
de  presentar  al  sumo  pontífice  para  prelados  dioce- 
sanos, en  cumplimiento  de  su  deber    constitucional. 

«  4"°  Que  no  pudiendo  su  señoría  ilustrisima 
ejercer  por  si,  en  la  República,  la  jurisdicción  con- 
tenciosa, ni  debiendo  organizarse  los  tribunales  ecle- 
siásticos, sino  de  acuerdo  con  la  potestal  civil;  se 
suspenda  el  ejercicio  de  las  facultades  judiciales  que 
se  le  han  conferido,  hasta  que  el  referido  acuerdo 
se  realice.  > 

La  corte  suprema  aprobó  estas  conclusiones. 
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Los  vocales  que  las  aceptaron  fueron:  señores 
Francisco  délas  Carreras,  Francisco  Delgado  y  Jo- 
sé Barros  Pazos. 

En  este  caso  se  vd  actuando,  no  solamente  al  po 
der  ejecutivo,  sino  también  al  mas  alto  tribunal  de 
la  República,  para  reparar  un  error  en  que  se  había 
incurrido  con  detrimento  del  patronato  nacional: 
para  impedir  que  siguiera  surtiendo  si^s  efectos  un 
documento  pontificio  de  los  de  mas  alta  importan- 
cia, entre  todos  los  relativos  al  gobierno  de  la  iglesia 
argentina. 

Volvemos  á  preguntar:  cuando  de  tal  modo  se 
han  defendido  4as  prerogativas  del  patronato  ¿habia 
alguna  razón  especial  para  que  no  se  hiciera  lo 
mismo  tratándose  del  Syllabus  invocado  en  las  pas- 
torales del  señor  Clara? 

La  conducta  del  mencionado  vicario  fué,  pues, 
justiciable  bajo  un  doble  punto  de  vista:  como  in- 
fractora de  las  leyes  del  patronato  y  como  un  de- 
sacato á  la  autoridad  del  gobierno  imcional. 

Y  obsérvese  que  nos  referimos  solamente  á  aque- 
llas partes  de  las  pastorales  que  se  relacionan  con 
la  escuela  normal  de  Córdoba.  Prescindimos  de  las 
alusivas  alas  tesis  universitarias  y  a  la  libertad  de  la 
prensa.  Preferlmtis  ver  en  las  coiulenaciones 
referentes  á  dichas  materias,  simples  extravíos 
y  errores  de  concepto,  no  obstante  que  otros 
países    mas    adelantados,    como    la    Francia,    se- 
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gun  hemos  visto,  han  considerado  abusiva  la  con- 
dncta  de  los  prelados  cuando  lian  fulminado  ana- 
temas relativos  á  estos  ramos. 

172—  «  La  Iglesia  católica  es  libre  por  derecho 
divino, »  dijo  el  señor  Clara  en  su  segunda  pasto- 
ral. Ija  dificultad  está  en  precisar  la  extensión  de 
dicha  libertad.  El  ex-vi(ta)io  de  Córdoba  haciendo 
abstracción  del  mundo  en  que  vive,  de  las  le3'es  á 
que  todos  los  ciudadanos  deben  obediencia  como 
miembros  de  la  sociedad  política,  entiende  esa  liber- 
tad como  si.ióiiimo  de  supremacía  absoluta  sobre 
las  demás  instituciones  humanas. 

Cree  como  Pió  VIII  que  la  Iglesia  no  está  some- 
tida á  ninguna  potestad  de  la  tierra;  opina  como  el 
SyUahus  que  el  poder  civil  no  puede  señalar  límites 
al  ejercicio  de  sus  derechos,  como  se  los  señala  a  las 
demás  instituciones  sociales:  consideía  como  San 
Ambrosio  que  en  materias  de  doctrina  no  son  los 
emperadores  los  que  juzgan  á  los  obispos  8Íno  los 
obis)X>s  quienes  juzgan  á  los  emperadores. 

Este  puede  sejy  es  en  efecto  el  tipo  de  la  libertad 
soñada  por  los  i)ontítíces  y  por  todos  los  que.  con 
ciego  fanatismo,  han  abdicado  de  su  libertad  y  de  su 
conciencia,  para  pensar  y  proceder  como  se  piensa 
y  se  procede  en  el  Vaticano.  Pero  esta  no  es  la  vi- 
da real,  ni  la  situación  racional  de  la  Iglesia  en  el 
Estado. 

En  todos  los  paises  .  mas  ó  menos  constituidos  j 
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organizados  tiene  qne  vivir,  por  lo  menos,  bajo  el 
imperio  de  las  leyes  de  orden  público.  Estas  limitan 
el  ejercicio  de  sus  derechos,  como  el  de  todas  las  per- 
sonas y  sociedades  establecidas  en  su  seno. 

Hemos  demost^i-ado  en  otra  parte  que  sin  estas 
limitaciones  recíprocas  es  imposible'  la  garantiadel 
derecho  é  imposible  también  la  realización  del  orden 
social.  La  Iglesia  al  pretender  la  independencia 
y  supremacia  absoluta,  en  vez  de  contribuirá  la 
realización  de  dicho  orden,  propende  á  la  destruc- 
ción del  equilibrio  armónico  que  debe  existir  entre 
los  derechos  de  todos,  y  á  producir,  con  su  preponde- 
rancia, el  tras!  orno  V  el  caos.  ' 

1 73  _]\feru)s  librees  la  Iglesia  todavía  en  los 
paiseselí  donde  el  patronato  es  una  institución  de 
derecho  público.  J^jn  el  supuesto  de  que  las  doctri- 
nas de  Pió  Yin,  del  Sj/Hahus  y  de  San  Ambrosio 
fuesen  rignrosamente  ciertas,  ella?  no  lian  podido 
referirse  sino  á  los  (»asos  en  que  las  funciones  ecle- 
siásticas no  están  restring'idis  ó  limitadas  por  el 
ejercicio  del  patronato. 

¿Podía  decirse  igual  cosa,  de  naciones,  como 
lii  Francia,  la  Kspaña,  la  mayor  parte  de  las  de 
Snd-América,  en  las  que,~rs«a  por  derecho  propio, 
sea  por  concesión  délos  pontífices,— los  soberanos 
temporales  intervienen  en  el  r(ig¡nien  de  las  igle- 
sias? 

¿Podrá  decirse  que  es  libre, absolutamente  libre, 
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una  institución  que,  con  arreglo  á  los  principios 
de  derecho  eclesiástico,  no  puede  por  si  sola 
nombrar  sus  obispos,  designar  el  personal  de  sus 
cabildos  y  proveer  de  curas  propios  á  sus  parro- 
quias? 

¿Podrá  decirseque  es  libre,  absolutamente  libre, 
una'  institución  cuyos  seminarios  son  sostenidos  por 
el  gobierno,  cuyos  templos  se  levantan  con  fondos 
del  Estado,  cuyas  ceremonias  religiosas  se  encuen- 
tran bajo  la  vigilancia  inmediata  de  un  patrono  y 
cuyo  clei*o  es  rentado  por  este? 

La  Iglesia  argentina  puede  ser  mas  libre  délo 
que  es  en  la  actualidad  ¿quién  lo  duda?  Mas,  pa- 
ra ello  se  necesita  que  cambie  su  organización  ac- 
tual, que  salga  del  régimen  del  patronato,  que 
renuncie  á  los  favores  especiales  que  del  poder 
civil  recibe.  Entonces  funcionará  en  mas  amplios 
horizontes  y  )io  tendrá  otras  coj'tapizas,  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos,  qao  aquellas  que  nacen  de 
las  leyes  de  orden  público. 

Mientras  esto  no  suceda,  será  muy  limitada  la 
libertad  de  la  Iglesia,  supuesto  que  su  acción  tendrá 
por  barreras  insuperables,  ademas  de  las  leyes  de 
orden  público,  todas  las  que  reglamentan  el  ejercicio 
del  patronato  nacional. 

Es  profundo  el  error  que  én  esta  materia  entra- 
ñan las  doctrinas  del  señor  Clara. 
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En  el  capítulo  Vil  heinos^iLanifestado  los  errores 
(le  la  misma  pastoral  respecto  á  la  existencia  del 
patronato-,  es,  por  lo  tanto,  inútil  que  insistamos  en 
la  materia. 

174.  —  Concluiremos  esta  parte  manifestando 
nuestro  parecer  sobre  las  notas  del  cabildo  de  C(fr- 
dobaal  gobierno  nacional. 

En  su  primer  oficio  de  7  de  Mayo  de  1884,  el 
referido  cabildo  asumió  una  responsabilidad  soli- 
daria con  las  doctrinas  de  su  vicario,  rechazando  las 
del  ojecutivo  nacional  como  contrarias  á  la  cons- 
titución y  doctrinas  de  la  Iglesia  y  opuestas  á  la 
Carta  fundamental  del  Estado.  Por  consiguiente, 
todo  lo  que  sobre  este  aspecto  de  la  cuestión  hemos 
dicho  respecto  del  vicario,  es  aplicable  a  los  miem- 
bros del  cabildo. 

Dijo,  ademas,  el  cabildo,  en  la  misma  nota,  que 
nada  podia  hacer  porque  carecía  de  jurisdicción  y 
tenia  el  deber  de  acatar  los  actos  legítimos  emana- 
dos  de  la  autoridad  del  prelado  diocesano 

Hubo  exageración  en  afirmar  que  el  cabildo  n«- 
íZa  podia  hacer  para  poner  t(^,rmino  al  conflicto  pro- 
movido por  su  vicario;  pudo,  cuando  menos,  hacerle 
una  representación  amistosa,  asumiendo  el  simple 
papel  de  mediador.  El  señor  ministro  del  culto,  en 
su  nota  de  fecha  2  de  Mayo,  no  pidió  que  se  adop- 
tase tal  ó  cual  medio  mas  ó  menos  violento:  ma- 
so 


1 
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nifestó  únicamente  la  necesidad  de  que  el  cabildo, 
«en  la  órbita  de  sus  atribuoiopes»,  adoptase  las 
medidas  correspondientes.  El  cabildo  pudo,  pues, 
servir  de  poder  moderador  en  esta  emergeníía. 

Pudo  hacer  algo  mas:  revocar  el  nombramiento 
del  vicario  Clara  Esto  fué  luminosamente  demos- 
trado por  el  procurador  general  de  la  nación,  señor 
Eduardo  Costa,  en  su  primer  dictamen  de  3  de  Ju- 
nio del  año  84.  Decia  en  él: 

«Observaré,  en  primer  lugar,  que  no  es  exacto 
que  el  cabildo  carezca  de  jurisdicción  para  traer  á 
juicio  los  actos  del  vicaiío.  Los  mas  acreditados 
canonistas,  no  solo  le  reconocen  esta  facultad,  sino 
la  de  separarlo  sin  causa,  ad  nutum^  es  decir  por 
su  simple  voluntad. 

«Bastará  trascribir  ¡as  palabras  de  Sotórzano,  en 
su  Polítitja  Indiana,  41  y  42  cap.  3  üb.  4:  «Pero 
todavía,  diré,  casi  todos  los  autores  referidos,  fuera 
*de  Ugolino,  vienen  á  resolver  que  es  permitido  al 
♦  calíildo  esta  revocacian  (la  del  vicario)  con  c^usa, 
«ó  sin  ella,  aun  cuando  en  el  nombramiento  hubiera 
«Jurado  no  revocarla,  por  que  el  concilio  no  leres- 
«tringió  su  dorecho,  y  solo  puso  tiempo  y  forma  en 
«como  se  habia  de  hacer  la  elección. 

« Antonio  Naldo  trae,  para  (Comprobación  de  esto, 
«una  e!xpresa  docla ración  de  lo.^  cardenales,  y  A- 
«gustin  Barbosa  otra,  en  una  cansa  del  cabildo  de 
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«Lima:y Alonso  Riccio  testifica  de  la  común  práctica 
«de  estas  revocaciones.  Quaranta  y  Nicolás  Gar- 
«cia  vienen  á  concluir,  que  es  esto  mas  infalible, 
«cuando  la  nominación  se  hizo  con  ese  gravamen, 
«ó  con  declaración  expresa  que  durase  el  oficio, 
«mientras  durase  la  voluntad  del  cabildo.» 

Contra  la  argumentación  y  citas  del  deñor  procu- 
rador general,  el  cabildo  de  Córdoba  presentó  un 
argumento,  á  primera  vista  incontestable. 

Tal  era  la  disciplina  antigua,  dijo;  pero  ella  se 
ha  modificado  en  la  iglesia  universal  y  en  la  de 
Córdoba,  por  mandato  especial  de  su  santidad  Pío 
IX,  en  virtud  de  letras  apotólicas  expedidas  el  13 
de  Diciembre  de  1858,  dirigidas  al  delegado  apos- 
tólico, señor  Marino  Mariní. 

Esta  argumentación  no  tiene  fuerza  decisiva 
en  el  terreno  de  la  legalidad;  porque  no  se  soli- 
citó y  obtuvo  el  pase  del  gobierno  nacional  res- 
pecto de  dichas  letras  apostólicas,  cuya  omisión  les 
impidió  surtir  sus  efectos.  El  gobierno  y  el  ca- 
bildo no  han  podido  tomarlas  en  considei'acion  y, 
han  debido  considerar  vigente  entretanto,  la  antigua 
disciplina. 

No  fué,  según  esto,  por  falta  de  facultades  qm» 
el  cabildo  mencionado  se  abstuvo  de  interí^enir  en 
la  cruzada  emprendida  por  su  vicario.  Fué,  ó  por 
falta  de  valor  moral  para  llamarlo  al  orden,  ó  por 
que,  .simpatizando  con  su  actitud  irregular,  quiso 
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prestigiarla  y  robustecerla*  En  realidad,  se  hizo 
cómplice  de  las  faltas  en  qne^  habia  incurrido  el 
sefiox  Clara. 

Por  lo  demás,  no  es  esta  la  primera  vez  que  en 
las  iglesias  de  la  América  española  y  después  de 
consumada  la  independencia  se  hayan  tratado  cues- 
tiones de  esta  naturaleza. 

El  afto  1833,  el  cabildo  eclesiástico  de  la  ¡gle«ía 
catedral  de  Lima,  nombrci  un  vicario  capitular  en 
sede  vacante  y,  esto  no  obstante,  se  reservó  y  ejerció 
muchas  de  las  facultades  correspondientes  al  gobier- 
no eclesiástico  de  la  diócesis.  Al  proceder  de  este 
modo,  ^e  confornió  con  una  práctica  y  costumbre  in- 
memoriales^ según  consta  de  las  actas  capitulares 
asentadas  en  los  libros  que  sq  conservan  en  la  secre 
taria  de  dicha  iglesia.  Siempre  $e  limitaban  las 
facultades  del  vicario;  so  repartía  la  jurisdicción, 
aun  la  contenciosa,  entre  varios  de  los  capitulares; 
se  reservaba  casi  toda  la  jurisdicción  voluntaiia;  po- 
nía edictos  para  concursos;  nombraba  los  examina  - 
(lores  sinodales;  presenciaba  los  exámenes;  formaba 
las  nóminas  para  los  curatos  y  las  presentaba  al 
patrono. 

El  afio  precitado,  el  gobierno  peruano  sostuvo  que 
el  referido  cabildo  no  tenia  derecho  para  seguir  ejer- 
ciendo dichas  facultades,  una  vez  nombrado  el  vi- 
cario.  El  cabildo,  en  una  extensa  nota  de  13  de 
Setiembre  del  mismo  aflo,  defendió  enérgicamente 
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stts  derechos,  aduciendo  consideraciones  aplicables 
ann  en  el  caso  de  que  hubiese  cambiado  al  reHpec- 
to  la  disciplina  de  otras  iglesias  y  ese  cambio  pro- 
viniese de  disposiciones  pontificias.  Trascribimos 
en  seguida  algunos  pdn-afos  de  no  dudosa  signifi- 
cación. 

«En  la  hipótesis  que  combatimos,  decia  el  cabildo, 
se  dá  por  totalmente  enagenada  la  jurisdicción  dio- 
cesana de  parte  del  cabildo,  y  puesta  toda  ella  en 
manos  del  vicario  capitular.  Por  consiguiente,  el 
cabildo,  es  decir,  el  senado  de  la  iglesia  episcopal 
queda  en  sede  vacante  reducido  á  una  perfecta  nuli- 
dad, y  en  estado  sin  comparación  mucho  peor  que  en 
sede  plena;  pues  que  en  sede  plena  la  jurisdiucion  se 
ejerce,  no  exclusiva  y  aisladamente  por  el  obispo 
sino  in  solidum  con  el  cabildo  de  la  iglesia  catedral-) 
que  es  llamado  en  parte  de  la  solicitud  pastoral  según 
¡a  intención  y  perenne  tradición  de  la  iglesia  católica 
— consignada  en  innumerables  cánones  del  antiguo, 
nuevo  y  novísimo  derecho,  como  puede  verse  en  el 
mismo  Berardi  disert.  5  cap.  2  á  mas  de  Van  Espen 
y  otros  muchos  -  y  expresamente  declarada  por  el 
concilio  de  Trento,  tanto  en  la  ses.  25  de  reform- 
cap.  6,  comeen  la  ses.  24  de  reform.  cap.  12. 

«Querer,  pues,  que  el  cabildo  en  sede  vacante 
quede  totalmente  excluidf>,  y  no  tenga  la  menor 
parte  en  la  administración  diocesana,  es  echar  por 
tierra  todo  el  orden  y  disciplina  perenne  de  la  Igle- 
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sía;  es  obligarle  á  abandonar  la  grey,  de  cuya  so- 
licitud e.staba  encargado  con  el  obispo  mismo  cuan- 
do este  vi  via,  en  el  tiempo  que  aquella  corre  el  mayor 
peligro,  es  decir  mientras  la  iglesia  se  encuentra 
viuda  y  sin  su  propio  pastor-,  es  en  fin  pretender  que 
los  mas  graves  negocios  de  la  diócesis  queden  al 
arbitrio  de  un  vicario,  á  quien  'tal  vez  duras  é  íne- 
vttahles  circunstancias  han  obligado  á  elegirlo  sin 
tcntr  todas  las  garantías  necesarias  de  su  cabal  de- 
sempeño, y  que  por  lo  mismo,  sea  por  debilidad  y 
flaqueza^  sea  por  falta  de  previsioyi  y  de  luces,  se 
preste  á  cuanto  de  él  se  quiera  ó  exija  con  daño 
irreparable  de  la  Iglesia.* 

Haciendo  alusión.^  en  otra  parte,  á  la  reforma  que 
en  este  punto  pretendían  introducir  algunos  cano- 
nistas italianos,  dice  el  mencionado  oficio:  «¿Y  que 
dt'i'egho  tienen  los  canonistas  italianos  para  subyu" 
gar  con  sus  nodernas  opiniones  á  las  de  otras  na- 
ciones, que  han  pensado  y  piensan  sobre  esta  materia 
de  distinto  modo?  ¿Que  fuerza  pueden  tener  sus 
opiniones  para  anular  y  echar  por  tierra  las  prácti- 
cas, usos  y  costumbres  contrarias  de  muchas  iglesias 
que  testifica  Yan  Espen  en  el  lugar  que  hemos  ci- 
tíido,  entre  las  cuales  se  cuenta  la  inmemorial  de  la 
iglesia  de  Lima  contestada  por  Solórzano  y  por  las 
actas  antiguas  y  modeinas  de  este  cabildo?  En  la 

m 

observancia  de  estos  usos  y  costumbres  es  en  lo  que 
consista  la  libertad  de  las  iglesias  particulares,  con- 
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..,  traía  cual  nada  pueden^  no  digamos  las  opiniones 
de  los.  canonistas  italianos^  jgcro  ni  aun  los  cunó- 

.  ne$  anticuados,  y  QUJb:  respetan  y  deben  sieai- 

'  '  '  '  . 

FBK  RESPETAll   LOS    MISMOS    SUMOS    PONTÍFICES.» 

Eji  otra  .parte  se  aborda  mas  directamente  la 
.  .  cuestión  relativa  á  la  facultad  de  los  cabildos  para 
corregir  y  remover  1  sus  vicarios^  cuando  proceden 
mal  en  el  ejercicio  de  su  ministerio.  Los  términos 
en  que  se  fórmula  opinión  sobre  el  particular  son 
estos:  «Si  reside  pues  en  el  cabildo  como  en  su  raíz 
y  fuente  la  jurisdicción  diocesana,  aun  después  de 
haber  constituido  un  vicario,  es  paia  algo  mas  que 
para  nombrar  otro  en  la  necesidad.  Reside  al  mo- 
mentó  de  constituirle,  para  discernir  y  deliberar 
cuales  y  cuantas  facultades  deba  confiarle  sin  riesgo 
ni  daño  de  la  iglesia  según  el  estado  presente  de 
las  cosas;  y  después  de  Uaberle  constiiuido,  reside 
todavía  en  el  mismo  cabildo  j)ara  estar  ¿í  la  mira 
de  BU  conducta  en  el  ejercicio  de  aquellas  que  una 
vez  le  confió,  á  efecto  de  corregirle.  Juzgarlo  y  re- 
moverlo^ si  las  ,  administra  maJ.^ 

Este  era,  precisamente,  el  caso  ocuirente  en  la 
diócesis  de  Córdoba.  Se  trataba  de  que  el  cabildo 
de  dicha  iglesia  corrigiese  al  vicario  que  se  extrali- 
mitó en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó  lo  remo- 
viesp.  si  tal  requiso  extremo  era  necesario.  El 
cabildo  pudo  decir  que,  en  suconcepto^  la  conducta 
del  vicario  era  Irreprochable^  asumiendo  con  él  una 
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resDonsabilidad  solidaria,  pero  no  pudo  alegar  (jue 
carecía  de  facultades  suficientes  para  reprlnjix  los 
extravíos  del  señor  Clara. 

Juzgando  la  misma  cuestión  á  l¿i  luz  de  los  prin- 
cipios, liizo  el  cabildo  de  Lima  las  siguieiites  con- 
sideraciones: «Decirlo  contrario  y  p^'etender  que 
el  cabildo  en  sede  vacante  no  tenga  otro  poder  U} 
función,  que  noilibrar  cuantas  veces  sea  pvecisfj  un 
vicario  para  que  este  se  apodere  al  instante  d.e  toda.3 
las  facultades  que  envuelve  la  autoridad  episcoj¡al 
con  total  exclusión  é  independencia  de  aquel— es  á 
faei^za  de  engrandecer  la  jurisdicción  del  vicaria, 
destruirla  en  su  misma  raiz  y  fuente —es  no  solo 
despojar  al  cabildo  de  la  autoridad  que  lees  natural 
y  goza  aun  en  sede  plena,  sino  hacerlo  un  aut^iuí^ta 
o  instrumento  ciego  de  este  indigno  despojo  de  sí 
mismo— es  entregar  á  merced  de  un  solo  hombre  la 
suerte  de  la  diócesis  por  tocio  el  tiempo  de  la  vacante 
sin  restricción  ni  freno  alguno — es  erigir  en  medio 
de  la  Iglesia  un  despotismo  odioso,  cual  no  Sfi  su- 
friria  hoy  en  el  estado  civil— i^s  en  fin  ir  abierta- 
mente contra  el  espíritu  de  la  misma  Iglesia,  qi^e  ha 
querido  siempre  y  en  todos  tiempos  que  la  jurisdic- 
ción espiritual  se  ejerza,  no  por  el  prelado  solo,  sjino 
á  una  con  el  clero  de  su  catedral,  que  según  la  dis- 
ciplina vigente  es  hoy  el  cabildo  mismo.» 

Hay  mas. 

Según  los  principios  del  derecho  canónico,  la  ju- 
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ru;diCcion  (tiocesana  se  ejerce  in  solidi^íi^  ppr  .el 
obispo  con  los  canónigos  déla  iglesia  cátedra  ^n 
sede  plena,  con  excepción  de  aquellos  negocios  co- 
munes y  ordinarios  que  el  obispo  puede  encomendar 
á  su  vicario.  Por  muerte  del  obispo,  la  jurisdicción 
diocesana  potenece  exclusivamente  al  cabildo,  con 
Inclusión  de  aquellas  facultades  que  ejercia  el  vi- 
cario del  obispo.  La  jurisdicción  que  en  sede  plena 
puede  ejercei  el  cabildo  conjuntamente  con  al  obispo, 
puede  con  mayor  derecho  ^ercer  en  sede  vacante, 
trasmitiendo  al  vicario  la  misma  que  el  obispo  daba 
al  suyo.  Solo  existe  una  diferencia  en  la  t^asmisioft 
de  esta  jurisdicción:  el  obispo  puede,  á  su  wM^rio, 
poner  ó  quitar  su  vicario,  mientras  el  cabildo  en 
sjede  vacante,  no  puede  remover  al  suyo  sinjw^tay 
comprobada  causa;  pero,  al  fin^  puede  remoy^rlQ. 

La  misma  doctrina  del  cabildo  de  Lima  es^^a  que 
ha  sostenido  Van  Espen,  cuya  ai;gu»>.eal;acion  po- 
demos condensar  en  esta  forma.  .    ,    . 

La  jurisdicción  diocesana  reside  toda  en  el  cabil- 
do en  sede  vacante^  como  en  su  propia  rai?  y 
fuente,  uiun  después  dt  nombrado  el  vicc^rÍQ  £i(m 
arreyh  al  concilio  de  Trento,*  De  esta  raiz  deriva 
su  jurisdicción  el  vicario,  sin  que  por  esp  quede 
seca  y  sinjügos  la  raiz  que  se  los  comunica.  Por 
consiguiente,  el  cabildo  jamás  pierde  la  j  arisdicoion 
episcopal  que  se  le  devuelve  en  sede  vacante^  ape- 
sar  del  nombramiento  de  vicario  hecho  con  el  ob* 
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jeto  de  atender  á  la¿  necesidades  ordinarias  de  los 
fieles. 

Si  el  cabildo  couserva,  como  en  su  propia  r^iiz 
la  jurisdicción  diocesana^  es  claro  que  puede  reser- 
varse la  pajte  que  juzge  necesaria  por  que,  si  ape- 
sar  de  su  persuacion  de  que  el  vicario  no  podrá 
ejercerla  en  toda  su  plenitud  sin  riesgo  ó  perjuicio 
de  la  Iglesia,  se  la  confiara^  faltarla  al  deber  que 
siempre  le  incumbe  de  mirar  por  el  bien  de  la  iglesia. 

tEstt)  es,  agrega  Van  jEspen.  lo  que  sui>one  evi- 
dentemente la  epístola  de  Clemente  VIU  al  cabildo 
de  Ñapóles  que  refiere  Zipeo  después  de  Quaran- 
ta.  .  .  .  Asi  lo  lian  entendido  mucUas  iglesias, 
cuya  práctica  es  restringir  las  facultades  del  vi- 
cario en  los  puntos  que  hallan  por  conveniente, 
reservándolas  al  juicio  y  disposiciojí  de  todo  el 
cabildo.» 

¿Qué  razones  plausibles  pueden  aducirse  contra 
este  cúmulo  de  opiniones  autorizadas  y  de  argumen- 
tos fundamentales? 

Todo  lo  que  alega  el  cabildo  de  Córdoba  es  el 
haber  variado  tal  disciplina,  por  disposición  del 
Pontífice  Pío  IX  trasmitida  por  conducto  del  dele- 
gado apostólico  señor  Marino  Marini,  en  1858. 
Pero  contra  esta  objeción  se  pueden  aducir  las 
siguientes  ob^eivaciones; 

1  ^  Que,  como  ya  lo  hemos  insinuado.,  esa  dis- 
posición pontificia  que  reforma  un  punto  importante 
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de  la  disciplina  de  la  iglesia  de  Córdoba,  no  ha  ob- 
tenido el  pase  del  gobierno  nacional,,  y  mientras 
no  se  cumpla  dicha  formalidad,  no  puede  surtir  sus 
efectos. 

2^  Que  cuando  se  reconoció  la  autoridad  del 
mencionado  delegado,  según  lo  hemos  manifestado 
en  el  número  1 67.  el  gobierno  le  expresó,  de  una  ma- 
nera clara  y  terminante,  qne  otorgarla  el  exequátur  á 
sus  di<í posiciones,  conforme  á  las  leyes  vigente?;,  lo 
que  importaba  declarar  que  las  que  no  lo  obtuvie- 
sen no  podrian  ejecutarse. 

3*  Que  las  prácticas  de  qne  hemos  hablado,  co- 
mo lo  expresó  el  cabildo  de  Lima,  pertenecen  al 
dominio  le  las  libertades  deias  iglesias  particulares 
que  los  mismos  pontífices  deben  respetar. 

4*"  Que  aun  en  el  supuesto  de  qne  la  disposición 
pontificia  de  que  hizo  mérito  el  cabildo  de  Córdoba 
estuviere  vigente,  ella  no  puede  levantar  el  absolu 
tísmo  de  los  vicarias  con  respecto  al  cuerpo  de 
canónigos,  hasta  el  punto  de  colocar  á  aquel  en 
mejores  condiciones  que  á  los  obispos  cuya  jurisdi- 
cion  diocesana  la  ejercen  in  solidum  con  el  senado 
del  clero. 

En  apoyo  de  la  1*  de  las  consideraciones  antedi- 
chd^,  tenemos  todavía  el  inciso  2^  do  la  ley  9,  títu- 
lo 9  de  la  novísima  recopilación,  que  previo  los  casos 
en  que  se  tiatara  de  cambiar  la  disciplina  de  las  igle- 
sias de  estas   regiones  y    dispuso  la  necesidad  del 
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previo  consentimiento  del  soberano  temporal.     El 
texto  de  la  parte  pertinente  de  dicha  ley  es  este: 

« Que  también  se  presenten  para  el  pase  cuales- 
quiera balas,  breves  ó  rescriptos,  aun  que  sean  de 
particulares,  que  contuvieren  derogación  directa  ó 
indirecta  del  santo  concilio  de  Trento,  disciplina 
recibida  en  él  reino^  y  concordatos  de  mi  corte  con 
la  de  Koma^  los  notariatos,  grados,  títulos  de 
honor,  6  los  que  pudieren  oponerse  á  los  privilegios 
ó  regalía  de  mi  corona,  patronato  de  legos  y  demás 
puntos  contenidos  en  la  ley  primera,  título  13,  li- 
bro 1^.» 

La  disciplina  eclesiástica  recibida  en  las  iglesias 
de  la  nación  no  puede  alterarse,  según  esta  ley, 
sin  que  el  documento  que  prescribe  ó  autoriza  su 
modificación  obtenga  el  previo  pase  de  la  autori- 
dad civil.  El  mandato    es  claro  y  terminante 

Pasemos  ahora  á  examinar  el  mérito  legal  de  los 
decretos  expedidos  por  el  poder  ejecutivo,  con  el 
objeto  de  acallar  los  descompasados  acentos  del  fa- 
natismo religioso. 


CAPITULO   xin 

Sluspetisloii   cLe    oUoio  y  iseiioAolo  en 


170.  So  plantean  las  cuestiones  que  abraza  el  deoreto  del 
poder  ajeoutivo  «uspenAien^o  w^  vioajrlo  Clara— 176.  !»#- 
ye»  infringidas  por  el  referido  vioario-*177.  El  poder 
^eoutivo  ejevoió  un  da»«obo  y  cumplid  una  obItgaoAon 
al  decretar  su  enjuioiamiento— 178.  Defínioion  de  oficio 
«clesiAstico— 170.  Como  s^  oonfíera  el  oficio  de  canónigo 
—  18Q.  Nombramiento  de  dps  deanes  para  un  naUmo 
puesto  en  el  coro  de  Lima^l81.  Nombramiento,  cola- 
ción ó  Id^tituoion  oan^niofi  ^e  lo«  oanónigk^— 1B9«  D0«« 
finlcion  y  caracteres  del  beneficio  eolesi&stico— 188.  En 
q«e  oonsísUó  la  auüpeinsion  de  ondo  y  be&erielo  decre- 
tada por  el  gobierno. 


175. — La  primera  pastoral  del  vicario  Olara^ 
según  hemos  visto,  dio  origen  á  que  el  poder  ejecu- 
tivo nacional  decretase  su  enjuiciamiento  y  lo  sus- 
pendiese entretanto,  de  oficio  y  beneficio,  eu  el  coro 
de  la  iglesia  catedral  de  Córdoba. 

Para  apreciar  debidamente  el  mérito  legal  yju- 
ridico  de  esta  resolución,  conviene  plantear  previa- 
mente las  cuestiones  que  abraza.  Est^s    son   de  dos 
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clases:  unas  de  hecho  y  otras  de  derecho.  Las  pri- 
meras se  reducen  á  la  siguiente:  ¿infringió  el  vicario 
eclesiástico  de  Córdoba^  al  expedir  su  pastoral,  algu- 
na ley  de  la  República? 

Las  cuestiones  de  derecho  pueden,  á  su  vez,  for- 
mularse de  este  modo:  1*.  ¿Pudo  el  ejecutivo  de- 
cretar el  enjuiciamiento  del  vicario?;  2*-  ¿Corres- 
ponde al  poder  civil  suspender  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  á  todos  los  que  se  encuentren  en  su 
caso?:  3^  ¿Es  el  poder  ejecutivo  el  que,  como  re- 
presentante del  poder  civil,  debió  decretar  la  sus- 
pensión? 

176.— La  cuestión  de  hecho,  ha  quedado  resuelta 
en  el  capítulo  anterior.  Hemos  demostrado  allí  que 
el  vicario  de  Córdoba  infringió  algunas  disposicio- 
nes del  código  penal,  y  otras  déla  ley  sobre  adminis- 
tración de  justicia  federal  de  Setiembre  14  de  1868. 

Agregaremos  ahora  que  infringió  igualmente,  el 
inciso  9  del  articulo  86  de  la  Constitución  nacional, 
que  reserva  á  los  poderes  políticos  el  derecho  ex- 
clusivo de  conceder  el  pase  ó  retener  los  decretos, 
bulas;  breves  y  rescriptos  pontificios. 

Infringió  la  ley  55,  título  7*^  libro  1*^  de  la  reco- 
pilación de  indias  que  manda,  que  todos  los  prela- 
dos guarden  las  leyes  de  patronato  nacional,  y  no 
puedan  dar  curso  á  las  bulas  y  breves  del  Papa  y 
de  los  nuncios  apostólicos,  sin  el  pase  respectivo. 

Infringió   la  ley  1*  del  título    6"    y   otras  se- 
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mejantes^  que  han  procurado  rodear  el   patronato 
de  las  garantías  necesarias  á  su  inviolabilidad. 

Pero  ¿á  que  producir  nuevas  citas,  cuan  el  mis- 
mo señor  Clara,  para  disculpar  los  conceptos  de  su 
primera  pastoral,  consignó  en  la  segunda,  .estas  fra- 
ses: tQue  d. Estado  está  líubonlmti^  á  la  Iglesia 
como  el  orden  natural  al  sobronatural,  cono  la  na- 
turaleza Á.  la  gracia,  como  la  razón  á  la  fé,  como  el 
cuerpo  al  alma,  es  una  verdal  católica  de.  la  cualuv) 
habiamo  hecho  mención  en  nuestra  pastoral-,  pero  ya 
que  se  la  niega,  no  t^n^mos  iucon veniente  en  con- 
fesarla?» 

Esto  implica  declarar  que  las  leyes  del  Estado 
solo  son  obligatorias  en  tanto  que  se  conforjuan  con 
los  mandatos  de  la  Iglesia,  cuando  la  «ana  razón  y 
las  leyes  patrias  establecen  lo  contrario,  como  lo 
dejamos  comprobado  en  los  númerijs  129  y  siguien- 
tes. 

Por  eso.  no  tuvo  inconveniente  el  vicario,  para 
desconocer  la  legítimidal  del  patronato,  hasta  que 
no  fuese  concedido  por  el  roiuano  pontífice,  lo  cual 
importa  negar  la  fuer^ía  obligatoria  de  las  leyes  que 
lo  han  declarado  y  la  soberanía  nacional  misraa^  en 
virtud  de  cuyo  poder  fueron  dictadas  aquellas,  como 
lo  hemos  dejado  suficienteiuente  esclarecido  en  los 
capítulos  5^  fi^  7<*.  8°  y  9^ 

Por  efso  defjconoció  la  facultad  del  poder  ejecu- 
tivo para  suspenderlo  en  el  ejei-cicio    de  sus  funcio- 
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nes,  mientras  en  un  juicio  se  ventilaba    el  valor  le- 
gal de  sus  procedimientos. 

177. — Estas  infracciones  tienen  por  si  solas  la 
fuerza  necesaria  para  resolver^  en  sentido  afirmati- 
vo también,  la  primera  cuestión  de  derecho  que 
hemos  planteado.  El  poder  ejecutivo,  no  solo 
ejerció  un  derecho,  al  decretar  el  enjuiciamien- 
to del  vicario,  sino  que  cumplió  uno  de  sus  mas 
primordiales  y  sagrados  deberes. 

La  Constitución  nacional  le  ha  conferido  el  encar- 
go de  expedir  las  instrucciones  y  reglamentos  ne- 
cesarios para  la  ejecución  de  las  leyes  de  la  Reptíbli- 
ca,  [\)  entre  las  cuales  est^in  necesariamente  com- 
prendidas las  referentes  al  patronato.  Así  es 
que  procedió  en  la  esfera  de  sus  atribuciones 
al  requerir  á  los  representantes  del  ministerio  pu- 
blico en  CJórdoba,  para  (ine  entablasen  la  acción 
criminal  cori^spondiente. 

El  ejecutivo  no  se  avocó  el  conocimiento  de  una 
causa  para  pronunciar  su  fallo  definitivo.  Convenci- 
do de  que  se  hablan  infringido  las  leyes  nacionales, 
con  detiimento  de  la  moral  social,  procedió  como 
se  procede  en  todos  los  paises  libres  en  semejantes 
casos:  defirió  á  los  jueces  ordinarios  el  conocimiento 
del  asunto,    para    que  estatuyesen    lo  conveniente 


(I)  Artloalo  Minciso  «í*  de  la  CotiKtilucton  nncionat. 
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acerca  de  la  responsabilidad  en  que  el  vicario  pudie- 
ra haber  incurrido. 

Habia  en  este  ca$o  un  motivo  mas  para  que 
^1  gobierno  no  relegase  al  olvido  su  deber  de  velar 
por  el  cumplimiento  estricto  de  las  leyes.  Se  tra- 
taba de  un  funcionario  que  por  su  posición  y  su 
carácter  oficial  en  el  Estado  estaba  en  el  deber 
de  dai*  ejemplo  de  acatamiento  á  las  lejes  patrias-, 
y  en  vez  de  hacerlo,  las  infringió,  abusando  de  la 
misma  autoridad  con  que  las  leyes  lo  invistieron, 
ó  por  lo  menos,  de  una  autoridad  que  no  habría  podi- 
do ejercer  en  la  Kepública  si  sus  leyes  no  lo  hu- 
bieran consentido. 

Ejemplos  de  esta  clase  son  mas  perniciosos  que  los 
emanados  de  simples  ciudadanos,  de  individuos  sin 
carácter  ofix^ial,  sin  autoridad,  no  ligados  al  orden  ci- 
vil por  medio  de  juramentos  especiales.  No  era  con- 
veniente  llevar  la  tolerancia  hasta  los  límites  de  la 
mas  completa  desentendencia,  sin  exponer  al  pais  á 
que  cundiese  y  se  propagase  el  vocerío  destemplado 
del  fanatismo.  Por  profundas  y  sinceras  que  fuesen 
las  convicciones  en  que  se  inspirase  la  conducta  del 
señor  Clara,  sobre  el  interés  de  esas  convicciones  es- 
taban los  sagrados  fueros  de  la  ley  y  los  supre- 
mos intereses  del  orden  público  ¿Acaso  por  que 
un  rio  se  desborda  y  siguiendo  los  declives  na- 
turales del  terreno,  amenaza  invadir  á  una  ciu- 
dad  para   producir  en   ella   la    mas    desastrosa 

n 
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inundación,  no  tendrán  los  edfles  del  muiticipio 
y  sus  autoridades,  el  derecho  y  el  deber  de  oponer 
poderosos  diques  á  sus  enfurecidas  y  vertiginosas 
corrientes? 

Así  como  en  este  caso  se  combaten  y  neutralizan 
las  leyes  naturales  de  la  gravedad,  con  medidas  su- 
premas y  salvadoras-,  asi  también,  en  el  terreno  de  las 
relaciones  sociales,  se  combaten  y  neutralizan,  por 
^  medio  de  leyes,  los  extravies  de  la  conciencia  indivi- 
dual, aun  que  ellos  tengan  su  raiz  en  una  convicción 
honrada. 

Una  autoridad  que  tiene  la  misión  de  velar  por 
el  cumplimiento  de  las  leyes  y  deja  que  estas  se 
conculquen  á  mansalva,  es  una  autoridad  que  abdi- 
ca, que  deja  indefensa  á  la  sociedad,  que  entre- 
ga todos  los  grandes  intereses  confiados  á  su  cus- 
todia, al  violento  choque  de  las  pasiones  y  á  los 
serios  embates  déla  anarquía. 

El  gobierno  a)'gent¡»o  no  quiso  incurrir  en  esta 
criminal  abdicación-,  por  eso,  usando  de  sus  faculta- 
des y  cumpliendo  con  sus  deberes,  decretó  el  enjui- 
ciamiento del  señor  Clara. 

Las  leyes  de  indias  no  olvidaron  este  punto.  *¥ 
vuestros  vireyes,— dice  un  encargo  del  soberano, — 
audiencias  y  justicias  reales  procedan  con  todo  rigor 
contra  los  que  faltaren  á  la  observancia  y  •firmeza 
de  nuestro  derecho  de  patronazgo,  procediendo  de 
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oficio^  6  á  pedimento  de  nueti'os  fiscales  ó  de  cual- 
quiera parte  que  lo  pida.»  (1) 

El  enjuiciamiento  decretado  fué^  pues,  un  acto  le- 
gal del  gobierno. 

Pero  el  decreto  del  poder  ejecutivo,  ademas  del 
enjuiciamiento,  ordené  la  suspensión  de  oficio  y  be- 
neficio, en  el  coro  de  la  iglesia  catedral  de  Córdoba, 
del  canónigo  doctor  Clara,  considerándolo  en  con- 
secuencia separado  del  gobierno  del  obispado. 

Para  apreciar  mas  fácilmente  la  legalidad  y  ex- 
tensión del  enunciado  decreto,  vamos  previamente 
á  precisar. el  sígnifiíjado  de  las  palabras  oficio  y 
beneficio. 

178,— Oficio  bajo  el  punió  de  vista  jurídico, 
significa  el  cargo  empleo,  dignidad  ó  poder  de 
cualquier  funcionario  ó  empleado  público,  institui- 
do para  el  servicio  del  pueblo. 

El  oficio  que  ejercen  los  funcionarios  eclesiásticos 
en  la  República  Argentina,  tiene  un  doble  carác- 
ter, sobre  el  cual  hemos  dado  algunas  explicaciones- 
en  los  números  122, 123  y  124.  Tiene  un  carácter 
temporal  en  todo  lo  que  se  relaciona  con  los  inte- 
reses de  este  orden  y  en  cuanto  su  ejercicio  está 
subordinado  á  las  leyes  civiles.  Tiene  un  carácter 
espiritual  en  todo  lo  que  se  refiere  al  fuera  ínter- 
no  de  la  conciencia  y  depende,  única  y  exclusiva- . 
■• 

(l)  Ley  1<  título  6,  libro  \^ . 
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mente,  de  las  leyes  de  la  Iglesia,  cuando  no  se  opo- 
nen á  las  del  Estado. 

En  virtud  de  este  doble  carácter  de  los  oficios  ó 
cai'gos  eclesiásticos  en  la  lltpública,  es  que  en  el 
nombramiento  de  los  funcionarios  que  los  ejercen 
liay  dos  actos  distintos  y  sucesivos,  emanados  délos 
podares  temporal  y  espiritual. 

179. '-•♦Laa  dignidades,  y  caaongías  se  proveen, 
diciB  el  doctx>L' Velez  Sar^field,  por  presentancion 
del  gobierno  por  título  especial  sin  ningún  oti'o  an- 
tecedente para  la  elección,  y  la  institución  se  hace 
también  por  escrito  por  el  arzobispo  ú  obispo  de  la 
Iglesia  (1). 

tErnombrado  por  el  gobierno  para  alguna  dig- 
nidad^ canongia  debe  á  mas  tardar,  ser  Lnsíituído 
en  iel  término  de  diez  dias  por  el  prelado^  y  si  este 
no  lo  hiciei'e,  la  ley  lo  autoriza  para  ocurrir  al  or- 
dinario mas  inmediato  para  que  le  haga  colación  del 
beneficio.  (2) 

«Presentada  la  provisión  original  del  gobierno^  el 
prelado  sin  dilación  alguna  debe  hacer  la  institución. 
La  ley  lo  ordena  de  la  manera  mas  terminante.  (3) 
«Rogamos  y  encargamos  á  los  prelados  de  nuestras 


1 ' 


(i)  Loy  4«,  título  6  libro  1  «». 

(2)  Ley  ¿G.  titulo  6.  lilm>  1  ^  BuU  de  pftlroc»t«  de   Jváh  ^  Ú9  ISOá. 

(3)Ley  U.  título  (5.  libro  1«- 
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«indias^  dice,  que  habiéndoseles  presentado  la  pro- 
€  visión  original  de  nuestra  presentación^  sin  dilación 
«alguna  hagan  á  los  presentados  provisión  y  cañó- 
«nica  institución,  y  le  manden  acudir  con  los  f ratos, 
« excepto  teniendo  alguna  excepción  legítima  contra 
« ellos,  y  que  se  les  pueda  probar,  y  sino  tuviesen 
«excepción  legítima,  ú  oponiendo  alguna  legítima  y 
«no  probándola,  ordenamos  y  mandamos  que  si  lea 
«dilataren  la  institución  ó  posesión  sean  obligados  á 
«pagar  los  frutos  y  rentas,  costas  é  intereses  que 
«por  la  dilación  se  les  recrecieren.  > 

Es  necesario  advertir  que  cuando  se  oponian  esas 
excepciones  legítimas  de  que  habla  la  ley  anterior, 
eran  los  funcionarios  civiles  Tos  que  decidían  acer- 
ca de  ellas.  Efectivamente,  en  ana  cédula  d,e*  1540 
dirigida  á  los  oido]*es,  presidentes  y  audiencia  de  la 
nueva  España,  que  Fraso  cita  en  la  página  232 
del  tomo  1  ^,  se  dice  lo  siguiente:  «Nos  somoQ  in- 
formados que  muchas  veces  acaece  sobre  dudas  que 
resultan  de  la  erección  de  las  iglesias,  haber  algunas 
dificultades  y  diferencias  entxa  el  obispo,  deán  y 
cabildo  de  la  iglesia  catedral  de  la  ciudad  de  Méjico; 
por  que  cada  uno  quiere  dar  el  entendimiento  que 
le  parece,  y  por  que  asi  mismo  suele  haber  alguna 
diferencia  con  el  obispo  sobre  lo  de  las  colaciones  que 
han  de  hacer  á  las  personas  por  nos  presentadas.  Y 
por  que  mi  voluntad  es  que  cada  y  cuando  se  ofrecie- 
re alguna  duda  sobre  algunas  cosas  de  las  referidas, 


—  326  — 

asmando  lo  veáis  vosotros  y  declaréis  y  terminéis 
en  ello  lo  que  hallaredes  por  fusticia^  y  aquello  qué 
determinaredes^  mandamos  al  dicho  obispo^  deán  y 
cabildo  que  lo  guarden  y  cumplan'^. 

Puede  decirse,  por  consiguiente,  que  el  nombra- 
miento del  gobierno,  es  el  primero  y  principal  título 
que  dá  derecho  á  un  cargo  ú  oficio,  en  los  coros  de 
las  iglesias  catedrales.  Cuando  ese  nombramiento  se 
ha  producido  y  el  poder  civil  lo  sostiene,  apesarde 
los  reclamos  del  prelado  respectivo,  tiene  que  surtir 
sus  efectos-,  la  institución  y  colación  canónicas  del 
nombrado,  son  obligatorias  é  indeclinables,  según 
las  disposiciones  que  dejamos  citadas.  Cuando  ese 
nombramiento  no  se  ha  hecho,  cuando  el  poder  civil 
no  ha  conferido  ese  título  en  favor  de  determinada 
persona,  nadie  puede,  sin  él,  obtener  la  investidura 
de  la  canongía. 

Esta  es,  ademas,  la  práctica  seguida  sin  interrup- 
ción en  la  República,  desde  los  primeros  años  de  la 
independencia.  El  gobierno  nacional  ha  verificado 
el  nombramiento  de  las  dignidades  y  canongías,  aun 
las  de  aquellas  que  por  la  ley  deben  proverse  por 
oposición,  como  consta  del  decreto  expedido  por  el 
gobierno  del  señor  Sarmiento,  con  fecha  30  de  Di- 
ciembre de  1868.  mandando  restablecer  la  práctica 
del  concurso  para  proveer  las  canongias  magistrales, 
con  arreglo  á  la  ley  7,  título  6,  libro  1^  de  la  reco- 
pilación de  indias. 
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Para  manifestar  que  en  las  naciones  en  que  se 
halla  vigente  el  régimen  del  patronato,  los  mismos 
prelados  y  canónigos  nombrados  consideran  el  nom- 
bramiento hecho  por  el  poder  civil,  como  al  verda- 
dero y  mas  eficaz  título  para  ejercer  el  cargo  con- 
ferido á  estos  últimos,  conviene  recordar  un  suceso 
de  reciente  fecha  acaecido  en  el  Perú. 

180— A  fines  del  año  1883  vacó  el  deanato  del 
coro  de  la  iglesia  catedral  de  Lima.  En  esa  mis- 
ma época  el  Perú  se  encontraba  en  una  situación 
excepcionalmente  anárquica.  En  Arequipa  tenia 
su  residencia  el  gobierno  constitucional  del  gene- 
ral Montero,  el  cual  era  obedecido  en  los  depar- 
tamentos mas  importantes  y  populosos  del  sur  de 
Ifi  República  y  casi  en  todos  aquellos  otros  en  don- 
de,  no  imperaban  las  autoridades  y  los  ejércitos  de 
Chile.  Otra  porción  respetable  del  Perú,  compuesta 
de  casi  todos  los  pueblos  de  la  costa,  estaba  mili- 
tarmente gobernada  por  autoridades  chilenas.  Una 
porción  reducida  del  norte  de  la  mencionada  Re- 
pública, cuyo  núcleo  mas  importante  era  Cajamarca, 
reconocía  la  autoridad  del  general  Iglesias,  que 
habia  enarbolado  la  bandera  de  la  paz  y  solo  tenia 
hasta  entonces  el  carácter  de  caudillo  revolu- 
cionario. 

El  Perú  se  encontraba  dividido;  habia  dos  enti- 
dades que  se  titulaban  gobierno  y  que^  en  puntos 
determinados  del    territoriD  nacional  ejercían    en 
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realidad  l^as  funciones  4^  tal.  Pero  ninguno  de  los 
dos  gobiernos  ejercía  en  Lima  autoridad  efectiva, 
por  que  la  capital^el  Perú  soportaba  aua  ^1  yugo 
del  enemigo  extranjero. 

Ocurrid  en  tales,  ciixunsitapcias  lo  siguiente:  El. 
gobierno  de  Arequipa,  á  cuya  c?ibeza  estaba  el  ge- 
neral Montero,  pai'a  proveer  el  dea^iato  del  coro  de- 
Lima^  nombró  deán  al  doctor  Manuel  Bandini,  que 
ejerce  líis  funciones  de  coadjutor  en  el  arzobigfpí^do 
de  la  metrópoli  peruana,  .  Al  mismo  tiempo,  el  go- 
bierno del  general  .Iglesiajs,  nombró  para  ocupar  ej 
mismo  puesto  al  doctor  Manuel  Tovar,  rector  enton- 
c€is.  del  sepiinario  conciliar  límense. 

El  arzobispo  con  el  acuerdo  de  su  coadjutor  y 
cpn  el  fpanifie^to  apoyo  de  Iqs  miembros  del  ooro. 
de  l,a  iglesia  metropolitana,  iconsiderando  legíti- 
mo el,  gobieorno  del  gepei\il  Mpntej:o^  dio  cursp 
al  jiombv&niiento.  becho  por  esjte,,  pos.poniendo  ó  con- 
siderando nulo  el  nombramiento  becho  por  el  gene-, 
ral  Iglesias. 

El  sacerdote  favorecido  por  .este  últimO;  apo- 
yado á  su  vez  en  una  fracción  del  clero  que  consi- 
deraba legítimo  el  gobierno  ílel  señor  Iglpsiasi, 
sostuvo  §u,  dei'ecbo  á^  qiie  se  le  confiriese  la  iiistitiv 
cion  canónica.  Las  misoias  exigencias-  formuló 
después  el  gobierno  del  general  Iglesias,  cuando 
ocupó  la,  piudad  de  Lima^  sin  conseguir  que  sus  de- 
cisiones fueran  acatadas  por  el  respectivo  prelado. 
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Ahora  bien;  en  este  caso,  una  fracción  del  clero 
con  el  arzobispo  á  la  cabeza  sostuvo  que  el 
ilombramiento  Lecho  en  favor  del  doctor  Bandíni 
era  el  único  arreglado  á  las  leyes  eclesiásticas  y  á 
los  principios  del  derecho  canónico,  porque  proce- 
día del  gobierno  considerado  por  ellos  como  legítimo, 
y  del  único,  por  consiguiente,  que  podía  ejercer 
las  funciones  de  pattono.  Otra  fracción  del  clero 
sostuvo,  al  contrario,  que  el  nombramiento  de]  doc- 
tor Tóvar  era  el  realmente  válido,  porque  procedía 
de  la  antorldad  del  general  Iglesias,  considerada 
por  ella  con  suficientes  títulos  de  legalidad. 

La  cuestión  canónica  se  redujo,  pues,  á  una  ver- 
dadera cuestión  política.  El  afán  de  todos  fué  de 
mostrar  cual  de  los  dos  gobiernos  funcionaba  con 
títulos  legítimos,  en  los  momentos  de  proveerse  el 
deanato,  para  deducir  de  allí  cual  era  el  deán  verda- 
dero. La  investidura  de  este  cargo  se  hizo  depender 
única  y  exclusivamente,  del  nombramiento  de  la 
autoiidad  civil.  Todo  quedó  reducidora  probar  cual 
era  el  verdadero  patrono  de  la  Iglesia,  es  decir, 
el  verdadero  gefe  del  Estado.  Los  que  resolvían  la 
cuestión  en  favor  de  uno  de  los  dos  caudillos  acep- 
taban por  ese  solo  hecho,  como  indeclinable  y  eficaz, 
el  nombramiento  hecho  por  él,  y  consideraban 
que  el  prelado  n'o  podía  ni  debia  poner  obstáculos 
al  nombramiento  hecho  por  el  poder  civil.  El 
mismo  prelado,  si  dio  curso  al  nombramiento  del 
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gobierno  del  general  Montero  fué  porque  no  se 
creyó  autorizado  para  resistirlo,  una  vez  qua  ante 
su  conciencia  de  ciudadano  3^  de  prelado  estaba  de- 
cidido que  ese  era  el  legítínio  y  verdadero  gobier- 
no del  Perú. 

181.-^Segun  esto,  la  colación  é  institución  canó- 
nicas son  nada,  cuando  no  están  precedidas  del 
nombramiento  del  patrono.  Tío  producen  efecto  al- 
guno; nó  confieren  título  ni  jurisdicción  dé  ninguna 
esppiríe,  mucho  menos  tratándose  de  los  efectos  ci- 
viles dé  los  actos  que  practique  el  instituido  de  una 
manera  abusiva  é  indebida.  Al  contrario,  el  nom- 
bramiento del  patrono  es  todo-,  por  que  mientras  no 
se  retk'e,  la  colación  é  institución  canónicas  tienen 
que  seguirse,  como  el  efecto  á  la  causa,  como  lo 
condicional  á  la  condición/ 

En  resumen,  en  el  otorgamiento  del  oficio  de  ca- 
nóuigo  hay  dos  actos:  el  nombramiento  del  patrono 
que  produce  sus  efectos  de  una  manera  incondicio- 
nal, en  cuanto  que  no  está  sometido  al  veto  ni  á  la 

*  ■ 

revisión  de  otra  autoridad;,  y  la  colación  é  institución 
canónicas,  que  son  funciones  dependientes  y  subordi- 
nadas  al  nombramiento  del  patrono. 

Puede  decirle,  perfectamente  que  la  autoridad 
civil  cpncede;  el  título  pándame» tal  y  qijie  la  autori- 
dad eclesiástica  confiere  al  nombrado  la  posesión 

Hay  entre   las  funciones    ejercida»  •  por  ambas 
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autoridades  en  este  caso^  la  misma  difei^encia  que 
entre  las  del  juez  que  pronuncia  una  ejecutoria 
irrevisable  é  indeclinable,  y  la  del  juez  ejecutor 
encargado  de  dar  posesión  al  litigante  favorecido 
por  lo  sentencia. 

Esto  quiere  decir  que  el  oficio  da  caJMÍnigo  lo  con- 
fiere el  gobierno.  Aunque  en  realidad  no  invista 
al  nombrado  de  facultades  espirituales,  confiere 
algo  que  es  una  condición  indispepsa,ule  y  njocesa- 
lia  para  que  dicúas  facultades  puedan  .ejercerse  de 
una  manera  ofioialy  pública  en  las  catedrales  del  Es- 
tado. 

182- — Veamos  ahora  en  que  consiste  el  henefipio  á 
que  se  refirió  el  decreto  del  poder  ejeciitiy/x^  y  quien 
lo  confiere. 

Beneficio  eclesiástico^  seguu  las  leyes  canónicas 
y  las  leyes  civiles  vigentes,  es  el  derecho  perpetuo 
que  compete  á  un  clérigo,  por  autoridad  de  la  Iglesia 
y  del  Estado,  de  percibir  los  frutos  de  los  bienes 
eclesiásticos  ó  una  renta,  por  razón  de  un  oficio  es- 
piritual. 

Al  decir  que  el  beneficio  es  un  derecho  perpetuo, 
solo  queremos  dará  entender  que  la  persona  que  de 
él  disfruta  no  puede  perderlo  sino  con  arreglo  á  las 
leyes  canónicas  y  civiles,  ó  lo  que  es  lo  misnio,  que 
los  nombrados  para  administrar  un  beneficio  con 
el  carácter  de  titulares,  no  pueden  ser  privados  de 
él  á  voluntad  del  obispo  ó  del  patrono,  sin  expre- 
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^ion  de  cansa  alguna.  Es  la  misma  perpetuidad 
que  la  ley  garantiza  á  muchos  empleados  civiles, 
que  no  pueden  ser  removidos  de  sus  puestos  sino  en 
casos  determinados  y  previstos  por  la  ley  y  mediante 
las  formalidades  que  la  misma  designa. 

Decimos  que  ese  derecho  perpetuo  procede  de  la 
autoridad  de  la  Iglesia  y  del  Estado-,  por  que  bajo 
el  régimen  del  patronato,  cuya  vigencia  tenemos 
demostrada,  ningún  beneficio  puede  crearse  y  nin- 
gún beneficiado  instituirle  sin  el  consentimiento  de 
la  autoridad  civil.  Asi  se  estableció  en  la  bula  del 
Papa  Julio  ir  en  que  reconoció  el  derecho  de  pa- 
tronato de  los  reyes  de  España,  cuya  parte  perti- 
nente trascribe  el  señor  Velez  Sarsfield  en  el  capítulo 
m  de  su  obra  de  Derecho  Eclesiástico.  Así  lo  es- 
tableció igualmente  la  ley  1  '^,  título  18,  libro  1  ® 
de  la  novísima  recopilación,  en  que  se  hace  alusión 
á  la  precitada  bula. 

La  ley  1  "^ ,  titula  3,  libro  1  ^  déla  recopilación 
de  indias  ordenó  que  se  demolieran  los  monasterios 
y  hospicios  que  se  hubiesen  ñmdadado  sin  licencia 
del  gobierno.  «Y  cuando  ha  llegado  el  caso  se  han 
demolido  en  efecto,  agrega  el  aludido  canonista 
argentino,  como  sucedió  con  el  convento  de  merce- 
narios recoletos  en  la  ciudad  de  Lima  por  orden  de 
12  de  Febrero  de  1608  á  costa  del  virey  y  de  los 
oidores  que  le  hablan  permitido  sin  licencia  previa 
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del  rey,  y  con  el  de  San  Francisco  de  Mendoza  en 
esta  República.» 

La  ley  40,  título  6,  libro  1  ®  dispone  á  su  vez, 
qne  la  erección  de  los  obispados  la  hace  el  romano 
pontífice,  á  petición  del  gobierno  civil;  y  que  la 
elección,  división,  unión  y  supresión  de  las  par- 
roquias pueden  hacerla  los  prelados  diocesanos,  pre- 
cediendo consentimiento  del  gobierno. 

También  hemos  indicado  que  el  beneficio  tiene 
anexo  algún  oficio  espiritual^  pues  de  otro  modo 
dejaría  de  pertenecer  al  dominio  de  las  instituciones 
canónicas.  Lo  que  corresponde  exclusivamente  al 
orden  temporal  está  bajo  el  dominio  tínico  de  las 
leyes  civiles-,  las  autoridades  eclesiásticas,  en  su 
calidad  de  tales^  no  tienen  jurisdicción  alguna  en  ese 
terreno.  Por  eso  el  concilio  de  Trento  dice  que  los 
beneficios  fueron  constituidos  para  el  culto  divino  y 
ejercicio  de  las  funciones  eclesiásticas.(l)  Por  ra, 
zon  de  este  oficio  espií'itual  es  que  la  autoridad  de 
la  Iglesia  tiene  también  intervención  en  la  funda- 
ción de  los  beneficios  é  institución  de  los  benefi- 
ciados. 

Como  se  expresa  en  lá  definición  que  heinos  dado 
de  beneficio,  este  puede  consistir  ó  en  líria  rentad 
en  los  frutos  de  los  bienes  eclesiásticos.    Ambas 

cosas  han  tenido  y  tienen  su  oHgén  principal  en  la 

■  i   ,     ,         ,      . '   • 

(i)    lesión  25,  capítulo  5   cío  Reforma, 
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protección  dispensada  por  el  Estado  á  la  Iglesia. 
En  virtud  de  esa  protección,  los  soberanos  españoles 
dieron  al  clero,  á  l^s  comunidades  y  á  las  iglesias,  des- 
de loí5  primeros  tiempos  de  la  conquista,  cuantiosos 
bienes  y  les  facilitaron  la  adquisición  de  otros  mu- 
chos, por  medios  de  leyes  que  constituyeron  un  ver- 
dadero privilegio  en  favor  de  dichas  instituciones. 
Mas  tarde,  bajo  el  régimen  republicano,  después  de 
la  abolición  de  los  diezmos;  (1)  después  de  la  supre- 
sión de  las  casas  regulares  Betlemitas  y  las  menores 
de  las  demás  órdenes  religiosas  existentes  en  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  cuyas  propiedades  pasaron 
al  dominio  del  Estado;  (2)  después  de  otros  muchos 
actos  gubernativos  sobre  administración  de  bienes 
eclesiásticos,  el  Estada  señaló  rentas  fijas  y  perma- 
nentes para  ciertos  beneficios  que  se  pagan  con  los 
fondos  del  tesoro  público. 

No  debe  olvidarse,  por  último,  que  todo  beneficio 
debe  proveerse  conforme  á  la  ley.  Los  que  se  con- 
ceden con  infracción  de  esta  no  dan  derecho  á  las 
temporalidades,  es  decir,  á  la  renta  ó  á  los  frutos 
de  los  bienes  eclesiásticos  anexos  al  beneficio. 

Parécenos  que  queda  suficientemente  explicado 
el  sentido  y  alcance  de  las  pabras  oficio  y  beneficio 
eclesiástico  en  cuanto  es  posible,  dentro  de  los  fines 
limitados  de  este  libro. 


(1)  Ley  úe  21  de  Bieierabro  de    1823. 

(2)  Artículos  16,  26  y  siguientes  de  la  ley  de  21  de  Diciembre  de  1822. 
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183.* — ^Al  decretai'se  que  ©i  Yicaiia  señor  Clara 
quedab^uspendido  de  oñcio  en  el  coro  de  la  iglesia 
catedral  de  Oérdoba,  se  quiso  dará  entender  que 
quedaba  exonerado  de  las  funciones  de  canónigo; 
que  le  quedaba  retirado  temporalmente,  mientras  se 
ventilaba  el  juicio  &  que  babia  tíido  sometido^  el 
título  ó  nombramiento  que  la  autoridad  civil  le  ha- 
bla conferido, — título  6  nombramiento  que  según 
hemos  visto,  sirve  de  base  ó  de  condición  indispen- 
sable para  que  la  colación  é  institución  canónicas 
produzcan  sus  efectos^. 

No  se  crea  que  el  gobierno  intentó  privar  al  vi- 
cario de  otras  facultades  espirituales  que  el  señor 
Clai-a  poseia  independientemente  de  su  carácter  de 
canónigo  y  co:a  anterioridad  á  esta  investidura;  ta- 
les como  las  de  decir  misa,  oír  las  confesiones  de 
los  fieles  y  otras.  Se  le  suspendió  solamente  en  el 
ejercicio  de  aquellas  funciones  especialmente  inhe- 
rentes á  su  calidad  de  miembro?  del  coro  de  la 
iglesia  catedral  y  en  las  de  vicario» 

La  suspensión  de  beneficio  significó,  á' su  vez, 
que  el  referido  vicaxio  quedaba  privado,-~mientras 
en  el  juicio  criminal  coiTespondiente  se  estatuía  lo  re^ 
lativo  á  la  resposabilidad  en  que  habia  incurrido, — 
de  la  renta  anexa  al  oficio  que  desempeñaba,  renta 
pagada  en  este  caso  con  fondos  del  tesoro  público., 

Suspensión  de  oficio  y  beneficio^  era,  pues,  sus- 
pensión en  el  ejercicio  de  las  funciones  de  canónigo  y 
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vicario  y  privación  de  los  sueldos  ó  temporalidades. 

Precisado  asi  el  alcance  de  los  términos  del 
decreto  gubernativo,  es  tiempo  ya  de  que  abordemos 
y  resolvamos  la  segunda  de  las  cuestiones  que  deja- 
mos planteadas  al  principio  del  capítulo,  á  saber: 
¿Corresponde  al  poder  civil  suspender,  en  la  forma 
indicada,  á  los  funcionarios  eclesiásticos  que  se  en- 
cuentran en  las  condiciones  en  que  se  colocó  el 
Vicario  señor  Clara? 

Contestamos  afirmativamente  y  expondremos  en 
el  siguiente  capítulo  las  razones  en  que  se  funda 
nuestra  humilde  opinión. 


CAPITULO    XIY 

UfOgalIilaa  <ie  la  isiedlcla  &i\  vlrtixa  do 
la  oual  fu.6  saspeiidldo  ol  vloai*lo  so- 
flor*  01ai?a. 


184.  La  suspensión  da  un    funcionarlo  eoleslAstlco    puede 
producirse  por  efeoto  da  la  aplicaolon    de  las  leyes  oi- 
vtles— 185.  lueyes  que  autorizan  expresamente  al  poder 
civil    para   pronunciar   la    suspensión     de   los    funcio- 
narios eclesiásticos— 186.  L^yes  de  indias  que  autorizan 
la  suspensión  con  el   ca:*áoter  de   medida  administra- 
tiva—187.  Opinión  de  Solórzano    sobre   la  materia— 188 
Opinión  de  Bobadilla— 189.  Parecer  de  Fraso— 190.  Con- 
secuencias de    las  anteriores    opiniones— 191.     L^a  sus- 
pensión del  vicario  Clara  fué  una  xnedida  constltuciona  \ 
-192.  Destitución  del    doctor    Pedro  P.  Vidal,  del  coro 
de  Buenos  Aires— 198'  Destitución  del  fiscal  eclesiástico 
doctor  Mateo  Vidal— 194.  Suspansion    de    oficio  y  bene- 
ficio del  chantre,  señor  Agustín  Bailón— 198.  Destitución 
del  doctor  José  Amenabar— 19d.    Destitución   del  provi- 
sor   de    Buenos  Aires,  doctor    Mariano    Medrano— 197  , 
Derogación  de  las  leyes  de    indias  en  materias  do  en- 
señanza—198.  El  poder  ejecutivo  no  falló  un  proceso  al 
suspender  al  vicario  Clara— 199.    Otra  vez    el  caso  del 
doctor  Medrano— 200.  El  sostenimiento  del  culto  católi  - 
co— 201.  Patronato  ideal  y  patronato    real— 202.  El  caso 
del  vicario  de  Puno  en    el    Perú— 203.    Consecuencias 
de  las  materias  tratadas  en  este  capitulo 


184. — ^Hemos  dicho  que  el  poder  civil  tieiie  fa- 
cultad, según  las  leyes  vigentes,  para    suspender 

22 
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de  oficio  y  beneficio,  en  casos  determinados,  á  los 
vicarios,  canónigos  y  demás  miembros  de  las  igle- 
sias catedrales.:  y  vamos  á  justificar  nuestro  aserto. 
Se  ha  demostrado  en  el  capitulo  anterior  que  el 
nombramiento  hecho  por  el  poder  civil  es  el  que, 
según  las  leyes  de  patronato,  sirve  de  base  ó  título 
fundamental  á  los  derechos  de  los  expresados  funcio- 
narios. 

Sin  ese  nombramiento  previo,  la  colación  é  ins- 
titución canónicas,  no  producen  en  la  Kepública 
efectos  legales  y  civiles  de  ninguna  especie. 
Quedan  las  cosas  en  el  mismo  es  .do  en  que  se 
.  encontraban  antes  de  producirse  la  colación  é  ins- 
titución canónicas  abusivas.  Al  contrario,  cuando 
el  nombramiento  se  ha  hecho  por  el  gobierno,  la 
colación  é  institución  canónicas  se  siguen  de  una 
manera  precisa  y  obligatoria. 

Es  indudable,  por  otra  parte,  que  los  vicarios  y 
canónigos,  como  los  demaí5  funcionarios  eclesiásticos, 
se  encuentran  sometidos  al  régimen  de  la  suspensión 
cuando  asi  lo  exige  la  gravedad  de  su  mala  conduc- 
ta.    Aunque  sea  por    erroi*,    pueden  encontrarse 
como  cualquier  ciudadano  por  honorable  que  sea, 
complicados  en  la  realización  de  delitos  que  no 
permitan  la  excarcelación  bajo  fianza  de  los  pre. 
suntos  culpables.     Entonces    tienen  que  cesar  en 
el  ejercicio  de  su  cargo,  de  hecho,  ó  mas  bien  dicho, 
por  efecto  de  las  órdenes  libradas  por  la  autoridad 


—  339  — 

civil  competente,  ea  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
aunque  la  autoridad  eclesiástica  se  oponga  á  ello. 
Suspendidos  los  efectos  del  nombramiento  emanado 
de  la  autoridad  civil,  se  suspenden  al  mismo  tiempo 
los  efectos  de  la  institución  canónica  en  el  orden 
civil  y  eclesiástico,  en  todo  aquello  que  no  es  absolu- 
tamente espiritual  y  de  conciencia. 

La  suspensión  puede,  pues,  producirse  por  sim- 
ple efecto  de  la  aplicación  de  las  leyes  civiles,  6  sea 
como  un  resultado  del  ejercicio  del  poder  en  con- 
formidad con  dichas  leyes.  Y  se  produce,  de  una 
manera  natural,  necesaria,  inevitable. 

185. — El  caso  del  sefior  Clara  se  encuentra  com- 
prendido en  esta  teoría  general.  El  señor  Clara 
infringió  las  leyes  de  patronato,  dando  curso,  en 
actos  oficiales,  á  documentos  pontificios,  sin  el  pre- 
vio pase  del  patrono  y  se  hizo  acreedor  á.  la  pena 
de  cuatro  años  de  extrañamiento.  Como,  ademas, 
el  referido  ^vicario,  tiene  el  carácter  de  funcionario 
público  del  Estado,  también  se  hizo  acreedor  á  que- 
dar inhabilitado,  por  tres  años  cuando  menos,  para 
desempeñar  cualquier    cargo  público.   (1) 

También  usurpó  funciones  públicas  por  haber 
ejercido  actos  que  no  le  competían,  (2)  tales  como 
el  de  haber  considerado    con   tuerza  ejecutiva    á 


(1)  Artículos  5  y  6  de  la  L«y  de  14  de  Setiembre  de   IIM, designando  los 
erimenes  cuyo  jurerainiento  compete  á  los  tribunales  nacionales 
(i)  Atlioalo  3^1,  inciso  S»  Uol  oódifo  panal  ▼i«ente. 
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documentos  pontificios  que  no  la  tenian;  el  haber 
intentado  darles  validez  que  es  atribución  propia 
del  poder  civil. 

Aliora  bien;  ¿era  conveniente  que  el  funcionario 
público  que  habia  abusado  de  su  autoridad,  conti- 
nuara en  el  ejercicio  de  la  misma,  mientras  se  de- 
puraba su  conducta  en  el  juicio? 

El  código  penal  adoptado  en  casi  toda  la  Re* 
pública  ha  previsto  los  casos  de  suspensión  de 
los  funcionario>í  eclesiásticos.  Dice  así:  «Cuan- 
do la  pena  de  inhabilitación,  destitución  ó  suspemion^ 
recaiga  en  personas  eclesiásticas  se  limitarán  sus 
efectos  á  los  cargos  y  derechos  que  no  tengan  por 
la  Iglesia.  Los  eclesiásticos  incursos  en  dichas  pe- 
nas, quedarán  impedidos  en  todo  el  tiempo  de  su  du-* 
ración  para  ejercer  en  el  Estado  la  Jurisdicción 
eclesiástica^  la  cura  de  las  almas  y  el  ministerio  de 
la  predicación^  y  para  percibirlas  rentas  eclesiás- 
ticas, salvo  la  congrua,^  (1) 

Verdad  e$  que  en  este  caso  se  ti'ata  d,e  una 
pena  impuesta,  después  de  seguido  el  jucio  crimi- 
nal correspondiente,  y  no  de  una  suspensión  decre- 
tada administrativamente.  Pero  no  es  menos 
cierto  que  esa  pena  es  impuesta  por  los  jueces  or- 
dinarios que  representan  al  poder  civil  en  el  ejerci- 
cio de  las  funciones  judiciales.     Llegamos,  por  lo 

{\)  Articulo  12¿  del  código  penal. 
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mismo,  á  la  conclusión  de  que  los  funcionarios 
eclesiásticos  pueden  ser  suspendidos  de  oficio  y 
beneficio,  por  los  magistrados  que  ejercen  el  poder 
civil.  Debemos  fijarnos  en  que  la  disposición  citada 
compj'ende  la  suspensión  de  oficio,  porque  pjíya 
al  culpable  de  ejercer  en  el  Estado  jurisdicción 
eclesiástica;  y  comprende  la  suspensión  de  benefi- 
cio^  porque  lo  priva  de  la  facultad  de  percibir 
rentas  eclesiásticas. 

Se  acentúan  el  carácter  y  las  tendencias  de  la 
disposición  citada,  con  la  que  señala  la  pena  de  uno 
átres  meses  de  suspensión  á  los  empleados  que  ejer- 
cen atiibaciones  que  no  les  compoten  por  la  ley,  (1) 
y  con  la  que  designa  de  dos  á  seis  meses,  al  empleado 
que  en  el  ejercicio  de  su  cargo  no  se  sujeta  á  las 
prescripciones  de  las  leyes  y  reglamentos  espe- 
cíales. (2) 

Por  lo  expuesto  se  vé  que  entre  las  diferentes  pe- 
nas á  que  se  hizo  acreedor  el  señor  Clara*  á  couse* 
cuencia  de  las  leyes  infringidas-  figuran  las  de 
suspensión  de  su  cargo  eclesiástico  y  del  beneficip 
que  le  es  consiguiente, — suspensión  que  pudo  ser 
pronunciada  por  funcionarios  del  orden  civil. 

186.  —  Hay  también  leyes  que  autorizan  la 
suspensión  con  el  carácter  de  una  medida  adminis- 


(1)  Artfoulo  382,  cuarto  acápite,  del  código  penal. 

(2)  Artículo  3S3,  inciso  18  y  384  acápite  quinto, 
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trativa,  como  la  adoptada  en  el  caso  del  señor  Clara. 

Las  leyes  de  indias  son  terminantes  á  este  res- 
pecto. 

La  ley  47,  titulo  6,  libro  1  "^  de  la  recopilación 
de  indias  dice:  «Mandamos  á  nuestros  vireyes, 
presidentes,  oidores  y  gobernadores  de  las  indias  que 
vean,  guarden  y  cumplan  y  hagan  guardar  y  cum- 
plir en  todas  aquellas  provincias,  pueblos  é  iglesias 
de  ellas,  todos  los  derechos  y  preeminencias  que  to- 
caren á  nuestro  patronazgo  real  en  todo  y  por  todo, 
según  y  como  está  proveído  y  declarado,  lo  cual 
harán  y  cumplirán  por  los  me/ores  añedios  que  les 
pareciere  convenir,  dando  los  despachos  y  recaudos 
que  convengan,  que  para  todo  les  damos  poder 
cumplido  en  forma,  > 

No  era,  pues,  atribución  reservada  exclusiva- 
mente á  los  reyes  de  España,  en  quienes  residía 
la  plenitud  del  poder  legislativo,  la  de  adoptar  las 
medidas  mas  convenientes,  para  hacer  cumplir  las 
leyes  de  patronato^  estaban  facultados  para  ejer- 
cerla los  vireyes,  en  calidad  de  vice-patronos,  y 
hasta  los  intendentes  que  eran  delegados  de  los 
vice-patronos:  era,  en  una  palabra,  atribución  cor- 
respondiente á  los  encargados  del  gobierno  y 
administración  de  los  vireinatos  é  intendencias. 
El  poder  ejecutivo  nacional^  en  quien  reside  hoy 
la  facultad  de  cumplir  y  hacer  cumplir  las  leyes, 
dictando  las  medidas  reglamentarias  y  decretos  que 
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no  sean  opuestos  á  ellas,  pudo  perfectamente,  sin 
inmiscuirse  en  lo  que  el  asunto  tenia  de  contencioso, 
suspender  al  vicario  Clara,  mientras  se  le  seguia 
el   correspondiente  juicio. 

La  ley  19,  título  12,  libro  l'^,de  la  cual  hizo 
mérito  el  sefior  procurador  general  de  la  nación 
en  el  dictamen  relativo  á  este  asunto,  después  de 
encargar  á  los  prelados  regulares  y  seculares  que 
reprimiesen  los  abusos  de  los  predicadores  en  el 
pulpito,  impidiendo  «que  no  digan  ni  prediquen  pa- 
labras escandalosas  tocante  al  gobierno  público  y 
universal»;  que,  «especialmente  no  digan  ni  predi- 
quen contra  los  ministros  y  oficiales  de  nuestra 
justicia»,  agrega  lo  siguiente:  «  Y  ordenamos  .á 
nuestros  vireyes,  presidentes  y  audiencias,  que  si  los 
predicadores  excedieran  en  esto,  lo  procuren  reme- 
diar, tratándolo  con  sus  prelados,  con  la  prudencia, 
suavidad  y  buenos  medios  que  conviene  y  si  no  bas- 
tare, y  los  casos  fueran  tales  que  requieran  mayor 
y  eficaz  remedio,  tesarán  del  que  les  pareciera  con- 
vemV,  haciendo  que  las  pei'sonas  que  asi  fueran 
causa  de  esto  se  embarquen  y  envíen  á  estos  reinos^ 
por  lo  mucho  que  conviene  hacer  demostración  con 
ejemplos  en  materia  de  esta  calidad». 

Las  palabres  «usaran  del  que  les  pareciere  con- 
venir,» empleada,  tanto  en  esta  ley,  como  en  la 
anteriormente  citada,  expresan  con  suficiente  fuerza 
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y  claridad,  la  amplitud  de  las  prerogativas  del  po- 
der civil  en  la  materia. 

187.— Eí  espíritu  de  las  leyes  citadas,  se  en- 
cuentra claramente  explicado  por  los  canonistas  y 
jurisconsultos  de  la  época,  tales  como  Solórzano, 
Bobadílla  y  Fiasso,  á  quienes  citó  el  doctor  del 
Valle  en  su  discurso,  nutrido  de  erudiccion  y  de 
doctrina,  pronunciado  en  la  sesión  del  3  de  Julio 
de  1884,  en  el  senado. 

Solórzano,  en  su  Política  Indiana,  (1)  después 
de  hablar  en  general,  déla  facultad  conferida  á  los 
vireyes,  presidentes  y  gobernadores,  para  desteirar 
á  las  personas  que  inquietasen  la  tranquíldad  de 
estos  reinos,  agrega:  «Pero  suele  á  veces 
ponerse  en  duda  si  esta  facultad  que  se  encarga  y 
concede  á  los  príncipes  y  sus  vicarios  la  podían 
ejercer  por  su  propia  mano  y  autoridad  contra 
personas  eclesiásticas  y  religiosas,  si  estoB .  fueren 
los  que  ocasionan  los  dichos  escándalos,  y  vienen  á 

ser  perniciosas  á  la  República 

sea  lo  mas  seguro  hacer  estas  expulsiones  y  otro 
cualquier  castigo  de  personas  eclesiásticas  por  mano 
de  sus  prelados,  en  Ta  forana  que  queda  dicho;  to- 
davía tengo  por  probable,  que  si  los  prelados  andu- 
viesen remisos  en  cumplir  con  su  obligación,  ó  ellos 
fuesen  los  principalmente  culpables  en  el  escándalo 

(1)  Capftalo  ti  del  librólo. 
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que  se  pretende  evitar,  ó  el  delito  en  sí  tan 
grave  é  insolente  que  no  permitiese  dilación,  y  re- 
quiriese  breve  y  ejemplar  animadversión  y  remedio, 
pueden  y  podrían  nuestros  reyes  y  sus  lugartenien- 
tes, por  su  propia  mano  y  autoridad  de  echar  4e 
sus  reinos  y  provincias  á  las  dichas  personas,  abste- 
niéndose de  proceder  á  otras  penas  no  tanto  con 
ánimo  de  castigarlos^  como  de  mirar  por  la  paz  y 
tranquilidad  de  sus  reinos  y  provincias.» 

Dedúcese  de  las  frases  anteriores:  V  Que  no 
solamente  los  reyes,  sino  sus  lugartenientes,  es 
decir  los  ejecutores  de  sus  mandatos,  podian,  por 
propia  autoridad,  extrañar  del  reino  á  los  prelados 
y  demás  eclesiásticos,  y  suspenderlos  por  lo  tanto 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  pues  no  se  concibe 
el  extrañamiento  sin  dicha  suspensión-,  2""  Que  es- 
tas medidas  tenian  un  carácter  meramente  adminis- 
trativo,  pues  debian  empleai^se,  no  con  ánimo  do 
imponer  un  castigo,  sino  como  recurso  preventivo 
en  favor  del  orden  público. 

Como  las  medidas  administrativas  de  esta  especie, 
son  del  resorte  del  poder  ejecutivo,  este  pudo  decre- 
tar, no  el  extrañamiento  que  las  leyes  actuales  con- 
sideran siempre  como  un  castigo,  pero  si  la 
suspensión  en  el  ejercicio  del  cargo^  que  hoy  ti^ne 
todavía  el  carácter  de  una  medida  preventiva.  Mas 
claro:  la  facultad  del  poder  administrativo  para  ex 
trañar  del  territorio  nacional  á  las  personas  ecle- 
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siásticas  que  inquieten  la  tranqilidad  del  país 
comprende  la  de  suspenderlos  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  por  que,  como  hemos  dicho,  no  se  con- 
cibe lo  primero  sin  lo  segundo.  Pero  como  la 
suspensión  si  se  concibe  sin  el  extrañamiento,  es 
claro  que  aquella  podía  ser  decretada  sin  e^te.  Por 
otra  parte,  hemos  demostrado  que  las  leyes  referen- 
te al  patronato  nacional  están  vigentes  en  todo  lo 
que  no  se  oponen  á  las  instituciones  y  leyes  patrias. 
Por  consiguiente,  el  poder  ejecutivo  que  ejerce 
la  administración  no  contenciosa,  no  puede  extraftar 
á  dichas  personas  eclesiásticas,  porque  esto  es  in- 
compatible con  las  leyes  penales  hoy  en  vigencia; 
pero  sí  puede  seguir  usando  de  la  facultad  de  sus- 
pender á  los  funcionarios  eclesiásticos  mientras  se 
les  sigue  el  juicio  correspondiente,  porque  esto  en 
yezr  de  oponerse,  se  armoniza  con  las  prácticas  y 
leyes  del  régimen  actual. 

En  otra  parte,  el  mismo  autor,  hablando  de  las 
leyes  relativas  á  esta  materia,  recuerda  una,  conce- 
bida en  los  siguientes  términos:  « Por  ende  manda- 
mos que  los  obispos  y  abades  ú  otms  cualquier  per- 
sonas eclesiásticas,  no  sean  osados  de  aquí  adelante 
de  escandalizai*  las  ciudades,  villas  y  lugares  de 
nuestros  reinos,  ni  se  muestren  de  bandos,  ni  par- 
cialidad, m  hagan  ligas  y  monopolio,  ni  para  tal 
den  consejo,  favor  ni  ayuda  por  sus  personas,  ni 
con  los  suyos,  y  si  lo  contraiio  hicieren  pierdan  la 
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natiualeza  de  nuestros  reinos,  y  así  como  ágenos 
del,  no  gocen  de  las  temporalidades  del  naestro 
reino.» 

Aquí  se  íija  el  derecho  del  Estado  para  privar  á 
los  eclesiásticos  turbulentos  del  beneficio  de  que  go- 
zan, ó  sea  de  las  temporalidades. 

Todavia  explica,  con  mas  precisión,  que  estas 
medidas  se  pueden  adoptar  con  el  carácter  de 
simples  decretos  administrativos,  en  las  siguientes 
palabras:  «Con  !o  cual  queda  al  mismo  tiempo  res- 
pondido á  lo  que  dejé  apuntado  de  la  incapacidad 
de  los  seculares  en  cuanto  á  los  eclesiásticos,  y  de 
la  diferencia  de  ambas  jurisdicciones.  Por  que  en 
estos  casos  mas  se  procede  parvia  de  goUen'no^  que 
de  jurisdicción  contenciosa.» 

188.  -^Bobadilla,  otro  délos  mas  distinguidos  y 
autorizados  intérpretes  de  las  leyes  de  indias,  sos- 
tiene, como  Solórzano,  la  facultad  del  poder  civil 
para  privar  del  ejercicio  de  sus  funciones  y  de  sus 
temporalidades,  á  los  obispos  y  demás  personas 
eclesiásticas  que  ofendan  «al  rey  ó  á  la  República 
óá  la  real  jurisdicción»-,  y  considera,  igualmente, 
con  el  carácter  de  simples  medidas  de  gobierno  las 
que  se  tomen  en  tal  sentido,  como  lo  demuestran 
estas  sus  palabras:  «pero  en  esto  se  debe  pix)ceder 
con  mucho  tiento  y  consideración,  porque  como 
dice  Carlos  de  Grasalis,  esta  potestad  seglar,  en  este 
y  otros  casos  semejantes  contra  los  eclesiásticos, 
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no  es  contenciom^  por  ser  ellos  esentos,  como  lo  son 
de  ella  por  derecho  divino,  sino  es  potestad  poUtiea 
ó  económica*,     (1) 

189.— Frasso,  comentando  las  mismas  leyes,  dice: 
«De  ot)o  modo  ex  un  daño  irreparable  no  sepndiera 
castigar  por  la  coerción  y  por  la  expulsión  cuando 
fuere  menester  y  la  necesidad  lo  exige,  fácilmente 
la  República  perecería  y  todo  concluiría  como  lo  ha 
observado  Mario  Cutello  y  lo  confirma  el  católico 
rey  Fernando  en  estas  palabras:  «porque  si  el  supre- 
mo dominio  nuestro  no  defendéis,  no  hay  que  hacer.  * 

«De  todos  estos  casos,  agrega,  parece  que  se  pue- 
dQ  inferir  ciertamente  que  esa  prerogativa  del  prín- 
cipe secular,  en  caso  de  necesidad  y  cuando  de  otro 
modo  el  daño  no  puede  excusarse  ni  enmendarse, 
es  recibido  y  admitido  de  tal  modo  por  todos,  que 
ciertamente  no  hay  autor  tan  audaz  que  tenga 
valor  para  negarlo  como  muy  bien  infiere  y  advier- 
te el  doctísimo  Peralta  en  las  siguientes  palabras: 
«De  cuantos  autores  he  visto,  no  he  encontrado 
quien  diga,  no  pueda  la  potestad  secular  por  ¡a  eco- 
nómica^ jure  propia  defensiones^  naturalis  patriae^ 
valerse  del  remedio  de  la  expulsión  contra  los  ecle* 
siásticos  que  inquietan  la  provincia  y  concitan  los 
ápimos  de  los  provinciales  á  sediciones».  (2) 


(1)   c(Po1ftioa>  tomo  1®  página  672. 

Cty  Fraasa,    Réjie  Patronato   Indianam.  tomo  t  *,  paffína  278. 
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190.~SegUTi  las  leyes  y  jarisconsultos  citados, 
en  casos  como  I03  del  doctor  Clara  se  pueden  em- 
plear tres  clases  de  medidas:  la  coerción,  el  exíra-* 
flamiento  y  la  privación  de  las  temporalidades.  En 
ellas  está  comprendida  la  suspensión  del  gobernador 
de  la  diócesis  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  pues 
ella  cabe  dentro  de  los  limites  de  las  medidas  coefi*ci- 
tivas  y,  ademas,  no  es  opuesta  á  las  nuevas  leyes 
dadas  bajo  el  réginen  de  la  República.  Esto  quiere 
decir  que  el  poder  civil  usó  de  sus  facultades  or- 
dinarias al  suspender  al  referido  vicario. 

De  las  mismas  leyes  y  opiniones  se  deduce  igual- 
mente, que  las  referidas  medidas  contra  los  fun- 
cionarios eclesiásticos,  son  simples  medidas  de 
gobierno,  de  administración  •,  por  con«igii¡ente, 
conforme  al  carácter  especial  de  las  facultades 
ejercidas  hoy  por  cada  uno  de  los  poderes  políticos^ 
han  podido  ser  dictadas  por  el  poder  ejecutivo. 

Fué  una  medida  que  sjIo  podía  pertenecer  al 
poder  enc^argado  de  velair  por  el  cumplimiento  de 
Jas  leyes  y  por  la  exactitud  de  los  funcionario:? 
públicos  en  el  ejercicio  de  sus  facultades  y  en  el 
cumplimiento  de  sus  deberes. 

19L— La  •  Constitución  nacional,  al  enumemr 
las  atribuciones  del  poder  ejecutivo,  consigna  la 
siguiente:  «Nombra  y  remueve  á  los  ministros 
plenipotenciarios  y  encargados  de  negocios,  con 
acuerdo  del  senado-,  2/ ^^or  si  solo  nombra  y  remueve 
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los  ministros  del  despacho,  los  oficiales  de  sus  se- 
cretarias, los  agentes  consulares  y  demos  empleados 
de  la  administración  cuyo  nombramiento  no  está 
reglado  de  otra  manera  por  esta  Constitución.»  (1) 

'Ahora  bien;  los  eclesiásticos  de  los  coros  de  las 
iglesias  catediales  y  los  vicarios  capitulares,  en- 
cuanto  dependen  de  la  autoridad  civil  y  se  encuen- 
tran sometidos  á  las  leyes  del  pais  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  (2)  son  funcion^írios  de  la  ad- 
ministración-, y  como  su  nombramiento  y  remoción, 
no  e?'tá  reglado  de  una  manera  especial  por  la. 
Carta  política,  caen  bajo  la  acción  del  principio 
constitucional  que  dejamos  citado,  es  decir  que  el 
ejecutivo  los  remueve  por  si  solo.  No  se  puede 
negar,  por  otra  parte,  que  el  mínimun  de  las  facul-. 
tades  inherentes  á  la  de  remover  á  los  funcionarios 
del  Estado,  es  la  de  suspenderlos  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones. 

La  conducta  del  gobierno  fué  perfectamente 
constitucional. 

192. — Tampoco  se  puede  decir  que  este  ha  sido 
un  caso  excepcional  en  la  historia  de  la  iglesia  ar- 
gentina, después  de  proclamada  la  República.  Al 
contrario,  el  ejecutivo  actual  no  hizo  sino  seguir  el 
camino  trazado  por  muchos  de  sus  predecesores  que 


(\)    Artículo  86  inciso  10. 

(2j  Véanselos  náiueros  m,  \2\,  \%K,  139.  133,  U8  y  149  de  eite  libro. 
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practicaron  actos  de  gobienno  como  los  referentes 
al  señor  Clara,  los  cuales  fueron  consentidos  y 
acatados  por  el  alto  clero. 

Con  fecha  24  de  Diciembre  de  1828,  el  gobierno 
del  señor  General  Juan  Lavalle  expidió  un  decreto 
autoj'izado  por  el  ministro  señor  José  Miguel  Díaz 
Velez,  cuyos  considerandos  y  primer  artículo  tras- 
cribimos   en  seguida: 

«La  deserción  escandalosa  que  ha  hecho  el  doc- 
tor don  Pedro  P.  Vidal  de  la  silla  de  dignidad  de 
presbítero,  ausentándose  de  la  capital,  desatendiendo 
la  autoridad  y  sin  la  correspondiente  licencia, 
acredita  suficientemente  la  imprevisión  con  que  fué 
introducido  en  el  respetable  cuerpo  del  senado, 
cuyas  funciones  había  antes  despreciado,  y  de  que 
voluntariamente  se  separó  desobedeciendo  la  ley 
que  le  designaba  sus  oficios.  Movido  de  estas  con- 
sideraciones, el  gobierno  ha    acordado  y  decreta: 

«Alt  1  ^  Se  declara  vacante  la  silla  de  tercer 
dignidad  de  presbítero  que  desempeñaba  el  doctor 
D.  Pedro  Vidal.» 

Aquí  se  tinta  de  una  destitución,  y  el  gobierno 
que  se  creyó  con  suficientes  facultades  para  decre- 
tarla ¿habria  dudado  de  su  poder  para  ordenar  la 
simple  suspensión? 

No  debe  perderse  de  vista  la  notable  circunstan- 
cia de  que  para  reemplazar  al  funcionario  destituido 
se  nombró  al  doctor  Mariano  Za val  ota  y  que,  tanto 
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este  como  los  demás  miembros  del  coro  de  la  igle- 
sia catedral  de  Buenos  Aires  aceptaron  la  nueva 
situación  creada  por  el  decreto  del  gobierno,  reco- 
nociendo implícitamente  el  derecho  con  que  liabia 
procedido, 

193.— El  gobierno  de  Rosas  usó  también  de  esta 
prerogativa  de  los  gobiernos  civiles  que  ejercen  el 
patronato  nacional.  Con  fecha  3  de  Julio  de  1835 
expidió  una  resolución  concebida  en  esta  forma: 
«  El  gobierno  acuerda,  que  desde  esta  fecha  cese 
en  el  desempeño  de  la  fiscalía  de  la  curia  eclesiás- 
tica el  doctor  don  Mateo  Vidal,  debiendo  subrogarle 
el  canónigo  doctor  don  José  María  Terreros.» 

Podia  decirse  que  este  fué  uno  de  los  tantos  ex- 
travies de  la  época  en  que  las  instituciones  todas 
estaban  sujetas  á  los  caprichos  y  á  las  veleidades  de 
un  solo  hombi'e.  Concedemos  y  prescindimos  de 
este  antecedente.  Veamos  lo  que  sucedió  en  épocas 
mas  afortunadas  para  el  país,  cuando  las  libertades 
públicas  y  privadas  contaban  ya  con  las  garantías 
de  la  Carta  política  vigente. 

194.  —Estamos  en  1856.  En  el  seno  del  cabildo 
eclesiástico  de  Salta  se  produjeron  graves  desór- 
denes inspirados  por  las  pasiones  que  rara  vez 
desamparan  al  hombre.  El  señor  doctor  José  Co- 
lumbres, obispo  electo  de  aquella  diócesis  fué  desig- 
nado por  el  cabildo  eclesiástico  respectivo  para 
ejercer  el  gobierno  del  obispado,  en  virtud  di  luia 
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carta  de  ruego  y  encargo  del  gobierno  nacional. 
Mas,  las  resistencias  que  en  el  referido  cabildo  se 
levantaron  contra  el  doctor  Colombres,  obligaron 

á  este  á  presentar  su  renuncia  del  gobierno  del 

• 

obispado.     Con  este  motivo,  el  poder  ejecutivo,  en 
un  decreto  autorizado  por  el  señor  vice-presidente 
del  Carril  y  sus  ministros,  de  fecha  15  de  Novieu- 
bre  del  afio  citado,  después  de  desconocer  los  re- 
sultados de  la  renuncia  aludida,  estableció: 

«Y  por  cuanto  aparece  denunciada  criminalmente 
la  conducta  del  chantre  don  Agustín  Bailón,  por 
haber  desconocido  con  alarde  los  derechos  del  pa- 
tronato nacional,  queda  susper^o  de  la  dignidad  de 
chantre,  sin  voz  ni  voto  en  el  coro  de  esa  santa 
iglesia^  mientras  se  resuelve  lo  que  convenga  so- 
bre la  sumaria  información  que  se  levantará  de 
los  hechos  denunciados  por  el  reverendo  obispo  eji 
su  nota  de  fecha  18  de  Setiembre  último,  á  cuyo 
efecto,  líbrese  comisión  en  forma  á  S.  E.  el  señor 
gobernador  de  Salta,  con  copia  autorizada  de  la 
citada  nota  de  denuncia  y  las  demás  de  su  refe- 
rencia, para  que  disponga  la  formación  del  sumario 
que  remitirá  después  de  concluido  con  la  brevedad 
posible,  para  proveer  lo  que  fuere  de  justicia.  > 

Concluido  el  sumario  y  resultando  comprobados 
los  cargos  hechos  al  chantre  señor  Bailón,  como 
aun  no  se  hablan  establecido  los  tribunales  federa- 
les, el  mismo  gobierno  expidió  un  segundo  decreto. 
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con  fecha  27  de  Marzo'de  1857,  concebido  de  esta 
manera:  «De  acuerdo  con  la  vista  fiscal  y  resul 
tando  del  sumario  justificado  el  cargo  hecho  por  el 
seflor  obispo  de  Salta,  doctor  don  José  Colombres, 
y  el  señor  arcediano  de  la  misma  don  Pió  Hoyos, 
contra  el  chantre  don  Agustin  Bailón,  por  haber 
desconocido  con  escándalo  los  derechos  y  preroga- 
tivas  de  que  el  gobierno  nacional  está  en  ejercicio 
como  anexos  al  patronato  de  la  nación— Resérvese 
la  presente  cansa  ha-íta  el  establecimiento  de  los 
tribunales  federales,  á  quienes  compete  su  resolu- 
ción y  juzgamiento:  permaneciendo  mientras  tanto^ 
el  expresado  cavónir/o  Bailón,  suspenso  de  oficio  y 
heneficio  en  el  coro  de  la  iglesia  de  Salla. » 

¿Puede  darse  algo  mas  categórico  y  mas  seme- 
jante al  caso  del    señor  Clara?    Si  existe  alguna 
diferencia  notable  esta  consiste,  única  y  exclusiva- 
mente, en  que  la  conducta  del  señor  Clara  se  de- 
nunció á  si  misma,  por  la  ruidosa  publicidad  que  did 
á  sus  actos:  mientras  la  conducta  del  señor  Bailón 
fué  denunciada  por  su  obispo  y  por  el  arcediano 
del  mismo  coro,  es  decir  por  aquellos  de  quienes 
podia  esperar*  alguna  complicidad  para  minar  los 
fundamentos  legales  de  la  sociedad  civil  argentina. 
195.— Hay  otro  antecedente.  El  29  de  Setiembre 
de  1853  el  gobierno  del  señor  Obligado  expidió  esta 
resolución: 

«Considerando  el  gobierno  que  el  nombramiento 


i 
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hecho  de  digiüdad  de  presbítero  en  el  doctor 
don  José  Amenabar,  no  llena  ni  el  objeto  de  la 
ley  de  21  de  Diciembre  de  1822,  ni  los  que  se 
propuso  el  gobierno  en  sus  decretos  de  1 1  de  Marzo 
y  17  de  Agosto  de  1852,  por  cuanto  el  dicho  doctor 
Amenabar  se  halla  ausente  en  la  provincia  de 
Santa  Fé,  distante  de  la  silla  á  que  su  destino  lo 
llama  para  llenar  los  deberes  religiosos  y  políticos 
que  le  incumben:— Y  que  el  mencionado  doctor 
Amenabaí*  contra  las  prescripciones  de  los  cañones^ 
conserva  simultáneamente  la  dignidad  de  presbítero, 
y  la  posesión  de  beneficio  curado  en  la  provincia 
de  Santa-Fé: 

«Acuerda  y  decreta —Artículo  1°  Gesa  en  el 
empleo  de  la  dignidad  de  presUteio  el  doctor  don 
José  ^memibar,  > 

En  todos  estos  decretos  se  reconoce  el  principio 
que  defendemos:  la  facultad  del  ejecutivo  para  sus- 
pender de  oficio  y  beneficio,  á  los  miembros  de  los 
coros  de  las  iglesias  catedrales. 

196. — A  los  casos  anteriores  agregaremos  uno 
mas,  recordado  por  el  doctor  Pedi'o  José  Agrelo, 
en  su  introducción  al  Manorial  AJmtado.  Ha- 
blando de  las  reformas  introducidas  en  el  régi- 
men de  la  Iglesia  por  el  gobierno  de  la  República, 
hace  presente  que  no  faltó  quien  levantara  su  voz 
contra  los  referidos  procedimientos,  incluyendo 
entre  estos  al  doctor  Mariano  Medrano,  provisor  á 
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la  snzoii  del  obispado  de  Buenos  Aires,  y  refirién- 
dose á  la  actitud  de  la  autoridad  civil  agrega:  «y 
fué  necesario  que  se  ejerciese  un  mievo  acto  de 
•patronato  y  soberanía^  m  ndandolo  separar  del 
destino  público  que  ocupaba  en  la  Iglesia,  el  recla- 
mante. > 

Esta  referencia  fué  perfectamente  aclarada  por 
el  señor  Anchorena,  en  el  informe  que  presentó 
.sobre  las  cuestiones  de  patronato.  Procurando  re- 
batir las  opiniones  del  mencionado  fiscal,  decia: 
«Redoblando  sus  pasos  el  fiscal  en  la  carrera  délas 
inconsecuencias,  recordó,  en  la  página  17,  la  época 
en  que  el  doctor  Medrano  siendo  provisor  de  esta 
diócesis  en  sede  vacante,  fué  despojado  exabrupto 
de  su  puesto  sin  pi'^ceder  Juicio  alguno  y  por  solo 
un  decreto  de  la  honorable  sala  de  representantes.* 

Los  hechos  citados  manifiestan  que  la  medida 
adoptada  contra  el  vicario  señor  Clara,  no  solo  ha 
estado  subordinada  á  las  leyes  de  indias,  ala  Cons- 
titución nacional  y  al  carácter  especial  délas  atri- 
buciones del  poder  ejecutivo,  sino  á  la  práctica 
constante  de  los  gobiernos  argentinos  que,'siempre 
y  bajo  la  influencia  de  distintos  regímenes  y  épocas, 
han  dado  al  patronato  la  misma  amplitud  y  se  han 
creido  en  legítima  posesión  de  los  derechos  ejercidos 
por  el  gobierno  actual. 

La  protesta  del  clero,  por  muy  respetable  que  sea, 
no  tiene  fuerza  alguna  para  destruir  esta  verdad 
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histórica  y  legal.  ¿Que  litigante  no  protesta  cuan- 
do pierde  su  pleito  ante  los  tribunales  de  justicia? 
Pero  es  necesario  resignarse  ante  las  decisiones  de 
los  poderes  competentes.  En  el  terreno  de  la  lega- 
lidad se  puede  discutir  la  conveniencia,  la  oportu- 
nidad y  aun  la  justicia  de  sus  fallos,  pero  no  se 
puede  desconocer  su  fuerza  obligatoria,  por  que 
eso  equivaldría  á  negar  la  jurisdicción  establecida 
1)01  las  leyes, 

197.  —Antes  de  cerrar  este  capítulo  nos  haremos 
cargo  de  algunos  argumentos  formulados  por  el 
doctor  Pirarro  en  defensa  de  la  conducta  del  vicario 
de  Córdoba,  ademas  de  los  que  ya  hemos  discutido 
en  el  capítulo  octavo. 

El  respetable  senador  de  Santa-Fé  hizo  un  argu- 
mento ad  hominem^  bastante  ingcniosD,  pero  no  sufi- 
cientemente sólido  é  incontestable.  Si  la  Repúbli- 
ca, dijo,  ha  heredado  el  patr')nato  y  leyes  regla- 
mentarias del  antiguo  régimen,  él  está  vigente  no 
solo  para  el  gobierno  sino  para  las  autorilales 
eclesiásticas.  Por  consiguiente,  el  vicario  Clara,  co- 
mo gobernador  de  la  diócesis  de  Córdoba,  arreglando 
su  conducta  á  la  ley  14,  título  3  "^  libro  22  de  la 
recopilación  de  indias,  pudo  exigir  que  en  la  Uni- 
versidad de  aquella  ciudad  no  se  confirie.-=ien  grados 
á  los  que  sostuviesen  doctrinas  contrarias  á  las  de 
la  iglesia  romana.  Pudo  igualmente,  conforme  á 
las  leyes  4  ^  y  6  "^  del  libro  1  ®  título  22,    velar 
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por  que  en  las  publicaciones  periódicas  ó  eventua- 
les no  se  ofendiesen  las  verdades  y  doctrinas  cató- 
licas según  el  criterio  pontificio.  Pudo,  por  últi- 
mo, velar  por  que  la  enseñanza  en  las  escuelas  no 
fuese  contraria  á  los  dogmas  y  á  la  moral  del  cato- 
licismo. 

Ante  todo,     debemos    observar  que,  según  las 
mismas  leyes,   en  este  caso  como  en  todos  los  que 
se  refieren  á  las  funciones  temporales  de  los  ecle- 
siásticos, la  acción  de  estos  está  subordinada  ala 
délas  autoridades  civiles.     En  el  número  78  he- 
mos citado  algunas  disposiciones  terminantes  y  re- 
ferentes á  la  materia,  esi)ecialmente  una  cédula  & 
los  presidentes  y  oidores  la  que  después  de  hablar 
de  las    dificultades   que  suelen  producirse  en  las 
iglesias    del  nuevo  mundo^  concluye  así:  «y  por 
que  mi  voluntad  es  que  cada  y  cuando  se  ofreciere 
alguna  duda  sobre  algunas  cosas  de  las  referidas, 
os  mando  lo  veáis  vosotros  y  declaréis  y  term^ineis 
en  ello  lo  que  hallaredes  por  justicia,  y  aquello  que 
determ^naredes,  mandamos  al  dicho  obispo^  deán  y 
cabildo  que  lo  guarden  y  cumplan.» 

Asi  es  que  la  misión  de  los  funcionarios  ecle- 
siásticos, de  velar  por  la  conservación  de  la  pureza 
de  la  doctrina  católica,  nunca  llegó  hasta  el  punto 
de  investir  á  los  prelados  y  vicarios  de  una  auto- 
ridad superior  á  la  del  poder  civil  y  esa  investidu- 
ra habrían  tenido  si,  procediendo    como  el  vicario 
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Clara,  hubiesen  condenado  en  documentos  oficiales, 
instituciones  creadas  con  arreglo  á  la  ley,  atribuyen  • 
doles  un  caiácte)*  que  no  tenian.  Aun  admitiendo, 
según  esto,  el  régimen  pleno,  absoluto  y  completo 
establecido  por  las  leyes  de  indias,  carece  de  ver- 
dadera fuerza  demostrativa  el  argumento  del  doctor 
Pi>:arro. 

Pero,   prescindiendo  de  ese  supuesto   inadmisi- 

« 

ble,  podemos  agregar  algo  mas.  Los  regalistas 
sostienen  la  vigencia  de  las  leyes  españolas  mien- 
tras no  están  en  oposición  con  las  leyes  é  iíistitu- 
ciones  actuales  y  solo  para  los  casos  no  reglamen- 
tados por  nuevas  leyes  dictadas  bajo  el  régimen 
de  la  República^  lo  cual  es  de  todo  punto  razonable. 
Cuando  se  dá  una  nueva  ley  en  oposición  con  la 
que  anteriormente  regía,  es  evidente  queest^  última 
queda  implícita  ó  tácitamente  derogada. 

Apenas  necesitamos  recordar  que  después  de  re- 
conocerse á  todos  los  habitantes  de  la  nación  el 
derecho  de  publicar  sus  ideas  por  la  prensa  sin  cen- 
sura previa,  el  de  profesar  libremente  su  culto,  el  de 
enseñar  y  aprender,  ( I )  después  de  señalar  gnran- 
tias  especiales  en  favor  de  lu  libertad  de  imprenta; 
después  de  someter  la  enseñanza  á  leyes  y  regla- 
mentos especiales  que  la  colocan  bajo  la  inmediata 


(1;.— C^Q8tUa«ion  naoionivl  articulo  U. 
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inspección  y  vigilancia  de  los  poderes  nacionales  y 
provinciales;— después  de  todo  esto,  decimos^  kan 
desaparecido  las  facultades  de  los  obispos  y  gober- 
nadores eclesiásticos.  Sus  atribuciones  han  queda 
do  reducidas  á  límites  más  circunscritos  en  materia 
de  enseñanza  y,  sobre  todo,  han  quedado  subordi- 
nadas  á  las  nuevas  leyes  emanadas  del  soberano, 
subordinación  que  no  se  concebiría  si  se  admitiese 
el  derecho  de  los  prelados  para  rebelarse  contra 
ellas,  para  desprestigiarlas,  para  minar  la  autoridad 
del  gobierno  que  procede  con  aiTeglo  á  ellas. 

No  sucede  lo  mismo  cnando  se  trata  de  ciertas 
funciones  del  patronato  nacional  no  reglamentadas 
hasta  hoy  bajo  el  régimen  de  la  República,  circuns- 
tancia que  permite  y  autoriza,  sin  inconveniente 
alguno,  las  prácticas  y  procedimientos  de  la  época 
del  vireinato. 

La  vigencia  de  las  leyes  de  indias  no  es,  pues, 
total,  absoluta  y  coinpleta.  Está  subordinada  á  las 
nuevas  leyes  y  s(»lo  rijiB  para  los  casos  no  previstos 
por  estas. 

198~1SI  doctor  Pizarro  hizo  hincapié,  para  dar 
mayor  fuerza  á  sus  razonamientos,  en  que,  según 
las  leyes  antiguas,  no  se  podía  sentenciar  á  un  ecle- 
siástico sin  previo  proceso;  y  aun  cuando  se  les 
mandaba  á  España  debían  ir  con  sus  causas  y 
procesos. 

Precisamente  algo  parecido  se  hizo  con  el  vica- 
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rio  Clara..  Xo  se  le  sentenció,  no  se  falló  definiti- 
varaente  sobre  su  conducta,  pues  de  otro  modo  no 
se  habría  ordenado  que  el  ministerio  fiscal  entablase 
ante  el  juzgado  respectivo  la  acción  criminal  corres- 
pondiente. La  suspensión  fué  una  medida  preven- 
tiva de  carácter  administrativo^  que  estuvo  en  las 
facultades  del  poder  civil,  según  las  le3''es  y  opinio- 
nes que  anteriormente  liemos  citado.  Si  el  ejecu- 
tivo hubiese  decretado  la  suspensión  como  acto 
definitivo  y  hubiese  olvidado  el  enjuiciamiento, 
habría  ejercido  facultades  judiciales. 

Los  vireyes  cuando  enviaban  á  los  prelados  á 
España,  con  sus  causas  y  procesos,  como  dice  el 
doctor  Pizarro,  por  el  solo  hecho  de  enviarlos  ¿no 
los  suspendian  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
antes  de  que  recayera  un  folio  definitivo  sobré  di- 
chas causas  ó  procesos?  Lo  mismo  ha  pasado  con 
el  doctor  Clara,  con  la  única  diferencia  que  se  le 
dejó  en  tranquila  libertad  y  sé  procuró  el  empleo 
de  medios  pacíficos  y  conciliadores  para  hacer  efec- 
tivo el  decreto  de  suspensión. 

199  -  Recordó  también  el  señor  Pizarro^  como  un 
antecedente  favorable  á  sus  doctrinas,  el  caso  del  vi- 
cario capitular  de  la  provincia  de  Buenos  Aires, 
señor  Medrano.  Aseguró  que  en  la  Junta  de  re- 
presentantes de  1822,  la  resolución  adoptada  recayó 
sobre  esta  proposición:  ¿Se  oficia  ó  no  al  poder  eje- 
cutivo para  que  incite  al  cabildo  á  que  deponga  al 
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provisor?    De  aquí  deduce  que  el  ejecutivo  no  lo 
depuso  sino  incitó  á  su  deposición. 

Contra  esta  manera  de  interpretar  el  carácter  de 
los  sucesos  realizados  en  la  mencionada  época,  están 
las  apreciaciones  de  los  seOores  Agrelo  y  Ancho- 
rena  que  ya  hemos  citado.  La  de  este  último  espe- 
cialmente, tiene  una  fuerza  decisiva,  por  haber  es- 
tado decididamente  afiliado  al  partido  ultramontano. 
Ambos  aseguran  que  la  Junta  decretó  la  deposi- 
ción. I  asi  debió  ser  realmente,  por  que  una 
incitación  que  no  podia  ser  desatendida. — pues  de 
otro  modo  no  tenia  objeto,~equivalia  á  una  destitu' 
cion  directa. 

Ademas,  en  el  supuesto  de  que  las  cosas  hubiesen 
tenido  el  carácter  qne  el  seílor  Pizarro  les  atribuyó, 
ese  caso  no  tiene  aplicación  en  el  sentido  que  él 
pretende,  líntónces  se  trataba  de  una  deposición, 
es  decir  de  una  separación  obsolula  y  definitiva  del 
puesto.  En  el  caso  del  señor  Clara  solo  se  tj'ató  de 
una  suspencion  temporal,  mientras  los  jueces  pro- 
nunciaban su  fallo.  Si  en  el  juicio  resultaba 
absuelto,  si  se  le  declaraba  inocente,  si  se  decidía 
que  al  publicar  sus  pastorales  había  ejercido  legí- 
timos derechos,  habría  quedado  nuevamfente  hábil 
para  ejercer  sus  funciones  de  canónigo  y  de  vicario, 
si  el  cabildo  no  disponía  oti'a  cosa. 

Por  último,  aun  en  el  supuesto  de  que  fuese  apli- 
cable aquel  caso  al  del  sefior  Clara,  con  arreglo  al 
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criterio  del  señor  senador  de  Santa  Fó,  no  tendria 
la  fuerza  de  un  arg'amento  serio;  por  que  á  ese  caso 
aislado  podríamos  oponer  los  variados  y  numerosos 
que  oportunamente  hemos  citado. 

200.— En  otra  parte  pretendió  demostrar  el  señor 
Pizarro  que  la  obligación  del  gobierno  federal  de 
sostener  el  culto  católico,  no  importa  simplemente  la 
de  sufragar  sus  gastos,  sino  la  de  sostenerlo  en  su 
doctrina,  en  su  moral  y  en  su  dogma. 

Para  no  repetirnos,  nos  referimos  á  lo  que  sobre 
el  particular  hamo 5  dicho  en  el  capítulo  4  ^  .  Allí 
hemos  refutado  de  antemano  esta  teoria  y  hemos 
explicado  el  alcance  verdadero  de  la  disposición 
constitucional  antedicha. 

201.  — vSe  ha  dicho  ademas  que  el  derecho  de  pa- 
tronato es  derecho  de  pi'oteccion  y  que  esta  es 
inconciliable  con  las  restricciones  que  se  pretenden 
imponer  á  los  funcionarios  eclesiásticos  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones.  La  protección  del  patrono 
debe,  al  contrario,  proteger  la  libertad  de  acción  de 
dichos  funcionarios,  no  debe  circunscribir  el  campo 
de  sus  operaciones-,  no  debe  oponer  á  sus  actos  la  in- 
superable valla  de  las  leyes  y  medidas  de  orden 
público. 

Este  es  un  patronato  ideal,  cómodo  para  el  clero, 
propicio  para  proteger  las  ambíi^iones  de  este  y  ase- 
gurar la  impunidad  de  sus  abusos;  pero  no  es  el 
patronato  que  existe  en  la  vida  real  de  la  Eepüblica 
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xVrgentina,  no  es  el  patronato  que  la  leyes  antiguas 
y  modernas  han  reglamentado.  Las  tosas  deben 
vei'se  como  son  y  no  como  deben  sei^  cuando  se  tra- 
ta de  deslindar  las  responsabilidades  en  el  terreno 
legal.  Hay  argumentos  que  pueden  tener  mucho 
mérito  siempre  que  se  trata  de  mejorar  las  condicio- 
nes de  una  ley,  pero  que  son  completamente  imper- 
tinentes é  ineficaces  cuando,  una  vez  vigentes  las 
leyes,  solo  se  trata  de  darles  el  cumplimiento  debido. 

202. — Ademas  de  los  precedentes  que  en  la  histo- 
ria de  las  relaciones  de  los  poderes  civil  y  eclesiás- 
tico de  la  República  Argentina,  justifican  las  me- 
didas adoptadas  respecto  del  vicario  señor  Clara, 
encontramos  casos  parecidos  en  otros  paises  sud- 
americanos,  en  cuyas  constituciones  y  leyes  está  mas 

* 

acentuado  el  principio  católico  j  cuyas  masas  popu- 
lares son  menos  rebeldes  á  las  insinuaciones  del 
clero  fanático. 

El  antecedente  mas  notable  en  este  orden,  por  la 
extensión  délos  conflictos  á  que  dio  origen,  así  como 
por  la  finneza  del  gobierno  civil  para  defender  los 
fueros  del  patronato  y  de  la  soberania  nacional,  es  el 
que  tuvo  lugar  en  el  Perú  enlósanos  de  1869  y 
1870.  y  en  el  cual  estuvieron  complicados,  sucesi- 
vamente, el  obispo  y  el  vicario  general  y  gobernador 
eclesiástico  de  la  diócesis  de  Puno.  Nos  concretare- 
mos, por  el  momento,  referir  lo  que  tuvo  relación  con 
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el  vicario  por  ser  mas  pertinente  al  asunto  que  de- 
batimos. 

El  doctor  Juan  Ambrosio  Huerta  obispo  de 
Puno,  sacerdote  dv?  reconocido  talento,  de  vasta 
ilustración,  de  convicciones  profundamente  arrai- 
gadas en  el  sentido  del  mas  refinado  ultramonta- 
nismo,  de  firnieza  de  caiácler  y  dotado  de  virtu- 
des apostólicas,  celebró  en  su  diócesis,  en  losdias 
trascurridos  del  16  d-e  Agosto  al  3  de  Setiembre 
de  1868  un  sínodo,  en  el  que  se  acordaron  diferentes 
medidas  cuyo  carácter  no  es  el  momento  de  apre- 
ciar. 

Guiado  el  mencionado  obispo  por  sus  ideas 
anti-regalistas,  se  limitó  á  poner  en  conocimiento 
de  la  autoridad  civil  sa  propósito  de  celebrar  este 
sínodo,  sin  esperar  el  permiso  correspondiente  y  la 
designación  del  funcionario  que,  en  representación 
del  soberano  temporal,  debia  concurrir,  como  las 
leyes  lo  prescriben,  á  las  sesiones  que  se  celebrasen. 

Celebrado  el  sínodo,  sus  acuerdos  fueron  pro- 
mulgados por  el  referido  obispo,  sin  recabar  el  pre- 
vio j;a6íi  del  patrono  nacional.  Las  autoridades 
políticas  reclamaron  de  esta  nueva  violación  de  las 
leyes  y  sus  reclamos  fueron  desatendidos.  Mon- 
señor Huerta,  en  su  oficio  de  31  de  Mayo  de  1869 
al  prefecto  de  Puno,  decia  entre  otras  oosas: 
«Estoy  resuelto  á  llevará  cabo  las  constituciones 
sinodales  punensessea  cual  fuei*e  el  resultado.     Si 
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el  supremo  gobieruo  se  empeñase  en  exigir  su  pré- 
vio  permiso  como  condición  indispenable  para  poder 
exigir  su  cumplimiento  en  el  drden  temporal,  tendré 
la  pena  de  no  verlas  apoyadas  por  su  autoridad, 
pero  entre  tanto  la  fuerza  obligatoria  de  mi  sínodo 
dio(;esan<)  quedará  siempre  vigente  eu  conciencia 
para  todos  los  que  sepan  ser  mis  hijos  en  Jesu- 
cristo. » 

En  vista  de  este  oficio^  el  procurador  general  ó 
fiscal  de  la  corte  suprema  del  Perü,  db'igió  al  go- 
bierno una  nota,  denunciando  la  conducta  del  refe- 
rido obispo  y  pidiendo  que   se  dictasen  medidas  que 
pusiesen  al  abrigo  de  nuevos  y  mas  serios  embates 
las  leyes  relativas  al  patronato  nacional.     Aparte 
de  las  consideraciones  legales  aducidas  por  el  fiscal, 
decia,  lo  siguiente:   «El    ejercicio    del    patronato 
circunscrito  á  lo  que  algunos  mitrados  y  beneficia- 
dos pretenden  reducir  las  funciones  del    gobierno; 
si  este  lo  aceptase  y  tolerare,  le  constitiüria  en  una 
servidumbre  puramente  onerosa  y  leonina.     Solici- 
tan con  empeño,  que  \o^  presente  para  las  piezas 
eclesiásticas^  que  les  dispense  de  las  pruebas  canó- 
nicas, si  deben  darse;  que  les  conceda  rentas,  hono- 
res y  privilegios-,  que  los  haga  conducir  a  sus  dióce- 
sis en  los  bmiues  del  Estado;  que  funde  iglesias,  las 
refaccione  y  bis  dote;  que  sostenga  el  culto  y  á  sus 
ministros;  que  les  designe  locales  para  casa  suya 
y  seminarios;  gastos  que  ascienden  á  mas  de  un  mi- 


—  367  — 

llon  de  soles  anuales,  según  el  presupaesto;  y  todo 
esto  ¿á  cambio  de  cual  reciprocidad?  La  conducta 
del  reverendo  obispo  de  Puno  en  todos  sus  actos 
episcopales  contesta  de  una  manera  desconsola. 
dora.> 

El  poder  ejecutivo  dictó  entonces,  con  fecha  1  ^ 
de  Julio  de  1869,  un  decreto  declarando:  que  no  re- 
conocia  como  sínodo  de  la  diócesis  de  Puno  al  que, 
con  infracción  de  las  leye^  y  prescindencia  del  pa- 
tronato, se  había  mandado  imprimir  y  publicar;  que 
las  autoridades  de  la  nación  no  debian  proceder, 
obrar,  juzgar  ó  fallar  sobre  actos  cuestiones  y 
controversias  que  pudieran  surgir  por  consecuencia 
del  referido  sínodo-,  que,  finalmente,  solo  se  recono- 
cería como  sinodo  al  que  obtuviese  el  pase  con  su- 
jeción á  las  leyes. 

Este  decreto,  en  vez  de  apaciguar  al  obispo  de 
Puno,  produjo  en  su  espíritu  una  excitación  tanto 
mas  vehemente  cuanto  que  era  inspirada  por  una 
conciencia  honrada  que  procedía  bajo  el  influjo  de 
arraigadas  convicciones.  Efectivamente,  el  pre- 
lado lanzó  un  edicto  que  constaba  de  dos  partes: 
en  la  primera  declaró  que  las  constituciones  sino- 
dales  no  tenían  valor  alguno  en  el  orden  político-, 
cii  la  segunda,  declaró  que  regirían  en  conciencia 
bajo  la  pana  de  excomunión  mayor  latae  sententiae 
reservada  al  obispo,  fulminada  contra  los  legos  que 
infringiesen  sus  prescripciones,  y  bajo  la  pena  de 
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suspensión  de  oficio  y  beneficio  ipso  facto  incurren- 
da  páralos  párrocos  ó  simples  sacerdotes,  que  deja- 
sen de  cumplirlas  en  lo  que  les  tocare. 

El  30  de  Julio  de  1869,  ocho  dias  después  de  pro- 
mulgado el  edicto,  el  obispo  Huerta,  sin  recabar  el 
previo  permiso  de  la  autoridad  política,  se  ausentó 
de  su  diócesis  para  dirigirse  á  Roma  y  asistir  al 
concilio  Vaticano  convocado  para  el  ocho  d^  Di- 
ciembre del  mismo  afto.  Como  mero  acto  de  corte- 
sia  dirigió  un  oficio  al  prefecto  de  Puno  anuncián- 
dole su  viaje  y  participándole  que  durante  su  au- 
sencia quedaba  encargado  del  gobierno  de  la  diócesis, 
el  señor  deán  y  vicario  general  doctor  José  Dionisio 
Huerta,  el  que  á  su  vez  sería  reemplazado,  en  caso 
necesario,  por  el  segundo  \^icario-  doctor  Mariano 
Eamos. 

Entretanto,  el  edicto  de  excomunión  provocó  se- 
rios desórdenes  en  algunas  ciudades  de  la  diócesis 

punense.     El  pueblo  de  Lampa  al  saber  qne  iba  á 

* 

ser  promulgado,  no  solamente  protestó  contra  é!, 
sino  que  penetró  una  parte  al  domicilio  particular 
del  cura,  arrebató  los  ejemplares  del  edicto  que 
allí  había,  y  los  entregó  á  las  llamas. 

Entonces,  ya  ausente  el  obispo,  comenzó  á  inter- 
venir en  el  asunto  el  vicario  general  y  gobernador 
eclesiástico,   doctor  José    Dionisio    Huerta. 

En  vista  de  los  sucesos  referidos  este  vicario  lanzó 
un  auto  de  excomunión.     Ordenó  en  él  la  cesación  a 
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divinis^  por  dos  rlias,  en  la  ciudad  de  Lampa;  si  pa- 
sado ese  térniino,  los  habitantes  de  la  ciudad  no  se 
sometían  dócilmente  á  los  mandatos  de  la  autoridad 
eclesiástica  y  ofrecían  cumplir  cuanto  se  les  mandare 
por  ella,  el  cura  de  Lampa  debía  denunciar  el  entre- 
dicho local  de  los  habitantes,  declarado  para 
ese  caso-,  debia  cerrar  las  puert-as  de  la  iglesia 
y  del  cementerio  y  constituirse  en  la  capital 
del  departamento  con  los  sacerdotes  que  hubiese  en 
Lampa,  con  excepción  de  uno  que  debia  quedar  en- 
cargado de  administrar  el  bautismo  á  los  párvulos  y 
el  viático  á  los  enfermos.  Este  auto  fué  dictado  el 
14  de  Octubre  del  mismo  año  1869. 

A  pesar  de  los  esfuerzos  y  medidas  conciliadoras 
tentadas  por  las  autoridades  políticas  para  impedir 
que  se  arrojara  este  nuevo  combustible  á  la  hoguera 
de  las  pasiones,  no  se  pudo  evitar  el  hecho.     El  en- 
tredicho se  llevó  á  cabo  y  no  se  pudo  obtener  su  re- 
vocación por  acto  expontáneo  de  la  autoridad  ecle- 
siástica.    El  prefecto  de  Puno  puso  en  conocimiento 
del  gobierno  de  Lima  estas  hechos  y  le  remitió  todos 
los  antecedentes  del  caso,  los  cuales  pasaron  á  in- 
forme  del  fiscal  de  la  corte  suprema,  doctor  José 
Gregorio  Paz  Soldán. 
El  fiscal,  en  un  sesudo  dictamen,  demostró: 
1  ®   Que  los  sucesos  de  Lampa,  que  hablan  dado 
motivo  ó  pretexto  para  la  declaración   del  entre- 
dicho,   no    presentaban    carácter  alguno  justicia- 

24 
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ble;  2  *^  Que  el  auto  de  entredicho  se  habia 
pronujiciado  con  manifiesta  violación  de  las  leyes 
canónicas  y  civiles  de  la  República;  3^  Que  el 
referido  vicario  habia  incitado  al  desorden  y  com- 
prometido la  tranquilidad  publica,  fulminando  ex- 
comuniones contra  un  pueblo  entero.  Opinaba  en 
consecuencia,  que  el  vicario  de  la  iglesia  de 
Vano  debia  ser  sometido  i  juicio,  con  cuyo  objeto 
debia  exigirsele  que  se  piesentase  en  la  capital  del 
Pera-  Agregó,  además,  el  fiscal:  «Así  mismo  podrá 
V.  E.  ordenar  que  si  no  ha  sido  suspmdido  y 
revocado  el  auto  de  excomunión,  el  ministerio  fiscal 
interponga  en  protección  del  pueblo  de  Lampa  el 
correspondiente  recurso  de  fuerza.» 

Aqui  comienzan,  como  se  vé,  los  funcionarios 
del  orden  civil  á  salir  del  terreno  infructuoso  de 
las  contemporizaciones  y  medidas  conciliadoras, 
para  entrar  en  el  orden  délas  medidas  reparadoras; 
y  así  se  continuó-  Con  fecha  20  de  Noviembre  del 
año  citado,  el  poder  ejecutivo,  en  un  decreto  su- 
premo, declaró  qu^í  el  referido  vicario  habia  infrin- 
gido la  Constitución  y  las  leyes  del  Estado  y,  con 
acuerdo  unánime  del  consejo  de  ministros,  lo  mandó 
someter  á  juicio,  el  cual,  según  las  leyes  del  Perú, 
debia  seguírsele,  en  primera  y  seguifda  instancia, 
ante    la  corte  suprema. 

El  vicario  se  negó  á  constituirse  voluntariamente 
en  Lima,  á    estar  á  derecho  ante    la    corte    &u- 
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prema,  apesar  de  las  reiteradas  y  moderadas  ins* 
tancias  que  se  le  hicieron.  Habo  necesidad  de , 
recarrir  á  las  medidas  coeKcitivas  y  se  empleó 
la  fuerza  para  trasladarlo  á  la  capital  del  Perú. 
Una  vez  allí  se  le  constituyó  en  prisión,  primero 
en  un  convento  de  franciscanos  descalzos  y  des 
pues<)  bajo  la  garantía  del  arzobispo  de  Lima^  en 
un  alojamiento  especial.  Debemo^^  hacer  notar 
de  paso,  que  el  arzobispo  mencionado,  al  ofrecer 
dicho  alojamiento  por  medio  de  una  comunicación 
oficial  dirijidaal  ministro  del  culto,  no  protestó 
contra  las  medidas  de  que  era  objeto  el  vicario  de 
fuño,  y  antes  bien  dijo  que  permanecería  en  el 
alojamiento  que  habia  ordenado  se  le  preparase, 
hasta  que  se  resolviese  la  cuestión,  á  que  habia 
dado  origen. 

Por  el  simple  hecho  de  su  traslación  á  Lima, 
el  vicario  de  Pnno  quedó  suspendido  en  el  ejercicio 
de  la  jurisdicción  diocesana;  quedó  privado,  por  la 
sola  acción  de  la  autoridad  civil  de  sus  funcio- 
nes eclesiásticas  de  vicario.  El  mismo  doctor 
Huerta  lo  comprendió  así,  y  al  salir  del  territo- 
rio de  su  jurisdicción  dejó  encargado  del  gobier- 
no eclesiástico  de  la  diócesis  al  canónigo  señor 
Francisco  Ruiz.  Hubo,  pues,  como  se  ve,  suspen- 
sión de  oficio*,  y  también  de  beneficio,  porque  le 
fu^on  retiradas  las  temporalidades  al  vicario  en- 
jukiido. 
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En  este  estado  la?  cosas,  se  prosiguió  el  juicio 
^criminal  observándose  los  trámites  prescritos  por 
la  ley.  El  vicario  culpable  se  negó  á  prestar  su 
declaración  instructiva  y  el  cabildo  de  Puno  por 
órgano  de  su  nuevo  vicario  protestó  contra  las  me- 
didas antedichas-,  pero  los  magistrados  del  tri- 
bunal supremo  siguieron  imperturbables  por  el 
sendero  que  le  trazaban  sus  deberes. 

Se  habría  pronunciado  en  esteju'cio  una  sentencia 
condenatoiia,  si  con  motivo  de  haberse  apaciguado 
las  pasiones  de  los  provocadores  del  conflicto,  el 
congi'eso  nacional  reunido  pocos  meses  después, 
no  hubiese  votado  una  ley  de  amnistía  en  favor  d^ 
los  funcionarios  eclesiásticos  culpables. 

Esa  ley  de  amnistía^  al  mismo  tiempo  que  puso 
término  á  la  cuestión,  de  un  modo  decoroso,  para 
los  representantes  de  las  dos  potestades,  dejó  san- 
cionada la  legalidad  de  los  procedimientos  del  po- 
der ejecutivo-,  por  que  la  amnistia  como  el  indulto 
solo  comprende  á  los  ciudadanos  que  se  encuentran 
enjuiciados  conforme  á  la  ley,  ó  bajo  el  peso  de 
una  sentencia  ejecutoriada. 

En  este  caso  se  ejercieron  las  funciones  del  patro, 
nato  sin  previa  concesión  ó  nuevo  reconocimiento 
de  parte  del  pontífice  romano,  y  se  ejercieron  con 
arreglo  á  las  leyes  de  indias  no  derogadas  con, 
posterioridad  ala  proclamación  de  la  independencia 
política  del  Perú,  y  á  las  leyes  patrias  respectivas. 
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Ellas  sirvieron  de  título  suficiente,  sin  necesidad  de 
recurrir  al  auxilio  de  las  autoridades  de  la  Iglesia, 
para  suspender  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  al 
vicario  de  Puno,  para  separarlo  del  lugar  de  su  re- 
sidencia y  para  someterlo  á  la  acción  de  los  tribuna- 
les ordinarios,  lo  mismo  que  para  declarar  nulos  los 
efectos  de  la  celebración  de  un  sínodo  diocesano. 

203. — Lo  expuesto  en  todo  el  capítulo  demuestra: 
V  Que  el  señor  vicario  Clara,  ya  como  gobernador 
del  obispado  de  la  diócesis  de  Córdoba,  ya  como  sim- 
ple canónigo,  ha  podido  ser  suspendido  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  mientras  se  fallaba  judicial- 
mente sobre  el  carácter  abusivo  de  sus  actos-,  2  ^ 
Que  aun  en  el  supuesto  de  que  solo  hubiera  podido 
ser  suspendido  en  su  Ci^rácter  de  canónigo,  su  inha- 
bilidad para  pertenecer  y.  concurrir  al  coro  de  la 
iglesia  catedral  deCórdoba,lo  inhabilitaba  igualmen- 
te para  ejercer  las  funciones  de  vicario-,     3*^     Que 
la  suspensión  pudo  ser   decretada  por    el    poder 
ejecutivo,    por    tratarse    de  una    medida    de    ca- 
rácter administrativo  y  no  contencioso,  según  las 
leyes  de  indias-,  por  estar  autorizado  para  ello  por  el 
artículo  86  inciso  10  de  la  Constitución  nacional  • 
por  haber  sido  esta  la  piáctica    constante  de  to- 
dos los  gobiernos-,  por  que,  en  fin,  esta  clase  de  actos 
son  por  su  naturaleza  y  sus  fines  esenualmente  ad- 
ministrativos, desde  que  solo  tienden  á  facilitar  el 
enjuiciamiento  de  los  culpables,  mas  no  á  imponer- 
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les  ana  pena  deñnitiva^  irrevocable  y  de  carácter 
ejecatoríado. 

De  este  modo  han  quedado  resueltas  las  tres 
cuestiones  de  derecho  planteadas  en  el  capítulo 
anterior. 


i 


CAPITULO   XY 

Suoesos  i*ef  eren  tes  á,  los  oasos  del 
Oi>ispo  de  Salta  y  cIg  los  vio  ii  los  fo- 
i*áneos  de  Jujuj"  y  de  Saiitlujifo  del 
CSstero. 


fi04.— Estableolmlanto  da  la  anaañanza  laioa  en  laa  aaoua- 
las  del  Salad D.—20->.  L.a  paatoral  dal  obiapo  da  Salta— 
SOO.  L^a  acoion  de  eata  ea  aacundada  pop  loa  vioarioa 
topAneon  da  Santiago  y  de  Jujuy,— S07.  Efectoa  de  e«taa 
madidaa  en  la  opinión— 203.  I  ifornne  que  preaentó  el 
procurador*  gen<»ral  de  la  na'^ion  A  pedido  del  poder 
ejecutivo— 209  Su^psnaio  i  dal  obispo  de  Salta,  deati- 
tuoion  de  loa  vioarloade  Santiago  y  de  Jujuy,  y  enjui- 
oiamiento  de  eetOH  tres  funoionarioe— SIO  Oeaobedeoi- 
miento  de  Ion  enjuioiado8~211.  Aotitud  de  otroa  prela- 
doa— 212.  El  ejecutivo  perdíale  en  8U9  r9aoluoione8^2l8 
Mue.*te  del  litnno.  aeñor  Riaso  t^atron— 214.  Opinión  del 
vicario  aeñor  Cau  acerca  de  eu  enjuiciamiento— 218. 
Cusationea  fundamentalea  A  que  dan  origen  loa  auce- 
aoa  anteriorea. 


204. — El  caso  del  viíjario  señor  Clara  no  fué  un 
hecho  aislado  en  el  trascurso  del  año  1884.  Sea 
que  su  actitud  conti'a  los  derechos  y  prerogativas 
del  ppder  civil  obedeciese  á  un  plan  de  campaña 


■ 
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concebido  y  decretado  de  antemaiio;^  sea  que  su  celo 
fanático  despertase  una  mal  entendida  einulaciv>a  en 
otros  pastores  de  la  iglesia  argentina;  sea,  en  fin. 
que  algunos  otros  funcionarios  eclesiásticos  creye- 
sen, sincera  y  realmente,  que  se  trataba  de  desco- 
nocer ó  vulnerar  los  derechos  de  la  Iglesia,  lo  cierto 
es  que  algunos  prelados  creyeron  llegado  el  mo- 
mento de  lanzar  el  grito  de  alarma  en  el  campamento 
de  sus  correligionarios  y  de  emprender  una  cruzada 
enérgica  y  violenta  contra  las  leyes  y  T-esoluciones 
del  poder  civil. 

Ademas  'le  los  sucesos  que  precedieron  á  las 
pastorales  del  vicario  de  Córdoba  y  de  las  medidas 
adoptadas  pnra  reprimirlos  mal  inspirados  avances 
de  este  funcionario^  se  valieion  de  otro  pretexto  al- 
gunos obispos,  para  despertar  nuevos  enconos  contra 
el  gobierno  y  para  concitarle  la  opinión  djel  pais. 

Ebte  nuevo  pretexto  fué  la  Jey  de  enseñanza  pú- 
blica de  las  escuelas  primarias,  dictada  el  ocho  de 
Julia,  por  la  cual  se  estableció  el  principio  de  l^t  en- 
señanza laica,  en  la  siguiente  forma: 

<  Art.  6  "^  El  mínimum  de  instrucción  -obliga- 
toria comprende  las  siguientes  materias:  lectura  y 
escritura;  aritmética  (las  cuatro  primei'as  reglas  de 
los  números  enteros,  y  el  conocimiento  del-  sistema 
métrico  decimal  y  la  ley  nacional  de  monedas,  pesas 
y  medidas);  geografía  particular  de  la  República  y 
nociones  de  geografía  universal;  historia  particular 
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de  la  República  y  nociones  de  historia  general;  idio- 
ma nacional;  moral  y  urbanidad^  nociofies  de  hi- 
giene; nociones  de  ciencias  matemáticas,  físicas  y 
naturales;  nociones  de  dibujo  y  música  yoc^l;  gioi- 
nástica,  y  conocimiento  de  la  Constitución  nacional. 

«  Para  las  niñas  será  obligatorio,  además,  ej  co- 
nocimiento de  labores  de  manos  y  nociones  de  eco.- 
nomia  doméstica. 

«  Para  los  varones,  el  conocimiento  de  los  ejerci- 
cios y  evoluciones  militares  mas  sencillos,  y  en  las 
campañas,  nociones  de  agricultura  y  ganadería. 

«  Art.  7  ®  En  las  escuelas  públicas  se  enseñará 
todas  las  materias  que  comprende  el  mínimum  de 
instrucción  obligatoria,  desarrollándolas  con vqnien; 
temente  según  las  necesidades  del  pais  y  capacidad 
de  los  ediñcios  escolares. 

«Art.  8*^  La  enseñanza  religiosa  solo  podra  ser 
dada  en  las  escuelas  públicas  por  los  ministros  auto- 
rizados de  los  diferentes  cultos,  á  los  niños  de  %\\ 
respectiva  comunión,  y  antes  ó  de^spues  de  las  horas 
de  clase.» 

La  ley  que  contiene  los  artículos  precitados,  fué 
dictada  después  de  muy  extensos  y  laboriosos  deba- 
tes en  el  congreso  nacional,  jiroducidos  especialmen- 
te en  las  sesiones  de  la  cámara  de  diputados  del 
año  1883.  Las,  diferentes  fracciones  del  partido 
clerical  hicieron,  en  el  congreso  y  fuera  de  él,  todos . 
los  esfuerzos  necesarios    para  impedir    que  fuese 
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dictada,  pero  no  pudieron  conseguir  su  objeto. 
Esto  no  fué  un  obstáculo  para  que  dicha  ley  conti- 
nuara siendo  el  blanco  de  nuevos  ataques  coní  los 
cuales  se  trató  de  minar  su  autoridad  y  su  prestigio, 
tarea  bastante  inútil  si  se  considera  que  la  inmensa 
mayoría  de  la  nación  se  adhirió  desde  un  príncif  io 
á  esta  clase  de  reformas  introducidas  en  el  sis- 
tema de  enseñanza. 

205. — Entre  los  funcionarios  de  lá  iglesia  argen- 
tina, se  distinguió  por  su  actitud  francamente  agre- 
siva, el  iltmo.  obispo  de  la  diócesis  de  Salta,  fi*ay 
Buenaventura  Risso  Patrón.  En  una  pastoral  que 
lanzó  en  el  mes  de  Setiembre  de  1884,  se  expresó 
en  estos  términos: 

«En  esta  virtud,  pues,  juzgamos*  innecesario  vin- 
dicar la  doctrina  sentada  y  defendida  en  sus  doctísi- 
mas pastorales  por  el  vicario  Clara;  pero  agrega- 
remos aquí  para  los  pocos  que  no  ló  sepan,  que  ese 
mandato  prohibitivo  es  universal,  que  lo  que  obliga 
álos  católicos  de  Córdoba,  obliga  con  la  misma 
fuerza  á  los  da  las  diócesis  de  Salta  y  del  mundo 
entero. 

«Entiendan,  pues,   los  padres  y  penétrense  las 

4 

madres  de  esta  grandísima  obligación— de  la  res- 
ponsabilidad de  que  se  harán  reos  ante  el  ju^^z  su- 
premo por  la  ruina  espiritual  de  sus  hijos  y  que  ellos 
tuviesen  colocados  en  calidad  de  internos  ó  exter- 
nos en  las  mencionadas  escuelas,  ya  sean    estas 
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dirigidas  por  hereges,  cualquiera  que  sea  su  deno- 
miDacion  y  aun  que  fuesen  tenidas  por  católicos, 
con  tal  que  la  escuela  sea  laica,  ó  que  de  hecho  esté 
excluida  la  enseñanza  del  catecismo^  están  en  el 
deber  de  retirarlos  á  la  brevedad  posible,  so  pona 
de  gran  culpa  y  de  ser  privados  del  beneficio  de 
los  sacramentos. 

«El  lleno  de  este  deber  no  lo  eremos  difícil, 
puesto  que  existen  escuelas  y  colegios,  que  sin 
menoscabo  de  la  enseñanza  científica,  dan  una  edu- 
cación honradamente  cristiana, 

«Aparte  de  la  precedente  declaración  y  de  las 
instrucciones  que  ya  tenemos  dadas  á  varios  sacer- 
dotes que  nos  hablan  consultado  sobre  esta  materia, 

'i  •      <- 

para  mayor  descargo  de  nuestra  conciencia  y  cum- 
plimiento de  nuestros  deberes  pastorales,  mandamos 
del  modo  mas  formal,  que  ningún  eclesiástico,  sei;u- 
lar  ni  regular,  ni  los  qie  tengan  cura  de  almas, 
concurran  á  dichas  escuelas  á  dar  enseñanza  reli. 
glosa.» 

a06;-7-Los  anatemasy  mandatos  contenidos  en  la 
pastoral  cu  jos  párrafos  mas  pertinentes  dejamos 
citados,  fueron  reproducidos  por  los  vicarios  forá- 
neos de  las  provincias  de  Santiago  del  Estero  y  de 
Jujuy,  señores  Rainerio  J.  Lugones  y  Demetrio 
Cau,  los  cuales  promulgaron  la  pastoral  y  la  man- 
daron cumplir  en  el  territorio  sometido  á  su  juris 
dicción  esipiritual. 
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207.— Estas  medulas,  completamente  agenasal  es- 
píritu de  la  época  y  á  los  principios  en  que  reposa 
la  organización  política  de  la^  sociedades  modernas, 
produjeron  en  la  opinión  resultados  análogos  &  los 
que  engendraron  las  pastorales  del  señor  Clara. 
En  el  primer  momento  vaciló  la  firmeza  de  convio 
cion  de  algunos  padres  de  familia  residentes  en 
las  provincias  mencionadas,  los  cuales  retiraron  á 
sus  hijos  de  las  escuelas  oficiales;  pero  no  trascur- 
rieron muchos  dias  sin  que  la  reacción  se  produ- 
jera de  la  mi^neía  mas  firme  y  expontánea.  Los 
alumnos  retirados  momentáneamente  de  las  escue- 
las fueron  restituidos  á  ellas  y  nadie  siguió  creyen- 
do que  el  principio  de  la  enseñanza  laica,  llamado 
á  prestar  una  nueva  garantía  al  de  la  libertad  de 
conciencia,  pudiese  pervertir  ó  extraviar  el  espíritu 
de  los  niños  que  se  educan  en  las  escuelas  oficia- 
les. 

En  el  rasto  de  la*  República,  la  gran  mayoría, 
incluso  muchos  católicos,  deploraron  que  personas 
serias  y  respetables  como  el  ?eñor  Risso .  Patrón 
enarbolaran  como  enseña  de  combate,  la  bandeía 
religiosa,  permitieían  que  á  su  sombra  se  obijasen 
las  pasiones  políticas  y  expusiesen  á  aquella,  de 
este  modo,  á  ser  ultrajada  en  el  fragor  de  las 
contiendas,  civiles,  por  los  mismos  que  de  ella  so 
servían  para  prestigiar  su  causa. 

208.— 'El  gobierno  nacional  no  podia  cruzarse 
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de  brazos  ni  consentir  con  su  silencio  en  el  vili- 
pendio de  las  Iftyes,  por  los  mismos  funcionarios 
llamados  á  facilitar  su  cumplimiento,  en  la  esfera  de 
su  misión  especial.  Si  se  hubiese  tratado  de  actos 
privados  ó  de  simples  ciudadanos,  su  acción  se  ha- 
bría ejercitado  dentro  de  los  límites  que  garantizan 
la  emisión  del  pensamiento.  Pero  en  este  caso^  como 
en  el  del  seftor  Clara,  se  trataba  de  un  funcionario 
público  rentado  por  el  Estado  que  procedia  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  oficiales. 

Los  antecedentes  se  pasaron  al  seftor  procurador 
de  la  nación.  Este  funcionario,  en  una  luminosa 
vista,  estudió  el  asunto  bajo  su  triple  faz  legal,  his- 
tórica y  filosófica.  Su  opinión  la  consideramos 
sintetizada  en  estos  tres  párrafos  que  tomamos  de 
diferentes  partes  del  di<ítámen: 

«La  pastoral  del  señor  obispo,  lógicamente  se 
desprende  de  lo  que  queda  expuesto,  invade  las  fun- 
ciones del  poder  civil,  contraria  sus  propósitos,  y 
esteriliza  8us  esfuerzos  y  sacrificios  en  la  mas  grande 
y  noble  de  las  causas. 

«Asi  como  el  poder  civil  no  puede  prohibir,  ni 
menos  castigar,  que  les  fieles  oigan  misa  ó  se  confie- 
sen,— asi  la  iglesia  no  puede  prohibir,,  ni  castigar 
con  las  penas  á  su  alcance,  que  los  ciudadanos  man- 
den sus  hijos  á  las  escuelas,  paguen  sus  contribucio- 
nes ó  se  enrolen  en  la  guardia  nacional. 

«El  presidente  eselgefe    déla    administración, 
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nombra  y  remueve  sus  empleados.  Elige  y  nombra 
á  los  obispos;  bajo  este  carácter,  y  en  cuanto  son 
sostenidos  por  el  Estado,  son  ellos  empleados  de  la 
administración,  según  en  otra  oportunidad  lo  he  de 
mostrado,  y  el  presidente  puede  separarlos  del 
gobierno  de  su  diócesis,  sin  que  ello  importe  des- 
pojarles de  su  investidura  canónica. 

«I  es  esto  desde  luego  lo  que  corresponde,  y  lo 
que  pido,  con  respecto  al  señor  obispo  Risso,  como 
en  el  caso  del  ex-vicario  Clara.  Deberá  ademas 
ordenar  V.  E.  pasen  estos  antecedentes  al  señor 
procurador  fiscal  de  Salta  para  que  deduzca  contra 
S.  S.  I.  la  acusación  á  que  haya  lugar.» 

209.— Fundado  en  el  referido  dictamen  y  en 
otras  consideraciones  que  después  examinaremos,  el 
poder  ejecutivo  expidió  un  decreto  cuya  parte  dis- 
positiva fué  la  siguiente:» 

Ai't.  1*" — Queda  suspendido  el  reverendo  obispo 
de  Salta  fray  Buenaventura  llisso  Patrón  de  la  ad- 
ministración y  jurisdicción  que  ejercía  en  el  territorio 
de  la  diócesis,  conferidas  por  el  Estado  al  presen- 
tarlo á  su  santidad  y  a¡  acordar  el  pase  á  la  bula  de 
institución  por  decreto  de  Noviembre  23  de  1860. 

Art.  2*^ — Quedan  separados  del  puesto  que 
desempeñaban  los  vicarios  foráneos  de  Santiago  del 
Estero  y  de  Jujuy. 

Art.  S**— Remítase  copia  de  los  documentos  res- 
pectivos á  los  fiscales  nacionales  de  Salta,  de  Jujuy 


y  de  Santiago  del  Estero^  á  fin  de  que  entablen  ante 
el  juez  federal  del  distrito  la  acción  que  corresponde 
contra  SS.  iltma.  el  señor  obispo  de  Salta  fray  Bue- 
naventura Risso  Patrón,  el  vicario  foráneo  de  Jujuy 
don  Demetrio  Cau  y  el  de  Santiago  don  Rainerio 
J.  Lugones. 

210.— La  cuestión  quedó  resuelta,  de  este  modo, 
en  el  terreno  de  las  leyes  y  de  las  conveniencias 
publicas,  pero  no  en  el  terreno  de  los  hechos.  Ni 
el  obispo  de  Salta  obedeció  el  mandato  de  suspen- 
(jion  y  enjuiciamente  dirigido  cotra  él,  ni  los 
vicarios  foráneos  mencionados  cumplieron  el  decreto 
en  virtud  del  cual  fueron  separados  de  sus  respec- 
tivos puestos.  Uno  de  estos  vicarios,  el  señor 
Lugones,  decia  en  un  oficio  dirigido  al  ministro  del 
culto,  que  no  le  era  lícito  dejar  la  jurisdicción  ecle- 
siástica que  ejercía,  sino  en  manos  de  la  Iglesia  de 
quien  la  habia  recibido  y  no  en  la  del  Estado,  cuyo 
representante,  el  gobierno,  no  podia  conferirla. 
«Si  V.E.  me  impide  por  la  fuerza,  agregó,  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  eclesiástica,  no  por  eso 
dejará  de  ser  una  verdad  católica  que  solo  la  igle- 
sia puede  retirármela  validamente,  y  lamentaré  los 
males  que  de  esto  puedan  seguirse  á  las  almas  y 
la  turbación  de  las  conciencias  por  falta  de 
ejercicio  de  la  jurisdicción  legítima  y  otras  per- 
turbaciones que  pueden  sobrevenir  ^un  en  el 
orden  civil.» 


V 

^  384  — 

211. — Las  cuestiones  suscitadas  por  los  funcio- 
narios eclesiásticos  aludidos  estuvieron  á  punto  de 
producir  nuevas  y  gi*aves  complicaciones,  por  el 
apoyo  mas  ó  menos  franco  que  le  prestaron  otros 
miembros  del  alto  clero.  El  nuevo  obispo  de  la 
diócesis  de  Córdoba  fray  Oapistrano  Tissera,  que 
al  ocupar  su  silla  apostólica  parecía  dotado  del 
mejor  espíritu  de  mansedumbre  y  de  conciliación, 
se  dejó  dominar  un  momento  por  el  influjo  de  las 
pasiones  excitadas  de  sus  correligionarios,  y  escribió 
al  obispo  de  Salta  una  carta  de  felicitación,  por  la 
pastoral  de  que  hemes  hablado.  Algo  parecido 
hicieron,  en  documentos  distintos,  otros  obispos  de 
la  República.  Y,  como  para  rematar  esta  obra  de 
resistencia  al  poder  civil,  de  desprestigio  de  la»  leyes 
nacionales  y  de  solidaridad  entre  los  sacerdotes  en- 
cargados del  gobierno  de  las  diferente  diócesis  del 
pais,  el  Iltmo.  arzobispo  de  Buenos  Aires,  monseñor 
Federico  Aneiros,  en  un  oficio  dirigido  al  ministro 
del  culto  le  decía: 

«La  triste  nueva  de  la  muerte  de  dicho  señor 
obispo  (el  de  Salta),  me  excusara  de  contestar  si 
fuera  solo  personal  su  contenido.  Mas,  oído  el 
dictamen  y  opinión  del  V.  Consejo,  debo  exponer  á 
V.  15.  que  las  causas  que  se  refieren  á  la  destitución 
ó  traslación  de  los  obispos  son  de  la  exclusiva 
competencia  del  sumo  pontífice,  único  juez  privativo 
en  ellas.     E^te  punto  de  derecho  canónico  no  ad- 
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míte  diula,  ni  está  sujeto  á  cuestión  alguna  y  así 
lo  reconoce  y  lo  establece  el  doctor  Velez .  Sarsfield 
en  su  obra  de  derecho  público  eclesiástico,  pági- 
na 57. 

«Proceder  de  otro  modo  seria  desconocer  la  ge- 
rarquía  de  la  Iglesia  y  tras  de  ella  su  independencia 
misma.» 

212. — Bien  se  comprende  que  esta  propaganda 
obedecía,  en  parte,  al  propósito  de  revindicar  los 
pretendidos  derechos  que  la  iglesia  argentina  re- 
clama, bajo  el  falso  supuesto  de  la  no  existencia 
del  patronato  nacional.  También  se  trataba  de 
pesentar  al  gobierno  la  perspectiva  de  un  conflicto 
general,  para  intimidarlo  y  hacerlo  renunciar  al 
propósito  de  llevar  á  cabo  las  medidas  reparadoras 
ya  dictadas. 

Pero  el  ejecutivo,  con  firmeza  y  sagacidad  á  la 
vez,  consiguió  desbaratar  los  planes  fraguados  por 
la  coalición  clerical.  Persistió,  por  un  lado,  en  lle- 
var adelante  las  medidas  dictadas  contra  los  que 
hablan  asumido  una  actitud  francamente  rebelde 
contra  las  leyes  del  pais,  y  relegó  al  olvido  la  con- 
ducta de  aquellos  otros  funcionarios  que  si  bien 
cómplices  de  los  primeros,  no  dieron  á  sus  actos  la 
la  resonancia  de  estos,  ni  se  valieron  de  pastorales 
para  incitar  á  la  desobediencia  de  dichas  leyes. 

Así;  mientras  se  prosiguió  el  enjuiciamiento  de 
los  vicarios  foráneos  de  Jujuy  y  de  Santiago  del 
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Estero,  por  haber  seguido  ejerciendo  las  funciones 
de  que  habían  sido  privados  y  por  la  parta  que 
tuvieron  en  la  ejecución  transitoria  de  la  pastoral 
del  obispo  de  Salta-,  á  los  deraas  prelados,  que  ha- 
bían entonado,  sotto  voce,,  un  coro  de  alabanzas  en 
honor  del  señor  Risso,  no  se  les  molestó  por  esta  cau- 
sa, ni  se  les  apercibió  siquiera. 

218.— La  muerte  sorprendió  al  iltmo.  señor 
Risso  Patrón  obispo  de  Salta,  cuando  se  encontraba 
comprometido  en  esta  lucha  y  cuando  la  resignación 
y  valor  moral  con  que  la  llevaba  á  cabo,  eran  verda- 
deros síntomas  de  que  obedecía  A  convicciones,  si 
bien  extraviadas,  profundamente  sinceras.  Este 
incidente  puso  término,  de  hecho,  á  las  cuestiones 
de  competencia  en  que  se  hallaba  empeñado,  que- 
dando subsistentes  las  que  se  refeiían  á  los  vicarios 
foráneos  ante  referidos. 

214. — La  misma  resistencia  presentada  por  estos 
últimos,  para  cesar  en  el  ejercicio  de  sus  respectivos 
cargos,  opusieron  paj^a  someterse  al  enjuiciamiento 
decretado  contra  ellos. 

Los  miembros  del  clero,  especialmente  los  que 
ejercen  jurisdicción  en  alguna  iglesia,  se  han  creído 
desligados  por  completo  de  la  sociedad  civil,  sin 
ninguna  clase  de  deberes  para  con  las  autoridades 
constituidas  en  su  seno.  A  fin  de  que  se  tenga 
una  idea  de  las  exageradas  pretensiones  reveladas 
en  el  trascurso  de  estos  conñictos,  reproducimos  en 
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seguida  una  parte  del  oficio  dirigido  por  el  señor 
Demetrio  Can  al  juez  federal  de  Jujuy,  eh  contes- 
tación al  traslado  que  se  le  dio  de  la  querella  criminal 
entablada  contra  él,  por  el  representante  del  minis- 
terio fiscal  en  dicha  provincia. 

«  Acordándome  la  Constitución  la  mas  formal  li- 
bertad de  conciencia,  tanto  como  ciudadano  argenti- 
no, como  perteneciente  á  una  religión  y  culto,  por 
cuya  incolumidad  debo  velar,  como  su  representante 
y  cabeza  en  esta  provincia^  creo  firmemente  y  estoy 
persuadido  de  haber  hecho  un  legítimo  uso  de  este 
derecho  doblemente  libre,  lo  cual  no  puede  ser  un 
crimen  que  merezca  el  que  el  señor  fiscal  nacional 
ad  hoc  se  ocupe  de  escribir  un  difuso  folleto  paVa 
acusarme;  en  segundo  higar,  creo  no  haber  faltado 
á  ninguna  disposición  civil  obedeciendo  á  mi  supe- 
rior eclesiástico  dando  el  «  manifiesto  >  acusado;  al 
contrario  cumplia  con  un  deber  de  conciencia  pres- 
crito por  la  Iglesia  á  que  pertenezco;  en  tercer  lugar 
formo  parte  de  una  jerarquía  Independiente  del 
Estado^  é  infinitamente  superior  á  todos  los  grados 
de  la  sociedad  civil;  consideraciones  todas  que  me 
ponen  en  el  ineludible  deber  'de  desconocer  como 
desconozco  la  competencia  del  señor  juez  de  sec- 
cion^  para  poder  ejecutar  contra  mi  persona  como 
autoridad  de  la  Iglesia,  acto  alguno  de  jurisdicción, 
por  no  ser  la  materia  de  que  sqy  acusado  pertinente 
al  foro  civil,  y  sí  al  tribunal  eclesiástico,  único  que 
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puede  y  debe  juzgar  cuestiones  purai^ente  relig^iosas 
dogmáticas,  como  creo  no  ignora  el  juez  fedei^al.» 

Asi,  en  concepto  del  seilor  Oau,  como  en  con- 
cepto de  todos  sus  correligionarios,  hay  dentro 
del  Estado  una  jerarquía  de  personas  inmunes  é 
irresponsables,  que  no  solamente  son  independientes 
del  orden  político,  si  no  superiores  á  todos  los  gi'ados 
de  la  sociedad  civil. 

Tan  avanzadas  aseveraciones  formuladas  por  fun- 
cionarios que  el  Estado  sustenta  y  cuj^a  importancia, 
en  el  orden  social,  depende  de  los  honores  y  prero- 
gativas  decretadas  en  su  fiívor  por  las  leyes  civiles, 
parecen  mas  bien  delirios  de  una  imaginación  exal- 
tada por  el  fanatismo,  que  frutos  de  una  inteligencia 
que  examina  y  percibe  las  cosas  bajo  el  punto  de  vista 
de  su  realidad  objetiva. 

Lo  expuesto  basta  para  demostrar  que  si  el  go- 
bierno argentino  hubiese  sido  del  todo  complacieinte 
con  las  exageradas  pretensiones  del  clero,  ya  no 
pretenderla  éste  constituir  una  jerai'qnia  indepen- 
diente del  Estado  y  superior  á  todos  los  grados  de  la 
sociedad  civil;  reclamaría  para  sí  ó  para  sus  miem 
bros  mas  conspicuos,'  el  derecho  de  regir  perpetua 
mente  los  destinos  del  pais,  como  una  prerogativa 
inherente  á  la  investidura  sacerdotal. 

Estudiando  las  cosas  en  sus  últimos  resultados,  en 
su  significación  práctica  y  trascendental,  esto  es  lo 
que  indudablemente  pretende  el  clero,  al  exigir  que 
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los gobiernos  en  nada  coijU^arien  ó  dificulten  los 
mandatos  déla  curia  romana,  por  insostenibles.,  aten- 
tatorios ó  absurdos  quesean. 

Si  no  hubiese  firmeza  para  contener  el  pernicioso 
desborde  de  sus  impulsos,  entonces  ya  no  se  limi- 
tarla á  convertir  las  instituciones  políticas  eia  instru- 
mentos de  sus  designios,  sino  que  á  semejanza  de 
Luis  XIV  pretenderla  identificarse  con  el  poder  pú- 
blico y  el  Estado  exclamando:    El  Estado  soy  yo. 

215. — Los  diferentes  hechos  relatados,  dan  ori- 
gen á  varias  cuestiones,  resueltas  ya  por  los  poderes 
políticos,  que  podemos  enunciar  en  la  siguiente  forma. 

1  ^  ¿Ha  podido  el  congreso  nacional,  con  arre- 
glo á  sus  atiibuciones,  dictar  la  ley  de  enseñanza 
laica,  en  la  forma  que  lo  hizo? 

2*— ¿Pudo  el  poder  ejecutivo,  con  arreglo  á  sus 
facultades,  decretar  la  suspensión  y  enjuiciamiento 
del  iltmo.  obispo  de  Salta,  sefior  Risso  Patrón,  por 
la  carta  pastoral  que  publicó? 

3**  — ¿Pudo  el  mismo  poder  ejecutivo  separar  de 
•  sus  puestos  y  someter  á  juicio. á  los  vicarios  forá- 
neos de  Santiago  del  Estero  y  de  Jujuy?    . 

Por  el  tenor  de  las  observaciones  ya  hechas  se 
comprenderá  que  nuestra  contestación  á  las  tres 
preguntas  es  afirmativa.  Vamos  á  presentar,  en 
los  siguientes  capítulos,  los  fundamentos  de  nu^tra 
opinión. 


CAPITULO  XYI 

La  fey  dle  onsenanza  laioa 


216.  Importancia  de  ios  debates  parlanientapios— 217.  Al 
Estado  pertenece  el  derecho  de  reglamentar  la  ense- 
ñanza— 218.  También  le  corresponde  el  deber  de  pro- 
porcionar la  instrucción  primaria. — 219.  Argumento 
basado  en  el  supuesto  de  que  al  Estado  no  correspondan 
estas  funciones  — 220.  L.a  libertad  de  conciencia  y  la 
enseñanzapública—221.  Preceptos  constitucionales  que 
han  reservado  al  poder  político  el  derecho  de  regla- 
nnentar  la  enseñanza — 222.  L.as  libertades  de  concien- 
cia y  de  enseñanza  exigen  que  las  escuelas  sean  laicas 
— 223.  L.a  enseñanza  laica  es  una  derivación  natural 
de  las  funciones  del  Estado— 224.  La  enseñanza  reli- 
giosa obligatoria  supone  que  el  Estado  debe  someterse 
A  la  autoridad  de  la  Iglesia— 228.  L.a  enseñanza  religio- 
sa obligatoria  atribuye  al  Estado  un  poder  hbsorvente, 
peligroso  para  las  libertades  públicas— 220.  El  Estado 
laico  solo  puede  dictar  leyes  de  carácter  laico  -227.  El 
sostenimiento  del  culto  católico  no  implica  el  deber  de 
fomentar  la  enseñanza  religiosa— 228.  El  Estado  neutro 
en  materias  de  enseñanza  religiosa  no  es  el  Estado  ateo 
— 220.  L.as  opiniones  del  señor  Goyena  ¡aplicadas  en 
favor  de  la  enseñanza  laica— 230.  L.os  argumentos  del 
señor  Achával  Rodríguez— .281  L.a  enseñanza  obligato- 
ria de  las  doctrinas  ultra-católicas  en  las  escuelas, 
entraña  serios  peligros  para  las  instituciones  del  Es- 
tado—282.  I^a  enseñanza  laica  y  la  calidad  de  católico 
del  presidente  de  la  República. 

O 

216— La  ley  de  educación  común,  vigente  hoy, 
fué  el  fruto  de  prolongados  y  ardientes  debates  en 
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las  cámaras  legislativas  argentinas.  La  cuestión  rela- 
tiva Á  la  laicidad  de  la  enseñanza  fué  estudiada  por  los 
mas  distinguidos  oradores  de  ambos  bandos— el 
liberal  y  el  clerical — con  la  elevación  y  la  profun- 
didad propias  de  los  legisladores  preparados  i^ara 
resolver  los  mas  arduos  problemas  d%  la  vida  na- 
cional. 

La  razón  y  el  número  se  inclinaron  del  lado  de 
los  que  trabajaron  por  independizar  la  conciencia 
del  nifio  de  la  tutela  de  la  comunión  religiosa  que 
pretendía  el  monopolio  de  la  ensefñanza;  pero  en  ho- 
nor de  la  verdad  es  justo  declarar  que  los  vencidos 
en  esta  gloriosa  jornada  fueron  ¿lignos  campeones  de 
sus  adversarios  y  defendieron,  palmo  á  palmo,  sin 
caer  en  el  desaliento  un  solo  instante,  el  terreno  que 
creyeron  definitivamente  conquistado  y  domina- 
do. 

Sin  volver  sobre  los  variados  incidentes  que  ro- 
daron en  el  fragor  de  aquella  lucha,  vamos  á  limitar- 
nos á  consideraciones  relacionadas  con  el  objeto  del 
presente  libro,  y  muy  especialmente  con  el  carácter 
de  la  pastoral  del  obispo  de  Salta.         ^ 

217— Desde  luego,  es  incuestionable  el  derecho 
del  Estado  para  reglamentar  la  educación,  dentro  de 
los  límites  permitidos  por  los  principios  de  la  libertad 
de  conciencia  y  de  enseñanza. 

La  enseñanza  no  pertenece  exclusivamente  á  la 
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vida  privada;  es  muy  marcada  su  influencia  en 
la  vida  pública.  No  hay  ministerio,  profesión  tí 
oficio,  pertenecientes  al  orden  de  la  vida  social, 
que  para  ser  desempeñado  satisfactoriamente  no 
requiera  una  preparación  especial  ¿Podrían  los 
funcionarios  públicos  judiciales,  políticos  de  ha- 
cienda, puramente  administrativos  ó  eclesiásticos, 
llenar  su  cometido,  sin  el  estudio  previo  de  las 
ciencias  y  de  las  leyes  relacionadas  con  el  ejer- 
cicio de  su  ministerio?    ¿Podría  esperarse  que  un 

m 

país  estuviese  regido  por  leyes  adecuadas  á  su 
propia  índole,  si  sus  legisladores  fueseu  escogidos 
entre  las  clases  mas  ínfimas  é  ignorantes  de  la  so- 
ciedad? '        •   • 

¡Cuantos  de  los  males  con  que  la  humanidad 
ha  tenido  que  luchar  en  el  trascurso  de  sus  in- 
cesantes evoluciones,  han  provenido  de  la  falta  de 
preparación  intelectual  en  los  hombres  que  han 
fijado  rumbos  á  sus  destinos! 

¿Qué  cosa  fué  el  desconcierto  y  la  ruina  moral 
y  material  de  la  sociedad  pagana,  sino  el  imperio 
de  los  errores  y  de  la  ceguedad  de  los  hombres 
embrutecidos  por  la  sensualidad  y  otras  pasiones? 
¿Qué  fué  la  irrupción  de  los  bárbaros  en  la  edad 
media,  sino  el  imperio  de  la  fuerza  bruta  puesta 
al  servicio  de  la  ignorancia?  ¿Como  se  explican 
los  estragos  de  la  demagogia  en  épocas  de  revuelta. 


-  894  — 

sino  por  que  en  esos  momentos  de  trastorno,  suelen 
sobreponerse  las  clases  ignorantes  á  la  acción  orga- 
nizadora de  los  ciudadanos  ilustrados? 

Los  pueblos  prosperan  en  todo  sentido  á  medi- 
da que  su  ilustración  es  mayor,  asi  como  decaen 
y  sucumben  cuando  sobre  el  horizonte  de  sus  des- 
tinos se  extienden  las  funestas  tinieblas  de  la  igno- 
rancia. 

La  enseñanza  tiene  un  carácter  esencialmen- 
te social;  es  un  elemento  constitutivo  de  la  vida 
nacional;  es  indispensable,  no  solajnente  para  el 
mejor  cumplimiento  de  los  deberes  del  dominio  de 
la  vida  privada,  sino  absolutamente  necesaria  para 
el  ejercicio  de  los  derechos  políticos  y  civiles  y  para 
el  cumplimiento  de  los  deberes  relacionados  con  la 
vida  pública. 

Ahora  bien,  todo  lo  que  tiene  un  carácter  eminen- 
temente social,  todo  lo  que  se  refiere  á  las  relacio- 
nes- entre  los  hombres  y  puede  ser  por  consiguiente 
objeto  del  derecho,  todo,  en  fin,  lo  que  se  roza  con 
la  vida  pública  y  ne  relaciona  con  el  drden;— todo 
eso  es  del  dominio  del  Estado,  del  resorte  de  los 
poderes  públicos  y  está  dentro  del  límite  de  sus 
mas  fundamentales  atribuciones. 

El  Estado  tiene,  por  lo  tanto,  el  derecho  de 
reglamentar  la  instrucción,  para  procurar  que 
se  haga  extensiva  al  mayor  número  y  á  la  totalidad 
de  los  miembros  de  la  sociedad  si  es  posible ;  para 
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propender  á  que  en  ks  escuelas  y  colegios  no  se 
descuide  la  enseñanza  de*  aquellos  ramos  absolu- 
tomente  indispensables  al  ejercicio  de  las  funciones 
de  los  ciudadanos  y  magistrados;  para  impedir  que 
so  pretexto  de  enseñanza,  se  ejeraa  lina  tutela 
odiosa  sobre  las  conciencias,  ó  se  procure  inculcar 
ideas  contrarias  á  los  preceptos  fundamentales  de  la 
moral  universal,  protegidos  y  amparados  por  las 
leyes  del  pais. 

Mas  incuestionable  es  este  derecho  tratándose  de 
las .  escuelas  públicas,  es  decir  de  aquellas  que  siendo 
fundadas  y  sostenidas  con  los  recursos  del  Estado 
tienen  un  carácter  oficial.  Dichas  escuelas  están 
sometidas,  no  solo  al  régimen  general  de  enseñanza 
establecido  por  las  leyes,  sino  al  régimen  interno 
dictado  por  el  poder  político.  Ija  acción  del  Es- 
tado sobre  tales  establecimientos,  es  inmediata  y 
directa.  JiOs  directores  de  las  escuelas  oficiales^ — 
por  mucha  que  sea  la  independencia  que  se  les 
quiera  y  deba  dar, — no  dejan  de  ser  empleados  del 
Estado,  rentados  por  este  y  especialmente  obliga- 
dos, como  todo  empleado  público,  á  concurrir  al 
mejor  cumplimiento  de  las  leyes  del  pais 

218. — La  intervención  del  Estado  en  esta  clase 
de  materias,  es  no  solamente  el  resultado  del  ejer- 
cicio de  un  derecho,  sino  del  cumplimiento  de  un 
deber. 
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Todo  ciudadano  tiene  derecho  á  los  medios  ab- 
soUitamente  indispensables  á  la  satisfacción  de  sus 
necesidades.  A  la  sociedad  representada  por  el 
Estado,  como  encai'gada  de  garantir  el  derecho  y 
de  armoniíar  el  ejercicio  de  las  fuerzas  sociales, 
le  corresponde  el  deber  correlativo  á  este  derecho. 
Cnuiple  su  misión  en  este  sentido,  fundando  talle- 
res, escuelas  y  hospicios  en  los  cuales  se  propor- 
cionan los  recursos  morales,  intelectuales  y  materia- 
les necesarios  a  la  subsistencia  de  los  que  han 
menester  de  ellos. 

De  otro  modo.  Kl  hombre  tiene  derecho  á  la 
vida.  La  vida  no  consiste  únicamente  en  la  con- 
servación y  desarrollo  de  las  facultades  físicas:  esa 
es  la  vida  animal.  La  vida  intelectual  y  moral  del 
hombre  es  superior  á  esta,  por  sus  condiciones  cons- 
titutivas, por  su  naturaleza  intrínseca  y  por  su 
influencia  en  el  desarrollo  social.  El  derecho  á  la 
vida  intelectual  y  moral,  ó  sea  á  la  educación,  es 
incuestionable:  es  un  derecho  mas  sagrado  y  mas 
importante  que  el  referente  á  la  vida  material. 
Si  este  derecho  no  se  hiciera  efectivo;  si  las  ne- 
cesidades de  donde  nace  no  se  satisficiesen,  se 
rompería  el  equilbrio  social;  se  producirían  síntomas 
de  malestar  y  de  desorden,  no  se  cumplirían  los 
fines  que  en  el  estado  social  deben  llenarse. 

La  autoridad  pública,  que  tiene  el  deber  de  velar 


—  397  — 

por  la  conservación  del  orden,  debe  proveer  á  las  ne- 
cesidades mas  esenciales  de  la  ensefianza^  dictando 
las  medidas*  que  garanticen  su  mayor  extensión  po- 
sible. SI  al  Estado  corresponde  esta  misión,  le- 
incnmbe  igualmente  la  facultad  de  indic&r  la  mejor 
forma  de  cumplirla:  esto  constituye  el  derecUo  de 
reglamentación. 

219. — Snpong-ase  que  el  Estado  no  tuviese  niel 
derecho  ni  el  deber  de  reglamentar  la  enseñanza. 
En  tal  caso:  ó  ese  derecho  corresponderia  á  alguna 
otra  institución  distinta,  á  la  Iglesia  por  ejemplo-,  6 
á  nadie  correspondería,  en  cuyo  caso  la  enseñanza 
no  estaria  sujeta  á  reglamentación  de  ninguna  es- 
pecie. 

La  adopción  del  primer  supuesto  es  arbitraria, 
¿Por  qué  tal  ó  cual  sociedad  ó  institución  determi- 
nada, habia  de  tener  mejores  títulos  que  otras  de  su 
especie  para  fijar   rumbos  á  la  ¡enseñanza? 

Ademas,  las  instituciones  sociales  que  viven  al 
amparo  de  las  leyes  protectoras  del  Estado,  tienen 
fines  especiales  y  restringidos-,  abrazan  un  orden  de 
intereses  determinados  y  concretos,  á  cuyo  desarrallo 
y  perfeccionamiento  propenden. 

Las  sociedades  agilcolas  se  consagran  á  deténni- 
nados  ramos  de  la  agricultura.  Las  sociedades  in- 
dustriales proceden  en  el  mismo  sentido  respecto  de 
las  industrias  que  protegen  y  fomentan. 
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Las  sociedaíles  jurídicas  tienden  al  perfecciona- 
miento y  mayor  difusión  de  las  ciencias  del  dere- 
cho. Las  sociedades  leligíosas  hacen  \o  mismo  con 
respecto  á  la  moral,  al  dogma  y  al  culto  de  la  secta 
á  que  pertenecen. 

Por  importantes  y  sagrados  que  sean  los  obje- 
tos de  estas  diferentes  sociedades,  sus  fines  son  li- 
mitados-, los  ramos  de  instrucción  que  abarcan  ó 
pueden  abarcar  constituyen  siempre  un  número 
reducido. 

Ninguna  necesita  como  condición  inherente  á  sus 
fines,  intervenií'en  todos  los  ramos  del  saber  huma- 
no. La  acción  de  cada  una  comprende  un  orden  de 
intereses-  .en  relación  con  los  objetos  especiales 
que  se  propone  conseguir.  Ninguna  tiene  títu- 
los especiales  para  subordinar  á  su  autoridad  los 
principios  reguladoaes  de  la  enseñanza  en  todos 
los  diversos  aspectos  de  las  ciencias,  ni  medios 
para  hacer  efectivas  sus  detej'rainaciones  en  este 
sentido. 

Solo  el  Estado  se  encuentra  .  en  condiciones  de 
satisfacer  á  las  exigencias  sociales  de  este  orden; 
por  que  su  misión  protectora  se  extiende  á  todos  los 
intereses  legítimos.  Su  deber  constante  de  velar 
por  el  imperio  de  la  moral  social,  dictando  al  efecto 
las  leyes  mas  convenientes,  lo  autoriza  para  re- 
glamentar el  ejercicio  de  todos  los  derechos,  incluso 
el  de  enseñanza,  ósea  para  circunscribir  los  límites 
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de  la  acción  individual  á  las  proporciQnes  indispen- 
sables, á  fin  de  impedir  que  se  dañen  los  intereses 
legítimos  de  cada  uno  y  los  intereses  de  la  sociedad 
entera. 

220. — Estos  principios  generales  tienen  la  consa- 
gración de  las  leyes  argentinas.  La  Constitución 
nacional,  no  se  ha  limitado  á  prescribir  que  el  go- 
bierno federal  sostendrá  el  culto  católico,  sin  hacer 
referencia  alguna  al  dogma  y  á  la  moral-,  ha  san- 
cionado también  el  principio  de  la  libertad  de  con- 
ciencia, es  decir,  ha  declarado  que  se  pueden  profe 
sar  libremente  todos  los  cultos.  (1)  El  Estado  no  ha 
pronunciado- juicio  alguno  sobre  la  verdad  ó  false- 
dad délas  doctrinas  correspondientes  á  estos,  ni 
podía  hacerlo  sin  faltar  al  carócter  esencial  de  su 
misión.  Si  hubiese  decidido  que,  en  su  concepto,  una 
de  las  religiones  existentes  es  verdadera  y  las  demás 
falsas,  para  ser  lógico  habría  tenido  necesidad  de 
proscriblí' estas  últimas  y  de  impedir  que  se  sobrepu- 
sieran á  la  primera;^  porque  siempre  hay  el  derecho 
de  impedir  que  el  error  reconocido,  comprobado  y 
evidenciado  se  sobreponga  á  la  verdad.  Pero  en  vez 
de  seguir  esta  línea  de  conducta,  que  habría  conver- 
tido al  Estado  en  un  sínodo  ó  en  una  secta,  se  ha 
sancionado  la  libertad  de  conciencia,  con  las  únicas 


(\)  Artículo  M. 
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reservas  que  el  art.  19  de  la  Constitución  enuncia 
en  esta  forma:  «Las  acciones  privadas  de  los  hom- 
bres qiie  de  ningún  modo  ofendan  cd  orden  y  á  'la 
moral  pública^  ni  per/udíqíien  á  un  tercero^  están 
solo  reservadas  á  Dios,  y  exentas  de  la  autoridad 
de  los  magistrados.» 

Podría  decirse:  ¿cuál  es  esa  moral  pública  á  la  que 
es  preciso  no  ofender  ?  ¿  como  se  concibe,  en  donde 
sé  encuentra,  si  se  prescinde  de  la  religión  ver- 
dadera? 

La  respuesta  está  en  la  misma  ley.  Pertenece  al 
dominio  de  la  moral  pública  todo  aquello  que  las 
mismas  leyes  no  han  prohibido.  «Ningún  habitante, 
de  la  nación  argentina,  dice  la  segunda  parte  del 
artículo  antes  citado,  será  obligado  á  hacer  lo  que 
no  manda  la  ley,  ni  privado  de  lo  que  ella  no  prohi- 
be. >  Luego  la  ley  dictada  por  los  poderes  compe- 
tentes es  la  única  que  pone  límites  á  la  acción  indi- 
vidual; todo  lo  que  no  le  sea  conti'ario  tampoco  es 
opuesto  á  la  moral  pública,  y  queda  exento  de  la 
autoridad  de  los  magistrados. 

La  Constitución,  según  esto,  no  ha  subordinado 
las  instituciones  nacionales  á  los  principios  y  á  las 
.autoridades  de  comunión  alguna  religiosa;  no  ha 
reconocido  ni  ha  otorgado  á  ninguna,  privilegios 
especiales  para  dirigir  ó  reglamentar  la  enseñanza, 
ni  mucho  menos  para  imponer  sus  doctrinas  en  las 
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escuelas,  como  la  última  expresión  de  la  vei'dad 
científica. 

221. — Además,  el  artículo  14  ya  citado,  declara 
que  todos  los  habitantes  de  la  nación  gozan  del  de- 
recho de  ense)7ar  y  Sii^vendew  No  dice:  «todos  los 
argentinos,»  ni  tampoco:  «todos  los  católicos. >  sino 
« todos  los  habitantes  >^  ó  lo  que  es  lo  mismo  todos 
los  que  pisan  el  suelo  argentino,  ya  sean  nacionales 
ó  extranjeros-,  católicos,  protestantes,  judíos  ó  maho- 
metanos-, creyentes  ó  libres  pensadores:  todos  tienen 
derecho  de  enseñar  y  aprender. 

¿Se  concibe  la  posibilidad  del  ejercicio  de  este 
derecho,  si  en  vez  de  ser  el  Estado  el  encargado  de 
reglamentar  la  enseñanza  pública  ó  de  fijarle  rum- 
bos generales,  ejerciese  estas  funciones  alguna  ins- 
titución religiosa?  La  comunión  encargada  de  dirigir 
la  enseñanza  procuraría  iaiponer  sus  dogmas  y  su 
moral-,  pretenderla  el  monopolio  de  la  verdad,  y  en 
ese  sentido  dirigiría  sus  esfuerzos  y  sus  mandatos. 
Los  maestros  de  las  sectas  disidentes,  para  ejercer 
el  derecho  de  enseñanza  garantizado"  por  la  Cons- 
titución, tendrían  que  ceñirse  á  la  obligación  de 
enseñar  doctrinas  contrarias  á  sus  creencias,  á  sus 
convicciones  y  á  su  conciencia.    Esto,  en  vez  de 
constituir  el  derecho  ó  la  libertad  de  enseñanza, 
sería  la  mas  odiosa  esclavitud  del  magisterio;  por- 
que en  materia  de  tiranías  la  mas  repelente  es  la  que 
pretende  violar  los  fueros  sagrados  de  la  CDnciencia. 
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La  libertad  de  enseñanza  para  no  degenerar  en 
el  extremo  opuesto,  solo  debe  ser,  pues,  reglamenta- 
da por  el  Estado.  Esta  conclusión  tiene  también  el 
apoyo  expreso  de  otra  paite  del  mismo  artículo  14 
de  la  Carta  Política,  que  al  enumerar  los  derechos 
cuyo  ejercicio  es  permitido,  dice:  « Todos  los 
habitantes  de  la  nación  gozan  de  los  siguientes 
derechos  conforme  á  las  leyes  que  reglamentan  su 
ejercicio. »  No  hay  la  menor  duda  de  que  el  Estado 
se  ha  reservado  el  derecho  de  reglamentar  la  ense- 
ñanza: este  es  un  principio  fundamental  en  la  orga- 
nización de  la  República. 

Los  que  pretenden  revindicar  este  derecho  en 
favor  de  la  iglesia  de  Roma,  tratan  de  minar  una 
de  las  bases  del  orden  constitucional  y  tienden  á 
usurpar  al  Estado  una  de  sus  prerogativas  mas  im- 
portantes y  esenciales:  la  prerogativa  reservada 
al  poder  legislativo,  de  «proveer  lo  conducente  á  la 
prosperidad  del  pais.  al  adelanto  y  bienestar  de  to- 
das las  provincias,  y  al  progreso  de  la  ilustración, 
dictmulo  planes  de  iustru-ccion  general  y  universi- 
taria^. \\) 

La  ley  de  enseñanza  dictada  por  el  congreso,  fué 
el  resultado  de  funciones  naturales  y  legítimas;  de 
atribuciones  constitucionales,  propias  y  exclusivas. 
Por  consiguiente,  como  toda  ley,  es  obligatoria  desde 

(i/  Articulo  07  inciao  lU  de  la   Contjtitucion  Nacional. 
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SU  promulgación,  tanto  pai'a  los  simples  ciudada- 
nos como  para  los  magistrados,  para  los  nacionales 
y  extranjeros,  para  los  católicos  y  disidentes. 

222.  -  Esta  ley  fué,  además,  la  emanación  de  un 
acto  acertado  y  conveniente,  por  haberse  sancionado 
con  ella  el  principio  de  la  enseñanza  laica. 

Hemos  visto  que  el  derecho  de  reglamentar  la 
enseñanza  es  un  derecho  exclusivo  de  los  poderes 
del  Estado.  Hemos  visto  igualmente  que  los  prin- 
cipios de  la  libertad  de  conciencia  y  de  la  libertad 
de  enseñanza,  proclamados  por  la  ciencia,  están 
expresamente  reconocidos  por  la  Ley  fundamental 
argentina.  El  Estado  solo  se  ha  reservado,  con 
arreglo  á  sus  fines  y  á  su  misión,  la  facultad  de 
circunscribir  el  ejercicio  de  esos  derechos  dentro  de 
los  limites  requeridos  por  el  orden  y  la  moral  pú- 
blicos. 

Mientras  no  se  atente  contra  estos  sagrados  inte- 
reses, en  la  forma  que  las  mismas  leyes  determi- 
nen, la  libertad  de  conciencia  y  la  de  enseñanza  se 
ejercen  de  una  manera  legítima:  el  Estado  no  puede 
ni  restringirlas,  ni  suprimirlas. 

Si  los  poderes  públicos  decretasen  para  las  es- 
cuelas la  enseñanza  de  una  religión  determinada, 
tendrían  necesidad  de  decretar  igualmente  que  solo 
las  personas  pertenecientes  á  dicha  religión  podrían 
ejercer  el  magisterio;  pues  se  supone  que  ningún 
creyente  sincero  habria  de  prestarse  á  enseñar  doc- 
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trinas  religiosas  contrarias  á  las  suyas;  y  aun 
en  el  supuesto  de  que  se  prestaran,  no  debía  con- 
fiarse la  enseñanza  de  verdades  dogmáticas  y  prin- 
cipios de  moral  religiosa  á  las  personas  que  era  na- 
tural no  estuviesen  suñcienteiliente  penetradas  de 
ellas.  A  mayor  abundamiento,  siempre  liabria 
el  temor  de  que  los  miembros  de  una  comunión 
disidente  aceptasen  la  dirección  de  una  escuela 
católica  con  el  propósito  de  combatir  esta  doctrina 
por  medios  indirectos  y  mas   ó  menos  velados. 

La  existencia  de  solo  escuelas  católicas  traería 
consigo,  pues,  la  exclusiva  admisión  de  un  cuerpo 
docente  compuesto  de  católicos.  Tal  exclusivismo 
seria  contrario  á  la  libertad  de  enseñanza:  no  so- 
lamente la  restinge,  sino  la  suprime. 

La  enseñanza  obligatoria  de  una  religión  determi- 
nada en  las  escuelas,  (3S  también  contraria  á  la  liber- 
tad de  cultos.  Esta  consiste  en  el  derecho  de  profesar 
las  ci'eencias  y  los  principios  de  moral  religiosa  que 
se  reputan  cieitos  e  incontestables,  y  en   el  de  ex- 
presar ese  convencimiento    de  palabra  por  escrito, 
y  por  medio  de  otros    actos    exteriores.     Dicha  li- 
bertad seria  ilusoria  si  á  toda  la  juventud,  aun  á 
aquella  que  no  pertenece  á  la  comunión  católica,  se 
le  obligase  á  aprender  como  verdaderas  las  doctri- 
nas de  una  religión  que  no  es  la  suya  y  á  seguir  en 
la  práctica  las  inspiíaciones  de  su  dogma  y  su  moral. 
223.— Ademas,  el  Estado    no  tiene  por   misión 


—  405  — 

propagar  doctrinas  religiosas.  Si  se  admitiese  que 
debeprot-ejer  la  enseñanza  de  ciertas  verdades  en 
el  drdon  religioso,  con  exclusión  de  otras,  le  corres- 
pondería igual  deber  en  el  orden  industi'ial,  agríco- 
la.  económico  y  en  todos  los  diferentes  ramos  que 
son  objeto  de  las  investigacones  de  la  inteligencia 
humana,  Entonces  el  Estado  podría  prohibir  por 
ejemplo,  la  enseñanza  de  doctrinas  contrarias  al  sis- 
tema proteccionista,  en  el  orden  económico-,  ó  la 
enseñanza  de  doctrinas  contrarias  á  la  asociación  de 
los  capitales  para  el  trabajo,  en  el  orden  industrial. 
Tendríamos  un  Estado  con  opiniones  en  todos  los 
ramos  de  las  ciencias  é  imponiendo  esas  opiniones 
como  verdades  inconcusas. 

Tal  es  el  ridículo  absurdo  á  que  nos  conduce  la 
teoría  de  que  el  Estado  deba  imponer  en  sus  escuelas 
la  obligación  de  enseñar  ciertas  y  determinadas 
verdades  religiosas. 

Si  esta  enseñanza  fuese  absolutamente  necesaria 
para  conservar  el  orden  público  y  ofrecer  garantias 
eficaces  al  ejercicio  de  los  derechos  individuales,  en- 
tonces se  justificaría  tal  pretensión,  por  que  los  actos 
de  los  poderes  públicos,  se  encaminarían  por  el  sen- 
dero de  sus  funciones  naturales  y  obedecieran  á  los 
fines  de  la  sociedad  política.  Pero  en  vez  de  ser 
necesaria  dicha  ciisouanza  para  tales  objetos,  tiende 
á  falsear  la  bnse  de  las  garantias  y  derechos  indi- 
viduales-, tiende  íí  convertir  al  Estado  en  una  secta 
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exclusivista,  odiosa  é  intransigente  tiende  á  limi- 
tar el  horizonte  de  las  libertades  públicas  á  lo^ 
estrechos  límites  de  un  sistema  de  doctrinas,  ge- 
neralmente rechazadas  por  la  conciencia  nacional 
de  los  países  libres. 

La  enseñanza  laica,  al  contrario,  subordinando 
los  derechos  y  deberes  de  la  propaganda,  á  las  exi- 
gencias del  orden  público,  consiente  dicha  propa- 
ganda en  la  forma  que  las  diferentes  comuniones 
religiosas  lo  crean  mas  conveniente.  En  la  prác- 
tica de  este  sistema,  los  poderes  políticos  se  cir- 
cunscriben  á  ejercer  una  acción  moderadora;  y  á 
propender  que  al  amparo  de  la  libertad  coexistan 
y  se  ejerciten  diversos  derechos,  á  fin  de  que,  dentro 
de  la  armonia  general,  la  sociedad  entera  y  cada  uno 
de  sus  miembros  satisfagan  sus  aspiraciones  y  ne- 
cesidades. El  principio  de  la  enseñanza  laica  es, 
pues,  el  que  mejor  se  concilia  con  las  funciones 
propias  de  los  encargados  del  ejercicio  de  la  sobera- 
nía nacional. 

224— Por  otra  parte,  la  obligación  del  Estado, 
sostenida  por  el  partido  clerical,  de  decretar  en  las 
escuelas  públicas  la  enseñanza  de  una  religión  de- 
terminada, presupone  en  el  mismo  Estado,  el  deber 
de  profesar  dicha  religión  y  el  de  obedecer  ciega- 
mente á  sus  inspiraciones. 

¿El  Estado  podria  imponer  doctrinas  y  preceptos 
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no  profesados  ni  observados  por  él?  Indudablemen- 
te, no.  Pero,  como  hemos  demostrado  en  el  capítulo 
IV,  muy  especialmente  en  los  números  31  y  siguien- 
tes, el  Estado  no  está  obligado  á  sujetarse  á  las  de- 
cisiones de  la  Iglesia,  no  es  subdito  de  esta,  no  está 
incondicionalmente  sometido  á  sus  preceptos. 

En  el  capítulo  X  hemos  comprobado  que  la  inde- 
pendencia del  Estado  respecto  de  la  Iglesia  llega 
hasta  el  punto  de  que  muchas  leyes  dictadas  por 
los  poderes  del  primero  están  en  manifiesta  con- 
tradicción con  no  pocos  preceptos  de  la  Iglesia  y 
mandatos  pontificios. 

Querer,  que  el  gobierno  argentino  imponga  la 
obligación  de  enseñar  las  doctrinas  de  la  iglesia  ca- 
tólica, tal  como  las  entiende  la  curia  romana,  es 
pretender  que  conspire  contra  sus  propias  leyes, 
contra  las  doctrinas  que  las  sustentan,  contra 
los  intereses  que  protejen.  Es  querer  que  en 
las  escuelas  públicas  se  reproduzcan  las  escenas  de 
las  iglesias  y  seminarios,  á  saber,  que  funciona- 
rios rentados  por  el  Estado,  con  el  pretexto  de  en- 
señar la  doctrina  católica,  hagan  propaganda  de 
descrédito  y  desprestigio  contra  las  instituciones  del 
pais.  (1) 

225— Admitir,  por  otra  parte,  el  derecho  y  la 
obligación  en  el   Estado  de    descender  á  detalles 

d)  Véase  el  número  231. 
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innecesarios  para  la  garantía  del  derecho,  en  la  re- 
glamentación de  la  enseñanza,  como  el  de  tíjar  las 
doctrinas  que  deben  enseñai^se  sobre  uno  de  los 
ramos  de  las  ciencias,  es  concederle  atribuciones 
absorventes  y  por  lo  tanto  peligrosas  para  las  liber- 
tades nacionales;  es  reconocerle  una  acción  que 
puede  convertirse  fácilmente  en  opresiva  y  tiránica. 
Cuando  una  sociedad  lo  espera  todo  del  poder  y 
restringe  su  actividad  y  su  iniciativa  á  los  límites 
mas  estrechos,  difícilmente  adquiere  hábitos  de  vida 
propia;,  difícilmente  ejerce  con  acierto  y  dignidad 
las  funciones  inherentes  á  su  soberanía.  Sus  facul- 
tades se  enervan  en  la  inacción  y  llega  á  perder 
hasta  el  sentimiento  de  la  vida  práctica,  tan  esen- 
cial en  las  democracias. 

« Siempre  que  la  intervención  del  Estado,  deeia 
Luis  Blanc  en  1 865,  está  en  oposición  con  el  libre  de- 
senvolvimiento de  las  facultade  humanas,  ella  es  un 
mal;  cuando,  al  contrario,  ayuda  á  ese  desenvolvi- 
miento d  elimina  los  obstáculos  que  se  le  oponen, 
ella  es  un  bien.  Asi,  por  ejempl-),  la  intervención 
del  Estado  es  un  bien  cuando,  por  la  instrucción 
gratuita  y  obligatoria,  se  hace  posible,  en  el  pobre, 
el  desarrollo  del  alma  y  de  la  inteligencia,  condi- 
ción primera  de  la  libertad.» 

Esta  regla  de  sindéresis,  consecuencia  de  las  ideas 
anteriormente  dejsarrolladas,  tiene  perfecta  aplica- 
ción al  caso  que  discutimos.    Cuando  el  Estado  in- 
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tervieiie  para  imponer  eíi  las  escuelas  la  enseñanza 
obligatoria  de  doctrinas  religiosas  determinadas, 
tiende  á  restringir  el  libre  desenvolvimiento  de  las 
facultades  humanas-,  limita  el  horizonte  en  que  pue- 
den campear  las  inteligencias  del  maestro  y  del  dis- 
cípulo: esa  intervención,  es  perniciosa,  es  un  mal. 
Cuando  el  Estado,  al  contrario,  al  consignar  en 
sus  leyes  el  principio  de  la  enseñanza  laica,  ex- 
cluye el  predominio  de  una  comunión  sobre  las 
demás  y  concede  amplia  é  igual  libertad  á  todas 
para  organizar  sus  medios  de  propaganda,  enton- 
ces contribuye  al  mayor  desenvolvimiento  de  las 
facultades  humanas,  brindando  ancho  campo  á  las 
investigaciones  y  debates,  ó  sea  al  mejor  medio 
de  buscar  la  verdad  en  todo  ramo:  su  interven- 
ción en  este  caso,  ó  mas  bien  dicho  su  abstención 
para  intervenir,  es  benéfica  y  se  justifica  por  sí 
misma. 

226.  *- Hagamos  una  última  consideración.  El 
Estado  es  una  institución  laica:  ni  ejerce  funciones 
)'elígiosas  ni  tiene  el  encargo  de  predicar  y  enseñar 
doctrinas  de  este  orden.  Aparte  de  la  evidencia  de 
esta  afirmación,  ella  no  es  ni  puede  ser  contradicha 
por  el  partido  clerical,  el  cual  sostiene  que  la  ense- 
ñanza de  la  verdad  religiosa  pertenece  á  la  Iglesia 
por  derecho  propio  y  exclusivo. 

Si  el  Estado  se  constituyese  en  fundador  y  soste- 
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nedor  de  escuelas  destinadas  á  propagar  las  doctrinas 
católicas;  sí  á  todos  sus  miembros  les  impusiese  la 
obligación  de  aprender  estas  doctrinas  en  las  epcuc- 
las',-~  convirtiéndose  en  apóstol  de  una  secta,  perde- 
rla su  carácter  esencialmente  laico. 

Siendo  el  Estado  una  institución  laica,  sus  actos 
deben  tener  el  mismo  carácter,  sus  leyes  deben 
participar  de  la  misma  naturaleza.  De  otro  modo 
incurriríamos  en  el  absurdo  de  suponer  que  en  el 
Estado, — causa  eficiente  de  las  ley es^— no  existian 
atributos  ó  caracteres  de  secta  que  se  encontraban 
en  los  efectos,  es  decir  en  su  mandatos.  Por  consi- 
guiente, para  que  los  efectos  y  las  causas  no 
estén  en  pugna,  para  que  las  consecuencias  no  sean 
incompatibles  con  el  principio  ó  la  autojidad  de 
donde  se  derivan,  es  forzoso  é  indispensable  admi- 
tir que  el  Estado  laico  no  puede  dictar  sino  leyes 
de  carácter  laico.  De  otro  modo  se  falsea  su  misión 
y  se  desnaturalizan  los  principios  constitutivos  de  su 
existencia. 

Si  el  Estado  fuera  teocrático,  es  decir  si  los  po- 
deres públicos  argentinos  gobernaran,  no  en  nom- 
bre de  la  soberanía  del  pueblo,  sino  por  efecto  de 
alguna  investidura  religiosa,  entonces  se  compren- 
derla que  las  leyes  se  inclinaran  en  el  sentido  de  las 
doctrinas  de  esa  religión.  Pero  nos  encontramos  á 
muy  larga  distancia  de  ese  tópico  de  gobierno  y  la 
sociedad  argentina,  como  todas  las  sociedades  mo- 


—  411  — 

dernas,  en  vez  de  acercarse  á  él,  va  depurando 
SUR  instituciones  políticas  de  los  últimos  resabios 
de  aquellos  tiempos  en  que  se  consideraba  al  Es- 
tado como  instrumento  dócil  é  inconsciente  de  la 
corte  romana. 

227. — Aun  que  el  talento,  la  prepaiacion  y  los 
vigorosos  razonamientos  con  que  trataron  el  asunto 
los  señores  Wilde,  Leguizamon,  Lagos  G-arcia, 
Grallo  y  CÁnU  en  la  cámara  de  diputados,  el  año 
1883,  derribaron  las  mejores  objeciones  que  con 
igual  maestría  formularon  los  oradores  parlamen- 
tarios y  los  escritores  del  partido  ultra-católico,  va- 
mos hacernos  cargo  de  las  principales  objeciones, 
cuya  base  principal  está  destruida  con  las  demos- 
traciones ya  formuladas. 

El  señor  Pedro  Groyena  fué  el  primer  orador  que, 
al  discutirse  el  asunto  en  !a  cámara  de  diputados, 

■ 

puso,  al  servicio  de  la  enseñanza  religiosa  obligato- 
ria, las  atrevidas  concepciones  de  su  clara  inteli- 
gencia, modeladas  y.  traducidas  por  medio  de  una 
palabra  fácil  é  incisiva,  aun  que  á  la  verdad  mas 
brillante  que  convincente. 

El  señor  Ooyena,  después  de  trazar  á  grandes 
rasgos  la  historia  del  derecho   positivo  argenti- 
no en  sus    relaciones  con  el  culto    católico,   pre- 
tendió   deducir  de  la   protección   brindada    siem- 
pre á  este  cultO;  la  necesidad  de  protegerlo  en  toda 
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SU  amplitud,  es  decir  en  su  dogma,  en  sn  moral 
y  en  su  doctrina. 

Hemos  demostrado  en  el  número  31  que  el  soste- 
nimiento del  culto  no  implícala  sumisión  del  Estado 
á  los  preceptos  de  la  Iglesia.  No  debe  confundirse 
el  culta,  que  se  refiere  á  todo  lo  externo  y  vi* 
sible,  con  los  principios  y  preceptos,  es  decir  con  el 
dogma  y  la  moral,  como  tan  oportunamente  lo  hizo 
observar  el  señor  Lagos  Garcia. 

El  señor  Goyena  replicó  á  estíi  clase  de  argu- 
mentos en  la  forma  siguiente:  «La  palabra  cw/ía, 
la  palabra  cidtos^  en  el  lenguage  jurídico,  en 
la  terminología  del  derecho  constitucional,  es  per- 
fectamente sinónima  de  la  palabra  reliffion,  religio- 
nes. Libertad  de  culto  se  dice,  no  )'efir¡endose 
únicamente  á  la  materialidad  de  las  ceremonias 
religiosas,  sino  también  álos  dogmas,  alas  doctrinas 
que  se  permite  profesar  y  defender.* 

Pudiera  suceder  que  algunos  tratadistas  con- 
fundan dos  co?;as  enteramente  distintas,  que  los 
canonistas  y  la  Iglesia  jamas  han  confundido;  pero 
la  Constitución  política  y  los  legisladores  que  la 
dictaron,  no  hicieron  tal  confusión.  Hubo,  por  el 
contrario  esmero  en  precisar  que  el  artículo  2  ^ 
de  la  Constitución  se  referia  íil  culto  solamente 
y  no  al  dogma  ni  á  la  moral.  A  las  explicaciones 
sobreesté  punto  dadas  en  el  número  31  agregaremos 
los  hechos  recordados  con  tanto  acierto  por  el  doctor 
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Delfín  Gallo,  en  su  notabilisiaio  discurso  de  12  do 
Julio  de  1883. 

Guando  en  la  asamblea  constituyente  de  Sanfa 
Fé  se  discutio  el  artículo  2  ^  mencionado,  se  hi- 
cieron algunos  esfuerzos,  por  los  representantes 
ultramontanos,  para  que  la  protección  del  Estado 
se  hiciese  extensiva  á  la  doctrina  católica  y  no  se 
limitase  exclusivamente  al  culto.  Fray  Manuel 
Pérez  propuso  la  adopción  de  esta  fórmula:  «El 
gobierno  federal  profesa  y  sostiene  el  culto  católico, 
apostólico  j^omano.  >  El  señor  Leiva  propuso  esta 
otra  :  La  religión  católica,  apostólica,  romana  es 
la  rehffion  del  Estado:  las  autoridades  le  deben 
toda  protección,  y  los  habitantes  veneración  y  res- 
peto.» En  concepto,  pues,  de  los  repj'esentantes 
ortodoxos,  el  texto  aprobado,  no  era  suficiente  para 
imponer  la  protecion  del  Estado  en  favor  de  la 
doctrina  católica. 

Uno  de  los  opositores  á  estas  fórmulas  fué  el  se- 
ñor Lavaisse,  el  ciuil,  no  obstante  su  investidura 
sacerdotal,  se  expresó  en  los  términos  indicados  en 
el  siguiente  estracto  tficial  de  la  sesión  respectiva: 
«El  señor  Lavais.se  fundó  su  oposición  á  las  adicio- 
nes propuestas,  en  que  la  Constitución  no  podia  in- 
tervenir en  las  conciencias,  sino  reglar  solo  el 
culto  exterior  que  el  gobierno  federal  estaba  obli- 
gado á  sostenerlo,  y  esto  era  lo  bastante;  que  la 
religión^  romo  creencia,  no  necesitaba  mas  protección 
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^ue  la  de  Dios  para  recorrer  el  mitndo^  sin  que 
hubiese  podido  nunca  la  tenaz  oposición  de  los  go- 
biernos, detener  un  momento  su  marcha  progresiva.  > 

El  mismo  estracto  oficial,  refiriéndose  á  la  actitud 
del  sefior  doctor  José  Benjamín  Gorostiaga,  uno  de 
los  miembros  mas  distinguidos  y  respetados  de 
aquella  asamblea,  como  después  lo  ha  sido.en  los  altos 
puestos  públicos  que  ha  depempeflado,  dá  cuenta  de 
su  actitud,  en  esta  emergencia,  de  este  modo:»  El 
señor  Gorostiaga  dijo  que  la  declaración  que  se 
proponía,  de  que  la  religión  católica  sea  la  i-eligion 
del  Estado,  seria  falsa;  por  que  no  todos  los  habi- 
tantes de  la  confederación,  ni  todos  lo?,  ciudadanos 
de  ella  son  católicos:  puesto  que  el  pertenecer  á  la 
comunión  católica,  jamas  habia  sido  por  nuestras 
leyes  un  requisito  para  obtener  la  ciudadanía,  y  que 
ni  á  los  hijos  de  los  ingleses,  que  por  el  tratado  del 
año  25  pueden  ejercer  libremente  su  culto  en  la  con- 
federación, se  les  ha  exigido  para  ser  ciudadanos 
nativos,  que  renieguen  la  religión  de  sus  padres. 

*Que  tampoco  puede  establecerse  que  la  religión 
católica  es  la  única  verdadera-,  por  que  es  punto  de 
dogma^  cuya  decisión  no  es  de  la  competencia  de 
un  congreso  político,  que  tiene  que  respetar  la 
libertad  de  cultos  según  las  inspiraciones  de  la 
conciencia.» 

Estos  antecedentes  fijan  claramente  el  espíritu 
de  las  leyes  vigentes,   en    todo  lo  referente  á  la 


—  415  — 

protección  del  culto  católico.  Demuestran  que 
en  este  caso  no  se  hizo  la  pretendida  confusión 
de  religión  y  culto  á  que  aludia  el  señor  Groyena. 
Se  distinguieron  perfectamente  las  cosas  y  se  esta- 
bleció en  definitiva  que  la  acción  protectora  del 
Estado  se  extendia  al  culto  solamente.  <La  autoridad 

i 

de  un  cuerpo  legislativo,  decia  el  ministro  señor 
Wilde,  al  poner  en  este  debate  el  valioso  contingente 
de  sus  ideas,  no  se  deriva  sino  de  la  victoria,  es  decir, 
de  las  ideas  que  han  triunfado,  de  las  ideas  que  han 
tomado  forma  y  se  han  convertido  en  ley.» 

Tal  es  lo  sucedido  con  las  opiniones  de  los  se- 
ñores Lavaisse  y  Grorostiaga.  Ellas  triunfaron  en 
el  debate,  prevalecieíou  sobre  el  esfuerzo  de  los 
contrarios,  decidieron  el  éxito  de  la  controversia;  por 
consiguiente,  esas  opiniones  constituyen  la  doctrina 
legal  del  artículo  2"^  de  la  Constitución:  son  el  alma, 
el  espíritu,  la  vida,  el  aliento  de  dicho  artículo. 

Las  aseveraciones  del  señor  üoj^ena  fueron,  por 
lo  tanto,  infundadas. 

228— Partió,  ademas,  el  orador  citado,  de  bases 
absolutamente  falsas,  en  las  cuales,  como  sobre  mo- 
^diza  arena,  fundó  sus  argumentos.  Dijo  que  el 
Estado  neutro  y  prescindente  en  materias  de  ense- 
ñanza religiosa,  era  lo  mismo  que  el  Estado  ateo. 

Esto  fué,  á  nuestro  juicio,  abusar  de  las  palabras. 
El  ateísmo  es  la  negación  de  Dios;  la  neutralidad  en 
materia  religiosa,  que  es  el  consentimiento  pai'a  el 


^  416  — 

ejercicio  de  todos  los  cultos  y  para  la  eDseñanza  de 
todas  las  doctrinas  religiosas,  mientras  no  se  ataque 
el  orden  y  la  moral  social,  presupone  la  existencia 
de  un  Ser  Supremo  al  que  los  miembros  de  la  socie- 
dad han  de  rendirle  culto  según  sus  creencias.  El 
ateismo  niega  la  existencia  del  orden  absoluto;  la 
neutralidad,  sin  decidir  nada  acerca  de  su  existencia, 
prescinde  de  él,  para  ocuparse  solamente  de  lo  re- 
lativo al  orden  social  finito  y  contingente, — lo  único 
que  cRe  bajo  el  dominio  del  Estado, 

Si  nos  referimos  de  una  manera  especial  á 
la  ley  de  educación  común  aprobada  por  el  congreso 
argentino,  ella  no  solamente  tolera  la  enseñanza  re- 
ligiosa  en  los  templos  y  en  la  intimidad  del  hogar 
doméstico,  si  no  en  las  mismas  escuelas,  con  tal  que 
se  dé  por  los  ministros  de  los  cultos  respectivos, 
antes  ó  después  de  las  horas  de  clase. 

No  se  trata,  pues,  de  una  ley  que  tiende  á  derribar 
altares,  á  suprimir  templos,  á  perseguir  á  los  cre- 
yentes, á  i'educirá  polvo  los  símbolos  ó  imágenes  del 
Ser  Supremo,  a  borrar  de  la  conciencia  individual  ó 
pública  la  noción  de  Dios:  en  una  palabra,  no  se 
trata  de  una  ley  atea.  Al  contrario,  á  la  sombr^ 
de  esta  ley  procteí;tora  ha  despertado  la  iniciativa 
adormecida  del  partido  católico  ai'gentino,  á  cuyos 
esfuerzos  se  debe  la  creación  de  nuevos  centros  pro- 
pagandistas de  doctrinas  fundadas  en  la  noción  de 
Dios,  lo  que  ciertamente  no  habí  ¡a  podido  llevarse  á 
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cabo  si  estuviésemos  en  presencia  de  una  ley  de  opre- 
sión y  de  exterminio  contra  los  creyentes- 
La  poca  consistencia  de  las  ideas  del  orador  ultra 
católico  resalta  mas,  si  se  tiene  presente  que  en 
otro  lugar  del  mismo  discurso  afirmó  que  por 
medio  de  la  enseñanza  laica  se  trataba  de  ase- 
gurar el  imperio  de  las  doctrinas  peiTersoras  del 
positivismo  que  aplicadas  á  la  política,  se  traducen 
lógicamente  en  la  idolatría  del  Estado.  La  idola- 
tría, como  se  sabe,  es  la  adoración  tributada  á 
las  falsas  divinidades;  el  idólatra  admite  la  existen- 
cia de  seres  superiores  al  orden  natural,  y  solamente 
tiene  de  ellos  una  noción  falsa  y  absurda,  pero  ad- 
mite, á  su  modo,  la  existencia  de  Dios.  El  ateo  lo 
niega  por  completo;  no  admite,  ni  al  verdadero  ni  á 
los  falsos  dioses;  solo  cree  en  el  orden  finito,  natural 
contingente,  como  bastándose  á  si  mismo  para  rea- 
lizar el  orden  en  todos  los  ramos,  en  todas  las  esferas 
de  la  actividad.  No  se  puede  ser,  á  la  vez,  idólatra 
y  ateo;  son  dos  ideas  que  pugnan,  que  se  excluyen, 
que  se  destruyen  mutuamente:  su  existencia  simul- 
tánea seria  la  realidad  de  la  contradicción,  el  si  y  el 
no  coexistiendo,  es  decir  el  absurdo. 

Para  llegar  á  este  resultado;  para  deducir  que 
una  misma  ley  está  basada  en  principios  con  tra- 
dictoriosó  tiene  una  doble  significación  imposible, 
es  indispensable  que  los  argumentos  formulados  ó 

17 
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las  premisas  sentadas,  sean  igualmente   absurdas 
ó  falsas. 

229.— Por  otra  parte,  el  proyecto  de  ley  apoyado 
por  el  señor  Goyena  inclnia  en  su  ait.  3^  á  la  re- 
ligión, como  mi  ramo  de  enseñanza  obligatorio  para 
los  niños  de  las  familias  pertenecientes  á  la  comu- 
nión católica.  «Es  entendido,  agriaba,  que  el 
Concejo  Nacional  de  Educación  está  obligado  á  res- 
petai'  en  la  organización  de  la  enseñanza  religiosa 
las  creencias  de  los  padres  de  familia  ágenos  á  la  co- 
munión católica.» 

Si  bien  se  dejaba  á  las  familias  de  los  cultos  disi- 
dentes el  derecho  ó  la  libertad   de  enseñar  en  el  ho- 
gar sus  respectivas  doctrinas  religiosas,  se  proscribia 
esta  enseñanza  de  las  escuelas;  mientras  en  esos 
mismos  planteles  se  protegia  con  la  mayor  eficacia 
la  doctrina  católica.  Pues  bien,  refiriéndose  á  dicho 
art.  3  ^  del  proyecto  citado,  á  la  condición  desven- 
tajosa en  que  respecto  de  las  familias    católicas 
quedaban  las  familias    disidentes,  decia  el  señor 
Goyena:  «Y  esa  disposición,  tal  cual  está  concebida 
en  el  proyecto  de  la  Comisión,  no  puede  ser  tachada 
en  manera  alguna,  como  una  vulneración  del  dere- 
cho de  nadie,  como  una  presión  ejercida  sobre  la 
conciencia  de  cualquier  persona,  de  cualquier  fe- 
milia.  > 

Por  consiguiente,  decimos  nosotros, — aceptando 
esta  manera  de  argumentar, — la  ley  de  enseñanza 
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laica  qm  ha  dejado  á  los  católicos  el  derecho  de  pro- 
pagar su  doctrina  en  el  hogar,  en  el  templo  y  en  la 
escuela  misma,  quitando  solamente  á  esta  ensefianza 
el  caiácter  obligatorio  que  se  le  quería  dar;  que 
respeta  las  creencias  de  las  familias  católicas';  que 
coloca  á  estas  en  mejor  condición  de  la  que  el  pro- 
yecto rechazado  pretendía  dejar  á  las  familias  de  cul- 
tos disidentes;— esa  ley  no  vulnera  los  derechos  de 
nadie,  no  ejerce  presión  sobre  persona  6  familia  al- 
guna, no  es  una  ley  atea. 

230.—Otro  de  los  campeones  del  ultramontanismo 
que  bajo  deslumbrantes  formas  trat^  de  encubrir  la 
poca  consistencia  de  las  ideas  por  él  sustentadas, 
fué  el  sefior  Achával  Rodríguez. 

Sostuvo  en  primer  término,  que  al  Estado  no 
correspondía  ejercer  la  alta  dirección  de  las  escue- 
las. Esta  teoría  la  hemos  refutado  al  principio  del 
presente  capítulo,  en  donde  dejamos  establecidos 
los  límites  dentro  de  los  cuales  debe  el  Estado 
ejercer  semejante  facultad. 

Sostuvo  también  que  las  doctrinas  de  la  comunión 
católica  que  debían  enseñarse  en  las  escuelas  no 
eran  incompatibles  con  las  instituciones  democráti- 
cas. También  hemos  demostrado  lo  contrario  en 
los  números  126,  127  y  128.  A  lo  entonces  dicho 
podemos  agregar  algo  mas. 

El  pontífice  Gregorío  XVI  ha  condenado  el 
principio  de  la  libertad  de  conciencia  en  esta  for- 
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ma:  <  de  esta  fuente  infecta  del  indiferentismo  des  - 
cuella  esta  máxima  falsa  y  absurda,  ó  mejor  dicho 
este  delirio;  que  se  debe  garantir  á  cada  uno  la 
libertad  de   conciencia.» 

El  mismo  condenó  la  libertad  de  la  prensa:  «A 
aquella,  dijo,  se  liga  esta  libertad  muy  funesta  y 
destestable  y  que  no  será  nunca  mirada  con  sufi- 
ciente horror,  la  libertad  de  la  prensa,  que  algunos 
se  atreven  á  solicitar  y  extender  por  todas  partes.  > 

La  encíclica  de  Pió  IX  de  1854,  y  los  con- 
cordatos celebrados  por  el  mismo  pontífice  con  las 
repúblicas  del  Ecuador,  Nicaragua  y  San  Salvador 
y  el  Imperio  de  Austria,  son  documentos  en  los 
que  reveló  el  papado  las  tendencias  [antagónicas 
de  la  Iglesia  respecto  de  las  sociedades  moder- 
nas,   cuyas  bases   fundamentales   se   trataron  de 

proscribir. 

231. — En  vista  de  este  antagonismo  podemos 
formalizar  el  argumento  ligeramente  formulado  en 
el  número  224.  Si  algunas  délas  doctrinas  de  la 
iglesia  católica,  tal  como  las  entienden  y  enseñan 
hoy  sus  autoridades  y  ministros,  son  contrarias 
á  las  bases  fundamentales  de  la  sociedad  política  ar 
gentina,  no  se  puede  exigir  á  esta  que  decrete  la  ins- 
trucción obligatoria  de  esas  doctrinas  en  las  escue- 
las, sin  exigirle  al  mismo  tiempo  que  fomente  una 
propaganda  contraria  á  su  manera  de  ser;  que 
proteja  la  difusión  de  las  sombras  llamadas  á  oscu- 
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recer  el  horizonte  en  que  se  desenvuelven  los  desti- 
nos de  la  Kepública-,  que  inocule  ella  misma,  en 
su  propio  organismo,  el  veneno  llamado  á  corroer 
sus  entrañas-,  que  se  suicide  en  una  palabra. 

Exigir  que  el  Estado  obligue  á  los  maestros  y 
profesores  á  inculcar  en  la  juventud  el  hoiTor  á  la 
libertad  de  conciencia,  á  la  libertad  de  la  prensa, 
á  la  abolición  del  fuero  eclesiástico,  á  las  regalías 
del  patronato  nacional-,  equivale  tanto  como  pedirle 
que  decrete  la  ohligaáon  de  enseñar  la  superioridad 
de  la  monarquía  sobre  la  república,  que  las  leyes 
del  congreso  no  son  obligatorias,    que    la  nación 
argentina  no  tuvo  derecho  de  independizarse  de  la 
España.    En  uno  y  otro  caso  se  atacan  los  fun- 
damentos de  las  instituciones   vigentes-,  en  ambos 
se  trata  de  remontar  la  corriente  saludable  y  bien- 
hechora que  ha  empujado  la  barca  en  la  cual  na- 
vegan los  destinos  de  la  nación  argentina,  al  puerto 
de  bonanza  en  que  hoy  se  halla,  descansando  de  las 
fatigas  de  sus  primeras  y  gloriosas  jornadas,  para 
reponerse  y  emprender  rumbo  á  mejores  y  mas  lu- 
minosas regiones. 

El  Estado  puede,  cuando  mas,  dejar  que  las 
doctrinas  contrarias  á  sus  propias  instituciones  se 
propaguen  al  amparo  de  las  mismas  libertades  que 
los  ultra-católicos  pretenden  proscribir;  pero  nunca 
debe  encabezar  y  dirigir  la  conjuración  de  los  que  á 
grito  herido  piden  la  esclavitud  de  la  enseñanza, 
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232— También  se  dijo  por  uno  de  los  oradores 
ultramontanos  que  si  en  las  escuelas  no  se  forma- 
ban católicos,  no  habria  ciudadanos  aptos  para 
ejercer  la  presidencia  de  la  República,  supuesto 
que  la  Constitución  exige  la  calidad  de  católico 
para  desempeñar  tan  alto  puesto. 

El  argumento,  aunque  especioso,  es  de  todo  punto 
falso.  En  las  escuelas  públicas  no  se  forman  los 
creyentes.  Los  niños  que  á  ellas  concurren  están 
de  antemano,  por  voluntad  de  sus  padres,  incorpora- 
dos en  alguna  comunión  religiosa;  asi  es  que,  ya  se 
trate  de  la  enseñanza  laica  ó  ya  sea  obligatoria  la 
enseñanza  religiosa,  el  hecho  no  está  llamado  á  al- 
terar la  religión  de  cada  niño. 

Tan  es  así,  que  el  proyecto  sostenido  por  los  ultra 
católicos  y  rechazado  por  las  cámaras,  imponía  la 
obligación  de  la  enseñanza  religiosa  á  los  niños 
católicos  y  exigia  se  respetara  la  religión  de  los 
demás.  Dicho  proyecto  partía  del  supuesto,  perfecta- 
mente fundado,  de  que  cuando  los  niños  van  á  las 
escuelas  tienen  ya  su  religión  y  que  en  dichos  esta- 
blecimientos no  debia  procurarse  variar  el  sendero 
de  cada  uno,  sino  afirmar  á  los  católicos  en  sus  pro- 
pias creencias,  dejando  á  los  demás  en  posesión  de 
las  suyas. 

Por  otra  parte,  el  argumento  referido  tiende  á  es- 
tablecer una  confusión  lamentable  entre  la  persona 
del  primer  magistrado  de  la  nación  y  la  autoridad 
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ejercida  por  él,  dos  cosas  enteramente  distintas  y 
separables.  La  autoridad  reside  esencialmente  en 
la  nación  y  los  representantes  de  esta  solo  la  ejer- 
cen de  una  manera .  accidental  y  transitoria. 

El  gefe  de  la  nación,  como  católico,  estará  obligado 
en  conciencia  á  cumplir  los  deberes  que  la  Iglesia 
impone  á  sus  fieles  y  sujeto  á  las  represalias  ó  pe- 
nas espirituales  respectivas-,  pero  esto  es  del  domi- 
nio privado,  del  dominio  espiritual,  del  dominio  de  la 
conciencia. 

La  autoridad  ejercida  por  el  gefe  de  la  nación  no 
es  católica;  no  pertenece  á  religión  alguna,  ni  puede 
pertenecer.  La  autoridad  es  una  entidad  abstracta  5 
no  es  una  persona  sino  un  atributo,  y  aun  como 
atributo  no  pertenece  al  mencionado  gefe  por  dere- 
cho propio  sino  por  delegación  del  pais.  Por  consi- 
guiente, la  autoridad  es  independiente  de  toda  reli- 
gión, está  sometida,  tínica  y  exclusivamente,  al 
imperio  de  las  leyes  nacionales,  porque  esas  leyes 
determinan  la  forma  de  su  ejercicio,  le  dan  el  carác- 
ter esencialmente  práctico  y  social  que  debe  tener. 

El  derecho  de  pertenecer  á  determinada  comu- 
nión religiosa  es  un  derecho  individual,  tanto  en 
el  gete  del  Estado  como  en  el  sÍDiple  ciudadano. 
Al  contrario,  la  autoridad  del  gefe  del  Estado 
no  es  un  derecho  propio,  individual;  es  un  de- 
recho  de  la  nación  ejercido  en  nombre  y  repre- 
sentación de  esta.     Admitir  que  la  autoridad  ejer- 
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cida  por  el  presidente  de  la  Kepública  está  subor- 
dinada á  su  condición  de  católico,  impUcaria  admitir 
que  el  derecho  nacional  está  subordinado  al  derecho 
individual;  que  la  soberanía  del  pais  está  bajo  la  ac- 
ción de  las  creencias  religiosas  de  un  delegado  sujo; 
que  el  poder  de  la  nación  desaparece  cuando  se  ha 
dado  por  primer  mandataiio  á  un  ciudadano  cató- 
lico. 

La  nación  en  su  conjunto  no  puede  ser  miembro 
de  ninguna  sociedad  religiosa,  principalmente  cuan- 
do se  compone  de   elementos  ó  personas  de  dife- 
rentes creencias.    De  oti'o  modo  la  autoridad  ecle- 
siástica podría  obligar  con  sus  preceptos  á  dicha 
entidad  moral;  y  como  lo  que  es  obligatorio  para  la 
nación  lo  es  para  cada  uno  de  sus  miembros,  es 
claro  que   los  protestantes^  jodies  y  demás   disi- 
dentes estarían,  á  su  pesar,  bajo  el  dominio  de  la 
iglesia  católica. 

Si  la  nación  no  puede  pertenecer  á  comunión 
alguna  religiosa,  tampoco  está  sometida  á  legislación 
eclesiástica  de  ninguna  especie.  Por  lo  tanto,  sus 
representantes,  en  quienes  delega  el  ejercicio  de  su 
autoridad,  como  tales  representantes,  es  decir,  como 
autoridades,  no  están  subordinados  á  los  manda- 
tos de  la  Iglesia,  aunque  individualmente  sean  miem^- 
bros  de  ella. 

La  autoridad  del  Estado  depende  de  las  leyes 
dictadas  por  este.    Las  obligaciones   del  creyente 
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dependen  de  las  leyes  de  la  Iglesia  en  el  orden  espiíí- 
tual.  Las  primeras  pueden  estar  en  pngna  con  las 
segundas,  no  lo  negamos,  y  en  realidad  están  en 
muchos  casos-,  pero,  en  previsión  de  esta  emergen- 
cia, hemos  dejado  perfectamente  establecido  en  los 
números  129  y  siguientes  del  cap.  X.  que  cuando 
ella  se  presente,  las  leyes  civiles  deben  prevalecer 
sobre  las  eclesiásticas. 

Lo  expuesto  basta  para  dejar  establecido  que  el 
congi'eso  argentino,  no  solo  usó  de  sus  poderes  le- 
gítimos al  dictar  la  ley  de  enseñanza  laica,  sino 
que  procedió  con  arreglo  al  espíritu  de  las  insti- 
tuciones políticas  argentinas  y  á  las  conveniencias 
nacionales. 

Las  pocas  ampliaciones  aun  necesarias,  las  ha- 
remos en  el  próximo  capítulo,  al  discutir  la  ac- 
titud del  iltmo.  señor  Risso  Patrón  y  las  medidas 
gubernativas  dictadas  para  moderar  ó  reprimir  sus 
avances. 


CAPITULO  XVII 

«fustifloaolon  de  las  medidas  dictadas 
por  el  poder*  ejecutivo  con  i?especto 
al  ol>ispo  de  gi^ltat 


233— Califioaoion  de  la  oonduota  del  iltmo.  señor  obispo  de 
Salta.  284— Deolaracion  del  papa  San  Gregorio  el  Gran- 
de. 235— Opinión  del  papaGelaeio  sobre  la  sumisión  de 
los  pontífices  á.  las  leyes  temporales.  286 -Opiniones 
del  papa  Simanoa  sobre  lo  mismo.— 287  Opiniones 
del  papa  Gregorio  II  sobre  lo  mismo.— 288  El  canon  75 
del  cuarLo  concilio  de  Toledo.  289— L.os  prelados  fran- 
ceses y  la  ley  de  enseñanza  laica.  240— Declaración  del 
obispo  de  Gante  sobre  la  enseñanza  laica.  241 — L.os  ca- 
tólicos de  Holanda  y  de  Irlanda  defienden  la  enseñanza 
laica.  242— Ijos  poderes  espiritual  y  temporal  según  las 
sagradas  escrituras.  248— Diversas  leyes  que  justifi- 
can el  procedimientc»  del  poder  ejecutivo  con  res  pecto 
al  obispo  de  Salta.  244— Dicho  procedimiento  fué  cons- 
titucional. 248— L.a  jurisdicción  de  los  obispos  en  sus 
respectivas  diócesis  procede  principalmente  del  nom- 
branniento  otorgado  por  el  poder  civil.  246— De  aquí 
se  deduce  el  d.erechc  del  mismo  poder  para  revocar 
dichos  nombramientos  y  la  jurisdicción  correspon- 
diente. 247— Opinión  del  doctor  velez  Sarsfield.  248— 
X-a  Asambled  Constituyente  de  1818  devuelve  oondicio- 
nalmente  A  los  ordinarios  una  parte  de  su  jurisdicción 
249 — Enjuiciamiento  y  destitución  de  los  obispos  según 
la  Carta  política  de  1819.  280— Sucesos  posteriores  ola 
Constitución  de  1888  y  otros  de  distintas  épocas.  281 — 
L.OS  Obispos  de  Olinda  y  del  Para.  252— L.08  obispos  de 
Santa-Fé  y  Popayan.  253.— Destierro  del  arzobispo  de 
Caracas.  234— Arzobispo  de  Méjico.  235— Enjuiciamien- 
to delObispo  de  Puno.  236— L«a  renuncia  del  arzobispo 
de  Lima,  señor  Bartolomé  Maria  de  las  Horas*  237— 
Consideraciones  finales. 

233— Se  ha  demostrado  en  el  capítulo  anterior, 
que  la  ley  de  enseñanza  laica  dictada  por  el  con- 
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greso  argentino  fué  resultado  de  sus  funciones 
legítimas  y  ha  respondido  al  espíritu  de  las  insti- 
tuciones vigentes  y  á  muy  ^agradas  conveniencias 
del  orden  social. 

Sentada  esta  base^  es  forzoso  llegar  á  esta  conse- 
cuencia: el  iltmo.  obispo  de  Salta,  al  condenar 
oficialmente  las  escuelas  laicas  y  al  privar  del  bene- 
ficio de  los  sacramentos  á  los  padres  que  colooMen 
ó  mantuviesen  á  sus  bijos  en  aquellos  planteles  de 
educación,  para  actuar  eficazmente  sobre  las  con- 
ciencias tímidas,  puso  en  pugna  su  misión  de  abispo 
con  una  ley  del  Estado  y  faltó  á  su  deber  de  fan* 
clonado  público  de  cooperar  al  cumplimiento  de 
dicha  ley. 

Además,  el  referido  prelado,  al  convertirse  en 
eco  de  las  que  llamó  doctísimas  pastorales  del  vi- 
cario Clara,  mandó  que  en  Salta  como  en  Córdoba 
fuesen  obligatorios  los  preceptos  en  ellas  conteni- 
dos. Por  consiguiente,  lo  dicho  en  los  capítulos 
XII,  XIII  y  XIV  para  calificar  la  conducta  del 
vicario  Clara,  bajo  el  punto  de  vista  de  sus  rela- 
ciones con  la  autoridad  pública  y  las  leyes  del  Es- 
tado, es  igualmente  aplicable  á  la  conducta  del 
obispo  de  Salta.  Solamente,  como  la  forma  del 
nombramiento  de  los  obispos  es  distinta  de  la  de  los 
vicarios,  y  como  la  autoridad  de  aquellos  es  superior 
á  la  de  estos,  cuidaremos  de  tomar  en  consideración 
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estas  circunstancias  al  apreciar  la  legalidad  de  las 
medidas  dictadas  por  el  poder  ejecutivo. 

234 — ^Antes  de  entrar  en  el  examen  de  esta  faz 
de  la  cuestión,  conviene  manifestar  que  el  obispo  de 
Salta  pudo  abstenerse  de  lanzar  su  )*eferida  pasto- 
ral)  aun  mas,  aconsejar  la  sumisión  á  la  ley  de 
enseñanza  laica  y  á  las  demás  dictadas  por  el  Es- 
tado, sin  comprometer  su  conciencia  de  sacerdote  y 
de  pastor. 

Es  verdad  que  en  la  historia  del  sacerdocio  se 
cuentan  no  pocos  casos  de  obispos  diseolos  é  intransi- 
gentes qtae  han  intentado  ejercer  una  influencia  pre- 
ponderante  y  decisiva  en  el  ckrden  temporal;  pero 
ha  habido  también  otros  que,  sin  ab  aerse  los  fíuwes 
y  anatemas  del  YaticanO;  el  cual  sabe  transigir 
y  ser  complaciente  cuando  le  conviene,  han  acatado 
y  obedecido  leyes  parecidas  á  la  de  enseñanza 
laica.  Ha  habido  hasta  pontífices  que  han  creido 
de  su  deber  someterse  á  las  leyes  del  orden  temporal, 
nun  en  los  casos  en  que  las  han  creido  contrarias  á 
las  doctrinas  de  la  Iglesia. 

La  declaración  mas  notable  en  este  orden  fué 
la  de  San  Gregorio  el  GrandCj  tanto  por  su  posi- 
sicion  culminante  en  la  jerarquía  eclesiástica,  como 
por  haberse  hecho  acreedor  á  los  honores  de  la  ca- 
nonización. El  emperador  Mauricio  dictó  una  ley 
prohibiendo  á  los  soldados  dejasen  el  servicio  de  las 
armas  para  abrazar  el  estado  monástico.    Coa  este 
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motivo  se  dirigió  al  papa  San  Gregorio  y  le  en- 
cargó hiciese  publicar  dicha  disposición  en  las  pro- 
vincias del  occidente  del  imperio  romano.  £1 
papa  hizo  publicar  el  mandato,  no  obstante  conside- 
rarlo contrario  á  las  doctrinas  católicas  y  escribió 
al  emperador  en  estos  términos:  «Obedeciendo  á 
vuestras  órdenes,  he  enviado  vuestra  ley  á  diferen- 
tes lugares^  pero  como  ella  no  está  de  acuerdo  con 
los  intereses  de  la  Iglesia,  me  tomo  la  libertad  de 
representar  á  mis  serenísimos  soberanos.  Así  dejo 
cumplidos  mis  deberes,  para  con  el  príncipe  y  para 
con  Dios,  obedeciendo  á  la  éi^den  del  emperador^  y 
manifestando  .libremente  mis  sentimientos  por  la 
causa  de  Dios. »  (1) 

¿No  pudo  el  iltmo.  señor  Eisso  Pati'on  seguir  las 
huellas  de  este  pontífice?  ¿No  pudo  dejar  gue  se 
cumpliese  la  ley,  sin  perjuicio  de  elevar  al  gobier- 
no, en  términos  convenientes,  una  representación, 
en  vez  de  romper  bruscamente  loa  vínculos  de  obe- 
diencia que  lo  ligaban  al  poder  público,  ya  como 
ciudadano  ya  como  funcionario? 

236 — El  papa  Q-elasio,  procurando  deslindar  las 
atribuciones  de  los  pontífices  y  de  los  príncipes,  ó 
sea  de  las  autoridades  eclesiá^stica  y  secular,  fué 
también   bastante    expresivo.    (2)     «  Desde   que 


(1)  Citado  por  Bupin  en  su  obra  de  «rAutorité   eocleBíaatiqae»,  tom  1' 
pá9S.  38.  161  y  163. 

(2)  «Tratado  del  anatema»  pá«r.  \2%2. 
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apareció,  dice,  la  verdadera  religión  de  Jesucristo, 
que  es  á  la  vez  rey  y  pontífice,  los  emperadores  no 
volvieron  á  llamarse  pontífices  y  los  pontífices  no  se 
han  atribuido  la  autoridad  real,  aun  que  sean  miem^ 

bros  de  aquel  que  es  verdadero  rey  y  pontífice 

Sin  embaído,  Jesucristo  considerando  la  fragilidad 
humana,  ha  distinguido  enteramente  las  funciones 
de  los  dos  ordenes,  haciéndolas  ejercer  t)or  dos  dig- 
nidades diferentes.  Ha  querido  que  los  suyos  se  sal- 
vasen mediante  la  humildad  y  no  agobiados  bajo  el 
peso  del  orgullo  humano-,  de  manera  que  los  empera- 
dores tuviesen  necesidad  de  los  pontífices  para  Ja 
vida  eterna^  y  los  pontífices  de  las  leyes  imperiales 
para  la  expedición  de  los  negocios  temporales.  > 

236 — El  papa  Simanca,  en  tina  carta  escrita 
al  empei^dor  Mauricio  le  decia:  «Comparémosla 
dignidad  del  emperador  con  la  de  los  pontífices. 
La  diferencia  que  se  encuentra  en  ellas  es  que  el 
rey  tiene  cuidado  de  las  cosas  humanas  y  los  pon- 
tífices Me  las  dfimna^.  Recibís  oh!  emperador,  el 
bautismo,  del  pontífice;  él  os  dá  los  sacramentos. 
Lepedis  oraciones-,  esperáis  sus  bendiciones  y  le 
pedis  la  penitencia.  En  ima  palabra^  tenéis  el  do- 
minio de  los  bienes  temporales  y  él  es  el  depositario 
de  los  bienes  espirituales.^    (1) 


(\)  CiUdo  por  Dupin  ea  sa  «Autorité  eoclesÍMtiqne»,    tomo   1^  pigina 
39. 
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2S7~-E1  papa  Grregorio  II,  i  «u  vez,  le  decia  al 
emperador  León  el  Isaiu'O:  >Lqs  asuntos  eclesiás- 
ticos y  los  temporales  se  tratan  de  diverso  modo.  .  . 
Asi  como  los  pontífices  no  tienen  derecho  de  mez^ 
ciarse  en  les  negocios  de  la  corte,  ni  de  dar  loa 
cargos  del  Estado;  de  la  misma  manera  el  emperador 
no  tiene  poder  pai*a  aiTeglar  las  cosas  esf  irijtnales, 
ni  para  conferir  órdenes  sagradas  á  los  ministros^ 
ni  para  consagrar,  ni  para  administa*ar  los  sacra- 
mentos.»   (1) 

Debe  observarse  que  cuando  los  papas  menciona- 
dos se  refieren  á  los  negocios  del  orden,  temporal  en 
los  cuales  no  deben  ellos  mezclarse,  no  restringen 
el  sentido  de  la  frase*,  mientras  cuando  hablan  de 
los  negocios  espirituales  en  que  los  príncipes  no 
deben  intervenir,  entonces  tienen  cuidadx)  de  espe- 
cificar que  se  refieren  á  la  administración  de  los 
sacramentos,  ó  las  bendiciones,  oraciones,  consagra- 
ciones, etc. 

238--TAIguno3  concilios  generales  han  apoyado 
estos  juicios  sanos  y  discretos  de  los  ppntífices. 
Para  no  ser  difusos^  nos  limitaremos  á  exponer  la 
opinión  del  cuarto  concilio  de  Toledo,  celebrado  el 
afio  663,  el  cual,  en  el  canon  76,  formuló  e^te  ana- 
tema:    «Cualquiera  de  nosotms  (los  obispos)  ó  del 


(I)  EpUtoIa  2**   citada    i>or   Dupin  «Autorité    eccUnutique»  tomo  l^ 
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pueblo  de  España,  que  violase  por  una  conspiración 
ó  por  facción  el  juramento  hecho  para  la  conserva^ 
don  de  la  patria,  del  Estado  de  los  godos  y  de  la 
sahuldél  rmj^  ó  que  atentare  á  la  vida  del  rey^  ó  que 
qtmiera  despojarlo  de  su  reino  y  usurpar  tiránica- 
niente  su  dominación,  sea  anatematizado.» 

¿Como  habría  conciliado  el  sefior  Risso  Patrón 
las  doctrinas  de  obediencia  &  la  autoridad  tempo- 
ral, establecidas  en  este  canon,  con  sus  incitaciones 
al  desprestigio  y  á  la  desobediencia  de  una  ley  ema*- 
nada  de  los  poderes  legalmente  constituidos? 

239. — Si  délos  pontífices  y  concilios  descendemos 
al  cuerpo  episcopal  de  la  cristiandad,  no  es  difícil 
encontrar  prelados  llenos  de  prestigio,  de  virtud  y 
de  talento  que,  en  casos  iguales  al  del  obispo  de  Sal^ 
ta,  no  creyeron  faltar  á  sus  deberes  al  seguir  una  lí- 
nea de  conducta  contraria  á  la  de  este. 

Cuando  se  dio  en  Francia  la  nueva  ley  de  instruo^ 
cion  primaria,  y  se  sancionó  el  principio  de  la  ense- 
ñanza laica,  el  cardenal  Bonnechose,  arzobispo  de 
Paris,  dirigió  al  clero  y  á  los  fieles  las  siguientes 
palabras  publicadas  en  los  diarios  parisienses:  *La 
ley  no  manda  la  impiedad^  sino  la  neutralidad. 
Cuando  esta  neutralidad  sea  estrictamente  obser- 
vada; cuando  tengáis  la  seguridad  de  que  la  ense- 
ñanza de  la  escuela  comunal  no  contraria  en  nada  la 
de  la  Iglesia,  y  se  concilia  con  las  doctrinas  y  las 
tradiciones  de  nuestra  santa  religión,  podéis  y  de* 

2$ 
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heis  mandar  vuestros  hijos  á  esa  escinda.  > .  Entre 
estas  palabras  y  las  pronunciadas  por  el  obispo 
de  Salta,  hay  un  abismo.  Según  el  diario  pari- 
siense Le  Temps^  en  el  mismo  sentido  apreciaron 
dicha  ley,  el  cardenal  arzobispo  de  Roan  y  el 
obispo  de  Angers.  Ambos  recomenda}on  la  sumi- 
sión á  la  ley  y  aconsejaron  á  los  padres  de  familia 
que  vigilasen  la  educación  de  las  escuelas  y  denun- 
ciaran los  casos  en  que  se  faltase  á  la  neutralidad 
en  materias  religiosas. 

240. — El  obispo  de  Gante,  Bélgica,  en  una  carta 
dirigida  á  los  regidores  de  la  ciudad  de  Alost,  con 
fecha  30  de  Octubre  de  1855,  les  decia:  cignorais. 
sin  duda,  señores,  que  la  enseñanza  i'eligiosa  perte- 
nece exclusivamente  á  la  Iglesia,  aun  la  del  cate 
cismo,  y  que  nadie,  ni  aun  un  sacerdote,  puede  darla 
sin  una  delegación  de  la  autoridad  eclesiástica. — 
No  solamente  el  clero,  sino  todos  los  católicos  ins- 
truidos están  de  acuerdo  con  este  principio. 

«Es  asi  como  en  la  sesión  del  16  de  Julio  de  1851, 
en  la  cámara  de  diputados,  el  señor  Vilain  XIV, 
hoy  ministro  de  negocios  extranjeros,  ha  demos- 
trado que  es  un  error  completo  sostener  que  los 
padres  tienen  el  derecho  de  enseñar  el  catecismo 
á  sus  hijos  y  que  pueden  delegar  este  derecho  en 
los  profesores  de  los  colegios.  El  señor  de  Decker, 
ministro  actual  del  interior  ha  ido  mas  lejos  cuando 
en  la  sesión  del  1 7  de  Julio  ha  pronunciado  estas 
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notables  palabras:— La  cuestión  de  hecho  no  prue- 
ba nada  conti-a  lo  que  llamáis  la  pretensión  del  cle- 
ro*, pero  lo  sabéis  muy  bien,  no  es  una  pretensión; 
es  un  principio  inviolable  de  la  Iglesia. — Como  ha 
dicho  el  honorable  Vilain  XIV,  la  enseñanza  reí  i- 
giosadada  por  los  laicos  será  un  principio  de  cis- 
ma. La  enseñanza  dada  por  laicos  es  una  cosa  ina- 
ceptable hajo  el  punto  de  vista  católico.  > 

241. — Cuando  se  discutió  en  Holanda  la  ley  de 
enseñanza,  los  católicos  fueron  los  defensores  y  abo- 
gados de  la  escuela  completamente  laica.  El  arci- 
preste de  la  Frisia  decia  con  este  motivo  en  el 
parlamento:  «Para  ver  reinar  la  concordia,  la  amis- 
tad y  la  caridad,  es  necesario,  en  mi  opinión,  que 
los  maestros  se  abstengan  de  la  enseñanza  de  los 
dogmas  de  las  diversas  comuniones,  > 

El  seflpr  Lagos  Garcia,  refljúóndose  á  la  autori- 
dad de  Laveleye,  afirmó  que  el  pontífice  Gregorio 
XVI,  en  una  carta  dirigida  al  obispo  de  Irlanda 
el  afio  41^  decia  que  no  debia  ser  condenada  la  es- 
cuela laica  y  debia  exigirse  no  se  ensefiase  religión 
en  ella. 

243.**- Aparte  de  estos  nobilísimos  ejemplos,  podo 
el  seflor  Risso  Patrón,  ya  que  era  tan  virtuoso 
como  los  sacerdotes  que  los  dieron,  inspirarse  en  las 
fiíentes  mas  puras  y  auténticas  de  la  doctrina  ca* 
tóUca:  en  las  sagradas    escrituras,   que   siempre 
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aconsejai'on  la  sumisión  de  los  ministros  de  Cristo 
á  los  poderes  temporales. 

En  una  ocasión  Jesús  dijo  á  sus  discípulos: 
«Sabéis  que  aquellos  que  se  ven  mandar  á  las 
genteS)  se  enseñorean  de  ellas,  y  los  príncipes  de 
ellas  tienen  potestad  sobre  ellas.  Mas  no  es  asi 
entre  vosotros*,  antes  el  que  quisiere  ser  el  mayor, 
será  vuestro  ciíado^  y  el  que  quisiere  ser  el  pri- 
mero entre  vosotros,  será  siervo  de   todos.»     (1) 

La  Iglesia  ha  aceptado^  según  se  sabe^  como 
fidedigna,  la  explicación  de  los  diferentes  pa- 
sajes de  la  Escritura  hecha  los  por  santos  padres. 
Pues  bien,  San  Gerónimo,  refiriéndose  al  ci- 
tado, dice  que  la  diferencia  entre  los  reyes  y  los 
obispos,  entre  el  soberano  temporal  y  las  autorida- 
des eclesiásticas,  consiste  en  que  los  reyes  gobiernan 
á  los  pueblos  á  su  pesar,  mientras  que  los  obispos 
solo  gobiernan  á  aquellos  que  lo  quieren:  Ule  terrore 
súbjici^  hic  servituti  donatur.  Los  reyes,  agi'ega, 
son  los  dueños  del  cuerpo  para  castigar  á  los 
hombres  de  muerte^  los  obispos  tienen  cuidado  de 
conservar  las  almas  para  la  vida  eterna:  Ule  corpora 
custodit  ad  mortem^  Me  animas  serval  ad  vitam.  (2) 
San  Orisóstomo  comentando  el  mismo  pasaje 
asegm^a  que  un  obispo  no  puede  mandar  como  un 


(1)  San  Marcos  cap.  X  v.  42,  43  y  44. 
(2;  Epístola  3  *  Xepot.   citada  por  Dupin. 
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principe,  con  imperio  y  con  dominación;  su  deber  es 
aconsejar,  exhortar,  reprender;  no  tiene  otras  armas 
sino  las  espirituales  para  castigar  á  los  rebeldes; 
si  estos  no  ceden  á  sus  esfuerzos  no  les  queda  otro 
camino  que  las  lágrimas  y  las  oraciones. 

San  Pedro,  en  el  capítulo  segundo  de  su  primera 
epístola,  aconseja  la  obediencia  al  soberano  tempo- 
ral. «Someteos,  dice,  á  toda  humana  criatura  y 
esto  por  Dios,  ya  sea  al  rey,  como  soberano  que 
es\  ya  á  los  gobernadores  como  enviados  por  él  para 
tomar  venganza  de  los  malhechores  y  para  alaban- 
zas délos  buenos.»    (1) 

San  Pablo,  predicando  el  cumplimiento  de  la  ley, 
decia  á  los  romanos:  «Toda  alma  esté  sometida  á 
las  potestades  superiores;  porque  no  hay  potestad 
sino  de  Dios;  y  las  que  son  de  Dios  son  ordenadas. 
Por  lo  cual  él  que  resiste  á  la  potestad,  resiste  á  la 
ordenación  de  T>ios\  y  los  que  le  resisten,  ellos  mis- 
mos atraen  asi  la  condenación.  Por  que  los 
principes  no  son  para  temor  de  los  que  obran  lo 
bueno,  sino  lo  malo.  ¿Quieres  tú  no  temer  ala 
potestad?  haz  lo  bueno  y  tendrás  alabanza  de  ella. 
Por  que  es  ministro  de  Dios  para  tu  bien.  Mas 
si  hicieres  lo  malo  teme;  por  que  no  en  vano  lleva 
la  espada.  Pues  es  ministro  de  Dios  vengador  en 
ira  contra  aquel  que  hace  lo  malo.    Por  lo  cual 


(1)  Vcraíouloí  13  y  14 
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es  necesario  qus  le  estéis  s(ymetidos^   no  solamente 
por   la  ira^  sino  también  por  la  conciencia.»  (1) 

243. — Veamos  ahora  si  el  poder  ejecutivo  pro- 
cedió con  arreglo  á  sus  atribuciones,  al  suspender 
al  mencionado  obispo  en  el  ejeraicio  de  la  admi- 
nistración y  jurisdicción  episcopal,  y  al  ordenar 
su  enjuiciamiento. 

Los  argumentos  formulados  y  las  leyes  citadas 
en  los  números  184,  185,  186, 187,  188,  189,  190 
y  191,  al  tratar  del  vicario,  seftor  Clara,  son 
perfectamente  aplicables  al  caso  actual.  Esas  leyes 
y  esos  argumentos  se  refieren  á  todos  los  altos 
funcionarios  de  la  iglesia  argentina  sometidos  á  la 
acción  del  patronato  nacional.  Ellos  demuestran 
que  el  poder  ejecutivo  procedió  legal  y  acerta- 
damente al  dictar  su  referido  decreto. 

Podemos  hacer  algunas  ampliaciones.  El  señor 
procurador  general  de  la  nación  produjo  en  el 
debate  de  este  asunto  diversas  cédulas,  con  las 
coiTespondientes  reservas:  una  de  1573  que  auto- 
rizó al  virey  del  Perú  «para  extrañar  del  reino  á 
los  clérigo?  y  religiosos  díscolos  é  inquietos,  como 
está  proveído,  sin  necesidad  de  breve  de  su 
santidad. » 

Otra  cédula  de  17  de  Marzo  de  1619,  al  mismo 


(1)  Epístola   de  San   pablo  á  ios    romanos,    cap.  13  v.  1,  2,  3,  4  y  5  — 
Véase  la  Introducción  de  este  libro,  número  \. 
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virey,  le  previene  que  «cuando  los  religiosos 
graves  anden  inquietos  y  parciales  en  materias 
de  elecciones,  y  no  se  halle  otro  remedio  de  com- 
ponerlos y  quietarlos,  el  mas  eficaz  és,  sacarlos 
de  síis  provincias^  ó  embarcarlos  para  Espafia.» 
Una  tercera  cédula  dice:  « Que  los  obispos  y  aba- 
des tí  otras  cualesqider  personas  eclesiásticas,  no 
sean  osadas  de  aquí  en  adelante  de  escandalizar 
los  condadosv  villas  y  lugares  de  nuestros  reinos, 
no  se  muestren  de  vandos,  ni  parcialidad,  ni  hagan 
ligas,  ni  monopolios,  ni  para  lo  cual  den  consejos 
ni  ayuda*  psilo  contrario  hicieren^  pierdan  la  na- 
turaleza de  nuestros  reinos^  y  asi  como  ágenos 
del  no  gocen  de  sus  temporalidades.  >  (1) 

Estas  medidas,  como  lo  explicamos  en  el  ca^o  del 
señor  Clara,  ae  refieren  tanto  al  drden  administra- 
tivo  como  al  orden  contencioso. 

244. — El  espiritu  de  ellas  se  ha  conservado  en  el 
inciso  10  deí  artículo  86  de  la  Oonstitucion  nació* 
nal,  el  cual  concede  al  poder  ejecutivo  la  facultad 
de  nombrar  y  remover  los  empleados  de  la  adr 
ministracion  cuyo  nombramiento  no  está  reglado 
de  otra  manera  por  la  misma  Constituoion.  La 
forma  del  nombramiento  délos  obispos  está  expre- 
samente prescrita  poi-  la  referida  ley:  esa  forma 


(1)  L.  13.  tít  3,  lib.  4.-L.  5,  tít.  M,  lib*  8,  B.  Y. 
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tiene  que  observarse.  No  sucede  lo  mismo  con  la 
remoción:  la  Constitución  no  ha  expresado  la 
forma  en  que  deba  producirse.  Por  consiguiente, 
cuando  ella  no  tenga  un  carácter  definitivo  j  deba 
ser  el  resultado  de  un  juicio  criminal^  es  decir, 
cuando  solo  tenga  el  carácter  de  una  suspensión, 
compete  decretarla  al  poder  ejecutivo. 

245. — ^El  derecho  del  poder  civil  para  tomar  me- 
didas de  este  carácter,  se  desprende  también  de  la 
manera  como  son  nombrados  los  obispos,  ó  sea  de  la 
fuente  principal  de  su  jurisdicción. 

Según  la  Ley  constitucional,  la  cámara  de  sena- 
dores,  propone  una  terna  al  poder   ejcutivo,  este 
elige  uno  de  los  propuestos  y  lo  presenta  al  roma- 
no pontiñce  para  que  se  le  confiera  la  institución 
canónica.   (1)    Esta  no  es   sino  la  adopci(m  de 
las  reglas  establecidas  por  las  antiguas  leyes,  una 
de  las  cuales   decía:     «Los   arzobispos   de  nues- 
tras  indias  se  proveen  por  nuesüra  presentación 
hecha  á   nuestro  muy  Santo  Padre.»  (2)    Esta 
forma  de  nombramiento  fué,  ademas,  reconocida 
por  el  pontificado,  cuando  en  él  concordato  de  1753 
se  dijo:     «Y  no  habiendo  habido  tampoco  contro- 
versia sobre  la  nófnina   de  los   reyes  catdlieos  á 
los  arzobispados,  obispados  y  beneficios  de  las  in- 
dias, etc.» 

(1)  Art.  S6,  inoiso  S. 
2}  Ley  8,  tU.  6.  libro  !•  H   I. 
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Aun  despnes  de  conferida  á  los  obispos  la  institu- 
ción candníca,  no  quedan  en  aptitud  de  ejercer  la 
jurisdicción  episcopal,  en  los  territorios  de  sus 
diócesis  respectivas.  Para  poder  hacerlo  es  necesa- 
rio  que  las  bulas  pontificias  reciban  el  asentimiento 
del  poder  dvil  y  que  el  obispo  preste  juramen- 
to de  obediencia  á  las  leyes  y  al  patronato  nacio- 
nal. Ko  necesitamos  reproducir  las  disposiciones  ci- 
tadas al  determinar  la  extensión  del  patronato,  y 
al  tratar  de  las  cuestiones  referentes  al  vicario 
Clara.  (1) 

La  institución  canónica,  ni  se  puede  conferir  sin 
la  próvia  presentación  del  poder  civil,  ni  produce 
sus  efectos  después  de  conferida,  si  el  mismo  poder 
no  presta  su  asentimiento.  Por  muchas  que  sean 
las  facultades  espirituales  de  un  obispo  cuyo  nom- 
bramiento no  procede  del  poder  civil  ó  cuyas  bu- 
las no  han  obtenido  el  pase  respectivo,  esas  facul- 
tades no  pueden  dar  al  instituido  mas  autoridad 
efectiva  que  la  ejercida  por  los  obispos  in  parttbus, 
los  cuales  en  realidad  no  gobiernan  sus  rebaños. 
El  nombramiento  de  la  autoridad  civil  es  el  único 
que  da  origen  y  siiTe  de  base  á  la  autoridad  efec- 
tiva de  los  obispos. 
No  es  esta  una  innovación  del  liberaliraio  moder- 


en Véanse    los  números  lütí,  112   118    153,    157,  158,  159,    160,  161,  1C2, 
163    164,  165,  166,  167.  168.  169,  170,  171,  y  176  de  este  libro. 
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no.  Los  leyes  católicos  de  España  mandaban  que  los 
obispos  gobernaran  sus  diócesis,  aun  antes  deque 
el  romano  pontífice  otorgara  la  institución  canónica. 
Una  cédula  de  2  de  Agosto  de  1736,  dirigida  al 
arzobispo  de  Manila,  dice:  «Ha  parecido  preve- 
niros como  lo  hago,  que  los  sujetos  que  yo  presen- 
tare para  las  iglesias  de  esas  islas,  á  quienes  se  les 
despacharán  las  cédulas  para  gobernarlas  constando 
de  ellas  y  de  su  aceptación,  no  necesitan  para  entrar 
á  gobernar  legítima  y  canónicamente  sus  iglesias  por 
sus  peisonas  y  vicarios  generales^  tanto  en  lo  tem- 
poral como  en  lo  espiritual^  de  que  los  obispos  in- 
mediatos que  estmnesen  gobernando  en  la  vacante 
esas  iglesias^  les  subdeleguen  jurisdicción  algara 
para  gobernarlas^  por  suponi^rles  trasmitida  toda  la 
que  necesitan  con  el  acto  mismo  de  la  presentación 
y  aceptación^  por  la  ^autoridad  de  su  santidad  y  de 
la  mia  qm  inmediatamente  concurren  en  este  con- 
sentimi  entonen  atención  A  la  necesidad  de  las  iglesias 
y  distancia  de  la  corte  romana, » 

Al  fin  del  título  6,  libro  1""  de  la  recopilación 
de  ináias  se  declaró  que  los  reyes  de  España  po- 
dían ejercer  el  derecho  de  expedir  cédulas,  dirigi- 
das alas  iglesias  catedrales  en- sede  vacante,  para 
entretanto  que  llegasen  las  bulas  de  su  santidad  y 
los  presentado'^  á  las  prelacias  fuesen  consagrados, 
les  diesen  potestad  para  gobernar  los  arzobispados 
y  obispados  délas  indias. 


En  el  PeiTÍ,  por  decreto  de  30  y  31  de  Julio 
de  184t5,  siguiendo  la  práctica  establecida  por 
estas  antiguas  leyes,  se  resolvió  que  desde  la  pre- 
sentación de  los  obispos  electos  á  su  santidad  y 
mientras  les  llegan  las  bulas,  deben  gobernar  y  ad- 
ministrar sus  diócesis. 

Hay  mas.  La  potestad  de  los  obispos  es  de  dos 
clases :  de  orden  y  de  jurisdicción.  La  potestad 
de  orden  comprende  todo  aquello  para  lo  cual  se  re- 
quiere carácter  episcopal,  como  la  consagración  de 
los  altares,  de  las  iglesias,  del  crisma  y  óleo  de  los 
catecúmenos,  el  poder  para  confirmar  y  ordenar. 
Esta  potestad  no  la  confiere  indudablemente  el  po- 
der civil;  pero  en  los  territorios  gobernados  por 
este,  especialmente  en  sus  iglesias,  no  se  puede  ejer- 
cer de  una  manera  pública  sin  su  consentimiento. 
La  potestad  de  jurisdicción  comprende  la  polícia 
exterior  de  la  iglesia  y  su  administración.  Esta 
potestad  puede  ser  conferida  por  el  patrono,  como 
fundador  y  sostenedor  de  las  iglesias,  y  efectiva- 
mente  la  confiere,  según  el  tenor  de  las  leyes  ya 
citadas.  Aun  en  los  paises  en  donde  el  patro- 
nato no  es  una  institución  imcional,  en  donde 
los  gobiernos  no  pueden  conferir  esta  clase  de  po- 
testad, ella  puede  ser  reglamentada  en  su  ejercicio-, 
por  que  todo  lo  que  tiene  un  catócter  externo  y 
social,  es  susceptible  de  afectar  el  orden  público 
cuya  conservación  pertenece  en  todo  caso  á  la  po- 
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testad  secular.  Hay,  pues,  siempre^  el  derecho 
de  armonizar  la  policía  exterior  de  los  diferentes 
cultos  con  las  leyes  de  la  República,  para  que  la  li- 
bertad de  conciencia  y  el  ejercicio  de  los  cultos,  no 
sirvan  de  antemui*al  inespugnable  á  los  que  lanzan 
sus  dardos  venenosos  contra  ]as  leyes  é  instituciones 
del  éx&en  civil. 

246,— Procediendo  toda  la  eficacia  de  la  auto- 
ridad que  ejercen  los  obispos,  de  la  intervención 
del  gobierno  civil  en  sus  nombramientos^  es  claro 
que  al  poder  civil  también  debe  corresponder  re- 
vocar esos  nombramientos,  ya  sea  temporal  ó  defi- 
nitivamente, es  decir,  ya  sea  con  el  carácter  de  una 
suspensión  ó  con  el  de  una  destitución. 

El  gobierno  civil. — el  poder  ejecutivo,  según  las 
leyes  vigentes, --al  otorgai*  el  pase  ó  exequátur  á  los 
bulas  de  los  obispos,  expresa  su  consentimiento  para 
el  desempeño  de  las  funciones  de  aquellos,  como 
sucede  con  los  cónsules  extranjeros  por  ejemplo.  Así 
como  á  estos  últimos  se  les  puede  cancelar  sus  res- 
pectivas patentes  ó  retirarles  el  exequátur^  cuando 
graves  y  urgentes  necesidades  del  pais  lo  exijan^  que 
dando  inhibido  desde  ese  momento  el  funcionario 
consular  para  seguir  desempeñando  sus  funciones 
en  el  territorio  del  soberano  que  le  ha  cancelado 
sus  patentes;  así  también,  á  un  obispo  se  le  puede 
cancelar  sus  patentes,  es  decir  sus  bulas,  quedando 
inhibido  desde  ese  momento  para  contisiuar   ejer- 
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ciendo  su  cargo.  No  importa  que  el  papa  lo  sostenga 
en  su  puesto  á  despecho  de  las  resoluciones  del 
po^ler  civil-,  así  como  no  importaría  que  un  soberano 
extranjero  pretendiese  que  su  cónsul  siguiese  ejer- 
ciendo sus  funciones,  apesar  de  habérsele  cancelado 
su  patente.  El  gobierno  nacional,  como  no  está  ni 
puede  estar  sometido  á  las  sugestiones  de  ningún 
poder  extraño,  usando  de  su  derecho  y  cumpliendo 
sus  mas  altos  deberes,  podría  llevar  adelante  sus 
propias  determinaciones. 

247.— Esta  doctrina  es  la  defendida  por  el  doctor 
Velez  Sarsfield,  cuya  autorizada  opinión  conviene 
consignar  aqui.  Dice :     «Así  el  gobierao  elije  y 
nombra  el  obispo  y  lo  presenta  al  papa  para  que 
le  dé  su   institución.    Este   acto    se   ha  querido 
llamar  una  mera  postalacion,  como  si  fuera  una 
suplica  del  inferior  al  superior  y  no  tma  verdade- 
ra  elección   y  nombramiento    del   obispo.    Efec- 
tivamente, hasta  hoy  los  papas  usan  de  las  antiguas 
formas.    Hacen  en  el  consistorio  dos  proclamacio- 
nes del  obispo,  la  una  eligiéndole  y  la  otra  con- 
firmándole.   Pero  estas  formas  solo    indican  los 
derechos  del  antiguo  tiempo  de  que  desistieron   los 
pontífices  respecto  á  las  iglesias  de  America.  .  .  . 
I  si  no  es  el  gobierno  ¿quien  hace  la  elecciim  cuando 
el  papa  tiene  que  esperar  la  presentación  del  sobe- 
rano para  darle  su  confirmación?»  En  otro   lugar 
agrega:  ^JEl  obispo  elegido  por   el   soberano  erUra 
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regtdannente  á  gobernar  el  ohispado  aun  antes  que 
el  papa  tenga  noticia  de  su  7io miramiento.  El 
derecho  canónico  ordenaba  que  el  elegido  para  una 
dignidad  de  la  Iglesia  no  la  administrara  bajo  de 
ningún  nombre  hasta  que  la  elección  fuese  confir- 
mada. Pero  en  el  mismo  título  está  la  excepción-^ 
que  por  necesidad  y  utilidad  de  la  Iglesia  puedan 
administrarla  los  eclesiásticos  en  lo  espiritual  y  teni. 
poral  cuando  la  Iglesia  está  fuera  de  Italia  lejana 
de  la  santa  sedo  (1) 

El  mismo,  al  hablar  de  la  sede  vacante,  dice 
que  la  vacante  se  puede  producir,  entre  otras  cau- 
sas por  deposición  del  obispo  diocesano  y  agrega; 
« I^a  vacante  por  desposicion  puede  tener  su  origen 
en  el  gobierno^  ó  en  el  soberano  pontífice.  •  Si  el 
gobierno  puede,  pues,  llegar  hasta  la  deposición,  ó 
lo  que  es  lo  mismo,  hasta  la  separación  definitiva 
del  puesto,  con  mayor  razón  puede  decretar  la  sos- 
pensión  de  los  obispos. 

En  el  caso  de  que  tratamos,  la  suspensión  no  se,)ia 
aplicado  como  pena,  pue-;  junto  con  ella  se  decretó 
el  enjuiciamiento  del  obispo;^  solo  tuvo  un  carácter 
preventivo;  fué  una  medida  de  orden  administra- 
tivo adoptada  por  el  poder  ejecutivo,  como  se  han 
adoptado  otras  semejantes,  en  la  República  Ar- 
gentina y  en  otros  paises. 

(>)  ]>crecho  Fub.    Beles,    oap.  XI,  pAga.  88  y  89. 
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248. — Recordemos  ahora  algunos  hechos  histó- 
ricos. 

La  junta  gubernativa  de  1810,  con  fecha  7  de 
Agosto  de  dicho  año,  declaró  vacante  el  obispado  de 
la  diócesis  de  Córdoba  y  mandó  que  el  cabildo  ecle- 
siástico eligiese  vicario  capitular,  fundándose  en  los 
notorios  crímenes  de    Estado  del  fugitivo  obispo. 

La  asamblea  general  constituyente,  instalada  en 
esta  capital  el  31  de  Enero  de  1813,  con  fecha 
24  de  Marzo  del  mismo  año,  expidió  una  ley  de- 
clarando absolutamente  extinguida  la  autoridad 
del  tribunal  de  la  inquisición  en  todos  los  pueblos 
del  territorio  de  las  provincias  unidas  del  Rio  de  la 
Plata,  y  agregó:  «Se  declara  devuelta  á  los  or- 
dinarios eclesiásticos  su  primitiva  facultad  de  velar 
sobre  la  pureza  de  la  creencia  por  los  medios  canó- 
nicos que  únicamente  puede,  conforme  al  espíritu 
de  Jesucristo,  guardando  él  orden  y  respetando 
el  derecho  de  los  ciudadanos. »  En  primer  lugar,  de 
volvió  á  los  ordinarios  las  facultades  que  el  tribunal 
de  la  inquisición  les  habia  usurpado:  esto  equivalió 
á  conferirles  nuevamente  una  jurisdicción  de  la  que 
hablan  sido  injusta  \é  indebidamente  privados.  En 
segundo  lugar,  al  devolverles  la  jurisdicción,  se 
preíjcribe  la  forma  en  que  han  de  ejercerla:  por  los 
medios  canónicos  y  conforme  al  espíritu  de  Jesu- 
^cristo.  Esto  equivalió  á  decir  que  cuando  se  se- 
parasen de  aquella  norma;  como  cuando  quisieran 
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convertü'  sus  facultades  espiíltuales  en  üistra- 
mentos  de  desquicio  contra  el  orden  temporal,  sa- 
lían déla  órbita  de  su  respectiva  jm^isdiccion  y 
quedaban  bajo  el  imperio  de  la  ley  común.  Ultima- 
mente,  se  les  prescribió  que  al  ejercer  sus  nue- 
vas funciones  episcopales  debían  guardar  el  órdtn  y 
respetar  los  derechos  del  Estado,  es  decir,  debían 
acatar  las  leyes,  supuesto  que  ellas  tienen  por  objeto 
la  garantía  del  derecho  y  la  conservación  del  orden 
social. 

Por  otra  parte,  la  autoridad  (pública  devolvió 
á  los  ordinarios  eclesiásticos  la  jurisdicción,  no  de 
una  manera  absoluta,  sino  bajo  condiciones  expresas 
y  terminantes:  se  reservó,  por  lo  tanto  el  dei'e- 
cho  de  retirar  dicha  autoridad  si  los  agraciados 
faltaban  á  las  condiciones  expresadas.  Es  principio 
de  jurisprudencia  que  los  derechos  y  obligaciones 
sujetos  á  condición,  desaparecen  ó  se  suspenden 
mientras  la  condición  no  se  cumple.  Asi  es  que, 
la  asamblea  de  1813,  al  formular  sus  declaraciones 
en  la  forma  indicada,  procedió  con  el  convencimien- 
to de  que  el  poder  civil,  apto  y  competente  para 
autorizar  el  ejercicio  decitrtas  funciones  episcopa- 
les de  una  manera  condicional,  lo  era  igualmente 
para  suspendéis  á  los  agraciados  en  e]  ejercicio 
de  dichas  funciones,  cuando  se  desviasen  de  la 
línea  de  conducta  que  se  les  había  trazado. 

La  misma  asamblea,  siempre  segura  del  ejercicio 
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legítimo  ^e  sus  facultades  en  este  ramo,  dictó  una 
ley,  con  fecha  16  de  Janiode  1813,  prohibiendo  que 
el  nuncio  apostólico  residente  en  España  ejerciese 
acto  alguno  de  jarisdiccion  en  las  provincias  unidas 
del  Eio'  de  la  Plata  y  ordenando  que  los  obispos 
usasen  plenamente,  en  sus  respectivas  diócesis,  de 
las  primitivas  facultades  qua  hablan  reasa:nido^ 
mientras  durase  la  incomanicacion  con  la  santa 
sede. 

249. -La  Constitución  de  22  de  Abril  de  1819 
consignó  las  siguientes  disposiciones: 

€  La  cámara  de  representantes  tiene  el  derecho 
privativo  de  acusar  de  oficio,  ó  á  instancia  de  cual- 
quier ciudadano,  á  los  miembros  de  los  tres  gran- 
des poderes,  á  los  ministros  de  Estado,  enviados  á 
las  cortes  extranjeras,  arjsobiS2)Os  ú  obispos.  .  .  ., 
por  los  delitos  de  traición,  concusión,  malversación 
de  los  fondos  públicos,  infracción  de  la  Constitución^ 
ü  otros  que  merezcan  pena  de  muerte  ó  infamia. 

«Al  Shjnado  corresponde  juzgar  enjuicio  público 
á  los  acusados  por  la  sala  de  representantes. 

«  La  parte  coavencida  quedará  no  obstante  sujeta 
á  acusación,  juicio  y  castigo  conforme  á  la  ley »  (1) 

Como  se  vé,  los  arzobispos  y  obispos,  aunque  go- 
zabaii  de  un  privilegio  del  que  hoy  carecen,  pues 
las  acusaciones  contra  ellos  se  iniciaban  en  la  cáraa- 


fl)  Artíonios  «   1^  y  ÍO. 


i. 
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ra  de  rliputaAos,  eran  ínstíci^bies  por  iníll'aeciones 
de  la  Ley  fundamental:  Si  ante  el  senado  se  compro- 
baba la  acusación,  los  mencionados  prelados  queda*^ 
ban  sujetos  á  juicio  y  castigo  conforme  á  la  ley,  y 
poí  consigaiente,  sometidos  á  las  condiciones  gene- 
itiles  de  un  enjuiciamiento  de  esta  clase,  siendo  una 
de  ellas  la  suspensión. 

Mas  claro  y  significativo  fué  todavía  el  artlonlo 
137  de  la  misma  ley,  concebido  así:  cji^ngan  em- 
pleado, político,  civil,  militar  ó  edesíiistico  podrá 
continuar  en  su  destino  sin  prestar  juramento  de 
observar  la  Constituoian  y  sostenerla. »  Luego  los 
obispos  que  se  hubiesen  negado  á  prestar  dicho  ja- 
ramentó,"  habrían  cesado  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  en  virtud  de  este  mandato  emanado 'del 
poder  civil.'  Y  cómo  el  poder  ejecutivo  era  el  lla- 
mado á  exigir  él  cuLiplimiento  de  este  deber  im pues- 
to á  los  empleados  públicos,  era  igualdente  el 
facultado  para  declarar  quienes,  por  su' desobediencia ^ 

r 

quedaban  exentos  del  cargo  que  desempeñaban. 

250— Ün  decreto  dictado  poi-  el  general  ürqúixSi, 
deí'cuál  hemos  hablado  en  otro  lugar,  declardque 
la  provincia  de  San  Luis  estaba  en  su  derecho  para 
pertenecer  al  obispado  de  Córdoba.  Esto  equivalía 
á  fijar  límites  territoriales  á  la  jurisdicción  de  los 
obispos.' 

El  Congreso  nacional  de  1855,  legislando  sobre 
la  misma  materia,  mandó  por  su  parte  que  km  pro- 


. 
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vincias  de  Mendoza  y  San  Luis  continoaran  inte- 
rinamente sujetas  á  la  jorisdiocioQ  eclesiástica  del 
obispado  de  San  Juan  y  Gayo.    (1) 

Estos  hechos  y  los  referidos  en  los  números 
192, 193, 194,  196  y  196,  maniaestan  que  el  actual 
gobierno  no  ha  innovado  en  la  materia.  Ha 
seguido  el  saludable  ejemplo  de  sus  predecesores 
que  jamis  consintieron  en  el  seno  de  la  Bepública 
una  autoridad  superior  &  la  del  Estado,  ni  se  some- 
tieron á  las  imposiciones  de  los  que,  del  terreno  de 
la  conciencia  han  pretendido  saltar  al  del  fuero  ex- 
terno, con  el  fin  do  suplantar  la  autoridad  de  los 
poderes  políticos. 

251 — ^No  es  la  Bepública  Ai'gentina  la  única  na- 
ción que  ha  ofrecido  ejemplos  de  esta  naturaleza. 

En  el  Brasil,  el  obispo  de  OUnda,  intentó  expulsar 
de  ana  hermandad  á  los  que  á  su  juicio  eran  maso- 
nes. .  La  hermandad  protestó  y  entabló  recurso 
ante  la  corona.  El  representante  brasilero  c^rca 
del  Vaticano  formuló,  á  su  vez,  una  protesta  diplo- 
mática y  calificó  de  subversivos  los  actos  del  obispo. 
Este  fué  procesado  por  acto  de  rebelión  y  condenado 
á  cuatro  años  de  presidio.  El  obispo  del  Para  que 
pretendió  seg^uir  el  ejemplo  del  anterior,  fué  encar- 
celado. 

252 — En  los  Estados-Unidos  de  Colombia,  el  año 

il)  Ley  d*  Tii  d«  Julio  d«  1«U^ 
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1811,  al  principio  de  la  i-evolacion,  el  arzobispo  de 
Santa-Pé,  doctor  Juan  Biutista  Sacristán,  al  diri- 
girse á  Cartagena,  no  solamente  fué  rechazado  de 
ese  Estado  p'U*  el  gobierno  republicano,  por  ser 
enemigo  de  la  independencia,  sino  que  se  le  mandó 
salir  del  territorio  de  la  Nueva  Granada,  á  conse- 
cueocia  de  lo  cual  se  dirigió  á  Cuba.  El  obispo  de 
Popayan  emigró  por  igual  motivo,  en  la  misma  épo- 
ca.   (1) 

253  —En  Venezuela,  siendo  presidente  de  la  Re- 
pú^dica  el  general  Paez,  el  arzobispo  de  Caracas 
se  negáájurar  la  Constitución  nacional.  Fué  ex- 
patriado y  privado  de  sus  temporalidadea,  y  estos 
actos  del  ejecutivo  recibieron  la  correspondiente 
sanción  del  congreso.  Desrucs  regresó  el  obispo  y 
juró  la  Constitución,  sin  que  á  la  letra  y  al  espíritu 
de  esta  se  le  hubiese  añadido  ó  quitado  cosa  al* 
gana.    (2) 

254 — En  Méjico  ¿se  consintió  acaso  que  el  arzo- 
bispo Labastida,  uno  de  los  autores  de  la  interven- 
ción francesa  y  del  imperio  de  Maximiliano,  volviera 
tranquilo  á  ejercer  su  misión  pastoral,  después  de 
restablecido  el  imperio  de  la  República?  ¿Se  esperó 
que  el  Papa  lo  desligase  de  los  vínculos  contraidos 
con  su  iglesia,  para  impedirle  el  desempeño  de  sus 
funciones  de  prelado? 

(1)  Restrepo,  Historiikde  Colombia,  tom.  I^  pag.  267. 

(2)  Maríáteffai  Historia  de  los  concordatos,  pag?.  2^>5  y  ?()$. 
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265~En  el  número  202  hemos  referido  el  caso 
del  vicario  de  la  diócesis  de  Puno  en  el  Peni 
Los  sucesos  entonces  relatados  tuvieron  su  origen 
eu  que  el  obispo  respectivo,  antes  de  partir  á  Roma, 
á  la  celebración  del  concilio  Vaticano,  habia  desco- 
nocido los  derechos  de  patronato,  celebrando  un 
concilio  pi'ovincial  y  mandando  cumplir  sus  disposi- 
ciones, sin  las  formalidades  prescritas  por  las  leyes 
civiles.  No  solamente  fué  enjuiciado,  suspendido 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  y  privado  de  sus 
temporalidades,  el  vicario  referido,  sino  también 
el  obispo,  á  su  regreso  de  Roma. 

Pero  este  obispo,  cuya  firmeza  de  convicciones 
hemos  siempre  admirado,  comprendiendo  la  imposi- 
bilidad de  continuar  una  lucha  contra  el  gobierno, 
optó  por  el  medio  digno  de  renunciar  ante  el  sobera- 
no pontífice  el  cargo  que  desempeñaba.  Ni  continuó 
por  el  camino  de  la  resistencia,  aferrándose  al  alto 
puesto  á  que  sus  indisputables  méritos  lo  habian 
levantado;  ni  se  doblegó  ante  las  imposiciones,— in- 
justas y  arbitrarias  en  su  concepto, — de  la  autori- 
dad del  gobierno  nacional. 

El  gobierno,  entretanto,  siguió  ejerciendo  sus  de- 
lechos  incontestables,  hasta  que  el  congreso,  por 
medio  de  una  ley  de  amnistía  puso  término  al  enjui- 
ciamiento del  ilustre  prelado. 

256— No  podemos  resistir  á  la  tentación  de  refe- 
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rir  otro  suceso  en  el  que  tomó  parte  el  benemérito 
general  San  Martin. 

Estando  en  el  Perú,  un  mes  después  de  jurada  la 
independencia  en  la  plaza  de  Lima,  comenzó  á  poner 
á  raya  á  los  funcionarios  eclesiásticos  que,  sorda  ó 
descaradamente,  pretendían  oponer  obstáculos  á  las 
funciones  naturales  del  poder  civil  ejercido  entonces 
por  él,  en  su  calidad  de  Protector  del  Perú. 

El  22  de  Agosto  del  aflo  mencionado,  el  señor 
Bernardo  Monteagudo,  ministro  de  guerra  y  marina 
del  general   San  Martin,  dirigió  al  arzobispo  de 
Lima,  señor  Bartolomé  Maria  de   1  s  Hsras,  un 
oficio,  en  el  que,   después  de  quejarse  del  abuso 
del  ministerio  sacerdotal,  en  las  casas  de  ejercicios, 
contra  los  intereses  de  la  patria,  concluía  de  este 
modo :     «  En   esta  virtud  me  ordena  el  ftxcmo. 
señor  Protector,  prevenga  á  V.  E.  Y.  que  por  ahora 
se  suspendan  los  ejercicios  en  aquellas  casas,  mien- 
tras  se  pongan'bajo  la  dirección  de  eclesiásticos  pa- 
triotas, qite  nierezcan  l<i  confianm  del  gobierno^  y 
consulten  celosamente  el  bien  espiritual  de  los  fieles 
y  el  progreso  de  las  nuevas  iüstituciones   á  que  es 
llamado  d  Perú.> 

El  arzobispo,  sin  cumplir  la  drden  impartida, 
contestó  diciendo  que  si  en  dichas  casas  «se  cometie- 
se algún  exceso  ó  cualquier  (Oifesor  pretendiera 
turbar  la  paz  ó  el  orden  público,  se  tomarían  las  pro- 
videncias necesarias  para  contenerlo  y  corregirlo. » 
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S.ecoiioció  aquel  prelado  la  necesidad  ;7  la  oWigacion 
de  subordinar  el  ejercicio  de  las  funciones  s^cerdo- 
tales  á  las  supremas  exigencias  d^  la  paz  y  d^l 
óriden  público. 

Sin  embargo^  al  general  San3Iartin.no  le  satisfi- 
zo este  temperamento.  En  un  segundo  oficio  diri- 
gido  al  arzobispo,  el  27  de  Agosto,  por  el  ministro 
de  relaciones  exteriores,  seflor  Juan  Ga^cia .  del 
Rio,  se.le  significó  en  estafprma  la  necesidad  eji 
que  se  hallaba  de  presentar  .3U  renuncia:  cAsi.es. 
que  S.  E.  advierte  condoler,  que  V.  E.  I.  se  resis- 
te Á  dar  cuipplimiento  á  su.órden,  y  me  manda  co- 
municar  á  V.  E.  I. .  que,  supuestos  los  escrúpulos 
de  conciencia  que  tiene  para  obedecer  esta  disposi- 
ción del  gobierno,  y  los  que  en  adelante  pudieran 
asaltarle,  respecto  de  oti'as  que  fuesen  igualmente 
necesarias,  será  conveniente  que  V.  E.  I.  calcule 
sobre  los  nuiles  que  se  seguirán  de  no  estar  en  bue- 
na y  perfecta  ax'monia  la  autoridad  ciyil  y  1^.  ecle- 
siástií:a,  y  $e  decida  por  el  partido  que  conviene 
adoptar  á  V.  E.  L;  en  la  inteligencia^  de  que  las 
órdenes  de  S.  E.  ^on  irrevocables.* 

El  arzobispo,  al  replicar,  aunque  procur(5  jus- 
tificar su  actitiud,  considerándola  arreglada  á  los 
preceptos  de  lalglesia^  prQtestó  no  hífber  sido 
su  intento  resistir  álos  mandato?  del  gobierno, 
clío  es  lo  mismo,  dijo,  resistir  que  representar 
sumisamente;  lo  primero,  seejecutaá  mano  armada 
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y  con  violencia,  y  lo  segnndo    con  veneración  y 
respeto  se  exponen  ios  inconvenientes  que  se  en- 
cuentran, 3"  en  este  modo  está  concebido  mi  oficio.» 
Pero  comprendiendo  el  prelado  la  trascendencia 
y  el  significado  de  las  palabras  finales  del  oficio  del 
gobierno,  recordó  que  ya  una  vez  había  presentado 
la  renuncia  del  arzobispado  y  agregó:     c  Si   en- 
tonces formalicé  mi  renuncia  por  los  motivos  que 
expuse,  ahora  la  repito    de    nuevo,  agregando  á 
aquellas  causas  la  de  no  .acomodarme  existir  donde 
se  fuerza  al  prelado  á  que  cierre  su  boca,  y  que 
ahogue  los  mas  fuertes  sentimientos  de  su  concien- 
cidL^  sin  que  le  sea  permitido  dejar  de  obrar  contra 
ellos.  > 

El  gobierno  del  general  San  Martin,  no  se  limitó 
á  aceptar  la  renuncia  presentada,  sino,  acaso  con  el 
intento  de  acentuar  el  carácter  que  habia  tenido, — 
el  de  una  renuncia  obligada,  el  de  una  destitución, 
— decia   en  un   tercer  oficio  de  4  de  Setiembre, 
firmado  por  el  señor  ministro  de  relaciones  exterio- 
res:    « En  su  consecuencia  y  en  razón  de  las  cir- 
cunstancias actuales^  ha  dispuesto  el  exomo.  señor 
Protector,  que  en  el  preciso  término  de  48  horas  se 
sirva  V.  E.  I  trasladarse  álavillade  Ohancay,  en 
donde  será  auxiliado  por  este  gobierno  con  todocuan- 
to  sea  necesario,  Ínterin  se  proporciona  buque  para 
la  traslación  de  V.  E.  I.  á  la  península.  >     Encargó 
al  mismo   tiempo  al  arzobispo,   hiciese  saber  la 
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aceptación  de  sa  renuncia  al  cabildo  eclesiástico, 
para  que  este  procediese  á  usar  de  su  jurisdic- 
ción. 

El  arzobispo  cumplió  la  orden  de  «dir  de  Lima 
dentro  del  plazo  prefijado  y  en  un  oficio  que  dirigió 
al  cabildo  eclesiástico  con  fecba  5  de  Setiembre,  le 
dijo:  « Habiéndoseme  aceptado  con  fecha  de  ayer 
por  S.  E.  el  Protector  del  Perú,  la  renuncia  que 
por  justas  causas  he  creído  necesario  hacer  del 
gobierno  de  esta  iglesia,  previniéndoseme  que  pase 
mis  facultades  al  deán  y  cabildo:  comunico  y  paso 
Á  U.  S.  I.  dichas  facultades  en  toda  la  extensión 
que  por  derecho  puedo,  acompañándote  las  sólitas 
y  bula  ^e  privilegio.» 

Entre  las  muchas  observaciones  á  que  se  pres- 
tan los  sucesos  anteriores,  nos  limitamos  á  las  si- 
guientes como  mas  pertinentes  al  objeto  de  este 
capítulo;  1  ^  Que  el  G-eneral  San  Martin  ejerció 
el  derecho  de  intervenir  en  materias  relativas  al 
culto,  para  subordinar  la  acción  de  los  funcionarios 
eclesiásticos  á  los  mandatos  del  poder  civil^  2  ^ 
Que  siendo  obligada  la  renuncia  del  obispo  señor 
delasHeras,  fué  privado  este  del  ejercicio  desús 
funciones  por  mandato  expreHO  del  gobierno;  3  '^ 
Que,  aun  en  el  supuesto  de  que  dicha  renuncia 
se  considere  voluntaria,  las  circunstancias  de  ha- 
bei'se  presentado  ante  el  soberano  temporal  y  de 
haberse  consumado  con  la  simple   aceptación  de 
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este,  demuestran  que  el  obispo  cesó  en  el  ejerQiqio 
de  su  cargo  en  virtud  de  actos  oficiajes  emaiiados 
del  poder  civil.  Y.  cesó  completamente,  tanto  en 
lo  temporal  como  en  lo  espiritual,  pues  comunicó 
sus  facultades  al  cabildo  respectivo. 

Si  el  gobierno  tiene  facultad  para  aceptar  la  re- 
nuncia de  los  obispos,  poniendo,  así  término  á  su& 
funciones,  tiene  que  aceptarse  su  facultad  pí^ra  im- 
pedir dicho  ejercicio  por  los  medios  de  la  suspen- 
sión ó  destitución:  el  poder  que  en  ambos  casos 
se  necesita  es  el  mismo. 

257.— Lo  único  que  el  poder  civil  no  puede  ha- 
cer, es  destruir  el  vínqulo  espiritual  que  liga  aun 
obispo  con  su  Iglesia-,  pero  ese  vínculo  nada  ó  muy 
popa  cosa  significa  cuí^ndo  se  trata  del  orden  pú- 
blico y  del  cumplimiento  de  las  leyes  del  pais,  Lp 
esencial  para  el  Estado  es  reglamentar  el  ejex'cicio 
de  la  jurisdicción  episcopal. 

Después  de  lo  dicho,  no  creemos  necesario  dete- 
nernos en  recordar  los  antecedentes  que  sobre  la 
misma  materia  nos  ofrecen  los  paises  de  Europa, 
sobre  todo  cuando  son  recientes  y  tuvieron  gran 
resonancia  las  medidas  tomadas  en  Alemania  y  en 
Suiza  contra  algunos  obispos  recalcitrantes,  que 
fueron  separados  de  sus  respectivas  diócesis. 

Algunas  veces  los  gobiernos  civiles  (se  han  exce- 
dido en  las  medidas  repj'esivas,  dando  á  sus  actos 
el  cará<;ter  de  una  persecución  odiosa  é  indebida; 
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pero  no  se  puede  poner  <in  duda  que  las  últimas  me- 
didas adoptadas  por  el  gobierno  argentino  son,  entre 
las  de  su  especie/ las  mas  ceñidas  á  los  límites  de 
la  moderación,  de  la  legalidad  y  de  la  tolerancia. 

Acerca  del  derecho  del  poder  ejecutivo  para 
decretar  el  enjuiciamiento  del  obispo,  nada  es  nece- 
sario agregar  á  lo  dicho  en  el  míraero  177. 

Ségun  las  leyes  vigentes,  los  obispos  pueden  ser 
enjuiciados  como  cualquier  ciudadano,  cuando  in- 
curren en  la  infracción  de  las  leyes-,  y  aun  tra- 
tándose de  aquellas  cuestiones  sometidas  á  los 
tribunales  eclesiásticos,  los  damnificados  con  injustas 
sentencias  pueden  entablar  el  recurso  de  fuerza  ante 
los  jueces  seculares.  Así  es  que,  en  todo  caso  y 
para  reparar  toda  clase  de  injusticias  en  el  orden 
social,  es  preponderante  y  decisiva  la  acción  del 
poder  civil. 


I  •  ^1    •^r^**^^^^*<" 


CAPÍTTÜLO  XYin 

T>estltu.olon  y  enjulolamlento  dio  los 
vioarlos  foráneos  de  Jujuy  y  d.e  San- 
tlaso  del  JBstei^o 


&0d.~Da£inioion  y  oarAoter  especial  de  los  vicarios  forA- 
neos~269.  I^os  obispos  no  pueden  delegar  parte  algu- 
na de  su  jurisdioolon  en  los  vicarios  forá,ntfos,  sin  el 
oonsentia^la.  \.o  l-^cito  ó  expreso  del  patrono;  de  donde 
se  deduce  el  derecho  de  este  para  destituir  A  dichos 
vicarios— 2dO.  L.a  suspensión  del  obispo  Rlsso  Patrón 
implicaba  la  destitución  de  los  vicarios  nrxencionados— 
261 .  Inexactitud  de  la  afirmación  del  señor  Lugones 
-«SOS.  Enjuiciamiento  de  los  vicarios  -268.  Ex:cepoion 
de  incompetencia  opuesta  por  el  vicario  señor  Cau— 
264.    Apelación  del  iTiismo  ante  la  Corte  Suprema. 


258.— Después  de  las  doctrinas  desarrolladas  en 
los  anteriores  capítulos,  es  tarea  fácil  y  sencilla 
justificar  el  derecho  del  poder  ejecutivo  al  separar 
de  su  puesto  y  ordenar  el  enjuiciamiento  de  los  vica- 
rios foráneos  de  Santiago  del  Estero  y  de  Ji\juy. 
Veamos,  ante  todo,  cual  es  el  carácter  de  esta  clase 
de  vicarios. 

En  virtud  de  la  mucha  extensión   de  las   fon- 
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clones  de  los  obispos,  se  ha  reconocido  en  .estos 
el  derecho  de  nombrai*  dos  clases  dé  vicai'ÍDs 
que  los  ayuden  on  el  desempeño  de  su  tarea: 
los  vicarios  generales  y  los  vicarios  foráneos. 
Los  primeros  son  aquellos  á  quienes  se  concede 
potestad  gubeinativa,  para  que  la  ejet*zan  en  todo 
el  territorio  de  la  diócesis*  Los  vicaiíos  foráneos 
6  del  campo,  son  los  nombrados  por  el  obispo  para 
.  una  provincia,  con  el  objeto  especial  de  hacer 
cumplir  en  ella  las  órdenes  del  prelado:  á  estos  se 
les  confiere  facultades  muy  limitadas  y  de  poca 
importancia. 

El  doctor  Velez-Sarsfield  dá  á  conocer  en  esta 
fonna  el  carácter  de  los  vicarios  foráneos:     «No 
pudiendo  los  obispos  atender  á  toda  la  diócesis  ni 
ejercer  en  todas  las  partes  de  ella  la  jurisdicción 
eclesiástica,  fué  costumbre  en  Eui'opa  dividir  cada 
diócesis  en  pequeños  obispados  sujetos  á  la  juris- 
dicción  de  los  corepiscopos,  deanes  rurales,  ó  vica- 
rios episcopales.  Pero  en  América  no  se  han  conoci- 
do estos   oficios,  y  la  costumbre   ha  sido   poner 
vicarios  foráneos  en  las  iglesias  que  están  fuera  de 
la  metrópoli  del  obispado,  facultándolos  paiala  deci 
sion  de  las  causas  de  menor  importancia,  ó  dándoles 
otras  facultades  tales  como  lo  exija  la  distancia  de 
la  silla  episcopal.    Estos  vicarios  foráneos  regular- 
mente son  ejercidos  por  los  curas  de  las  iglesias 
matrices,  auh  que  los  cánones  y  las  leyes  civiles 
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han  pi*ohibido  que  loa  párrocos  puedan  ser  provi- 
sores ó  vicarios  generales,  pues  en  tales  casos,  el 
cura  vicario  foráneo  no  es  provisor  ni  vicario  gene- 
ral del  obispo  en  el  distrito  de  la  Iglesia  que  está  á 
su  cargo,  sino  que  solo  desempeña  por  delegación  al- 
gunas pequeñas  facultades  para  el  mejor  servicio 
de  la  Iglesia  ó  de  los  fieles.» 

259.— Los  vicarios  foráneos,  según  esto,  no  son 
sino  simples  delegados  del  obispo,  el  cual  les  con- 
fia el  ejercicio  de  una  porción  muy  limitada  de  su 
autoridad,  para  que  la  ejerzan  en  una  parte  de  la 
diócesis. 

« 

Ahora  bien-^la  autoridad  ejercida  por  los  obispos, 
según  se  ha  demostrado,  procede  del  nombramiento 
otorgado  por  la  autoridad  civil:  hablamos  de  aque- 
llos actos  que  no  se  refieren  al  dominio  íntimo  de 
la  conciencia.  Por  consiguiente,  la  delegación  no 
se  puede  conferir  sin  el  consentimiento  tácito  ó  ex- 
preso de  dicha  autoridad.  Tan  cierto  es  esto  que 
por  cédula  de  22  de  Ago?to  de  3  754  se  fijó  el  lí- 
míte  hasta  donde  dicha  delegación  podia  hacerse, 

r 

determinándose  que  los  vicarios  foráneos  no  tienen 
jurisdicción  alguna  sobre  los  curas  y  feligreses  de 
sus  provincias. 

La  destitución  de  un  vicario  foráneo  deci*ctaíla 
por  el  gobierno  civil  no  es,  pues,  sino  la  manifes- 
tación d?  que , este  retira  el  consentimiento  piestndo 
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para  que  se  delegara  en  tal  ó  cual  persona  el  ejer- 
cicio de  ciertas  fácnltades  episcopales. 

Cuando  el  gobierno  nombra  obispo  á  una  perso- 
na y  le  confiere  la  jurisdicion  correspondiente^  ó  si 
se  quiere  le  facilita  y  hace  posible  el  ejercicio  de 
su  jurisdicion  episcopal,  es  por  que  dicha  persona 
reúne  las  condiciones  que  la  ley  determina  y  goza 
de  la  confianza  del  poder  civil. 

De  otra  manera  no  se  le  nombraría  obispo,  ni  se 
consentiría  en  que  ejerciese  la  jurisdicion  de  tal,  si 
de  una  manera  subrepticia  llegase  á  alcanzar  del  pa- 
pa la  institución  canónica. 

Si  los  obispos,  sin  consentimiento  del  soberano 
temporal,  pudiesen  delegar  en  otras  personas,  á  su 
antojo,  el  todo  6  parte  de  sus  respectivas  facultades, 
quedarían  burladas  las  precauciones  del  gobierno 
para  no  consentir  que  ejerciesen  funciones  epis- 
copales en  la  República  sino  las  personas  de  la  con- 
fianza del  poder  secular.  Los  obispos  podrían, 
como  ha  sucedido  en  el  caso  de  que  tratamos,  dele- 
gar sus  facultades  en  personas  dispuestas  á  contri- 
buir al  desprestigio  de  las  leyes  civiles. 

El  Estado  confiere  á  los  obispos  el  nombramiento 
respectivo  para  que  ellos  ejerzan  las  funciones  epis- 
copales, no  para  que  otros  las  ejerzan  en  su  nombre. 
Por  lo  tanto,  para  delegar  esas  facultades  en  los 
vicarios  foráneos  se  necesita,  como  hemos  dicho,  el 
consentimiento  tácito  ó  expreso  del  soberano.  Cuando 
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este  retira  el  consentimiento,  como  ha  sucedido  res- 
pecto de  los  vicarios  de  Santiago  del  Entero  y  de 
Jujuy,  estos  delegados  pierden  por  completo  la  ju- 
risdicción que  se  les  había  delegado,  ó  lo  que  es 
lo  mismo  dejan  de  ser  tales  vicarios.  La  destitución 
ha  sido,  pues,  perfectamente  legal. 

260.— Ademas,  tanto  los  vicarios  generales  copio 
los  foráneos  y  como  todos  los  funcionarios  eclesiás- 
ticos que  de  algún  modo  ejercen  facultades  delega- 
das por  los  obispos,  cesan  en  su  cargo,  según  los 
principios  de  derecho  canónico,  por  las  siguientes 
causas:  renuncia,  revocación,  fallecimiento  del  obispo 
y  por  cesar  la  jurisdicción  de  este  último, 

Contrayéndonos  á  esta  última  causa,  la  juzgamos 
muy  razonable.  Si  el  obispo  cesa  por  cualquier 
motivo  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  no  puede  se- 
guir delegándola  en  los  vicarios  foráneos:  también 
cesa  la  de  estos.  Nadie  puede  dar  lo  que  no  tiene; 
no  pueden  continuar  produciéndose  los  efectos  de 
una  causa  que  ha  desaparecido:  estos  son  principios 
axiomáticos. 

Pues  bien,  según  está  demostrado  en  el  capítulo 
anterior,  el  iltmo.  obispo  de  Salta  fué  legítimamen- 
te suspendido  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  epis- 
copal. Cesíindo  esta  para  el  obispo  Ctísaron  de 
hecho  y  como  una  consecuencia  inevitable,  las  juris- 
dicciones delegadas  de  los  vicarios  foráneos  de  San- 
tiago y  de  Jujuy.    El  poder  ejecutivo,  al  expedir 

30 
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eí  decreto  de  destitución,  no  hizo  sino  dar  forma 
oficial  á  un  hecho  que  era  resultado  forzoso  de  la 
suspensión  del  obispo  de  Salta. 

La  suspensión  del  obispo  y  el  término  de  la  ju- 
risdicción de  los  vicarios  foráneos,  fueron  dos  hechos 
correlativos.  No  podia  producirse  el  primero  sin 
quei  el  segundo  tuviera  lugar,  el  encadenamiento 
de  los  sucesos  asi  lo  exigia.  El  ejecutivo  habría 
faltado  á  la  lógica  de  su  conducta,  si  hubiera  con- 
sentido que  después  de  la  suspensión  del  iltmo.  señor 
Eisso  Patrón,  hubieran  soguido  ejerciendo  la  auto- 
ridad  delegada  por  este,  los  vicarios  mencionados. 

A  lo  expuesto  debemos  agregar,  que  los  referidos 
vicarios,  por  el  hecho  de  haber  tenido  una  partici- 
pación directa  en  la  ejecución  de  la  pastoral  del  obis- 
po, estaban  bajo  el  imperio  de  las  leyes  que  auto- 
lizan  al  gobierno  para  turnar  medidas  de  represión 
de  carácter  administrativo  contra  los  funcionarios 
eclesiásticos  que,  39  pretexto  del  ejercicio  de  su 
ministerio,  dan  á  sus  actos  un  carácter  subver- 
sivo-   (1) 

261 — Las  consideraciones  precedentes  demues- 
tran la  inexactitud  de  la  afirmación  del  vicario  señor 
Lugones,  de  uo  serle  lícito  dejar  la  jurisdicción 
eclesiástica  que  ejercía,  sino  en  manos  déla  Iglesia 


(1)  Véanse  lus  núworos  184   185,  186,  187.  188,    189  y  190  do  «ate  libro. 
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(le  quien  la  recibió  y  no  del  Estado,  cuyo  repre- 
sentante no  puede    conferirla. 

Al  argumentar  de  este  modo,  se  olvida  siem- 
pre que  la  iglesia  argentina  está  bajo  el  régimen  del 
patronato;  que  por  estar  bajo  este  régimen,  el  obispo 
y  todos  aquellos  eu  quienes  delega  sus  facultades 
reciben  del  patrono  la  juHsdiccion  ejercida  en  las 
iglesias  de  la  República-,  que  aun  en  el  supuesto  de 
que  el  nombramiento  del  poder  civil  no  confiriera 
jurisdicción  de  ninguna  especie,  es  de  todo  punto  in- 
negable que  sin  el  consentimiento  de  dicho  poderla 
jurisdicción  diocesana  no  se  puede  ejercer  ni  por  los 
obispos  ni  por  sus  delegados:  aquella  jurisdicción  se- 
ria algo  con-o  un  mito,  como  una  idealidad,como  un 
sueño. 

El  gobierno,  en  el  caso  menos  favorable  á  sus 
facultades  y  á  sus  derechos  de  patrono,  prestando 
ó  negando  su  consentimiento  á  las  autoridades 
eclesiásticas  para  el  ejercicio  de  su  ministerio, 
les  permite  ó  les  impide  que  hagan  efectiva  la  ju- 
risdicción de  que  están  ó  se  creen  investidos.  Es 
decir,  el  Estado  "confiere  el  título  real,  positivo,  efec- 
tivo y  eficaz.  La  Iglesia  si  se  quiere  confiere 
solamente  el  título  colorado  á  los  funcionarios  de  las 
iglesias  que  se  encuentran  en  territorio  argentino, 
cuando  se  trata  de  actos  mas  ó  menos  relaciona- 
dos con  la  vida  civil  del  país.  ( 1 ) 

(1;  Véaose  los  números  245  7  240. 
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262. --No  bastábala  destitución  de  las  vicarios, 
como  no  basta  que  un  Quipleado  público  sea  sepa- 
rado de  su  puesto,  cuando  delinque  en  el  ejercicio 
de  su  cargo:  era  necesario  su  enjuiciamiento  y  el 
enjuiciamiento  fué  decretado. 

Habiéndose,  ademas,  resuelto  la  separación  de  los 
vicarios  por  haber  secundado  las  medidas  subversi- 
vas del  obispo  de  Salta,  el  enjuiciamiento  de  este 
último  debia  necesariamente  traer  consigo  el  enjui- 
ciamento  de  los  piimeros.  Cuando  se  somete  á  la 
acción  de  los  tribunales  de  justicia  al  autor  princi- 
pal de  un  delito,  la  vindicta  pública  reclama  que  el 
mismo  procedimiento  se  observe  con  los  coautores, 
cooperadores  ó  cómplices  del  mismo  delito. 

263. — Esto  no  obstante,  el  señor  Demetrio  Can, 
ex  vicario  de  Jujuy,  opuso  ante  el  juez  federal  res- 
pectivo la  excepción  de  jurisdicción. 

Sus  dos  primeros  argumentos  consisten  en  que, 
al  cooperar  á  la  acción  del  obispo  de  Salta  hizo 
un  legítimo  uso  de  la  libertad  de  conciencia  garan- 
tida por  la  Constitución  nacional-,  y  no  faltd  á 
ninguna  disposición  civil,  al  obedecer  á  su  supe- 
rior eclesiástico. 

Estas  razones  no  tienden  á  destruir  la  jurisdic- 
ción del  juez  federal,  sino  el  fundamento  de  la 
acusación.  El  juicio  entablado  tuvo  precisamente 
por  objeto  esclarecer  si  los  vicarios  de  Santiago 
y  de  Jujuy  hicieron  uso  legítimo  de  su  libertad  de 
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conciencia, — es  decir,  si  esta  libertad  es  tan  ilimita- 
da que  á  su  amparo  se  puede  incitar  á  la  desobe- 
diencia de  las  leyes  nacionales.  Se  trata  de  com- 
probar en  el  juicio,  si  los  referidos  sacerdotes  falta- 
ron ó  nó  á  ley  alguna,  al  obedecer  á  su  superior 
eclesiástico.  Dar  por  comprobado  lo  que  se  va  á 
demostrar  en  el  juicio  es  incurrir  en  una  verdadera 
petición  •  de  principio^  es  constituirse,  el  acusado, 
en  juez  de  su  propia  causa,  fallando  á  ¡^^íori  eji  su 
favor  y  sin  formalidad  de  ninguna  especie. 

Hay  otra  razón  mas  pertinente  en  apariencia, 
aducida  por  el  señor  Cau.  «Formo  parte,  dijo  en  su 
escrito,  de  una  jerarquía  independiente  del  Estado 
é  infinitamente  superior  á  todos  los  grados  de  la 
sociedad  civil». 

La  jerarquia  eclesiástica  no  es  independiente 
del  Estado.  Hemos  demostrado  en  el  capítulo  X, 
que  los  funcionarios  eclesiásticos  aue  la  forman, 
ni  como  tales,  ni  como  simples  ciudadanos,  pueden 
sustraerse  al  imperio  de  las  leyes  civiles.  Están 
bajo  la  sujeción  de  dichas  leyes,  y  en  este  sentido 
dependen  del  Estado  que  las  dicta  y  las  hace  cum- 
plir.    Si  se  tratara  de  actos  del  fuero  intsrno  pura- 

m 

mente,  como  de  dar  ó  negar  la  absolución  á  los  fieles 
que  se  acercan  al  tribunal  de  la  penitencia,  entonces 
la  acción  del  Estado  no  pesaría  sobre  el  sacerdote. 
Pero  el  caso  de  que  tratamos  se.  refiere  áactos  de 
la  mayor   trascendencia  en  el  orden  social,    desde 
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que  tiene  por  objetivo  leyes  dictadas  por  el  poder 
civil,  con  el  ña  de  propender  á  la  mayor  ilus- 
tración de  Ids  masas,  apartando  del  régimen  de 
la  enseñanza  todo  lo  que  pueda  considerarse 
como  una  violencia  ejercida  sobre  la  conciencia 
religiosa  de  los  niños. 

Tampoco  se  puede  afirmar  que  la  jerarquia  ecle- 
siástica  sea  infinitamente  superior  á  «todos  los  gra- 
dos de  la  sociedad  civil.  Si  las  funciones  de  los 
miembros  de  dicha  jerarquia  se  refieren  al  orden 
meramente  espiriUiál  entonces  no  hay  superiori- 
dad ni  inferioridad;  por  que  la  sociedad  civil  ni 
legisla  en  esa  materia,  ni  como  entidad  colec- 
tiva está  sometida  á  la  decisiones  de  la  Iglesia. 
Cada  poder  gira  en  su  propia  órbita,  coii  entera 
independencia, 

Pero  si  las  funciones  de  los  (jue  pertenecen  á  la 
jerarquia  eclesiástica  eslan  relacionadas  con  asuntos 
del  orden  temporal  ó  se  refieren  dírettamente  á  las 
leyes  del  orden  civil,  como  sncede  en  el  caso  de  que 
tratamos,  entonces  la  referida  jerarquia  y  los  funcio- 
narios á  ella  pertenecientes,  están  bajo  el  imperio  de 
las  leyes  del  Estado.  No  hay  privilegio  que  los  ex- 
cepcione  de  su  cumplimiento.  Aparte  de  las  leyes 
generales,  oblig^atoiias  á  los  ci'idadanos  y  á  los  ha- 
bitantes de  la  República,  existen  las  de  patronato 
que,  de  una  manera  especial,  marcan  la  dependencia 
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en  que  respecto   del  Estado  está  la  jerarquía  ecle- 
siástica argentina. 

No  hay  independencia  o  inmunidad  alguna  que 
coloque  á  los  vicarios  de  Santiago  y  de  Jujuy  fuera 
de  la  acción  de  los  tribunales  laicos.  La  acusa- 
ción formulada  contra  ellos  se  funda  en  la  infracción 
de  leyes  del  Estado  y  no  de.  leyes  puramente  eclesiás 
ticas.  Asi  es  que  su  conocimiento  no  pertenece  á 
los  tribunales  eclesiásticos,  sino  á  los  tribunales  lai- 
cos. Inspirándose  en  tan  sanas  doctrinas,  el  sefior 
juez  de  sección  de  Jujuy,  después  de  desechar  la 
excepción  de  incompetencia  promovida  por  el  vicario. 
Cau,  ha  declarado  expedita  su  competencia  para 
seguir  conociendo  en  la  acusación  entablada  contra 
este. 

264.— El  vicario  ha  apelado  de  esta  decisión 
ante  la  corte  suprema,  por  considerai'la  probable- 
mente inconstitucional.  Ante  este  tribunal  defen- 
derá sus  pretendidas  inmunidades.  No  sabemos 
la  forma  en  que  lo  hará,  pero  las  leyes  que  autori- 
zan su  enjuiciamiento  son  demasiado  clai'as  y  ex- 
plícitas. 

El  artículo  16  de  la  Constitución  nacional  de- 
clara abolidos  los  fueros  personales  en  la  República 
y  á  todos  sus  habitantes  ¡guales  ante  la  ley. 
El  fuero  reclamado  por  el  vicario  Cau,  de  un 
carácter  eminentemente  personal,  es  inconstitucio- 
nal. 
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El  artículo  100  de  la  Constitución  y  el  artículo  20 
déla  ley  de  16  de  Octubre  de  1862  sobre  justicia 
federal,  confieren  á  los  jueces  federales  de  sección  la 
facultad  necesaria  para  conocer  y  decidir  en  todas 
las  causas  que  versen  sobre  puntos  regidos  por  la 
Constitución  y  por  las  leyes  nacionales  El  proceso 
del  vicario  Cau  se  encuentra  en  este  caso,  desde 
que  se  le  acusa  de  haber  incitado  al  desobedecí- 
miento  de  algunas  de  dichas  leyes. 

La  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  sobre  la  ju- 
risdicción y  competencia  de  los  tribunales  nacionales, 
es  aun  mas  explícita.  En  su  artículo  3  ^ ,  inciso  3  ^ , 
atribuye  á  los  jueces  nacionales  la  jurisdicción  ne- 
cesaria pai*a  conocer  en  las  causas  sobre  crímenes 
cometidos  «en  el  territorio  de  las  provincias  en 
violación  de  las  leyes  nacionales,  como  son  todos 
aquellos  que  ofenden  la  soberania  y  seguridad  de  la 
nación.  >  La  acusación  entablada  contra  el  vicario 
de  Jujuy  versa  sobre  hechos  de  esta  naturaleza, 
pues  se  dirige  á  comprobar  que  este  funcionario  se 
hizo  cómplice  en  el  desconocimiento  de  las  leyes  na* 
dónales,  con  menoscabo  de  la  soberanía  ejercida  por 
el  poder  legislativo. 

Por  último,  la  ley  de  la  misma  fecha,  dictada  con 
el  objeto  de  designar  los  crímenes  cuyo  juzgamien- 
to compete  á  los  tribunales  nacionales  y  con  el 
de  establecer  su  penalidad,  enumera  entre  los  deli- 
tos que  comprometen  la  paz  y  dignidad  de  la  nación, 
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es  decir  su  seguridad,  la  ejecución  de  bulas  pontifi- 
cias sin  el  respectivo  pase  del  gobierno.  Sábese, 
por  otra  parte,  que  una  de  las  responsabilidades  del 
obispo  de  Salta,  imputable  también  á  los  vicarios 
foráneos  de  Santiago  y  de  Jujuy,  es  la  de  haber 
mandado  que  se  cumpliesen  los  preceptos  contenidos 
en  las  pastorales  del  vicario  Clara,  las  cuales  pres- 
cribían la  observancia  de  documentos  pontificios  á 
los  que  la  autoridad  civil  no  ha  otorgado  el  corres- 
pondiente exequátur. 

En  todo  caso,  aun  en  el  supuesto  mas  favorable 
para  el  presbítero  señor  Oau,  dando  por  probada 
la  injusticia  de  las  acusaciones  contra  él  diri- 
gidas, eso  solo  lo  puede  autorizar  para  pedir  se 
le  absuelva  de  toda  responsabilidad-,  pero  no  pa- 
ra exigir  á  los  jueces  laicos  se  inhiban  en  el 
conocimiento  de  acusaciones  fundadas  en  la  infrac- 
ción de  leyes  dictadas,  no  por  la  Iglesia,  sino  por 
el  Estado. 

Si  la  corte  suprema,  accediendo  á  las  pretensio- 
nes del  señor  Cau,  declarase  que  el  asunto  es  de  la 
exclusiva  jurisdicción  de  la  Iglesia,  establecerla  una 
jurisprudencia  peligrosa  para  las  instituciones  pa- 
trias. Fundándose  en  ella,  y  so  pretexto  de  de- 
fender las  doctrinas  católicas,  las  leyes  del  pais 
recibirían  constantemente  las  mas  furiosas  y  vio- 
lentas embestidas  de  parte  délos  funcionarios  ecle- 
siásticos.    * 
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Creemos, por  esto,  que  el  supreiuo  tribunal,  obe- 
deciendo á  honrosas  tradiciones,  no  dejará  de  servir 
esta  vez  de  divinidad  tutelar  á  las  leyes  y  á  los  mas 
sagrados  intereses  nacionales. 


CAPITULO   XIX 

ILii\  cllóoesls  de  Salta  en   sede  vacante 


26B.  Sucesos  relativos  á.  la  sede  vaoante  de  la  diócesis  de 
Salta— 263.  Dos  ouestiones  A  que  han  dado  origen— 
267.  Sede  plena  y  sede  vacante— 268.  La  declaraoion 
de  sede  vacante  no  puede  hacerse,  según  las  leyes  de 
Indias,  sin  el  previo  consentimiento  del  soberano— 269. 
Fundamento  racional  de  estas  disposiciones — 270  L>a 
declaración  de  sede  vacante  según  el  oonoilio  de  Trento 
— 271.  L.a  tolerancia  de  algunos  gobiernos  Á.  este  res- 
pecto no  destruye  la  fuerza  obligatoria  de  las  disposi- 
ciones citadas— 272.  L.a  sede  va'^ante  del  obispado  de 
Buenos  Aires  en  1870—273.  Sede  vacante  del  obispa- 
do del  Paraná  en  1833  y  circular  a  los  obispos — 274. 
Declaración  del  obispado  de  Córdoba  en  sede  vaoante, 
en  1813—273.  Para  que  la  elección  de  vicario  capitular 
surta  sus  efectos  es  necesario  que  sea  aprobada  por  el 
gobierno — 276.  La  elección  del  doctor  Feijoo  fué  nula— 
27*;^.  Reacción  producida  en  el  espíritu  del  Cabildo  de 
Salta. 


265. — Hemos  dicho  que  la  muerte  sorprendió  al 
ilustrísimo  obispo  señor  Risso  Patrón  cuando  si- 
guiendo— no  lo  dudamos — las  inspiraciones  de  una 
conciencia  .supeditada  por  la  acción  del  sentimiento 
religioso,    se  encontraba  empeñado  con  el    poder 
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civil  en  una  lacha  tan  temeraria  como  estéril  para  su 
causa. 

Su  muerte  dejó  á  la  diócesis  de  Salta  en  estado 
de  sede  vacante.  El  cabildo  eclesiástico  respecti- 
vo, sin  recabar  la  previa  anuencia  del  poder  civil,  lo 
declaró  asi,  ydeatro  del  plazo  de  los  ocho  dias  tras- 
curridos desde  la  muerte  del  obispo,  procedió  á 
elegir  el  vicaiio  capitular  que  debia  encaa^garse  de 
la  gobernación  interina  de  la  diócesis,  recayendo 
el  nombramiento  en  el  deán  de  la  misma  iglesia, 
doctor  don  Genaro. Feijóo.  El  vicario  nombrado, 
no  solamente  se  abstuvo  de  recabar  del  patrono 
la  aprobación  di&nitiva  de]  nombramieuto  con  que 
había  sido  honrado,  sino  que  al  participar  al 
poder  ejecutivo  la  elección  recaída  en  su  perso- 
na, le  manifestó  que  estriba  dispuesto  á  seguir 
las  luminosas  huellas  trazadas  por  su  diiunto 
obispo. 

En  presencia  de  semejante  actitud,  que  bien  po- 
día estimarse  como  un  reto  lanzado  á  la  faz  del 
gobierno  nacional,  y  en  defensa  de  los  fueros  y 
prerogativas  del  patronato,  desconocidos  en  la  for- 
ma como  el  cabildo  de  Salta  había  elegido  al  vica- 
rio capitular,  el  poder  ejecutivo  contestó  no  apro- 
bando la  elección  recaída  en  el  doctor  Feijóo  y 
mandó  se  procediera  á  elegir  otra  persona  distinta. 
El  cabildo  se  negó  á  acatar  esta  resolución  y  el 
señor  Feijóo,  de  hecho,  siguió  titulándose  vicailo 
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capitular  de  Salta,  sin  que  las  autoridades  del  pais 
lo  reconociesen  en  el  carácter  de  tal.  Posterior 
mente  falleció  el  doctor  Feijóo,  y  el  cabildo  de 
Salta  eligías  con  el  carácter  de  vicario  capitular,  al 
señor  doctor  Pablo  Padilla,  canónigo  de  dicha  Igle- 
sia, cuya  elección  fu^  aprobada  por  el  poder  eje. 
cutivo. 

266. — Los  sucesos  relatados,  han  traído  al  debate 
público  dos  cuestiones  importantes  sobre  puntos 
referentes  al  patronato  nacional.  Son  las  siguientes: 

1  *  ¿Pueden  los  cabildos  de  las  iglesias  catedra- 
les declarar  la  sede  vacante  de  las  diócesis  á  que 
pertenecen  yelegir  vicario,  sin  la  previa  autorización 
del  patrono?. 

2^  ¿La  elección  de  vicario  capitular,  hecha  por 
el  cabildo  eclesiástico,  necesita  para  ser  válida 
y  surtir  sus  efectos,  de  la  aprobación  del  patrono 
nacional?. 

Arabas  cuestiones  tienen,  en  concepto    nuestix),    • 

una  solución  afirmativa-,  pero  antes  de  exponer  las 

« 

razones  que  nos  mueven  á  opinar  de  este  modo, 
conviene  fijar  el  sentido  de  las  palabras. 

267, — En  el  lenguaje  del  derecho  canónico  se 
entiende  por  diócesis^  el  distrito  ó  circunscripción 
eclesiástica  en  que  un  solo  prelado  ejerce  su  juris- 
dicción. A  la  dignidad  ó  título  eclesiástico  ins- 
tituido para  el  gobierno  de  la  diócesis,  se  llama 
obispado  6  sede  episcopal. 
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Cuando  la  dignidad  episcopal  recae  en  alguna 
persona  que,  como  obispo  nombrado  de  la  diócesis, 
administra  y  rige  esta,  entonces  hay  sede  plena. 
Cuando  por  cualquier  motivo  falta  el  prelado  de  una 
diócesis,  entonces  se  produce  la  sede  vacante. 

Esta  última,  según  las  opiniones  mas  autorizadas, 
puede  tener  lugar,  por  renuncia  del  obispo,  por  su 
traslación  á  otra  iglesia,  por  deposición  ó  muerte  del 
diocesano.  No  entra  eo  los  límites  de  nuestro  estu- 
dio detenernos  en  el  examen  de  estos  diferentes  casos, 
tanto  mas  cuanto  que  en  el  capítulo  XVII  hemos  di- 
cho lo  pertinente  á  nuestro  objeto,  sobre  la  interven- 
ción del  gobierno  civil  en  la  suspensión  de  los  obis- 
pos. A  lo  allí  expuesto  debemos  agregar  que  los  . 
obispoS;  sometidos  como  están  al  fuero  común,  se- 
gún las  leyes  vigentes,  no  solo  cuando  delinquen 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  sino  cuando  se 
hacen  reos  de  delitos  ordinarios,  está/i  sujetos  como 
cualquier  otro  ciudadano  á  la  posibilidad  de  verse 
condenados  por  los  tribunales  laicos  á  penas,  como 
las  de  inhabilitación,  suspensión,  destitución  y  otras 
mas  graves,  bajo  la  acción  de  Jas  cuales  no  pueden 
continuar  ejerciendo  su  cargo. 

268. — Hechas  estas  aclaraciones  indispensables, 
vamos  á  dilucidar  la  primera  de  las  cuestiones  plan- 
teadas anteriormente,  á  saber,  si  los  cabildos  ecle- 
siásticos pueden  declarar  la  sede  vacante  sin  el 
consentimiento  del  patrono. 
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La  ley  9,  título  18,  libro  1  "^  de  la  novísima 
recopilación  se  expresa  de  este  modo:  «Los  cabil- 
dos eclesiásticos  de  las  iglesias  catedrales  de  Es- 
])afia,  seg'un  está  prevenido  por  repetidas  reales 
cédulas  y  órdenes,  no  pasen  á  publicar  las  vacan- 
tes de  las  dichas  que  se  causaren  por  traslación 
de  posesión  6  renuncia  de  los  prelados,  sin  prece- 
der para  ello  licencia  de  la  cámara^  á  fin  de 
evitar  las  consecuencias  que  de  lo  contrario  se 
pueden  seguir.» 

Esta  ley  se  refiere  principalmente  á  los  casos 
de  ti'aslacion  y  renuncia,  y  aun  que  no  seria  difí- 
cil hacer  extensivo  sn  significado  á  los  casos  de 
muerte  del  obispo,  preferimos  recordaí'  otra  disposi- 
ción mas  pertinente.  Tal  es  la  ley  1  ^ ,  título  17,  li- 
bro 1  "^ ,  concebida  en  los  siguientes  términos : 
«Costumbre  antigua  es  en  España,  que  los  reyes 
(le  Castilla  consientan  las  elecciones  que  se  han  de 
hacer  de  los  obispos  y  prelados,  por  que  los  reyes 
son  patrones  de  las  iglesias:  y  costumbre  antigua 
fué  siempre  y  es  guardada  en  España,  que  cuando 
algún  prelado  ó  obispo  finare,  que  los  canónigos 
é  otros  cualesquier,  á  quienes  de  derecho  y  cos- 
tumbre pertenece  la  elección,  deben  luego  hacer 
saber  al  rey  por  mensagero  cierto  la  muerte  del 
tal  prelado  ó  obispo  que  finó;  é  ardes  de  e^ito  no 
pueden^  ni  deben  elegir  el  tal  prelado  ó  obispo:  é 
o'tro    sí,  desde    que  el  tal  prelado  ó  obispo  fuere 
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elegido  como  debe,  y  confirmado,  fué  y  es  costum- 
bre antigua,  que  antes  que  haya  de  aprehender  po- 
sesión de  la  Iglesia,  deben  venir  por  sus  personas 
á  hacer  reverencia  al  rey:  y  por  esto  rogamos  y 
mandamos  á  todos  los  arzobispos  é  obispos,  é  otros 
peilados  cualesquier,  e  á  todos  los  cabildos  de  las 
iglesias  catedrales,  que  agora  son,  y  serán  de  aquí 
adelante,  que  guarden  á  nos,  é  á  los  reyes  que  des- 
pués de  nos  vinieren,  la  dicha  costumbre  y  derechos 
que  en  esta  razón  tenemos,  y  que  no  sean  osados  de 
atentar  ni  hacer  las  tales  elecciones^  sin  que  pri- 
meramente nos  lo  hagan  saher^  y  nos  sobre  dio 
veamos  y  proveamos  como  cumple  á  nuestro  ser- 
vicio: é  si  en  otra  manera  lo  hiciesen  y  lo  susodicho 
no  guardasen^  habríamos  por  ningunas  las  tales 
elecciones,  y  procederemos  sobre  ello  como  cumple 
á  nuestro  servicio,  porque  el  nuestro  derecho  sea 
siempre  conocido  y  guardado.» 

Según  el  tenor  de  esta  última  ley,  una  vez  falle- 
cido el  obispo  de  cualquier  diócesis,  el  cabildo  ecle- 
siástico debe  poner  el  hecho  en  conocimiento  de  la 
autoridad  civil,  la  cual  provee  lo  conveniente.  Y 
solamente  después  de  llenado  este  requisito,  se 
puede  proceder  á  la  elección  de  vicario  capitular: 
de  otro  modo,  se  considera  nula  dicha  elección. 
No  basta  el  aviso  de  la  muerte  del  Qbispo  tras- 
mitido con  el  carácter  de  simple  formalidad  ó  mero 
acto  de    cortesia,    como  algunos  han  pretendido. 
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Es  necesario  esperar  la  resolución  del  gobíérrio,- 
para  que  la  declaración  de  seda  vacante  surta  suá 
efectos,  para  ¡foder  elegir  el  vicario  correspondiente. 

269.— Las  disposiciones  citadas  tienen  sn  funda- 
mento racional.  La  declaración  de  sede  vacante 
inviste  al  cabildo  eclesiástico  con  la  pleniturl  de 
las  facultades  episcopales  correspondientes  á  la 
potestad  de  jurisdicción.  En  casos  de  esta  natu- 
raleza puede  decirse  que  el  obispo  es,  en  cierto 
modo,  al  menos  en  todi>  lo  que  se  refisre  á  la  direc- 
ción del  régimen  ordinario  de  la  iglesia,  sustituido 
6  reemplazado  por  el  cabildo. 

Ahora  bi^n;  si  en  te  República  no  se  pueden  e- 
jercer  funciones  episcopales  sin  el  consentimiento 
del  gobierno,  por  los  funcionai'ios  que,  como  los 
obispos,  tienen  título  permanente  y  ejercen  un  de- 
recho inherente  á  su  condición,  mucho  menos 
podran  ejercerlas,  sin  el  mencionado  requisito,  cual- 
quiera otra  personalidad  iíid  i  vidual  6  colectiva. 
Para  que  los  cabildos  eclesiásticos  queden,  pues, 
investidos  de  facultades  episcopales,  es  decir,  para 
que  puedan  declarar  validamente  la  sede  vacante, 
es  indispensable  el  consentimiento  previo  del  pa^ 
trono. 

270.— Contra  esta  doctrina  se  formula  una  obje- 
ción mas  especiosa  que  seria.  El  concilio  de  Trento, 
dicen  los  ultramontanos,  ha  dispuesto  que  la  elec- 
ción del  vicario  capitular  se  verifique  en  el  tér- 

SI 
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mino  de  los  ocho  primeros  clias  después  de  decla- 
rada la  sede  vacante.  Si  hubiera  necesidad  de  es- 
perar  la  resolución  del  gobierno  para  formular 
dicha  declaración,  podían  trascurrir  los  ochodias 
sin  que  fuera  posible  hacerla  y  sin  poder  proceder 
oportunamente  á  elegir  el  vicario  respectivo. 

Ya  en  otro  lugar  hemos  demostrado  que  en  los 
casos  de  incompatibilidad  entre  las  leyes  civiles  y 
eclesiásticas,  las  primeras  deben  cumplirse  con  pre- 
ferencia alas  segundas.  De  manera  que.  si  tra- 
tándose de  la  cuestión  presente,  hubiese  realmente 
antagonismo  entre  las  leyes  del  país  y  las  disposi- 
ciones del  tridentino,  las  perneras  deberían  cum- 
plirse sin  consideración  á   las  segundas. 

Preferimos  creer  no  obstante,  que  semejante  con- 
tradicción no  existe  sino  en  la  mente  de  los  que,  á 
todo  trance,  quieren  independizar  á  la  iglesia  ar- 
gentina de  las  leyes  de    patronato.    El  concjUo  de 
Trento  ^la  dispuesto  que  la  elección  se  haga  en  el 
término  de  ocho  dias  después  de  ocurrida  y  declara- 
da la  sede  vacante-,  pero  indudablemente  se  ha  refe- 
rido á  una  declaración  hecha  con  todos  los  requisi- 
tos necesarios-,  se  ha  referido  á  una  declaración  legal 
y  válida.    Y  como,  según  las  leyes  del  pais,  esta 
legalidad  y  validez  no  se  cuinplen  sino  cuando  se 
obtiene  el  previo    consentimiento  de   la  autoridad 
que  ejerce  el  patronato,  es  claro  que  los  ocho  dias  se 
comienzan  á  contar  después  de  hecha  la  declai'acion 
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de  sede  vacante  con  el  permiso  previo  del  gobierno 
Entendidas  las  cosas  de  este  modo,  no  resalta 
ni  puede  resultar  contradicción  alguna  entre  las 
leyes  nacionales  y  las  disposiciones  del  tridentino. 
Al  contrario,  ambas  se  ayudan  y  se  completan-, 
ambas  tienden  á  producir  el  mismo  resultado,  sin 
menoscabo  de  los  derechos  del  poder  civil  y  de  los 
intereses  y  derechos  de  la  Iglesia. 

271.— En  la  práctica,  muchas  veces  los  cabildos 
no  han  esperado  el  permiso  del  gobierno  para  la 
declaración  de  la  sede  vacante,  cuando  esta  se  ha 
producido  por  muerte  del  obispo.  Se  han  limitado 
á  poner  el  hecho  en  conocimiento  del  ejecutivo  y 
han  procedido  á  nombrar  vicario  capitular,  some- 
tiendo este  nombramiento  á  la  aprobación  de  la 
autoridad  civil. 

La  tolerancia  de  algunos  gobiernos  para  con 
en  esta  práctica  se  explica  fácilmente.  Como  se  tra- 
ta Je  un  hecho  notorio, — la  muerte  del  obispcT,  —casi 
nunca  hay  motivo  para  negar  el  consentimiento 
para  la  declaración  de  sede  vacante.  Ese  consen- 
timiento se  presupone-,  no  es  posible  admitir  que 
por  puro  capricho  se  obstine  la  autoridad  civil  en 
mantener  á  la  iglesia  que  ha  perdido  su  obispo,  en 
el  estado  precario  y  algo  anómalo  en  que  se  encuen- 
tra, sin  su  gefe. 

Ademas,  los  gobiernos,  por  el]  uso  de  esta .  tole- 
rancia, tan  en  armonía  con  el  carácter  y  las  ten- 
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dencias  liberales  de  las  instituciones  argentinas,  no 
quedan  en  la  imposibilidad  de  reclamar  el  cumpli- 
miento estricto  de  las  leyes  recordadas,  cuando  asi 
lo  exijan  las  circunstancias.  El  patronato,  hemos 
demostradores  imprescriptible.  Las  facultades  que 
le  son  inherentes  ro  caducan  por  el  desuso  ó  las 
costumbres  contrarias.  Estas  últimas  pueden  coa- 
sentirso  6  tolerarse  mientras  no  se  trasluzca  en  ellas 
el  propósito  de  una  agresioii  contra  el  poder  pú- 
blico y  la  soberania  nacional.  Pe)o  cuando  á  la 
sombra  de  esa  tolerancia  se  pretenda  desconocer 
importantes  prerogativas  de  la  autoridad,  esta  últi- 
ma puede  y  debe  restablecer  por  completo  el  im- 
perio de  todas  las  leyes  necesarias  al  mantenimiento 
del  orden  social.  El  Estado  puede  ampliar  lo 
favorable  y  restringirlo  odioso,  al  cumplir  y  hacer 
cumplir  las  leyes;  pero  no  le  es  permitido  extender 
la  ampliación  de  !o  favorable,  hasta  el  punto  de 
'íonsentir  que  su  tolerancia  se  convierta  en  instru- 
ipento  de  zapa  para  minar  los  fundamentos  de  la 
sociedad  civil. 

272.-  No  han  faltado  administraciones  que, 
de  cuando  en  cuando,  ha  recordado  y  ejercido 
los  derechos  correspondientes  al  patronato  en  esta 
materia  especial.  El  9  de  Setiembre  de  1870,  el  ca- 
bildo metropolitano  de  Buenos  Aires  puso  en  cono- 
cimiento del  gobierno  nacional  la  muerte  del 
reverendísimo  arzobispo,  doctor  D.  José    Mariano 
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Escalada  y,  sin  declarar  la  sede  vacante,  le  hizo 
presente  que  se  iba  á  ocupar  de  la  elección  de  vi- 
cario capitular.  El  gobierno  de  la  mencionada  época, 
en  el  quefiguraba  en  calidad  de  ministro  del  culto  el 
doctor  ríicolás  Avellaneda,  al  cual  no  se  le  pueden 
atribuir  ciertamente,  ni  propósitos  de  impiedad  ni 
superficialidad  en  el  conocimiento  de  la  jurispru- 
dencia patria,  expidió  un  decreto  concebido  en  esta 
forma:  «Vístala  nota  anterior,  rfe  conformidad  con 
las  leyes  vigentes  y  atento  al  deplorable  fallecimien- 
to del  Iltmo.  y  Exmo.  señor  arzobispo-  doctor  Esca- 
lada, ocurrido  en  Roma  el  28  de  Julio  próximo 
pasado,  el  poder  ejecutivo  presta  su  asentimiento 
al  cabildo  metropoUtajio  para  que  declare  la  sede 
vacante  en  la  arquidiócesis  de  Buenos  Aires^  y 
proceda  al  nombramiento  del  vicario  capitular  que 
debe  regirla,  dentro  de  los  tdrminos  que  designan 
las  leyes  eclesiásticas  y  civiles.  El  cabildo  metro- 
politano pondrá  oportunamente  en  conocimiento  del 
gobierno,  el  nombre  de  la  persona,  en  la  que  hubiere 
recaído  este  nombramiento.»  etc.  Seria  supéi-fluo 
todo  comentario  á  los  p.igniflcativos  y  muy  claros 
términos  de  esta  resolución. 

273. — Antes  de  este  suceso  habia  tenido  lugar 
otro  de  mas  trascendental  significncion,  en  1863. 
Habiendo  fallecido  el  iltmo.  obispo  del  Paraná,  el 
cabildo  de  aquella  catedral  procedió  á  declarar  la 
sede  vacante  y  á  elegir  vicario  capitular,  sin  obte- 
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ner  el  previo  asentimiento  de  la  autoridad  política. 

El  gobierno  nacional  de  aquella  época  reclamó 
de  ese  procedimiento  contrario  á  lajs  leyes  de  pa- 
tronato. El  arcediano,  doctor  Juan  J.  Alvarez,  á 
nombre  del  cabildo  mencionado,  expuso  que  no  lia- 
bia  habido  en  el  proceder  del  senado  eclesiásti- 
co, ni  espíritu  de  resistencia  á  la  autoridad  civil 
ni  descon  ocimiento  de  los  derechos  del  patrona- 
to^ solo  habia  habido  un  olvido  de  las  disposiciones 
cuyo  cumplimiento  reclamaba  el  gobierno. 

Por  esto  el  general  Mitre  presidente  de  la  Repú- 
blica entonces^  en  su  Mensaje  de  I  ®  de  Mayo  de 
1863,  al  congreso  nacional,  refiriendo  este  incidente, 
decía:  «Habiendo  fallecido  el  obispo  de  la  diócesis 
del  Paraná,  el  cabildo  de  la  misma  procedió  á  elegir 
vicario  capitular,  sin  recabar  el  permiso  previo  pa- 
ra declarar  la  sede  vacante. 

«Persuadido  el  gobierno  por  las  explicaciones 
del  mismo  cabildo  que  no  hubo  en  el  olvido  de 
este  requisito  un  desconocimiento*  de  los  derechos 
del  patronato,  sino  un  simple  error,  aprobó  la  elec- 
ción que  habia  recaído  en  la  persona  del  deán 
licenciado  don  Miguel  Vidal,  salvando  la  integri- 
dad de  aquellos  derechos,  cuya  observancia  se 
recomendó  espetialmente  á  los  obispos  de  la  Repú- 
blica, como  el  medio  mas  seguro  de  qne  no  se 
altere  la  armonía  que  debe  existir  entre  las  potes- 
tades civil  y  eclesiástica.» 
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Efectivamente  el  señor  Eduardo  Costa,  ministro 
del  Culto,  pasó  una  circular  á  los  difdrentes  obis- 
pos y  cabildos  eclesiásticos  de  la  República,  con 
fecha  30  de  Marzo  del  año  citado,  previniéndoles  que 
en  los  casos  ie  fallecimiento  de  los  obispos  no  de- 
bia  procederse  á  declarar  la  sede  vacante  y  á  elegir 
vicario,  sin  la  licencia  y  el  allanamiento  previo  del 
supremo  poder  civil.  La  misma  circular  recomen- 
dó, de  una  manera  general,  á  los*  funcionarios  á 
quienes  faé  dirijida,  la  ñel  obervancia  de  todo  lo 
que  diga  relación  al  patronato- 

274.— En  1815  el  obispo  de  Córdoba,  señor 
Orellana,  fue  extrañado  de  su  diócesis  por  el  go- 
bierno de  la  misma  provincia,  la  cual  se  habia  decla- 
rado independiente  del  gobierno  general.  El  ca- 
bildo elcesiástico  respectivo  declaró  la  iglesia  en 
sede  vacante  y  eligió  vicario  capitular.  El  congreso 
de  Tucuiv.an  mas  tarde,  avocándose  el  conocimiento 
del  asunto,  declaró  que  el  extrañamiento  de  los. 
obispos  de  sus  diócesis  no  era  suficiente  causa  para 
declarar  la  sede  vacante,  correspondiendo  en  tales 
casos  el  gobierno  de  la  iglesia  á  un  vicario  general. 

Este  caso,  aun  que  de  un  carácter  distinto 
á  los  anteriores»  manifiesta  siempre  el  derecho  ejer- 
cido por  los  poderes  nacionales,  para  intervenir  en 
las  declaraciones  de  sede  vacante  y  decidir,  con  ar- 
reglo á  las  leyes  de  patronato,  los  casos  en  que  ellas 
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son  válidas  y  aquellos  en  que  adolecen  de  defectos 
de  nulidad  insanaWe. 

275. — Declarada  la  sede  vacante  cou  arreglo  á 
las  leyes  y, hecha  la  elección  de  vicario  capitular, 
para  que  dicha  elección  surta  sus  efectos  ¿es  indis- 
pensable el  asentimiento  del  gobierno  nacional?. 
Este  es  otro  punto  decidido  con  igual  claridad  por 
las  leyes  y  la  práctica  constante,  en  un  sentido  afii*- 
mativo. 

En  la  nota  8=  á  la  ley  14,  título  1  ^  libro  2^  de 
la  recopilación  de  indias,  ^e  consigna  una  cédula 
de  4  de  Agosto  de  1790  que  hace  referencia  á  una 
ley,  la  cual  encarga  á  los  arzobispos  y  obispos 
que  cuando  eligieren  vicarios  generales  den  noticia 
al  consejo  de  la  cámara  para  que  esta  lo  ponga  en 
conocimiento  de  S.  M.  y  mereciendo  su  aproba- 
cion,  se  lleve  á  efecto  el  nombramiento;  y  sihu- 

4 

hiere  legítimo  reparo  se  mande  al  prelado  propo- 
ner ó  destinar  otra  persona.  La  expresada  cédula 
agrega:  «Pero  si  los  nombrados  se  hallaren  en  las 
indias,  darán  dicha  noticia,  para  los  mismos  fines, 
á  los  vireyes  y  presidentes,  con  cuya  aprobación  se 
pondrán  en  posesión  de  sus  empleos». 

Los  vicarios  generales,  como  se  sabe,  tienen  una 
esfera  de  acción  mucho  mas  limitada  que  la  de  los 
vicarios  capitulares.  La  jurisdicción  de  aquellos 
solo  se  ejerce  por  lo  general  en  lo  relativo  á  los  asun- 
tos de  carácter  contencioso;  la  de  estos  se  extiende  á 
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todas  las  causas  en  que  los  obispos  conocían  por  de- 
recho propio.  Los  primeros  ejercen  un  poder  dele- 
gado con  marcadas  limitaciones:  los  segundos,  una 
vez  elegidos,  ejercen  un  poder  que  les  pertenece 
mientras  dura  la  viudedad  de  la  Iglesia  y  su  nom- 
bramiento no  e?  revocado.  Por  consiguiente;  si  el 
nombramiento  de  los  primeros  está  sujeto  á  la  apro- 
bación del  gobierno,  con  mayor  razón  debe  estarlo  el 
de  los  segundos. 

Hemos  visto,  por  otra  parte,  que  las  leyes  relati- 
vas al  ejercicio  de  la  jurisdicción  episcopal  y,  en  ge- 
neral, al  ejercicio  de  cualquiera  jurisdicción  en  las 
iglesias  de  la  Kepüblica,  exijen  siempre  que  la  desig- 
nación de  las  personasllamadasá  desempeñar  dichas 
funciones  se  haga  con  el  asentimiento  del  gobierno. 
Esto  sucede  cuando  se  trata  de  nombrar  obi?po3, 
canónigos,  curas,  vicarios  generales;  cuando  se  trata 
de  declarar  la  sede  vacante-,  cuando  se  trata  de  ce- 
lebrar concilios  y  promulgar  sus  decisiones-,  siempre, 
en  fin,  que  aparece  en  las  iglesias  del  pais  algún 
nuevo  funcionario  con  el  propósito  de  ejercer  actos 
de  gobierno  eclesiástico.  ¿Que  razón  puede  haber 
para  eximir  á  solo  vicarios  capitulares  del  requisito 
de  que  su  nombramiento  sea  aprobado  por  el  patrono? 

Ademas,  las  leyes  de  indias,  tales  como  la  31, 
título  6,  libro  1  ®  de  la  recopilación:  la  4^  ,  titulo 
87,  libro  7  ^  de  la  novísima  recopilación-,  la  2  ^  ,  tí- 
tulo 22,  libro  1^   de  la  misma  y  otras  muchas, 
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designan  las  condiciones  que  deben  reunir  los  agi'a- 
ciados  con  cualquier  beneficio  eclesiástico,  ya  lo 
desempeñen  temporal  <5  definitivamente.  Como  esas 
son  leyes  del  <5rdend  vil,  al  gobierno  nacional  cor- 
responde velar  por  sn  ejecución.  Para  cumplirlas 
y  hacer  cumplir,  necesita  examinar  si  los  funciona- 
rios eclesiásticos  nombmdos  para  un  beneficio  cual- 
quiera reúnen  6^  no  las  condiciones  establecidas  por 
la  ley;  y  si  no  las  reúnen,  es  claro  que  el  gobierno 
puede  oponerse  á  que  dicho  nombramiento  se  con- 
sidere  definitivo.  Sí  se  h  negara  esta  facultad,  la^ 
leyes  referidas  serian  ilusorias,  carecerían  de  sen- 
tido: su  aplicación  seria  imposible  preíjísamente  en 
los  casos  pam  los  que  han  sido  dictadas. 

276.  —  Las  doctrinas  expuestas  son  suficientes  para 
justificar  el  derecho  con  que  procedió  el  poder  ejecu- 
tivo nacional  al  desconocer  al  doctor  G-enai-o  Feijóo 
el  i^rácter  de  vicario  capitular  de  la  diócesis  de  Salta. 

Faltaban  4  su  elección  los  dos  requisitos  previos 
y  esenciales  de  que  antes  hemos  hablado'  La  decía* 
ración  de  sede  vacante  se  había  hecho  sin  recabar  el 
cori-espondiente  consentimiento  del  soberano,  y  la  de 
signacion  de  su  persona  para  ejercer  la  vicaria,  eu 
vez  de  obtener  la  aprobación  del  ejecutivo,  habia 
sido  desechada,  como  un  nuevo  peligro  para  la 
buena  armonía  entre  los  poderes  civil  y  eclesiástico. 
Conforme  á  la  ley,  la  elección  del  doctor  Peijóo 
adolecía  de  vicios  insanables  de  nulidad,  vicios  que 
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no  pudieron  desaparecer  por  la  ciixanetafikcia  de 
ejercer,  de  hecho,  funciones  que  no  le  correspondían. 
El  hecho  por  si  solo,  nada  demuestra.  Constituye 
un  acto  legítimo  ó  un  abuso,  no  por  la  circunstancia 
de  estar  consumado  6  meramente  iniciado^  sino  por 
su  conformidad  ó  disconformidad  con  las  leyes» 

277.— Apesar  de  los  esfuerzos  hechos  ultima- 
mente  por  la  fracción  intransigente  del  clero,  para 
relegar  al  olvido  ó  al  desprecio  las  leyes  de  patro- 
nato-, apesar  de  que  el  ardor  de  la  lucha  entabla- 
da por  esa  fracción  importante,  contra  el  poder 
civiV  llegó  un  momento  á  contaminar  á  los 
miembros  del  senado  eclesiástico  de  casi  todas  las 
iglesias  catedrales  de  la  República-,  apesar  de  que 
entre  el  gobierno  nacional  y  el  alta  clero  parecía 
abrirse  un  abismo  á  consecuencia  de  la  obstinación 
de  este  último  pai'a  desconocer  y  conculcar  ciertas 
leyes  nacionales;  apesar  de  todo,  decimos,  parece  que 
los  espíritus  se  tranquilizan,  y  al  recobrar  su  sere- 
nidad, se  restablece,  sin  violencias  y  sin  estrépito, 
el  imperio  de  las  leves  de  patronato. 

Después  de  elegid*»  el  señor  Padilla  vicario  ca- 
pitular de  la  diócesis  de  Salta,  ya  no  es  el  agraciado 
el  que  se  dirige  al  ejecutivo  para  decirle  que  está 
dispuesto  Á  seguir  los  lamentables  extravies  del 
obispo.  Es  el  mismo  cabildo  el  que  participa  al 
gobierno  la  elección  realizado,  recaba  su  apro* 
bacion  y.  maniñesta  propósitos  conciliadores.    IjI 
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oficio  del  presidente  de  dicho  senado  eclesiástico, 
sefior  Alejo  Y.  de  Marquiegui,  dice  así: 

«Tengo  el  honor  de  dirijirme  á  V.  E.  adjuntan- 
do el  acta  del  capítulo  celebrado  el  dia  8  por  el 
venerable  cabildo  eclesiástico  de  esta  catedral, 
que  me  cabe  el  honor  de  presidir^  por  ella  se  im- 
pondrá V.  E.  que  el  cabildo,  en  uso  de  la  faculad 
que  le  confiere  el  deiecho,  eligió  vicario  capitular, 
por  unanimidad  de  sufrajios,  al  canónigo  doctoral, 
doctor  Pablo  Padilla-,  y  espera  que  dicha  elección 
será  de  la  aprobación  del  supremo  rjobierno  de  ¡a 

nación.  > 

«El  cabildo  abrígala  esperanza  de  que  el  vica- 
rio nombrado  hará  cuanto  esté  de  su  parte,  para 
cultivar  con  el  gobierno  de  que  V.  E.  forma  parte, 
amistosas  relaciones,  y  no  hrhrú  motivo  para  que 
ellas  sean  alterad  as.  > 


CAPÍTULO  XX 

Ouras    y  ouratos 


278 -Parroquia,  our*a  y  ourato  — 279  La»  parroquias  pue- 
den <?oiiaiclerarse  bajo  dos    punton    de  vista.— «SdO  Cu» 
ratos  seculares  y  regulares.    281  VLce-pappoquLas,  -282 
Curas  propios  ó  interinos,  '-.oadjutcres    y  tenientes  ou- 
pa8.-^S88    Formalidades    que    debeti  ob^jervarse  en  el 
nombramiento    de  curas  propios. — 284  Nombramiento 
de  curas  i.iterinos  por»    ei  pariodo  de    ouatno    naeses.— > 
283  Non^bramisnto  de  los  mismos  por  un  período  ma- 
yor,  nuando  no  saa    posibio    dotar  Á  las  parroquiits  ÚÚ 
ouraspropios.*-  233  Otros  nombramientos. —287  Renun- 
cia y  destitución  de    los  curas.— 283  Los  párrocos  en- 
juiciado*) pueden  ser  administrativamente  suspendidos 
en  el  ejercicio  de  sus  ^unciones. -289  Condiciones  para 
obteuer  un  curato.  — 290  Heberes  de  Iop  curas.— 291  Ren- 
ta de  f^iorioa  de   las    iglesias    parroquiales.— 292  Erec- 
ción, unión,  división  y  supresión  de   curatos.— 298   Vi- 
carios castrenses— 294    Importancia    trascendental  de 
las  funciones  de  los  curas. 


278.— No  ha  dejado  de  originar  algunas  con- 
troversias la  situación  de  los  curas  y  su  dependen- 
cia de  las  autoridades  civiles,  en  todo  lo  que  se 
refiere  al  ejercicio  de  sus  funciones,  y  de  una  ma- 
nera especial,  en  lo  concerniente  á  sus  nombra- 
mientos}^ remociones. 
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Hemos  creído  Oportuno,  por  esto,  consagrar  un  ca- 
pítulo á  tan  importante  asunto,  para  presentar  con  la 
mayor  exactitud  posible,  la  situación  legal  de  estos 
funcionarios  eclesiásticos.  Recordaremos  antes  las 
nociones  mas  indispensables  en  la  materia. 

Llámase  parroquia,  la  circunscripción  eclesiás- 
tica ó  tenítorio  limitado  eif  que  un  sacerdote 
ejerce  su  ministerio  con  el  título  áecura^  rector  ó 
párroco.  También  se  aplica  el  mismo  nombre,  á  la 
iglesia  en  que  ordinariamente  ejercen  los  curas  su 
ministerio,  ya  sea  administrando  los  sacramentos, 
predicando  la  palabra  divina,  celebrando  los  oficios 
ó  practicando  las  demás  ceremonias  del  culto. 

El  curato  es  un  beneficio  eclesiástico  cuyo  po- 
seedor está  obligado  á  cuidar,  en  lo  espiriHial,  de 
las  personas  domiciliadas  en  la  circunscripción  ter- 
ritorial llamada  parroquia. 

Aun  que  con  frecuencia  se  usan  indistintamente  y 
se  confunden  las  palabras  parroquia  y  curato.,  hay 
enti'e  el  significado  de  ambas  una  diferencia  bien 
marcada.  La  primera,  es  una  extensión  territorial 
limitada  y.  abraza  un  conjunto  de  fieles;  la  segun- 
da, sirve  para  designar  el  beneficio  eclesiástico  ó 
la  dignidad  de  que  se  encuentran  investidos  los 
curas:  es  el  título  eclesiástico  instituido  para  el  go- 
bierno de  la  parroquia.  Hay  entre  ambas  cosas  una 
diferencia  análoga  á  la  existente  entre  la  diócesis  y 
el  obispado. 
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279. — Las  parroquias  pueden  considerarse  bajo 
el  punto  de  vista  espiíitual  ó  bajo  el  punto  de  vista 
temporal. 

El  primer  punto  de  vista  comprende  todo  lo 
concerniente  al  pasto  espiritual  de  los  feligreses,  co- 
mo la  predicación  del  evangelio  y  demás  verdades 
de  la  religión^  la  administración  de  ciertos  sacramen- 
.tos,  tales  como  el  bautismo,  penitencia,  eucaristía, 
matrimonio  y  extrema-unción;  la  instrucción  de  la 
juventud  en  las  verdades  católicas;  la  celebración  de 
exequias  á  Jos  que  mueren  y  otras  funciones  análo- 
gas. Todo  esto  se  encuentra  pi"escrito  por  el  tri- 
dentino. 

Bajo  el  punto  de  vista  temporal,  la  parroquia  es 
un  establecimiento  público*  y  legal,  con  bienes,  ren- 
tas y  cargas,  administrado  por  una  fábrica,  confor- 
me á  las  leyes  y  reglamentos  especiales  emanados.de 
la  autoridad  civil. 

280. —Antiguamente  se  dividían  los  curatos  en 
seculares  y  regulares.  Loa  primeros  estaban  ser- 
vidos por  clérigos  seculares,  cuya  colación  era  de  la 
incumbencia  del  obispo  respectivo.  Los  segundos 
eran  servidos  por  religiosos  doctrineros,  en  cuyo 
nombramiento  intervenían  los  prelados  de  las  órde- 
nes regulares. 

La  institución  de  estos  último»  dio  origen  á  diver- 
sas cuestiones  mas  ó  menos  enojosas.  Los  curas 
regulares,  en  virtud  délos  privilegios  pontificios  que 


habían  obtenido,  se  resistieron  á  snjetarsft  á  las  for- 
malidades con  que  eran  nombrados  los  demás,  así  co- 
mo á  la  observancia  del  patronato  de  las  iglesias. 
Mas  tarde,  por  disposiciones  del  concilio  de  Trento 
y  de  diferentes  leyes  y  cédulas  reales,  tuvieron  que 
someterse  al  imperio  de  la  ley  común  y  á  la  autori- 
dad de  los  obispos. 

En  la  actualidad,  en  toda  la  América,  los  curatos 
se  han  secuLtrizado.  Las  cédulas  de  1ro.  de  Febre- 
ro de  1753,  de  23  de  Junio  de  1757,  de  7  de  No- 
viembre de  1760,  y  15  de  Noviembre  de  1768,  orde- 
naron la  secularización  de  los  curatos  regulares  con- 
forme fuesen  vacando.  Solo  se  dejaron  dos  curatos 
de  los  mas  pingues  á  cada  provincia  de  regulares. 

Pero  la  ley  argentina  de  2 1  de  Diciembre  de  1822, 
sobre  reforma  del  clero,  abolió  la  autoridad  de  los 
provinciales  en  las  casas  regulares,  dejando  al  pre- 
lado diocesano  el  cuidado  de  la  disciplina  de  estas, 
(1).  Por  consiguiente,  no  tienen  ya  razón  de  ser 
los  curatos  dejados  á  cada  provincia  de  regulares,  y 
todos  deben  considerarse  seculai'izados  en  el  diai 
todos  también  sujetos  á  la  legislación  que  seguire- 
mos exponiendo  en  el  curso  de  este  capítulo. 

281 — Cuando  las  parroquias  abrazan  un  conside- 
rable número  de  feligreses  que  difícilmente  pueden 
ser  atendidos  por  un  solo    párroco  y  por  una  sola 

(I)  Artículo  17 
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iglesia,  suelen  dividirse  en  dos  circunscripciones: 
una  que  hace  de  cabecera  y  otra  subordinada  ala 
primera.  Esta  última  se  designa  con  el  nombre  de 
vi  e  parroquia.  Tal  es  el  carácter  que  luvo  San 
Juan  Evangelista  desde  Dicientbre  de  1869  en  que 
fué  erigida,  hasta  el  20  de  Abril  de  1872  en  que 
se  elevó  á  la  categoría  de  parroquia. 

282.  —Los  caras  pueden  ser  propios  6  interinos.  . 

Curas  propios  son  los  que  obtienen  el  beneficio 
con  derecho  perpetuo  á  él,  por  medio  de  concurso  y 
con  arreglo  á  los  sagrados  cañones  y  leyes  civiles. 
Curas  intennos.^  los  que  obtienen  un  curato  vacante 
hasta  que  se  provea  de  cura  propio.  A  estos  úl- 
timos  se  les  llama  también  curas  interés  ó  curas 
vicarios. 

Cuando  lo  exigen  las  necesidades  de  una  par- 
roquia, se  nombran  para  servirla,  ademas  del  cura, 
coadjutores  y  tenientes  curas  ó  ayudantes.  Cura 
coadjutor  es  el  que  desempeña  el  oficio  del  cura 
propio  ó  comparte  con  él  sus  funciones,  por  hallarse 
inválido  6  impedido.  Teniente  cura  es  el  sacerdote 
suboi'dinado  á  la  autoridad  del  cura,  nombrado  para 
ayudar  á  este  en  el  ejercicio  de  su  ministerio. 

Los  coadjutores  se  clasificaban  antes  en  perpe- 
tuos y  temporales.  Los  primeros  eran  nombrados 
con  derecho  para  suceder  al  titular.  Los  segundos, 
con  solo  el  objeto  de  desempeñar  el  oficio  mientras 
el  titular  conservase  el  beneficio.  Esta  clasificación 
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no  tiene  hoy  objeto  prático-,  por  qae  los  cánones  y 
leyes  civiles  han  ordenado  que  no  se  dé  coadjuto- 
ría con  futura  sucesión  respecto  de  ningún  bene- 
ficio eclesiástico  (1).  Las  coadjutorías  perpetuas 
son  igualmente  incompatibles  con  las  disposiciones 
que  han  establecido  la  forma  de  nombrar  curas 
propios^  de  las  que  mas  adelante  nos  ocuparemos. 

Los  tenientes  curas  se  nombran  cuando  un  cura- 
to comprende  varios  pueblos  distantes  mas  de  cua- 
tro leguas  del  que  sirve  de  cabecera  á  la  parroquia 
(2)\  se  nombmn  también  cuando  son  muy  complica- 
das las  labores  de  una  parroquia  y  cuenta  esta 
con  la  dotación  necei^aria  para  fijar  un  sueldo  al 
teniente  cura. 

283. — ¿Cual  es  la  forma  de  nombrar  los  párro- 
cos? 

Para  resolver  esta  cr»estion  con  la  ma5'or  claridad 
posible,  conviene  considerar  por  separado  las  dife- 
rentes especies  ó  categorías  de  párrocos  anterior- 
irente  citadas.  Hablonios,  ante  todo,  de  los  curas 
propios. 

Las  reglas  ó  formalidades  que  deben  observai-se 
en  et  nombramiento  de  estos,  son  explícitas  y  ter- 
minantes.    Cuando  se  produce  una  vacante,  el  pre- 


(1)  concilio  de  Trento  ses.  25,  cap.  7®,   art.  único,  tiluto  3*.  Hbro  2® 
de  la  Nueva  Reo.— Cédalas  de  i  de  Dioieinbre  de  1679  y  7  de  Noviembre 
de  1B82. 

(2)  Ced.  de  18  de  Octubre  de  1764. 
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lado  diocesano  debe  poner  el  hecho  en  conocimiento 
del  gobierno,  en  el  téi'inino  máximo  de  cuarenta 
días.  El  nuevo  cnra  propio  debe  nombrarse  dentro 
de  los  cuatro  primeros  meses  contados  desde  el 
fallecimiento  del  cura  anterior  (1).  El  nombra- 
miento se  hace  por  medio  de  concurso.  Para  ello, 
el  obispo  manda  fijar  edictos  convocando  á  los 
aspirantes  y  señalando  un  plazo  competente  para 
admitir  las  solicitudes  de  los  opositores.  En  los 
edictos  debe  expresarse  que  tal  diligencia  se  ha- 
ce por  orden  y  comisión  del  gobierno.  Los  opo- 
sitores presentados  son  examinados  por  un  jurado 
compuesto  del  obispo  ó  vicario  y  otros  tres 
examinadores  que  se  nombran  anualmente.  Délos 
aprobados,  los  prelados  diocesanos  encogen  tres  de 
los  mas  dignos  y  competentes  y  los  proponen  al 
gobierno  paiaque  este,  elija  al  de  su  agrado.  Al 
elegido  por  el  gobierna  se  le  confiere  la  institu- 
ción canónica  (2). 

En  las  ternas  debe  expresarse  la  edad,  órdenes 
sagi'adas,  grados  académicos,  beneficios  que  hu- 
biese servido  cada  uno  de  los  propuestos,  y  demás 
calidades  y  requisitos  que  concurriesen  en  cada 
nno  de  ellos  (3).    Si  solo  se    hubiese  presentado 


<l)  Ley  »^  tltnlo  6,  libro  I®  R.  I. 

(2)  Lj9  24,  titalo  tf.  hbiu  i^.  K.  I.    y  CoQ  do   Trenfco  let.    24   do  Re- 
f#riu.  cap.   1 8. 
(3y  Ley  24,  titulo  6,  libro  1  *,  R.   J. 
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un  opositor  y  resultase  aprobado,  el  obispo  lo  pre- 
senta al  gobierno,  y  este,  si  lo  considera  digno, 
manda  que  se  le  confiera  la  institución  canónica  (1). 
Los  obispos,  al  remitir  las  ternas,  deben  expre- 
sar el  dia  y  mes  de  la  vacante  del  curato,  el  nom- 
bre del  último  poseedor,  su  renta,  el  dia  y  término 
poi-(iue  se  fijaron  los  edictos  para  el  concurso,  el 
número  de  opositores  y  sus  nombres,  la  censura 
de  las  sinodales  coa  respecto  á  los  de  la  terna  (2). 

En  los  casos  de  sede  vacante  debe  convocar  á 
concurso  el  vicario  capitular  y  no  los  cabildos  ecle- 
siásticos. En  los  mismos  casos  el  gobierno  puede 
nombrar  una  persona  que  asista  á  los  exámenes  de 
los  opositores,  sin  voto  en  ellos,  y  con  solo  el  objeto 
de  informar  acerca  de  la  suficiencia  de  los  exami- 
nados (3). 

Si  ninguno  délos  presentados  fuese  digno,  ajuicio 
del  gobierno,  pnede  este  pedir  al  obispo  que  le  pre- 
senté  otros.  De  manera  que  no  es  obligíi torio  ele- 
gir á  uno  de  los  que  figuran  en  la  primt^ra  terna 
(4).  una  vez  hecho  el  nombramiento  con  arre- 
glp  á  las  formalidades^  indicadas  y  comunicado  al 
obispo,  este  debe  conferir  la  institución  canóni- 
ca en  el  término  de   diez  dias.    De   otro  modo,  el 


(l)  Ley  25,  titulo  6,  libro  t©  R.  I. 

(2j  L«y  5.  titulo  20,  libro,  1® .  Nov.  Rec. 

(8).  Ley  8,  titulo  20.  libro  I©  Nov.  Reo.  y  ley  27,tit-  6  lib.  1«  R.  Y. 

ü).  Ley  28,  Utalo  6,  lib.  1®  R.  Y. 


-  501  — 

agraciado  puede  recurrir  al  prelado  mas  cercano  pa- 
ra ser  instituido  y  entrar  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones {!).  Además,  los  prelados  que  sin  justa 
causa  demoran  á  los  presentados  la  colación  é  ins- 
titución canónicas,  son  responsables  de  los  frutos, 
rentaS;  costas  é  intereses  por  el  tiempo  déla  dila- 
ción, (íí) 

Una  vez  hecha  la  isntitacion,  el  cura  nombrado 
recibe  la  parroquia  bajo  inventario  (3);  y  conser- 
va el  beneficio  mientras  no  incurra  en  alguno  de 
los  casos  fijados  por  la  ley,  sobre  pérdida  de  be- 
neficios eclesiásticos. 

Muchas  de  estas  disposiciones,  aunque  vigentes, 
están  hoy  en  receso  en  la  República  Argentina. 
Hace  tiempo  que  no  se  convoca  á  concur-so  y  no  se 
proveen  los  curatos  en  propiedad.  Se  aduce  para 
ello,  como  razón,  la  deficiencia  del  clero  actual;  así 
es  que  las  parroquias  están  servidas  por  curas  interi- 
nos. 

284. — El  nombramiento  de  los  curas  interinos 
es  mas  sencillo.  Puede  hacerlos  directamente  el 
obispo:  lo  autorizan  terminantemente  la  ley  16,  tít. 
13n  lib.  1^  do  la  recopilación  de  indias-,  las  cé- 
dulas reales  de  22  de    Junio  de    1691  y  11   de 


(l)  Ley  36.  título  6,  libro  1»  R.  Y. 
(2).  Ley  11,  lítulo  6,  libro  l^  R.  Y. 
(3;  Ley  20,  titulo  2,  liljro  I-    R.  Y. 


—  602  — 

Setiembre  de  1562,  citadas  por  el  doctor  Velez 
Sarsfield-,  y  el  concilio  de  Trente  en  la  sección  24 
cap.  18. 

Pero  la  facultad  de  hacer  estos  nombramientos 
tiene  sus  restricciones.  Una  de  las  principales 
consiste  en  qae  solo  pueden  hacerse  pai-a  un 
plazo  máximo  de  cuatro  meses.  Así  lo  prescri- 
ben, tanto  el  concilio  de  Tiento  como  las  leyes 
de  indias.  Las  leyes  16  y  17  del  titulo  14,  li- 
bro I  ®  y  la  cédula  i^eal  de  5  de  Diciembre  de 
1796,  recomiendan  á  los  funcionarios  políticos  el 
cuidado  de  que  los  nombrados  interinamente  para 
los  curatos  no  se  perpetúen  en  ellos  contra  las  le- 
yes de  patronato. 

Después  de  pasados  los  cuatro  meses,  el  nombra- 
miento de  los  curas  interinos  por  un  plazo  ma- 
yor, es  de  todo  punto  arbitrario,  ya  proceda  del 
obispo  6  iU\  gobierno  civil:  es  un  mombramiento 
hecho  contra  el  tenor  expreso  délas  leyes. 

285.— Pudiera  suceder,  como  actualmente  se 
alega  por  los  prelados  argentinos,  que  fuese  im- 
posible la  provisión  de  los  curatos  en  propiedad 
por  medio  del  concurso,  por  falta  de  opositores» 
En  semejante  caso,  como  no  es  posible  dejar  á 
las  iglesias  parroquiales  sin  un  sacerdote  encar- 
gado del  desempeño  de  las  funciones  de  párroco, 
es  forzoso  é  indispensable  consentir  en  la  continua- 
ción de  los  interinados.    Y  si  por  causas  no  difi- 
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ciles  de  sobrevenir,  no  mejoran  por  mucho  tiempo   * 
las   condiciones   del  clero,  dichos   interinarios  se 
prolongaran  indefinidamente. 

Esto  sucede  hoy  en  la  República  Ai'gentina.  Ha- 
ce muchísimo  tiempo  que  las  parroquias  de  la^ 
diferentes  provincias  solo  tienen  curas  interinos, 
nombrados  casi  siempre  directamente  por  los  obis- 
pos y  sin  intervención  alguna  del  patrono.  Este 
último  se  ha  preocupado  de  tal  estado  de  cosas, 
cuya  subsistencia  menoscaba  sus  derechos,  y  burla 
su  acción  protectora  y  vigilante  sobre  las  personas 
y  cosas  vinculadas  al  ejercicio  del  culto  público. 

El  señor  Facundo  Zuviria,  ministro  del  general 
Urquizaen  el  departamento  del  culto,  trató  este 
asunto,  en  una  nota  que  con  fecha  19  de  Junio  de 
1855,  dirigió  al  provisor  de  la  diócesis  de  Oizyo, 
con  motivo  de  ciertas  desavenencias  surgidas  entre 
el  gobernador  de  la  provincia  de  San  Luis  y  la 
mencionada  autoridad  eclesiástica  respecto  á  la  pro- 
visión del  curato  de  la  iglesia  matriz  de  San  Luis. 
El  señor  Zuviria  tomó  empeño  en  demostrar  la 
facultad  del  gobierno  para  intervenir  en  el  nom- 
bramiento de  los  curas  i  iterinos  cuando  duran  mas 
de  cuatro  meses.  Entre  otras,  tormuló  las  siguien- 
tes declaraciones: 

«De  igual  mudo  S.  E.  ha  tenido  en  vista  que 
ni  las  leyes  citíidas  al  piiricipio  de  esta  nota,  ex- 
cUoan  al  ordinario  de  la  previa  pressntacion  en  la 
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provisión  de  los  interinos,  ni  excluyen  el  conoci' 
miento^  la  intervención  y  el  acuerdo  del  patrono, 
sin  cuya  aceptación  y  beneplácito  nadie  puede  ejer- 
cer actos  jurisdiccionales  en  sus  subditos.» 

«La  presentación  á  que  deben  preceder  oposición 
y  otras  formalidades  civiles  y  canónicas,  es  de  muy 
diferente  carácter  al  de  la  intervención  y  acuerdo, 
que  pueden  tener  lugar  sin  las  solemnidades  y 
tramites  de  derecha  que  se  requieren  para  aquellos. 

i  Sobre  todo^  S.  E.  ha  tenido  en  consideración 
qm  las  provisiones  interinas^  que  desgraciada- 
mente duran  entre  nosotros  por  diess^  veinte  y  treinta 
años^  no  pueden  gozar  de  las  mismas  excepciones 
que  el  derecho  civil  y  canónico  otorgan  á  las  que 
soh  son  por  cuatro  meses.  ^ 

No'hace  mucho  que  sobre  el  mismo  asunto  pre- 
sentó á  la  consideración  del  ejecutivo,  el  señor  pro- 
curador general  un  informe  concienzudo^  en  el 
que  trató  la  cuestión  de  una  manera  magistral. 
Después  de  exponer  la  doctrina  legal,  resumió  su 
opinión  en  estos  términos:  «Mientras  no  sea  posible 
hacer  la  provisión  en  la  forma  establecida  po)-  el 
Concilio,  y  puesto  que  los  curas  interinos  son  en 
realidad  definitivos,  debe  ella  hacerse  &  presentación 
de  V.  E.,  ó  á  su  nombre,  ó  por  lo  menos  con  su 
aprobación,  > 

Los  enemigos  del  i'egalisrao  sostienen  que  ann 
cuando  los  curas  interinos  duren  indefinidamente. 
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el  gobierno  civil  no  pnede  ni  debe  tener  ingerencia 
alguna  en  sus  nombramientos. 

Semejante  pretensión  es  exagerada  á  nuestro  jui- 
cio. En  primer  lugar,  los  prelados  se  encuentran 
obligados  á  poner  en  conocimiento  del  gobierno  las 
pei'sonas  en  quienes  recaen  los  nombramientos  de 
curas  interinos.  De  otro  modo  no  se  podria  ejercer 
sobre  esta  clase  de  funcionarios  eclesiásticos  la  acción 
y  los  derechos  que  ks  leyes  confieren  al  patrono. 

En  segundo  lugar,  una  vez  que  el  patrono  tiene 
conocimiento  de  la  persona  nombrada,  puede  revo- 
car dicho  nombramiento  si  con  él  se  ha  quebran- 
tado alguna  de  las  leyes  referentes  al  patronato. 
En  efecto:  según  diversas  leyes  de  indias,  las  perso- 
ñas  llamadas  á  desempeñar  los  curatos  deben  reunir, 
ademas  de  las  condiciones  necesarias  para  ejercer 
cualquier  beneficio  eclesiástico,  ciertas  condiciones 
especiales  que  mas  adelante  indicaremos.  Como 
estas  leyes  son  del  orden  civil  y  su  ejecución  cor- 
responde por  lo  tanto  al  gobierno  nacional,  claro  es 
que  en  ejercicio  de  esta  primordial  atribución  puede 
el  ejecutivo  rechazar  todo  nombramiento  en  el  que 
se  violen  las  leyes  referentes  al  patronato  nacional. 
Además,  según  las  disposiciones  ya  citadas,  los 
interinarios  no  pueden  durar  mas  de  cuatro  meses 
por  ningún  motivo.  Después  de  cuatro  meses  debe 
dotarse  á  las  iglesias  de  curas  propios,  es  decir  de 
personas  que  gocen  déla  confianza  del  patrono.  Se- 
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mejante  propósito  de  la  ley  quedaría  burlado  si  se 
consintiera  en  qne  los  prelados  por  si  solos,  nom- 
braran  curas  que,  con  el  título  de  interinos,  tienen  el 
verdadero  carácter  de  propietarios  y  vitalicios. 

La  única  manera  de  armonizar  el  espíritu  de  las 
le3^es  vigentes  con  la  situación  anómala  de  las  igle- 
sias condenadas  por  tiempo  indefinido  á  carecer  de 
curas  propios,  es  reconocer  el  derecho  del  patrono 
para,  después  de  pasados  los  primeros  cuatro  meses 
de  la  vacancia  del  curato,  aprobar  ó  desaprobar 
los  nombramientos  hechos  por  el  obispo. 

Condensamos  nuestra  manera  de  pensar  en  las 
siguientes  conclusiones: 

la.  El  gobierno  puede  y  debe  exigir  álos  prela- 
dos convoquen  á  concurso  para  proveer  los  curatos, 
en  las  épocas  respectivas,  si  á  su  juicio  no  son  serios 
y  fundados  los  inconvenientes  que  se  oponen  á 
dicho  acto. 

2a  Todo  nombramiento  de  cura  interino,  cual- 
quiera que  sea  su  probable  duración  en  el  desem- 
peño del  cargo,  debe  ponerse  en  conocimiento  del 
ejecutivo  nacional  y  de  los  gobernadores  en  su  ca- 
so, en  su  carácter  de  vice-patronos. 

3a.  Todo  nombramiento  de  curas  interinos  cual- 
quiera que  sea  su  duración  ,heGho  con  violación  de 
las  leye^  del  patronato,  puede  ser  anulado  por  el 
gobierno  nacíonaL 

4a.  Si  las  parroquias  estuvieren    servidas   por 
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curas  interinos  mas  de  cuatro  meses,  en  contraven- 
ción á  lo  dispuesto  por  las  leyes  civiles  y  canónicas; 
pasado  el  lapso  de  tiempo  mencionado,  el  gobierno 
puede  revocar  los  nombramientos  hechos  por  el 
obispo,  cuando  no  considere  al  agraciado  suficien- 
temente digno  para  desempeñar  el  cargo. 

La  primera  y  segunda  conclusiones  no  pueden 
ofrecerla  menor  dificultad.  En  nada  comprometen 
la  jurisdicción  eclesiástica,  aun  considerada  con  la 
extensión  que  le  atribuye  la  escuela  ultra-católica. 

La  tercera  no  puede  prestarse  d  objeciones  se- 
rias. Nadie  puede  afirmar  que  lo?  obispos  están 
autorizados  para  infringir  las  leyes  nacionales  al  ve- 
rificar los  nombramientos  de  curas:  si  alguien  lo 
hiciese,  estableceria  una  doctrina  eminentemente 
subversiva.  Tampoco  se  puede  negar  al  poder 
ejecutivo  la  misión  de  velar  por  el  cumplimiento  de 
las  leyes  y  de  impedir,  por  consiguiente,  que  las  au- 
toridades eclesiásticas  las  infrinjan  al  nombrar  los 
funcionarios  do  su  dependencia.  Uno  de  los  modos 
de  impedir  la  consumación  de  actos  de  tal  naturale- 
za, es  la  revo<5acion  de  los   nombramientos  ilegales. 

La  cuarta  conclusión  tampoco  es  arbitraría:  tiene 
fundamentos  serios  en  su  favor.  Los  obispos  no 
pueden  nombrar  curas  interinos  sino  por  el  tiempo 
máximo  de  cuatro  meí^es.  Todo  nombramiento  por 
mayor  tienipo  es  arbitiaiio,  ilegal,  abusivo:  la  ley 
es  clara  y  terminante.    Fov  ningún  mctivo,  dice, 


-^sos- 
consentirán  los  ftmcionarios  políticos  que  los  in- 
terinarios  dnren  mas  de  cuatro  meses.  Pasado  este 
tiempo,  solo  es  legal  el  nombramiento  de  curas 
propios.  Para  seguir  nombrando  curas  interinos, 
tan  fundado  es  el  derecho  del  obispo  como  el  del 
gobierno,  ó  mejor  dicho,  ya  ninguno  de  los  dos 
poderes  tiene  facultad  exclusiva  para  hacer  tales 
nombramientos. 

¿Que  conviene  en  tales  casos?  Respetar  el  espíritu 
de  la  ley  y  hacer  que  ella  impere  en  los  procedimien- 
tos que  se  adopten.  Dicho  espíritu  confiere  siempre 
al  obispo,  la  iniciativa  en  ej  nombramiento  de  curas, 
3''a  haciéndolo  directamente  cuando  se  trata  de  pár- 
rocos interinos  por  cuatro  meses,  ó  ya  proponiendo  las 
ternas  cuando  se  trata  de  curas  propios.  Convie- 
ne, pues,  que  la  iniciativa  se  deje  siempre  al  obispo. 

Según  le  espíritu  de  las  mismas  leyes,  después 
de  cuatro  meses  de  interinario  se  deben  proveer 
en  propiedad  las  vacantes  de  los  curatos.  El  tiem- 
po  mencionado  es  el  mayor  en  que  puede  funcionar 
un  párroco  sin  disfrutar  d3  la  amplia  confianza  del 
gobierno.  Pasado  ese  plazo,  es  indispensable  que 
el  cura  merezca  la  confianza  ó  aceptación  del  pa- 
trono. 

Como  se  vé,  el  único  modo  de  mantener  la  inicia- 

tivd  del  obispo  en  el   noícbramiento  de    los  curas, 

de  respetar  los  derechos  que  la  ley  le  ha  con(  edido 

pal  a  hacer  directamente  dichos  nombramientos  por 


un  plazo  prerentorlo  de  cuatro  me^es  con  la  ca- 
lidad de  interinos,  y  de  salvar,  en  fin,  los  fueros  y 
regalías  del  patronato,  es  aceptando  la  cuarta  de  las 
conclusiones  formuladas. 

286. — El  nombramiento  de  curas  interinos,  con 
el  objeto  de  reemplazar  te'nporalmente  al  cura 
propio,  por  licencia  con(*.edida  á  este,  corresponde  á 
los  obispos.  Estos,  sin  embargo,  deben  poner  el  hecho 
en  conocimiento  del  patrono  (1).  . 

Los  tenienies  curas  son  nombrados  por  los  párro- 
cos titulares,  piecediendo  la  aprobación  del  obis- 
po (2). 

287. — Loa  curas  propios  pueden  pqrdéi*  el  be- 
nefieiOn  por  renuncia  6  por  destitución. 

La  renuncia  debe  presentarse  ante  los  prelados 
diocesanos  respectivos.,  los  cuales  deben  ponerla  en 
conocimiento  del  patrono  (3). 

La  destitución  tiene  li.gar  cuando  el  beneficiado 
e9  condenado  ápana  que  produzca  este  efscto,  ca- 
so perfectamente  previsto  en  el  art.  125?  d¿l  cdJigo 
penal,  en  el  cual  se  dice  que  los  eclesiásticos  in- 
cursos  en  las  penas  de  inhabilitación,  destitución  ó 
suspensión,  quedarán  impedidos  en  todo  el  tiempo 


rt)  C^a.  de  25  de  Agoito  de    1768  y  4e  27  de  J^ioiewltn)  de  17^  Qit»4»« 
eo  la  nota  15  del  tit.  6  lib.   1  ^  R.  I.   . 
(2)  Ged.  16  de  Koviombre  de  175S. 
(3;  Ley  61»  tit-  6,  Ub.  1  K.  I. 
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(le  SU  duración  para  ejercer  en  el  Estado  la  jurisdic- 
ción eclesiástica,  la  cura  de  las  almas^  y  el  minis- 
terio de  la  predicación.  Ademas^  se  sabe  que  las  pe- 
nas corporales  llevan  siempre  consigo  la  inhabili 
tacion  de  los  condenados  por  tiempo  mas  ó  me- 
nos limitado,  lo  cual  aumenta  el  número  de 
casos  en  que  puede  un  cura  quedar  privado  del 
ejercicio  de  sus  funciones  especiales. 

Entre  los  niuchos  ca<^os  prácticos  que  en  confir- 
mación de  las  ideas  expresadas  pudiéramos  citar, 
nos  concretaremos  al  ocurrido  no  hace  mucho  en 
el  partido  de  Merlo  déla  provincia  de  Buenos  Ai- 
res. El  cura  de  dicha  localidad  fué  demandado 
ante  el  juez  laico  por  el  delito  de  calumnia.  Después 
de  corridos  los  trámites  necesarios  y  llenadas  las 
formalidades  del  caso,  el  juez  doctor  Urdapilleta 
pronunció  su  sentencia,  cuya  parte  dispositiva  dice 
asi: 

«Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad  con 
lo  dispuesto  en  los  artículos  311,  116,  134  y  136 
del  código  penal,  fallo:  condenando  al  presbítero 
D.  José  Cardenali,  como  autor  voluntario  del  de- 
lito de  calumnia  en  la  persona  de  D.  José  A. 
Oonzales  á  la  pena  de  dos  años  de  prisión,  quinien- 
tos pesos  fuertes  de  multa,  suspensión  del  cargo 
de  cura  vicario  del  partido  de  Merlo  que  desem- 
peña, y  demás  restricciones  establecidas  en  el 
artículo  122  del  código  penal,  por  todo  el  tiempo 
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de  la  condena,  con  mas^  dafios  y  perjuicios,  costas 
y  gastos    procesales.» 

Pero  las  causas  que  dan  origen  á  la  destitnoion 
pueden  tener  no  solo  un  carácter  temporal,  sino 
también  un  carácter  espiritual,  como  el  de  las 
señaladas  por  algunas  leyes  de  la  Iglesia.  £n  estos 
casos  la  destitución  se  pronuncia  por  los  ti*ibnnales 
eclesiásticos  respectivos  (1),  «{alvo  el  recurso  de 
fuerza  que  contra  las  sentencias  de  estos  se  puede 
entablar,  cuando  proceden  injustamente  6  de  una 
manera  festinatoria. 

Los  curas  interinos  pueden  ser  removidos,  sin 
expresión  de  causa,  por  las  autoridades  que  ejercen 
el  patronato. 

28ft.— Enlos  casos  en  qne  un  cura  está  co- 
metido á  juicio^  mientras  este  se  prosigue,  puede  y 
debe  ser  adicinistrativainente  suspendido  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  nombrándosele  un  reem- 
plazante interino.  tPor  cuanto  coaviene,  dice  una 
ley  de  patronato,  usar  de  los  remedios  dispuestos 
por  derecho  en  los  casos  de  haber  en  nuestras 
indias  curas  incorregibles,  por  la  regalía  que  nos 
tenemos  en  ellas  coadyubada  con  el  de  nuestro 
patronato  real,  por  la  ofensa  que  se  le  hace  al 
patrón  y  á  la  caasa  pública,  mandamos  ávireyes, 
presidentes  y  oidores  de  nuestras  reales  audiencias 


(1).  Ced.    7  de  Agoaio  de  1756  oiUd*  en  la  noto  3» .    titalo  15,  lib.  1^ 
R.  d«  I. 


que  á  pedimento  de  los  fiscales  de  ellas  despachen 
provisiones  de  ruego  y  encargo,  hablando  con  los 
prelados  6  cabildos  sede  vacantes,  para  que  le  avisen 
del  castigo  que  le  hubieren  hecho  en  estos  casos, 
pidiéndoles  que  envien  los  autos  y  copias  de  las 
sentencias,  y  si  constaie  que  los  delitos  no  se  han 
castigado,  ó  no  se  ha  impuesto  la  pena  con.ligna, 
se  les  vuelva  á  advertir  el  mal  ejemplo  y  escándalo 
q\ie  resulta  contra  la  paz  pública,  procurando  que 
el  metropolitano  lo  remedie-,  y  si  por  esta  via  no  se 
pudiera  castigar  y  remediar,  y  el  clérigo  fuese  tan 
incorregible  y  escandaloso  quebiya  pasado  el  pro- 
fundo de  los  niales,  adviertan  á  los  prelados  y 
jueces  eclesiásticos  lo  que  está  dispuesto  por  de- 
recho, sobre  que  se  fulmine  proceso  de  incorregible 
para  remitiilo  al  brazo  seglar,  procediendo  loque 
fuere  justicia  y  está  determinado:  y  pues  pendientes 
ei^tos  pioresios,  el  cléiigo  que  tuviere  curato  no 
puede  aduiinistrar  ni  ser  doctrinero^  procuren  que 
por  via  de  ínterin  y  secuestro^  sea  nombrada 
otra  persona  en  su  lugar  y  doctrina  por  que  con 
su  mal  ejemplo  no  reciban  escándalo».  (1) 

El  derecho  de  remover  á  los  curas,  por  la  via 
admini'^trativa,  en  la  forma  anteriormente  indicada, 
ha  sido,  además,  solemnemente  reconocido  y  decla- 
rado como  función  inherente  al  patronato  nacional, 

(l)Ley  8.  Ut._ll,  tíb.  I*  R.  I. 
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en  el  decreto  en  que  se  confirió  á  los  goberna- 
dores de  las  provincias  la  calidad  de  vice-patro- 
nos. 

Dicho  decreto,  dictado  el  I""  de  Marzo  de  1855, 
dice  en  su  primer  artículo:  «Los  gobernadores  de 
las  provincias  son  vice-patronos  de  las  iglesias  fun- 
dadas en  el  territorio  de  su  mando,  y  en  calidad  de 
tales  ejercen,  en  delegación  del  gobierno  nacional, 
el  patronato  para  la  presentación  y  remoción  de 
curas  beneficiados  menores  délas  iglesias  catedra- 
les, habitación  de  capillas,  erección  y  división  de 
curatos  y  demás  relativo  al  ejercicio  de  este  dere- 
cho, como  vice-patronos  dentro  del  territorio  de  su 
provincia.  * 

289— Hemos  indicado  anteriormente  que  la  de- 
signación de  las  personas  llamadas  á  desempeñar 
un  curato  no  debe  ser  arbitraria.  Los  elegidos 
deben  reunir  condiciones  especiales  previstas  por 
las  leyes.    Son  las  que  pasamos  á  indicar. 

Deben  tener  25  años  de  edad.  Deben  ser  de 
buena  conducta,  letrados  instruidos,  aptos  para  la 
enseñanza  de  la  doctrina  cristiana  y  especialmente 
versados  en  el  latin  y  en  los  ritos  de  la  Iglesia.  De- 
ben tener  alguna  orden  de  epístola  6  evangelio  y  si 
carecen  de  ella  están  obligados  á  recibir  la  orden  co- 
respondiente  en  el  término  de  un  año,  no  pudiendo, 

33 
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entretanto  administrar  los  sacramentos  para  los  que 
se  requieren  órdenes  sagi*adas.  (1) 

Los  extranjeros  no  tienen  opción  á  los  curatos 
mientras  no  obtengan  la  carta  de  naturalización 
respectiva.  (2) 

Cuando  el  agraciado  tenga  algún  impedimento 
canónico,  no  se  le  puede  dar  la  colocación  mientras 
no  obtenga  la  correspondiente  dispensa.  Los  bre- 
ves ó  rescriptos  de  dispensa,  que  en  tales  casos  ex- 
pida el  romano  pontífice,  no  deben  tener  clausula 
alguna  de  colación,  institución  ni  provisión  apostó- 
lica. Deben  ser  una  simple  dispensa  del  impedi- 
mento, para  que  los  dispensados  puedan  recibir  la  co- 
lación de  sus  respectivos  ordinarios.  (3) 

290.— Indiquemos  ahora,  brevemente,  los  debe- 
res y  atribuciones  principales  de  los  cui'as.  Deben 
administrar  los  sacramentos,  predicar  el  evange- 
lio y  las  verdades  de  la  religión^  ofrecer  el  sacrifi- 
cio de  la  misa  por  el  pueblo  é  instruir  á  la  juventud 
católica  en  las  verdades  de  su  doctrina  religiosa. 
Antes  los  feligreses  no  podian  recibir  los  sacra- 
mentos sino  de  sus  respectivos  páiTOCOs.  En  la 
actualidad  se  pueden  recibir  de  cualquier  sacerdote, 
con  excepción  de  la  comunión  pascual,  el  viático 


(l)Ley  2*.  tit.  IG,   part.  1  *-Ley  24,     tit.  6.  lib.  P.  R.  T—Cod.  6  de 
Abril  de  1805  y  22  de  Febrero  de  1807. 
(2).  Ley  »1.  tít.  6.  lib.  1®  R.   de  T.-Ley  4  *,  üt.  87  Ub.  7,  Nov.  Reoop. 
Í3}.  Ley  2«.  tit.  22,  lib.  1®   Nov,  Recop. 
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y  la  extrema-unción,  qne  son  siempre  administra- 
dos por  el  cnrá.  Los  sacerdotes  particulares  ne- 
cesitan licencia  del  párroco  para  administrar  el 
bautismo  y  el  matrimonio,  asi  como  para  ejercer  en 
la  •  parroquia  cualquier  función  espiritual.  Una  de 
las  principales  obligaciones  de  los  curas  es  la  de  re- 
sidir en  sus  pan'oqaias.  Si  hubiere  necesidad  de 
encargar  al  cura  el  desempeño  de  funciones  agenas 
á  su  ministerio,  debe  recabarse  el  asentimiento  del 
pati'ono.  (1) 

El  cura  debe  llevar  cinco  libros:  de  bautismos 
de  confirmaciones,  de  matrimonios,  de  defunciones 
y  de  fábrica.  Al  margen  de  cada  partida  debe 
anotar  los  derechos  cobrados  y  los  correspondientes 
á  !a  tábrica.  Asi  está  mandado  por  decreto  del 
arzobispado  y  ratificado  por  el  gobierno  de  Buenos 
Aires  con  fecha  17  de  Julio  de  1856.  Otro  decreto 
del  mismo  gobierno  de  24  de  Octubre  de  1 856, 
reglamentó  la  forma  de  llevar  dichos  libros.  No 
nos  corresponde  entrar  en  esos  detalles,  ni  su  co- 
nocimiento tiene  gran  importancia  en  la  actualidad, 
desde  que  la  reciente  ley  de  registro  civil  quita- 
rá á  los  libros  parroquiales,  en  adelante,  el  interés 
principal  que   antes  tenian. 

El  cura  debe  sujetarse,  en  el  cobro  de  derechos 
parroquiales,   á  los   aranceles    vigentes.    (2)    El 

(1)  Cédulu  oitadM  en  U  nota  4i>   del  tít.  7  libro   1 «  B«  L 
(2;  Ley  13,  tít.  18,  Ubra  1«  B.  I.  y  ood.  2  de   8et.  de  1687. 
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arancel  del  obispado  de  Buenos  Aires  fué  es- 
tablecido por  el  señor  Miguel  Q-arcia,  vicario 
capitular  y  gobernador  del  obispado,  y  aprobado 
por  el  gobierno  según  decreto  de  11  de  Abril 
de  1855.  En  dicho  arancel,  después  de  fijai*se»el 
estipendio  correspondiente  á  los  diversos  servicios 
prestados  por  el  cura,  se  hace  esta  declaración  im- 
portante: «Ninguna  persona  dejará  de  ser  atendida 
con  la  admistracion  de  los  sacramentos  6  cualquier 
otro  servicio  de  la  parroquia,  por  falta  de  recursos 
para  satisfacer  los  derechos-,  pero  los  pobres,  para 
acreditar  su  estado,  presentarán  un  certificado  del 
juez  de  paz  de  su  parroquia-,  especialmente  en  los 
casos  en  que  necesiten  licencia  para  la  sepultación 
de  los  muertos.  > 

En  todo  caso,  debe  tenerse  pi'esente  que  la  fija- 
ción ó  modificación  de  los  aranceles  parroquiales, 
son  potestativas  de  la  autoridad  civil.  Asi  se  deduce 
de  la  práctica  constante  seguida  á  este  respecto,  de 
las  disposiciones  reglamentarias  dictadas  en  el  pe- 
riodo colonial  y  del  decreto  dictado  por  el  gobier* 
no,  con  fecha  8  de  Junio  de  1868.  Este  decreto 
consistió  en  la  simple  adopción  del  dictamen  del 
asesor,  doctor  Dalmacio  Velez  Sarsfield,  del  29  de 
Mayo  del  año  referido,  el  cual  precisó  en  esta  for- 
ma los  derechos  del  Estado: 

«En  la  imposición  y  cobro  de  los  derechos  parro- 
quiales, nada  hay  de  eclesiástico  ni  inherente  á  las 
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funciones  propias  del  párroco;  esos  derechos  los  po- 
ne ó  los  quita  la  autoridad  civil  para  sosten  de  las 
parroquias  6  de  las  personas  eclesiásticas  empleadas 
en  ellas;  ó  son  contribuciones  voluntarias  de  los 
pairoquianos. 

tPor  lo  tanto,  los  curas  deben  sujetarse  á  las  con- 
diciones que  se  les  hubiese  impuesto  para  la  per- 
oepcion  de  los  derechos   parroquiales.» 

A  fin  de  que  los  curas  se  contraigan  al  desem- 
peño de  sus  deberes  especiales  y  cumplan  estricta- 
mente con  el  de  la  residencia,  les  está  prohibido 
tener  participación  en  negocios  de  minas  ú  otras 
granjerias.  Las  autoridades  eclesiásticas  deben 
Castigar  todo  abuso  á  este  respecto  (1). 

291. — Tienen  los  curas  otros  deberes  especiales, 
referentes  á  la  fábrica  de  las  iglesias  parroquiales. 

Los  gastos  demandados  para  la  consti'uccion  de 
una  iglesia  parroquial,  según  el  título  2  ^  libro 
1  "^  de  la  recopilación  de  indias,  debian  distribuirse 
por  terceras  partes  entre  el  fisco,  los  indios  del 
obispado  y  los  encomenderos  que  tenian  pueblos 
encomendados  en  las  diócesis.  Estas  disposiciones 
carecen  hoy  de  aplicación,  tanto  por  haber  desapa- 
recido  las  antiguas  encomiendas^  como  por  que 
ningún  habitante  del  territorio  nacional  está  obli- 


(l)  Ley  23.  Ututo  13.  libro  I*  de  R.  Y.. 
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gado  á  pagar  mas  contribaciones  qne  las  votadas 
por  el  poder  legislativo.  Hoy,  las  iglesias  parro- 
quiales, se  edifican  con  fondos  proporcionados  por 
el  Estado  ó  donados  por  la  piedad  de  los  fieles. 

Pero  las  iglesias  parroquiales,  una  vez  construidas, 
necesitan  recursos,  para  atender  al  servicio  del 
culto,  al  reparo  de  las  mismas  iglesias  y  á  su  ree- 
dificación en  caso  necesario.  Los  fondos  destinados 
á  estos  objetos  se  conocen  con  la  denominación  de 
renta  de  fábrica. 

La  renta  de  fábrica  se  compone:  1^  de  los 
fondos  que  la  nación  6  las  provincias  en  su  caso 
designan  con  tal  objeto;  2^  de  las  donaciones  vo- 
luntarias de  los  fieles;  3°  de  la  parte  de  los  de- 
rechos paiToquiales  determinada  en  los  aranceles 
vigentes,  especialmente  en  el  mandado  observar 
para  el  obispado  de  Buenos  Aires  por  decreto 
gubernativo  de  11  de  Abril  de  1866;  é**  de  los 
fondos  colectados  en  la  alcancía  de  cada  iglesia, 
cuya  llave  se  guardará  en  el  arca-,  S*"  del  inven- 
tario de  la  iglesia  con  sus  muebles  y  útiles;  6^  de 
los  bienes  raices  propios  de  la  iglesia;  7°  de 
todo,  en  fin,  lo  que  á  estas  se  debiere  por  cualquier 
titulo. 

En  cada  iglesia  parroquial  debe  haber  una  arca 
ó  caja  de  tres  liaves,  para  guardar  el  caudal  cor- 
respondiente á  la  fábrica.  Según  las  leyes  de 
indias,  una  de  estas  llaves  debia  estar  en  poder  del 
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corregidor,  otra  en  la  del  cura  y  la  tercera  en  la 
del  mayordomo.  Según  el  reglamento  de  17  de 
Julio  de  1856  dictado  por  el  gobierno  de  Buenos 
Aires,  las  llaves  deben  estar,  respectivamente^  en 
poder  del  cura,  de  la  municipalidad  6  del  munici- 
pal encargado  de  la  sindicatura  de  la  iglesia,  y 
del  bienhechor  de  la  iglesia  que  se  nombrará  opor- 
tunamente. 

Según  el  mismo  reglamento,  los  curas  están 
obligados  á  presentar  en  el  mes  de  Febrero  de 
cada  año,  la  cuenta  de  la  administración  de  la 
fábrica  con  sus  comprobantes,  á  la  municipalidad, 
y  obtenido  el  visto  bueno  de  esta,  la  remiten  al 
obispo  para  su  aprobación.  Si  la  municipalidad 
negare  el  visto  bueno,  el  párroco  alegará  ante  ella 
lo  que  crea  conveniente  y  con  la  respuesta  de  aque- 
lla, remitirá  la  cuenta  al  obispo.  El  1^  de  No- 
viembre de  cada  afto,  el  cura  debe  presentar  el  pre- 
supuesto para  el  afio  entrante,  de  entradas  y  salidas 
de  la  fábrica,  indicando  el  destino  que  dará  al  so- 
brante 6  el  medio  de  llenar  el  déficit. 

En  todo  caso,  para  abrir  la  caja  deben  estar 
presentes  los  tres  llaveros  ó  por  lo  menos  dos,  y  si 
fuese  posible  un  escribano  que  de  fé  de  lo  que  se 
haga,  especificando  el  dia,  mes  y  año.  (1) 

Cuando  los  curas  sean   trasladados  á  otra  par- 
co Ley  18,  títalo   18.  libro  1*  R*  Y' 


1 
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roqnia.  no  deben  llevar  cosa  algana  de  la  igl6siji 
en  que  han  residido;  si  lo  hac^,  las  autoridades 
pueden  obligarlos  á  la  devolución.  (1) 

292. — Enumeradas  las  atribuciones  y  deberes 
principales  de  loa  curas^  digamos  algo  sobre  los 
curatos. 

Para  erigir,  dividir,  unir,  suprimir  ó  deslindar 
estos  se  organiza  el  expediente  respectivo  por  el 
obispo,  con  el  fin  de  comprobar  la  necesidad. 
Acreditada  esta,  lleva  á  cabo  la  innovación  el  prelado 
diocesano,  previo  el  consentimiento  del  gobierno. 
(2)  Este  consentimiento  es  el  verdadeix)  decreto  au- 
toritativo.  ^Darnos  Ucencia^  derian  los  reyes  de  Es- 
paña, y  facultad  á  los  prelados  diocesanos  de 
nuestras  indias^  para  que  habiendo  necetádad  de  di- 
vidir, unir  ó  suprimir  algunos  beneficios  curados, 
lo  puedan  hacer,  precediendo  conocimiento  de  nu- 
estros vice^patronatos,  pai-a  que  juntamente  con 
los  prelados  den  las  ordenes  que  convengan.»  (3) 
Para  proceder  á  la  desmembración  de  un  curato 
debe  ser  oido  el  cura  i-espectivo.  (4) 

Los  derechos  de  los  reyes  de  España  en  esta 
materia,  se  han  continuado  ejerciendo  por  las  aa- 


(i).  Ley  20,  tft.  2©  Hb.  1©   Recop.  Ind. 
(2).  Ley  4»  tít  6,  lib.  1®  Recop.  Ind. 
(3).  Ley  40,  tít  6,  lib.  1  «  Recp.  Ind. 
(4;.  Céd.  5  de  Feb.   1795. 
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toridades  civiles,  bajo  el  régimen  republicano.  La 
ley  de  reforma  del  clero  de  21  de  Diciembre  de 
1822,  en  su  artículo  12  estableció  que  el  gobierno, 
de  acuerdo  con  el  gobernador  eclesiástico  del  obis- 
pado, arreglaría  las  jurisdicciones  de  las  panoquias 
y  aumentarla  el  número  de  ellas  y  ti  de  las  vice 
parroquias,  en  la  extensión  exigida  por  el  mejor 
servicio  del  culto.  Además,  los  límites  actuales 
de  las  parroquias  de  la  capital  fueron  fijados,  no 
por  disposición  eclesiástica,  sino  por  ley  de  28  de 
Junio  de  1869,  es  decir  por  actos  emanados  de  la 
autoridad  civil. 

En  1875,  el  actual  arzobispo  de  Buenos  Aires, 
monseñor  Aneiros,  de  acuerdo  con  el  cabildo  metro- 
politano, resolTió  establecer  los  curatos  de  cate- 
dral al  norte  y  catedral  al  sud^  á  la  situación 
en  que  hablan  estado  antes  de  1822,  con  arreglo  á 
las  bulas  de  1622  y  1685,  en  virtud  de  las  cuales 
la  cura  de  almas  debia  estar  anexa  á  la  metropoli- 
tana iglesia  ó  capítulo.  Para  llevará  cabo  esta 
reforma,  ó  mas  bien  dicho  para  introducir  innova- 
ciones en  la  organización  existente,  se  dirigió  al 
gobierno  nacional,  recabando  su  consentimiento. 
El  señor  Leguizamon,  ministro  del  culto  entonces, 
contestó  á  nombre  del  gobierno,  que  no  habia  in- 
conveniente para  el  areglo  propuesto  por  eliltmo. 
arzobispo. 

La  legítima  intervención  del  soberano  temporal 


—  522  — 

en  esta  materia,  derivada  en  general  de  su  derecho 
de  patronato,  reposa  en  otras  consideraciones  de 
un  orden  muy  especial.  Las  parroquias  en  la  Re- 
pública Argentina, como  en  casi  todos  lospaises  com- 
prendidos en  la  antigua  dominación  española,  no  han 
sido  ni  son  actualmente  simples  circunscripciones 
eclesiásticas:  han  tenido  y  tienen,  al  mismo  tiempo, 
el  carácter  de  circunscripciones  políticas,  para  el 
efecto  de  ciertas  funciones  inherentes  á  la  vida 
civil.  La  ley  vigente  de  elecciones  nacionales 
precisamente,  considera  á  cada  parroquia  como  uaa 
sección  electoral  y  ordena  que  las  juntas  calificado- 
ras y  las  asambleas  electorales  se  reúnan  de  prefe- 
rencia en  locales  pertenecientes  á  la  iglesia  parro- 
quial. Si  se  dejara,  pues,  al  simple  arbritio  de  las 
autoridades  eclesiásticas  la  erección,  supresión^ 
unión  y  di\ásion  de  las  parroquias,  se  los  atribuiria, 
implícitamente,  facultad  para  modificar  á  su  antojo 
las  circunscripciones  del  orden  político.  Es  decir 
muchas  funciones  públicas  del  orden  temporal  y 
que  atañen  directamente  á  la  vida  civil  y  política, 
estar ian  bajo  la  dependencia  de  las  autoridades  es- 
pirituales, lo  cual  es  de  todo  punto  inadmisible. 
Solo  el  soberano  temporal  puede  modificar  las 
circunscripciones  políticas,  por  la  jurisdicción  que 
ejerce  sobre  su  propio  territorio:  por  consiguiente, 
solo  él  puede  introducir  hoy  las  modificaciones  antes 
indicadas  en  las  parroquias. 
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293. — Ademas  de  los  cui'as  mencionados,  reco- 
nocen las  leyes  vigentes  los  capellanes  de  ejército 
ó  vicarios  castrenses:  son  los  eclesiásticos  que  ejer- 
cen la  cura  de  almas  en  los  cuerpos,  placas  y  hos- 
pitales militares  y  en  los  buques  de  guerra. 

Según  la  ley  de  23  de  Julio  de  1813  debe  haber: 
1  ®  Un  vicario  general  castrense  nombrado  por  el 
poder  ejecutivo,  en  el  cual  los  obispos  y  provisores 
deben  delegar  las  facultades  consiguientes  á  la  na- 
turaleza de  su  ministerio-,  y  2  ^  Tenientes  vicarios 
constituidos  en  los  lugares  que  lo  exijan  la  utilidad 
del    Estado  y  el  bien  espiritual  de  los  fieles. 

Estos  pueden  ser  nombrados  por  el  poder  ejecu- 
tivo, en  propiedad,  sin  que  preceda  oposición.  (1) 
Los  prelados  se  limitan  á  otorgarles  la  licencia  ne- 
cesaria para  administrar.  (2) 

Las  funciones  especiales  de  esta  clase  de  cape- 
llanes, ademas  de  las  inherentes  á  los  que  ejercen 
cura  de  almas,  son  mas  bien  del  resorte  de  las  leyes 
militares. 

294. -Las  atribuciones  de  los  curas,  como  se 
vé,  son  múltiples,  complicadas  y  delicadas.  Mu- 
chas de  ellas — la  mayor  parte— tienen  marcada  in- 


(t)  Ley  de  10  de  Mano  de  1813 

(2)  Ley  23,  título  4«>,  libro 3  «,  R.  I. 
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fluencia  en  díferentetf  actos  esenciates  de  la  vida 
civil. 

Por  medio  de  la  predicación  de  la  palabra  divina 
y  de.  la  inflaencia  de  su  autoridad  espiritual  sobre 
las  conciencias  de  los  creyentes,  pueden  encender  los 
ánimos,  extraviar  los  espíritus,  producir  agitacio- 
nes y  conmover  la   tranquilidad  pública. 

Por  medio  de  la  celebración  de  los  matrimonios, 
legalizan  la  situación  de  las  familias  católicas,  es- 
tablecen las  bases  de  estas  y  otorgan  los  títulos 
fundamentales  de  nuevos  derechos  y  obligaciones 
en  el  orden  civil. 

En  virtud  de  los  libros  parroquiales  llevados  por 
ellos  y  que  siempre  se  han  mantenido  bajo  su 
custodia,  así  como  en  viitud  de  los  certificados  que 
han  expedido  sobre  nacimientos,  matrimonios  y 
defunciones,  han  sido  otorgantes  de  documentos  des- 
tinados á  servir  de  pruebas  verdaderamente  jurídi- 
cas, en  el  orden  político  y  en  el  orden  judicial, y  con- 
tinuarán desempeñando  igual  cargo  mientras  no  se 
ponga  en  práctica  la  ley  de  registro  civil. 

Aun  después  de  comenzarse  á  observar  esta  úl- 
tima, los  libros  panoquiales  seguirán  siiTiendo  de 
base  á  la  fé  pública,  en  las  cuestiones  referentes 
á  épocas  anteriores  á  la  vigencia  de  la  nueva  ley 
citada. 

N^)  conviene  por  ningún  motivo,  según  esto,  dejar 
este  orden  de  intereses  á  la  dirección  exclusiva  del 
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poder  eclesiástico.  La  autoridad  civil  no  debe  con- 
sentir en  la  usurpación  de  las  funciones  que  le 
coiTesponden,  según  el  tenor  y  el  espíritu  de  las 
leyes  citadas. 


CAPITULO  XXI 

Sein.Jnajrlos  oonoillax*es 


£96.  Las  autoridades  eolesiAsticas  niegan  al  gobierno  la 
intervenoion  que  le  corresponde  en  el  régimen  de  los 
seminarios  oonciliares— 296.  Definioion  y  clasificaolon 
de  estos— 297.  Antigüedad  de  los  'seminarios  en  Amó- 
rioa  é  intervenoion  que  en  su  réginien  tuvieron  los  re  •> 
yes  de  España  -298.  La  misma  intervenoion  han  tenido 
las  autoridades  de  la  República,  según  leyes  vigentes 
—299.  Aun  en  el  caso  de  no  contribuir  el  Hstado,  di- 
rectamente, al  sostenimiento  de  los  seminarios,  puede 
intervenir  en  su  régimen  disciplinario  y  de  enseñan* 
za— dOO.  La  facultad  de  intervenir  subsiste,  aun  en  la 
hipótesis  de  la  abolición  del  patronato  nacional— SOI . 
Regla  de  conducta  seguida  por  la  Francia  en  esta  ma- 
teria—802.  Un  decreto  del  gobierno  peruano— 808.  Al 
gobierno  le  conviene,  bajo  el  régimen  del  patronato, 
contribuir  al  sostenimiento  de  los  seminarios  — 304. 
Forma  en  que  lo  ha  hecho  hasta  hoy  y  suspensión 
temporal  de  las  subvenciones— 808.  No  conviene  sus- 
tituir los  seminarios  con  la  creación  de  facultades  de 
teología  en  las  universidades  de  la  República— 806. 
Arbitrios  eclesiásticos  para  el  sostenimiento  de  los  se- 
minarios. 


295. — La  marcha  científica  y  económica  de  los 
seminarios  conciliares  establecidos  en  la  República, 
en  yirtad  de  leyes  especiales,  no  ha  sido  extraña  á 
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las  controversias  de  las  dos  potestades,  á  conse- 
cuencia de  haberse  pretendido  negar  al  poder  eje- 
cutivo, en  su  calidad  de  representante  del  poder 
civil,  la  intervención  legítima  que  le  corresponde  en 
la  materia. 

Entre  los  diferentes  hechos  producidos  á  este  res- 
pecto, figui*a  el  siguiente:  El  muy  reverendo  obispo 
de  Salta  se  dirigió,  con  fecha  4  de  Marzo  de  1884, 
al  señor  ministro  del  culto,  pidiéndole  los  fondos  ne- 
cesarios para  aumentar  los  útiles  del  gabinete  de  Fí- 
sica y  del  laboratorio  de  Química  del  seminarlo  de 
su  diócesis.  Antes  de  resolver  lo  conveniente,  el  mi- 
nistro referido  pidió  informe  al  seftor  inspector  de 
colegios  nacionales,  el  cual,  á  su  vez,  para  opinar  de 
ima  manera  fundada  y  concienzuda,  propuso  que  se 
pidiese  al  rector  del  seminario  de  Salta  el  plan  de 
estudios  y  los  programas  del  establecimiento,  pedi- 
do que  fué  llevado  á  cabo  por  el  conducto  regular. 
Con  este  motivo,  el  obispo  diiigió  al  ejecutivo  una 
nota  abundante  en  amargos  reproches,  en  la  cual 
decia: .  .  ,  .  «con  suma  estrañeza  veo  la  interven- 
ción que  V.  E.  quiere  dar  en  el  régimen  de  los  se- 
minarios conciliares  al  Inspector  de  colegias  nacio- 
nales-, intervención  que  no  puedo  ni  debo  admitir, 
por  estar  en  oposición  á  las  leyes  canónicas  y 
también  á  las  nacionales,  que  colocan  los  semina- 
rios bajo  la  exclusiva  dirección  y  administración  de 
los  prelados  diocesanos.^    Acentuando  el  carácter 
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de  estas  afirmaciones,  agregó  al  fin  de  su  nota,  que 
remitía  los  programas  pedidos  solo  por  deferencia  al 
ministro,  mas  no  para  ser  agregados  al  expediente 
que  se  tramitaba.  El  poder  ejecutivo,  como  era  de 
esperarse,  formuló  las  debidas  protestas  contra  los 
avanzados  conceptos  del  prelado  y,  por  razones  de 
prudente  economia,  asi  como  por  lo  innecesario  del 
pedido,  resolvió  no  asentir  á  este. 

Hay  mas. 
Con  motivo  de  una  circular  pasada  á  los  recto- 
res de  los  seminarios  pidiéndoles  el  inventario  de 
sus  existencias,  uno  de  ellos  se  negó  á  remitirlo,  fun- 
dándose en  que  no  habia  recibido  orden  del  obispo 
de  la  diócesis,  única  autoridad  que,  según  él^  tenia 
el  derecho  de  enterarse  de  la  marcha  del  seminario. 
Otro  de  los  rectores  se  negó  á  rendir  cuentas  en 
la  forma  de  ley,  ante  la  contaduría  general,  de  la 
inversión  de  los  sueldos  y  gastos  consignados  en 
las  planillas  que  le  fueron  abonadas.  En  fin,  el 
señor  ministro  del  culto  en  su  Memoria  al  con- 
greso nacional  de  1884,  dio  cuenta  de  los  hechos 
anotados  y  se  expresó  de  este  modo:  «Los  semi- 
narios niegan  intervención  al  ministerio  tanto  en 
las  materías  de  administración  como  en  las  de  es- 
tudios científicos  y  hasta  los  términos  en  que  se 
producen  y  el  modo  como  toman  las  cuestiones  están 
revelando  una  voluntad  no  muy  bien  dispuesta.» 

Semejante  actitud  de  parte  de  las  autoridades  ecle- 

34 
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siásticas,  dio  origen  á  investigaciones  oficiales  sobre 
la  aplicación  dada  á  las  rentas  con  que  el  Estado 
contribuye  al  sostenimiento  y  fomento  de  los  semi- 
narios. Las  investigaciones  dieron  por  resultado, 
con  relación  á  la  diócesis  del  Paraná,  la.  compro- 
bación de  que  dichos  fondos  no  eran  invertidos 
con  sujeción  estricta  ásu  objeto  especial,  si  bien 
con  ellos  se  atendía  á  ciertas  necesidades  del  culto. 
Tales  antecedentes  influyeron,  á  su  vez,  en  el 
ánimo  del  congreso  nacional,  para  decidirlo  á  su* 
primir  temporalmente  las  partidas  del  presupuesto 
relativas  á  los  seminarios  conciliares. 

Tiene,  pues,  un  caráter  de  actualidad  y  cabe 
dentro  de  los  limites  de  nuestro  programa,  el  es- 
tudio de  las  cuestiones  referentes  á  estos  estable- 
cimientos de  instrucción  pública.  Vamos  á  empren- 
derlo. 

296 — Seminarios  son  los  establecimientos  consa- 
grados á  la  educación  y  enseñanza  de  las  personas 
destinadas  á  la  carrera  eclesiástica. 

Suelen  clasificarse,  en  seminarios  mayores  ó  se- 
minarios propiamente  dichos  y  seminarios  menores. 
Los  prin-eros  son  los  mas  especialmente  consagrados 
á  la  formación  de  ministros  de  la  Iglesia,  en  los 
cuales  se  enseña  de  preferencia  la  filosofía  y  la  teo- 
logía. Los  segundos,  son  colegios  dirigidos  por 
eclesiásticos,  destinados  á  preparar  á  los  jóvenes 
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para  su  ingreso  en  los  seminarios  mayores,  6  sim* 
plementepara  educar  jóvenes  laicos. 

Algunas  veces  se  aplica  también  el  nombre  de  se- 
minarios á  los  establecimientos  de  enseñanza  pura- 
mente laicos,  como  sucede  principalmente  en  Suiza  y 
Alemania.  En  Buenos  Aires  existen  6  han  existido 
algunos  colegios  particulares  que  han  adoptado  ese 
título. 

A  los  establecimientos  destinados  á  la  formación 
de  personas  eclesiásticas^  se  les  llama  con  mas 
propiedad  seminarios  conciliares.  De  esta  mane- 
ra  se  expresa  que  su  organización  y  régimen,  bajo 
el  punto  de  vista  puramente  eclesiástico,  debe 
conformarse  á  las  disposiciones  del  concilio  de 
Trento- 

297. — Hacen  remontar  algunos  el  origen  de  los 
seminarios,  á  las  comunidades  de  clérigos  que  los 
obispos  reunían  en  las  primeras  edades  del  cris- 
tianismo. Pero  solo  se  decretó  su  formal  estable- 
cimiento, en  los  dominios  comprendidos  por  los 
reyes  de  España,  después  de  las  disposiciones  dic- 
tadas por  el  concilio  de  Trento. 

Las  disposiciones  de  dicho  concilio,  como  en 
otro  lugar  hemos  indicado,  no  se  consideraron 
vigentes  mientras  no  fueron  ratificadas  por  el  Rey 
Felipe  II,  el  12  de  Julio  de  1564,  en  virtud  de  su 
derecho  de  patronato,  derecho  del  que  se  hizo  uso 
mas  tarde   para  (ampliar,   modificar  y   subsanar 
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omisiones  en  lo  relativo  á   la   organización  de  los 
seminarios. 

Así,  al  decretarse  sa  fundación    en  las   indias 
de  América,  el  Rey  Carlos  UJ  mandó  que  se  exi- 
gieran oyendo  á   los  ordinarios    diocesanos.    Se- 
ñaló fondos  para  sa  sostenimiento,    ordenó  que   el 
director  del  seminario  se  designase  por  concurso 
enviandose  terna   de  los    opositores  á  la   cámara 
con  informe  del  obispo,  para  que  eligiera  el  rey;  los 
maestros    debian  entresacarse  de  entre  los  párro- 
cos y  darse  noticia  á  la  cámara,  debiendo  preceder 
á  su  mombramiento,  oposición  ó  examen  liguroso 
de  todas  las  materias  concernientes  á  la  enseñanza. 
El  mismo  plan  de  estudios  fué  objeto  de  disposi- 
ciones emanadas  de  la  potestad  secular.     Se  mandó 
la  enseñanza  de  la  doctrina  pura  de  la  Iglesia;  se 
ordenó  al  consejo  que  prohibiera  los  comentarios  en 
que  directa  ó  indirectamente  se  lisonjeasen  las  pa- 
siones con  pretesix)  de  probabilidades  ó  doctrinas 
nuevas^  agenas  á  las  sagradas  letras  y  á  la  mente  de 
los  padres  y  concilios  de  la  Iglesia. 

Una  de  las  leyes  dictadas  recomienda  al  consejo 
de  indias  lo  siguiente. . . .  <  y  encargue  á  dos  prela- 
dos de  los  que  tienen  asiento  y  voz  en  él,  extiendan 
un  plan  completo  de  la  distribución  y  método  de 
estos  estudios  eclesiásticos,  para  que  haciéndose 
presente  en  dicho  mi  consejo  y  oyendo  á  mis  fiscales, 
se  publique  y  sirva  de  norma  perpetua  y  autorizada 
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para  unos  establecimientos  de  tanta  importancia.  > 

Segiin  las  mismas  leyes,  el  consto  estaba  áato* 
rizado  para  aprobar  todo  lo  que  los  obispos  resol- 
viesen respecto  al  gobierno  interior  de  los  semina- 
rios, á  la  elección  y  admisión  de  seminaristas,  asi 
como  á  otros  pantos  de  economía  y  disciplina. 

El  escudo  real,  sastitnido  hoy  por  el  escudo 
nacional,  debia  colocarse  en  lugar  preferente  en 
los  colegios  seminarios;  á  los  prelados  que  contri- 
buían á  su  erección,  se  les  permitía  poner  sus  ar- 
mas en  la  parte  inferior.  (1) 

Vese  por  lo  antedicho  que  los  seminarios,  desde 
los  primitívos  tiempos  de  su  fundación  en  la  Amé- 
rica espaflola,  estuvieron  bajo  la  alta  dirección  det 
patrono  nacional.  Las  bases  fundamentales  de 
su  régimen  emanaron  de  este,  ya  directamente, 
ya  por  medio  de  su  expreso  consentimiento  para 
la  ejecución  de  las   disposiciones  conciliares. 

298. — La  intervención  de  la  potestad  civil.,  lejos 
de  desaparecer,  se  ha  afirmado  y  mantenido  bajo  el 
régimen  de  la  República,  tanto  aquí  como  en  otros 
países  de  Sud  América,  muy  especialmente  tratán- 
dose de  los  seminarios  á  cuya  fundación  y  sosteni- 
miento contribuyen  los  gobiernos. 

Efectivamente:  la  ley  de  9  de  Setiembre  de  1858 
mandó  que  en  cada  una  de  las  iglesias  catedrales  de 

(l)Ley  2  ^  tlt.  23,  lib.  1=  Recop.  de  Ind. 
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la  confederación  argentina  se  erigiese  un  geniinario 
conciliar  dotado  por  el  gobierno.  Se  consignaron 
en  ella  estos  dos  principioi?:  P  Que  la  provisión 
de  las  becas,  cátedras  y  rectorado  se  haría  conforme 
á  las  leyes  de  la  Iglesia,  debiendo  el  prelado  diocesa- 
no dar  cuenta  al  poder  ejecativo  de  las  provisiones 
que  hiciese  y  de  las  vacantes  que  ocurieren;  y  2° 
Que  el  poder  ejecutivo  se  reservaba  el  derecho  de 
inspeccionar  los  planos,  presupuestos  y  cuentas 
de  inversión  para  su  aprobación  correspondiente- 
La  ley  nacional  de  erección  de  los  seminarios  ar- 
gentinos foé,  según  esto,  una  ley  condicional. 
M  congreso  sefiaW  fondos  para  ser  invertidos  en  el 
objeto  indicado,  bajo  las  precisas  condiciones  antes 
especificadas.  Al  aceptar  los  obispos  dichos  emo- 
lumentos^ aceptaron  indudablemente  las  condiciones 
de  la  ley.  Querer  ahora  eludir  la  intervención  de 
la  autoridad  civil  en  los  seminarios  equivale  á  pre- 
tender que  el  ejecutivo  se  revele  contra  una  ley 
consentida  por  los  mismos  obispos. 

Después  de  expedida  la  ley  antedicha,  el  gobier- 
no, por  diferentes  actos,  ha  afirmado  sus  derechos 
para  intervenir  en  el  régimen  de  los  seminarios. 
Recordemos  algunos.  Por  decreto  de  14  de  Marzo 
de  1863,  el  gobierno  del  general  Mitre  suprimió 
el  seminario  conciliar  existente  en  Buenos  Aires, 
para  levantar  sobre  sus  escombros  un  colegio  na- 
cional de  instrucción  secundaria.  Dos  años  después. 
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el  mismo  gobierno  decretó  la  erección  de  un  nnevo 
seminario^  en  la  misma  capital  En  el  artículo  2"" 
del  decreto  respectivo  se  mandó  que  el  obispo  dio- 
cesano i^rcipw^iese  al  gobierno^  los  empleados,  pro- 
fesores, plan  de  estudios  y  reglamento  interior  de 
seminario.  (1)  Por  decreto  de  5  de  Agosto  de 
}  865  se  nombró  rector  del  expresado  seminario  al 
presbítero,  seftor  Ángel  Brid. 

Ademas,  en  multitud  de  casos  los  rectores  de 
los  seminarios  han  ocurrido  directamente  al  gobier- 
no civil,  en  solicitud  de  recursos  pecunarios  ó  úti- 
les necesarios  á  la  mejor  mancha  de  los  planteles 
mencionados.  Citemos,  entre  otros,  dos  pedidos 
de  los  rectores  de  los  seminarios  de  Córdoba  y 
Buenos  Aires.  Sobre  el  del  primero  recayó  el 
decreto  de  20  de  Setiembre  de  1871,  concedién- 
dole la  cantidad  de  quinientos  pesos.  Sobre  el 
del  segundo,  el  decreto  de  14  de  Junio  de  1872, 
en  virtud  del  cual  se  concedió  una  subvención  de 
cuarenta  pesos  mensuales  para  comprar  algunos 
libros  de  reconocida  utilidad. 

Según  esto,  ni  ante  el  derecho  histórico,  ni  an- 
te el  derecho  administrativo  y  leyes  vigentes,  puede 
afirmarse  que  los  seminarios  conciliares  estén  ó 
hayan  estado  bajo  la  dirección  exclusiva  de  los  pre- 
lados diocesanos.    El  gobierno  nacional  ha  inter- 

(1)  Decreto  gubernativo  de  15  de  Febrero  de  1865. 
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venido  siempre  en  su  régimen  económico  y  discipli- 
nario. Esto,  tratándose  de  seminarios  fundados 
con  rentas  del  Estado  y  fomentados  con  ellas. 

299. — Afin  de  abordar  la  cuestión  en  sus  faces 
mas  importantes,  debemos  colocarnos  en  la  hipóte^^is 
de  que  se  llegaran  á  fundar  seminariors  sin  auxilio 
alguno  directo  del  gobierno,  del  mismo  modo  que 
se  establecen  frecuentemente  colegios  pai'ticulares 
de  instrucción  elemental  y  secundaria.  En  tales 
casos  ¿tendrá  intervención  el  gobierno  en  su  ré- 
gimen y  plan  de  enseñanza? 

Debe  haceise  una  distinción  necesaria.  Tratán- 
dose del  régimen  puramente  económico,  el  gobierno 
care<;e  de  intervención,  si  los  fondos  con  que  el 
seminario  se  sostiene  no  afectan  ninguna  de  los 
diferentes  partidas  del  presupuesto  nacional.  Pero 
si  se  trata  del  régimen  disciplinario  y  de  la  ense- 
ñanza, la  intervención  del  gobierno  es  inoueítiona- 
ble,  por  diferentes  razones. 

En  primer  lugar,  los  seminaiios  conciliares  son, 
según  las  leyes  civiles  y  canónicas  referentes  á  su 
institución,  verdaderos  establecimientos  diocesanos. 
Se  erigen  en  cada  diócesis,  para  la  formación  de 
los  eclesiásticos  necesarios  en  ella,  y  están  bajo  la 
inmediata  inspección  y  vigilancia  de  los  obispos. 
Como,  pojr  otra  parte,  en  el  régimen  actual  del 
patronato,  las  diócesis  y  los  obispos  tienen  un  carác- 
ter oficial, — las  primeras  por  que  no  pueden  ser 
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erigidas  sino  en  virtud  de  una  ley  ó  por  lo  menos 
sin  el  consentimiento  del  soberano,  los  segundos 
por  que  su  nombramiento  procede  de  la  autoridad 
civil, — claro  es  que  todos  los  establecimientos  dio- 
cesanos deben  participar  del  mismo  carácter. 
Asi  es  que  los  seminarios  conciliares,  como 
el  obispado,  del  cual  son  una  dependencia,  están 
bajo  la  acción  vigilante  y  directriz  del  patrono. 
Ademas,  en  los  seminarios  se  forma  el  clero 
nacional,  es  decir  el  que  sucesivamente  ha  de  pro- 
porcionar las  sacerdotes  llamados  al  des»impeño  de 
los  curatos,  de  las  canongías,  de  los  obispados,  de 
todos  los  puestos  directivos  en  la  iglesia  argentina. 
En  el  desempeño  de  esos  cargos  deben  cumplir, 
ademas  ie  los  deberes  impuestos  por  la  Iglesia,  los 
prescritos  por  el  Estado,  especialmente  los  referen- 
tes al  patronato.  El  gobierno  puede  y  debe  exigir, 
por  lo  tanto,  que  no  se  descuide  la  enseñanza  de 
todo  lo  que  á  este  ramo  se  refiera. 

«El  Estado,  decía  el  señor  Portális  en  su  in- 
forme al  cuerpo  legislativo  francés  relativo  á  la 
organización  de  los  seminarios,  no  puede  ser  in- 
diferente á  la  educación  de  los  eclesiásticos-,  le 
interesa  que  los  ministros  de  la  religión  sean  buenos 
ciudadanos*,  le  interesa  que  todos  cumplan  fielmen- 
te los  deberes  de  la  profesión  que  abrazan*,  pero 
pura  cumplir  bien  dichos  deberes  necesario  es  cono- 
cerlos-, la  ignorancia  para  nada  es  buena,  todo  lo 
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dafia:  sería  sobre  todo  peligrosa  en  una  clase  de 
hombres  que  deben  ser  tanto  mas  instrnidos  desde 
que  tienen  el  encargo  de  instruir  á  los  demás. » 

La  institución  de  los  seminarios  es,  en  cierto  modo^ 
una  medida  de  orden  público,  desde  que  están  desti- 
nados á  formar  los  sacerdotes  que  en  la  iglesia  nacio- 
nal deben  desempeñar  las  funciones  públicas  mas  im* 
portantes,  contribuyendo,  según  su  manera  de 
proceder,  á  consolidar  el  orden  ó  á  servir  de  cons- 
tante remora  á  la  marcha  tranquila  del  pais;  y 
esto  basta  para  legitimar  la  intervención  del  go- 
bierno. 

300 — ^Prescindamos  ahora  del  patronato  nacional; 
hagamos  completa  abstracción  de  las  condiciones 
peculiares  de  la  iglesia  argentina  en  sus  relaciones 
con  el  Estado-,  supongamos  que  se  ha  llegado  á 
constituir  la  Iglesia  como  mera  institución  de  de* 
recho  privado,  sin  carácter  oficial  alguno.  En 
este  caso  todavia,  aunque  en  proporciones  mas  res- 
tringidas, el  Estado  puede  intervenir  en  el  régimen 
general  de  los  seminarios,  como  interviene  para  de- 
signar las  formalidades  que  deben  llenarse  en  la 
fundación  de  los  colegios  particulares  de  instrucción 
primaria  y  secundaria. 

La  ley  de  educación  común  vigente,  exige  á  los 
directores  de  escuelas  y  colegios  particulares,  títulos 
de  capacidad  legal  para  ejercer  el  magisterio  y  les 
impone  otros  deberes  designados  en  el  artículo  70. 
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Usando  de  igual  derecho  puede,  en  todo  caso,  exigir 
la  autoridad  nacional,  que  los  seminarios  con- 
ciliaies  se  organizen  en  condiciones  tales  que,  sin 
dejar  de  responder  á  los  fines  especiales  de  su  ins- 
titución, respondan  igualmente  á  los  fines  esencia- 
les del  Estado  á  cuya  colectividad  pertenecen  y  en 
cuyo  seno  funcionan* 

Semejante  derecho  no  es  arbitrario.  La  ense- 
ñanza es  una  función  pública,  aun  cuando  el  en- 
cargado de  suministrarla  se  encuentre  á  la  cabeza 
de  una  institución  privada;  es  una  función  que  se 
desempeña  en  ínteres  de  la  sociedad  en  general  y 
no  de  una  agrapacion  determinada,  ¿Y  puede  la 
autoridad  pública  desentenderse  y  prescindir  de  un 
asunto  de  interés  social? 

301.— No  se  crea,  por  lo  demás,  que  la  inter- 
vención reclamada  por  el  gobierno  argentino,  en  los 
seminarios  conciliares,  es  una  novedad  en  el  mun- 
do cristiano. 

La  ley  francesa  que  autorizó  la  fundación  de  un 
seminario  mayor  en  cada  distrito  metropolitano, 
determinó  las  materias  que  en  él  debian  enseñarse 
y  prescribió  que  los  directores  y  profesores  serian 
nombrados  por  el  gobierno  teniendo  en  vista  las 
indicaciones  de  los  prelados  respec/tivos.  (1)  Otra 
ley  autorizó  la  fundación  de  seminarios  menores  en 

(I)  Ley  del  23  ventoso,  año  XII. 
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los  departamentos.  Determinó  las  bases  tundamen- 
tales  de  dichos  institutos  y  estableció  que  en  cada 
departamento  no  se  podría  erigir  una  segunda  es- 
cuela eclesiástica,  sino  en  virtud  de  la  autorización 
del  gobierno  civil.  (1)  Hay  otras  leyes  dictadas  bajo 
el  régimen  de  Carlos  X,  autorizadas  por  el  iltmo. 
obispo  de  Hermopolis*  que  confirman  los  derechos 
del  Estado  en  esta  materia. 

302. — En  el  Perú  existen  diferentes  seminarios, 
siendo  el  de  Lima  el  mas  importante,  en  cuyo  fron- 
tispicio se    conserva  siempre  el   escudo  nacional. 

En  1861,  el  arzobispo  de  dicha  metrópoli  pidió 
al  gobierno  la  declaración  de  que  dicho  seminario 
no  estaba  sujeto  á  la  Universidad.  El  decreto  re- 
caído en  esta  solicitud  declaró  entre  otras  cosas: 
que  el  mencionado  seminario  correspondía  al  dis- 
trito universitario  de  Lima  y  estaba  sujeto  al  regla- 
mento dado  por  el  gobierno^  y  que  los  exámenes  del 
seminario  serian  presididos  por  el  arzobispo  cuando 
no  estuviese  presente  el  ministro  de  instrucción  pú- 
blica, sin  que  tal  concesión  pudiera  alegarse  como 
derecho  perfecto,  pues  el  gobierno  podia  revocarla 
cuando  lo  estimase  conveniente.  Vale  la  pena  re- 
producir los  considerandos  4** ,  5"*  y  6*"  de  dicho 
decreto.     Son  los  siguientes: 


(1.  Ley  de  5  de  Octubre  do  1814. 
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«Que  no  es  admisible  la  pretensión  de  qne  el 
seminario  depende  exclusivamente  del  metropolita- 
no-, porque  en  tal  supuesto  quedaría  el  gobierno  im- 
pedido de  ejercer  la  inspección  que  por  derecho  le 
corresponde-,  exponiéndose  á  que  en  un  colegio  es- 
tablecido en  el  territorio  de  la  nación,  y  donde 
recibe  instrucción  una  parte  de  la  juventud  pe- 
ruana, pudiera  tal  vez  enseñarse  doctrinas  contra- 
rias á  la  forma  de  gobierno,  al  patronato  y  á  las 
leyes  y  prerogativas  delaKepública. 

«Que  lejos  de  ser  fundada  la  supuesta  indepen- 
dencia de  los  seminarios,  aparece  de  la  ley  1  "^ ,  títu- 
lo 11,  libro  1^  de  la  novísima  recopilación  de  indias 
que  el  monarca  como  patrono  y  protector,  al  orde- 
nar en  tiempo  del  coloniage  la  erección  de  los  semi- 
narios comíiliares,  conforme  alo  prevenido  en  el 
concilio  de  Trento,  dictó  reglas  para  elnombramien- 
ta  de  director  y  profesores,  señaló  locales  y  i-entas, 
y  prescribió  las  textos  para  la  enseñanza  de  las 
ciencias  eclesiásticas,  reservándose  el  derecho  de 
aprobar  aun  aquellas  medidas  que  se  adoptaran 
sobre  puntos  de  economía  y  disciplina  que  hubiesen 
de  servir  de  regla  general. 

« Que  también  está  destruida  esa  pretendida  in- 
dependencia, por  la  misma  ley  I"- ,  título  23,  libro 
1^  de  recopilación  de  indias,  que  cita  el  muy  reve- 
rendo arzobispo,  la  cual  después  de  encargar  á  los 
diocesanos  el  gobierno  y  adminstracion  de  los  semi- 
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narios,  concluye'  así:  «y  cuando  se  ofrezca  que 
«advertirles  (á  los  prelados)  lo  hagan  (los  vireyes, 
«presidentes  y  gobernadores)  y  nos  avisen,  para 
«que  se  provea  y  dé  la  orden  que  pareciere  conve- 
niente. > 

La  intervención  del  gobierno  en  el  régimen  de 
los  seminarios  es,  pues,  perfectamente  razonable, 
muy  especialmente  tratándose  de  aquellos  estableci- 
mientos á  cuya  fundación  y  sostenimiento  contribu- 
ye el  Estado. 

303. — Ahora  preguntamos:  ¿conviene  al  Estado 
contribuir  á  la  fundación  y  sostenimiento  de  los  se- 
minarios? Indudablemente  si,  bajo  el  régimen  ecle- 
siástico vigente,  es  decir  bajo  el  régimen  del  patro- 
nato. 

Teniendo  el  sacerdocio  católico,  como  actualmente 
tiene,  el  cará^r  de  una  profesión  especial,  por  el 
acceso  que  los  miembros  del  clero  y  solo  sus  mien- 
bros  pueden  tener  á  los  puestos  oficiales  de  la  Igle- 
sia, al  Estado  le  interesa  que  los  funcionarios  de 
ésta  sirvan  dichos  puestos  con  la  preparación  con- 
veniente, para  estar  en  condiciones  de  cumplir  sus 
deberes  cívicos  de  la  mejor  manera  posible. 

El  clero,  por  su  misión  especial  de  predicar  la  pa- 
labra divina,  es  en  cierto  modo  un  cuerpo  docente  en 
el  seno  de  la  sociedad,  sobre  cuya  marcha  puede 
ejercer  gran  influencia.  Al  Estado,  como  supremo 
guardián  del  orden,  público,  le  interesa  que  la  ense- 
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fianza  de  dicho  cuerpo  docente  no  pea  contraria  á 
las  doctrinas  fundamentales  de  la  existencia  nacio- 
nal y  á  las  leyes  dictadas  para  resguardarla.  Uno 
de  los  medios  de  conseguir  tan  propicio  resultado, 
preventivamente  y  sin  violencia,  es  el  de  contri- 
buir &  la  formación  de  sacerdotes  instruidos  y  dis- 
puestos á  cumplir  á  la  vez,  sin  reticencias  ni  res- 
tricciones mentales,  sus  deberes  de  ciudadanos,  de 
funcionarios  del  Estado  y  de  ministros  de  la  Igle- 
sia. 

Hay  algo  mas.  Bajo  el  imperio  de  las  leyes 
actuales,  el  gobierno  debe  contribuir  á  que  las 
diócesis  posean  todos  los  elementos  esenciales  á  su 
existencia.  Ahora  bien;  entre  esos  elementos  figuran 
en  primer  línea  el  obispado,  la  catedral  y  el  semina- 
rio. Una  diócesis  sin  obispado  seria  lo  mismo  que 
una  nación  sin  gobierno.  Una  diócesis  sin  cate- 
dral se  encontrarla  en  las  mismas  condiciones  que 
un  curato  sin  iglesia  parroquial.  Una  diócesis  sin 
seminario  llevaría  una  existencia  tan  difícil  y  anó- 
mala como  un  pais  sin  universidades  ni  colegios. 
Si  el  Estado  debe  contribuir  á  que  las  diócesis 
estén  dotadas  de  los  elementos  absolutamente  ne- 
cesarios á  su  vida  normal,  es  evidente  que  le  coiTes- 
pondey  debe  contribuirá  la  fundación  y  sostenimien- 
to de  los  seminarios. 

304. — Esta  necesidad  ha  sido  atendida  por  el 
gobierno  argentino.    La  ley  de  1858   decretó  Ja 
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fnndadon  de  un  seminario  conciliar  en  cada  di<5ce- 
sis  y  sefialó  la  suma  con  que  el  gobierno  podía  con- 
tribuir á  fomentar  la  existencia  de  esos  planteles, 
en  la  forma  siguiente:  doce  becas  á  razón  de  cien 
pesos  anuales  cada  una  y  cuatro  catedráticos  á  razón 
de  600  pesos  anuales  cada  uno.  Ademas,  se  dr- 
denó  que  en  donde  no  hubieran  edificios  para  instalar 
el  seminailo,  se  entregaría  al  diocesano,  trtjs  mil  pe- 
sos anuales  para  su  fábrica,  hasta  concluirla. 

El  decreto  gubernativo  de  15  de  Febrero  de 
1865,  en  virtud  del  cual  se  estableció  el  seminario 
conciliar  de  Buenos  Aires,  prescribió,  á  su  vez,  que 
se  educaran  por  cuenta  de  la  nación  25  jóvenes  de 
femilias  pobres. 

Por  medio  de  otros  decretos^  dictados  en  distin- 
tas épocas,  se^han  entregado  sumas  de  dinero  de 
diversa  importancia,  para  el  fomento  de  dichos 
establecimientos. 

Estas  subvenciones  fueron  temporalmente  inter- 
rumpidas el  afio  1884.  El  congi-eso  nacional  su- 
primió del  presupuesto  las  partidas  referentes  á 
dichos  establecimientos.  La  suspensión,  según  las 
declaraciones  hechas  en  el  seno  de  la  cámara,  fué 
meramente  temporal.  No  podia  tener  otro  ca- 
rácter, desde  que  el  Estado  no  dede  ser  indife- 
rente á  la  enseñanza  de  la  juventud  que  se  dedica 
á  la  carrera  eclesiástica,   ni  debe  renunciar  á  la 
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ingerencia  que  le  corresponde  en  el  régimen  de 
los  seminarios. 

El  gobierno  nacional,  según  entendemos,  se  ha 
propuesto  únicamente^  darse  el  tiempo  necesario 
para  preparar  una  nueva  ley  que  garantize  con 
mas  eficacia  la  intervención  que  le  corresponde  en 
la  marcha  de  los  seminarios. 

305. — Algunos  opinan,  sin  embargo,  que  en  vez 
de  restablecer  las  subvenciones  de  los  seminarios, 
debe  fundarse  una  facultad  de  teología  en  la  Univer- 
sidad de  esta  capital. 

Este  parecer  lo  conceptuamos  errado  y  de  inconve- 
niente aplicación.  La  medida  seria  un  expedien- 
te, mas  no  el  medio  de  conjurar  el  mal  que  se  trata 
de  remediar,  cual  es  impedir  la  formación  de  un 
clero  con  ideas  preconcebidas  en  contra  de  deter- 
minadas  instituciones  civifes  del  pais. 

La  juventud  que  se  propone  ingresar  á  la 
carrera  eclesiástica  seguiría  concurriendo,  aun  que 
en  proporciones  mas  reducidas,  á  los  seminarios 
sostenidos  con  el  exclusivo  esfuerzo  de  los  obispos, 
y  la  facultad  de  teología  se  vería  poco  menos  que 
desierta.  Eesultado  ñnal:  el  clero  nacional  seria 
mas  deficiente  cada  dia. 

En  la  falta  de  protección  del  gobierno  á  los  semi- 
nanos,  por  otra  parte,  encontrarían  los  obispos  un 
nuevo  título  para  negarle  todo  derecho  de  vigilancia 
é  inspección.  Esto  produciría  nuevos  y  mas  graves 
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conflictos,  pues  el  gobierao,  por  su  parte,  no  puede 
ni  debe  renunciar  á  ejercer  esos  derechos,  en  cole- 
gios puestos  al  servicio  de  los  obispados. 

Las  universidades  oficiales,  ademas,  deben  ser  ins- 
tituciones enteramente  laicas,  como  las  escuelas  y 
los  colegios    nacionales.    Para    adquirir    en  ana 
universidad  los  conocimientos    superiores  referen, 
tes  á  un  i'amo  dado  de  la  enseñanza,  es  necesario 
ingresar  á  ella  con  la  preparación  conveniente,  es 
decir  con  los  conocimientos  primarios  y  elementales 
adquiridos  en  las    escuelas  y  colegios  nacionales. 
Así,  los  alumnos   que  ingresan  á   la  facultad  de 
derecho  han  estudiado  antes,  la  Constitución  nacio- 
nal, según  los  piogramas  obligatorios  de  instrucción 
primaria,  y  las  nociones  de  economía  política,  de 
derecho    general   ó  filosófico  y  especialmente   del 
político  y  del  civil.     Los  que  ingresan  á  la  facultad 
de  ciencias  flsico— matemáticas  han  cursado  arit- 
mética práctica  y  nociones  de  ciencias  matemáti- 
cas y  físicas,  en  instrucción  elemental-,  y  en  la  ins- 
trucción secundaria,  la  aritmética,  el  algebra,  la  fí- 
sica, la  química,  la  geometría,  el  dibujo  geométrico, 
geográfico  y  arquitectónico,  la  trigonometría  y  la 
historia  natural.     Por  último,  los  que  ingresan  á 
la  facultad  de  ciencias  médicas,  reciben  igual  pre- 
paración gradual:  en  las  escuelas  se  les  enseña  no- 
ciones de  higiene  y  de  ciencias   físicas  y  naturales; 
en  los  colegios  nacionales,  los  elementos  de  higiene, 
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de  ñsíca^  de  química  é  historia  natural,  compren- 
diendo los  elementos  de  anatomía  y  fisiología  com- 
paradas, asi  como  la  organograña,  biología,  fisiolo- 
gía, mineralogía,  geognosia  y  geología. 

Solamente  para  ingresar  á  una  facultad  de  teo- 
logía no  hay,  según  las  leyes  y  decretos  vigentes, 
cursos  preparatorios  en  las  escuelas  y  colegios  na- 
cionales. Seria  necesario  restablecer  en  las  pri- 
meras, la  enseñanza  de  la  religión  y  en  los  colegios 
la  de  la  historia  santa,  según  las  sagradas  escritu- 
ras, agregando  un  curso  elemental  de  fundamentos 
y  dogmas  del  catolicismo.  Solo  en  esta  forma  podría 
incorporarse  en  las  universidades  una  facultad  de 
teología.  Mas,  para  ello,  como  se  vé,  sería  necesario 
reaccionar  sobre  el  principio  de  la  enseñanza  laica; 
seria  preciso  convertir  otra  vez  los  planteles  ofici- 
ales de  educación  general  en  centros  de  propaganda 
en  favor  de  determinada  doctrina  religiosa. 

Los  seminarios  bastan,  mientras  dure  el  actual 
régimen  prepario  de  la  ilglesia,  para  satisfacer  las 
necesidades  del  Estado  en  su  relaciones  con  aquella, 
en  el  terreno  de  la  enseñanza.  Pero  la  sociedad, 
en  su  carácter  de  institución  laica,  tal  como  debe 
existir  permanentemente,  á  través  de  los  siglos,  no 
tiene  por  que  vincular  sus  instituciones  permanen- 
tes á  un  orden  dado  de  intereses  religiosos.  Sus 
actos,  fuera  de  los  casos  especiales  en  que  funciona 
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como  patrono  de  la  Iglesia  argentina,  deben  tener 
un  carácter  esencialmente  laico. 

306. — Concluiremos  manifestando  qne  durante 
la  suspensión  de  las  subvenciones  de  log  semina- 
rios, los  obispos  han  procurado  sostenerlos  apelan- 
do á  diferentes  recursos. 

El  arzobispo  de  la  diócesis  de  Buenos  Aires  ha 
decretado  que  los  funcionarios  eclesiásticos  con- 
tribuirán al  sostenimiento  del  seminario  de  esta 
ciudad,  en  la  siguiente  proporción:  El  arzobis- 
po, miembros  del  cabildo  metropolitano  y  benefi- 
ciados del  mismo,  con  la  vigésima  parte  de  sus 
respectivos  sueldos.  Los  clérigos,  cabildo  metro- 
politano, órdenes  religiosas,  congregaciones,  her- 
mandades y  cofradías,  con  la  vigésima  parte  de  la 
renta  que  perciben.  Se  dedicará  á  igual  objeto  la  vi- 
gésima parte  de  las  penitencias  pecunariasen  las 
dispensas  de  impedimentos  y  publicaciones  de  pro- 
clamas, lo  mismo  que  la  de  la  renta  de  los  vicarios 
ó  notarios  rurales  y  la  de  los  párrocos.  Las  igle- 
sias y  capillas  contribuirán,  de  su  renta  de  fábrica, 
con  un  peso  fuerte  al  mes. 

Esta  forma  de  dotar  los  seminarios  no  es  nueva. 
Según  cédula  de  1  ®  de  Junio  de  1799,  los  preben- 
dados, curas,  clérigos,  religiosos  doctrineros  y  cofra- 
días, deben  pagar  el  tres  por  ciento  en  dinero  efec- 
tivo, para  los  colegios  seminarios.  Y  tal  pensión 
debe  abonarse  aun  en   los  lugares  en  que  no  esté 
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todavía  fundado  el  seminario,  cuyo  producto,  en 
este  caso,  debe  depositarse  en  las  catedrales,  en 
arca  de  tres  llaves,  la  una  á  cargo  de  la  autoridad 
que  ejerce  el  patronato,  la  segunda  en  poder  del 
obispo  y  la  tercera  en  poder  de  un  miembro  del  ca- 
bildo de  la  catedral. 

Debe  procurarse,  por  lo  tanto,  que  aun  en  el 
caso  del  restablecimiento  de  las  subvenciones,  se 
mantenga  la  contribución  decretada  por  el  iltmo. 
arzobispo,  mas  que  sea  reduciendo  su  entidad. 


CAPITULO  xxn 

X^a  ex^pulslon  del  Oelegado  Apostólioo 

moiiseüor*  JVlatter*a 


807.  Suoesos  refo pontos  A  la  infraoolon  da  sus  deberos 
diplomditioos  llevada  A  cabo  pop  el  delegado  pontifloio 
— 808.  l^os  representantes  de  la  santa  sede  tienen  el  oa- 
p&cter  reconocido  de  agentes  diplonn&tloos~d09.  Los 
delegados  pontlfíolos  no  pueden  ejeroer  actos  de  juris- 
dicción ecleeiáQtiria  en  país  alguno,  sin  el  consentimien- 
to del  respectivo  soberano— 810.  Decreto  del  parlamento 
de  Parisen  1782— 811.  El  cardenal  Caprara  y  Napoleón 
1—812.  Ley  francesa  sobre  la  materia  —818.  Carta  de 
Fernando  V  al  virey  de  Ñapólos— 814.  Jurisprudencia 
nacional  en  la  materia— 316.  Fundamento  jurídico  de 
la  medida  dictada  contra  monseñor  Mattera — 810.  Ex- 
pulsión de  diferentes  agentes  diplomáticos  de  los  ter- 
ritorios de  Francia,  Inglaterra  y  Solivia — 817.  Expul- 
sión de  los  nuncios  arzobispo  de  Filipo  y  Del  Fratte, 
del  territorio  de  Chile— 318.  Opinión  de  Calvo— 819.  Opi- 
nión de  Fiore,— 820.  Opinión  de  Heffter — 821.  Opinión 
de  Vatell— 322.  Opinión  de  Bluntschli- 828.  Opinión  d.e 
Albertini— 324,  Opinión  de  Bollo— 328'  Opinión  de  Pra- 
dier  Foderé  y  consideraciones  finales. 


307.— Vamos  á  consagrar  algunas  páginas  al  rui- 
doso suceso  del  envió  de  sus  pasaportes  al  enviado 
extraordinario  y   nuncio    ó    delegado    apostólico, 
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monsefior  Luis  Mattera,  acaecido  en  los  últimos 
meses  del  año    1884. 

En  capítulos  anteriores*  hemos  dado  á  conocer  la 
actitud  del  vicario  capitular  de  la  diócesis  de 
Córdoba  con  respecto  &  la  escuela  normal  de  la 
provincia  del  mismo  nombre.  La  circunstancia 
de  ser  protestante  la  directoia  del  mencionado  plan- 
tel, sirvió  de  pretexto  á  la  aatoridirt  eclesiástica 
para  condenarlo  y  prohibir  á  los  padres  de  familia 
el  envió  de  sus  hijos  á  educarse  en  él.  (1) 

Pendiente  el  conflicto  originado  por  esta  extra- 
limitacion  de  facultades,  se  dirigió  á  Córdoba  el 
gefe  de  la  legación  pontificia.  Estando  allí^  se 
presentó  en  en  su  domicilio  un  grupo  de  señoras, 
entre  las  cuales  figuraba  la  directora  dé  la  escuela 
normal,  y  solicitó  una  entrevista  con  él.  Acor- 
dada la  audiencia,  las  señoras  pidieron  al  nuncio 
levantara  el  anatema  lanzado  por  el  vicario  de 
la  diócesis  contra  la  escuela  normal.  El  repre- 
sentante de  la  santa  sede  consintió  en  acceder  al 
pedido,  pero  bajo  la  condición  de  que  él  ministro 
de  instrucción  pública  formulase  en  un  documento 
oficial  las  siguientes  declaraciones:    * 

1  ^  Que  el  gobierno  no  habia  tenido  ni  abrigaba 
el  propósito  de  propagar  el  protestantismo,  al  nom- 
brar maestras  normales  de  esta  comunión  religiosa; 

(1)  Véase  el  capitulo  XI  de  este  libro. 
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2^  Qoe  se  permitiría  la  ensefianzd  del  catecismo 
católico  en  la  escuela  normal  menoionada-,  y 

3  ^  Qae  se  permitirla  al  obispo  visitar  la  escuela 
cnando  lo  juzgare  conveniente,  para  convencerse 
del  cumplimiento  de  la  segunda  condición. 

La  du'ectora  de  la  escuela  normal  comunicó  por 
escrito,  al  sefior  ministro  del  culto,  este  mal  dis- 
frazado ultimátum  del  delegado  apostólico,  el  cual 
fué  rechazado,  como  era  de  esperarse,  con  la  pron- 
titud y  digna  altivez  de  un  gobierno  celoso  de  los 
fueros  y  de  la  honra  nacionales. 

MonseAor  Mattera  había  iucurrido  en  el  lamen* 
table  extravio  de  asociar  sus  esfuerzos  y  su 
autoiidad  á  la  tarea  de  un  funcionario  eclesiástico 
declarado  por  el  ejecutivo  en  rebelión  abierta  contra 
las  leyes  é  instituciones  nacionales.  Tomó  par- 
ticipación en  una  lucha  de  carácter  interno, 
mancomunando  su  responsabilidad  con  la  de  los 
que  se  proponían  minar  ol  prestigio  de  los  poderes 
políticos  incitando  al  desobedecimiento  de  sus  man- 
datos. El  delegado  procedió,  no  como  amigo  sino 
como  adversario  del  gobierno,  y  ea  tal  sentido 
faltó  gravemente  á  la  circunspección  de  su  carácter 
y  á  sus  debei^es  diplomáticos  majs  esenciales. 

Las  pretensiones  del  delgado  fue^ron,  ademas  de 
ofensivas,  absurdas.  Pret-ender  que  el  poder  ejecu- 
tivo impusiese  la  enseñanza  del  catecismo  católico 
en  la  escuela  normal  de  Córdoba,  equivalía  á   exi- 
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girle  burlase  los  efectos  del  principio  de  enseñanza 
laica  sancionado  en  una  ley  de  reciente   fecha. 

La  simple  insinuación  de  un  propósito  semejante^ 
no  formulado  siquiera  como  consejo  privado,  sino 
como  requisito  de  un  pacto  de  reconciliación  con  el 
clero  oficial  de  Córdoba,  casi  como  un  mandato  ¿no 
habría  bastado  en  cualquier  parte  para  señalar  las 
puertas  del  pais  al  diplomático  que  se  hubiese  per- 
mitido tanta  y  tan  ofensiva  arrogancia? 

El  ministro  de  relaciones  exteriores,  cumpliendo 
su  deber,  pidió  al  nuncio  la  debida  explicación  de 
sus  procedimientos. 

.  El  nuncio,  en  vez  de  darla,  agravó  su  conducta 
con  un  nuevo  acto  de  descomedimiento.  En  térmi- 
minos  hirientes  y  provocadores  exigió,  á  su  vez, 
explicaciones  por  artículos  publicados  en  un  diario 
sin  carácter  oficial,  sobre  los  cuales  el  poder 
ejecutivo  ninguna  medida  represiva  podia  tomar, 
sin  violar  las  garantías  tutelares  de  la  libertad  de 
imprenta.  No  satisfecho  monseñor  Mattera  con  tan 
inusitadas  provocaciones,  dirigió  al  presidenta  de  la 
República  una  carta  concebida  en  términos  ofensi- 
vos á  la  dignidad  del  gobierno  y  del  primer  magistra- 
do de  la  nación,  recordando  hechos  ágenos  al  asunto 
en  debate  y  pretendiendo  dar  á  la  cancillería  argen- 
tina lecciones  de  diplomacia.  Declaró  en  ella  que  no 
daria  las  explicaciones  pedidas,  pues  tal  cosa  implica- 
ría reconocer  en  el  gobierno  argentino,  con  mengua 
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de  la  santa  sede,  un  derecho  que  ningún  gobierno-  tie- 
ne. Por  lo  demás,  confesó  la  exactitud  de  las  condi- 
ciones formuladas  por  él,  pai*a  levantar  la  condena 
fulminada  contra  la  escuela  normal  de  Córdoba. 

En  virtud  de  un  acuerdo  del  consejo  de  minis- 
tros, se  devolvió  al  delegado  apostólico  su  oficio  de 
reclamación  diplomática  y  se  exigió  contestase  en 
el  plazo  de  veinticuatro  horas  la  nota  que  primiti- 
vamente se  le  había  dirigido  pidiéndole  explicacio- 
nes de  su  conducta.  Pero  el  gobierno,  con  la  espe- 
ranza de  llegar  á  un  avenimiento  amistoso^  mantuvo 
en  la  mas  estricta  reserva  los  diversos  documentos 
de  la  cuestión  diplomática.  Monseñor  Mattera 
no  obervó  la  misma  prudente  línea  de  conducta. 
Tenia,  sin  duda,  el  propósito  preconcebido  de  llegar 
aun  rompimiento,  pues  faltó  á  la  reserva  diplo- 
mática é  hizo  publicar  en  un  diario  los  documentos 
emanados  de  su  pluma.  La  publicidad  de  la  ofen- 
sa era  una  agravación  de  la  ofensa  misma:  cerra 
ba  todos  los  caminos  para  llegar  á  un  desenlace 
conciliador  y  amistoso. 

¿Que  debia  hacer  el  gobierno  después  de  tan  in- 
sólita como  inesperada  emergencia?  Ante  un  agen- 
te diplomático  que  á  la  sombra  de  sus  inmunidades 
desconocía  y  ultrajaba  los  mas  fundamentales  dere- 
chos de  la  soberanía  nacional  ¿podía  cruzarse  de 
brazos  y  tolerarlo?  El  simple  buen  sentido  y  las 
prácticas  del  derecho  internacional  le  inspiraron  la 
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Única  medida  posible  á  la  altura  de  los  sQcesos  re- 
feridos. El  14  de  Octubre  de  18S4,  el  gobierno 
envió  sus  pasaportes  al  representante  de  la  corte 
pontificia  y  le  sefialó  el  término  de  24  horas  para 
que  dentro  de  él  abandonase  el  territorio  nacional. 

El  delegado  obedeció  la  intimación,  formulando 
antes  una  protesta  no  recibida  en  la  cancilleria  ar- 
gentina, pero  si  publicada  por  la  prensa.  En  ese 
documento,  ironsedor  Mattera  acentuó  el  carácter 
de  su  intromisión  en  los  asuntos  pertenecientes  al 
régimen  interior  y  del  resorte  de  la  soberanía  del 
pais.  JN'o  se  limitó  á  protestar  contra  el  acto  de  la 
expulsión  sino  «contra  todas  las  doctrinas  emitidas 
y  todas  las  medidas  recientemente  adoptadas  en 
perjuicio  de  la  libertad  y  de  los  derechos  propios 
de  la  iglesia  católica  y  contra  todos  aquellos  que 
se  amenazan  tomar  en  lo  porvenir. »  Es  decir,  el 
nuncio  protestó  contra  los  acto$  practicados  por  el 
gobierno  con  arreglo  á  la  Constitución  y  leyes  na- 
cionales^ contra  las  funciones  propias  y  exclusivas 
de  los  7'epresentantes  de  la  soberania  nacional  ar- 
gentina. 

Aun  cuando  la  simple  exposición  de  los  hechos 
basta  para  justificar  las  medidas  adoptadas  por  el 
gobierno  argentino,  vamos  á  estudiarlas  á  la  luz 
de  los  principios  aplicables  á  la  materia. 

308. — Precisemos  ante  todo,  el  verdadero  carác- 
ter  de  los   nuncios,    delegados  apostólicos   y  en 
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general  de  los  representantes   de  la  corte  pontifi- 
cia cerca  de  los  estados  soberanos. 

Mientras  el  gefe  de  la  iglesia  católica  estuvo 
en  posesión  efectiva  de  los  derechos  de  soberano 
temporal,  sus  represntantes  tuvieron  un  carácter 
perfectamente  diplomático.  Tenia  aquel  gefe,  co- 
mo todos  los  soberanos  de  la  tierra,  el  derecho  de 
de  recibir  y  acreditar  legaciones,  por  cuyo  motivo 
sus  enviados  eran  reconocidos  no  solamente 
en  los  paises  católicos  sino  en  los  protestantes  co- 
mo Inglaterra.  Con  arreglo  á  esta  manera  uni- 
forme de  pensar,  los  congresos  deViena  en  1815, 
y  de  Aix— la  Chapelle  en  1818,  al  ñjar  las  bases 
convencionales  de  la  diplomacia  moderna,  por  medio 
de  una  metódica  clasificación  de  los  agentes  diplo- 
máticos, dividieron,  estos  en  diferentes  clases,  ia- 
cluyendo  entre  los  agentes  diplomáticos  de  primera 
categoría  á  los  legados  apostólicos  y  nuncios  del  pa- 
pa. Por  eso  Heflfter,  interpretando  el  sentir  de  los 
principales  tratadistas  de  derecho  de  gentes,  ha 
dicho:  «Las  relaciones  que  Roma  cultiva  con  los  Bsf- 
tados  extranjeros,  están  establecidas  bajo  la  base  de 
la  diplomacia  común»  (1).  Por  eso,  tanto  los  minis- 
tros acreditados  por  la  corte  de  Roma  cerca  de  los 
otros  paises  como  los  enviados  por  estos  ante  aque- 
lla, están  bajo  el  imperio  de  los  principios  del  dere- 

(l)  0ereoho  interaaoional  |/úblioo  de  Europa,  libro  I<^,  seeoion  8^. 
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cho  internacional,  ya  en  la  manera  de  ejercer  sns 
funciones,  ya  respecto  de  sns  inmunidades. 

Con  posterioridad  á  la  pérdida  del  poder  temporal, 
casi  todas  las  naciones  han  seguido  reconociendo  en 
el  sumo  pontífice  la  facultad  de  acreditar  legaciones, 
ya  no  como  un  derecho  propio  sino  como  una  ficción 
semejante  á  la  especie  de  extraterritorialidad  que  en 
el  Vaticano  le  ha  reconocido  la  ley  italiana  de  ga- 
rantias.  Por  no  ser  un  derecho  propio,  la  Inglater- 
ra suspendió,  después  del  20  de  Setiembre  de  1870, 
sus  relaciones  de  carácter  internacional  con  el  gefe 
supremo  del  catolicismo. 

Los  representantes  pontificios  tienen  todavía 
pues,  cualquiera  que  sea  su  denominación,  el  carác- 
ter de  agentas  diplomáticos-,  les  son  aplicables  las 
reglas  y  principios  del  derecho  internacional  cor- 
respondientes á  estos. 

309. — (Conviene,  sin  embargo,  aclarar  este  pun- 
to: Los  agentes. pontificios,  ademas  de  sus  funcio- 
nes diplomáticas  ¿pueden  por  delegación  de  la  silla 
apostólica  y  como  un  derecho  propio  de  esta,  ejer- 
cer actos  de  jurisdicción  sobre  la  disciplina  de  las 
iglesias  del  pais  cerca  del  cual  se  encuentran  acre- 
ditados.? 

La  corte  del  Vaticano  ha  defendido  siempre  la 
afirmativa.  Últimamente,  con  fecha  15  de  Abril  del 
corriente  año,  en  una  nota  oficial  dirigida  por  el 
cardenal  Jacobini  secretario  de  Estado  de  su  san- 
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tided,  al  nuncio  apostólico  en  Madrid,  se  sostuvo 
que  los  representantes  pontificios  no  tienen  una  mi- 
sión puramente  diplomática,  sino  que  están  investi- 
dos de  autoridad  con  relación  á  los  fieles  y  á  los 
asuntos  religiosos.  Est^  pretensión  ni  es  razona-: 
ble,  ni  ha  sido  consentida  por  los  países  católicos. 
Los  delegados  pontificios  no  pueden  ejercer  mas 
jurisdicción  de  la  consentida  por  las  leyes  y  por 
los  soberanos  de  dichos  paises. .  Con  lazon ha  dicho 
Fiore:  «Es  un  motivo  razonable  para  negarse  á 
recibir  á  un  ministro,  si  su  poderes  son  incompa- 
tibles con  las  leyes  y  la  Constitución  del  Estado. 
Así  un  Estado  puede  negarse  á  recibir  los  legados 
ó  nuncios  del  papa  cuando  tiene  poderes  especiales 
que  •frecuentemente  contradicen  la  jurisdicción  de 
las  autoridades  locales  en  materias  religiosas.»  (1) 
Asi  es  en  efecto.  Cada  Estado,  en  virtud  de  su 
soberanía,  tiene  el  derecho  de  dictar  reglas  para 
armonizar  el  ejercicio  de  los  diferentes  cultos  con 
las  leyes  y  necesidades  de  orden  piíblico.  Como 
este  es  un  derecho  propio  y  exclusivo,  no  puede 
admitir  la  concurrencia  de  un  poder  extraño,  no  pue- 
de permitir,  sin  su  consentimiento,  el  ejercicio  de 
jurisdicción  alguna  distinta,  sobre  asuntos  de  orden 
público.  Mas  fuerza  tiene  este  argumento,  tratándose 
de  los  gobiernos  investidos  del  derecho  de  patronato, 

il)  Kouiraau  DroU  iaUrnational  pablic,  parte  3^,  lib.  1^ .  oap.  2'  . 


como  sucede  en  la  República  Argentina.  En  ?ir. 
tud  del  mencionado  derecho  no  se  permite  la  eje- 
cución de  bulas,  breves  6  rescripíos  pontificios  sin 
el  pase  de  la  autoridad  civil,  lo  cual  equivale  en 
suma,  á  la  necesidad  de  la  previa  aquiescencia  del 
soberano  para  que  el  sumo  pontífice  pueda  ejercer 
actos  de  jurisdicción  eclesiástica  en  el  territorio  de 
aquel.  Oorao  por  otra  parte,  la  acción  y  las  facul- 
tades de  los  delegados  ó  nuncios  apostólicos  están 
subordinadas  á  la  del  papa,  claro  es  que  estos  tam- 
poco pueden  practicar  acto  alguno  de  jurisdicción 
sin  el  consentimiento  del  soberano.  De  otro  modo, 
los  delegados  pontificios  tendrían  mayor  suma  de 
facultades  que  su  poderdante;  sus  derechos  serian 
superiores  á  los  del  papa,  lo  cual  es  un  contra- 
sentido. 

310. —Esta  teoria  ha  tenido  plena  confirmación 
en  la  práctica.  El  parlamento  de  París  tuvo  opor- 
tunidad de  ocuparse  del  asunto  en  1732.  '  El  es- 
tracto  de  los  registros  de  dicha  corporación,  en  la 
parte  referente  á  la  sesión  del  4  de  Agosto  dice 
lo  siguiente: 

cEse  ditt  entraron  las  gentes  del  rey,  y  el  maestro 
Pedro  Gilberto  de  Voisins,  abogado  de  dicho  señor 
rey,  haciendo  uso  de  la  palabra  dijo:  « Que  sabia 
que  desde  algunos  dias  se  hacian  circular  en  la  ciu- 
dad impresos  que  llevaban  el  nombre  del  nuncio 
del  papa  cerca  del  rey^  por  los  cuales  se  concedía 


á  difluentes  personas  el  p,eniii90  de  Iter  libros 
prohibidfts  por  el  Ifidic^  romma^  ú  de  cuaj^niera 
otra  manera*  Que  inmediatamente  después  de  ha- 
ber obt^pido  un  ejemplar,  creyeran  que  «u  deber 
no  les  permitía  abstenerse  de  iiQpedií*  esps  ^ctos. 
Que  sin  entrar  .en  el  detalle  de  l^s  clj^i^ulas  cour 
trarias  Á  los  derechos  de  los  obifipfts.  y  4  Iw  m^: 
mas  del  reino,  contenidas  en  ese  e^ciíto,  les  bastaba 
recordar  lo  que  en  todo  tiempo  habían  sostenida 
sus  predecesores,  que  euFranoia  no  existe  Jurisflic- 
cion  (dgum  unida  al  carácter  de  Nuncio^  y  que 
no  debia  tolerarse  todo  lo  que  pudiera  importar  6 
un  ejercicio  6  una  consecuencia  de  esa  jurisdicción. 
Que  al  sostener  una  máxima  tai^  inyiolable  ^o  ce- 
sarían jamas  de  dai*  también  en  toda  ocasión  prue- 
bas de  su  veneración  por  el  gefe  de  la  Iglesia  y  el 
padre  común  de  los  fíeles,  ni  de  tener  por  su  nun- 
cio todas  las  consideraciones  debida.*)  á  su  carácter 
de  Embajador^  ai  qm  se  r^ren  todas  las  fundo- 
nes gue  tiene  en  él  reino. » 

Esta  fué  la  opinión  del  rey  y  de  su  consto. 

En  virtud  del  precedente  informe,  después  de 
haberse  retirado  el  rey  y  su  comitiva,  el  parlamen- 
to adoptó  la  siguiente  resolución:  «Visto  unes 
crito  impreso  titul^ado:  Ráinerius  ex  Comifibus  de 
Jlcio^  Dei  et  apostolkae  sedis  gratiá,  Archiepisco- 
pus  Ehodiensis  ac  S.  S.D.  D.  N.  R  Papae  Cíe- 
mentís  XII^   ejus  demque  8.  Sedis  qpud  Begem 
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( hrisíianissimum^  Nundus  Apostolicus  etc^  firma- 
do al  fin:  B.  Archiep  BJiod.  Nunc^  Apostolicus^  ea 
el  que  se  concede  permiso  i»ara  leer  libros  prohibidos 
y  condenados,  con  las  excepciones  allí  iadicada^: 
oido  el  informe  dd  maestro  Pedro  de  Paria,  conse- 
jero-^ después  de  deliberar  sobre  la  materia: 
«La  corte  ordena  que  los  ejemplares  del  referido 
escrito  sean  suprimidos,  intimándose  á  los  que  ten- 
gan ejemplares  en  su  poder  los  remitan  para  este 
fin  á  la  escribania  de  la  Corte:  se  prohibe  á  toda 
dase  de  personas^  de  ctmlquier  estado  ó  condición^ 
obtener  parecidos  permisos^  como  contrarios  á  los 
derechos  de  los  ordinarios^  á  las  'máximas  y  usos 
dd  reino:  prohibe  igualmente  á  todos  los  impresores 
imprimir  escritos  semejantes^  les  intima  se  confor- 
men con  las  ordenanzas,  edictos  y  declaraciones  del 
rey  registradas  en  la  Corte,  bajo  las  penas  en  ellas 
contenidas. » 

311.—  Cuando  el  cardenal  Caprarafué  acreditado 
en  calidad  de  legado  á  latere  cerca  de  Napoleón 
Bonaparte,  primer  cónsul  de  la  República  francesa; 
sobre  las  bulas  6  credenciales  presentadas  por  aquel 
recayó  un  decreto  qjie  lleva  la  fecha  del  18  germi- 
nal año  X,  en  el  cual  se  lee  lo  siguiente:  «El 
cardenal  Caprara,  enviado  á  Px'ancia  con  el  titulo  de 
legado  a  latere,  queda  autorizado  para  ejercer  las 
facultades  enunciadas  en  la  bula  dada  en  Boma  el 
Lunes  6  fructidor  afio  IX,  con  la  condición  de 
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conformarse  enteramente  á  las  reglas  y  usos  ob- 
servados en  Francia  en  semejante  caso.  >  Las  de- 
más disposiciones  del  decreto  establecen  qne  ningún 
acto  de  la  legación  debia  hacerse  publico  y  ejecutar- 
se sin  el  permiso  del  gobierno;  que  el  representante 
pontificio  juraría  conformarse  á  las  leyes  del  Es- 
tado y  á  las  libertades  de  la  iglesia  galicana  y 
cesarla  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  cuando  el 
primer  cónsul  lo  creyere  conveniente:  en  una  pa- 
labra, no  se  reconoció  jurisdicción  propia  al  legado 
pontificio.  Debemos  observar  que  el  mismo  car- 
denal Oaprara  se  conformó  con  los  términos  de 
este  decreto  en  la-  audiencia  del  19,  en  presencia 
de  los  ministros,  consejeros  de  Estado  y  cuerpo 
diplomático. 

312. — ^üna  ley  francesa  de  la  misma  fecha  del 
decreto  anterior,  en  su  artículo  3  ^  dice :  « Nin- 
gún individuo,  llámese  nuncio,  legado,  vicario  ó 
comisionado  apostólico,  ó  con  cualquier  otra  deno- 
minación, podrá,  sin  la  autorización  del  gobierno, 
ejercer  en  el  suelo  francés,  ni  en  otra  parte,  ninguna 
función  relativa  á  los  asuntos  de  la  iglesia  galicana.» 

313.— El  rey  Fernando  V  de  España,  acreedor 
por  su  piedad  y  virtudes  á  los  honores  de  la  san- 
tificación, conocido  él  y  su  esposa  la  reina  Isabel, 
en  la  historia,  con  la  denominación  de  reyes  ca- 
tólicos., ha  legado  á  los  soberanos  de  los  países 
libres  un  gran  ejemplo  de  severidad  y  de  firmeza 
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para  defender  las  prerogativas  y  derechos  de  la 
soberanía  contra  las  pretensiones  de  los  pontífices 
y  sus  delegados. 

El  afio  1 508,  el  papa  Julio  II  expidió  algunos 
breves  para  el  vireinato  de  Ñapóles,  dependiente 
entonces  de  la  corona  de  España,  contraríos  á  la  po- 
testad de  Femando  V,  y  encomendó  su  ejecución 
á  nn  comisionado  suyo,  una   especie  de  delegado 
pontificio.    Con  este    motivo,  el  soberano  español 
dirigió  al  conde  dé  Rivagorza,  virey  de  Ñapóles, 
una   significativa   carta   de  la   cual   trascribimos 
los  siguientes  párrafos:  «Vimos  vuestras  letras  de 
6  del  corriente,  é  la  carta  clara;  é   la  cifra  á  que 
vos  os  remitiades,  en  que  decís,  nos  escríbiades  lar- 
gamente el  caso   del  Breve,  que  el  cursor  de  Roma 
presentó  á  vos,  é  á  los  de  vuestro  concejo,  que  con 
vos  residen^  é  debió  de  quedar  por  olvido,  que  non 
vino  acá;  pero  por  lo  que  nos  escribió  Mícer  Zonh, 
entendimos  á  todo  el  dicho  caso,  y  también  lo  que 
pasó   sobre  lo  de  la  Caba.    Be  todo  lo  cual  ha- 
bernos i^ecibido  grande  alteración,  enojo  é  sentimien- 
to; é   estamos   muy   maravillados  de  vos,  é  mal 
contentos,  viendo  de  cuanta  importancia  é  perjuicio 
nuestro,  é  de   nuestras  preeminencias,  é  dignidad 
real  era  el  auto  que  fizo  el  cursor  apostólico,  ma* 
yormente  siendo  auto  de  fecho,  é  contra  derecho, 
é  non  visto  facer  en  nuestra   memoria  á   ningún 
rey,  ni  viso-rey  de  nuestros  reynos.    ¿Por  que  vos 
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no  ficisteis  tambiefi  de  fecho  vuestra  voluntad  en 
ahorcar  al  cursor^  que  os  lo  presentó?  Que  claro  está, 
que  no  solamente  en  ese  i  eyno,  si  el  papa  sabe  que 
en  España  y  Francia  le  han  de  consentir  semejan- 
te acto  que  ese,  que  lo  fará,  por  acrecentar  su 
jurisdicción;  mas  los  buenos  viso-reyes  los  atajan, 
é  remedian  de  la  manera,  que  he  dicho;  é  con  un 
castigo,  que  fagan  en  semejante  caso,  nunca  mas 
se  osan  facer  otros-,  como  antiguamente  en  unos 
casos  se  vio  por  experiencias;  pero  habiendo  pre- 
cedido las  excomuniones,  que  se  dejaron  presentar 
del  comisario  apostólico  en  lo  de  la  Oaba:  claro 
estaba;  que  viendo  que  se  sufría  lo  uno,  se  habla 
de  atrever  á  lo  otro.» 

Fernando  V.  no  consintió,  pues,  en  el  cumpli- 
miento de  breves  pontificios,  cuya  ejecución  enco- 
mendó el  papa  á  un  emisario  suyo.  Consideró  esto 
como  un  ataque  á  sus  facultades  soberanas;  y  al  en- 
viado de  la  corte  pontificia  acreedor,  por  la  teme- 
ridad de  haberse  prestado  á  cumplir  un  encargo  de 
tal  naturaleza,  al  castigo  de  la  horca.  No  preten- 
den tanto  los  soberanos  de  la  época  actual;  no  apelan 
á  medidas  tan  severas  para  contener  el  avance  ile- 
gítimo de  los  enviados  de  la  silla  apostólica. 

314. — En  la  Eepública  Argentina  tampoco  se 
ha  reconocido  á  los  representantes  pontificios  mas 
derechos  propios  que  los  derivados  de  su  carácter 
diplomático. 
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Así  se  deduce  de  ios  hechos  citados  en  los  núme- 
ros .158,  159,  165,  166,  167,  168,  169,  170,  y 
171.  Ellos  testifican  que  los  actos  de  jurisdic* 
cion  eclesiástica  de  dichos  representantes  han  sido 
sometidos  siempre  al  examen  y  consentimiento 
previo  de  la  autoridad  nacional,  sin  cuyo  requiáto 
no  han  tenido  corso.  Esta  es,  por  lo  demás,  la 
linea  de  condueta  seguida  por  la  gran  mayma  de 
las  naciones  católicas. 

315. — Según  esto^  las  inmunidades  de  los  agen- 
tes diplomáticos,  —carácter  atribuido  aun  á  los  re* 
presentantes  de  la  coile  pontificia, — son  las  ünieas 
que  podian  haber  impedido  tomai*,  respecto  de  mon- 
señor Mattera,  la  medida  suprema  y  extraordinaria 
de  su  expulsión.  Pero  el  derecho  de  un  agente 
diplomático  á  sus  inmunidades  no  es  superior  ni 
puede  sobreponerse  al  derecho  de  conservación  del 
Estado  cerca  del  cual  se  encuentra  acreditado. 
Este,  en  defensa  déla  integridad  de  sus  instituciones, 
puede  despedir  á  los  representantes  extranjeros  que 
conspiren  contra  ellas:  de  otro  modo  la  existencia 
nacional  podría  ser  impunemente  minada  por  las  in^ 
trigas  ó  los  actos  públicos  subversivos  de  los  agen- 
tes diplomáticos.  Si  hay  derecho  para  declarar  la 
gueira  en  defensa  de  los  propios  internes;  si  a;un 
fuera  del  estado  de  guerra  es  legitimo  el  empleo 
de  ciertas  hostilidades  en  casos  determinados,  como 
en  los  de  retorsión  y  represalias  ¿deberá  cruzarse 


de  brazos  una  nación  en  presencia  de  nn  ministro 
extranjero  que  conspira  contra  sus  mas  caros  inte- 
reses? 

Solo  una  objeción  aparentemente  razonable  se  ha 
opuesto  á  esta  medida.  Es  costumbre  se  ha  dicho^ 
cuando  un  agente  diplomático  incurre  en  faltas  gra* 
ves  ofensivas  á  la  nación  6  al  gobierno  ceix^  del  cual 
desempefiasus  funciones,  interponer  la  queja  ante  su 
soberano  y  pedir  su  retiro*,  pero  no  se  le  despide  ski 
previo  aviso  á  su  gobierno.  No  se  tiene  presente 
que  cuando  las  naciones  h&cen  uso  de  un  derecho 
propio  no  necesitan  ni  están  obligadas  á  recabar  el 
consentimiento  de  los  oti'os  países.  Ademas^  solo 
se  acostumbra  pedir  el  retiro  de  un  agente  á  su  sobe- 
rano, cuando  no  se  trata  de  faltas  muy  graves  que 
exigen  represión  pronta  é  inmtediata^  6  cuando  las 
distancias  permiten  una  comunicación  rápida  y  fre- 
cuente para  explicar  los  hechos  con  la  detención 
reclamada  por  su  importancia.  Por  último,  la  can- 
cillería pontificia,  lejos  de  desautorizar  los  actos  de 
su  representante  en  Buenos  Aires,  los  aprobó  plena- 
mente, juzgando  con  destemplanza  y  falseamiento  de 
los  sucesos,  las  medidas  del  gobierno  argentino;  lo 
cual  ha  demostrado,  á  postenori^  cuan  inútiles  ha- 
brían sido  las  gestiones  cerca  de  la  silla  apostólica 
para  conseguir  el  retiro  ó  reemplazo  de  monseñor 
Mattera,  por  haber  faltado  á  la  neutralidad  de  su 
carácter  diplomático  en  asuntos  de  política  inteiior. 


316.— Para  ilustrar  mas  este  panto,  vamos  á 
recordar  algunos  antecedentes  suministrados  por  la 
historia  del  derecho  internacional,  y  las  opiniones 
dé  tratadistas  autorizados:  todos  ellos  conñrman 
nuestro  modo  de  pensar. 

El  piincipe  de  Oellamare,  embajador  dfe  Espáiía 
cerca  de  Francia,  fué  reducido  á  prisión  el  año 
1718.  Se  le  acusaba  de  haber  conspirado  éontra 
l'á  vida  del  rey  y  se  le  condujo  hasta  la  fnonterá  con 
una  escolta  militar,  apoderándose  él  gobierno  de 
sus  papeles.  El  obispo  de  Ross,  embajador  áé 
Escosia,  fué  desterrado  de  Inglaterra  por  delito  de 
conspiración  contra  el  Estado.  En  1584,  el  repre- 
sentante español  fen  Inglaterra,  kcusado  de  haber 
conspirado  contra  la  reina,  fué  obligado  á  salir  dfel 
territorio  inglés.  De  la  misma  nación  fueron  ex- 
pulsados en  1654  y  1717,  los  representantes  ¿te 
Francia  y  Suecia  acusados  de  complot  contra  la 
vida  de  Oromwel  el  primero  y  el  segundo  contra 
la  diBlrey.  (1)  En  1853.- el  ministro  de  Tnjglk- 
terrá,  coronel  Lloyd,  obedeciendo  á  instucciones 
r'écibidas  de  su  soberano  increpó  al  gobierno  de  Bo- 
livia  el  no  cumplir  sus  compromisos  con  los  áci'ee- 
dores  ingleses.  A  causo  de  esto,  el  representante 
británico  fbé  expulsado  del  territorio  boliviano  y 


(1)  Calvo,  Derecho  Ifitemacional^  tom.  1^« 
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desdé  entonce  la  Inglaterra  no  ha  vuelto  á  enviar 
otro  agente  diplomático. 

.  317.— En  un  folleto  publicado  en  la  ciudad  de 
Trujillo,  Perú,  el  mes  de  Diciembre  de  1830^  por  el 
presbítero  ex-regular,  seflor  Fernanda  Ayusa  y 
Pifieyro.,  encontramos  la  relación  de  un  auceso  per- 
tinente  á  la  cuestión.  Refiriéndose  al  nuncio  de  su 
santidad,  mons^or  arzobispo  de  Filipo^  enviado  á 
la  Bepüblica  de  Chile  con  facultades  amplias^  dice 
que  el  año  1 822  se  aseveraba  en  Guayaquil  haber 
sido  expulsado  dicho  nuncio  por  enemigo  de  la 
independencia,  y  agrega  después:  «En  efecto:  en 
1835  pasé  yo  desde  Panamá  á  Lima»,  con  las  lU- 
timas  divisiones  de  Colombia,  al  bloqueo  del  Callao: 
y  en  Julio  me  proporcionó  la  casualidad  leer  inte- 
gro, el  grueso  expediente,  todo  oficial,  todo  impreso 
de  orden  del  supremo  gobierno  de  Chile,  contra 
el  nuncio  de  su  santidad  y  obispo  de  Santiago, 
presidente  y  vice-presidente  del  club  ó  Wgia-polí- 
tica  secreta,  que  tenian  á  la  falda  de  los  Andes,  entre 
la  eaprital  de  la  República  y  Mendoza,  al  qué  con- 
currían por  sí  ó  por  poderes,  otros  obispos,  vicarios 
y  curas  de  muchos  puntos,  pai'a  costear  una  expe- 
dición de  España.  El  gobierno  en^  vista  de  todo^ 
mandó  saliesen  en  el  breve  tértnino  de  cuatro  dias^ 
fuera  de  la  República,  el  nuncio  y  él  obispo.^ 
Agi^ega  el  expesado  presbítero,  que  tuvo  ocasión 
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de  leer  íntegro  el  ejemplar  de  e«te  expediento  remi- 
tida al  aeñor  general  Tomas  Gruido. 

El  mismo  gobierno  de  Chile,  no  hace  mwho  80«- 
tuvo  una  larga  cuestión  con  la  corte  pontificia  y  sn 
representante  en  Santiago^  acerca  del  nombramiento 
del  presbítero  señor  Taíbró  para  el  arzobispado  de 
aquella  arquidiócesis.  A  consecuencia  de  ciertos 
manejos  del  nuncio  monseñor  Del  Fratte,  contrarios 
á  las  prerogativas  y  derechos  del  gobierno  nacional, 
fué  objeto  de  una  medida  exactamente  iguala  la 
adoptada  aquí  con  monseñor  Mattera. 

318. — Veamos  ahora  el  parecer  de  los  tratadis- 
tas de  derecho  internacional  El  señor  Calvo,  cu- 
yas opiniones  son  tan  respetadas  en  este  ramo,  se 
expresa  así:  «El  único  caso  en  que  termina  íhíb©- 
diatameute  la  exención  de  la  jurisdicción  referida  de 
que  disfrutan  los  ministros  públicos,  es  en  el  de  cons- 
piración contra  la  seguridad,  del  Estado  en  que 
residen.  Y  sin  embargo,  entonces  también,  y  siem- 
pre que  su  Índole  lo  permite,  hay  que  recurrir  al 
gobierno  del  que  representa  para  que  le  mande 
retirar.  No  obstante,  si  el  asunto  fuera  de  extraor- 
dinaria gravedad^  d  gobierno  podrá  hacerle  salir  de 
los  límites  de  su  territorio  y  wun  proceder  al  regis- 
tro desús  papeles  é  imponerle  una  pena  con  rekt- 
cion  ásu  delito.  >  (1) 

(1;  Derecho  InternacioDal.  tom.  1  ®  pig.  349. 
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819.-*-Fiore,  autor  italiano  moderno  de  gran 
reputación,  expone  sobre  la  materia  la  doctrina 
vigente,  en  esta  forma:  «Cuando  es  imposible  que 
el  agente  diplomático  continúe  ejerciendo  susfun* 
ciónos:  lo  que  puede  suceder  ó  por  que  sobreviene 
una  guerra  entre  los  dos  Estados,  y  en  ese  caso, 
cesando  las  relaciones  diplomáticas  entre  los  dos 
Estados,  el  objeto  de  la  misión  desaparece-,  ó  ctMndo 
el  Estado  cerca  del  cual  está  acreditado  se  vé 
obligado  á  darle  su  pasaporte  al  ministro  á  catisa 
de  su  mala  conducta.  Esto  no  puede  suceder 
sino  en  los  casos  indicados  mas  arriba,  es  decir, 
cuando  el  ministro  viola  de  una  manera  notable 
las  leyes  del  pais,  ó  cuando  conspira  secretamente 
contra  la  seguridad  del  Estado  ó  del  soberano; 
en  este  caso,  cuando  no  hay  tiempo  de  reclamar 
cerca  del  gobierno  que  lo  lia  acreditado.,  el  sobe- 
rano puede  fijar  un  término  para  su  partida.^  y 
seffun  la  gravedad  del  caso  y  puede  hacerlo  acom- 
pañar con  escolta  hasta  la  frontera.^  (1) 

320.— Heñler  es  mas  expresivo  si  se  quiere. 
«Por  consigaiente,  dice,— después  de  algunas  con- 
sideraciones sobre  el  punto  en  cuestión,  —el  agente 
diplomático  debe  abstenerse  de  toda  ofensa  al  go- 
bierno y  á  las  instituciones  del  Estado  extranjero- 


(1)  Naovo  derecho    Internacional    público,    parte  3'  libro  3®    cap.  2^ 
pág  .629.  edición  francesa. 
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Ae  ningún  modo  debe  inmiscuirse  en  sn  admtiiis- 
tracion  interior  y  debe  evitar  tomar  un  iono'  .de 
mando  ó  de  autoridad.  Si  se  exeede  de  estos 
límites,  el  gobierno  cerca  del  cual  eatá  aciiecUtac^ 
tiene  derecho  de  pedirle  que  no  salga  de  ellos, 
y  al  mismo  tiempo  puede  pedir  satisfacción  í  su 
soberano.  £n  fin^  está  generalmeíüe  admitido  que 
un  mímsfy*o  extranjero  atusado  de  w^  crimen  con- 
tra la  seguridad  del  Estado,  puede  ser  aleudo  ó 
expuhado  dd  pais.  En  tal  caso^  el  piivilegio  de 
la  extraterritorialidad  no  lo  protege;  por  que  esta 
inmunidad  no  puede  menoscabar  el  derecho  de 
policía  interior  del  Estado  ofendido.»  Poco  des* 
pues  agrega  el  mismo  autor,  al  enumerar  los  casos 
en  que  un  agente  diplomático  cesa  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones:  «Cuando  es  <lespedido  por  el 
gobiemo  cerca  del  cual  está  acreditado,  ó  cuando 
este  último  rehusa  recibirlo  y  tratar  con  él. »  (1) 
321. — ^Vatell  no  es  menos  explícito  en  la  manera 
de  expresar  su  jiarecer;  dice:  «  Si  el  ministro  ex- 
tranjero ofende  al  mismo  príncipe,  si  le  falta  el  res- 
peto,si  turba  la  tranquilidad  del  Estado  y  de  la  corte 
con  sus  intrigas,  el  príncipe  ofendido  eu  su  deseo 
(le  guardar  consideraciones  particulares  al  soberano 
del  ministro,  se  limita  á  veces  á  pedir  su  retiro^  ó  si 


(1).  Derecho    Internacional    púUieo  de  Enrop»,  lib.   3^,  cap.  2»,  lec- 
ción 1  * , 


la  falta  68  mas  c<m^erable)  ie  prolU))e  i^re^entarae 
en  la  corte  esperando  la  respuesta  de  s»  soberai^. 
En  casos  grav^^  ¡lega  hi^ta  lanmrlos  de  sm  Estados, 
Todo  soberano  tiene  derecho  de  proceder  de  este 
modo^  por  que  es  dueño  en  $u  casa;  ningún  ex- 
trompero  puede  permanecer  e»  sti  corte  6  en  sus  Es- 
tados smsu  Consentimiento*  .(1) 

322. —  Blantschli,  uno  de  los  autores  modernos 
mas  reputados,  que  ha  condensado  en  fórmulas  cla- 
ras y  precisas  los  principios  admitidos  sin  contro- 
versia por  las  naciones  civiliaadas  en  sus  recípro- 
cas relaciones,  se  expresa  de  este  modo:  >  Cuando 
el  enviado  se  hace  culpable  de  un  crimen  grave  con 
respecto  al  Estado  cerca  del  cual  está  acreditado. 
6  cuando  se  suscita  un  conflicto  grave  entre  los  dos 
Estados,  el  gobierno  cerca  del  cual  está  acreditado 
d  enviado  puede  iguahnente  entregarle  sua.  pasa- 
portes y  romper  de  su  lado  las  reimnes  diploma- 

tinas.  >  (2)  • 

328.— Albertini,  consagiradQ  de  u^  wanera 
especial  al  estudio  »de  la  dáplemá'Ci^  sQfdtameric^ua, 
es  también  bastante  dategóri^ijo  en  la  mawra  de  ex- 
presar sus  ideas.  Refiíjiéndose  ¿  las  misiones  di- 
plomáticas dicen  Goiielu3?en  de  j^al  modo,  cuando 
mediante   fundados  desagravios  personales  coa  el 


(l).  Derecho  de  0«»tM.  lib.  4» ,  «ap.   7« .  pig.  798. 

(2)  Derecho  Inrernftcional  eodificado.  lib.  8**,  núm.  285,  pág.  IM. 
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ininstro,  se  le  notifica  oficialmente  su  despedida 
por  el  gobierno  cerca  del  cual  está  acreditado,  y 
se  le  séllala  nn  plazo  perentorio  para  que  salga  del 
teiritorio.»  (1) 

324. — Bello  sostiene  igual  opinión.  « Si  un 
ministro  delinque,  dice,  es  necesario  recurrir  á  su 
soberano  para  que  haga  justicia.  Si  ofende  «1  go- 
bierno con  quien  ha  sido  acreditado,  se  pueda,  según 
la  gravedad  de  los  casos,  ó  pedir  á  su  soberano  que 
lo  retire,  ó  prohibirle  el  presentarse  eín  la  corte, 
Ddentras  que  su  soberano  informado  de  lós  hechos, 
toma  providencias,  ó  mandarle  salir  del  Estada-  > 
En  otro  lugar,  al  enum?^ar  los  casos  en  que 
cesan  las    funciones  de   un   agente  diplomático, 

agrega: «9^  cuando  el  gobierno  con  quien  está 

acreditado  le  despide.  »    (2) 

32B.-  El  eminente  publicista  francés,  señor  Pra- 
dier  Foderé,  cuyos  escritos  tienen  tanto  en  Europa 
como  en  América,  el  prestigio  y  la  autoridad  inhe- 
rentes al  verdadero  talento  ilustrado,  no  se  ha  limita- 
do á  sostener  igual  doctrina  en  tesis  general.  En  una 
breve  resefia  que  hizo  de  los  sucesos  relativos  á  la 
expulsión  de  moiiseftor  Ma.ttera,  justificó  la  línea  de 
conducta  del  gobierno  argentino. 


(1)»  Dereoho   D¡plomá;t¡co,  part«  3> ,  e«p.  3^ ,  páf»  tSO, 

(¿;    Prinoipioi  de    Dereoho  intoraacional.   parte  3*  .  cap.  1^  ,  Páffs.  SBS 

y  no. 
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Este  es,  camo  se  vé,  un  punto  acerca  del  cual 
hay  la  mas  completa  uniformidad  de  pareceres.  La 
discrepancia  no  se  conoce.  Los  gobiernos  ofendi- 
dos pueden  por  cortesía  y  cuando  la  facildad  y  ra- 
pidez de  las  comunicaciones  lo  permita,  pedií*  i  los 
soberanos  respectivos  el  retiro  de  sus  agentes  di- 
plomáticos; pero  en  casos  graves  y  urgentes  los  des- 
piden por  si  mismos.  En  todo  caso, este  es  un  derecho 
propio,  inherente  á  la  soberanía  de  cada  país  y  ne- 
cesario para  conservar  el  drden,  la  integridad  de 
las  instituciones  y  la  existencia  nacional  misma. 
Si  monseñor  Mattera  amenazó,  pues,^  el  drden  y 
las  instituciones,  tomando  parte  en  manejos  ten- 
dentes al  desprestigio  de  las  leyes  y  de  las  autori- 
dades constituidas,  fué  justa  y  arreglada  á  los  prin- 
cipios de  derecho  internacional,  la  medida  contra  él 
adoptada. 

La  Europa  acaba  de  presenciar  dos  casos  muy 
semejantes  á  la  expulsión,  sin  que  hasta  la  fe- 
cha se  haya  formulado  protesta  alguna  de  pai1;e 
de  las  naciones  de  donde  proceden  los  agentes 
diplomáticos.  El  Ministro  último  del  Brasil  cer- 
ca de  la  corte  del  Quirinal,  señor  Callado,  fué 
excluido  de  la  asistencia  á  los  actos  oficiales 
de  esta  por  el  gobierno  italiano,  á  consecuen- 
cia  de  haber  incurrido  en  faltas  graves  en  el  juego 
de  azar,  en  un  club  de  Roma.  Esta  exclusión  que 
importaba  privar  al  ministro,  de  hecho,  en  el  goce 


de  sus  prerogatívas,  fué  seguida  de  su  retiro.  El 
emperador  de  Austria,  por  su  parte,  se  ha  negado 
á  recibir  y  reconocer  en  calidad  de  ministro  pleni- 
potenciario, al  enviado  últimamente  por  el  gobierno 
de  los  Estados  Unidos  de  Norte- América,  señor 
Kelley.      ' 

Todo  esto  demuestra  que  siempre  se  anteponen 
los  sagrados  y  permanentes  intereses  de  una  nación 
á  las  inmunidades  de  los  fnncionaríos  diplomáticos. 
Dichas  inmunidades  concluyen  allí  donde  principia 
á  amenazarse,  á  la  sombra  de  ellas,  la  existencia  ó 
la  dignidad  de  un  Estado  soberano. 


CAPITULO  xxm 

Sistemas  de  la  clepetideuola  al>soluta 
del  £:stado  i*espeoto  de  la  I^slesla  y 
vloe-vei?sa 


SfiO.*— &•  plantea  una  cuestión  fundamental— 827.  Sistema 
del  predominio  absoluto  de  la  Iglesia  sobre  el  Estado 
— 828.  Bste  sistema  está  condenado  por  ¡la  oiencia  y 
subvierte  el  orden  de  los  principios  del  régimen  po- 
lítioo  argentino— 829.  EstA  igualmente  condenado  por 
la  historia— 880.  Las  demás  religiones  se  encuentran 
en  el  mismo  caso— 881.  Sistema  de  la  absorción  de  la 
Iglesia  por  el  Estado — 888.  Es  contrario  A  los  fines 
esenciales  del  Estado— 888.  L<a  historia  condena  este 
sistema- 884.  Conviene  arnnonizar  las  fundones  de 
ambos  poderes. 


326. — Hemos  delineado  los  rasgos  mas  culmi- 
nantes de  la  iglesia  argentina,  con  arreglo  á  las 
bases  constitutivas  de  su  organización  actual. 

Esta  organización  se  funda  en  leyes  que  origi- 
nariainente  pertenecen,  casi  en  su  totalidad,  á  una 
época  y  á  un  régimen  cuyas  instituciones  han 
ido  desapareciendo,  una  á  una,  deiTi badas  por  el 


37 


—  578  — 

trabajo  lento,  consciente  y  regenerador  de  la  Repú- 
blica y  de  la  democracia. 

El  patronato  nacional  y  los  privilegios  reconoci- 
dos en  favor  del  culto  católico  y  de  sus  ministros, 
son  los  que  mas  han  resistido,  á  las  vicisitudes  del 
tiempo  y  al  impulso  demoledor  de  las  reformas. 

¿  Debe  perpetuarse  el  sistema  fundado  en  estos 
hechos  históricos,  como  base  permanente  de  las  re- 
laciones entre  el  Estado  y  la  Iglesia.? 

¿  Es  mas  conveniente  reemplazarlo  por  otro  sis- 
tema de  los  varios  ensayados  hasta  el  presente  ? 

Para  resolver  con  acierto  estas  cuestiones,  vamos 
á  estudiar  el  carácter,  tendencias  y  eficacia  de  di- 
chos sistemas. 

327. — El  que  non  mas  propiedad  refleja  la 
audacia  y  tendencias  absorventes  del  clero,  es  aquel 
en  cuya  virtud  se  pretende  el  predominio  comple- 
to y  absoluto  de  la  Iglesia  sobre  el  Estado:  tal  es 
el  que  rigió  en  los  Estados  pontificios  hasta  la  ocu- 
pación de  Roma  por  las  tropas  italianas:  tal  es  el 
que  los  papas  y  una  gran  parte  del  clero  han  pre- 
tendido y  pretenden  imponer  á  las  naciones  católi- 
cas, especialmente  á,  aquellas  cuyas  leyes  contienen 
declaraciones  favorables  al  culto  católico  y  á  sus 
ministros.     Este  sistema  equivale,  en  suma,  á   un  j 

verdadero    régimen    teocrático,  y   como  t^l,   esta 
condenado  por  la  ciencia  y  por  la  historia. 

328.— Las  sociedades  políticas  como  pei-sonalí*- 
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dades  florales  tienen  la  responsabilidad  de  sus  ac* 
ciones.  Esta  responsabilidad  supone  en  ellas 
la  existencia  de  las  facultades  ó  atributos  necesarios 
para  encaminarse  á  la  consecución  de  sus  destinos. 
Asi  es  que  toda  sociedad  política,  todo  Estado,  es  un 
poder  autónomo^  se  halla  investido,  á  causa  de  las 
necesidades  propias  de  su  existencia,  de  las  facul 
tades  indispensables  para  organizarse  y  constituirse 
de  la  manera  mas  adecuada  á  la  realización  de 
sus  fines.  En  una  palabra,  la  sociedad  tiene  el 
derecho  de  gobeinai'se.  Como  el  gobierno  directo 
del  pueblo  por  si  mismo  es  imposible,  la  colec- 
tividad social  delega  el  ejercicio  de  sus  derechos 
en  ciertas  y  determinadas  instituciones,  tales  como 
los   poderes  legislativo,  ejecutivo  y  judicial. 

Los  mandataríos  de  un  pais  como  el  argentino, 
cuyo  sistema  de  gobierno  está  fundado  en  los  an- 
teriores principios,  no  gobiernan  en  nombre  de  una 
fracción,  de  un  grupo  6  de  una  institución  social 
determinados.  Gobiernan  en  nombre  y  represen- 
tación de  la  sociedad  entera,  que  es  la  fuente  y 
raiz  de  toda  autoridad  ejercida  en  su  seno. 

Dedúcese  de  lo  expuesto,  que  á  los  intereses  y 
necesidades  perííianentes  y  fundamentales  que  han 
originado  el  gobierno  y  sus  fines  políticos,  deben 
subordinai'se  los  intereses  y  necesidades  de  cual- 
quier grupo,  de  cualquiera  sociedad,ya  sea  religiosa, 
industrial;  científica  6  artística.    Esa  subordinación 
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es  el  sacrificio  de  los  intereses  de  unos  pocos  en 
obsequio  de  los  de  todos;  es  la  limitación  de  los 
derechos  individuales  reclamada  por  el  estado  so- 
cial; es  una  verdadera  ley  de  equilibrio:  es  en  fin 
lo  que  ctmstituye  el  orden  publico . 

El   sistema   teocrático  anunciado,  tiende  á  sub- 
vertir por  completo   el  orden  y  el  valor  de  estas 
ideas.    Pretende  subordinar  los  derechos  y  la  ac- 
ción de  la  sociedad   entera,representada   por   sus 
mandatarios,  á  los  derechos  y    pretensiones  de  una 
fracción  social,  de  la  sociedad  religiosa,  que  procede 
en  nombre  de  solo  un  orden  de  intereses  sociales, — 
de   los   intereses  religiosos.    El   mismo    sistema 
tiende  á  impedir  que  la  sociedad  política    se  go- 
bierne á  si  misma,  para  someterla  al  imperio  de 
leyes  dictadas  por  una  autoridad  extraña.    Esto 
equivale  al    desconocimiento  del    principio  de  la 
soberauia  del  pueblo,  á  la  destrucción  de  la  per- 
sonalidad moral  de  la  sociedad,  la  cual  quedaría 
sujeta   al  poder   absoluto,  irresponsable  y  por  lo 
tanto  arbitiario    de  los  romanos    pontífices,   que 
gobiernan  en  nombre  de  su  propia  infalibilidad. 

329.  —Los  ensayos  del  sistema  teocrático  han  sido 
desgraciados.  Los  encargados  de  ejecutarlo  solo 
han  dejado  sangrientas  huellas  á  su  paso  asi  como 
el  triste  y  luctuoso  recuerdo  de  horribles  estragos 
causados  por  los  ciegos  ímpetus  del  fanatismo 
religioso. 
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¿Que  fué  la  Inquisición  sino  el  poder  político, 
cou  todos  sus  elementos  de  fuerza,  puesto  al  ser- 
vicio de  los  intereses  religiosos:  ó  sea  el  predomi- 
nio del  sacerdocio  sobre  el  podor  laico,  de  la  doc- 
trina i'eligiosa  sobre  los  principios  constitutivos  de 
la  sociedad  política,  de  la  Iglesia  sobre  el  Estado? 
¿Habrían  podido  los  inquisidores  cometer  las 
iniquidades  de  que  se  hicieron  reos  si  no  hubieran 
ejercido  hasta  el  abuso,  de  facultades  propias  del  po- 
der civil,tales  como  el  empleo  de  medidas  coercitivas, 
el  enjuiciamiento  de  presuntos  culpables  y  la  aplica- 
ción de  penas  arbitrarias  de  toda  especie?  Si  la  Igle- 
sia no  hubiera  sido  en  cierto  modo  arbitra  de  los 
destinos  de  algunos  paisps,  merced  al  consentimiento 
ó  sumisión  de  sus  respectivos  soberanos,  que  ab- 
dicaron sus  poderes  ó  los  dejaron  usurpar,no  habrían 
tenido  los  inquisidores, — temerarios  propagandis- 
tas de  la  doctrina  de  aquella  comunión, — como 
ahogar,  con  la  tortura^  la  sangre  y  las  llamas,  el 
grito  herido  de  las  conciencias  que  cedian  á  los 
podei'osos  estímulos  de  la  verdad  y  del  bien. 

Los  excesos  cometidos  en  la  guerra  de  las  cru- 
zadas constituyen  otra  prueba  de  la  inconveniencia 
de  convertir  los  elementos  del  poder  civil  en  ins- 
trumentos del  fanatismo  religioso.  «Yo  no  trato 
de  disimular,  dice  el  conde  de  Frayssinous,  ardiente 
defensor  del  catolicismo,  el  libertinaje  y  la  licencia 
de  un  gran  número  de  cruzados,  el  modo  impru- 
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dente  de  dirigirlas  guerras  santas  en  algunos  pun- 
tos, ni  la  locura  de  ciertas  reuniones  tumultuosas 
que  sallan  de  Europa  sin  disciplina  y  sin  orden. 
Pero,  señores,  ¿no  se  cometeri  en  todas  las  guer- 
ras, aun  en  las  mas  justas  y  mas  bien  dirigidas, 
excesos  que  las  deshonran? *  Hubo  pues,  excesos 
condenables  en  estas  guerras,  como  los  hubo  en  los 
casos  de  la  matanza  de  San  Bartolomé,  de  la  revo- 
cacion  del  tedicto  de  Nantes  y  en  todos  aquellos  en 
que  el  arma  vengadora  ha  obedecido  á  los  estímulos 
del  sentimiento  religioso,  el  mas  intolerante  é  in- 
transigente de  todos  los  que  se  agitan  en  la  intimi- 
dad del  fuero  interno. 

330. --No  es  el  catolicismo  la  itnica  institución 
religiosa  que  lia  llegado  y  puede  llegar  á  tan  la- 
mentables extremos,  cuando  consigue  supeditar  la 
acción  de  los  poderes  del  Estado  y  convertir  las 
fuerzas  de  este  en  elementos  de  dominio.  Las  de- 
mas  leligiones,  apesar  de  su  importancia  secunda- 
ria, se  encuentran  en  igual  caso, 

Al  establecerse  el  protestantismo  en  Inglaterra,  se 
otorgó  al  rey  el  carácter  de  gefe  de  la  iglesia  angli- 
cana  y  se  sancionó  una  nueva  liturgia.  A  los  miem- 
bros del  clero  que  lehusaban  conformarse  con  esta 
última  se  les  castigaba  con  prisión  y  exageradas  mul- 
tas. Adeuiás,  á  los  ministros  del  culto  católico  se 
les  prohibió  residir  en  el  reino  so  pena  de  ser  trata- 
dos como  reos  de  delitos  de  alta  traición.    Los  cató- 
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lieos  que  querían  entrar  al  parlamento  debían  abju- 
rar primero  los  dogmas  do  su  religión:  á  los  que  no 
reconocian  la  supremacía  de  la  iglesia  anglicana.  se 
les  encarcelaba  perpetuamente  y  sus  bienes  eran  con- 
fiscados. 

VA  autor  ortodoxo  anteiiormente  citado,  defen- 
diendo al  cristianismo  de  los  ataques  de  sus  adver- 
sarios, formula  las  siguientes  observaciones  que 
se  armonizan  con  nuestras  ideas.  «Vosotros,  dice,  pu- 
blicáis que  el  cristianismo  es  el  que  únicamente  ha 
encendido  sangrientas  disputas  do  religión,  y  que 
solo  él  ha  inspirado  el  celo  perseguidor;  pero  olvidáis 
que  la  historiado  los  pueblos  de  la  antigua  (xrecia 
nos  presenta  una  guerra  sagrada,  continuada  con 
furor  por  espacio  de  diez  años,  de  la  cual  fué  causa 
la  religión:  que  Jorges,  adorador  del  fuego  elemen- 
tal, taló  la  (írecia  v  destruvó  los  templos  de  sus 
dioses;  que  en  J^gipto.  en  tanto  que  un  pueblo  colo- 
caba sobre  los  altares  cierta  especie  de  animales, 
sus  vecinos  los  abominaban  de  lo  que  procedían 
guerras  continuas  de  ciudad  contra  ciudad:  que  el 
celo  del  paganismo  hizo  correr  arroyos  de  sangre 
cristiana  en  las  provincias  del  imperio  por  espacio 
de  tres  siglos:  que  los  armenios,  que  habían  abra- 
zado y  profesaban  tranquilamente  el  cristianismo, 
tuvieren  que  so.stener  en  el  siglo  IV  una  guerra 
cruel  contra  Maximino,  que  se  puso  al  frente  de 
sus  tropas,  para  atacarlos  en  sus  montañas,  y  obli- 
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garlos  á  restablecer  los  ídolos  que  hablan  derribado-^ 
que  Juliano  el  fil<58ofo  hizo  á  la  religión  una  perse- 
cncion  mocho  mas  tenaz  y  terrible  qae  la  de  Neron^ 
qne  el  Caliñi  Omai'  destruyó  mas  de  cuatro  mil  tem- 
plos paganos,  ó  iglesias  cristianas,  y  extendió  por  la 
fuerza  de  las  armas  en  dilatados  paises  la  doctrina 
del  falso  profeta-,  que  las  contiendas  religiosas  so- 
bre el  Á.lcoi*an  han  originado  guerras  sangrientas 
entre  persas  3*  turcos.  > 

Las  teocracias  mas  ó  menos  francas  ó  encubier- 
tas son  siempre  perniciosas  é  inicuas.  Extraviadas 
por  el  fanatismo  que  ofusca  y  ciega,  pretenden  go- 
bernar y  dirigir  no  solamente  los  actos  humanos 
de  caj-ácter  social,  sino  los  pertenecientes  al  fuero 
sagrado  é  inviolable  de  la  conciencia:  tienden  á  rom- 
per la  armonía  que  debe  existir  entre  los  intereses 
legítimos,  estatuyendo  el  predominio  i)dioso  y  abso- 
luto de  uno  sobre  los  demás.  Sobre  esta  base^  á 
todas  luces  injusta,  no  se  puede  ni  se  debe  proyectar 
un  nuevo  régimen  para  la  iglesia  argentina. 

331. — Hay  un  sistema  inverso  al  anterior*  Con- 
siste en  poner  á  la  iglesia  bajo  la  absoluta  depen- 
dencia del  poder  civil,  en  lo  que  se  refiere  á 
su  régimen  interno  y  sin  cará(Jter  temporal  alguno. 
El  sistema  anterior  significaba  la  absorción  del 
Estado  por  la  Iglesia,  de  la  sociedad  laica  por  la 
sociedad  religiosa.  El  presente  implica  la  absorción 
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de  la  Iglesia  por  el  Estado,  de  la  sociedad  religiosa 
por  la  sociedad  política. 

¿Es  mas  fondado,  razonable  y  ventajoso  rste 
segundo  sistema?  Lo  reputamos  tan  infunilado 
y  funesto  como  el  primero.  Ambos  son  la  expre- 
sión de  la  tírania  ejercida  sobre  las  conciencias. 

332. — ^El  Estado,  como  hemos  dicho,  tiene  fines 
perfectamente  marcados  y  definidos,  que  se  resumen 
en  la  conservación  del  orden  social  mediante  la  ga- 
rantía del  derecho.  Los  hechos  sin  carácter  social 
no  pueden  comprometer  el  orden  y  no  pueden 
por  lo  tanto  caer  bajo  la  acción  de  la  autoridad. 
Por  consiguiente,  toda  intervención  del  Estado  en 
aquellos  actos  de  las  sociedades  religiosas  no  sus- 
ceptibles de  trastornar  el  orden,  es  indebida  é  injus- 
ta por  que  no  se  armoniza,  sino  mas  bien  se  aparta, 
de  sus  fines  esenciales. 

Indebido  é  injusto  es  que  la  sociedad  política  pre- 
tenda absorver  á  la  sociedad  religiosa,  dictando  las 
leyes  que  deban  regirla  y  gobernaila  en  el  orden  es- 
piritual. Esta  absorción  equivaldría  á  la  pérdida 
completa  de  la  autonomía  especial  que  todas  las  so- 
ciedades pi-ivadas  conservan,  dentro  de  los  límites  es- 
tablecidos por  las  leyes  de  orden  público.  La  desa- 
parícion  de  dicha  autonomia  significaría  en  realidad 
la  desaparición  de  la  sociedad  religiosa  sustituida  en 
sus  funciones  por  el  Estado.  En  tal  caso,  el  Estado, 
en  vez  de  gara^ítizar  el  ejercicio  del  derecho,  para 
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que  todos  los  individuos  y  sociedades  llenasen  sus 
respectivos  fines,  en  vez  de  robustecer  con  su  acción 
protectora  la  existencia  de  las  personas  jurídicas  es- 
tablecidas en  su  seno,  liabria  contribuido  á  la  desa- 
parición de  una  de  esas  personalidades. — habría 
atentado  contra  los  derechos  fundamentales  que  ata- 
ñen ala  propia  existencia. 

El  Estado  puede  y  debe  proteger  los  derechos  de 
los  individuos  y  de  las  sociedades;  puede  y  debe 
restringir  el  ejercicio  de  esos  derechos  en  la  medida 
y  dentro  de  los  límites  necesarios  á  la  conservación 
del  orden  público.  Pero  como  restringir  no  es 
suprimir,  no  puede  ni  debe  realizar  la  absorción 
de  que  hemos  hablado;  no  puede  ni  debe  someter  la 
Iglesia  á  una  dependencia  absoluta,  respecto  de  lo 
que  por  su  naturaleza  no  puede  tener  carácter  tem- 
poral algiuio. 

333— Los  inconvenientes  de  que  en  la  práctica 
adolece  este  sistema,  se  han  traducido  en  la  historia 
por  medio  de  hechos  significativos.  Ellos  hanma- 
nifestado  que  bajo  el  régimen  de  una  esclavitud  se- 
mejante, al  mismo  tiempo  que  los  soberanos  tempo- 
rales han  malgastado  el  tiempo  en  aí^untos  extraños 
á  su  misión,  la  Iglesia  ha  presentado  el  triste  espec- 
táculo de  la  degradación  dq  sus  ministros  y  de  la 
inseguridad  de  sus  intereses  de  carácter  esencial- 
mente privados. 

Gregorio  de  Tours  trae  multitud  de  recuerdos 
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históricos  de  no  dudosa  significación,  reproducidos 
por  Horoy.  (1) 

Después  de  la  muerte  de  Perreole  obispo  de  Uzés, 
como  acontecía  frecuentemente  en  aquellos  tiem- 
pos,— siglos  VI  y  Vil,  -  su  sucesión  fué  objeto 
de  serias  disputas.  Albin,  ex-prefecto  y  simple  laico, 
se  apoderó  del  puesto  y  lo  desempeñó  tres  meses 
al  cabo  de  los  cuales  murió.  El  rey  ordenó  que 
fuese  reemplazado  por  Jovin,  otro  laico,  ex-gober- 
nador  de  la  provincia.  Entretanto,  el  diácono  Mar- 
celo se  habia  hecho  elegir  por  el  clero  y  titttó  de 
sostenerse  en  su  puesto,  habiendo  procurado  Jovin 
lanzarlo  por  la  fuerza.  Dommulus  que  habia  gober- 
nado V'U  años  el  obispado  de  Maus,  designó  antes  de 
morir,  para  sucederle,  al  abate  Teodulfo.  Al  prin- 
cipio el  rey  confirmó  tal  designación.  Pero  después 
cambió  de  opinión  y  nombró  á  Badegesidio,  alcalde 
del  palacio  real.  Bertrand,  obispo  de  Burdeos,  ha- 
bia designado  á  su  diácono  Waldon  para  sucederle. 
Muerto  el  primero,  ¿e  presentó  el  segundo  ante  el 
rey,  manifestándole  el  acta  de  su  nombramiento  por 
los  fieles  y  haciéndole  algunos  presentes.  El  rey, 
desconociendo  la  validez  de  esos  títulos,  ordenó  que 
Gondresilo  conde  de  Sains,  desempeñase  el  obispa- 
do después  de  su  respectiva  consagi-acion. 

♦  Las  querellas  suscitada  en  la  Iglesia  de  Rodes 

(1;  Repportfl  du  SAcerdoce,  tomo  2^,  parte  h*,  cap.  1®, 
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con  motivo  del  episcopado,  agrega  el  señor  Horoy, 
•ion  mas  escandalosas.  La  iglesia  fué  por  decirlo 
asi  entregada  al  pillaje.  Los  vasos  sagrados  y 
objetos  preciosos  desaparecian.  Con  el  apoyo  de 
Briinehilde  se  eliminó  al  sacerdote  Transobade  y  se 
eligió  á  Inocente  conde  del  Gevaudan.  En  tiempo 
de  Chilperico  pocos  clérigos  obtienen  el  episcopado. 
Se  elegían  para  el  cargo  simples  laicos.  Laban^  obis- 
po de  Eause  mueito, tuvo  por  sucesor á  Didier  laico. 
El  rey  habia  prometido  sin  embargo  bajo  juramento 
que  jamas  eligirla  los  obispos  entre  los  laicos.  Pero, 
cuanto  no  puede  sobre  el  corazón  de  los  moi1;ales  la 
sed  del  oro! » 

334.— No  nos  extrañan  abusos  de  esta  naturaleza. 
Son  consecuencias  naturales  de  haberse  entregado 
los  asniítos  espirituales  de  la  Iglesia  á  merced  de 
los  poderes  temporales-,  de  haber  trocado  su  inde- 
pendencia y  libertad,  en  el  orden  espiritual,  por  la 
acción  protectora  del  Estado. 

Así  como  la  Iglesia,  á  la  sombia  de  ciertas  pre- 
rogativas,  ha  pretendido  y  pretende  subordinar  á 
sus  miras  los  demás  intereses  sociales,  estudiando  y 
resolviendo  todas  las  cuestiones  á  través  de  sus 
propias  y  exclusivas  conveniencias-,  así  también 
los  soberanos  temporales,  cuando  han  sido  recono- 
cidos con  poderes  amplios  para  i  egularizar  la  mar- 
cha espiritual  de  la  Iglesia,  han  estudiado  todas  las 
cuestiones  referentes  al  culto  y  á  sus  ministros,  á 
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través  del  prisma  de  los  interees  y  conveniencias  de 
la  sociedad  política. 

No  conviene,  por  lo  tanto,  erigir  á  la  Iglesia 
en  arbitro  absoluto  de  los  destinos  nacionales,  ni 
hacer  desaparecer  su  acción  propia,  en  el  orden  es- 
piritual, bajo  la  fuerza  omnipotente  del  Estado. 
Conviene  armonizar  el  ejercicio  de  las  facultades 
correspondientes  á  estas  dos  instituciones. 

¿Cual  será  el  mejor  medio  ó  el  mejor  sistema 
de  organización,  para  conseguir  esta  armonía?. 

Proseguiremos  en  los  siguientes  capítulos. 


CAPITULO    XXIV 


Rlslioriia  <le  los"  oonoordatos 


336.— Defintoion  y  antigaedad  de  loe  oonoordatos— 886. 
Fundamento  racional  y  objeto  prá.otico  de  los  ooncor- 
datos  en  otra  época— 387.  En  la  actualidad,  son  un 
verdadero  anacronismo  ante  la  ciencia  del  derecho>- 
338.  L.OS  concordatos  tienden  A  menoscabar  los  dere- 
chos fundamentales  del  Estado— 330.  L>as  materias  só- 
brelas cuales  versan,  demuestran  que  son  innecesarios 
— 340.  Imposibilidad  de  la  celebración  de  un  concordato, 
dado  el  carácter  de  las  pretensiones  del  pontificado  y 
del  Estado  argentino— 841.  Esta  imposibilidad  se  con- 
firma con  las  tentativas  frustadas  hechas  en  tal  senti- 
do por  los  gobiernos  de  Bolivia,  Perú,  Chile  y  Repú- 
blica Argentina— 342.  L.a  misma  imposibilidad  se 
demuestra  con  la  ruptura  ó  difícil  cumplimiento  de 
los  concordatos  europeos— 343.  L.os  que  defienden  la 
necesidad  de  los  concordatos  sostienen  implícitamente 
la  facultad  del  Estado  para  reglamentar  la  disciplina 
eclesiástica— 844.  L^a  República  Argentina,  sin  concor- 
datos, ha  ejercido  y  ejerce  tranquilamente  las  facultades 
que  en  un  concordato  pudieran  reconocérsele. 


335. — Proponen  algunos,  como  medio  de  conse- 
guir una  marcha  armcínica  entre  el  Estado  y  la 
Iglesia,  la  celebi-acion  de  un    concordato.     Nece- 
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sitamos,  por  lo  tanto,  consagrai*  unas  cuantas  pá- 
ginas  á  esta  materia. 

Concordato  es  todo  convenio  celebrado  entre  el 
romano  pontífice  y  el  soberano  de  un  ülstado,  so- 
bre materias  eclesiásticas. 

La  celebración  de  esta  clase  de  pa,ctos  no  dati^ 
de  fechas  muy  recientes.  Su  origen  se  remonta 
alano  1122  en  el  que  se  celebró  el  primer  con- 
cordato entre  Enrique  V  emperador  de  Alemania 
y  el  papa  Calixto  II.  Posteriormente,  en  épocas 
sucesivas,  kan  celebrado  convenios  de  la  misma 
naturaleza,  diferentes  paises  de  Europa  y  América. 
Entre  los  primeros  podemos  citar  Portugal,  Es- 
paña, Polonia,  diferentes  estados  de  Italia,  Francia, 
diferentes  estados  de  Alemania,  Bélgica,  Suiza, 
Rusia  y  Austria.  Entre  los  paises  de  América  se 
ouentan  Costa  Rica,  Guatemala,  Haití,  Honduras, 
Ecuador,  Venezuela,  Nicaragua  y  San  Salvador. 

336.  —Hubo  un  tiempo  en  el  cual  los  concorda- 
tos tuvieron  su  fundamento  racional  y  su  impoiian- 
cia  práctica.  El  fundamento  consistió  en  el  doble 
carácter  de  la  soberanía  de  los  romanos  pontífices: 
tenían  la  soberanía  espiíitual  inherente  á  su  calidad 
de  gefes  supremos  del  catolicismo^  y  la  soberania 
temporal  unida  á  su  calidad  de  gobernantes  de  los 
estados p')ntificios.  Se  encontraban  ala  cabeza 
de  una  nación  soberana^  eran  verdaderos  gefes  de 
un  Estado  independiente  con  iguales    títulos,  de- 
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réchos  y  prerogativas  á  los  de  los  demás.  Estal)an 
investidos^  por  lo  tanto,  de  suñcientes  facultades 
para  celebrar  tratados  públicos  y  concordatos.  La 
importancia  práctica  de  estos  convenios,  nacia  de 
la  influencia  ejercida  entonces  sobre  la  marcha 
política  y  social  de  los  pueblos,  por  el  sentimiento 
religioso.  A  fin  de  poner  á  raya  los  excesos  del 
fanatismo  y  los  abusos  del  clero,  era  preciso  pro- 
ceder de  acuerdo  con  los  papas,  y  ese  acuerdo  se 
establéela  por  medio  délos  concordatos. 

Los  soberanos  temporales  se  encontraban  en  la  al- 
ternativa:  ó  de  proceder  por  si  solos,  en  virtud  de 
sus  propias  facultades,  luchando  contra  la  corriente 
del  fanatismo-,  ó  de  solicitar  el  acuerdo  de  los  ro- 
manos pontífices  para  contar  con  el  apoyo  moral 
de  su  autoridad.  El  primer  medio  solía  dar 
origen  á  la  violencia,  á  la  lucha  y  á  mas  gra- 
ves desórdenes.  Dado  el  estado  de  los  ánimos, 
esas  medidas  eran  al  mismo  tiempo  impopulares. 
Por  eso  se  apeló  al  segundo  medio,  al  de  los 
concordatos,  que  si  no  mejoraban  radicalmente 
las  cosas,  tenian  la  virtud  de  atemperarla  vehe- 
menicia  de  las  pasiones  despertadas  por  el  sentimien- 
to religioso. 

Las  razones  que  en  esas  épocas  disculparon  ó 
justificaron  la  celebración  de  los  concordatos,  han 
desaparecido  hoy  por  completo,  especialmente  tra- 
trandose  de  los  países  democráticos.  La  celebración 

38 
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de  un  concordato  entre  el  santo  padre  y  la  Eeptí- 
blica  Argentina,  no  tendría  en  estos  momentos,  ni 
fundamento  racional  que  lo  explícase^  ni  objeto  prác- 
tico que  le  sirviese  de  pretexto. 

337. — Demostremos  primero  que  los  concorda- 
tos son,  en  el  dia,  un  verdadero  anacronismo  ante 
la  ciencia  del  derecho. 

Los  romanos  pontífices  se  encuentran  privados 
hoy  de  la  soberania  temporal,  tanto  por  la  fuerza 
irresistible  de  !os  sucesos  como  por  la  voluntad  de 
los  pueblos  sometidos  un  tiempo  á  la  dirección 
de  sus  gobiernos.  No  son  gefes  de  Estado,  no  re- 
presentan los  intereses  de  nación  alguna,  no  ejer- 
cen soberania  territorial-,  por  consiguiente,  no  pue- 
den tratar  con  los  representantes  de  las  demás  na- 
ciones como  de  soberano  a  soberano;  no  pueden  dar 
á  sus  pactos,  en  rigor,  el  carácter  de  tratados  inter- 
nacionales. 

Supongamos  que  se  llegase  á  celebrar  un  con- 
cordato entro  el  soberano  pontífice  y  la  República 
Argentina;  supongamos  igualmente, — esto  cabe  en 
la  esfera  de  las  posibilidades, — que  el  soberano  pon- 
tífice, por  error  de  concepto  ó  de  una  manera  deli- 
berada, incurriese  y  persistiese  en  la  violación  de 
dicho  pacto,  en  puntos  mas  ó  menos  esenciales  é  im- 
portantes. ¿De  que  Tnedio  se  valdría  el  gobierno 
argentino  para  reducirlo  al  cumplimiento  de  los 
compromisos  solemnemente  contraidos?  El  derecho 
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internacional,  refiriéndose  á  los  tratados  públicos, 
reconoce  el  empleo  de  dos  recursos^  en  favor  del 
soberano  burlado:  ó  bien  declarar  roto  el  pacto,  ó 
apelar  á  las  armas  para    hacerse  justicia. 

El  empleo*  del  primer  recurso  nada  remediarla, 
si  se  tratase  de  una  violación  que  comprometiese 
derechos  importantes  del  Estado.  ¿Y  como  se  po- 
dría apelar  á  las  armas  para  obligar  al  papa  á  cum- 
plir el  pacto  firmado  por  él,  en  las  condiciones  á  que 
hoy  se  encuentra  sujeto  el  ejercicio  de  su  autoridad? 
¿Consentiría  la  Italia  que  nación  alguna  llevase 
las  hostilidades  ó  la  guerra  al  Vaticano,  es  decir  á 
su  propio  territorio? 

Ademas,  la  ley  italiana  de  garantías  en  íavor. del 
romano  pontífice;  ha  declarado  sagrada  é  inviolable 
la  persona  de  éste.  La  Italia  se  ha  comprometido 
á  respetar  y  defender  dicha  inviolavilidad.  (1)  Por 
consiguiente,  cualquiera  nación  estrafla  que  in- 
tentase empleai*  medidas  coercitivas  contra  el  papa, 
para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  sus  actos 
como  poder  soberano,  se  estrellarla  contra  las  leyes 
de  la  Italia,  tendria  que  luchar  con  esta. 

No  habiendo  medio  de  hacer  efectiva  la  respon- 
sabilidad de  los  papas,  en  su  carácter  de  soberanos 
contratantes,  no  se  les  puede  reconocer  facultad 
para  celebrar  concordatos  con  carácter  internacio- 

(I)  Artículos  1*  y  2^   de  U  ley  itaUíaa  de  U  de  Ma^o  de  1871. 
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nal.  Los  soberanas  que  no  pueden  asumir  la  res- 
ponsabilidad de  sus  acciones,  no  son  personati  jtoi* 
dicas  ante  el  derecho  internacional  y  los  que  carecen 
del  atributo  esencial  de  la  personalidad  jurídica  solo 
pueden  contratar  como  individuos  privados  ó  como 
gefes  de  una  institución  privada,  dentro  d^  los  li- 
mites permitidos  por  las  leyes  de  sus  respectitos 
países^  pero  no  pueden  contratar  como  de  soberano 
á  sobei'aao.  En  realidad,  no  son  soberanos. 

338.  -  Además^  los  concordatos, — aún  los  cele- 
brados por  el  romano  pontífice  en  su  carácter  de 
gefe  de  una  institución  privada, — tienden  á  menos- 
cabar los  derechos  esenciales  y  las  funciones  legí- 
timas de  los  soberanos  temporales. 

En  los  mencionados  pactos,  se  ha  legislado  y  se 
legisla  sobre  materias  mixtas  y  puramente  eclesiásti*- 
cas.   En  el  de  1818  celebrado  entre  Pió  VII  y  Fer- 
nando rey  de  las  dos  Cicilias,  se  establecieron  prin- 
cipios  fundamentales  referentes  al   régimen  de  la 
enseñanza    pública:    las  universidades,  colegios  y 
escuelas  debian  conformar  su  enseñanza  á  la  doctiina 
católica,  y  el  gobierno  debía  prohibir  la  circuládoQ 
de  los  libros  designados  por  los  obispos  como  ccm- 
trarios  á  la  fé  y  á  las  buenas  costumbres.    Algo 
parecido  se  estableció  en  el  concordato   de  1851 
flirmado  por  Pió  IX  é  Isabel  H,  reina  de  España. 
y  en  los  de  1853  firmados  por  el  mismo  pontiflce  y 
por  los  gobiernos  de  Costa  Eica  y  Guatemala. 
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!Elii  el  concordato  de  1836  celebrado  entre  Gre* 
gorio  XVI  y  Oárlos  Alberto  rey  de  Cerdefia^  se 
estipuló  que  los.  libros  de  nacimientos,  matrimonios 
y  defanoiones  debian  ser  revisados  por  el  ordina- 
rio y  «e  autorizó  á  solo  el  obispo  para  inscribir  en 
Ips  xegistroa  los  lo^atrimonios  llamados  de  concien- 
da.  Se  acordó  también  (jjue  ninguna  inhumación  se 
Jwia  sino  después  de  24  horas,  y  en  caso  de  muerte 
repentina,  después  de  48  horas. 

En  otros  concordatos,  como  en  el  de  1841  cele- 
teado  entre  el  misno  Gregorio  XVT  y  Carlos  Alber- 
tí>rey  de  Cerdefia,  y  en  el  de  1851  concluido  entre 
Pío  IX  y  Leopoldo  II  gran  duque  de  Etruriá,  se 
estipuló  la  necesidad  del  consentimiento  de  los  sobe- 
ranos  pontífices  pa)*a  que  los  magistrados  laicos  pu- 
diesen juzgar  á  los  eclesiásticos  por  causas  de 
delitos  comunes.  En  el  primero  de  los  pactos  men- 
ciiwtdos  se  llegó  hasta  restringir  ía  facultad  de 
dichos  magistrados,  los  cuales,  por  el  delito  de 
peculado,  no  debian  condenar  álos  eclesiásticos 
sino  á  la  pena  de  multa,  sin  añadidura  de  pena 
corporal  alguna*  En  el  concordato  de  la  Bepú- 
Uica  de  Guatem^ala .  se  estipuló  que  aun  cuando 
.las  causas  criminales  de  los  eclesiásticos  se  ven- 
tilarian  ante  los  tribunales  laicos,  en  segunda  y 
última  instancia  formarían  parte  del  tribunal  dos 
eclesiásticos  y  sus  sentencias  no  serian  públicas. 
Por  el   concordato  de  1862  celebrado  entre  Pió 
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IX  y  la  Bepüblica  del  Ecuador,  se  recámente  ^ 
derecho  de  asociación,  estableciéndose  que  na  se  po- 
dría constituir  en  el  territorio  de  dicha  República 
ninguna  sociedad  condenada  por  la  Iglesia,  Ade- 
más, se  declararon  abolidos  los  recursos  de  fuerza. 

De  las  disposiciones  consignadas  en  los  concor- 
datos resferidos  resulta  que  en  ellos  se  ha  legislado 
sobre  enseñanza,  sobre  registros  civiles,  inhumacio- 
nes, jurisdicción  de  los  jueces  laicos,  composición  de 
los  tribunales  de  justicia,  aplicación  de  penas  por 
delitos  comunes  y  sobre  el  derecho  de  asociación. 
Basta  el  simple  relato  de  estas  materias  para 
adquirir  la  persuacion  de  que  ellas  están  intima- 
mente ligados  con  el  orden  público  y  de  que  su  re- 
glamentación es  del  resorte  exclusivo  de  la  auto- 
ridad política.  Celebrar  convenios  acerca  de 
dichos  puntos  equivale,  por  lo  menos,  á  dar  el  ca- 
rácter de  un  compromiso,  de  un  pacto  bilateral  y 
á  veces  hasta  el  de  una  concesión  de  los  romanos 

m 

pontífices,  á  todo  lo  que  los  estados  soberanos  poseen 
por  derecho  propio,  á  lo  que  es  inherente  y  esencial 
á  sus  facultades  protectoras  del  orden.  Por  eso 
deciamos  que  los  concordatos  tienden  á  menoscabar 
los  derechos  fundamentales  del  Estado. 

339. — Las  materias  eclesiásticas,  objeto  de  los 
concordatos,  pueden  ser  de  desalases:  unas  referen- 
tes al  culto   extemo  y  del  dominio  del  drden  teni- 
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peral;  otras  referentes  á  solo  el  dogma  7  la  moral 
sin  caritcter  alguno  temporal. 

Para  reglamentar  las  primeras^  no  necesita  recur- 
rir el  Estado  á  los  concordatos.  El  cai*ácter 
temporal  de  esos  asuntos  lo  autoriza  para  regla- 
mentarlos, es  decir  para  imponer  las  restricciones 
necesarias  al  mantenimiento  del  orden  social.  El 
Estado  no  puede  ni  debe  subordinar  esta  facul- 
tad primaria  á  las  condiciones  de  ningún  pacto. 
La  ejerce  por  si  solo,  de  una  manera  completa  y 
absoluta. 

Si  se  trata  de  reglamentar  los  asuntos  eclesiás- 
ticos relativo  á  la  moral  y  al  dogma,  cuando  ellos 
no  se  traducen  en  actos  públicos,  tampoco  es 
necesaria  la  celebración  de  concordatos.  Los 
asuiítos  puramente  espirituales,  son  de  la  ex- 
clusiva competencia  de  la  Iglesia.  Ella  puede 
dirigirlos  é  impulsarlos  al  amparo  de  las  leyes 
patrias,  asi  como  las  demás  sociedades  dirigen  é 
impulsan  los  que  patrocinan,  con  arreglo  á  sus 
fines  respectivos  y  á  sus  propios  reglamentos.  Este 
argumento  tiene  mas  fuerza,  tratándose  de  paises 
como  el  argentino,  en  donde  la  acción  de  la  au- 
toridad pública  sobre  lo  referente  al  culto  cató- 
lico se  funda  no  solo  en  sus  facultades  gene- 
rales para  la  conservación  del  orden  sino  en  lai« 
funciones  especiales  que  como  á  patrono  de  las 
iglesias   establecidas   en  el   territorio  nacional  le 
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coiTesponde,  La  exísseneia  ie  ds&dereebo  ^  in- 
tronato  ha  quedado  perfectamente  JQstiflcad&<y  49 
solo  basta^  seguB  lae  mt^ltiplen  foncioaies  qm  ajbraza, 
para  reglamentar  y  ordenar  todos  los  ptmtos  qoe 
pudiei:an  servir  de  materia  á  las  dáferetates  4áaú- 
sulas  de  un  concordato. 

340. — Las  tentativais  que  «e  hagan  pon  ia 
celebración  de  un  concordato,  ó  serán :  eosufiMaí- 
mente  ineficaces,  ó  si  conducen  á  algún  resutodít 
será,  indudablemente,  con  men^cabo  di^  la  sobera- 
nía y  de  la  dignidad  nacionales.  Dfecliyameirte:  ^h 
el  capitulo  X  demostramos  la  existencia  de  uea  ra- 
dical incompatibilidad  entre  la&  tendencias  de  la 
Iglesia  y  las  de  la  sociedad  política  argentina;  ma- 
chos de  los  principios  y  doctrinas  condenadas  p«r 
la  primera  forman  pai^te  integra&te  de  las  bases  de 
la  constitución  orgánica  de  la  segunda. 

Sábese,  por  otra  parte,  que  en  materia  de  dookri^ 
ñas  y  de  aut(uridad,  la  corte  pontificia  es  intransí* 
gente:  no  cede  un  ápice-,  no  admite  el  temperamento 
de  las  contemporízaeienes;  cuando  confine  en 
alge^no  le  da  la  forma  del  reconocimiento* de  un 
derecho  ó  de  una  necesidad  impufisto  por  las  eii^ 
cunstancias,  sino  el  de  lui  favor^  de  um  concesiva 
6  de  una  gracia.  !Para  Uegar  á  la  eeleb^eií(>n  del 
concordato  seria,  pues,  necesíirío  doblegar  la  Ger¥Í9 
ante  la  omnipotencia  del  pontificado^  renunciar  á 
los  derechos  y  prerogativas  de  que  el  pais  seea- 
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dieiitra  m.  posesión,  y  aeei^tarios  después  como  nn 
ÍRVor.  .... 

CnaiMlo  se  paii;ede  bases  diameti^altuente  opuestas 
para  conti*afóm,  todo  convenio  es  imposible. 

34 L — No  bacemois  suposiciones  capiíchosas  é 
improbables.  Tenemos  ejemplos  recientes  de  ten- 
tativas análogas  fracasadas  por  las  pretensiones 
inadmisibles  de  la  corte  pontifieia.  Recordemos 
algunos. 

El  29  de  Mayo  de  1851  se  firmó  en  Boma  por 
el  cardenal  Antonelli,  representante  de  su  santidad; 
y  el  general  Andrés  Santa-Cru^,  representante  de 
BoKtia,  un  proyecto  de  concordato.  En  virtud  de 
Ofife  pacto  se  entregaba  por  completo  el  régimen  de 
la  en^fian^a^  en  las  universidades,  colegios  y  es- 
cuelas, á  los  obispos;  se  reconocía  el  patronato  na- 
cional notablemente  restringido  en  sus  funciones, 
con  el  carácter  de  una  gracia  concedida  poi*  el  papa-, 
cen  igual  carácter  se  estipuló  el  enjuiciamiento  de 
los  eclesiásticos  por  los  tribunales  laicos,  con  el 
agregado  de  que  en  segunda  y  ultima  instancia  for- 
marían parte  del  tribunal  dos  eclesiásticas  nombra- 
dos por  el  ordinario;  se  decidió  la  ^onservat-ion  de 
los  monasterios  de  regulares  de  ambos  sexos  y  el 
derecho  de  establecer  otros  nuevos;  los  casos  no 
pi*evistos  en  el  concordato  debian  resolverse  con 
arreglo  ft  la  disciplina  de  la  Iglesia  Católica,  Apos- 
tóficaí  Romana:    en  una  f)a}abra,  se   falsearan,  en 
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ese  proyecto,  todos  los  resortes  de  la  administración 
nacional  boliviana.  La  fuente  primaria  de  sus 
mas  sagrados  derechos,  es  decíi*  sa  soberanía,  fué 
reemplazada  por  la  volantad  omnímoda  del  santo 
padre.  Dicho  proyecto  fné  rechazado  en  las  cá- 
maras legislativas  de  Solivia.  Para  ello  bastid  qa¿ 
los  representes  del  pais  cedieran  á  los  estímalos  del 
instinto  de  la  propia  conservación.  Se  encontra- 
ron en  presencia  del  dilema  fatal:  existir  como 
pueblo  soberano  ó  no  existir,  y  optaron  por  lo  pri- 
mero. 

En  1853,  el  gobierno  del  Perú  intentó  ce- 
lebrar un  concordato.  No  se  pudo,  como  en  el 
caso  anterior,  llegar  á  un  resultado  definitivo,  por 
incompatibilidad  de  ideas,  miras  y  propósitos  entre 
las  dos  potestades.  Ademas  de  las  instrnciúones 
dadas  al  negociador  peruano  tendentes  á  mantener 
á  la  Kepública  en  completa  posesión  de  los  dere- 
chos y  prerogativas  de  los  reyes  de  España,  en  la 
cámara  de  diputados,  22  miembros  presentai'on 
una  proposición  cuya  parte  dispositiva  era  esta: 
«La  cámara  no  prestará  su  aprobación  á  pacto  6 
concordato  alguno  que  se  estipule,  por  el  cual  pier- 
da la  nación,  ó  se  desconozcan  los  derechos, 
fueros  ó  costumbres  de  que  se  haya  en  legítima 
posesión,  tanto  por  las  leyes  españolas  y  reales 
cédulas  promulgadas  antes  de  la  independencia, 
como  por   las   demás   disposiciones    dictadas  por 
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Ios  congresos  6  por  los  gobiernos  en  la  época  de 
la  República.» 

Con  posterioridad  á  esta  tentativa  infructaosa,  la 
Constitución  política  peruana  de  1860,  prescribió 
que  á  la  mayor  brevedad  posible  se  celebrase  un  con- 
cordato con  la  santa  sede.  Apesar  de  los  25  años 
trascurridos  hasta  la  fecha,  no  se  ha  celebrado  di- 
cho concordato,  ni  es  posible  su  celebración,  desde 
que  no  se  ha  de  ir  á  Roma  á  solicitar  como  una 
gracia,  las  prerogativas  declaradas  por  la  misma 
Constitución  como  derechos  propios  del  Estado. 

Chile,  por  su  parte,  ha  procurado  en  dos  oca- 
siones distintas  llegar  á  la  celebración  de  un  con- 
cordato. En  1846  faé  á  Roma  con  este  encargo  el 
señor  Yrarrázabal  y  en  1856  el  general  Manuel 
Blanco  Encalada.  Las  dos  tentativas  fracasaron, 
como  dijo  el  señor  Puelma  en  uno  de  sus  discursos 
pronunciados  en  1884  en  el  parlamento  chileno,  por 
el  inconveniente  capital  del  exequatiét\  que  no  fué 
posible  salvar  en  ninguna  forma. 

La  República  Argentina  ha  hecho  dos  tenta- 
tivas en  el  sentido  indicado.  La  primera  fué  ini- 
ciada en  Setiembre  de  1858.  Entonces  se  formuló 
un  proyecto  de  convenio  por  el  plenipotenciario 
argentino-,  pero  dicho  proyecto  fué  deshauciado 
por  el  liberal  gobierno  de  1864,  no  dispuesto  á 
sacrificar  las  inmunidades  de  la  soberanía  nacio- 
nal, dando  el  carácter  de  derechos  recientemente 
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adqvhiáos  á  los  qm  iarmúbm  parte  del  gmpi  caudal 
de  sus  propias  prerogaüvas.  Según  el  meiidoiiado 
proyeclo^  ^n  ios  cdleg;i^s  dd  ^báeriio^  nada  ae  ex^-^ 
sedada  contra  la  fé  y  la  inoraL  y  ^  los  seminarios 
üoneilíai^  ta  dirección  de  Ik  eajs^anza  estaría  á 
cargo  de  tos  ointinarios  díooesanosy  s^on  las  lej^ 
de  la  Iglesia  y  dispottioíoiies  de].<üOQiQilio  de  Trento. 
(1)  Después  de  contraidos  semejantes  Gompromisos 
¿habrían  podido,  los  poderes  nacionales  argentinos, 
como  lo  han  hecho,  diotar  la  ley  de  enseñanza  laica  j 
reglamentar  el  réginken  de  los  seininarios?  Segnn  el 
mismo  proyecto,  las  dotaciones  de  los  obispos,  car 
bildos,  seminarios  y  laseoi'respandientes  á  los  gastos 
del  culto  y  fábiícas  de  sus  iglesias,-->detaUadas  toda^^ 
en  una  escala  específica  anexa  al  concordato^ — de- 
bían repatarse  como  una  deuda  del  Estadx>^coatraida 
á  títolo  oneroso.  (2)  Después  de  aceptada  una  de 
claracíon  de  esta  naturaleza  ¿habría  podido  el  |;Q' 
bierno  argentino  modificar  el  presupuesto  del  cidto, 
con  arreglo  al  precepto  constitucional  ^e  !o  autoriza 
para  confeccionar  anualmente  el  presupuesto  :gene: 
ral  de  la  Bepúblíoa?  En  virtud  del  mismo  proyecto, 
el  sumo  p<»it£ioe  no  estaba  obligado  á  aceptax  las 
prepuestas  para  obispos  íino  cuando  días  f aeren 
hechas  con  arreglo  á  las  pre8oripcÍ0Bes  da  lalgle^ 


(I).  Artículo  1* 
(8).  Artíciüo  2^. 


r 
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sra,  j  todos  los  ttiembros46l^*bi}<k^-^<ttg^d«^s, 
cañoneas  y  raciones,— ^Man  ser  nomlbrados  por 
los  obispos.  (1)  Bn  presenciare  tal  íüuoieacion  ¿no 
desaparecian  laá  garaii^s  necesaiúas  y  eAoaoes 
para  la  buena  armonía  ^tre  la  aotorklad  eole- 
siástiea  y  él  poder  civil,  y  para  que  aqoella  no 
sirviese  de  i^mora  al  ccimplimieiito  ordevado  y 
tranquilo  de  las  leyes  patriad 

El  gobierno  argentino  pr#>cedié  acertadamente  al 
no  aceptar  un  pacto  que  maniataba  la  sobea*ania  de 
la  Bepública,  sometiéndola  á  una  tutela  tan  injas*^ 
tificada  como  indebida  é  innecesaria.  Este  será 
siempre  un  timbre  de  honor  para  la  administración 
del  general  Mitre  que,  á  las  sombra  de  1^  liberta- 
des públicas  y  dex^echos  incontestabies  de  ia  lucioni, 
porcuró  encontrar  soluciones  mas  justas^  mas  coa- 
venientes  y  mas  radicales  á  las  cmestíonos  poUtico- 
reiigiosas. 

La  otra  tentativa,  abogada  casi  m  su  oima.,  fué 
la  intentada  en  los  comienaros  del  aokual  gobi«ürikQ, 
cuando  ^  ministerio  del  culto  >era  servido  por  el 
doctor  Fizarro.  La  prontitud  con  que  se  desbarato 
el  plan  concebido  é  tnieiado  etitóoces,  asi  oomo  la 
oposición  de  que  foé  objeto  en  los  drculos  mas 
ilustrados  de  la  Repúblúa,  demostraron  8ufidtmte<- 
mente  que,  no  estando  la  nación  argentina  dispuesta 

(l).  Artlouloi  40  7  59  . 
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á  renunciar  derechos  incontestables  y  á  cirenns- 
cribir  la  esfera  de  acción  de  su  soberania^  era  de 
todo  punto  imposible  llegar  á  la  celebración  de  xm 
convenio  definitivo  con  la  santa  sede. 

342. — Contra  el  significado  de  estas  tentativas 
infructuosas,  podrían  decir  los  defensores  dei  es- 
terna de  los  concordatos:  ¿como  otras  naciones  de 
Europa  y  América,  tan  celosas  de  sus  derechos  y 
dignidad  como  la  República  Argentina,  han  cele* 
brado  esa  clase  de  pactos?  ¿Como  para  ellas  no  han 
existido  las  imposibilidades  de  que  hacemos  mérito? 

El  hecho  es  cierto.  Se  han  celebrado  multitud  de 
concordatos;,  pero  á  nuestra  vez  preguntamos^  ¿cua- 
les han  sido  los  resultados  obtenidos  eñ  los  países 
no  dispuestos  á  luchar  contra  la  corriente  del  pro- 
greso y  de  la  civilización  modernas? 

La  Prusia  celebró  un  concordato  en  1821  y  lo 
complementé  con  pactos  posteriores.  En  1870, 
después  de  una  serie  de  dificultades  apenas  vencidas, 
los  obispos,  de  regreso  del  concilio  Vaticano,  se 
reunieron  en  Fulda  y  promulgaron  el  nuevo  dogma 
de  la  infalibilidad  pontificia.  Condenaron  á  diver- 
sos profesores  de  Boun,  de  Breslau  y  de  Brauns- 
berg  que  se  negaban  á  aceptar  la  innovación 
producida  en  materia  de  .dogmas.  El  gobierno, 
en  defensa  de  los  disidentes  y  de  los  llamados 
viejos  católicos,  trató  de  contener  á  los  obispos  con 
medidas   administrativas    represivas   y  con  el  en- 
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jniciamiento.  A  cansecnencia  de  tales  sucesos,  el 
concordato  faé  relegado  al  olvido  y,  sacesivamente, 
se  prohibió  la  comunicación  directa  de  las  facul- 
tades de  teología  con  los  obispos^  se  suprimió  la 
sección  católica  en  el  ministerio  de  los  cultos^  se 
disolvieron  las  congregaciones  religiosas  destinadas 
Á  la  enseñaoiza,  las  asociaciones  religiosas  y  las 
hermandades  de  la  Virgen-,  se  mandó  salir  á  los 
jesuítas  y  se  tomai'on  otras  medidas  que  impor- 
taron el  rompimiento  completo  de  las  relaciones 
oficiales  de  la  Pi'usia  con  la  santa  sede.  ¿Tuvo  el 
concordato  la  virtud  de  evitar  estos  ruidosos  con- 
flictos? ¿Hubo  siquiera  la  mas  remota  posibilidad 
de  obligar  á  su  cumplimiento^  por  la  fuerza,  al  so- 
berano que  asumió  la  responsabilidad  de  rasgar 
sus  páginas? 

Otro  tanto  sucedió  con  el  concordato  austríaco 
de  1855.  El  Estado  lo  declaró  roto  en  1870, 
después  de  la  proclamación  del  dogma  de  la  infali- 
bilidad, y  el  parlamento  revindicó  el  derecho  de 
reglamentar  las  relaciones  de  la  Iglesia  con  el  Es- 
tado. En  virtud  de  ese  derecho  dictó  las  leyes  de 
Mayo  de  1874  por  las  que,  después  de  establecer 
y  afirmar  el  principio  de  la  soberanía  absoluta 
del  Estado,  se  suprimió  el  concordato;  se  sometie- 
ron los  derechos  externos  de  la  Iglesia  á  una 
legislación  especial-,  se  dejó  á  los  prelados  la  ad- 
ministración de  los  asuntos  interiores  de  la  Iglesia 
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mientras  con  sus  medidas  ao  contrariasen  las  leyes 
del  Estado-^  se  suprimi(}  el  aseHtimiento  de  la  santa 
sede,  antes  requerido,  para  la  enagenacion  de  los 
bienes  de  la  Iglesia*,  se  prohibid  la  fondacion  de 
conventos  sin  el  previo  consentimiento  de  la  au- 
toridad civil-,  se  permitió  á  los  religiosos  abandonar 
su  profesión;  se  reservó  al  poder  laico  la  facultad 
de  declarar  vacantes  los  beneficios  eclesiásticos:  se 
establecieron,  en  una  palabra,  multitud  de  prin- 
cipios diametralmente  opuestos  á  los  consignados 
en  el  concordato. 

La  Hungría,  ligada  al  pontificado  por  el  mismo 
pacto>  lo  rompió,  considerándolo  restrictivo  de  los 
derechos  de  la  corona,  y  restableció  la  legalidad  de 
1848,  que  expresaba  genuinamente  los  derechos 
inmanentes  de  la  sodedad  política. 

La  Francia  celebró  en  1801  un  concordato  consi- 
derado vigente  hasta  la  fecha.  ¿Ha  puesto  término 
á  los  conflictos  entre  los  poderes  civil  y  eclesiástico? 
El  gobierno  lo  reconoce  y  lo  cumple,  pero  con  ar- 
reglo á  los  artículos  de  la  ley  orgánica  de  8  de  Abril 
de  1802  y  á  las  declaraciones  del  clero  francés  de 
1682.  El  pontífice  romano,  por  su  parte,  después  de 
algún  tiempo  no  ha  aceptado  todas  las  disposiciones 
de  dicha  ley  ni  las  declaraciones  del  mencionado 
clero.  Mas  aun,  algunas  de  dichas  disposiciones  y 
declaraciones  son  evidentemente  incompatibles  con 
expresas  y  terminantes  decisiones  del  Syüabua  y 
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del  concilio  YattMno.  Por  lo  «tenias,  la  Francia,  á 
despecho  del  concordato,  ha  reglamefatado  la  ense- 
fiaaza,  ha  repriitido  los  abasos  del  cleto,  ha  esta* 
toidoel  r^men  de  los  aeminarioá,  ha  modificado 
el  presupuesto  del  culto  católico,  ha  8UÍ)rimido  íns- 
títpicioftes  religiosas:  ha  usado,  en  fin,  dé  su  ptopia 
autoridad  paia  impedir  la  supremacía  de  la  Iglesia 
sohre  el  Estado. 

Véase  como  el  escritor  brtoddo  séflor  Hoí'o^ 
aprecia  la  tendencia  general  de  los  paiseá  européoá 
en  esta  materia:  «Un  grupo  de  Estados,  dice,  no 
menos  militantes  en  m  legalidad,  con  relación  al 
taberdocio,  q«e  «1  grtipo  de  los  Estados  aleiáanes, 
está  formado  por  la  Frantíay  )a  Bélgica,  la  Suiea 
y  la  Italia.  La  intolerancia  confesional  solo  exis- 
te en  Suiza.  El  cesarismo  hacia  ai  cual  se  inclina 
todo  gobierno  ee  descubre  eir  ellos*  La  cuestión  de 
reemplazar  la  legalidad  de  los  concordatos  por  lá 
legalidad  constitucional  es  sucitada  eii  ellos.  Los 
concordatos  locales  no  tieneb  probabilidades  de  im^ 
plantarse  con    txoepcion  de  kl  Suin.» 

¿Por  qué  cuando  las  naciones  mejér  aleccionadas 
por  la  experiencia  abandonan  el  camino  de  la  lega- 
lidad de  los  coQCordatoSi^  para  entrar  en  el  sendero  de 
la  legalidad  constitucional,  es  decfar  de  at^uella  que  se 
deriva  de  sus  propias  leyes,  ha  de  seguir  un  camino 
opuesrto  la  Bepúblioa  Argentina?  Está  visto  que 
ios  concordatos  nada  romediaii)  no  son  una  solución: 
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constituyen  mas  bien  un  nuevo  semillero  declifical- 
tades  en  las  relaciones  de  ambos  poderes.  Cauduyea 
por  medio  de  rompimientos  que  conmueven  profun- 
damente los  espíritus  y  apasionan  extraordinaria- 
mente los  ánimos. 

343.«— Aun  tenemos  otra  consideración  que  hacer 
valer  en  favor  de  nuestras  ideas* 

En  los  concordatos  se  deciden  puntos  relativos 
á  la  disciplina  de  la  Iglesia.  Esos  pactos,  como 
todos  los  de  su  especie,  son  obligatorios  para  los 
que  los  celebran:  son  verdaderas  leyes  para  los 
contratantes.  Todo  precepto  obligatorio  emana 
inmediatamente  de  una  autoridad  revestida  del 
poder  de  imponer  obligaciones  á  las  personas  para 
las  ciiales  es  dictado.  La  autoriddd  que  dicta 
las  leyes  internas  de  un  pais,  por  ejemplo,  son 
sus  poderes  constituidos  encargados  del  ejercicio 
de  la  soberanía  nacional.  Las  autoridades  que 
dictan  las  leyes  internacionales,  consignadas  en 
pactos  de  diferentes  clases,  son  las  nacioaes  con- 
tratantes,  las  cuales  como  entidades  soberanas 
tienen  la  facultad  de  adqniíir  derechos  y  de  can- 
traer  obligaciones. 

En  los  tratados  internacionales,  en  los  cuales 
se  estipulan  derechos  y  obligaciones  recípocras  en- 
tre varios  Estados,  no  ])uede  decirse  que  uno  im- 
pone ó  dicta  la  ley  y  otros  la  acatan:  todos  la  dictan 
y  todos  la  acatan;  todos  deciden  pantos  de  derecbo 
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y  todos  cumplen  sus  propias  decisiones;  todos  legis- 
lan y  todos  obedecen.  La  autoridad  que  en  estos 
casos  legisla,  decida  y  manda,  .es  la  entidad  colec- 
tiva formada  por  el  conjunto  de  los  países  contra- 
tantes. 

¿  Sucede  lo  mismo  en  el  caso  de  los  concordatos  ? 

La  fuerza  obligatoria  de  esta  clase  de  pactos 
¿emana  de  la  autoridad  exclupira  del  romano  pon- 
tífice; ó  de  la  autoridad  formada  por  la  asociación  de 
este  con  el  Estado  laico  contratante  ?  Si  se  sostiene 
lo  primero,  es  decir  que  solo  la  autoridad  del  papa 
imprime  fuerza  obligatoria  á  los  concordatos  ¿  qué 
ventajas  reportan  entonces  las  sociedades  civiles  con 
estos  pactos  ?  El  romano  pontífice,  usando  de  esa 
misma  autoridad,  propia  y  exclusiva,  podria  revocar 
su  vigencia  cuando  quisiera  ó  cuando  le  convinie- 
se. ¿Y  tendría  para  el  pais  la  menor  importancia  * 
6  utilidad,  la  celebración  de  un  pacto  cuya  suerte 
depende  de  la  voluntad  ó  de  los  caprichos  de  la  otra 
parte  contratante?  Indudablemente,  no  habria  la 
mas  mínima  conveniencia  en  ligarse  con  un  pacto 
de  esa  especie. 

Ahora,  si  se  sostiene  que  los  puntos  de  disciplina 
eclesiástica  decididos  y  solucionados  en  los  concor- 
datos son  obligatorios,  como  los  tratados  internacio- 
nales, en  virtud  de  la  autoridad  que  conjunta  y 
simultáneamente  les  imprimen  la  Iglesia  y  el  Estado, 
se  admite  implí<ütamente  la  competencia  del  Estado 


—  «le- 
para legiskr  sobre  materias  relativas  á  la  discipU- 
na  eclesiástica.  Si  el  Estado  tiene  esa  competencia, 
es  claro  que  puede  hacer  uso  de  ella  para  dictar^  por 
sí  solo,  en  lo  concerniente  á  la  disciplina  eclesiástica^ 
las  medidas  conducentes  al  sostenimiento  del  érdea 
pi)blico  y  al  desenvolvimiento  tranquilo  y  rega- 
lar de  sus  instituciones.  Y  no  se  diga  que 
cuando  el  Estado  funciona  solo^  tiene  menos  facul- 
tades que  cuando  funciona  en  asociación  con  la  Igle- 
sia. No  vari^indo  la  esencia  de  aqueK  en  ambos 
casos,  no  puede  cambiar  tampoco  la  esencia  de  su 
jurisdicción,  es  decir  su  competencia  para  legidar 
sobre  ciertas  y  determinadas  materias. 

Cuando  una  personalidad  tiene  en  si  miamaloB 
elementos  necesarios  para  allanar  y  veacer  lan  difi- 
cultades que  obstruyen  su  marcha^  no  neíqesíta  qí 
le  conviene  apelar  al  pedido  de  auxilio  extrafto, 
especialmente  si  este  no  ha  de  conseguirse  sino  en 
cambio  de  onerosas  obligaciones:  esto  sucede  con 
respecto  í  los  concordatos.  Sin  duda  para  oladür 
las  consecuencias  de  esta  argumentación,  ao  jKKíes 
canonistas  sostienen  que  los  concordato^  «oa  puras 
concesiones  de  la  santa  sede  otorgadas  en  k  forma 
de  contratos*,  opinión  que,  en  obsequio  á  la  venlad, 
debemos  declarar,  es  combatida  por  el  mayor  nA- 
mero  y  por  expresas  declaraciones  de  la  cancillecia 
pontificia. 

344.— Hay  algo  maa* 
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Desde  el  állo  1810  hasta  la  íbeba  el  gobienia 
aargentino,  en  Jk»  de  la  soberanía  por  él  ejercida 
y  de  los  intereses  encomendados  á  m  guarda,  ha 
legislado  y  decidido  sobre  todos  tos  puntos  ]*elativos 
al  rágímen  exterior  de  la  Iglesia,  sin  que  en  el  pais 
se  hayan  producido  las  conmociones  religiosas  ha- 
bidas en  otras  naciones  colocadas  bajo  el  imperio 
de  la  legalidad  de  los  concordatos* 

Se  han  suprimido  conventos;  se  han  nombrado 
y  destituido  funcionarios  eclesiásticos;  se  han  iun* 
dado  seminarlos  con  un  régimen  especial;  se  ha 
dado  6  negado  el  pase  á  los  doeamentos  pontificios 
segim  su  conformidad  6  disconformidad  con  las  le- 
yes del  pais;  se  han  suprimido  los  diezmos;  se  han 
erigido  curatos  y  obispados;  se  ha  suprimido  el 
fnero  eclesiástico  y  establecidose  los  recursos  de 
foerza;  se  ha  reglamentado  la  enseñanza;  se  ha 
sefialado  al  dero  la  dotación  mas  compatible  con 
la  importancia  de  sns  servicios  y  los  recursos  del 
Estado;  se  ha  dictado  la  ley  de  regísta*os  civiles;  se  ha 
dado  á  los  cementerios  un  carácter  puramente  laico. 
El  Estado  argentino  ha  reglamentado,  por  si  solo, 
con  el  concurso  del  clero  en  unos  casos,  €on  su 
acatamiento  en  muchos^  la  mayor  parte  de  los  asun- 
tos que  pudieran  servir  de  materia  á  un  con- 
coi'dato. 

¿De  que  serviría,  pues,  un  pacto  de  esta  naturale- 
za en  los  momentos  actuales?    ¿  Aca&o  para  arrancar 
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al  gobteroa  angentinala  confeaon  de  haber  new.pado 
funciones  agenas  y  obligarlo  árde$bai*atAr  la  obra 
coQseiente  de  medio  siglo,  en  la  que  colabofttrob  las 
mayores  eminencias  del  pats,  eomo  Bi?adavifti  Jái- 
ti^,  Sarmiento,  Yelev  Sarsfield  y  Costa?  ¿Áicaso 
para  entorpecer  el  curso  de  las  reformas  emimn- 
didas,  que  si  bien  lento  y  penoso,  conduce  á  la  mas 
completa  depuración  de  las  instituciones  civiles  y 
á  la  formación  de  un  Estado  esencialmente  laico? 

Las  facultades  ejercidas  hasta  hoy  por  las 
autoridades  argentinas,  pueden  seguir  ejerciéndose 
en  adelante.  Un  concordato,  en  vez  de  ampliarlas 
ó  facilitar  su  ejercicio,  solo  puede  servir  para  res- 
tringirlas ó  dificultarlas.  En  vez  de  robustecer  y 
afianzar  el  poder  de  las  instituciones  nacionales 
falsearla  los  fundamentos  del  orden  actual  de  cosas. 
En  vez  de  ser  un  nuevo  motor  ó  fuerza  impulsiva 
del  progreso,  seria  remora  constante  cuando  no 
un  valladar  insuperable  levantado  para  contener 
el  desenvolvimiento  de  las  fuerzas  propias. 

La  República  del  Ecuador  ha  pretendido  úl- 
timamente suprimir  los  diezmos,  percibidos  aun 
con  arreglo  á  su  concordato  vigente.  Se  dirigió 
con  tal  objeto  á  la  corte  de  Boma;  pero  esta,  pre- 
munida de  la  influencia  ejercida  en  aquel  pueblo 
por  el  sentimiento  religioso  y  contando  sobre  todo 
con  la  condescendencia  de  su  actual  gobierno,  se 
ha  negado  á  consentir  en  esta  justa  petición.  ¿No 
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es  esta  hiniiillante  para  un  pueblo  y  para  un  gobierno 
qne  se  titulan  8obei*anos? 

La  ReptSblica  Argentina  no  está  en  el  easso  de 
aceptar  un  e^^tado  de  cosas  semejante:  no  debe  ha- 
cerlo* Su  gobierno  debe  segair  las  huellas  hon- 
rosas de  sus  predecesores. 


CAPÍTULO  XXY 

Slsteprias  del  patx^onato  y  ele  la  separ^a* 
OioM  4q  la  I^iei^la   -y  del  Kstailo 


840— Ambos  8istam«9  pueden  oonsiderarse  oomo  una  eo- 
luoipii  que  g^rantizi^  los  dereohos  del  Bstsdo  <|n  sus 
relaciones  con  la  Iglesia— 846.  Pero  el  segundo  sistema 
se  armoniza  nnegor  oon  los  principios  de  la  oienoia  ^u- 
rídioa-'847.  Es  también  el  que  fija  oon  nnas  propiedad 
la  extensión  y  limites  ae  la  jurisdicoion  del  Estado— 
848.  I^a  separación  de  la  Iglesia  y  del  Estado  no  ixrx" 
plina  la  libertad  absoluta  é  irresponsable  de  la  prime- 
va.-849.  Dos  conseou encías— 83Q.  Sentido  en  que  acep- 
tamos ambas  soluciones— 881.  L^a  separación  de  la  Igle- 
sia y  del  Estado  es  una  reforma  que  deba  implantarse 
de  una  naanera  gradual. 


945. — Ademas  de  los  sistemas  anteriores,  se  han 
presentado  otros  dos,  para  fijar  las  relaciones  de  la 
Iglesia  y  del  Estado:  el  sistema  de  Cavour,  del  gran 
estadista  italiano,  que  sintetizó  su  doctrina  en  esta 
sencilla  fórmula:  La  Iglesia  libre  en  el  Estado  libre. 
La  Chiesa  libera  in  libero  stato;  y  el  sistema  ac- 
tualmente vigente  en  la  República  Argentina^  ó  sea 
el  de  una  Iglesia  con  privilegios  y  dotaciones  es- 
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peciales,  sometida  al  régimen  del  patronato  nactonaL 
El  primer  sistema  es  aplicable  á  los  países  qq^ 
pretenden  y  estaii  en  condiciones  de  adoptar  «n  su 
mayor  amplitud  x¿l  principio  de  la  libertad  de  coa- 
ciencia.  El  segando  tiene  apUcacion  en  loa  paisas 
en  donde  es  preciso  tribatar  algan  homenaje  al  sen- 
timiento religioso  de  la  mayoría. 

La  existencia  de  nna  Iglesia  con  privile^os  sin 
el  contrapeólo  del  patronato,  nos  condoeiria  al  de- 
aechado  y  pernicioso  sistema  de  las  teocracias.  La 
existencia  del  patronato  con  jarisdicoion  especial 
sobre  la  Iglesia^  pero  sin  el  contrapeso  de  privilegíDs 
decretados  en  favor  de  ésta,  nos  condaeíria  al  ígnal- 
mente  desechado  y  no  menos  pernicioso  sistema  de 
la  absorción  de  la  Iglesia  por  el  Estado:  al  panteís- 
mo político. 

La  coexistencia  del  patronato  con  jurisdicoton 
especial  sobre  la  Iglesia  y  de  ciertos  privilegm  ó 
inmunidades  decretadas  en  favor  de  esta,  es  nno 
délos  medios  mas  eficaces  de  mantener  el  equili- 
brio^ es  decir  ebdrden,  en  la  esfera  de  las  ra- 
ciones de  la  Iglesia  con  el  Estado.  Dicho  equíH- 
brío  solo  puede  conservarse:  ó  subsistiendo  á  la 
vez  los  deshechos,  ó  desapareciendo  ambos  stmul- 
táneamente.  La  desaparición  conjunta  de  ambos, 
deja  á  la  Iglesia  dentro  del  Estado  como  mera  ins- 
titución de  derecho  privado.  En  tal  caso,  ^iesapai^e- 
ciendo  los  previlegios,  no  es  necasaria  la  jurisdicción 
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espeoiíd  inherente  al  patronato  para  prodndr  el 
equiKbrío.  Erte  se  obtiene  y  conserva  en  virtad 
áe  solo  las  leyes  de  orden  piíblíco  aplicadas  á  las 
sociedades  religiosas,  como  se  aplican  alas  demás 
sociedades  ¿  instituciones  establecidas  dentro  del 
Estado,  es  decir,  en  virtud  de  la  jurisdicción  común 
del  Estado  sobre  todas  las  personalidades  que  ac- 
túan en  su  seno. 

Ante  la  necesi4ad  primordial  de  conciliar  las 
exigencias  del  orden  público  con  la  garantía  del  de- 
recho, ambos  sistemas  son  una  solución:  ambos 
d^an  á  salvo  la  suprema  jurisdicción  del  Estado 
sobre  las  personas  é  instituciones  que  viven  al  am- 
paro de  sus  leyes  protectoras. 

M6. — Pero,  ante  la  ciencia  y  ante  la  necesidad 
de  conducir  al  Estado  por  la  via  del  perfecciona- 
miento de  sus  instituciones,  el  sistema  de  la  sepa- 
ración de  la  Iglesia  y  del  Estado,  es  preferible  al 
del  patronato  nacional. 

Veamos  en  que  consiste  esta  supremacía.  Uno 
de  los  fines  primordiales  del  Estado,  que  en  cierto 
modo  sintetiza  la  multiplicidad  de  sUs  funciones,  es 
la  garantía  del  derecho.  Esta  garantía  debe  esta- 
blecerse sobré  la  base  de  la  mas  perfecta  igualdad-, 
por  que  toda  distinción  proveniente  de  privil^ios 
concedidos  en  favor  de  determinados  derechos  con 
perjuicio  de  otros  análogos,  es  contraria  á  la  equi- 
dad^ á  la  justicia  y  á  las  condiciones  esenciales  de 


tofla  democracia.  Asi,  por  ejemplo^  el  derecho  de 
tributar  culto  al  ser  supremo,  es  igual  en  toda^  ios 
ciudadanos,  en  todos  los  habitantes  de  la  nación. 
jSTo  puede  decirse  quo  unos  timen  á  este  respecto 
mas  derecho  que  otros:  en  todos  es  la  expresuon 
de  igual  necesidad,  la  revelación  del  mismo  senti- 
miento. El  Estado  solo  puede  impedir  6  eireuns- 
cribir  aquellas  prácticas  contrarias  á  sus  leyes  d  á 
las  formas  es^encialea  de  su  organización  política*, 
por  que  sa  derecho  de  conseiTacion  y  de  existencia 
es  superior  á  cualquier  otro  interés.  Pteroenlos 
demás  casos,  cuando  las  prácticas  religiosas  no  con- 
trarían los  fines,  formas  y  leyes  del  Estado,  toda  dia- 
tincion  establecida  en  la  manera  d©  garantir  el  de- 
lecho,  es  odiosa  y  arbitraria. 

La  igualdad  en  la  ley  y  la  libertad  de  cultos— ^os 
principios  proclamados  por  la  ciencia  y  por  la 
Constitución  Argentina, — son  la  expresión  mas 
completa  de  la  doctrina  desarrollada.  La  igualdad 
en  la  ley  requiere,  para  no  ser  ilusoria,  que  todas  las 
instituciones  religiosas  sean  niveladas  en  cuanto  á 
garantías,  derechos  y  restricciones.  La  libertad  de 
conciencia  no  se  concibe  cuando  se  gradúa,  ó  sea 
cuando  se  establece  que  unos  tendrán  mas  libertad 
que  otros  para  tributar  culto  al  ser  supremo:  eso 

seria  la  mutilación  de  la  libertad. 

« 

La  existencia  de  una  Iglesia  privilegiada,  en 
cnanto  est-ablece   distinciones    condenadas  por  la 
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cieiicia)  carece,  por  lo  tantos  de  una  base  verdadera- 
mente jurídica.  £1  sistema  que  la  consagra  no  pued% 
ser  sino  empírico,  provisional,  de  circunstancias; 
m&sno  un  sistema  fundamental  y  permanente. 

347.— Hay  otra  razón.  El  sistema  de  una  Igle- 
sia privilegiada  sometida  á  la  Jurisdicción  especial 
del  patronato,  tiende  á  desnaturalizar  en  cierto 
modo  la  Jurisdicción  esencial  del  Estado,  dis^ra* 
yendo  su  atención  en  asuntos  extraños  á  sus  fines 
principales  y  á   su  verdera  competencia  jurídica. 

Los  fines  del  Estado  son  esencialmente  políticos, 
HA  carácter  es  esencialmente  laico  y  no  tiene  fun- 
dones eclesiás tildas  que  ejercer;  por  que  su  vida  y 
sus  actos  no  pueden  ni  deben  ser  la  expresión  de  las 
ideas,  tendencias  y  propósitos  de  determinadas  doc- 
tmas  religiosad.  Pero  el  Estado  investido  de  la 
furií^iccion  especial  del  patronato,  al  practicar  cier- 
tos actos^-^Gomo  cuando  nombra  obispog,  csiftónigos, 
earasv  cuando  demarca  la  jurisdicción  de  los  cura-» 
tos  y  obispados,— -^eixe  en  cierto  modo  funciones 
de  carácter  religioso;  contribuye  directa  y  efi- 
cum«nt(^  á  la  fonu  ación  del  personal  de  la  jerar^ 
quía  eclesiástica.  Por  consiguiente,  el  régimen  del 
patronato  no  corresponde  al  verdero  carácter  de  las 
funciones  de  la  sociedad  política;  tiende  á  desnatu- 
ralizar sus  fines  y  su  misión  especial;  tienda  á  distraer 
su  atención^  sus  fuerzas  y  sus  recursos  en  olgetos 
extrallos  á  la  Índole  de  su  jurisdicción. 
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No  sucede  lo  mismo  con  el  sistema  de  la  separa- 
ción de  ambos  poderes.  En  este  caso  el  Estado  no 
se  ingiere  en  el  régimen  de  la  Iglesia  para  e^roer 
funciones  de  carácter  eclesiástico.  Interviene  sola^ 
mente,  para  armonizar  las  funciones  de  los  difen^^ 
tes  cultos  con  las  leyes  nacionales;  para  no  permitir 
que  so  pretexto  del  ejercicio  de  aquellos  se  perturbe 
la  tranquilidad  pública  y  se  incite  á  la  desobedien- 
cia de  las  autoridades  constituidas;  para  impedir 
las  prácticas  religiosas  contrarias  á  la  humanidad 
y  á  los  príncipios  fundamentales  de  la  organización 
social  y  política  del  Estado,  tales  como  el  sacrifi- 
cio de  víctimas  humanas,  el  encierro  en  los  conven- 
tos de  personas  menores  de  edad,  la  poligamia  y 
otros  análogos. 

En  el  primerease,  la  libertad  de  la  Iglesia  queda 
doblemente  restringida:  está  subordinada  á  las  leyes 
de  orden  público  y  á  los  derechos  del  patrono.  En 
el  segundo  caso,  las  restricciones  impuestas  á  dicha 
libertad  solo  provieiien  de  las  leyes  de  orden  público. 
En  este  último,  pues,  el  Estado  se  mantiene  dentro 
de  los  verdaderos  límites  de  su  jurisdicción  y  com- 
petencia. 

348. — El  sentido  de  las  ideas  expuestas  deja 
comprender  una  verdad  que  conviene  aclarar  algo 
mas^  á  saber:  que  el  sistema  de  la  separación  ^ 
independencia  recíproca  de  la  Iglesia  y  del  Estado 
no  implica  en  favor  de  la  primera,   una  libertad 
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absoluta)  ilimitada,  irresponsable.  Esta  clase  de 
libertad  es  incompatible  con  el  estado  social,  en 
virtud  del  cual  todos  los  derechos  y  libei-tades  se 
limitan  reciprocamente  bajo  la  acción  protectora  del 
Estado. 

La  Iglesia  debe  ser,  indudablemente,  libre  dentro 
del  Estado  libre,  pero  con  una  libertad  igual  á  la 
reconocida  en  favor  de  las  demás  instituciones.  En 
los  paises  mas  liberales  y  mejor  constituidos  hay  li- 
bertad  de  pensamiento,  libertad  de  la  prensa;  pero  la 
publicidad  tiene  restiicciones,  represiones,  leyes  que 
reglamentan  su  ejercicio,  deteiininan  los  casos  de 
responsabilidad  y  las  penas  aplicables  á  los  escrito- 
res. La  libertad  de  asociación  tiene  igualmente 
sus  límites,  sus  condiciones,  los  requisitos  que  con- 
tribuyen á  legitimar  sn  ejercicio.  La  libertad  in- 
dividual, la  mas  sagrada  y  fundamental,  tiene 
también  excepciones,  no  es  ilimitada:  la  ley  designa 
los  casos  en  que  una  persona  puede  ser  reducida  á 
prisión,  ya  sea  preventivamente  ó  por  efecto  de  una 
sentencia  condenatoria  pronunciada  por  los  poderes 
respectivos. 

En  este  sentido  y  bajo  análogas  condiciones  deci- 
mos que  la  Iglesia  es  libre  dentro  del  Estado:  goza 
de  aquellas  libertades  y  expansiones  no  incompati- 
bles con  las  leyes  de  drden  público.  Aquellas  liber- 
tades terminan  cuando  coa  la  forma  de  su  ejercicio 
peligra  la  seguridad  común. 
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Solo  en  el  estado  salvaje  se  concibe  la  libertad 
absoluta  é  irresponsable;  pero  el  estado  salvaje  y  el 
estado  de  sociedad  son  dos  situaciones  diametral- 
mente  opuestas  é  inconciliables.  La  libertad  abso- 
luta, en  el  orden  social,  tiene  su  nombre:  se  llama 
licencia  <J  libertinaje, — excesos  que  minan  la  cons- 
titución orgánica  de  toda  sociedad. 

349. — De  lo  expuesto  se  deducen  dos  conse- 
cuencias: 

1'.  Los  dos  sistemas  de  que  tratamos,— el  del 
patronato  y  el  de  la  separación  de  la  Iglesia  y  del 
Estado, — salvan  los  fueros  de  la  autoridad  pública 
y  garantizan  la  condervaoion  del  drden  social. 

2^.  El  seguüdo  sistema  es  mas  ajustado  á  los 
príncii»08  de  la  filosofía  jurídica  y  circunscribe  á 
sus  verdaderos  límites  los  derechos  y  obligaciones 
del  Estado. 

350. — En  consecaenda  aceptamos  ambas  sol1^' 
clones,  pero  con  difei^nte  carácter.  Aceptamos  la 
separación  de  la  Iglesia  y  del  Estedo,  en  la  forma 
ya  explicada,  como  solución  remota,  radical  y  defi- 
ni^ va:  siendo  ella  la  expresión  mas  acabada  de  los 
principios,  es  deber  del  Estado  propender  á  su  rea- 
lización. Aceptamos  el  régimen  del  patronato  ó  sea 
AsiaUi  quo^  como  solución  próxima  y  provisional^ 
ewno  un  modm  w^wdí  transitorio,  mientras  se 
lie^a  á  implantar  la  reforma  anteriormente  indícala. 

351. — Expondremos  brevemente  las  rasiones  por 


las  cuales  no  estimamos  conveniente  que  la  sepa- 
ración de  la  Iglesia  y  del  Estado  se  lleve  á  cabo 
precipitadamente,  ó  lo  que  es  la  mismo  se  impro* 
vise. 

Esta  separación^  según  la  historia  lo  demaestra 9 
solo  se  ha  podido  implantar,  en  la  mayoría  de  los 
casos,  bajo  el  imperio  de  circunstancias  verdadera- 
mente excepcionales:  ó  bien  por  los  Estados  nuevos 
al  echar  los  cimientos  de  su  organización  política,  ó 
bien  al  amparo  de  situaciones  masó  menos  violentas. 
Los  Estados  Unidos  de  Norte  América  constituyen 
un  ejemplo  del  primer  caso;  los  Estados  Unidos 
de  Colombia  y  Méjico  son  ejemplos  del  segundo. 
En  los  Estados  Unidos  de  Colombia  la  reforma  fué 
el  resultado  de  una  larga  contienda  civil  armada  que 
costó  mas  de  10.000  víctimas  y  dejó  extenuadas  las 
fuerzas  del  pais;  en  Méjico  surgió  ael  fondo  de  la 
guerra  llevada  á  su  seno  por  los  ejércitos  de  Napo- 
león UI,  con  la  complicidad  de  algunos  miembros 
del  alto  clero. 

No  creemos  que  la  República  Argentina  se  en- 
cuentre en  condiciones  tales  que  una  reforma  de  esta 
naturaleza  pueda  originar  revoluciones  mas  ó 
menos  sangrientas.  Los  sucesos  mencionados  acae- 
cieron hace  mas  de  veinte  años  y  desde  entonces 
hasta  la  fecha  ha  cambiado  mucho  el  espíritu  y  las 
tendencias  de  los  pueblos  americanos.  Pero  convie- 
ne observar  que  otros  pueblos  mejor  constituidos,  en 
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los  cuales  la  paz  pdbliea  se  encuentra  mas  asegu- 
rada; tales  como  la  Italia,  Francia  y  Chile,  apesai* 
de  las  machas  refiomuis  introducidas  en  el  r^men 
de  sus  relaciones  con  la  Iglesia,  no  han  podido  ó 
no  han  creido  prudente  todaria  implantar  aquella 
reforma  radical. 

£n  Bélgica  se  ha  realizado  en  parte;  se  llevé  á 
cabo  en  un  solo  acto,  al  dictarse  la  Constitución  de 
1830  ¿Cuales  fueron  los  resultados?  Un  estado  de 
yiolencia,  de  malestar^  de  desconcierto  peligroso.  El 
publicista  belga,  sefior  Laveleye,  no  hace  mucho  re- 
cordaba estas  palabras  recogidas  de  los  labios  de  uno 
de  los  mas  eminentes  autores  de  la  Constitución  men- 
cionada: «Rabiamos  croido  que  para  fundar  la  li- 
bertad era  suficiente  proclamarla,  separando  la  Igle- 
sia del  Estado.  Comienzo  á  creer  que  nos  hemos 
engaftado.  La  Iglesia  apoyándose  en  los  campos, 
quiere  imponerla  voluntad.  Las  grandes  ciudades 
adlierídiiS  á  las  ideas  modernas,  no  se  dejarán  es- 
clavizar sin  tratar  de  defenderse.  Vamos  á  una 
guerra  civil  como  en  Francia.  Ya  estamos  en  una 
situación  revolucionaria:  el  porvenir  está  prefiado 
de  calamidades.» 

Pasemos  á  otro  orden  de  consideraciones. 
La  ley  de  sjparacion  de  la  Iglesia  v  del  Estado  en- 
traña por  su  propia  naturaleza  una  serie  de  reformas 
importantes,  imposible  de  acometerse  en  el  reducido 
tiempo  de  una  sola  legislatura,  por  mucha  volun* 
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tad  y  preparación  que  se  tenga  para  llevarlas  á  cabo. 
Implica  la  secularización  completa  del  matrimonio 
y  laj'eforma  en  tal  sentido  del  código  civil  y  demás 
leyes  que  solo  reconocen  válido  aqael  acto  cuando  se 
celebra  con  las  formalidades  inherentes  al  sacramen- 
to establecido  por  la  Iglesia.    Implica  igualmente  la 
abolición  de  los  privilegios  y  dotaciones  reconocidos 
en  favor  del  culto  católico,  asi  como  de  la  jurisdic- 
ción especial  del  patronato,  cuyos  resultados  no  se 
pueden  anular  sino  reformando  la  Constitución  na- 
cional, para  lo  cual  seria  preciso  convocar  una  con- 
vención constituyente.    Supone  también  la  reforma 
de  las  leyes  penales  y  de  las  de  jurisdicción  nacional, 
en  todos  aquellos  puntos  en  qne  se  establecen  penas 
contra  los  infractores  del  patronato  ó  en  las  que  se 
autoriza  revisar  ciertos  fallos  de  las  autoridades  ecle- 
siásticas por  razón  del  carácter  oficial  de  la  iglesia 
argentina.     Seria  indispensable  modificar  ó  derogar 
las  leyes,  prácticas  y  decretos  sobr^  conventos,  semi- 
narios y  asociaciones  eclesiásticas  de  toda  especie,  á 
fin  de  colocarlas  bajo  el  imperio  de  la  ley  comun^  bajo 
las  garantías  tutelares  de  las  leyes  de  orden  público. 
Seria  preciso,  en  una  palabra,  remover  y  alterar 
la  legislación  vigente  en  casi  todos  sus  ramos,  desde 
sus  cimientos  hasta  sus  menores  detalles;  por  que 
toda  ella  se  encuentra  impregnada  del  espíritu  del 
régimen  actual  del  patronato. 
Esto  no  es  obra  de  on  'lia  ni  de  un  afio^  si  es  que 


r 

al  emprender  lá  refoíma  no  se  abriga  el  intento  d* 
producir  conmocionas  violentas  y  envolver  á  la  Re- 
piíblica  en  el  caos  de  una  situación  iraproviéafla. 
La  reforma  debe  perseguirse  y  llevarse  á  cabo 
como  se  ha  empezado:  de  una  manera  lenta  y  gra- 
dual, reformando  primero  una  institución  y  las  le- 
yes referentes  á  su  manera  de  existir,  para  pro- 
seguir después  con  otra,  y  asi  sucesivamente,  hasta 
.dejar  el  terreno  bien  preparado,  á  fin  de  que  la  refor 
ma  constitucional  pueda  emprenderse  sin  grandes 
tropiezos  y  sin  dar  origen  á  los  serios  inconvenientes 
de  las  reformas  prematuras. 

Hace  un  afio  que  el  congreso  argentino  dio  la 
ley  de  registros  civiles,  y  hasta  la  fecha  no  se  ha  con. 
seguido  darle  vida  práctica  en  la  capital  de  la  Be- 
pública.  Y  si  esto  sucede  tratándose  de  una  reforma 
parcial  de  pequeña  importancia  en  el  orden  de  las 
pretensiones  de  la  Iglesia  ¿cuantas  mayores  dificul- 
tades habrían  surgido  para  hacer  efectiva  una  re- 
forma mas  fundamental  y  seria? 

Establézcanse  los  registros  civiles  primero  y  des- 
pués revísese  la  legislación  vigente  sobre  matrimonio 
para  implantarlo  como  institución  meramente  civil. 
Una  vez  sancionada  esta  reforma  se  puede  proseguir 
con  otras  hasta  llegar  á  una  situación  le^l  de  tal 
naturaleza  que  ella  misma  reclame  y  exija^  como 
coronamiento  inevitable,  la  separación  completa  del 
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Estado  y  de  la  Iglesia,  qu»íd»ndo  esta  en  las  condi- 
cionaos de  una  institución  de  derecho  privado. 

Mientras  llega  ese  momento^  no  muy  lejano  por 
cierto,  dada  la  preponderancia  que  va  toinando  en  el 
pais  el  elemento  liberal  partidario  de  la  completa  se- 
cularización de  las  instituciones  civiles,  debe  mante- 
nerse el  patronato  coipo  el  único  régimen  capaz  de 
conciliar  los  inteieses  de  la  autoridad  pública  y  del 
di'den  social  con  las  exenciones  y  privilegios  reco- 
nocidos en  favor  de  la  Iglesia.  Conviene  si  fijar  con 
mas  precisión  y  claridad  las  bases  constitutivas  y 
reglamentarias  de  este  régimen,  á  fin  de  no  dar  pre* 
texto  alguno  á  controversias  y  competencias  que 
suelen  comprometer  y  relajar  el  principio  de  auto- 
ridad. 


CAPITULO    XXVI 

ftesiinaen    y^  oonoluslon 


8Q&'  L.e7  orgánica  de  patrorato  nacional— 888.  Oabe  oon» 
tener  dos  olas^a  da  disposicicnes— 884.  Debe  prohibime 
la  intervención  del  clero  en  la  polítioa->88B.  Otras  bases 
de  la  ley  orgAnica  de  patronato  nacional— 886.  Con- 
sideraciones fundamentales  que  d.eben  tenerse  en 
cuenta— 887.  Conclusión. 


352.— Mientras  se  llevan  á  c2^bo  las  reformas  ne- 
cesarias para  llegar  ala  separación  de  la  Iglesia  y 
del  Estado,  circunscribiendo á  sus  verdadeíos límites 
la  autoridad  de  ambas  instituciones,  conviene  fijar 
con  precisión  y  claridad  las  bases  constitutivas 
y  reglamentarias  del  régimen  actual  del  patronato, 
á  ñn  de  poner  término  á  las  du.ias  suscitadas,  mali- 
ciosa ó  sinceramente,  sobre  la  vigencia  y  el  alcance 
de  ciertas  leyes. 

Para  llegar  áeste  resultado,  debe  dictarse  una  ley 
orgánica  de  patronato,  sobre  la  base  de  los  principios 
ya  reconocidos  en  la  Constitución  política,  así  como 
sobre  las  antiguas  Ie3'es  españolas  y  las  medidas 
concretas  sugeridas  á  los  poderes  del  Estado  en  el 
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trascurso  de  los  últimos  75  afios  por  los  eztrayíos 
mas  ó  menos  funesto»  de  determinados  miembros  del 
clero. 

Las  doctrinas  desarrolladas  en  los  diferentes  capí- 
tulos de  este  libro  sobre  la  extensión  del  patronato 
nacional,  constituyen  á  nuestros  juicio  algunos  de 
los  elementos  utilizables  en  la  formación  de  una  ley 
sobre  la  materia. 

353. — Conviene,  desde  luego,  establecer  en  la 
ley  de  patronato  dos  clases  de  disposiciones:  unas 
aplicables  á  todos  los  cultos  consentidos  en  d  ter- 
lítorio  de  la  Repüblica,  á  fin  de  <)ue  su  e^erdcio  no 
comprométalos  intereses  del  orden  y  la  seguridad 
del  Estado;  otras  aplicables  solamente  al  culto  cató- 
lico, con  el  objeto^de  precisar  la  manera  de  protejer- 
lo  y  la  forma  de  ejercer  les  derechos  derivados  del 
patronato  nacional.  Las  primeras  deben  s^  simples 
disposiciones  de  <5rden  público,  de  alto  patronato  si 
se  quiere,  las  cuales  pueden  dictarse  en  virtud  del 
derecho  del  Estado  de  subordinar  todos  los  intereses 
privados  al  supremo  y  principal  de  la  tran^iuilidad 
pública.  Las  segundas  deben  constituir  la  verdadera 
reglamentación  del  patronato  especial  ejercido  por  el 
Estado,  sobre  las  iglesias  del  culto  católico  estable- 
cidas en  el  pais,  cuyas  disposiciones,  sin  dejar  de 
tener  este  carácter  especial,  son  tamrbien  leyes  de 
orden  público,  desde  que  tienden  á  asegurar  el 
eiercicio  de  un  derecho  legítimo  del  Estado  y  á 


contener  el  desborde  de  los  que  pretenden  snbar- 
4indr  ia  autoridad  y  los  intereses  de  la  sociedad 
política  á  la  autoridad  é  intereses  de  k  sociedad 
religiosa. 

BM.r^Uno  de  los  medios  nías  eficaces  de  conju* 
rar  este  últíiiio  peligro  es  ^1  impedir  la  interven- 
cion  del  elero  en  las  contiendas  poMtíefas.  La  juris- 
dicción espiritual  nereida  por  los  eaoerdotes,  abi 
como  el  dominio  absoluto  que  tienen  sobre  las 
conciencias  tímidas,  son  elementos  suficientes  para 
ejercer  coacción.  Si  en  las  contiendas  políticas  los 
j'esultatlos  deben  ser  la  libre  expresión  del  voto  de 
todos  los  iciudadanos;  será  necesario  alejar  esta  ame- 
naza contra  dicha  libertad.  Ademas,  el  clero  entre- 
gado á  la  política  se  contamina  con  el  ardor  y  las 
pasiones  despertadas  por  ella,  con  menoscabo  de  la 
exactitud  y  oportunidad  en  el  cumplimiento  de  los 
deberes  saceardotales,  lo  cual  es  un  evidente  peligro 
para  la  sociedad. 

No  sin  razón  decia  el  nuncio  del  papa  en  Espafla, 
en  su  orden  de  Abril  de  1883:  «No  les  conviene  á 
los  eclesiásticos  entregarse  á  las  pasiones  políticas; 
no  está  en  su  potest9d  hacer  odioso  el  sagrado 
ministerio  de  que  se  hallan  revestidos  para  ejecutar- 
lo, no  en  su  favor  ni  en  el  de  alguna  parcialidad, 
sino  en  general,  para  edificación  y  santificación  de 
todos.  Procuren  eficazmente  que  el  dero,  sobrepo- 
niéndose á  toda  contienda  y  conformándose  en  todo 
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con  la  elevada  é  imparcial  posición  de  sus  prelados, 
se  abstenga  de  toda  pública  manifestación  que  en- 
trañe un  cai4cter  y  una  significación  política.» 

Esto  no  quiere  decir  que,  independientemente 
del  clero,  tampoco  deba  permitij'se  á  los  ciudadanos 
católicos  la  formación  de  partidos  con  bandera 
propia  destinados  á  luchar  en  el  terreno  de  la  po- 
lítica, para  concurrir  á  la  formación  de  los  poderes 
del  Estado  con  elementos  salidos  de  su  seno.  Has- 
ta allí  no  puede  ni  debe  alcanzar  el  poder  de  las 
leyes  de  patronato,  pues  de  otro  modo  se  establecería 
una  distinción  odiosa  y  arbitraria  entre  simples  ciu- 
dadanos, reconociendo  á  unos  mayor  suma  de  dere- 
chos que  á  otros. 

Para  hacer  efectiva  la  no  intervención  del  clero 
en  los  asuntos  políticos  debe  fijarse  en  la  ley  la 
manera  de  reprimir  los  abusos  cometidos  en  la  cáte- 
dra sagrada,  en  cartas  pastorales  y  en  otras  formas 
aná'ogas.  Y  á  fin  de  que  la  acción  directa  del  poder 
civil  sobre  los  diferentes  gnidos  de  la  jerarquía  ecle- 
siástica argentina  solo  se  deje  sentir  en  casos  de 
extrema  necesidad,  conviene  procurar  que  las  faltas 
de  los  inferiores  sean  corregidas  y  enmendadas  por 
los  superiores,  y  solo  cuando  estos  se  nieguen  á 
desempeñar  tal  misión  reparadora  con  la  prontitud 
y  oportunidad  debidas,  conviene  dar  al  gobierno  ci- 
vil la  intervención  correspondiente 

355.— Ademas  de  esta  materia  cuya  importancia 
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es  capital, — pues  la  intervención  del  clero  en  la  polí- 
tica ha  sido  y  es,  sino  la  causa  eficaz,  por  lo  menos  la 
causa  ocasional  de  los  conflictos  entre  las  dos  potesta- 
des,— la  ley  orgánica  de  patronato  nacional  debe  tra- 
tar otros  puntos  cuya  simple  enumeración  hacemos 
en  seguida. 

Debe  designar  la  forma  de  proveer  los  beneficios, 
ya  sea  en  propiedad  ó  interinamente,  asi  como  los 
diferentes  modos  de  producirse  las  vacantes,  desig- 
nando al  mismo  tiempo  los  requisitos  ó  condiciones 
necesarias  para  poder  obtener  un  nombramiento, 
requisitosr  que  sin  duda  deben  variar,  según  la 
categoría  del  cargo  eclesiástico  y  la  importancia  de 
las  funciones  á  él  inherentes.  Á\  hacer  esta  de- 
signación debe  consultarse  la  necesidad  de  que  los 
miembros  del  clero  nacional  gocen  de  la  confianza  de 
los  poderes  del  Estado  y  ofrezcan  garantias  de  no 
ser  un  obstáculo  al  cumplimiento  tranquilo  de  las 
leyes  patrias.  Con  este  objeto  deben  consignarse 
las  disposiciones  necesarias  para  impedir  los  conflic- 
tos nacidos  de  la  promulgación  simultánea  de  pre- 
ceptos eclesiásticos  y  mandatos  políticos  de  cai'ácter 
contradictorio,  estableciendo,  por  ejemplo,  que  las 
pastorales,  instrucciones  y  mandamientos  de  las  au- 
toridades eclesiásticas  no  puedan  promulgarse  y 
ejecutarse  sin  el  previo  pase  de  los  funcionarios 
políticos  encargados  del  ejercicio  del  patronato 
nacional. 


<)«ntr4bQ«ye  ta&tbianá  lia  f^rmaaúon  de  anol^p 
tqipfipadií  en  lel  .espiriiu  <]e  jas  jastítucioQes  ;»acjbo- 
iOfileifS)  k  biieii«  iorgAnÍ3aclon  de  iJ>&  ma»»^ruis 
iQ0nci1iar/ea,  Ips  cuales  cqibo  establecime^los  .de- 
.psndj^tos  de  las  dióce^BÁ^  respiecUyas,  op  4ebm 
abandonarse  en  su  régimen  y  marcha  á  la  le^Qlosix^ 
^fOliHitAd  de  los  obispos,  i^  ley  debe  fijiír  ¡j^  ba- 
«es  ^iw;i^jjtgíiya$  de  dichQs  e^tablecimientQs,  Ija  jínter- 
yencion  del  poder  civil  e»  ellos  y  ¡1^  exeftcicmes 
otorgadaíSi  los  seminarista;^. 

Debe  también,  la  ley  orgánica  de  patronato, 
designar:  las  formalidades  &  observ^tr  4  la  erec- 
ción, unían  y  división  de  diócQsís  y  parroquias;  el 
momento  4^de  >6l  cnal  Ioji^  obispos  y  curas  pueden 
administrar  ^ijis  benefieix)^  y  ejercer  la  jarisdicdon 
)ii3ada  i  su  carácter:  Jlas  facultadas  de  los  cabildos 
y  vicarios  capitulares  en  si&de  vacante;  el  modo  d^ 
reformar  é  variar  la  disciplina  de  las  iglesia^  de  la 
Bepública  con  arreglo  ,á  los  m^^ndatos  de  la  corte 
pontificia;  los  requisitos  para  pod^  ejecutarse  en 
la  Eepública  los  documentos  de  lami^ma.  corte;  las 
formalidades  para  la  celebi'acion  de  los  concilios  y 
sínodos,  a^  como  para  el  rcumplimiento  de  sus  de* 
cisiones;  la  .organización  de  los  tribUQ;9les  ecle^s- 
ticos,  su  competencia  y  los  casos  ;en  que  aon  proce- 
dentes los  recursos  de  fuerza,  procurando  impedir 
que  las  autoridades  eclesiásticas  se  ^xtraUmiteud 
abusen  del  empleo  de   penas  espirituales,  jp7*pQun- 


ciftiido*  célí^aras'  inmotívadaá  6  décréftüido  peMí 
incompatibles  con  el  espirita  y  tendc.nciaé  dé  IM 
leyes  patrias:  la  manera  de  administrar  los  bienes 
de  las  iglesias,  capellánids  y  obras  pías;  la  foi*iiia 
de  ejercer  la  poíicia  en  los  templos;  la  malnera  dé^* 
garantirá  lojí indi nduos  de  todos  los  cnltos  la  invio* 
labilidad  de  sus  sepnl taras,  sin  perjitício  á&  qoe  tas 
inhumaciones  se  hagí^n  con  arreglo  alas  creencias  de 
cada  uno;  la  manera  de  fijar  anualmente  el  presa*- 
puesto  de  los  gastos  del  culto;  la  forma  y  esctension. 
en  ñu,  de  ejercer  por  las  autoridades  nacionales 
y  provinciales  los  derechos  d^  patronato  nacional 

356. — En  el  desarrollb  de  estos  diferentes  pnn^ 
tos  deben  tenerse  presente  dos  cohsidéraciones 
de  diverso  carácter,  pero  igualmente  importantes: 
tma  tendente  á  asegtirar  el  imperio  dé  la  le^  y  del 
ófdén  contra  toda  tentativa  ó  héoho  eonsamado 
dé  desacato  ó  de  rebelión  departe  del  clero;  la 
otra  dirigida  á  mantener  dentiH)  de  límites  mode^ 
rados  y  convenientes  la  acción  represiva  de  los 
podbréiá  nacionales. 

La  primera  consiste  en  la  supremaeia  absoluta 
del  Estado  dentro  de  su  propio  territoiío.  Como  re- 
presentante de  la  soberanía  nacional  es  el  arbitré 
supremo,  áunque.no  infalible,— eomo'  tampood  lo  es 
sociedad  alguna  humana  en  asuntos  políticos^— de 
fddas  lais  cüéstrótaes*  dé  competencia  susttitadas  en 
su  jJTopio  seno.    Esta  supremacía,  este  poder  arbi- 
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tral,  es  el  principio^  el  eje  principal,  sobre  el  imal 
deben  girar  las  disposiciones  reglamentarias  del  pa- 
tronato. 

La  segunda  consideración  estriba  en  la  circunstan- 
cia de  que  los  delitos  cometidos  por  los  miembros 
del  clero  cuando  desconocen,  en  obsequio  á  doctri- 
nas mas  6  menos  exageradas^  el  imperio  de  las  leyes 
civiles^  tienen  igual  carácter  al  de  los  delitos  políti- 
cos^ por  lo  cual  r'us  autores  son  dignos  de  especial  in- 
dulgencia. Efectivamente:  muchas  veces  proceden 
^as  autoridades  eclesiásticas  bajo  el  influjo  de  con- 
vicciones sinceras  y  profundamente  arraigadas-,  no 
creen  incurrir  en  delito  alguno,  sino  mas  bien  cum- 
plir un  deber  sagrado  de  conciencia.  No  hay  en 
tdnces  el  intento  de  dañar  ni  el  verdadero  propósito 
de  delinquir:  se  resiste  á  los  mandatos  de  la 
autoridad  por  que  con  ello  se  cree  propender  al 
bien  social.  Si  se  nos  permite  la  distinción,  dire- 
mos que  el  delito  no  existe  en  el  fondo  sino  en  la 
forma,  es  decir  en  la  materialidad  de  la  ley  infrin- 
gida ó  violada:  no  hay  un  delito  formal  sino  mate- 
rial^ es  un  caso  no  idéntico  pero  si  semejante  ó  pa- 
recido al  del  infractor  de  una  ley  cuya  existencia 
desconoce. 

La  represión  solo  debe  producirse  en  los  momen- 
tos de  peligro  para  la  seguridad  pública-,  pero  cuan 
do  desaparecen  los  temores  de  trastorno  y  se  consigue 
mantener  el  imperio  de  las  leyes,  es  mas  digno  de 
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los  altos  poderes  del  Estado  relegar  al  olvido  los 
extravíos  del  sentimiento  religioso,  especialmente 
si  se  trata  de  funcionarios  eclesiásticos  subalternos 
obligados  en  cierto  modo,  por  motivos  fáciles  de 
adivinar,  á  seguir  la  línea  de  conducta  de  sus  supe- 
riores. 

Partiendo  de  estas  dos  consideraciones  funda- 
mentales, es  fácil  confeccionar  una  ley  que  conci- 
lie  los  fueros  de  la  autoridad  nacional  con  el 
sometimiento  del  clero  á  las  leyes  de  la  República 
y  con  las  consideraciones  debidas  á  la  institución 
reconocida,  protegida  y  fomentada  en  obsequio  al 
sentimiento  religioso  de  la  mayoría  del  pais.  La 
forma  indicada  es,  ademas,  el  único  medio  de  dar  á 
la  Iglesia  toda  la  libertad  posible  dentro  del  doble 
régimen  de  la  soberanía  del  Estado  y  del  patronato 
nacional. 

357. — Pero  no  debe  olvidarse  el  carácter  preca- 
rio de  esta  organización  y  la  necesidad  de  preparar 

« 

las  bases  del  sistema  definitivo  de  la  sepfiracion  de 
la  Iglesia  y  del  Estado,  ensanchando  Ja  esfera  de 
acción  de  las  libertades  de  la  primei-a,  restringien^ 
do  los  derechos  del  segundo  y  dejando  que  cada 
una  de  las  dos  instituciones  satisfaga  sus  necesida- 
des y  llene  sus  fines  con  el  auxilio  de  sus  propios 
elementos  y  recursos. 

El  sistema  de  la  separación  es,  en  orden  á  las 
i^elaciones  de  ambos  poderes,  un  sistema  deseen- 


tralfeiacloí:  tiende  áimpedir  que  el  Esta  absorva  á 
lá  iglesia  á  la  sombra  de  la  protección  que  le  brin- 
da y  que  la  Iglesia,  munida  de  las  prerogativas  y 
eiíenciones  especiales  reconocidas  en  su  favor,  pre- 
tenda absorver  al  Estado. 

Con  dicho  sistema  desaparece  la  ley  de  las  aflni- 
daded  químicas  aplicada  al  drden  moral  que.  como 
en  el  orden  físico,  tiende  á  hacer  de  dos  entidades 
una  sola^  y  desaparece,  para  convertirse  en  una  sim- 
ple ley  de  atracción,  ea  virtud  de  la  cual  tas  entida- 
des subordinadas,  tales  como  las  difidentes  cxtmanio- 
nes  religiosas,  sin  perder  su  independencia  y  su 
gobierno  propios,  deben  moverse  constantemente 
al  rededor  de  la  entidad  principal,  el  Estado, 
obedeciendo  á  sus  impulsos  y  recibiendo  los  bene- 
ftcios  de  las  irradiaciones  que  proyecta. 

La  descentralización  es,  por  último,  en  todo  or- 
den, el  sistema  que  mas  directamente  conduce  al 
régimen  de  la  libertad  en  su  mayor  amplitud  y  el 
mas  en  armenia  con  el  sistema  político  federal  de  la 
República  Argentina.  Asi  es  que  al  reglamentar 
el  ejercicio  del  patronato,  no  debe  perderse  de  vista 
la  conveniencia  de  encaminai-  al  pais  hacia  este  úl- 
timo resaltado. 


FIN 
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dificultades  y  ro^ÍHtencins — 147.  £1  nuevo  obispo 
de  Córdoba  tomu  posesión  de  su  diócesis 261 

CAPITULO  Xü 


Califleacion  de  los  procedimientos  del  ▼icario  y  del 
cabildo  eclesiástico  de  Córdoba 

148.  Condiciones  especiales  del  vico  rio  de  Córdobas 
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217.  Al  Ealudo  pertenece  el  dorecho  de  regla- 
rneniar  lu  ensena  tiz;i*-218.  También  le  corres- 
pondo el  deher  de  proporcionar  ]a  instrucción 
primaria — 219.  Argumento  basado  en  el  supues- 
to de  qne  mI  Estado  no  corre:4pond«-inestu!$  fun* 
ciones—220.  La  libertad  de  conciencia  y  Itá 
ensL'ñan7ji  púbiicat-«221.  Preceptos  constitucio- 
nales qiie  h.'in  reservado  al  poder  político  el 
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i.'iicn  es  una  derivación  natural  de  las  funciones  . 
del  Estado— 224.  La  enseñanza  religiosa  obliga- 
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traña serios  peligros  para  l.is  instituciones  del 
Estado— 232.  La  ensefian/a  laica  y  la  calidad  de 
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Ii-hiiidu  defíeiiden  la  ensena nzu  inicu— 2-^2.  Los 
poderes  espiritiuil  y  tempoa^iH  sc^n  las  saigra- 
das  escrituras— 243.  Divorsns  leyes  qniijusiiíi- 
cun  el  procedimiento    d<*l    pod«ír   (ejecutivo  con 
respi-eio  n\  obispo  de  Sfilta--244.  Dicho  pitícedi- 
miento   fué  consütucioiuil— 2-15.  La  jurisdicción 
de    )('S    obispos    Qii  suK    revprctivuH    dió<-esis 
procedo  principalmenlo  d<'l  ntmibrMmiento  otor- 
gado por  el  porter  civil— 24K,  Do  «q  il  se  deduce 
el  derecho  del  mismo  poder  p^ira  revocar  dicho* 
noml)iwirnieiitos  y  ia  jurisdicción  conespundicd- 
te— 247.  Opinión   del    doctor    VcK'í   Sai^fÍGld  — 
248    Lü    A.Nnnmblea    ConsliUiycnie  de  1813  do- 
vuelvo    condicionnlmc^nte  á  l(>«    ordinarios    una 
p.írte  de  su  jmi.sdíc^ion — 249.  Enju'cinnüeut'i  y 
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sideraciones finales 427 
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na en  1863  y  circular  á  lo.s  obispos-— 274.  De- 
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producida  en  el  espíritu  del  cabildo  de  Salta....       475 

CAPITULO  XX 

Curas  y  curatos, 

278.  Parroquia,  o^ira  y  curato— 279.  Las  parroquias 
Diieden  considerarse  bajo  dos  puntos  de  vista 
280.  Curatos  seculares  y  regulares-<»281.  Vice 
parroquias— 282.  Curas  propios  é  interiaos, 
coadjutores  y  teoientes  curas— 283.  Formalida- 


>«SS'' 


HOtVi 


dea  que  deben  ohRertarse  en  el  nombramieato 
de  cai>QH  propioM>->284.  Nombramiento  de  oiiras 
interino»  por  el  periodo»  de  cuutpo  meses— 285. 
NumbranuBtito  de  Ioü  mismos  por  un  periodo 
miiyor»  cuandoNüo  sea  posibio  d^uir  á  lus  par-  ' 
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— 298.  La  misma  intervención  han  tenido  lus 
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